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El objetivo de la integración regio-
nal en América Latina y el Caribe (ALC) 
siempre ha sido mejorar la vida de los 
ciudadanos. La idea subyacente es que 
los mercados ampliados e integrados 
brindan más oportunidades de creci-
miento, ya que las empresas se benefi-
cian de mayores economías de escala y 
especialización y los consumidores tie-
nen acceso a alternativas más diversas.

 Desde la década de 1960, la con-
vicción de que la integración regional 
conlleva beneficios ha sido el motor del 
avance de los esfuerzos integracionis-
tas y ha alentado a los países a persistir 
en programas tendientes a desmantelar 
las barreras comerciales, incentivar las 
inversiones y promover la cooperación.

 Los países de ALC han logrado ade-
lantos en la modernización de sus polí-
ticas comerciales, la eliminación de ba-
rreras arancelarias y no arancelarias, y 
la mejora de su infraestructura ligada al 
comercio. Más actores participan del in-
tercambio mundial y se incrementaron 
tanto las exportaciones hacia fuera de la 
región como el comercio intrarregional.

 No obstante, en el siglo XXI, los avan-
ces tecnológicos están tornando cada 
vez más dinámico el comercio global, 
dando lugar a oportunidades nuevas y 
también planteando nuevos interrogan-

tes acerca de cómo avanzar en la inte-
gración regional de un modo sostenible.

 Quizás sea este uno de los proble-
mas más acuciantes de nuestros tiem-
pos. ¿Cómo puede ALC expandir su 
comercio y proteger al mismo tiempo 
el medioambiente? ¿Cómo profundi-
zar su integración de un modo ecoló-
gico? Para dar respuesta a estos inte-
rrogantes dedicamos este número de 
la revista del INTAL al área de cambio 
climático y desarrollo sostenible, o lo 
que hemos dado en llamar «eco-inte-
gración» regional.

 Planteamos aquí preguntas acerca 
del impacto medioambiental del comer-
cio, y realizamos un análisis profundo de 
temas que van desde las cadenas globa-
les de valor sostenibles y la infraestruc-
tura de transporte ecológico, hasta el 
papel de los mercados de carbono y los 
impuestos medioambientales. También 
evaluamos qué función pueden desem-
peñar la facilitación del comercio y las 
políticas gubernamentales, así como el 
poder de las nuevas tecnologías para 
impulsar el crecimiento verde.

 Nuestra tarea es hacer que la inte-
gración regional funcione para todo el 
planeta, de modo que nuestros ciudada-
nos puedan seguir cosechando los frutos 
de la integración y el comercio. 

Los impactos del cambio climático 
son vox populi.  Dos años consecutivos 
han pasado consagrándose como los 
años más calurosos globalmente re-
gistrados.  ¿Orgullosos?  No, claro que 
no.  El planeta nos indica que es hora 
de tomar conciencia y tomar acción, ya 
que los años que se avecinan superarán 
a los años pasados.  “El cambio es algo 
deseable, pero se vuelve preocupante 
cuando se convierte en deterioro del 
mundo y de la calidad de vida de gran 
parte de la humanidad”, acierta el Papa 
Francisco previo a la firma del acuerdo 
global.  

Enfrentar los desafíos en el camino 
hacia un desarrollo sostenible e inclusi-
vo es un tema prioritario de al menos 
124 países, quienes ratificaron el Acuer-
do de París y que se comprometen a 
tomar medidas para el cumplimiento 
de los objetivos del mismo.  Mantener 
la temperatura global a muy por debajo 
de los 2ºC requiere grandes niveles de 
inversión en donde actores, tanto del 
sector público como del sector privado, 
son primordiales para realizar la tran-
sición hacia una economía resiliente y 
baja en carbono. 

Tomar acción significa proceder ha-
cia un cambio de paradigma:  mitigar, 
adaptar y resignificar.  Líderes de todo 

el mundo están tomando la dirección 
hacia un desarrollo más igualitario que 
vele por impulsar la prosperidad.  Re-
giones como América Latina y el Cari-
be impulsan la ambición y levantan la 
mano para hacer frente a los impactos 
del cambio climático.  ¡Hay que actuar y 
hay que actuar ahora! 

Aún en un contexto donde el tiempo 
es nuestro peor enemigo, donde el pla-
neta sufre las consecuencias del cambio 
climático, siempre hay margen de ac-
ción.  Siempre.  El rol de los Bancos Mul-
tilaterales de Desarrollo además de pro-
veer y movilizar financiamiento es sin 
duda, liderar y asistir a los países en el 
diseño e implementación de planes de 
desarrollo sostenible que incluyan capi-
tal natural, administración de riesgo de 
desastres y consideraciones de cambio 
climático e infraestructura sostenible.  

De la mano con los países ya com-
prometidos que presentaron sus planes 
nacionales de contribución, de la mano 
de la sociedad civil, los gobiernos, el 
sector privado, el Papa Francisco y 
otros líderes, sólo hay tiempo para to-
mar acción.  ¿Por qué?  Porque los desa-
fíos del cambio climático son vox popu-
li, porque estamos preparados y porque 
el camino hacia un desarrollo sostenible 
es un trabajo conjunto.

Nuestra convicción	 Actuar ahora
ANTONI ESTEVADEORDAL 
Gerente del Sector de Integración y Comercio 
Banco Interamericano de Desarrollo

JUAN PABLO BONILLA
Gerente del Sector de Cambio Climático
y Desarrollo Sostenible 
Banco Interamericano de Desarrollo
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“¿Usted está de acuerdo con que 
se incluyan compromisos relativos al 
cuidado del medioambiente en los 
tratados internacionales, aunque esto 
implique pagar cerca de 20% más por 
los productos?”. Esta fue la desafiante 
pregunta que hicimos recientemente a 
20.000 habitantes de 18 países de la re-
gión. La respuesta fue contundente: un 
49% de los latinoamericanos respondió 
que está “de acuerdo” o “muy de acuer-
do” con tales medidas.1

La conciencia ambiental de los pue-
blos de América Latina constituye un 
punto de partida indispensable para 
analizar esta problemática, que tiene 
una relación muy estrecha con los te-
mas de integración y comercio. Se trata 
de alinear esa conciencia social con las 
dinámicas decisorias de los hacedores 
de políticas, en diálogo con la comuni-
dad científica. 

“Comienza haciendo lo que es ne-
cesario, después lo que es posible y de 
repente estarás haciendo lo imposible”. 
Siguiendo la máxima de San Francisco 

de Asís, la humanidad se ha fijado la ne-
cesaria meta de salvar un planeta ame-
nazado por la degradación ambiental y 
el cambio climático. Esta misión tiene 
en la encíclica Laudato Si’ una referen-
cia ineludible y una fuente de inspira-
ción fundamental para todas las perso-
nas, sin importar su creencia religiosa. 

Allí el papa Francisco desarrolla el 
concepto de ecología integral, una idea 
que refiere a nuestra responsabilidad en 
el cuidado de lo débil y de aquello que 
nos conecta con la esencia de lo humano. 

Esta edición de Integración & Co-
mercio reúne a prestigiosos expertos 
mundiales que inspirados por Laudato 
Si’ plantean propuestas concretas para 
que lo necesario sea también posible. 

De las múltiples dimensiones de la 
encíclica, nos enfocamos en solo algu-
nas de ellas, las que se relacionan con 
la integración de nuestros pueblos, una 
integración que lejos de ser exclusiva-
mente económica y comercial es hoy 
más que nunca social, tecnológica, cul-
tural y ambiental. 

La coordinación de esfuerzos a ni-
vel global colocó los temas ambientales 
entre las prioridades de las agendas de 
gobernanza e integración. Con los Ob-
jetivos de Desarrollo Sustentable y los 
acuerdos de París y Marrakech, el lide-
razgo mundial ha trazado un sendero 
para encauzar las técnicas de produc-
ción hasta volverlas sostenibles. No hay 
en el mundo negociaciones de acuer-
dos comerciales o de inversiones que 
no incluyan estándares ambientales. 

La problemática del medioambien-
te es compleja e interdisciplinaria. Por 
esta razón, convocamos mentes crea-
tivas con la premisa de que, al igual 
que Newton, suban a hombros de 
gigantes y tomen la encíclica como 
punto de partida para concebir ideas 
que contribuyan a enfrentar el calen-
tamiento global. 

Entre las propuestas concretas que 
se despliegan a lo largo de estas pági-
nas, los especialistas sugieren reformu-
lar el sistema de gobernanza a partir de 
instituciones con facultad de estable-
cer sanciones siguiendo el modelo de 
la Organización Mundial de Comercio; 
avanzar en una reforma impositiva glo-
bal que no solo grave la contaminación, 
sino que fomente el uso de energías 
limpias; generalizar la evaluación de im-
pactos ambientales en más obras y pro-
yectos; repensar la infraestructura bajo 
el concepto de resiliencia; extender las 
innovaciones tecnológicas en ámbitos 
de transporte urbano limpio; reforzar 
el monitoreo y control de la contamina-
ción para garantizar el acceso al agua 
potable; reimaginar los fundamentos 
de una economía basada en la relación 
con el ambiente y el prójimo. Esta lista, 
lejos de ser exhaustiva, es apenas una 

muestra de la originalidad del conteni-
do que presentamos. 

Existe un amplio consenso de que 
la contaminación mundial ocasiona un 
daño injusto en los países más pobres 
porque, aunque las economías más 
avanzadas son las que más contami-
nan, el cambio climático impacta en 
la agricultura, una de las actividades 
más relevantes de las economías lati-
noamericanas. El 14% de la producción 
agrícola corre riesgo de perderse por 
fenómenos de sequías o inundaciones 
si la temperatura aumenta tres grados 
centígrados, y los problemas de free 
riding y externalidades difícilmente se 
resuelvan sin una adecuada coordina-
ción.2 La sustentabilidad productiva y 
ambiental va de la mano, por cuanto 
la huella hídrica de nuestra producción 
agropecuaria significa, por ejemplo, el 
uso de 15.000 litros de agua para pro-
ducir un kilogramo de carne vacuna.3

Para una América Latina caracteri-
zada por inmensas riquezas naturales, 
donde se concentra el 40% de la bio-
diversidad del mundo, la exigencia de 
cumplimiento de estándares ambienta-
les en el comercio representa el desafío 
de incorporar nuevas tecnologías que 
se adapten a cadenas globales de valor 
cada vez más exigentes.4 

Son estas nuevas tecnologías las 
que están dando forma a una integra-
ción híbrida, donde los tradicionales 
mecanismos de comercio, a través de 
trámites burocráticos, contenedores, 
camiones, rutas y puertos, se entre-
mezclan con lo instantáneo del comer-
cio electrónico, con la practicidad de la 
impresión 3D, con la propiedad efíme-
ra de la economía colaborativa, con la 
nueva información que provee el Big 

Una eco-integración 
creativa para
América Latina

GUSTAVO BELIZ 
Director del Instituto para la Integración
de América Latina y el Caribe.
Banco Interamericano de Desarrollo

LA CONCIENCIA AMBIENTAL DE LOS LATINOAMERICANOS
CONSTITUYE UN PUNTO DE PARTIDA INDISPENSABLE 
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Data, con los procesos automatizados 
por inteligencia artificial, con el salto de 
productividad que provoca la bioeco-
nomía con un uso responsable de la 
tierra, con los algoritmos que producen 
nuevos materiales. Ofrecen también la 
oportunidad de cerrar brechas históri-
cas en la región, como la brecha de in-
fraestructura. 

Así como el dinero electrónico y 
los pagos a través de telefonía celular 
pueden generar ahorros billonarios en 
infraestructura bancaria y financiera, 
la fabricación digital puede reducir el 
costo logístico y poner en pie de igual-
dad a economías con distinto grado de 
competitividad. Es posible así dirigir re-
cursos hacia infraestructura prioritaria, 
como la de saneamiento, para que el 
10% de la población global que no tie-
ne acceso al agua potable obtenga ese 
derecho básico.

En los últimos meses, el gobierno de 
los Estados Unidos, el Parlamento britá-
nico, los grandes actores privados de la 
tecnología y la Pontificia Academia de 
las Ciencias dedicaron estudios y even-
tos especiales a analizar el impacto de 
la inteligencia artificial y la robótica en 
el empleo y la vida cotidiana, tanto en 
sus aspectos económicos como éticos.5  
En los tres casos, la pregunta fue la 
misma: ¿podrán las máquinas reempla-
zar el trabajo humano de manera que 
nuestra civilización corra peligro? Y de 
ser así, ¿qué vamos a hacer al respecto?

No se trata de ciencia ficción, sino 
de procesos avanzados. La Federación 
Internacional de Robótica pronosticó 
que en 2018 habrá 35 millones de uni-
dades de robots en la industria (IFR, 
2016) y la Universidad de Oxford esti-
mó que el 47% los empleos corren ries-

go de ser automatizados, cifra que se 
eleva al 66% para los países en desarro-
llo (UNCTAD, 2016).6 En este contexto, 
las economías más desarrolladas de-
baten sobre la implementación de una 
renta universal que garantice un nivel 
de vida pleno o jornadas laborales más 
reducidas. 

Viejas y nuevas maneras de inte-
grarnos conviven en la era del consu-
mo informado, que es al mismo tiempo 
la era de la velocidad. La fugacidad y 
el cortoplacismo fueron ganando terre-
no hasta afectar las relaciones huma-
nas y pretender reducirlas a relaciones 
de uso y canje de utilidad, donde todo 
tiene precio y pocas cosas poseen va-
lor. El riesgo de la cultura del descarte 
no solo abarca a los bienes materiales, 
sino también a las personas, amputan-
do el espíritu mismo de la vida en co-
munidad. 

La irrupción de inequidades am-
plió la brecha entre ricos y pobres, y 
liderazgos tradicionales han caído en el 
descrédito. El 73% de los latinoamerica-
nos –según nuestro estudio “El ADN de 
la integración regional”– sostiene que 
sus países son gobernados por grupos 
poderosos en su propio beneficio. Sin 
embargo, casi igual porcentaje de ciu-
dadanos apoya a la integración regional 
como motor del crecimiento y ven en 
sus smartphones una vía para conectar-
se con el otro. Es asombroso compro-
bar que un tercio de aquellos habitan-
tes que no tienen frecuentemente dos 
comidas diarias en sus mesas, sin em-
bargo son propietarios de un teléfono 
inteligente.7

Esto nos convoca a una creatividad 
mayúscula, que advierta oportunida-
des y riesgos. Las nuevas tecnologías 

reescriben nuestra Estrategia Sectorial 
sobre Integración (BID, 2015), en sus 
aspectos no solo hard (de producción 
material, digital e infraestructura física), 
sino también soft (vinculados a la regu-
lación, a las instituciones y al individuo 
en sus preferencias y emociones como 
ciudadano y consumidor). La economía 
del comportamiento arribó a conclu-
siones interesantes sobre los incentivos 
que nos conducen a cooperar, basados 
no siempre en intereses comunes, sino 
en sentimientos de empatía y solida-
ridad.8 Se trata de un simple ejemplo 
de cómo los elementos emocionales 
pueden influir en la conducta de una 
sociedad para aprobar o desaprobar 
tratados de integración, o hasta en la 
conducta de un consumidor en el ins-
tante de confiar o no en un etiquetado 
de un producto orgánico exportable. 
Son todos aspectos que, con el concur-
so de las neurociencias y el aprendiza-
je profundo de las máquinas, permiten 
analizar mejor causas y consecuencias 
del comercio sobre el sistema producti-
vo y el planeta.

Se trata de desplegar las potenciali-
dades de una integración inclusiva que, 
junto a la capacidad transformadora de 
los latinoamericanos, tenga el poder 
de impulsar un desarrollo que sea res-
petuoso con el ambiente y las futuras 
generaciones.

Romano Guardini, el filósofo fre-
cuentemente citado por el papa en 
la Laudato Si’ para advertir sobre los 
riesgos de la tecnocracia sin valores, 
auguró que en el futuro lo importante 
no será el aumento de poder, sino su 
dominio, y que “el ser humano tendrá 
que elegir ser tan fuerte como lo es su 
poder, o entregarse a él y sucumbir”.

Es por este motivo que necesitamos 
una ciencia con conciencia. Una con-
ciencia clara del poder que otorgan las 
innovaciones acompañada por una éti-
ca que sirva de brújula para evitar los 
daños sociales y ambientales que causa 
la tecnología cuando se usa sin límites. 

Como las dos hojas de una tijera, 
la impaciencia y el vértigo tecnológico 
recortan los valores éticos hasta disol-
verlos. Si las nuevas invenciones no se 
emplean con sabiduría, pueden pro-
fundizar la exclusión y causar daños 
irreversibles al planeta. No debemos 
engañarnos, la inteligencia podrá ser 
artificial, pero nunca la ética. La auto-
matización y la desmaterialización, que 
nos proponen un cambio tecnológico 
exponencial, requieren evitar la conta-
minación mental de pensar sociedades 
con medios, pero sin fines.

Pero la construcción de una eco-in-
tegración creativa supone advertir que 
las incertidumbres conviven también 
con las oportunidades y con miles de 
actitudes emprendedoras que pueden 
impulsarse para potenciar mutaciones 
positivas. Y que se entrelazan con la 
agenda actual de integración y comer-
cio. Valgan algunas preguntas paradig-
máticas, que desafían la imaginación de 
nuestro sector:

• ¿Es posible pensar una conversión 
ambiental desde la perspectiva de un 
“doble dividendo”, que permita reducir 
las brechas ecológicas y de inequidad, 
a partir del impulso de empleos verdes 
en campos no tradicionales del trans-
porte, la certificación de estándares, 
el e-commerce,9 el diseño a medida o 
la agricultura comunitaria integrada al 
mundo mediante plataformas digitales?

• ¿Es posible capturar con mejores 

NECESITAMOS UNA CIENCIA
CON UNA ÉTICA AMBIENTAL Y SOCIAL

UNA TECNOCRACIA AUSENTE DE VALORES
CONDUCE A SOCIEDADES CON MEDIOS PERO SIN FINES
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estadísticas y sistemas de contabilidad 
la perspectiva de un paradigma so-
cioeconómico que no solo mida el cre-
cimiento del tradicional producto bruto 
interno, sino también que contabilice 
mejor la revolución digital10 y la cohe-
sión social y ambiental?11

• ¿Es posible imaginar instancias de 
cobotización12, donde los seres huma-
nos y las máquinas interactúen de un 
modo colaborativo, a través de nuevos 
mecanismos de producción abierta, 
más amigables con lo ecológico y fo-
mentadores de innovación?

• ¿Es posible globalizar la solidari-
dad regional reinventando sistemas de 
transferencias condicionadas de ingre-
sos que se vinculen a la alfabetización 
tecnológica y el cuidado ambiental, 
sembrando semillas estratégicas para 
potenciar nuestra diversificación expor-
tadora?13

• ¿Es posible crear una ecología 
institucional que garantice la transpa-
rencia en la obra pública regional y la 
ponga al servicio de una mejora de la 
inserción global de la región, sin cos-
tos de transacción, que alteran nuestra 
competitividad y degradan la calidad 
de nuestra democracia?

• ¿Es posible una eco-integración 
de América Latina que reúna esfuerzos 
a nivel científico-tecnológico para po-
tenciar economías de escala regionales, 
en áreas neurálgicas, que van desde 
las compras públicas estratégicas a la 
industria automotriz, pasando por lo 
agropecuario, las pequeñas y medianas 
empresas, y lo energético?

La respuesta es sí. La indiferencia es 
la carta ganadora de la contaminación. 
De ahí la importancia del humanismo 
que propone Laudato Si’ como una in-

vitación a repensar el tejido urbano ins-
titucional. La casa, el barrio, la ciudad 
y el ecosistema son dimensiones com-
plementarias que precisan instituciones 
sólidas que las protejan en un desarro-
llo equilibrado. 

Esta edición tiene cuatro secciones 
o faros que pretenden ir desde aspec-
tos más generales a temas más espe-
cíficos de la problemática ambiental en 
su vínculo con la integración. La prime-
ra sección, desde el faro de la gober-
nanza glocal (global+local), aborda las 
dificultades para lograr consensos y los 
beneficios de alcanzarlos. La segunda 
sección, desde el faro de un comercio 
sostenible, contiene artículos sobre 
producción e intercambio sustentable, 
y sus diferentes áreas de aplicación. 
El tercer faro o sección tiene el nom-
bre de ecología integral. Allí los autores 
observan las múltiples áreas socioeco-
nómicas donde el cuidado ambiental 
puede marcar una diferencia. La última 
sección, humanismo ambiental, com-
prende el faro de la inclusión social y la 
equidad, bajo la condición de que “no 
hay dos crisis separadas, una ambiental 
y otra social, sino una sola y compleja 
crisis socioambiental”.14

Premios Nobeles, líderes globales, 
académicos de la región y el mundo, 
y representantes de la sociedad civil 
aportan ideas valiosas para fortalecer y 
redoblar la defensa del medioambiente. 

Ojalá que esta publicación sirva 
también de inspiración para que mu-
chos otros se unan en el cuidado de 
nuestra casa común. En ese camino 
estaremos, casi imperceptiblemente, 
construyendo el puente de la eco-in-
tegración, desde lo necesario hacia lo 
imposible.

NOTAS
1 En la misma encuesta, realizada a partir de la alianza 
estratégica de INTAL-Latinobarómetro, en el marco de 
un bien público regional, formulamos otra pregunta: 
“¿Usted está de acuerdo o en desacuerdo con que se 
incluyan compromisos sobre los derechos de los traba-
jadores nacionales y extranjeros, aunque esto implique 
pagar un 20% más por los productos?”. Un 46% res-
pondió estar “de acuerdo” o “muy de acuerdo”. Véase 
https://publications.iadb.org/handle/11319/7896
2 Véase el artículo de Charles Kolstad en esta edición.
3 Sobre el tema, véase Bitar (2016). El autor muestra 
cierta voracidad global por recursos naturales y, en par-
ticular, el creciente déficit hídrico del planeta. 
4 Los cambios recientes en las cadenas globales de va-
lor pueden verse en Curtis (2016) y en el artículo de 
Arancha González, del Centro de Comercio Internacio-
nal, en esta edición.
5 Sobre el tema, véanse Oficina Ejecutiva del Presiden-
te de los Estados Unidos (2016), House of Commons 
(2016), el Congreso “Power and Limits of Artificial In-
telligence”, Ciudad del Vaticano (noviembre, 2016), y 
Partnership on AI (www.partnershiponai.org), la inicia-
tiva conjunta de grandes compañías tecnológicas en 
inteligencia artificial (Google, Amazon, Facebook, IBM, 
Microsoft y DeepMind).
6 En “Robots at Work”, Graetz y Michaels (2015) analiza-
ron el impacto de los robots en 17 países industrializa-

dos entre 1993-2007 y concluyeron que contribuyeron 
al crecimiento y la productividad, y afectaron a la baja 
las horas trabajadas en bajas y medianas calificaciones 
profesionales. Nübler (2016) discute los desafíos de es-
tos cambios para las políticas públicas.
7 Véase el informe “El ADN de la integración regional” 
(Beliz, 2016). 
8 Sobre el aporte de la economía del comportamiento 
a la integración y el comercio, véase la presentación y 
la clínica del Behavioral Insight Team en el Coloquio de 
INTAL Integración Regional 4.0.
9 Las oportunidades del e-commerce para América Lati-
na pueden verse en INTAL (2016). THM (2016) describe 
los escenarios del mercado de trabajo hacia 2050.
10 Curtis (2016) muestra cómo el comercio digital y la 
revolución de las tecnologías apenas son capturados 
por las estadísticas de comercio mundial, al igual que el 
mundo de los servicios.
11Jean Paul Fitoussi aludió a este desafío en la conferen-
cia anual del INTAL, a partir de su trabajo en la comisión 
que integró con Joseph Stiglitz y Amartya Sen. Véanse 
Fitoussi, Stiglitz y Sen (2009) y la conferencia anual del 
INTAL en www.iadb.org/intal/50. 
12 Sobre el uso del término cobotización, véase Méda (2016). 
13 Véase Williamson y Bértola (2016), donde se analiza, 
entre otros temas, el impacto en la equidad social de los 
programas de transferencias condicionadas en la región.
14 Santo Padre Francisco (2015).
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3. LS es un documento fundacional del 
Magisterio: inscribe el nuevo concepto 
de “ecología integral” en el pensamien-
to social de la Iglesia, a la par de la dig-
nidad humana, la libertad de conciencia, 
la fraternidad, la destinación universal 
de los bienes, el bien común, la solidari-
dad… Se quiere decir que si bien LS “se 
agrega al Magisterio social de la Iglesia” 
(§ 15), en la línea de sus antecesores (cf. 
§§ 3-11), su tema en cuanto tal es nuevo 
para una encíclica: el cuidado de la casa 
común o la ecología de nuestro planeta, 
amenazado por el colapso debido a la 
acción humana, con el consecuente au-
mento de la pobreza y de la exclusión 
social. La “conversión ecológica” englo-
ba los equilibrios ecológicos, la justicia 
social, la responsabilidad espiritual y 
exige la acción inmediata.

LA VISIÓN RELIGIOSA DE LA
“HERMANA TIERRA”

4. El tema e hilo conductor de LS es un 
llamado a la responsabilidad de todos y 
cada uno de los seres humanos a favor 
de la tierra y de la justicia social. Llama-
do ante todo profundamente religioso, 
porque considera el mundo como la 
casa de Dios, es decir, un don que Dios 
ha dado al ser humano, su imagen, para 
que lo ame, lo custodie y lo desarrolle 
según sus potencialidades para el bien 
del hombre y la mujer de todos los tiem-
pos y espacios. Tal cosmovisión se basa, 
como lo indica el título tomado del Can-
to de las Creaturas, en San Francisco 
de Asís, quien propone el Evangelio sin 
glosa (sine glossa), con el cariño a la tie-
rra como creación de Dios y el amor a la 
pobreza como medio para poseer para-
dojalmente la tierra. El papa Francisco 
quiere actuar tal mensaje en nuestros 
días y convoca a una acción urgente: 

“La humanidad está llamada a tomar 
conciencia de la necesidad de realizar 
cambios de estilos de vida, de produc-
ción y de consumo” (§ 23).

5. LS trata de unir lo que la modernidad 
ha separado: por una parte, el ser huma-
no y por la otra, la tierra; por una parte, la 
ecología del ambiente natural, por la otra, 
la ecología humana; y más generalmente, 
trata de unir el programa misericordioso 
de la Providencia de Dios con la colabora-
ción libre y amorosa del ser humano. 

6. Francisco une tales dimensiones ho-
rizontales y verticales en una perspec-
tiva superadora e integradora, que él 
denomina “ecología integral”. La casa 
que Dios ha regalado al hombre y a la 
mujer debe ser una casa común “como 
una hermana, con la cual compartimos 
la existencia, y como una madre bella 
que nos acoge entre sus brazos: ‘Alaba-
do seas, mi Señor, por la hermana nues-
tra madre tierra, la cual nos sustenta, y 
gobierna y produce diversos frutos con 
coloridas flores y hierba’” (§ 1).

LOS DATOS DE LAS CIENCIAS
NATURALES ASUMIDOS E

INTERPRETADOS POR FRANCISCO

7. Según la evidencia de las ciencias na-
turales, esta hermana tierra está enferma 
y clama por el daño que le provocamos a 
causa del uso irresponsable y del abuso 
injusto de los bienes que Dios ha pues-
to en ella. En la modernidad –a partir de 
Descartes con su idea de res extensa– 
hemos crecido pensando que éramos 
propietarios y dominadores de la natura-
leza, autorizados a expoliarla sin ninguna 
consideración de sus potencialidades y 
leyes, como si fuese una materia inerte a 
nuestra disposición (cf. § 2).

LA CONVERSIÓN ECOLÓGICA ENGLOBA LA JUSTICIA SOCIAL,
LA RESPONSABILIDAD ESPIRITUAL Y EXIGE LA ACCIÓN INMEDIATA
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1. La apelación del papa Francisco en 
Laudato Si’ (LS) es profundamente re-
ligiosa y científica a la vez: parte del 
Evangelio, la fe y la teología, pasa por 
la reflexión filosófica y ética, y asume 
los saberes más puntuales de las cien-
cias naturales y de las ciencias sociales. 
Afirma, en buena substancia, que el pla-
neta en que vivimos es nuestra común 
“hermana casa” que está enferma por 
el maltrato infligido a esta por algunos 
pocos, mientras las consecuencias ne-
gativas la sufren los más. Ecología viene 
de dos palabras, eikos y logos, que en 
griego quieren decir “casa” y “orden”, 
o sea es la ciencia de ordenar la única 
casa de todos, la casa común.

2. Laudato Si’ quiere despertar a los 
hombres y a las mujeres de hoy invitan-
do a una toma de conciencia respon-
sable de la grave situación por la que 
atravesamos para no practicar “una 
ecología superficial o aparente que con-
solida un cierto adormecimiento y una 
alegre irresponsabilidad” (§ 59). Aten-
to a la crisis de los más pobres causada 
por el cambio climático del que es res-
ponsable la acción humana movida por 
la avaricia, Francisco vuelve al corazón 
del Evangelio, al amor a las creaturas, a 
la pobreza de las bienaventuranzas y al 
protocolo del juicio final, es decir, Mateo 
25: “Cada vez que lo hicieron con el más 
pequeño de mis hermanos, lo hicieron 
conmigo”. 

50 claves de
la Laudato Si’

MONSEÑOR MARCELO
SÁNCHEZ SORONDO
Canciller Pontificia 
Academia de Ciencias

Estamos llamados a ser los instrumentos
del Padre Dios para que nuestro planeta sea lo

que él soñó al crearlo y responda a su proyecto 
de paz, belleza y plenitud (§ 53)

 
Laudato Si’



8. Francisco indica, por primera vez en 
el Magisterio, al clima como el “bien co-
mún, de todos y para todos” (§ 23). Y 
lo define a nivel global como “un siste-
ma complejo relacionado con muchas 
condiciones esenciales para la vida 
humana”. Adoptando por primera vez 
nociones y palabras de las ciencias, LS 
sostiene que “hay un consenso científi-
co muy consistente que indica que nos 
encontramos ante un preocupante ca-
lentamiento del sistema climático”.

9. Asumiendo las observaciones de es-
tas disciplinas, LS afirma: “En las últimas 
décadas, este calentamiento ha estado 
acompañado del constante crecimiento 
del nivel del mar, y además es difícil no 
relacionarlo con el aumento de even-
tos meteorológicos extremos, más allá 
de que no pueda atribuirse una causa 
científicamente determinable a cada fe-
nómeno particular” (§ 23).

10. LS acepta que “hay otros factores 
(como el vulcanismo, las variaciones de 
la órbita y del eje de la Tierra o el ciclo 
solar)” que pueden concurrir al recalen-
tamiento global. Sin embargo, resistien-
do a las fuertes presiones de lobbies con 
el coraje que lo caracteriza, en el punto 
crucial, Francisco enseña a título de ma-
gisterio ordinario: “Numerosos estudios 
científicos señalan que la mayor parte 
del calentamiento global de las últimas 
décadas se debe a la gran concentra-
ción de gases de efecto invernadero 
(dióxido de carbono, metano, óxidos de 
nitrógeno y otros) emitidos sobre todo 
a causa de la actividad humana” (§ 23). 

11. No solo entonces hay hoy un proble-
ma climático para LS que naturalmente 
no está descripto en la Biblia (la cual 
describe otros de su tiempo), sino que 

a partir del nuevo aporte de las ciencias 
de la tierra, Francisco sostiene magiste-
rialmente que la actividad humana que 
usa “combustible fósil” es la causa prin-
cipal del calentamiento global.

12. Más aún, LS remata: “Esto se ve po-
tenciado especialmente por el patrón 
de desarrollo basado en el uso intensivo 
de combustibles fósiles, que hace al co-
razón del sistema energético mundial” 
(§ 23). Y adopta otra observación cien-
tífica importante: “También ha incidido 
el aumento en la práctica del cambio de 
usos del suelo, principalmente la defo-
restación para agricultura”. Así, en LS, 
no solo fe y razón, sino también sabe-
res filosóficos y saberes científicos, se 
amalgaman por primera vez en una en-
cíclica papal de modo tan central.

PÉRDIDA DE BIODIVERSIDAD

13. En esta importante parte, LS indica: 
“Los recursos de la tierra también están 
siendo depredados a causa de formas 
inmediatistas de entender la economía 
y la actividad comercial y productiva. 
La pérdida de selvas y bosques implica 
al mismo tiempo la pérdida de especies 
que podrían significar en el futuro re-
cursos sumamente importantes, no solo 
para la alimentación, sino también para 
la curación de enfermedades y para 
múltiples servicios” (§ 32).

14. Las diversas especies contienen ge-
nes que pueden ser recursos clave para 
resolver en el futuro alguna necesidad 
humana, para regular algún problema 
ambiental o simplemente para permi-
tir que funcionen bien los mecanismos 
evolutivos para los cuales los genes de 
la biodiversidad son esenciales. “Por 
nuestra causa miles de especies ya no 

darán gloria a Dios con su existencia ni 
podrán comunicarnos su propio mensa-
je. No tenemos derecho” (§ 33).

15. No “podemos ser testigos mudos de 
gravísimas inequidades cuando se pre-
tende obtener importantes beneficios 
haciendo pagar al resto de la humani-
dad, presente y futura, los altísimos cos-
tos de la degradación ambiental” (§ 36). 
No pocas veces la deforestación produ-
ce áridos desiertos. 

16. “No se pueden ignorar los enormes 
intereses económicos internacionales 
que, bajo el pretexto de cuidar [la biodi-
versidad], pueden atentar contra las so-
beranías nacionales”. Hay “propuestas de 
internacionalización de la Amazonia, que 
solo sirven a los intereses económicos de 
las corporaciones transnacionales” (§ 38). 

17. “Es loable la tarea de organismos 
internacionales y de organizaciones de 
la sociedad civil que sensibilizan a las 
poblaciones y cooperan críticamente, 
también utilizando legítimos mecanis-
mos de presión, para que cada gobier-
no cumpla con su propio e indelegable 
deber de preservar el ambiente y los 
recursos naturales de su país, sin ven-
derse a intereses espurios locales o in-
ternacionales” (§ 38).

18. “Los océanos no solo contienen la 
mayor parte del agua del planeta, sino 
también la mayor parte de la vasta va-
riedad de seres vivientes, muchos de 
ellos todavía desconocidos para noso-
tros y amenazados por diversas cau-
sas. Por otra parte, la vida en los ríos, 
lagos, mares y océanos, que alimenta 
a gran parte de la población mundial, 
se ve afectada por el descontrol en la 
extracción de los recursos pesqueros, 

que provoca disminuciones drásticas de 
algunas especies. Todavía siguen desa-
rrollándose formas selectivas de pesca 
que desperdician gran parte de las es-
pecies recogidas. Están especialmente 
amenazados organismos marinos que 
no tenemos en cuenta, como ciertas 
formas de plancton que constituyen un 
componente muy importante en la ca-
dena alimentaria marina, y de las cuales 
dependen, en definitiva, especies que 
utilizamos para alimentarnos” (§ 40).

19. “Es necesario invertir mucho más 
en investigación para entender mejor 
el comportamiento de los ecosistemas 
y analizar adecuadamente las diversas 
variables de impacto de cualquier mo-
dificación importante del ambiente. 
Porque todas las criaturas están conec-
tadas, cada una debe ser valorada con 
afecto y admiración, y todos los seres 
nos necesitamos unos a otros” (§ 42). 

20. “Cada territorio tiene una respon-
sabilidad en el cuidado de esta familia, 
por lo cual debería hacer un cuidadoso 
inventario de las especies que alberga 
en orden a desarrollar programas y es-
trategias de protección, cuidando con 
especial preocupación a las especies en 
vías de extinción” (§ 42).

LA TECNOLOGÍA: CREATIVIDAD,
PODER Y LÍMITE

21. La revolución científica, la técnica y 
en general la racionalidad aplicada tra-
jeron admirables beneficios a la huma-
nidad y remediaron innumerables males 
que dañaban y limitaban al ser huma-
no. No podemos dejar de valorar y de 
agradecer el progreso técnico, especial-
mente en la medicina, la ingeniería y las 
comunicaciones. Sin embargo, se hace 

LA ENCÍCLICA ES UN LLAMADO A TODOS Y CADA UNO
DE LOS SERES HUMANOS A FAVOR DE LA TIERRA

SE AMALGAMAN POR PRIMERA VEZ NO SOLO FE Y RAZÓN, SINO 
TAMBIÉN SABERES FILOSÓFICOS Y SABERES CIENTÍFICOS
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peligrosa y causa coadyuvante de la cri-
sis ecológica y de la pobreza creciente 
a la hora de desconocer sus límites, y 
se cambia de tecnología en paradigma 
tecnocrático, o cuando se convierte la 
técnica y su ideología (la tecnocracia) 
de medio en fin y hace de la humanidad 
una función de sí misma (cf. §§ 106-113). 
“Lo que está ocurriendo nos pone ante 
la urgencia de avanzar en una valiente 
revolución cultural” (§ 114). Hay que su-
perar el enfrascamiento del conocimien-
to humano a lo puramente instrumental 
y el olvido de la ética. Se requiere una 
nueva visión y una nueva responsabili-
dad ante los nuevos desafíos. 

22. “La política no debe someterse a la 
economía y esta no debe someterse a 
los dictámenes y al paradigma eficien-
tista de la tecnocracia. Hoy, pensando 
en el bien común, necesitamos imperio-
samente que la política y la economía, 
en diálogo, se coloquen decididamente 
al servicio de la vida, especialmente de 
la vida humana” (§ 189).

LOS SABERES DE LAS CIENCIAS
SOCIALES ASUMIDOS E 

INTERPRETADOS POR LA ENCÍCLICA

23. Novedosa para una encíclica social 
es la visión de fondo. Uno de los ejes 
que sustenta y atraviesa toda Laudato 
Si’ es la íntima relación entre la fragili-
dad del planeta y los pobres del mundo 
(sean personas singulares, sean pue-
blos). La pobreza no es un tema cola-
teral del problema ecológico, es parte 
íntima del mismo. La inequidad plane-
taria ocupa toda una parte al describir 
la situación mundial (§§ 48-52) y la 
opción preferencial por los pobres es 
trasversal. 

24. No pretende derogar ni la propie-
dad privada (§ 93) ni el mercado (§ 
210). Exige, en cambio, el contrapeso 
moral del imperativo de la justicia social 
y del “principio de la subordinación de 
la propiedad privada al destino univer-
sal de los bienes”. Por ello, el derecho 
universal al uso de los bienes es una 
regla de oro del comportamiento social 
y el “primer principio de todo el orde-
namiento ético-social” (cf. §§ 93 ss.), 
válido también para regular el mercado.

25. Se trata de la convicción profunda 
de origen tomasiano (§ 240) de que 
en el mundo “todo está conectado” (cf. 
§§ 16, 57, 91, 117, 138 y 240), intrincado, 
concausado y “relacionado con todo” 
(cf. §§ 23, 70, 92, 120, 137 y 142), a ima-
gen y por participación de las relacio-
nes subsistentes de las Personas divinas 
(cf. § 240). En muchos contextos habla 
de “sistema” para referirse a esta rea-
lidad relacional de mutua pertenencia 
entre los seres. Además aparecen tres 
palabras típicas del autor mutuadas del 
pensamiento moderno, interpretación 
(§ 139), autoreferencialidad (§§ 204 y 
208) y gobernanza (§§ 18, 174, 175), para 
sugerir un nuevo orden global basado 
en las beatitudes del Evangelio. Dicho 
de otro modo: el cambio climático es 
un problema global con graves dimen-
siones ambientales, sociales, económi-
cas, distributivas y políticas, nacionales 
e internacionales, y plantea uno de los 
principales desafíos actuales para la hu-
manidad. 

26. La encíclica no pretende ser ecoló-
gica en el sentido romántico verde, sino 
ante todo quiere ser un apelo a la jus-
ticia social que congloba un desarrollo 
integral de la tierra.

NO SE TIENE CONCIENCIA DE QUE
EL CAMBIO CLIMÁTICO GENERA
MIGRACIONES, CONTAMINACIÓN
Y OTROS MALES QUE AFECTAN A 
LOS POBRES MULTIPLICANDO SU

POBREZA Y PROVOCANDO
SU MUERTE

27. No se es suficientemente consciente 
de que los cambios del clima originan 
asimismo migraciones de animales y ve-
getales que no siempre pueden adap-
tarse, y esto a su vez afecta los recursos 
productivos de los más pobres, quienes 
también se ven obligados a migrar con 
gran incertidumbre por el futuro de sus 
vidas y de sus hijos. “Es trágico el au-
mento de los migrantes huyendo de la 
miseria empeorada por la degradación 
ambiental, que no son reconocidos 
como refugiados en las convenciones 
internacionales y llevan el peso de sus 
vidas abandonadas sin protección nor-
mativa alguna” (§ 25). 

28. Existen también formas de contami-
nación que afectan cotidianamente a las 
personas. La exposición a los contami-
nantes atmosféricos produce un amplio 
espectro de efectos sobre la salud, espe-
cialmente de los más pobres, lo que pro-
voca millones de muertes prematuras.

29. No suele haber toma de conciencia 
suficientemente clara y activa de que 
los problemas climáticos afectan parti-
cularmente a los pobres y excluidos, y 
que consecuentemente multiplican la 
pobreza y la exclusión. Pobres y exclui-
dos son la mayor parte del planeta, mi-
les de millones de personas. Hoy pocas 
veces están presentes en los debates 
políticos y económicos internacionales, 

y cuando lo están las más veces sus pro-
blemas se plantean como un apéndice, 
como una cuestión que se añade casi 
por obligación o de manera periférica, 
si es que no se los considera un mero 
daño colateral. De hecho, a la hora de 
la actuación concreta, quedan frecuen-
temente en el último lugar. Ello se debe 
en parte a que muchos profesionales, 
formadores de opinión, medios de co-
municación y centros de poder están 
ubicados lejos de ellos, en áreas urba-
nas aisladas, sin tomar contacto directo 
con los mismos (§ 49).

30. No se debería perder de vista tam-
poco “el estado de abandono y olvido 
que sufren también algunos habitantes 
de zonas rurales, donde no llegan los 
servicios esenciales, y hay trabajadores 
reducidos a situaciones de esclavitud, 
sin derechos ni expectativas de una vida 
más digna” (§ 154). 

EL CAMBIO CLIMÁTICO ES CALDO DE 
CULTIVO DE LAS NUEVAS FORMAS 

EXTREMAS DE EXCLUSIÓN

31. Todas estas situaciones dramáticas 
de pobreza y exclusión social causadas 
o aumentadas principalmente por el ca-
lentamiento global son además el caldo 
de cultivo de las nuevas figuras extre-
mas de exclusión, tales como las nuevas 
esclavitudes y la trata de personas, en 
la forma de trabajo forzado, de prosti-
tución, de venta de órganos, de droga-
dicción, que son verdaderos crímenes 
contra la humanidad. Es claro que el 
pleno empleo y la plena escolarización, 
la familia, la casa propia y el amor a la 
tierra constituyen el antídoto y la mejor 
prevención contra la pobreza, la prosti-

LA POBREZA NO ES UN TEMA COLATERAL DEL PROBLEMA
ECOLÓGICO, ES PARTE ÍNTIMA DEL MISMO

EL CALENTAMIENTO ORIGINADO POR EL ENORME CONSUMO 
ENERGÉTICO DE ALGUNOS PAÍSES RICOS TIENE SUS

REPERCUSIONES EN LOS LUGARES MÁS POBRES DE LA TIERRA
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tución, la drogodependencia y el narco-
tráfico (cf. §§ 46, 91, 123 y 197).

LA VINCULACIÓN INDIVISIBLE ENTRE 
LA ECOLOGÍA Y LA POBREZA,

Y VICEVERSA

32. En el mundo globalizado no pode-
mos dejar de reconocer que un verda-
dero planteo social está relacionado al 
ecológico y que viceversa un verdadero 
planteo ecológico se convierte siempre 
en un planteo social, que debe integrar 
la justicia en las discusiones sobre el 
ambiente. Se debe escuchar “tanto el 
clamor de la tierra como el clamor de 
los pobres” (§ 49).

33. Mediante esta primera globalización 
ambiental del recalentamiento de la tie-
rra a través de la atmósfera y biósfera, 
del aire y de los océanos, se hace evi-
dente que “el calentamiento originado 
por el enorme consumo energético de 
algunos países ricos tiene sus repercu-
siones en los lugares más pobres de la 
tierra, especialmente en África, donde 
el aumento de la temperatura unido a 
la sequía hace estragos en el rendimien-
to de los cultivos. A esto se agregan los 
daños causados por la exportación ha-
cia los países en desarrollo de residuos 
sólidos y líquidos tóxicos, y por la activi-
dad contaminante de empresas que ha-
cen en los países menos desarrollados 
lo que no pueden hacer en los países 
que les aportan capital” (§ 51).

34. Por consiguiente, todo planteo 
ecológico debe incorporar una pers-
pectiva social, geopolítica y política, 
nacional e internacional, que tenga en 
cuenta los derechos fundamentales de 

los más postergados, y viceversa, toda 
consideración sociopolítica debe te-
ner una dimensión ecológica integral 
(cf. § 93).

LAS SOLUCIONES PARA UNA
ECOLOGÍA INTEGRAL: ESTAMOS A 

TIEMPO DE ENCARAR EL PROBLEMA 

35. “No todo está perdido, porque los 
seres humanos, capaces de degradarse 
hasta el extremo, también pueden so-
breponerse, volver a optar por el bien y 
regenerarse, más allá de todos los con-
dicionamientos mentales y sociales que 
les impongan” (§ 205).

36. La intervención humana que procu-
ra el prudente desarrollo de lo creado 
es la forma más adecuada de cuidarlo, 
porque implica situarse como instru-
mento de Dios para ayudar a brotar 
las potencialidades que él mismo colo-
có en las cosas: “Dios puso en la tie-
rra medicinas y el hombre prudente no 
las desprecia” (Si 38,4; § 124). Cuidar 
la tierra no es como cuidar un museo 
donde hay que solo custodiar, limpiar 
y conservar las obras de arte que no 
tienen vida biológica del mejor modo 
posible. Cuidar la tierra es justamente 
también desarrollarla según sus posibi-
lidades vitales, según aquellas poten-
cialidades que Dios ha puesto en ella 
y que corresponde al científico, espe-
cialmente cristiano, descubrir y activar 
para el bien común humano, para el de-
sarrollo sustentable de nuestro planeta, 
con solidaridad generacional e interge-
neracional, o sea a favor de las nuevas 
progenies a las cuales les debemos de-
jar en herencia una tierra más sana de 
la que enfermamos.

POR UN DESARROLLO INTEGRAL
Y SOSTENIBLE SEGÚN LAS

POTENCIALIDADES DE LOS SERES 
VIVIENTES 

37. Desde el punto de vista del sistema 
energético global, el punto fundamental 
es la imperiosa necesidad de decarboni-
zar la energía para que no se contamine 
la atmósfera, la estratósfera y el aire y los 
océanos, trastocando el ciclo del agua.

38. Junto con ello, cuidar la ecología 
integral significa erradicar cuanto an-
tes la exclusión y marginalización social, 
particularmente la pobreza y las nuevas 
formas de esclavitud que hoy son el ne-
gocio más preciado de los traficantes y 
proxenetas. Significa penalizar también 
a los “consumidores” que crean el mer-
cado escandaloso de esos crímenes de 
lesa majestad.

39. Muchos pulmones del planeta o re-
servas de biodiversidad y de agua se 
han convertido en parques nacionales, o 
sea, en áreas protegidas con un estatu-
to legal que obliga a proteger y conser-
var la riqueza de su flora y su fauna. En 
esta y otras soluciones análogas se ha 
separado al ser humano del área prote-
gida y se la considera prácticamente se-
mejante a un museo, donde se preserva 
la región. Pero preservar no es custodiar 
desarrollando. 

40. La solución que propone, por ejem-
plo, Amazonas Sustentável en el estado 
de Amazonas del Brasil integra el ser 
humano en su hábitat originario que 
es la madre tierra, y crea así la inclu-
sión social y el mejoramiento del clima, 
es decir, soluciona al mismo tiempo las 
dos emergencias contemporáneas de 
la exclusión y del calentamiento glo-
bal. Es algo nuevo cuyo antecedente 
más parecido, si se me permite, son las 
reducciones jesuíticas de 1600 y 1700. 

Hoy habría que difundir el modelo de 
Amazonas Sustentável y no solo en La-
tinoamérica.

POR UNA NUEVA EDUCACIÓN, VISIÓN 
DEL BIEN COMÚN Y ESTILO DE VIDA: 
LA ALIANZA ENTRE HUMANIDAD Y 

AMBIENTE 

41. “En las condiciones actuales de la 
sociedad mundial, donde hay tantas 
inequidades y cada vez son más las 
personas descartables, privadas de de-
rechos humanos básicos, el principio 
del bien común se convierte inmediata-
mente, como lógica e ineludible conse-
cuencia, en un llamado a la solidaridad y 
en una opción preferencial por los más 
pobres” (§ 158).

42. En definitiva: dado que el mercado 
tiende a crear un mecanismo consumista 
compulsivo para colocar sus productos, 
hay que apostar por otro estilo de vida 
que podría llegar a ejercer una sana pre-
sión sobre los que tienen poder político, 
económico y social (cf. §§ 203-206).

43. Es necesaria una nueva educación 
para realizar la alianza entre la huma-
nidad y el ambiente, capaz de otorgar 
una “ciudadanía ecológica”. “Una buena 
educación escolar en la temprana edad 
coloca semillas que pueden producir 
efectos a lo largo de toda una vida” (§ 
213). A la familia, a las diversas asociacio-
nes, a la política les compete un esfuerzo 
de concientización de la población. Tam-
bién la Iglesia, en los seminarios, en las 
casas religiosas, en las universidades y 
en las parroquias, debe educar para una 
austeridad responsable, para la contem-
plación agradecida del mundo, para el 
cuidado de la fragilidad de los pobres y 
del ambiente (cf. § 214).

44. Hace falta una conversión ecológi-
ca, que implica dejar brotar todas las 

ES NECESARIA UNA NUEVA EDUCACIÓN PARA REALIZAR
LA ALIANZA ENTRE LA HUMANIDAD Y EL AMBIENTE,
CAPAZ DE OTORGAR UNA “CIUDADANÍA ECOLÓGICA”
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consecuencias del encuentro con Je-
sucristo en las relaciones con el mundo 
que los rodea. Vivir la vocación de ser 
protectores de la obra de Dios es par-
te esencial de una existencia virtuosa, 
no consiste en algo opcional ni en un 
aspecto secundario de la experiencia 
cristiana. La conversión ecológica que 
se requiere para crear un dinamismo de 
cambio duradero debe ser una conver-
sión comunitaria con fuertes redes so-
ciales (§§ 218-219).

45. La espiritualidad cristiana propo-
ne un modo alternativo de entender la 
calidad de vida y alienta un estilo de 
vida profético y contemplativo, capaz 
de gozar y estar en paz profundamen-
te sin obsesionarse por el consumo (cf. 
§ 222). “La sobriedad y la humildad no 
han gozado de una valoración positiva 
en el último siglo. Pero cuando se debi-
lita de manera generalizada el ejercicio 
de alguna virtud en la vida personal y 
social, ello termina provocando múlti-
ples desequilibrios, también ambienta-
les” (§ 224).

UNA NUEVA POLÍTICA Y CIUDADANÍA 
SON IMPOSTERGABLES Y FACTIBLES 

46. El amor, lleno de pequeños ges-
tos de cuidado mutuo, es también ci-
vil y político, y se manifiesta en todas 
las acciones que procuran construir un 
mundo mejor. El amor a la sociedad y 
el compromiso por el bien común son 
una forma excelente de la caridad y de 
alguna manera un acto que participa de 
lo heroico y divino (cf. §§ 228 ss.).

LA ACTITUD HUMANA Y CRISTIANA 
FUNDAMENTAL EN EL SIGNO DE LAS 

BIENAVENTURANZAS

47. Podríamos afirmar que la regla de 
oro (cf. § 93), base de todas las civiliza-
ciones y tradiciones religiosas, “no ha-
gas al otro lo que no quieres que hagan 

a ti”, o en positivo, “haz al otro lo que 
quieres que hagan a ti” (Mt. 7, 12), hoy 
se debe articular según las bienaventu-
ranzas del Evangelio de Mateo 5, y de 
acuerdo al protocolo con que seremos 
juzgados de Mateo 25, que encuentra al 
otro, al más menesteroso y necesitado, 
al descartado, en su situación existen-
cial y real de sufrimiento. 

48. Esta opción de las beatitudes y de 
los pobres, de los que sufren, de los 
que lloran, de los que tienen un corazón 
limpio, de los mansos, de los misericor-
diosos, los amantes de la justicia y de 
los perseguidos por realizarla, de los 
pacificadores y de los pacíficos es su-
peradora de la regla de oro demasiado 
abstracta para encontrar el sufrimiento 
del otro y del más necesitado. 

49. Las beatitudes implican sacar las 
consecuencias del destino común de 
los bienes de la tierra, pero, como el 
papa Francisco ha intentado expresar 
en la exhortación apostólica Evange-
lii Gaudium, exigen contemplar ante 
todo la inmensa dignidad del pobre y 
del sufriente a la luz de las más hondas 
convicciones civiles y de las tradiciones 
religiosas. Por ello concluye Francisco: 
“Basta mirar la realidad para entender 
que esta opción [por los pobres y los 
que sufren de las bienaventuranzas] 
hoy es una exigencia ética fundamen-
tal para la realización efectiva del bien 
común” (§ 158).

50. A los que caminan en la verdad si-
guiendo las beatitudes, Jesucristo les ha 
prometido que poseerán la tierra, que 
serán hijos de Dios y que verán a Dios. 
Bienvenidos entonces los que hoy en los 
diferentes ámbitos de la sociedad sean 
testigos de la vida de la gracia, sabien-
do pensar nuevamente el mundo, crear 
sistemas y organizar instituciones, ins-
pirados en el sermón de la montaña de 
Jesucristo.

CRISIS DE CONFIANZA

Fuente: www.iadb.org/intal/alianzalb

LA OPINIÓN DE LOS LATINOAMERICANOS REFLEJA EL 
CUESTIONAMIENTO QUE SUFREN LOS LIDERAZGOS

TRADICIONALES. RECUPERAR LA CREDIBILIDAD EN LAS
INSTITUCIONES ES UNO DE LOS MAYORES DESAFÍOS

PARA LA GOBERNANZA REGIONAL Y GLOBAL.

GOBIERNO PARA EL BIEN DE TODOS
Pregunta: En términos generales,

¿diría Ud. que (el país) está gobernado 
por unos cuantos grupos poderosos en su 

propio beneficio, o que está gobernado 
para el bien de todo el pueblo?

*Aquí solo “Para el bien de todo el pueblo”

REPUTACIÓN VERSUS CORRUPCIÓN
Pregunta: ¿Cuántos de los siguientes grupos de personas piensa Ud.
que están involucrados en actos de corrupción o no tiene suficiente

información para opinar?
¿Ninguno, algunos, casi todos o todos? 

GOBIERNO PARA UNOS POCOS
Pregunta: En términos generales,

¿diría Ud. que (el país) está gobernado 
por unos cuantos grupos poderosos en 

su propio beneficio, o que está goberna-
do para el bien de todo el pueblo?

*Aquí solo “Grupos poderosos
en su propio beneficio”
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¿Cómo puede incentivarse la inversión 
en infraestructura sostenible?  

En primer lugar, es muy importan-
te entender la escala. En los próximos 
veinte años la cantidad de infraestruc-
tura que se levantará va a ser dos ve-
ces más grande en relación con la ac-
tual; así que la inversión será enorme y 
enfrentamos el desafío de mantenerla 
sostenible. Las políticas podrían ser re-
gulatorias o basarse en un sistema de 
precios de carbono. Pero es fundamen-
tal mantener credibilidad y consistencia 
a través del tiempo, porque se trata de 
inversiones de muy largo plazo. Otro 
punto relevante es generar la estructura 
de financiamiento de esos proyectos. 

¿Cómo pueden financiarse proyectos 
que respeten el medioambiente?

Creo que hay un papel clave en la 
expansión de la capacidad de préstamo 
para los bancos multilaterales de desa-
rrollo. Los tradicionales y también los 
más nuevos, como el Banco Asiático de 
Inversión en Infraestructura (BAII) y el 
Nuevo Banco de Desarrollo, o los ban-
cos nacionales como el Banco Nacio-
nal de Desarrollo Económico y Social 
(BNDES). Creo que estas instituciones 
tendrán un papel relevante por varias 
razones. Un motivo es que su presencia 
reduce los riesgos y el costo de capital, 
porque si los inversores se sienten con-
fiados en la credibilidad del proyecto, 
habrá más oferta de inversión y el cos-

to se reduce. También son importantes 
las alianzas con el sector privado que 
pueden generar un efecto multiplica-
dor. Por el momento, las entidades de 
crédito multinacionales prestan alre-
dedor de US$ 70.000 millones al año 
en el sector. Debemos apuntar a que 
esa cifra se triplique. Con una modes-
ta cantidad extra de capital, se podría 
hacer una gran diferencia en la capa-
cidad de prestar y financiar proyectos. 
Los organismos multilaterales tienen 
un rol particularmente importante en 
las etapas iniciales de los proyectos de 
infraestructura porque en esa etapa el 
proyecto puede ser muy arriesgado. Un 
buen banco de desarrollo puede traer 
equidad, aportar préstamos de largo 
plazo, garantías ante riesgos políticos 
y ser así muy importante en la supera-
ción de la fase inicial. Pero una vez que 
la fase inicial culmine, será el momento 
de recurrir a mercados institucionales 
privados, como fondos de pensiones y 
compañías de seguros. 

¿Considera que la gobernanza global 
le brinda suficiente atención a la in-
fraestructura?

Cada vez más. Creo que el tema de 
infraestructura está en el corazón del 
Acuerdo de París. Alrededor del 60-
70% de las emisiones provienen o están 
asociadas con infraestructura. Además, 
alrededor del 60% o el 70% de la nue-
va infraestructura estará en mercados 

emergentes y países en desarrollo. Así 
que alrededor de la mitad del problema 
consiste en cómo construir una infraes-
tructura sostenible en países en desa-
rrollo.

¿Qué tan importante es el concepto de 
resiliencia? 

Existe un consenso sobre los cam-
bios ocurridos en el clima. La tempe-
ratura está alta y sabemos que va a 
cambiar mucho más a causa de las 
emisiones que ya hemos hecho y las 
emisiones que estamos por hacer. Por 
lo tanto, la resiliencia va a ser muy im-
portante, sobre todo en torno al agua 
y sus eventos climáticos extremos, 
tormentas, inundaciones y sequías. El 
mundo se volverá, en promedio, más 
húmedo y más cálido. Algunos lugares 
no solo se volverán más húmedos, sino 
que puede que reciban el doble de las 
precipitaciones normales en la mitad 

de días. Otros lugares se secarán, por 
lo que la energía hidroeléctrica no fun-
cionará, las viviendas e infraestructura 
sufrirán de subsidencia ya que la tierra 
se seca y se agrieta. Y no solo debemos 
mirar el agua y el estado del tiempo, 
sino que hay diferentes tipos de amena-
zas. Realmente necesitamos enfrentar 
estos cambios con resiliencia y también 
preparar a las personas para una nueva 
infraestructura resiliente.  

¿Cómo evalúa los esfuerzos globales 
en la lucha contra el cambio climático? 

Es notable lo lejos que nos pueden 
llevar las acciones autoimpuestas. Des-
pués de París, los países han reconocido 
que las personas se están involucrando 
y están más dispuestas a actuar. Me ha 
interesado mucho más el aspecto vo-
luntario de la gobernanza global, que al 
parecer funciona mejor que los intentos 
de hacerla obligatoria. La obligatorie-
dad por lo general no es viable, no es 
factible porque no hay ninguna sanción 
real. Por otro lado, cuando las perso-
nas trabajan juntas y están voluntaria-
mente de acuerdo en algo, están listas 
para ponerlo en acción o para avanzar 
en los objetivos que se han planteado 
como obligaciones serias. Se sienten 
obligadas con su propia gente a pesar 
de que no haya necesariamente ningu-
na sanción formal. Se está produciendo 
un cambio muy interesante en el mun-
do que nos debe llevar a reflexionar un 

US$ 70.000 
MILLONES

DESTINAN LOS
ORGANISMOS

MULTILATERALES
A FINANCIAR

INFRAESTRUCTURA   
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poco más sobre lo que entendemos por 
gobernanza global.

En su famoso informe del 2006 predi-
jo las consecuencias del calentamien-
to global y desastres naturales que ya 
ocurrieron, ¿es ahora más optimista 
sobre el futuro? 

Hoy tendría que brindar una nueva 
respuesta. La ciencia nos abrió nuevos 
panoramas en los últimos diez años, en 
el sentido de que algunas de las cosas 
que pensábamos que sucederían pasa-
ron antes de lo previsto, y a una esca-
la mayor de lo que imaginábamos. La 
tecnología ha avanzado notablemen-
te, más rápido de lo que soñamos. Un 
ejemplo obvio de esto es que en estos 
diez años el costo de un panel solar se 
ha reducido en un factor de diez, cayen-
do en un 90%. Y eso es solo un ejemplo, 
hay casos menos dramáticos en otras 
áreas. Pero el tipo de control que se 
puede hacer y la asistencia para la ges-
tión a través de técnicas digitales me-
joraron mucho. La tecnología de mate-
riales también cambió notablemente y 
resultó ser más prometedora de lo que 
pensé que era posible hace diez años. 
Sin embargo, aún hoy pienso que la vo-

luntad política es el principal obstáculo, 
y se ha movido más lentamente de lo 
que nos hubiera gustado. El Acuerdo de 
París fue importante y creo que puede 
ser el inicio de cierta aceleración. Pero 
el problema es que nos estamos mo-
viendo demasiado lento. Los próximos 
veinte años serán críticos debido a la 
nueva infraestructura y los movimientos 
poblacionales. En síntesis, tengo cierto 
optimismo, pero también estoy preocu-
pado por el ritmo lento del cambio.

¿Puede Laudato Si’ contribuir a gene-
rar consensos? 

Definitivamente. Creo que Laudato 
Si’ hizo una gran diferencia. Ese es el 
tipo de liderazgo moral que necesita-
mos. Si bien puede no generar respues-
tas inmediatas, es una parte muy impor-
tante de la historia.

60%
DE LAS NUEVAS

OBRAS SE REALIZARÁN 

EN PAÍSES EN

DESARROLLO

LAS CONCLUSIONES DEL INFORME STERN

El Informe Stern sobre la economía del cambio climático es una publicación encar-
gada a lord Nicholas Stern por el gobierno británico y presentado en 2006. Con el 
tiempo, se ha convertido en un antecedente fundamental en la lucha contra el cam-
bio climático. El informe estima que, si no se hace nada al respecto, los costos globa-
les del calentamiento equivaldrán a la pérdida de al menos un 5% del producto inter-
no bruto (PIB) global, pero podrían alcanzar un 20% o más si se toma en cuenta una 
mayor diversidad de riesgos. Por el contrario, los costes de las acciones pertinentes 
para reducir las emisiones de gases de efecto invernadero y así evitar peores impac-
tos pueden limitarse al 1% del PIB global. En términos económicos, los beneficios de 
una enérgica y temprana acción superan considerablemente los costos. Se produce, 
no obstante, un problema de coordinación de agentes o del esfuerzo necesario para 
mitigar el cambio climático. Es por esta razón que la protección del medioambiente 
exige una respuesta internacional, basada en un entendimiento común de los obje-
tivos a largo plazo y en un acuerdo global sobre los marcos de acción.

LA IMPORTANCIA DEL 
MEDIOAMBIENTE

Fuente: www.iadb.org/intal/alianzalb

49%
DE MENCIONES TIENE EL CUIDADO AMBIENTAL ENTRE

LOS TEMAS IMPORTANTES PARA EL DESARROLLO

2
ES EL PUESTO QUE OCUPA ENTRE LAS PRIORIDADES

PARA LOS LATINOAMERICANOS, SUPERADO SOLO
POR LAS POLÍTICAS SOCIALES 

40
PUNTOS DE APOYO ES LA DIFERENCIA ENTRE LOS PAÍSES

QUE MÁS Y MENOS IMPORTANCIA BRINDAN AL
MEDIOAMBIENTE EN LA REGIÓN

CUIDADO AMBIENTAL Y DESARROLLO
Pregunta: De la siguiente lista de temas,

¿cuáles son los más importantes para el desarrollo de su país?
Respuestas para medioambiente y cambio climático

80%

60%

40%

20%

0%

L
A

T
IN

O
A

M
É

R
IC

A

N
IC

A
R

A
G

U
A

C
O

S
TA

 R
IC

A

C
O

L
O

M
B

IA

E
L

 S
A

LV
A

D
O

R

P
A

N
A

M
Á

C
H

IL
E

G
U

A
T

E
M

A
L

A

R
E

P
. 

D
O

M
IN

IC
A

N
A

U
R

U
G

U
A

Y

H
O

N
D

U
R

A
S

P
E

R
Ú

E
C

U
A

D
O

R

V
E

N
E

Z
U

E
L

A

M
É

X
IC

O

A
R

G
E

N
T

IN
A

B
O

L
IV

IA

B
R

A
S

IL

P
A

R
A

G
U

A
Y

34



Thomas Sterner
Collège de France y Universidad

de Gotemburgo

ANÁLISIS

Impuestos
medioam  bientales

Hacen falta marcos regulatorios globales
que impongan obligaciones y que impidan

acciones intolerables.

Laudato Si’

Bases

tributaria
global

para una

reforma



En abril de 2016, los representan-
tes de prácticamente todas las na-
ciones del mundo, entre ellos el pre-
sidente francés François Hollande, 
firmaron el pacto del clima en una ce-
remonia celebrada en la ONU en Nue-
va York. El hecho de que finalmente 
pueda apreciarse algún grado de 
éxito de la política climática interna-
cional puede ser que brinde algo de 
alivio a la población, pero muchos se 
sienten confundidos por la aparente 
contradicción entre algunos que di-
cen que este es un tratado histórico 
porque lo firmaron muchísimos países 
y porque las metas son bastante am-
biciosas y, por otro lado, la visión de 
quienes plantean dudas respecto de 
que los instrumentos y los compromi-
sos reales quizás tengan, en rigor de 

verdad, poca sustancia. En particular, 
nada se dice acerca de fijar un precio 
del carbono.

Para entender mejor el conflicto 
actual tenemos que partir del con-
texto histórico. La primera Conferen-
cia Mundial sobre el Clima se celebró 
en Ginebra en 1979, convocada por 
la Organización Meteorológica Mun-
dial (OMM). Fue una de las primeras 
reuniones internacionales importan-
tes sobre el cambio climático y dio 
lugar al Grupo Intergubernamental 
de Expertos sobre el Cambio Climá-
tico (IPCC) creado por la OMM y el 
Programa de las Naciones Unidas 
para el Medio Ambiente (PNUMA) 
en 1988. Ese mismo año, el científico 
de la NASA James Hansen brindó su 
reconocido testimonio ante el Sena-

En el Acuerdo de París, prácticamente todos los países del mun-
do acordaron llevar a cabo acciones individuales y perseguir ob-
jetivos comunes. No obstante, las acciones individuales previstas 
no son suficientes para alcanzar esos objetivos. Una conclusión 
esperanzadora es que el proceso posterior al Acuerdo de París 
implicará un incremento gradual de los compromisos de los países 
y contar con instrumentos más efectivos, incluso con un precio 
para el carbono. Este precio podría derivar de un sistema de lí-
mites máximos y comercio con metas de emisiones de carbono muy 
restrictivas o bien podría lograrse mediante un impuesto. Muchos 
países necesitarían una reforma tributaria que contemple impues-
tos medioambientales que proporcionen ingresos para el Estado 
con la menor distorsión posible para el mercado. Un impuesto a 
los combustibles cumple esta función, ya que implica una correc-
ción en función del daño ambiental generado por las emisiones. 

do de los Estados Unidos, en el cual 
explicó los aspectos científicos del 
cambio climático. En aquel momento, 
EE. UU. era líder en la materia. Tam-
bién en 1988, en Toronto, se celebró 
una reunión multitudinaria de res-
ponsables de políticas y científicos, 
quienes concluyeron que las emisio-
nes de carbono deberían reducirse 
un 20% entre 1988 y 2005. Se asu-
mió que esto se lograría a través de 
los compromisos individuales de los 
países. En realidad, dichas emisiones 
se incrementaron cerca de un 30%, 
a pesar de las muchas más cumbres 
climáticas e importantes tratados ce-
lebrados, como la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cam-
bio Climático (CMNUCC), un acuerdo 
marco que se abrió a la firma en la 
Cumbre de la Tierra de 1992, en Río 
de Janeiro, y que entró en vigor en 
1994.

DESPUÉS DE KIOTO

La primera Conferencia de las Par-
tes (COP) de la CMNUCC tuvo lugar 
en Berlín, Alemania, del 28 de marzo 
al 7 de abril de 1995. Desde enton-
ces, las partes —o los representantes 
de los países— se reúnen anualmente 
en la COP, que es el órgano de deci-
sión con mayor autoridad dentro de 
la CMNUCC. Las negociaciones co-
menzaron a fortalecer la respuesta 
global al cambio climático y, dos años 
más tarde, se adoptó el Protocolo de 
Kioto. Al basarse en compromisos le-
galmente vinculantes, se suponía que 

el Protocolo de Kioto sería diferente. 
Debido a que el dióxido de carbono 
se ha estado acumulando en la at-
mósfera desde antes de la Revolución 
Industrial, los países en desarrollo 
de bajos ingresos argumentaron que 
ellos no habían generado el problema 
y que debería permitírseles desarro-
llarse primero. Por lo tanto, el proto-
colo solo obliga “legalmente” a cum-
plir con las metas de reducción de 
emisiones a las partes que son países 
desarrollados. El primer período de 
compromisos del protocolo comenzó 
en 2008 y culminó en 2012. El segun-
do período comenzó en 2013 y finali-
zará en 2020.

No obstante, el Protocolo de Kioto 
adolece de serios problemas. No solo 
fueron muy pocos los actores impor-
tantes que se comprometieron a redu-
cir sus emisiones, sino que no se esta-
bleció ningún mecanismo para hacer 
cumplir las reducciones comprometi-
das. Los EE. UU. nunca lo ratificaron 
porque no se imponen límites a los 
países en desarrollo grandes como 
China y, además, aquellos países que 
sí lo ratificaron pueden abandonarlo a 
voluntad, como hizo Canadá en 2011. 
Su meta conforme a Kioto era redu-
cir las emisiones un 6% entre 1990 y 
2012; sin embargo, en realidad, para 
el año 2008 ya las habían incremen-
tado un 25%. El principal argumento 
del ministro de Medioambiente ca-
nadiense para justificar la partida de 
Canadá del Protocolo de Kioto fue 
que el tratado no comprometía de un 
modo vinculante a los dos principales 
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emisores del mundo: 
China y EE. UU. 

Antes de la COP15 
de Copenhague en 
2009, había muchísi-
mas expectativas de que 
se decidieran acciones cli-
máticas drásticas y el encuentro 
atrajo una participación política ex-
traordinaria. Asistieron cerca de 115 
líderes mundiales y 40.000 personas 
en total; se acreditaron representan-
tes de los gobiernos, organizaciones 
no gubernamentales, organizaciones 
intergubernamentales, organizacio-
nes religiosas, medios de comunica-
cion y organismos de la ONU. En un 
principio tuvo la intención de lograr 
reducciones de las emisiones a través 
de un sistema similar al de Kioto, pero 
a nivel mundial. Sin embargo, fracasó 
rotundamente y, finalmente, el único 
resultado fue el Acuerdo de Copen-
hague, que vuelve a un sistema de 
compromisos voluntarios individuales 
de los países. En el Acuerdo de Pa-
rís, estos se formalizaron a través de 
la adopción de un sistema de Contri-
buciones Previstas y Determinadas a 
Nivel Nacional (CPDN). Por lo tanto, 
por un lado, el Acuerdo de París tiene 
objetivos muy tajantes para asegurar 
que el incremento de la temperatura 

mundial se ubique 
muy por debajo de 

2 °C1 y, de hecho, 
compromete a los 

países a “proseguir los 
esfuerzos para limitar el 

aumento de la temperatura 
a 1,5 °C” (ONU, 2016). Por otro 

lado, y a pesar de los resultados po-
sitivos verificados en algunos países, 
el nivel internacional está signado por 
un historial lamentable acumulado 
durante los 30 años de compromisos 
previos. El Acuerdo de París no in-
cluye ningún método específico para 
hacer cumplir los compromisos de 
reducción más allá de las rondas de 
discusiones acerca de las CPDN, que 
cada país formula por sí mismo. Mu-
chas veces, estas CPDN son difíciles 
de interpretar y pueden depender del 
financiamiento externo. Los científi-
cos coinciden en que no nos garanti-
zarán poder mantener el incremento 
de la temperatura por debajo de los 
2 °C —de hecho, estamos más bien 
en camino de un nivel que se ubicaría 
entre los 2,7 °C y los 3,7 °C—.2

LA AMENAZA
DE UN CAMBIO IRREVERSIBLE

Para algunos el panorama gene-
ral se ve muy sombrío por lo logrado 
desde Río 1992 y, de hecho, desde la 
primera Cumbre de la Tierra en 1972. 
El IPCC muestra claramente que te-
nemos una ventana de apenas unos 
años para actuar antes de que el pre-
supuesto de carbono nos condene a 
un cambio climático irreversible y, al 
menos potencialmente, muy peligro-
so. Uno podría argumentar que las 
negociaciones no han hecho más que 
girar en círculos y que nada se ha lo-
grado. Por otro lado, podría decirse 
que la comprensión general del pro-
blema mejoró mucho y que el grado 

de compromiso y entendimiento al-
canzado en París fue extraordinario. 
También se produjeron algunos otros 
acontecimientos positivos: el más im-
portante de todos es el hecho de que 
la energía renovable esté avanzando 
de un modo increíble. El viento abas-
tece casi la mitad de la electricidad 
de Dinamarca; y lo que quizás sea 
aún más importante es que la energía 
solar fotovoltaica representa el 8% 
del suministro eléctrico de Alemania. 
Las inversiones en energía renova-

ble también están aumentando rápi-
damente en los países en desarrollo, 
incluidos los de América Latina.3 Los 
costos se han reducido drásticamente 
década tras década, pero ¿será sufi-
ciente esto?

Sustituir todos los combustibles 
fósiles sigue siendo un desafío de 
enormes proporciones. Muchas de 
las principales compañías del mun-
do pertenecen al mercado de los 
combustibles fósiles y su capacidad 
de presionar es tan alta como su po-

IMPUESTOS MEDIOAMBIENTALES

EQUIDAD EN LAS NEGOCIACIONES CLIMÁTICAS

Estados Unidos e India son dos países grandes cuyos intereses se contrapo-
nen del modo más marcado, ya que uno tiene un altísimo nivel de emisiones 
per cápita y el otro es uno de los que menos emisiones per cápita genera.

El cuadro muestra las participaciones en las emisiones y la población para los 
dos países en 2011. India alberga al 19% de la población mundial, pero genera 
solo el 6% de las emisiones mundiales de carbono, mientras que en EE. UU. re-
side aproximadamente el 5% de la población mundial y es responsable del 15% 
de las emisiones. Por consiguiente, las emisiones de CO2 per cápita son diez 
veces más elevadas en EE. UU. (17 toneladas per cápita comparadas con 1,6 to-
neladas per cápita en India). Si las futuras reducciones de emisiones se asignan 
conforme a la cláusula de derechos adquiridos (emisiones históricas) —es decir, 
reducciones porcentuales calculadas sobre la base de las contribuciones por-
centuales actuales—, entonces EE. UU. obtendrá siempre el 15% del total mun-
dial e India, el 6%. EE. UU. considera que esto es justo y puede defenderse sobre 
la base de la idea de los esfuerzos proporcionales. Por otro lado, India podría 
razonablemente esgrimir otro concepto de equidad y reclamar, por ejemplo, 
que las emisiones per cápita deberían igualarse. Esto le daría a India un 19% 
(según cómo evolucionen las proporciones de población a lo largo del tiempo) 
y a EE. UU., aproximadamente un 5%. Es evidente que la discrepancia entre estos 
dos principios representa diferencias muy importantes en la carga a asumir por 
parte de cada uno y se podría traducir en flujos financieros muy distintos.

CO2 (Mt)

India

EE. UU.
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der de innovación. Los costos de los 
combustibles fósiles también se están 
desplomando gracias a métodos nue-
vos y agresivos, como la hidrofractu-
racion. Tanto la industria del carbón 
como muchos de los países y empre-
sas exportadores de petróleo han te-
nido serios problemas en los últimos 
cinco años, pero están lejos de estar 
acabados. En Estados Unidos se está 
viviendo un gran auge del gas natural. 
Esto ciertamente ha tenido un efecto 
positivo al reducir la demanda inter-
na de carbón en EE. UU., pero parte 
de este carbón se exporta. El consu-
mo de carbón en China sigue estan-
do en niveles inusitados, aunque su 
crecimiento se ha desacelerado sig-
nificativamente (EIA, 2016). Lo más 
importante es que los científicos del 
clima predicen que, si India quema-
ra sus enormes reservas de carbón 
para brindarles suministro eléctrico 
a los más de 300 millones de indios 
que actualmente no tienen acceso a 
la electricidad, se sobrepasarían por 
un amplio margen los objetivos de 
calentamiento, sin siquiera mencionar 
a las otras millones de personas que 
no tienen acceso a la electricidad en 
África y en otras partes del mundo en 
desarrollo.4

Todo esto nos lleva de nuevo a la 
cuestión de cómo implementar con-

cretamente el Acuerdo de París. Los 
mejores economistas han llamado a 
concentrarse más en los precios del 
carbono, pero los negociadores de 
París los ignoraron porque la cues-
tión generaba demasiadas divisiones. 
Quizás los economistas deberíamos 
hacer un examen de conciencia. Cla-
ramente estamos en lo cierto cuando 
decimos que la existencia de un pre-
cio fomentaría soluciones convenien-
tes de un modo eficaz. Pero quizás 
no sepamos explicarlo —o a lo mejor 
lo estamos haciendo mal—. Precisa-
mente en este punto tenemos que 
ser autocríticos: ¿no estaremos po-
niendo el carro delante del caballo? 
Deberíamos saber que las cuestiones 
más fundamentales tienen que estar 
en primer lugar: los derechos de pro-
piedad, las instituciones, principios y, 
en este caso, objetivos ambientales.

UNA SILLA EN LA MESA

La ganadora del Premio Nobel Eli-
nor Ostrom recalcó que la parte más 
difícil de una negociación es lograr 
que los participantes se sienten a la 
mesa. Basó su afirmación en su vas-
ta experiencia en las negociaciones 
relacionadas con los recursos de uso 
común, como los recursos hídricos de 
California, o el Derecho del Mar, para 
las que se tardó años en reunir a las 
partes alrededor de la mesa. Se pue-
de argumentar que París pudo hacer-
lo. Quedó claro que no es fácil lograr 
la unidad. Los pequeños estados in-
sulares exigieron que los aumentos 
de temperatura se limitaran a 1,5 °C 
en lugar de 2 °C. La verdad es que, 
a pesar de que la temperatura global 
promedio de la Tierra ha aumentado 
“solo” 0,8 °C grados desde la Revo-
lución Industrial, es inevitable que 
aumente 1,5 °C para el año 2100, en 
virtud de la inercia inherente al sis-

tema climático.5 Sin 
embargo, uno tiene 
que entender que 
los representantes de 
los pequeños estados 
insulares y otras zonas 
sensibles no hayan estado 
dispuestos a firmar un documen-
to que prácticamente los condena-
ba a morir ahogados. Por otro lado, 
algunos estados ricos y poderosos 
con abundantes recursos fósiles no 
hubieran firmado un documento con 
apariencia de tratado (que en los EE. 
UU. requeriría la ratificación del Con-
greso) o que estuviera redactado en 
un lenguaje demasiado prescriptivo 
(que mencionara explícitamente los 
precios del carbono).

Por tanto, el resultado no es más 
que un primer paso. El presupuesto de 
carbono restante antes de llegar a au-
mentos de temperatura de 2 °C se si-
túa muy por debajo de las 1.000 Gt de 
CO2 equivalente —más bien en 700-
800 Gt (para siempre)— y las CPDN 
habrán consumido colectivamente 
la mayor parte de esto (600 Gt) ya 
antes de 2030. De hecho, solamente 
las centrales de carbón existentes y 
previstas utilizarán más de 400 Gt. 
Asimismo, hay investigaciones re-
cientes que muestran que los daños 
económicos esperados del cambio 
climático serán mucho mayores de lo 
que se creía. De modo que la situa-
ción es precaria, pero si vemos el lado 
positivo, al menos podemos decir que 
ha habido un cambio de mentalidad. 
A medida que los daños locales van 
quedando más en evidencia, cada 
vez más líderes mundiales compren-
den la realidad del cambio climático, 
y los negadores de la problemática 
del clima hoy en día prácticamente 
no tienen credibilidad ni visibilidad. 
El Acuerdo de París deja constan-
cia de que todos los gobiernos del 

mundo manifies-
tan estar haciendo 

grandes esfuerzos 
para tratar de salir de 

la era de dependencia 
de los combustibles fósi-

les. Dadas las circunstancias 
de nuestro mundo imperfecto, el 

Acuerdo de París fue un gran avan-
ce y tenemos el deber de utilizarlo lo 
más proactivamente posible.

Otro acontecimiento sobresalien-
te de la COP de París fue el fuerte 
compromiso asumido por muchas ini-
ciativas y entidades no gubernamen-
tales. Hubo una mayor participación 
por parte de las ciudades, las regio-
nes, el sector empresarial y diversas 
organizaciones no gubernamentales 
que en reuniones anteriores. La posi-
ción adoptada por la Iglesia católica 
expresada en la encíclica  ’, publicada 
el 24 de mayo de 2015, es un síntoma 
de esto. El subtítulo de la encíclica es 
Sobre el cuidado de la casa común, 
y en ella el papa Francisco llama ex-
plícitamente a todos los pueblos del 
mundo a adoptar acciones globales 
rápidas y unificadas para lidiar con el 
calentamiento global. En particular, la 
encíclica tiene un enfoque claro y de-
cidido sobre la pobreza y hace hinca-
pié en que “no hay dos crisis separa-
das, una ambiental y otra social, sino 
una sola y compleja crisis socioam-
biental”. Esto se torna especialmente 
relevante dada la gran discrepancia 
que existe entre las emisiones de dió-
xido de carbono per cápita de los dis-
tintos países, que se encuentra en el 
núcleo de los desacuerdos entre los 
países ricos y pobres con respecto a 
la distribución de la carga a la hora 
de diseñar futuros acuerdos y políti-
cas climáticas.

Ahora cada país debe ratificar el 
Acuerdo de París. Al momento de es-
cribir este artículo (agosto de 2016), 

8%
DEL SUMINISTRO

ELÉCTRICO DE ALEMANIA 
ES PROVISTO POR
ENERGÍA SOLAR
FOTOVOLTAICA  
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había sido firmado por 180 países y 
22 ya habían depositado sus instru-
mentos de ratificación. La plena par-
ticipación y ratificación son muy im-
portantes, pero constituyen solo el 
comienzo. Las CPDN deben ajustarse 
en gran medida, ya que colectivamen-
te no implican un conjunto suficien-
temente ambicioso de reducción de 
emisiones. Está claro que resulta difí-
cil iniciar, por un lado, un proceso de 
ratificación, verificación y control que 
requiere estabilidad y, por otro, un 
proceso de ajuste de las CPDN, que 
implica tornarlas más ambiciosas. La 
asignación de las obligaciones de re-
ducción de emisiones entre los países 
ha sido siempre, obviamente, materia 
de controversia, dado que las emisio-
nes son de intensidades sumamente 
variadas. Los países que generan emi-
siones altas tienden a creer que las 
reducciones porcentuales que parten 
del statu quo son un método justo y 
natural.

Uno simplemente podría decir que 
hay muchísimo dinero involucrado en 
las negociaciones internacionales so-
bre el clima y que quizás sea esta una 
de las razones por las que se vienen 
prolongando tanto en el tiempo. La 
igualación de las emisiones per cápi-
ta nunca resultará aceptable para los 
países ricos que son los mayores con-
sumidores de energía, como EE. UU., y 
que argumentan que las necesidades 

de los diferentes países varían mucho 
en función de su temperatura, densi-
dad poblacional y estructura indus-
trial. Por otro lado, las reducciones 
porcentuales iguales a partir del statu 
quo son tan ostensiblemente injustas 
para los países pobres que tampoco 
hay ninguna posibilidad de que se las 
acepte. Claramente, es necesario lle-
gar a un acuerdo mutuamente acep-
table. Es en este punto en el que las 
CPDN se tornan potencialmente inte-
resantes. Al estar determinadas por 
cada país en forma autónoma, puede 
argumentarse que son políticamente 
aceptables por definición. Si, por el 
bien de la estabilidad global del cli-
ma, se necesitan mayores reduccio-
nes, parece alentador discutir reduc-
ciones porcentuales —fijadas no en 
proporción de las emisiones actuales, 
sino como porcentajes de reducción 
que toman a las CPDN como punto de 
partida—.

LA EFICACIA DE LOS
INSTRUMENTOS ECONÓMICOS

Otro aspecto a considerar —si 
queremos terminar con la era de los 
combustibles fósiles dentro de una 
generación— es que necesitamos 
instrumentos económicos eficaces, 
es decir, un precio del carbono. Esto 
es más urgente que nunca debido a 
los bajos precios de los combusti-
bles fósiles —y estos problemas es-
tán relacionados—. La industria de 
los combustibles fósiles no va a ce-
der voluntariamente; van a tratar de 
resistir. La reciente caída de los pre-
cios del petróleo de US$ 140 a US$ 
40 por barril estimulará un aumento 
del consumo y las emisiones pronto 
podrían volver a aumentar. El precio 
de los combustibles fósiles y de otras 
materias primas puede oscilar consi-
derablemente a causa de las imper-

fecciones del mercado y también por-
que las inversiones, tanto del lado del 
consumo como de la producción, son 
a largo plazo. En cierta medida, las 
expectativas de un endurecimiento 
de las políticas climáticas pueden ha-
ber amplificado la actual caída de los 
precios. Los productores de combus-
tibles fósiles quizás hayan entendido 
que, para 2030, su negocio ya no será 
rentable y, por consiguiente, hicie-
ron todo lo que estaba a su alcance 
para maximizar la capacidad y ven-
der ahora: esto se ha dado en llamar 
la “paradoja verde” (Sinn, 2008). Los 
sauditas parecen haber abandonado 
su antigua estrategia de defensa de la 
OPEP para controlar el mercado del 
petróleo. Parece que también ellos 
lo único que quieren es seguir extra-
yendo mientras el negocio ande bien 
y, como todos los productores están 
limitados por la falta de liquidez, ne-
cesitan el efectivo para satisfacer sus 
pautas de consumo basadas en los 
flujos de ingresos del pasado.

La pregunta retórica crucial para 
comprender estas cuestiones es si 
queremos que los precios del petró-
leo y otros combustibles fósiles sean 
elevados. Muchas veces se argumenta 
que los precios altos son necesarios 
para estimular el interés por las ener-
gías renovables, la eficiencia ener-
gética y otras formas de reducir las 
emisiones de carbono. ¿O que-
remos precios bajos de los 
combustibles fósiles para 
que no se abran nue-
vas minas ni centrales 
eléctricas de carbón 
y terminar con la 
prospección de are-
nas bituminosas, la 
hidrofracturación y 
la exploración ha-
bitual de más recur-
sos basados en los 

combustibles fósiles? Este es el ar-
gumento del “lado de la oferta”. ¡La 
verdad es que queremos las dos co-
sas! Queremos un precio alto para los 
consumidores, de modo de promover 
el uso eficiente, el ahorro energético 
y las energías renovables, pero tam-
bién queremos rentabilidades bajas 
para la industria de los combustibles 
fósiles, ya que esta es la única manera 
de que alguna vez podamos “dejarlos 
en el suelo”.

Todo esto es solo una forma ele-
gante de decir que necesitamos im-
puestos u otras políticas que les 
pongan precio a las emisiones de 
carbono. Este es el mejor momento 
para que las naciones importadoras 
empiecen a gravar los combustibles 
fósiles —y a gravarlos fuertemente—. 
El bajo nivel actual de los precios del 
petróleo (y otros combustibles fósi-
les) implica que los consumidores no 
lo notarán ni se quejarán demasiado. 
Si imponemos gravámenes sobre los 
combustibles fósiles ahora, probable-
mente prolonguemos el período de 
precios bajos de estos combustibles, 
reduzcamos las importaciones y co-
sechemos importantes beneficios en 
la balanza comercial. Los deprimidos 
precios actuales también implican 
que no tenemos que preocuparnos 
por el riesgo de provocar una reac-
ción del tipo de la paradoja verde. De 

todas maneras, algunos son rea-
cios a creer en esto, pero 

es imaginable que, si 
los impuestos sobre el 

carbono son mal ad-
ministrados, puedan 
provocar una caída 
en el precio de los 
combustibles fósi-
les que contrarres-
te el gravamen; no 
obstante, los pre-

cios ya están en ni-
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veles tan bajos que, 
en realidad, no pue-
den caer mucho más.

Nosotros, los con-
sumidores que los im-
portamos, seríamos muy 
poco astutos si no supiéramos 
aprovechar esta oportunidad para 
gravar los combustibles fósiles ahora. 
Esta es la mejor forma de estimular 
la eficiencia y las energías renovables, 
recaudar dinero para el tesoro (en vez 
de que lo hagan los productores) y 
ayudar al mismo tiempo a mantener 
los precios de los combustibles fósi-
les —y, por lo tanto, la renta— en ni-
veles bajos. Una política así es bene-
ficiosa para la balanza comercial de 
los países importadores y facilita el 
cierre de las minas.

EL EJEMPLO SUECO
DEL IMPUESTO

AMBIENTAL

Sería imprudente intentar decir en 
un solo párrafo si son mejores los im-
puestos o el comercio de permisos de 
emisión. Hay argumentos respetables 
de los dos lados y, en última instan-
cia, la decisión depende de muchas 
circunstancias nacionales. Salir del 
mundo basado en combustibles fósi-
les es tan urgente que el único crite-
rio que vale la tinta con la que está 
escrito es realmente qué instrumento 
traerá aparejada la mayor restricción, 
es decir, el precio más alto del carbo-
no y la reducción más inmediata de 
su uso. Parece razonable dejar este, 
y otros muchos detalles, librados a la 
decisión de cada nación. Suecia tiene 
un impuesto al carbono de alrededor 
de US$ 130 por tonelada que funciona 
bastante bien. La mejor “prueba” de 
esto es que sectores enteros, como la 
calefacción, están descarbonizados, 
la economía anda muy bien y nadie 

se queja —ni siquie-
ra se piensa mucho 

en esta cuestión—. 
También quisiera se-

ñalar el hecho de que el 
conjunto de la UE, Japón y 

muchos otros países tienen lo 
que yo llamaría impuestos sectoriales 
sobre el carbono; es decir, impues-
tos a la gasolina y al gasoil que, en 
la práctica, son incluso mayores que 
el impuesto sobre el carbono sueco y 
que, además, también funcionan bien, 
ya que el consumo per cápita de com-
bustibles del transporte de la UE es 
una fracción del de EE. UU. Por otro 
lado, algunas jurisdicciones, como 
California, ya han elegido mecanis-
mos de límites máximos y comercio 
bien diseñados y está claro que ese 
instrumento también puede funcionar 
muy bien. Y quizás haya otras com-
binaciones que valga la pena explo-
rar. Una de mis preocupaciones en 
este sentido es que se debe prestar 
especial atención al hecho de que el 
sistema de límites máximos y comer-
cio es difícil de combinar con otras 
políticas. Mientras que los efectos de 
un impuesto sobre los combustibles 
fósiles y un subsidio a sus alternativas 
probablemente se sumen, las políti-
cas auxiliares son más problemáticas 
con un sistema de límites máximos 
y comercio, ya que el tope tiende a 
dominar y las otras políticas generan 
simplemente fugas. Esto requiere es-
pecial atención, pero se puede llegar 
a manejar.

Otra cuestión a tener en cuenta 
que es muy importante es la política 
de precios de los combustibles. Los 
aumentos de precios nunca son po-
pulares y muchos políticos sienten 
recelo de elevar los impuestos a los 
combustibles por temor a la protes-
ta social. De hecho, existen varios 
argumentos muy válidos para eleva-

los gravámenes a los combustibles 
fósiles, pero es importante ser muy 
claros y pedagógicos sobre dichos 
aumentos impositivos. El primer ar-
gumento en favor de ello es que el 
Estado necesita ingresos para prestar 
servicios básicos; el segundo es que 
estos aumentos de precios no son in-
flacionarios y el tercero, que no son 
regresivos. El primer argumento re-
quiere que no exista la percepción de 
que el Estado es corrupto, porque si 
esto ocurre, se alega que los políticos 
se roban el dinero. Para entender el 
segundo argumento, debemos distin-
guir estos impuestos de un aumento 
en el precio del petróleo importado, 
que empobrecería al país y alimen-
taría la inflación. El aumento de un 
impuesto, sin embargo, no empo-
brecería al país, ya que el dinero se 
quedaría en el país y podría utilizarse, 
por ejemplo, para bajar otro impues-
to (una reforma fiscal medioambien-
tal) o para brindar mejores servicios 
públicos.6 No obstante, el argumen-
to más importante suele ser que los 
impuestos a los combustibles son re-
gresivos. Pero este argumento es típi-
camente errado: en los países de in-
gresos bajos y medios, los impuestos 
a los combustibles son generalmente 
progresivos, ya que son los ricos quie-
nes tienen automóviles y usan la ma-
yor parte de la gasolina y el gasoil y, 

por lo tanto, se benefician más de los 
subsidios (Sterner, 2012). Si el Estado 
quiere ayudar a los pobres, debe pro-
porcionarles educación, saneamiento, 
servicios de salud, infraestructura y 
muchos otros bienes que, para ese 
sector de la población, son más im-
portantes que el combustible barato.

Los párrafos anteriores analizan 
los instrumentos de política a nivel 
nacional. Sin embargo, también te-
nemos que pensar en el plano inter-
nacional. Hasta ahora, la mayor parte 
de los esfuerzos por sellar tratados 
internacionales se ha centrado en 
acuerdos en los que cada país podría 
obtener alguna forma de asignación 
de emisiones o mandato de reduc-
ción de emisiones. Si se suscribiera 
un acuerdo que hiciera más estrictas 
las CPDN —como se discutió anterior-
mente—, dicho acuerdo también esta-
ría basado en la obligación para cada 
país de permanecer dentro de un co-
rredor de emisiones dado. Un agrega-
do natural a un acuerdo de este tipo 
sería alguna forma de “aplicación 
conjunta”, que quizás podría conver-
tirse en un programa mundial para el 
comercio de permisos de emisión. Si 
esto funcionara, si el control y la ve-
rificación fuesen creíbles, si todos los 
países participaran y no se retiraran 
del tratado, entonces tendríamos una 
solución funcional y el precio del car-
bono surgiría como una consecuencia 
natural. Por otro lado, como sugirió 
Weitzman (2014), negociar permisos 
de emisión para cada país es algo 
bastante complicado y conflictivo. Su 
propuesta es que las negociaciones 
solo deben centrarse en llegar a un 
acuerdo sobre un precio mínimo del 
carbono y luego cada nación debe 
elegir los métodos que estime opor-
tunos para asegurarse de que el pre-
cio mínimo se aplique y se extienda 
gradualmente a todos los sectores.

80%
SE REDUJO EL COSTO

DE LOS PANELES
FOTOVOLTAICOS

DESDE 2008  
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EL ROL
DE LOS GRUPOS DE PRESIÓN

Tanto los impuestos al carbono 
como los esquemas de límites máxi-
mos y comercio tienden a generar 
resistencia por parte de los grupos 
de presión pertenecientes al sector 
de los combustibles fósiles, quienes 
tratarán de mantener el precio de las 
emisiones de carbono en niveles ba-
jos. El sector energético representa 
apenas un pequeño porcentaje del 
PIB, pero generalmente está confor-
mado como una industria altamente 
concentrada. Las primeras posicio-
nes en la lista Fortune 500 están do-
minadas por el petróleo, el gas y el 
carbón, junto con los automóviles, el 
acero y otras industrias consumidoras 
de combustibles. Su poder de presión 
es significativo. Quizás la única polí-
tica viable sea una que baje el precio 
de las energías renovables y, por lo 
tanto, demuestre la existencia de una 
fuente de energía alternativa.

La escala de descarbonización ne-
cesaria también habla de la necesidad 
de desarrollar fuentes alternativas de 
energía limpia. Si todo lo que tenía-
mos que hacer era reducir las emisio-
nes de carbono en un pequeño por-
centaje, eso hubiese podido lograrse 
mediante el aumento de la eficiencia 
o cambios en los patrones de con-
sumo, y cualquiera de estos dos re-
sultados puede lograrse fácilmente 
si se eleva el precio de los combus-
tibles fósiles. Sin embargo, para eli-
minar totalmente estos combustibles 
es evidente que necesitamos nuevas 
fuentes de energía o combustibles no 
fósiles. En los últimos años, la energía 
eólica e, incluso, la energía solar se 
han vuelto cada vez más competitivas 
con respecto a los combustibles fósi-
les. Como señala Michael Liebreich, 
director ejecutivo de Bloomberg New 

Energy Finance: “La percepción de 
que los combustibles fósiles son ba-
ratos y las energías renovables son 
caras ya pasó de moda. El hecho de 
que la energía eólica sea actualmen-
te más barata que el carbón y el gas 
en un país (Australia) que cuenta con 
una de las mejores dotaciones de re-
cursos en términos de combustibles 
fósiles indica que la energía limpia 
está cambiando las reglas de juego y 
promete poner a la economía de los 
sistemas energéticos patas arriba”.

De hecho, el costo de los pane-
les fotovoltaicos de silicio cristalino 
se redujo un 99% desde 1978 y más 
de un 80% desde 2008, impulsado 
en parte por las políticas climáticas 
y energéticas y por métodos de fa-
bricación más eficientes. La capaci-
dad mundial de generación de ener-
gía eólica y solar creció entre 40 y 
50 gigavatios por año desde 2008 
(Wagner et al., 2015). Gran parte de 
este desarrollo se debe a la decidida 
política alemana de la Energiewende 
(transición energética), que subsidia 
fuertemente las energías renovables, 
como los paneles solares de techo. Al 
mismo tiempo, China amplió la esca-
la de producción de células solares y 
así bajó considerablemente los costos 
de producción. Es probable que esta 
combinación de acontecimientos sea 
uno de los factores decisivos que ha-
rán posible que, en el futuro, los paí-
ses adopten políticas climáticas más 

drásticas, que incluyan ya sea esque-
mas de límites máximos y comercio 
o impuestos al carbono. Uno de los 
mecanismos involucrados será que a 
los políticos les va a resultar más fácil 
poner las políticas en práctica si hay 
alternativas realistas al alcance de la 
mano. Otro mecanismo es que el sur-
gimiento de una nueva industria de 
energías renovables socavará la capa-
cidad de ejercer presión de la indus-
tria de los combustibles fósiles y, de 
ese modo, se reducirá la resistencia 
a las políticas que implican un mayor 
precio del carbono. Dichos precios 
seguirán siendo necesarios, incluso si 
las energías renovables son baratas; 
de lo contrario, existe el riesgo de que 
simplemente consumamos más ener-
gía, tanto renovable como fósil.

Esto nos lleva nuevamente al pro-
ceso de la ONU. La COP22 de Marrue-
cos. Francia, como presidente de la 

COP21, ha estado trabajando inten-
samente para preparar la transición. 
Por ejemplo, el 10 de junio de 2016 
se organizó un foro de alto nivel en 
el Ministerio de Medioambiente fran-
cés y en el Palacio del Elíseo, donde 
Francia y Marruecos pudieron discu-
tir estrategias. La reunión se centró 
explícitamente en la importancia de 
incorporar la fijación de un precio del 
carbono. De este modo, la presiden-
cia francesa parece estar tratando 
de dar alguna respuesta a las críticas 
respecto de que el Acuerdo de París 
es débil en materia de instrumentos 
reales. La estrategia puede haber 
sido asegurar en primer lugar la una-
nimidad, que había fracasado en Co-
penhague y podría haber fallado tam-
bién en París. Ahora que tenemos la 
unanimidad respecto de los objetivos, 
es hora de abordar los instrumentos 
necesarios para alcanzarlos.
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NOTAS
1 Se supone que esto implica una estabilización de las 
concentraciones de carbono en la atmósfera que limita-
ría el calentamiento global (con una probabilidad de al 
menos el 66%) a un nivel por debajo de los 2 °C antes de 
2100, comparado con los niveles preindustriales.
2 Levin, K. y Fransen, T. 2015. “INSIDER: Why Are INDC 
Studies Reaching Different Temperature Estimates?”. 
World Resources Institute Blog, 9 de noviembre. Una 
evaluación un poco más optimista indica que las CPDN 
(ahora comúnmente llamadas CDN, ya que el término 
previstas se eliminó a partir de la reunión de París) nos 
llevarían a niveles de entre 2,6 °C y 3,1 °C. Para más de-
talles con respecto a este tema, ver Rogelj et al. (2016).
3 De hecho, en los países en desarrollo las inversiones es-
tán creciendo e, incluso, superan la emblemática marca 
de los US$ 100 millones, aludida con frecuencia en las 
discusiones sobre el cambio climático. Para más informa

ción sobre este tema, consulte el sitio web de Climates-
cope http://global-climatescope.org.
4 Lindeman, T. 2015. “1.3 Billion Are Living in the Dark”. 
Washington Post, 6 de noviembre. Esto resalta la impor-
tancia de las inversiones renovables mencionadas ante-
riormente.
5 Básicamente, tiene que transcurrir mucho tiempo para 
que se calienten los océanos y el planeta encuentre una 
nueva temperatura de equilibrio, pero el hecho es que 
incluso si hoy dejamos de emitir carbono por completo, 
el contenido actual de carbono en la atmósfera llevaría 
eventualmente a un calentamiento que podría estar cer-
ca de 1,5° C. 
6 Los déficits fiscales abultados sí son muy inflacionarios. 
Librarse de esos déficits mediante la mejora del sistema 
tributario, de hecho, puede eliminar esta fuente de pre-
sión inflacionaria.
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El deterioro ambiental tiene un costo 
económico real para los países. Estudios 
Ambientales de País (CEA, por su sigla 
en inglés) realizados por el Banco Mun-
dial para Colombia, México y Perú hacen 
estimaciones conservadoras de los cos-
tos asociados a procesos de degrada-
ción ambiental que se pueden prevenir 
localmente, como pueden ser los daños 
a la salud, la pérdida de productividad 
por erosión de suelos y los costos de re-
paración de ciertos pasivos ambientales 
puntuales. Los resultados de estos es-
tudios sitúan el costo económico de la 
degradación ambiental en torno al 3% 
del PIB (Banco Mundial, 2006, 2007). 
Estos costos ambientales, que suponen 
una ralentización para el crecimiento 
económico real, no son reflejados en la 
contabilidad nacional, lo que dificulta a 
los gobiernos priorizar decisiones de in-
versión pública al respecto. 

Además de tener un efecto en el 
crecimiento económico, el desempeño 
ambiental es un factor importante para 
la competitividad de los países. En este 

sentido, hay un número creciente de 
estudios que concluyen que la relación 
de las empresas, el medioambiente y el 
capital natural puede suponer oportu-
nidades para generar valor y para que 
estas sean más competitivas (Porter y 
Linde, 1995; Esty y Winston, 2009). Es-
tudios específicos reportan, por ejem-
plo, beneficios en términos de reduc-
ción de costos operacionales a partir 
de ahorros en el uso de agua y energía 
(Berchicci y King, 2007); en términos 
de mejorar el prestigio empresarial y 
acceso a mercados (Bishop, 2012); y en 
términos de acceder a mejores condi-
ciones de financiamiento (Hanson et al., 
2008; TEEB, 2010; Houdet, Trommetter 
y Weber, 2012). 

Dada la importancia que el 
medioambiente tiene para el crecimien-
to económico y la competitividad de los 
países, es necesario entender el papel 
de la gobernanza ambiental  como con-
dición necesaria para mejorar el desem-
peño ambiental. Esty y Porter (2005) 
encuentran que el desempeño ambien-

Cuáles son los principales desafíos que existen para mejorar 
el desempeño ambiental a través del fortalecimiento de la 
gobernanza en la región. Se analizarán los efectos en materia 
de competitividad, así como los beneficios que surgen de tener 
políticas generales de defensa ambiental. Prestigio empresarial, 
ahorro de agua y energía, menores costos operacionales, 
mejores condiciones financieras y posibilidad de acceder a nuevos 
mercados son solo algunas de las ventajas obtenidas de 
estrategias de desarrollo sustentable. También se analiza el 
estado actual de la gobernanza ambiental y las medidas 
necesarias para su fortalecimiento. 

tal está directamente relacionado con 
el desarrollo del régimen regulatorio, 
la capacidad institucional y el contexto 
económico y social en el que operan. 
Similarmente, otros estudios resaltan la 
importancia de la gobernanza para una 
gestión ambiental efectiva en términos 
de desempeño (Larson et al., 2006; Ma-
hon, Fanning y McConney, 2011; Mazur, 
2011; Wever et al., 2012; De Castro, Ho-
genboom y Baud, 2015).

En la primera sección de este traba-
jo se revisa el desempeño ambiental en 
ALC, presentando la evidencia empírica 
existente con respecto a los niveles de 

contaminación ambiental, y el estado 
de los recursos naturales y servicios 
ecosistémicos que conforman el capi-
tal natural de la región. La sección dos 
contiene un diagnóstico del estado de 
la gobernanza ambiental. Por último, en 
la sección tres se presentan propues-
tas de política pública para el fortaleci-
miento de la gobernanza ambiental. 

DESEMPEÑO AMBIENTAL
DE LA REGIÓN

La región de ALC es rica en capital 
natural. A nivel global, la región acumu-

GRÁFICO 1
DESEMPEÑO AMBIENTAL DE LOS PAÍSES
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Fuente: Yale University (2014).
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la el 40% de la biodiversidad (Bovar-
nick, Alpízar y Schnell, 2010), acoge 11 
de los 14 biomas terrestres (Blackman 
et al., 2014), 6 de los 17 países mega-
diversos y 7 de los 25 hotspots de bio-
diversidad del mundo (PNUMA, 2010a). 
Se estima que la región dispone de casi 
9 millones de km2 de bosques naturales, 
incluyendo una cuarta parte (37.000 
km2) de los manglares del mundo (FAO, 
2010; Siikamäki et al., 2012). Asimismo, 
más del 30% de agua dulce disponi-
ble y aproximadamente el 40% de los 
recursos hídricos se localizan en ALC 
(PNUMA, 2010a). La región tiene 700 
millones de hectáreas de tierra poten-

cialmente cultivable, 570 millones de 
hectáreas de praderas y más de 800 
millones de hectáreas de bosques nati-
vos (Bovarnick et al., 2010).

Esta abundancia de capital natural 
de ALC contrasta con la realidad de un 
proceso de deterioro ambiental y ame-
nazas crecientes a su sustentabilidad, 
consecuencia, en parte, del crecimiento 
demográfico y económico de la región 
que demanda una explotación cada vez 
mayor de sus recursos naturales. El Ín-
dice de Desempeño Ambiental (EPI, 
por su sigla en inglés) (Yale University, 
2014) permite ver que la posición de los 
países de ALC es relativamente baja en 

relación a países considerados como re-
ferentes de buen desempeño. El gráfico 
1 compara algunos países seleccionados 
en términos de la salud ambiental y la 
vitalidad de los ecosistemas, y muestra 
claramente una brecha significativa en-
tre los países de la región con los países 
que sirven como benchmark. En gene-
ral, existe una gran heterogeneidad de 
desempeño ambiental entre los países 
de ALC, similar a la dispersión que se re-
gistra en Asia, donde países como Sin-
gapur y Corea del Sur presentan valo-
res de desempeño relativamente altos, 
mientras que países como China, India y 
Vietnam se encuentran en el grupo infe-
rior de desempeño.

Niveles de contaminación
ambiental: calidad del ecosistema

La contaminación de cuerpos de 
agua por vertidos de agua no tratados, 
así como los niveles crecientes de es-
trés hídrico son desafíos importantes de 
la región, por sus impactos en la salud 
humana, la calidad de los ecosistemas 
y el desarrollo económico. En términos 
de contaminación hídrica, la situación de 
ALC es crítica, reflejada en los niveles de 
degradación de importantes ecosiste-
mas acuáticos tanto terrestres (ríos, hu-
medales, lagos) como marinos costeros. 

Si bien la región ha mejorado sus índices 
de cobertura de aguas servidas, se es-
tima que más del 70% de las aguas re-
siduales en ALC no reciben tratamiento 
alguno antes de verterse en ríos, lagos o 
el mar (Jouravlev, 2014). Chile se acerca 
a un nivel cercano al 100% de tratamien-
to de aguas residuales urbanas, pero 
los niveles son muy bajos para los de-
más países de ALC: México (48%), Bra-
sil y Uruguay (35%), Belice y región del 
Caribe (20%), Colombia, Perú y Bolivia 
(20%), Ecuador, Argentina y Venezuela 
(10%), y la región de Centroamérica (5%) 
(Mahlknecht y Pastén Zapata, 2013).

A lo anterior, debe sumarse la con-
taminación por fuentes procedentes de 
la agricultura (químicos y plaguicidas) y 
efluentes de la actividad minera, sobre 
todo de la minería e industrias dispersas 
e informales. Por ejemplo, aunque Chile 
registra niveles altos de tratamiento de 
aguas residuales domésticas, el Índice 
de Calidad del Agua (ICA) oficial repor-
ta 8 tramos de 33 cuencas con aguas 
en mal estado, lo que destaca la elevada 
contaminación química por metales en 
algunas zonas de la VI Región (Mahlk-
necht y Pastén Zapata, 2013). Por otro 
lado, en El Salvador, 20% de sus cauces 
son catalogados como de mala condi-
ción ambiental, con indicadores de con-
taminación por descargas orgánicas y 
de organismos patógenos (coliformes) 
muy por encima de los niveles acepta-
bles, a lo que se asocia una mortalidad 
infantil por enfermedades gastrointesti-
nales de 16 niños por cada 1.000 naci-
dos vivos (MARN, 2013).

Los centros urbanos de ALC presen-
tan niveles de contaminación del aire 
muy altos, por encima de los estánda-
res recomendados por la Organización 
Mundial de la Salud (OMS). A pesar de 
las mejoras que en los últimos años 
han realizado muchas ciudades como 
México, Bogotá, San Pablo y Santiago, 
al menos 100 millones de personas en 

GOBERNANZA
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DE LA BIODIVERSIDAD 
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ENCUENTRA EN
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GRÁFICO 2
EMISIONES ANUALES DE PM10 (μg/m3) EN CIUDADES DE ALC, EUROPA 
Y AMÉRICA DEL NORTE

Fuente: CEPAL (2015).
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ALC están expuestas a la contamina-
ción atmosférica a niveles superiores a 
los recomendados por la OMS (Green y 
Sánchez, 2013). En el año 2012, 3,7 mi-
llones de personas murieron en el mun-
do por causas directamente asociadas a 
la contaminación del aire, de los que el 
4% correspondió al continente america-
no (OMS, 2014). Especialmente grave es 
el caso del material particulado (PM10), 
para el cual ciudades de ALC superan 
ampliamente la norma de la OMS de 20 
μg/m3 de media anual, como se observa 
en el gráfico 2. 

Igualmente, las emisiones de gases 
de efecto invernadero en ALC han cre-
cido de forma sostenida desde 1990 a 
una tasa media anual en torno al 1,2%, 
similar a la media mundial (CEPAL, 
2010). Las emisiones de CO2 han pasa-

do de 1.006 millones de toneladas en 
1990 (2,3 t/habitante) a 1.701 millones 
de toneladas en 2010 (2,9 t/habitante). 
Diversos estudios apuntan al transpor-
te motorizado como la principal causa 
de la contaminación atmosférica en las 
ciudades y el incremento sostenido del 
parque vehicular (CAF, 2011). Los paí-
ses de la región han incrementado sus 
inversiones en infraestructura y esque-
mas de transporte y movilidad con me-
tas de reducción de huella de carbono 
(Li y Colombier, 2009), como por ejem-
plo la implementación de los sistemas 
de transporte público masivo en Brasil, 
México y Colombia. También se ha de-
sarrollado en la región una oferta ener-
gética más limpia aprovechando el po-
tencial de fuentes de energía renovable 
(Galindo, 2009). Todos estos esfuerzos 

son necesarios y harán una contribución 
significativa para reducir los niveles ac-
tuales de contaminación, pero se re-
querirán aún cambios significativos de 
política y de comportamiento econó-
mico en temas de energía y transporte, 
acompañados de mayores inversiones, 
tanto públicas como privadas (PNUMA-
CEPAL, 2010).

Prevalecen los botaderos a cielo 
abierto como forma de disposición fi-
nal de la basura, y continúan siendo un 
desafío ambiental y de salud pública 
pendiente. La gestión de los desechos 
sólidos es uno de los principales retos 
ambientales en ALC por las grandes de-
ficiencias de disposición final, tanto en 
municipios urbanos como rurales, con 
impactos directos sobre la salud de las 
poblaciones y la contaminación de los 
ecosistemas. Si bien se han registrado 
mejoras en la cobertura de recolección 

de basura, con una media del 93,4% 
(Tello Espinoza et al., 2010), el proble-
ma ambiental central se da en la dis-
posición final de los desechos sólidos. 
Como se refleja en el gráfico 3, en la 
mayor parte de los países los desechos 
sólidos se disponen en vertederos con-
trolados, vertederos a cielo abierto o se 
queman a cielo abierto.

Se estima que un 55% de la pobla-
ción en ALC cuenta con servicio de 
disposición final en rellenos sanitarios 
para sus residuos sólidos urbanos (Te-
llo Espinoza et al., 2010), pero esta ci-
fra probablemente está sobrevalorada, 
debido a que algunos municipios tien-
den a reportar vertederos controlados 
como si fueran rellenos sanitarios. Los 
vertederos (controlados y no contro-
lados) no siempre se sitúan en zonas 
apropiadas, y a menudo se encuentran 
en zonas sensibles como laderas, que-

GOBERNANZA
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GRÁFICO 3
PORCENTAJE DE LA POBLACIÓN CON ACCESO A SISTEMAS DE ELIMINACIÓN DE 
RESIDUOS SÓLIDOS
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GRÁFICO 4
DIFERENCIA EN EL PORCENTAJE DE TERRITORIO NACIONAL 
CUBIERTO DE BOSQUE ENTRE 1990 Y 2010

Fuente: CEPAL (2015).

PAÍS

D
IF

E
R

E
N

C
IA

 (
%

)

H
O

N
D

U
R

A
S

V
E

N
E

Z
U

E
L

A

E
C

U
A

D
O

R

B
O

L
IV

IA

N
IC

A
R

A
G

U
A

E
L

 S
A

LV
A

D
O

R

G
U

A
T

E
M

A
L

A

M
É

X
IC

O

B
E

L
IC

E

A
R

G
E

N
T

IN
A

P
A

R
A

G
U

A
Y

P
E

R
Ú

B
R

A
S

IL

C
O

LO
M

B
IA

D
O

M
IN

IC
A

JA
M

A
IC

A

P
A

N
A

M
Á

R
E

P.
 D

O
M

IN
IC

A
N

A

U
R

U
G

U
A

Y

C
O

S
TA

 R
IC

A C
U

B
A

C
H

IL
E

Fuente: Tello Espinoza et al. (2010).

RELLENO 
SANITARIO

VERTEDERO
CONTROLADO

VERTEDERO
A CIELO 
ABIERTO

QUEMA 
A CIELO 
ABIERTO

OTROS

100

90

80

70

60

50

40

30

20

10

0

A
R

G
E

N
T

IN
A

B
E

L
IC

E

H
O

N
D

U
R

A
S

C
O

LO
M

B
IA

P
A

R
A

G
U

A
Y

JA
M

A
IC

A

C
O

S
TA

 R
IC

A

P
E

R
Ú

B
O

L
IV

IA

M
É

X
IC

O

E
C

U
A

D
O

R

R
E

P.
 D

O
M

IN
IC

A
N

A

B
R

A
S

IL

N
IC

A
R

A
G

U
A

E
L

 S
A

LV
A

D
O

R

U
R

U
G

U
A

Y

C
H

IL
E

P
A

N
A

M
Á

G
U

A
T

E
M

A
L

A

V
E

N
E

Z
U

E
L

A

L
A

C

%

57INTAL56



bradas y orillas de 
ríos, y su operación 
no siempre adecua-
da genera problemas 
de emisión de gases y 
descargas de lixiviados 
no debidamente controla-
das, además de crear condi-
ciones propicias para proliferación 
del desarrollo de vectores sanitarios 
(Díaz, 2009). La falta de instrumentos 
y capacidades de planificación a nivel 
municipal es uno de los principales obs-
táculos para afrontar el problema de los 
residuos. Tan solo el 19,8% de los mu-
nicipios de ALC cuenta con planes de 
manejo de residuos sólidos y únicamen-
te Uruguay (73,9%), Argentina (74%), 
Perú (57,2%) y Chile (53,4%) superan el 
50% de municipios con dichos planes. 
En ALC se estima que solo el 2,2% de los 
residuos son recuperados y reciclados, 
aunque algunos países y ciudades han 
comenzado a impulsar estas prácticas 
(BID, 2010; ONU-CEPAL, 2012).

Estado del capital natural 

La pérdida de áreas de bosques y la 
presión por la expansión de la frontera 
agrícola continúan. En los últimos años, 
la mayor parte de los países de la región 
han adoptado nuevas políticas foresta-
les o han actualizado su legislación fo-

restal, introduciendo 
criterios ambientales 
y de sostenibilidad 

en el aprovechamien-
to forestal, como es el 

caso de la creación de 
incentivos para frenar la de-

forestación a través del Progra-
ma REDD+ y la aplicación de sistemas 

de manejo forestal comunitario, que 
han mostrado resultados favorables 
(Cronkleton, Bray y Medina, 2011). No 
obstante, la región sigue enfrentándo-
se a crecientes procesos de cambio de 
uso del suelo. Se estima que ha perdido 
7% de su cobertura forestal entre 1990 
y 2005 (CEPAL, 2015). Desde la década 
de 1960, más de 150 millones de hectá-
reas se han incorporado a la producción 
agropecuaria (Kaimowitz et al., 2004). 
La tasa anual de pérdida de bosques 
en la región entre 2000 y 2010 fue del 
0,46%, el doble de la tasa mundial, que 
representa una pérdida de 4,2 millo-
nes de hectáreas al año, aunque pare-
ce apreciarse una ligera tendencia a la 
reducción en los últimos años (CEPAL-
FAO-IICA, 2012). El gráfico 4 muestra 
que, si bien algunos países como Cuba, 
Uruguay, Chile y Costa Rica han incre-
mentado su cobertura forestal (bos-
ques nativos y plantaciones) entre 1990 
y 2010, la mayoría ha acelerado sus pér-
didas de bosques, incluso con relación 
a quinquenios pasados, especialmente 
Honduras, Ecuador, Nicaragua, Gua-
temala, Belice y Paraguay. La pérdida 
de bosques es uno de los factores que 
afecta directamente la biodiversidad y 
la vitalidad de los ecosistemas.

La biodiversidad y los ecosistemas 
terrestres y marinos se encuentran 
severamente amenazados, con tasas 
elevadas de pérdida y degradación. 
Los ecosistemas terrestres de ALC en 
sus diferentes regiones, Mesoamérica, 
Amazonía, Llanos, Chaco y Zonas Andi-
nas, entre otras, contienen una gran ri-
queza de biodiversidad y servicios am-

bientales que ofrecen sus humedales, 
bosques, acuíferos, lagos y ríos, mon-
tañas, praderas y desiertos naturales. 
No obstante, la presión sobre todos los 
ecosistemas es creciente. Por ejemplo, 
la extensión de manglares en ALC ha 
disminuido un 40% entre 1980 y 2001 
(Valiela, Bowen y York, 2001), asimismo, 
el 66% de los arrecifes de coral de la re-
gión están dañados y se han reducido 
a casi una tercera parte de su valor his-
tórico (Sherman et al., 2009). Al mismo 
tiempo, se ha evidenciado entre 1992 y 
2008 un incremento en los indicadores 
de sobrexplotación de los recursos pes-
queros de 24% a 33% para ALC (FAO, 
2012). Según la Organización de las Na-
ciones Unidas para la Alimentación y la 
Agricultura (FAO) (2014b), los mares de 
ALC suministraron en torno al 20% de la 
pesca mundial en 2012, sin embargo, las 
capturas se redujeron durante la última 
década en una media del 8,5% anual, 
pasando de 20,06 millones de tonela-
das en el año 2000 a 12,3 millones de 
toneladas en el año 2010. 

Si se compara la situación de las es-
pecies sometidas a algún tipo de ame-
naza desde 1996 (UICN, 1996, 1998) a la 
actualidad (UICN, 2015), la situación es 
crítica. ALC contiene 5 de los 20 países 
con mayor número de especies anima-

les amenazadas o en peligro, y 7 de los 
20 países con más especies de plantas 
amenazadas (PNUMA, 2010b); el núme-
ro de especies animales extinguidas en 
la naturaleza se ha incrementado de 99 
a 128 entre 1996 y 2014; las especies en 
estado crítico han pasado de 255 a 1.065 
y las especies en peligro han pasado de 
500 en 1996 a 1.624 en 2014. Como re-
sultado de pérdidas de biodiversidad, 
la reserva genética de la región se está 
degradando rápidamente. Aproximada-
mente el 40% de especies de plantas 
medicinales en Sudamérica se encuen-
tra amenazada y la región ha perdido 
cerca del 75% de la diversidad genética 
de sus cultivos agrícolas en el siglo pa-
sado (PNUMA, 2010b; CBD, 2014).

La disponibilidad del agua a largo 
plazo para sus diferentes usos es un 
desafío, especialmente cuando se con-
sidera que la distribución del recurso es 
muy desigual, con dos terceras partes 
de la región clasificadas como áridas o 
semiáridas, incluyendo el centro y norte 
de México, así como el noreste de Bra-
sil, y varias regiones andinas en Argen-
tina, Chile, Bolivia y Perú. Según la FAO 
(2014a), los usos principales del recurso 
hídrico son: agricultura (73%), consumo 
doméstico (18%) e industria (9%). Las 
crecientes necesidades de superficie de 
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TABLA 1
PROPORCIÓN DE PAÍSES DE ALC CON LEGISLACIÓN ESPECÍFICA EN TEMAS 
AMBIENTALES PRIORITARIOS

LEGISLACIÓN

 

PROPORCIÓN 
DE PAÍSES

LEGISLACIÓN

 

PROPORCIÓN 
DE PAÍSES

LEY MARCO 
DE GESTIÓN 
AMBIENTAL

25/25

ATMÓSFERA

11/25

RESIDUOS 
URBANOS

13/25

BIODIVERSIDAD

19/25

INFORMACIÓN 
PÚBLICA

7/25

IMPACTO 
AMBIENTAL

20/25

AGUA

15/25

SUELO

6/25

FORESTAL

23/25

RECURSOS 
PESQUEROS

12/25

ÁREAS 
PROTEGIDAS

20/25

ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL

13/25

700
MILLONES

DE HECTÁREAS
POTENCIALMENTE

CULTIVABLES
 TIENE LA
REGIÓN

59INTAL58

Fuente: elaboración propia.



regadío, los grandes emprendimientos 
hidroeléctricos y el incremento de la 
población urbana apuntan a eventuales 
conflictos de uso entre los diferentes 
sectores y a mayores presiones ambien-
tales en general (Mahlknecht y Pastén 
Zapata, 2013). La OCDE (2012) prevé 
para el 2050 un aumento del 55% en la 
demanda de agua, y estima que 40% de 
la población estará ocupando cuencas 
hidrográficas con estrés hídrico severo. 

ESTADO DE LA GOBERNANZA
AMBIENTAL

Los desafíos ambientales de la re-
gión son consecuencia de una gober-
nanza deficiente en la región que reper-
cute en un bajo desempeño ambiental. 
Este resultado refleja, en gran medida, 
que la importancia de política pública 
y la asignación de inversiones para la 
conservación del capital natural y ges-
tión del medioambiente no han adqui-
rido aún suficiente prioridad política y 
económica. En la región ha existido un 
desarrollo legal e institucional en los úl-
timos años, sin embargo persisten desa-
fíos y debilidades para crear un gober-
nanza ambiental sólida.

En términos de institucionalidad y 
marcos legales, todos los países cuentan 
con un algún tipo de ley marco de carác-
ter general (no sectorial) para la gestión 
del medioambiente, y en muchos casos 
con leyes y normativas sectoriales espe-
cíficas, incluyendo normativas de EIA, 
como se muestra en la tabla 1. 

No obstante lo anterior, varios diag-
nósticos y estudios sobre este tema 
(Gómez et al., 2006; INECE, 2009; Bo-
varnick et al., 2010; Acerbi et al., 2014; 
Blackman et al., 2014) destacan los si-
guientes desafíos y debilidades: 

a. Instituciones ambientales débiles. 
Dentro de las estructuras jerárquicas y 
presupuestarias, las instituciones am-
bientales son por lo general débiles en 

términos presupuestarios, equipamien-
to técnico y con limitaciones para atraer 
personal técnico calificado y de punta. 
Estas debilidades que se manifiestan a 
nivel de las instancias nacionales y cen-
trales se magnifican en los niveles loca-
les (provincias y municipios).

b. Desarrollo limitado de capacida-
des ambientales en instituciones sec-
toriales. Si bien en los últimos años han 
surgido iniciativas ambientales en sec-
tores productivos y de infraestructura, 
como transporte, energía, agricultura, 
turismo, vivienda, entre otros, por lo 
general, los elementos de coordinación 
intersectorial para la aplicación de legis-
lación ambiental continúan siendo dis-
persos y aislados. A esto se añade que 
muchas políticas sectoriales son incon-
sistentes en relación a un mismo recurso 
(por ejemplo, agua) o espacio territorial. 

c. Bajos niveles de inversión y gas-
to público en medioambiente. Diversos 
estudios han tratado de determinar los 
niveles de gasto público dirigidos a pro-
teger el medioambiente y el capital na-
tural a través de diversas metodologías 
(Eurostat, 2005; OCDE, 2007b; etcéte-
ra) y del Sistema de Cuentas Ambienta-
les Económicas (SCAE) de las Naciones 
Unidas (Oleas-Montalvo, 2013; Naciones 
Unidas, 2014). Los hallazgos de estos 
estudios muestran que la inversión y 
el gasto público en medioambiente en 

ALC es inferior al 1% del PIB. Solo Brasil, 
México y Costa Rica superan el 0,6% de 
su PIB, lejos del promedio de la OCDE, 
que se sitúa en torno al 1% del PIB (BID, 
2012, 2013; CEPAL, 2012; Naciones Uni-
das, 2014). Esta situación sugiere la di-
ficultad para disponer de los recursos 
necesarios para hacer frente a los pro-
blemas y las amenazas ambientales que 
afectan a ALC. 

d. Deficiencias en la aplicación de 
la EIA y los sistemas de permisos am-
bientales. Si bien la aplicación de pro-
cedimientos de EIA está asentada en la 
mayoría de los países de ALC, con una 
amplia experiencia por parte de las ad-
ministraciones competentes, las 
deficiencias y limitaciones 
son evidentes (Sánchez-
Triana y Enríquez, 2007; 
Acerbi et al., 2014). Es 
especialmente desta-
cable la falta de capa-
cidad institucional en 
el seguimiento de los 
proyectos, que mu-
chas veces no se rea-
liza después de que se 
haya expedido la licen-
cia o permiso correspon-
diente (Gättgens, 2006). 
Todo ello ha afectado la cre-
dibilidad del proceso de EIA. La 
incorporación de los aspectos ambien-
tales a nivel estratégico en el diseño de 
políticas, planes y programas todavía 
presenta importantes limitaciones y va-
cíos, y queda en la mayor parte de los 
casos insuficientemente desarrollado 
en el marco legislativo (OCDE, 2007a; 
UICN-ORMA, 2007; VBRFMA, 2007; 
CAF, 2009; Jiliberto Herrera y Bonilla 
Madriñán, 2009; Utrilla, 2011).

e. Incumplimiento de las leyes. Todas 
las debilidades anteriores generan una 
situación relativamente generalizada en 
la que las normas y disposiciones no se 
ejecutan a cabalidad o no se verifica su 

cumplimiento. En muchos casos, las em-
presas prefieren pagar multas que llevar 
a cabo los requisitos ambientales (Rus-
sell y Vaughan, 2003; Akella y Cannon, 
2004). En este sentido, los sistemas de 
permisos se convierten en costos de 
transacción con poco valor agregado, 
tanto para las empresas como para la 
conservación del medioambiente. 

f. Insuficiente aplicación de instru-
mentos económicos. La aplicación de 
instrumentos económicos y de mercado 
en ALC como parte de los instrumentos 
de gestión ambiental se ha dado en di-
ferentes contextos, como por ejemplo 
la introducción de derechos de propie-

dad transables para la pesca o la 
implementación de tasas por 

vertido. No obstante, el 
énfasis de la gestión to-

davía se apoya princi-
palmente en sistemas 
administrativos y de 
comando-control con 
base en sistemas de 
permisos y multas en 
general poco eficien-

tes o mal administra-
dos. 

g. Ausencia de in-
formación para la gestión 

ambiental. En ALC se eviden-
cia una carencia notable de infor-

mación ambiental sistematizada a nivel 
sectorial y que pueda ser utilizada para 
diseñar tanto políticas ambientales, 
como monitorear el cumplimiento de 
las mismas. En consecuencia, el capi-
tal natural y la degradación ambiental 
no pueden ser considerados apropia-
damente en las cuentas nacionales ni 
en la definición de la política econó-
mica (Ferraro y Pattanayak, 2006; Pu-
llin y Knight, 2009; Arroyo et al., 2010; 
CEPAL, 2012; Blackman et al., 2014).

h. Participación limitada de sector 
privado en iniciativas ambientales. A pe-
sar de que cada vez son más numerosas 
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las empresas que se adhieren a prácticas 
ambientalmente amigables ante la exis-
tencia de incentivos financieros en ALC, 
sobre todo asociado a iniciativas de re-
ducción de huella de carbono y de pro-
ducción limpia, existen grandes desafíos 
y brechas en relación con empresas en 
Europa, Canadá y Estados Unidos. Si se 
considera por ejemplo la certificación 
ISO 14001, cuyo número, a pesar de cre-
cer de 711 en 2000 a 10.996 en 2013 (ISO 
2015), solo supone el 3,6% del total de 
certificaciones a nivel mundial.

j. Falta de participación de comuni-
dades locales y grupos indígenas y afro-
descendientes. Algunos avances en el 
fortalecimiento del papel de las comuni-
dades locales en la gestión ambiental se 
han venido dando, pero estos esquemas 
son incipientes y fragmentados (Pache-
co et al., 2008; Bowler et al., 2011). 

PROPUESTAS DE POLÍTICA PÚBLICA 
PARA FORTALECER LA

GOBERNANZA AMBIENTAL

La evidencia presentada y el diag-
nóstico de desafíos ambientales de la 
región indican que el desempeño am-
biental está determinado fundamental-
mente por la calidad de las instituciones 
y estructuras de gobernanza y de la 
asignación del presupuesto público para 
la gestión del medioambiente. Existen, 
por tanto, dos grandes pilares de ac-
ción sobre los cuales debería incidir la 
política pública con el objetivo de me-
jorar el desempeño ambiental. El pri-
mer pilar consiste en el fortalecimiento 
de los sistemas nacionales y regionales 
de gobernanza ambiental con criterios 
de eficiencia y efectividad. Dicho forta-
lecimiento debe ir acompañado de un 
aumento y mejora de la calidad de las 
inversiones para reducir la presión sobre 
el medioambiente. A continuación se 
explican las principales actividades que 
pueden contribuir a cada uno de los pi-
lares. El fortalecimiento de los sistemas 

de gobernanza ambiental debe desarro-
llar las siguientes líneas de trabajo: 

a. Fortalecimiento de capacidades 
de gestión, monitoreo, fiscalización y 
enjuiciamiento ambiental en las instan-
cias locales y sectoriales responsables 
de la aplicación legal y normativa, in-
cluyendo municipalidades y gobiernos 
provinciales o regionales.

b. Formulación y desarrollo de po-
líticas de medioambiente y recursos 
naturales que incorporen incentivos 
correctos de sostenibilidad y reduzcan 
desincentivos a la inversión privada. 

c. Implementación de instrumentos 
económicos y financieros apropiados 
para internalizar o corregir fallas de 
mercado que generan externalidades 
ambientales. 

d. Desarrollo de sistemas nacionales 
de contabilidad ambiental que permitan 
medir, monitorear y comparar el estado 
y la evolución del capital natural, inclu-
yendo sistemas de información basados 
en tecnologías modernas de monitoreo.

e. Modernización de los procesos 
nacionales de EIA y sistemas de permi-
sos ambientales, y desarrollo de capa-
cidades para llevar a cabo las EAE, de 
tal forma que sean instrumentos efecti-
vos de gestión y de generación de valor 
agregado al desarrollo económico y so-
cial sostenible. 

f. Fortalecimiento de mecanismos 
de participación de la sociedad civil y 
comunidades locales en los procesos 
de gestión ambiental y uso del capital 
natural.

g. Fortalecimiento de instancias y 
mecanismos de gobernanza transfron-
terizos (por ejemplo, aguas internacio-
nales territoriales, cuencas comparti-
das, zonas marinas costeras, corredores 
biológicos y áreas protegidas).

El aumento y mejora de la calidad de 
las inversiones que reduzcan la presión 
sobre el medioambiente y el capital na-
tural puede fomentarse a través de las 
siguientes líneas de trabajo:

a. Establecimiento de políticas bajo el 
principio de que contamina-paga y quien 
usa-paga que internalicen los costos aso-
ciados a la remediación ambiental y el uso 
del capital natural en el sector privado.

b. Fomento y creación de mercados 
verdes para bienes y servicios de alto 
impacto social y ambiental.

c. Impulso a programas de certifica-
ción ambiental vinculados al acceso a 
mercados nacionales e internacionales 
y otros esquemas de protocolos de sos-
tenibilidad.

d. Creación de incentivos fiscales o 
subsidios dirigidos hacia la adecuación 
ambiental, como por ejemplo procesos 
de Producción más Limpia (PmL) en 
pymes con metas de mejora de calidad 
ambiental y criterios de rentabilidad.

e. Difusión de información sobre 
tecnologías ambientalmente sosteni-
bles para promover la inversión del sec-
tor privado para su adopción.

f. Fortalecimiento de mecanis-
mos financieros para ampliar los es-
fuerzos de conservación y el manejo 
efectivo de áreas protegidas, corre-
dores biológicos y ecosistemas ame-
nazados, incluyendo ecosistemas 
transfronterizos de gran escala y co-
rredores biológicos de importancia 
regional. 

g. Implementación de estrategias de 
sostenibilidad en sectores de alto im-
pacto ambiental y social, como puede 
ser el caso de minería, hidrocarburos, 
hidroelectricidad y desarrollo urbano, 
entre otros. 
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NOTAS
1 El autor agradece a María Vizeu por su asistencia en la 
investigación. Partes del artículo han sido 

adaptadas del Marco Sectorial de Medio Ambiente y Bio-
diversidad del BID.
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CUIDADO AMBIENTAL 
Y ENERGÍAS LIMPIAS

¿Cuáles son las características que adopta la matriz energética en los 
países donde la preocupación por el medioambiente es mayor? ¿Cuál es la 
relación entre la importancia de la conciencia ambiental y el uso de energías 
limpias? Al comparar la importancia brindada al medioambiente con indica-
dores vinculados al uso de la energía limpias, se observa una tendencia que 
marca un mayor protagonismo de las nuevas energías en los países donde es 
también mayor la preocupación ambiental.  

Es el caso de Nicaragua, Costa Rica y El Salvador, que se encuentran en 
el grupo de países donde es mayor el uso de producción de energía eléctrica 
con fuentes alternativas, y donde también es alta la prioridad otorgada al 
medioambiente. Ambas variables muestran una correlación positiva de 0,66.

Fuente: www.iadb.org/intal/alianzalb

PRIORIDAD DEL MEDIOAMBIENTE
Y USO DE ENERGÍAS ALTERNATIVAS

Pregunta: De la siguiente lista de temas,
¿cuáles son los más importantes para el desarrollo de su país?
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Los acuerdos han tenido un bajo nivel de
implementación porque no se establecieron

adecuados mecanismos de control, de revisión 
periódica y de sanción de los incumplimientos.
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Los economistas ambientales han 
propuesto particularmente dos instru-
mentos para el control de la contami-
nación y otras fallas de coordinación 
que llevan a algún tipo de “tragedia 
de los comunes” (Hardin, 1968). Estos 
son: los impuestos a las emisiones y los 
permisos transferibles de emisión. En el 
primer caso, el regulador establece una 
cantidad de dinero que las fuentes de 
un determinado contaminante deben 
pagar por cada kilogramo o tonelada 
del mismo que emiten. En el segun-
do caso, el regulador fija una cantidad 
máxima de emisiones que las fuentes 
reguladas en conjunto pueden emitir 
en total en un período de tiempo (un 
año, por ejemplo) y luego les asigna 
(gratuitamente o mediante un rema-
te) una cantidad inicial de permisos a 
cada una de las fuentes. Cada permi-
so habilita legalmente a su poseedor a 
emitir una unidad del contaminante en 
cuestión en ese año. Estos permisos se 
pueden intercambiar entre las fuentes 
de manera voluntaria en un mercado de 
permisos1. 

Las razones más importantes por 
las cuales los economistas ambientales 
han estado proponiendo estos instru-
mentos económicos (IE) sobre otros de 
carácter más “prescriptivo” (Ellerman, 
2007), como los límites máximos a las 
emisiones o los estándares tecnológi-
cos, son las siguientes: (1) son la mane-
ra más barata de lograr el nivel de emi-
siones agregado objetivo de la política 
(en otras palabras, minimizan los cos-
tos agregados de abatimiento de emi-
siones), (2) dejan en manos de las fuen-
tes la decisión sobre la manera (menos 
costosa) de reducir las emisiones, y (3) 
son un incentivo constante para reducir 
las emisiones.

Una cuestión importante que surge 
ante esto es por qué los IE para con-
trol de las emisiones se han observado 
principalmente en países desarrollados, 
pero mucho menos en países en desa-
rrollo. Una literatura bastante reciente 
apunta a los siguientes factores como 
posibles causas: la economía política 
de la selección de instrumentos (las 
fuentes prefieren no pagar por emitir; 

América Latina cuenta con una larga experiencia en instrumen-
tos económicos (IE) para el control de la contaminación. Este 
artículo describe las cuestiones que deberían considerar los ha-
cedores de políticas ambientales en un futuro a la luz de esta 
experiencia. La lección principal es la confirmación de la impor-
tancia de que los países cuenten con instituciones y recursos que 
permitan implementar efectivamente estos instrumentos. Resulta 
clave que la recaudación obtenida se destine al menos en parte 
a financiar tecnología de reducción de emisiones y a monitoreo 
y fiscalización del programa como forma de ganar apoyo de las 
partes involucradas. También es esencial la voluntad política de 
los reguladores para que los controles no sean simbólicos.

ver Stavins, Keohane y Revesz, 1998), 
la falta de capacidad institucional (fal-
ta de recursos y normas; ver Eskeland 
y Jimenez, 1992; Russell y Powell, 1996; 
O’Connor, 1999) y cuestiones cultu-
rales (Bell, 2002; Bell y Russell, 2002; 
Bell, 2003; Russell y Vaughan, 2004; 
Bell, 2005). Russell y Powell (1996) su-
gieren que la elección de IE debe ser 
compatible con la capacidad institu-
cional del país, con lo que implican una 
evolución desde aquellos instrumentos 
más fácilmente fiscalizables y menos 
conectados a los objetivos de calidad 
ambiental, hacia los que se basan en la 
medición de las emisiones, y apuntan a 
permisos transferibles en el largo plazo. 

La experiencia de América Latina 
con IE para el control de las emisiones 
se resume a los siguientes tres progra-
mas: el Programa de Compensación 
de Emisiones de partículas totales en 
suspensión de Santiago de Chile, las 
Tasas Retributivas de Colombia –que 
gravan las descargas puntuales de de-
manda bioquímica de oxígeno (DBO) y 
sólidos suspendidos totales (SST)–, y el 
Canon Ambiental por Vertidos de Cos-
ta Rica –el cual grava las descargas de 
demanda química de oxígeno (DQO) y 
SST–. Estos programas desafiaron las 
recomendaciones de arriba intentando 
adaptar IE directos a las condiciones eco-
nómicas, sociales, culturales e institucio-
nales de estos países (Huber, Ruitenbeek 
y Da Mota, 1998; Serôa da Motta, Huber y 
Ruitenbeek, 1999). Entonces, es de suma 
importancia conocer estas experiencias 
para poder sacar conclusiones que in-
formen a los hacedores de políticas am-
bientales sobre cuestiones para repetir y 
para evitar a la hora de aplicar IE para el 

control de las emisiones en América La-
tina. Es el objetivo de este ensayo, que 
actualiza Caffera (2010). 

LA EXPERIENCIA DE
AMÉRICA LATINA 

En esta sección se repasa la expe-
riencia de América Latina con IE para el 
control de las emisiones puntuales de 
contaminantes.

Tasas retributivas a efluentes
industriales en Colombia

En 1993 en Colombia, el artículo 42 
de la Ley 99 estableció que las emisio-
nes estaban sujetas a tasas retributivas. 
El diseño de las tasas se reguló en el 
Decreto 901 en 1997. En primer lugar, el 
Decreto estableció que las tasas grava-
rían los kg/día de demanda bioquímica 
de oxígeno (DBO) y sólidos suspendi-
dos totales (SST) vertidos por las fuen-
tes puntuales a cuerpos de agua. Para 
el cálculo de la tasa, el Ministerio de 
Ambiente debía fijar una tasa mínima 
nacional, la cual debería reflejar los cos-
tos de remoción de las sustancias noci-

INSTITUCIONES
LA CALIDAD INSTITUCIONAL 

ES CLAVE PARA EL
CONTROL DE LAS

EMISIONES EN PAÍSES
EN DESARROLLO

EL CONTROL DE LA 
CONTAMINACIÓN
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vas en los efluentes. 
Los valores iniciales 
de las tasas mínimas 
fueron fijados en US$ 
17/t de DBO y US$ 7/t 
de SST. Tal cual lo suge-
rido en los manuales de 
economía ambiental, el De-
creto 901 previó también un meca-
nismo de ajuste del valor de las tasas 
en función de la disminución observa-
da de los niveles de contaminación con 
respecto a la meta. Para ello se definie-
ron las tasas regionales. El valor de la 
tasa retributiva para el contaminante j 
= DBO, SST en una determinada región 
en el semestre t TRj,tse determinó que 
fuera igual a la tasa mínima nacional 
para el contaminante j en ese año (TM1) 
multiplicada por el factor regional de 
ajuste de dicho contaminante para ese 
semestre en dicha región, FRj,t; TRj,t= 
TMj,t× FRj,t. El factor regional comen-
zaría con el valor 1 y se incrementaría 
0,5 unidades en cada semestre que no 
alcanzare la meta de reducción de emi-
siones o definiere una nueva meta (la 
meta se revisaría cada cinco años). El 
Decreto estableció, asimismo, que la 
definición de la meta de reducción de 

emisiones estaría a 
cargo de la autoridad 
ambiental competen-

te de cada cuerpo de 
agua o tramo del mis-

mo. Para establecer la 
meta, la autoridad ambien-

tal competente debía utilizar 
un proceso participativo con las 

partes interesadas mediante un proce-
so establecido en el mismo decreto.

Este mecanismo de ajuste se trans-
formó en la principal traba que tuvo la 
implementación efectiva de las tasas. 
Las empresas públicas municipales de 
aguas residuales no enviaron sus re-
portes de emisiones, no pagaron las ta-
sas ni tomaron medidas para disminuir 
sus emisiones (Blackman, 2009). Esto 
provocó que las tasas crecieran, lo que 
generó un reclamo creciente del sec-
tor industrial privado, que sostenía que 
estaba pagando por el incumplimiento 
de las empresas municipales de aguas 
residuales. 

A causa de lo anterior, en el año 
2003, el presidente Uribe anuló el De-
creto 901 y promulgó uno nuevo, el 
Decreto 3100. Este estableció metas 
diferenciadas de reducción de la con-

taminación para las empresas de aguas 
residuales y las compañías que emitie-
ran más de un quinto del total de las 
emisiones. Las autoridades ambienta-
les competentes (urbanas o regiona-
les) podían, asimismo, establecer metas 
sectoriales. Por último, el nuevo Decre-
to 3100 de 2003 cambió la forma en 
que se ajustaban las tasas. En lugar de 
ser cada seis meses, el ajuste pasó a ser 
anual. A su vez, el factor regional pasó 
de ser una cifra fija (0,5) a ser una fun-
ción de la diferencia entre la meta de 
reducción de emisiones y la reducción 
efectivamente realizada por todas las 
fuentes reguladas en la cuenca al inicio 
del quinquenio, sin contar en el cálcu-
lo a las empresas de aguas residuales. 
En cualquier caso, el factor regional 
tendría un límite superior de 5,5 y se 
aplicaría únicamente a aquellas fuentes 
en violación de sus metas individuales, 
sectoriales o globales, según corres-
ponda. En cuanto al reporte de emisio-
nes, el decreto estableció que las em-
presas tenían que presentar reportes 
cada dos años y no anualmente, como 
se hacía antes. 

Las tasas volvieron a ser modifica-
das unos años más tarde por el artí-
culo 211 de la Ley 1450 (Plan Nacional 
de Desarrollo 2010-2014) del año 2011. 
Este modificó el artículo 42 de la Ley 
99 de 1993 y estableció, básicamente, 
que las tasas retributivas se aplicarían 
incluso a la contaminación por encima 
de los límites legales de descarga y que 
lo recaudado se destinaría a proyec-
tos de inversión en descontaminación 
y monitoreo de la calidad del recurso 
respectivo. A su vez, en el posterior De-
creto 2667 de 2012, el cálculo del factor 
regional de ajuste se modificó nueva-
mente. Para determinar el monto de la 
tarifa a aplicar, se comparaban la car-
ga y la meta individual o grupal. Para 
aquellas fuentes que no cumplían con 
sus metas, se les aplicaba el FR calcu-
lado para el cuerpo de agua o tramo 

respectivo correspondiente al año de 
incumplimiento. Para aquellas fuen-
tes que se situaban en una cuenca de 
emisiones donde la meta global no se 
había alcanzado, pero que terminaban 
el quinquenio cumpliendo su meta indi-
vidual o grupal, comenzarían el nuevo 
quinquenio enfrentando una tasa míni-
ma si cumplían con la nueva meta del 
primer año del nuevo quinquenio.

La única evidencia acerca del fun-
cionamiento de las tasas retributivas 
luego de estas reformas es un informe 
del año 2014 del Ministerio de Ambien-
te (Ministerio de Ambiente y Desarro-
llo Sostenible de Colombia, 2014). El 
mismo es el resultado de información 
reportada por parte de las autoridades 
ambientales competentes para los años 
2011, 2012 y 2013. El informe tiene va-
rias carencias, lo que ilustra el estado 
de aplicación de las tasas. En primer 
lugar, no todas las autoridades ambien-
tales competentes enviaron la informa-
ción requerida por el ministerio. El nú-
mero de autoridades competentes que 
lo hizo varió entre 29 y 30, de un total 
que a su vez varió entre 39 y 42. En el 
año 2013, el número de autoridades 
que envió la información se mantuvo en 
29, pero el total creció a 42 (en el año 
2013 se incorporaron cuatro nuevas au-
toridades ambientales). Un primer pun-
to para destacar es la gran cantidad de 
fuentes cubiertas por las tasas, como 
muestra el gráfico 2.

GRÁFICO 1
EVOLUCIÓN DE LAS TASAS RETRIBUTIVAS MÍNIMAS EN US$ (ABRIL DE 1997-2016)

Fuente: Elaboración propia.
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La evolución del número de fuen-
tes obedece en gran medida al envío 
o no de los reportes por parte de las 
autoridades ambientales en cada año. 
De todas maneras, el gráfico 2 muestra 
uno de los efectos del Decreto 2667 de 
2012: el número de fuentes cubiertas 
por las tasas creció considerablemen-
te en 2013 como consecuencia de la 
incorporación de aquellas fuentes que 
realizan algún tipo de vertimiento sin el 
permiso respectivo.

La evaluación de la efectividad de 
las tasas se vuelve imposible, ya que so-
lamente un tercio de las autoridades re-
portaron información sobre la línea de 
base del estado de los cuerpos de agua, 
47% reportaron tener objetivos de cali-
dad de los cuerpos de agua y 42% re-
portaron tener metas de reducción. 

Teniendo en cuenta todo lo prece-
dente, resulta fútil analizar el compor-
tamiento de las cargas contaminantes 
vertidas. Como dato adicional, el infor-
me menciona que se logró recaudar 
solamente el 34% de lo facturado, en 
promedio, en esos años.

La evaluación de la implementación 
de las tasas retributivas que surge de 
este informe es mixta. Por un lado, el pro-

grama latinoamericano pionero en gra-
var directamente las emisiones de fuen-
tes puntuales con un impuesto (tasa, en 
término legales) tal cual lo sugieren los 
libros de texto de economía se mantiene 
operativo desde 1997 y crece en cober-
tura. Pero, por otro lado, su implementa-
ción es parcial en la mayoría de los as-
pectos, lo que se refleja en la generación 
de información como para analizarlo.

Canon Ambiental por Vertidos en 
Costa Rica

A comienzo de los años 2000, Cos-
ta Rica implementó un canon ambiental 
por vertidos muy parecido a las tasas 
retributivas de Colombia. El decre-
to que establecía el canon se aprobó 
en 2003 y establecía el 1 de enero del 
2005 como la fecha de inicio del pro-
grama. Sin embargo, el canon fue im-
pugnado por la Liga Agrícola Industrial 
de la Caña de Azúcar, lo que detuvo 
su implementación hasta que en 2006 
la Corte Suprema de Justicia declaró 
el canon como constitucional. Sin em-
bargo, el lobby por parte de las empre-
sas no cesó y como consecuencia del 
mismo se aprobó un nuevo decreto en 

2008 (Decreto Eje-
cutivo 34431). El 
mismo transformó 
sustancialmente el 
canon original en tres 
partes, definidas de 
acuerdo a si la concen-
tración de los contami-
nantes gravados por el canon 
(DQO y SST) en el efluente (Cvj): 
(1) es menor al nivel de concentración 
del contaminante en el punto de cap-
tación (Caj); (2) Cvj>Caj, pero menor al 
límite máximo de vertido (estándar) es-
tablecido por la ley (Csj); y (3) Cvj>Csj. 
El canon se estableció en US$ 0,22 por 
kg emitido para el caso de DQO y en 
US$ 0,19 por kg emitido de SST. El pago 
del canon estaba exonerado en el caso 
de los efluentes con concentraciones 
en el primer tramo. Las fuentes con 
concentraciones en el segundo tramo 
debían pagar el 75% del canon. Por últi-
mo, las fuentes con concentraciones en 
el tercer tramo debían pagar el 100% 
del canon por los kilogramos corres-
pondientes al segundo tramo, más 3,5 
veces el canon por los kilos correspon-
dientes a la concentración en exceso 
del estándar (ver recuadro “La estruc-
tura del Canon Ambiental por Vertidos 
de Costa Rica”). Las empresas deben 
reportar sus vertidos una vez por año. 
En caso de que no lo hagan, el gobier-

no puede inferirlos 
mediante reportes 
pasados, número de 
empleados, nivel de 

producción, insumos 
y sector industrial o re-

ferencias bibliográficas.
Costa Rica finalmente 

implementó el Canon Am-
biental por Vertidos en octubre 

de 2008, luego de casi seis años des-
de que se publicara el decreto con su 
primera versión. El canon se comen-
zó a cobrar a principios del 2009. Sin 
embargo, tuvo importantes problemas 
de implementación. Entre ellos, el De-
partamento de Aguas del Ministerio 
de Ambiente, encargado del canon, no 
contaba con los recursos necesarios 
para administrar el cobro del canon. 
Durante sus primeros años, el cobro 
estuvo concentrado en la cuenca del 
Tárcoles, donde reside 60% de la in-
dustria y 65% de la población de Costa 
Rica (Zeledón, 2009). Como en el caso 
de Colombia, los reguladores de Costa 
Rica hallaron quizás el mayor problema 
de implementación en la renuencia del 
Instituto Costarricense de Acueductos 
y Alcantarillados a cumplir con el ca-
non. 

Aún no existe literatura que analice 
el funcionamiento del Canon Ambiental 
de Vertidos de Costa Rica. De acuerdo 
a Peña Chacón (comunicación personal, 
18/7/2016), la efectividad del canon ha 
sido cuestionada en múltiples ocasiones. 
La Contraloría General de la República 
(2013) ha señalado que existe insuficien-
te monitoreo sobre los vertidos puntua-
les. A pesar de lo anterior, el canon ha 
logrado recaudar 909 millones de colo-
nes (US$ 1.655.000, aproximadamente) 
desde el inicio de su implementación. Sin 
embargo, estos no se han podido ejecu-
tar debido a imprecisiones sobre el ma-
nejo de los fondos, ente competente y 
procedimiento (Contraloría General de la 
República, 2014). 

GRÁFICO 2
NÚMERO DE FUENTES CUBIERTAS POR LAS TASAS RETRIBUTIVAS DE COLOMBIA 
(2011-2013)

Fuente: Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible de la República de Colombia (2014).
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Programa de Compensación de
Emisiones de Santiago de Chile

En el año 1992, Chile se embarcó 
en la primera experiencia en países en 
desarrollo de un sistema de permisos 
transferibles. El llamado “Programa de 
Compensación de Emisiones” (PCE) de 
Santiago (Decreto Supremo 4, marzo de 
1992) fue incluso contemporáneo al Sul-
fur Dioxide Allowance Trading Program 
(EPA-SO2) y al Regional Clean Air Incen-
tives Markets (RECLAIM) de EE. UU., los 
primeros ejemplos de este tipo de ins-
trumentos en el mundo. El PCE de San-
tiago comenzó a operar en 1993 y sus 
permisos (llamados EDI, emisión diaria 
inicial) no se definieron en términos de 
la cantidad de emisión, sino en términos 
de la capacidad máxima de emisión dia-
ria de Partículas Totales en Suspensión 
(PTS). A su vez, se determinó que cada 
EDI confiriera a su propietario el permi-
so de emitir 1 kg diario de PTS 
a perpetuidad. La razón de-
trás de esta elección fue 
la mayor facilidad de 
monitorear las emisio-
nes definidas de esta 
forma, ya que no se 
contaba con la in-
formación ni los me-
dios para medir las 
emisiones de manera 
continua. Más aún, las 
autoridades chilenas 
decidieron asignar gra-

tuitamente los permisos EDI al inicio del 
programa (de acuerdo a las emisiones 
históricas) como incentivo al registro de 
fuentes no identificadas. Las fuentes re-
guladas por el programa son las calderas 
industriales, las calderas de calefacción 
residenciales y los generadores de vapor 
de la Región Metropolitana con un flujo 
de emisión a plena carga mayor a 1.000 
m3/h existentes a marzo de 1992. Otras 
fuentes de PTS, como las industrias, no 
fueron incluidas en el programa por la 
dificultad de estimar su capacidad máxi-
ma de emisión diaria (Palacios y Chávez, 
2005). 

El nombre del programa obedeció al 
hecho de que, a partir del mismo, toda 
nueva caldera o generador a vapor que 
quiera instalarse en la Región Metropo-
litana de Santiago debe comprar EDI a 
las fuentes existentes para poder ope-
rar. Una vez aprobada la transacción por 
el Servicio de Salud Metropolitano del 
Ambiente (SESMA), se “consignan” las 
emisiones diarias permitidas (EDP) a la 
nueva fuente. Las EDP poseen las mis-
mas características que las EDI, solo que 
simplemente se utilizan para calderas 
nuevas.

Al igual que en el caso de las tasas 
colombianas y el canon de Costa Rica, 
las calderas y generadores del PCE de 
emisiones de Santiago están sujetas a un 
límite máximo de concentración de emi-
siones, independientemente de la canti-

dad de EDI y EDP que posean. 
Para fiscalizar los permi-
sos, las fuentes le reportan 

emisiones diarias decla-
radas al Subdeparta-
mento de Calidad de 
Aire, las cuales tie-
nen que ser menor 
a sus EDI o EDP. El 
SESMA controla la 
veracidad y calidad 
de los reportes me-

diante auditorías. 
Una característica 

LA ESTRUCTURA DEL CANON AMBIENTAL
POR VERTIDOS DE COSTA RICA

En la versión revisada del decreto constitutivo del Canon Ambiental por 
Vertidos de Costa Rica (Decreto Ejecutivo 34431 de 2008), el canon adquiría 
tres valores según el nivel de concentración de los contaminantes gravados 
(DQO y SST) en el efluente (Cvj). Estos tres niveles eran los siguientes:

El nivel de concentración del contaminante en el efluente (Cvj) es menor 
que el nivel de concentración del contaminante en el punto de captación (Caj): 
se exonera del pago del canon. Este tramo corresponde a la zona azul del 
gráfico 3.

Cvj>Caj, pero menor al límite vertido establecido por la ley (Csj). La 
fuente debe pagar el 75% del canon. Este tramo corresponde a la zona verde 
del gráfico 3.

Cvj>Csj (zona celeste del gráfico 3). La fuente debe pagar el 100% del ca-
non por los kilos correspondientes al tramo del punto anterior, más 3,5 el valor 
del canon por cada kilogramo de DQO y de SST que se emita por encima del 
estándar. 

PERMISO
DE EMISIÓN
EN CHILE SE PUEDE

COMPRAR UN PERMISO 
VINCULADO A LA EMISIÓN 

PREVISTA

EL CONTROL DE LA 
CONTAMINACIÓN

GRÁFICO 3
LA ESTRUCTURA DEL CANON AMBIENTAL POR VERTIDOS DE COSTA RICA (2011-2013)

SOBRE LA FÓRMULA PARA EL CÁLCULO DEL MONTO POR CADA ENTE
GENERADOR (USO CONSUNTIVO DEL AGUA)

Fuente: Dirección General de Aguas de Costa Rica.
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del PCE que se evi-
denció rápidamen-
te fue el exceso de 
la asignación inicial 
de permisos. Una res-
puesta ensayada por los 
reguladores para solucio-
nar esto fue el cambio en la 
concentración promedio utilizada 
para determinar la cantidad de permisos 
perpetuos que le correspondía a cada 
fuente (Coria y Sterner, 2010). Asimismo, 
se cambió la tasa de intercambio de de-
rechos entre fuentes nuevas y existentes: 
originalmente de 1 a 1, pasó a 1,2 en 1998 
(una fuente vieja debía renunciar a 1,2 
kg/día de capacidad de emisión perpe-
tua para habilitarle 1 kg/día a una fuente 
nueva) y a 1,5 a partir del 2000 (O’Ryan, 
2002). Como consecuencia de estas me-
didas, la cantidad de permisos en poder 
de las fuentes se redujo 46% entre 1997 
y 2007 y los permisos en exceso fueron 
confiscados. 

Sin embargo, estas medidas no fue-
ron efectivas para impulsar las transac-
ciones. Solo hubo 214 transacciones has-
ta 2007 (Coria y Sterner, 2010). La falta 
de actividad del mercado también pue-
de haber sido consecuencia de la incer-
tidumbre regulatoria generada por estos 
cambios, los altos costos de transacción 
provenientes de la demora en la aproba-
ción de las transacciones (varios meses), 
el hecho que los permisos fueran per-
manentes, así como el alcance limitado 
del PCE (4% de las emisiones de PTS de 
Santiago), lo que puede haber generado 
poder de mercado (Montero, Sánchez y 
Katz, 2002; O’Ryan, 2002).

Otra característica del desempeño 
del PCE de Santiago fue la presencia de 
incumplimientos. Un factor fundamental 
en este sentido puede haber sido que 
las multas fueron definidas como mon-
tos fijos de dinero, entre US$ 4,50 a US$ 
90.000, en lugar de definirse en función 
del tamaño de la violación o el precio de 
los permisos (Palacios y Chávez, 2002). 

Por lo tanto, si un 
permiso costaba US$ 
3.160 en 2007, con 

una multa máxima im-
ponible de US$ 90.000, 

cualquier violación mayor 
a US$ 90.000/3.160 = 28,5 

kg/día era rentable.

LECCIONES APRENDIDAS

A finales de los años 90, Huber et al. 
(1998) y Serôa da Motta et al. (1999) re-
comendaban que la implementación de 
IE fuera compatible con las instituciones, 
gradual (empezando con proyectos pilo-
to o programas experimentales antes de 
pasar a los niveles regionales o naciona-
les) y flexible (que permitiera revisiones 
de la legislación, a bajo costo). También 
recomendaban que la implementación de 
IE asegurara la participación de las partes 
involucradas y que generara ingresos fis-
cales mediante un enfoque que priorizara 
la recuperación de los costos del progra-
ma más que la corrección de precios. 

La lección más importante que nos 
deja la implementación de los IE reseña-
dos en este artículo es la confirmación de 
la importancia de que los países cuenten 
con instituciones y recursos que permi-
tan implementar efectivamente estos 
instrumentos. La lección se sustenta en 
la observación de que intentar acomo-
dar el diseño de los mismos a las institu-
ciones y recursos con los que se cuenta 
puede provocar que los IE no sean un 
incentivo suficiente para reducir emisio-

nes (por su bajo monto, en el caso de un 
impuesto, o por el no funcionamiento del 
mercado, en el caso de permisos transa-
bles) o no sean costoefectivos (porque 
diferentes fuentes terminan enfrentando 
diferentes impuestos o porque las emi-
siones no las determina endógenamente 
el instrumento). 

La experiencia reciente también rea-
firma la recomendación de incluir a las 
partes involucradas en el diseño, la fija-
ción de las metas y otros aspectos clave 
de la implementación del IE, ya que esto 
le da apoyo al IE. Algo similar ocurre con 
asegurar que la recaudación obtenida 
con el IE se destine al menos en parte 
a financiar tecnología de reducción de 
emisiones y al monitoreo y fiscalización 
del programa. 

Las lecciones anteriores son impor-
tantes porque la experiencia enseña que 
los problemas de implementación o de 
desempeño del programa pueden llevar 
a que el apoyo político vaya menguando. 

Por último, aun teniendo en cuenta 
estas recomendaciones, los sectores o 
empresas afectadas van a hacer lobby 
para que no se introduzca el IE. Por lo 
tanto, resulta obvio que, además de las 
cuestiones anteriores, los reguladores 
deben tener voluntad política para efec-
tivamente lograr que se implemente el IE. 

IMPUESTOS A LAS EMISIONES EN 
CHILE Y MÉXICO

Los ejemplos más recientes de IE 
para el control de las emisiones en 

América Latina son los impuestos a las 
emisiones de CO2 en México (2013) y 
Chile (2014).

En el caso chileno, al inicio del se-
gundo gobierno de Bachelet, en sep-
tiembre de 2014, el congreso aprobó 
una reforma tributaria (Ley 20780) que 
en su artículo 8 establece: “un impues-
to (…) que gravará las emisiones al aire 
de material particulado (MP), óxidos 
de nitrógeno (NOx), dióxido de azu-
fre (SO2) y dióxido de carbono (CO2) 
producidas por establecimientos cuyas 
fuentes fijas, conformadas por calde-
ras o turbinas, individualmente o en su 
conjunto sumen una potencia térmica 
mayor o igual a 50 MWt (megavatios 
térmicos)”2. El monto del impuesto al 
CO2 se fijó en US$ 5/t y comenzará a 
aplicarse en el año 2018 (Ministerio de 
Medio Ambiente de Chile, 2016).

Por su parte, en el año 2013 México 
aprobó una reforma fiscal que introdu-
ce un impuesto a las emisiones de CO2. 
A diferencia de Chile, México no grava 
las emisiones de fuentes fijas de CO2 
con un impuesto directo, sino las de las 
fuentes móviles con un impuesto indi-
recto a los combustibles. Este impues-
to se impone al momento de la enaje-
nación o importación del combustible, 
en base a su contenido de CO2. El valor 
del impuesto se fijó en torno de los US$ 
5 por tonelada de CO2. 

El funcionamiento de estos instru-
mentos es muy reciente (México) o ni 
siquiera ha comenzado (Chile) como 
para sacar conclusiones. Pero cabe no-
tar que US$ 5/t está lejos de significar 
una internacionalización de los daños 
marginales de la emisión de una tone-
lada de CO2 de acuerdo a las estima-
ciones disponibles en la literatura sobre 
el tema. También está lejos de significar 
un incentivo suficiente para promover 
el uso de fuentes de energía alterna-
tivas. En este sentido, estas iniciativas 
actuales parecen repetir experiencias 
de los 90, cuando los IE implementados 

IMPUESTOS
MÉXICO GRAVA LAS

EMISIONES DE CO2 CON UN 
GRAVAMEN INDIRECTO

SOBRE LOS COMBUSTIBLES

REGULACIÓN
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LOS MECANISMOS DE
CONTROL RADICA EN EL 

PODER DE FISCALIZACIÓN 
DEL REGULADOR
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terminaron siendo 
mecanismos tímidos 
de recaudación más 
que instrumentos para 
controlar la contamina-
ción costoefectivamente 
(Huber et al., 1998; Serôa da 
Motta et al., 1999; CEPAL, 2000; 
Acquatella, 2001, 2005).

PERSPECTIVAS
DE MEDIANO PLAZO

La experiencia de América Latina 
con IE para el control de las emisio-
nes puede no permitir ser demasiado 
optimista con respecto a su aplicación 
futura. Sin embargo, con todos sus 
problemas, los reguladores latinoa-
mericanos siguen echando mano a 
los mismos, como lo demuestran los 
impuestos al CO2 recientemente crea-
dos en México y Chile. El hecho de que 
sean impuestos a un gas de efecto 
invernadero (GEI) resulta una cues-
tión para atender. El cambio climático 
quizás sea un generador importante 
de IE en un futuro muy cercano. Aún 
con sus restricciones de capacidades, 
los países latinoamericanos deberán 
tomar medidas de adaptación al cam-
bio climático y decidir de qué forma 
lograr las reducciones de emisiones 
de GEI a las que se comprometieron al 
firmar el Acuerdo de París. Un aspecto 
importante en este acuerdo es la po-
sibilidad que abre su artículo 6.2, el 
cual sienta las bases para que los mer-
cados de permisos de emisión de GEI 
de distintas regiones, países y otras 
jurisdicciones, o incluso otros instru-
mentos como los impuestos, se vin-
culen entre sí (Bodansky et al., 2015). 
Esto abre oportunidades y desafíos a 
los países de América Latina. Del lado 
de las oportunidades, los países de-
sarrollados deberían tener un incen-
tivo para buscar vincular sus merca-

dos de permisos de 
emisión de GEI con 

mercados similares 
u otros instrumentos 

en países en desarrollo, 
ya que esto seguramen-

te disminuirá los costos de 
cumplimiento de las fuentes en 

los países desarrollados. El vínculo, a 
su vez, puede ser unidireccional (un 
país acepta que los permisos o cré-
ditos de otro país se comercien en su 
mercado, pero no viceversa) o bidirec-
cional (ambos países reconocen los 
permisos del otro) (Wagner, 2014). Un 
ejemplo famoso de vínculo bidireccio-
nal es el de los mercados de California 
y Quebec.

Los desafíos a los que el vínculo 
enfrenta a los países de América La-
tina tienen que ver con la necesidad 
que este les impone en cuanto a re-
formar las instituciones para ser so-
cios creíbles para tal vínculo. Una de 
las razones por las que el Mecanismo 
de Desarrollo Limpio falló en parte fue 
porque era imposible monitorear la 
captura de emisiones de forma con-
fiable y sostenida en el tiempo en los 
países receptores de los proyectos de 
desarrollo limpio, los países en desa-
rrollo. Un aspecto fundamental de los 
IE es que el regulador tiene que tener 
la capacidad de fiscalizar su cumpli-
miento, para lo cual debe implementar 
un sistema de monitoreo continuo de 
emisiones, así como de castigo a los 
incumplidores. Acabamos de ver que 
estas cuestiones han sido un factor 
determinante del relativamente pobre 
desempeño de los IE implementados 
en América Latina hasta ahora. Los 
países de la región deberán trabajar 
en la superación de esta restricción y 
las demás vistas para lograr hacerse 
de los beneficios del vínculo de pro-
gramas de control de emisiones de 
GEI que prevé el Acuerdo de París.

EL CONTROL DE LA 
CONTAMINACIÓN
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Es sabido que el dinero no hace la felici-
dad, pero menos conocido es el hecho 
de que la máxima trascendió el ámbito 
individual y se expandió al mundo em-
presarial. Las llamadas empresas B in-
corporan objetivos de sustentabilidad 
ambiental y social a sus estatutos, y de-
sarrollan modelos de negocios donde el 
beneficio económico queda subordina-
do a un fin superior: el cuidado del pla-
neta. Más de 222 firmas ya se encuen-
tran certificadas como empresas B en 
América Latina, pertenecen a 21 secto-
res económicos y facturan US$ 3,7 billo-
nes. María Emilia Correa, fundadora de 
Sistema B, cuenta cómo nacieron estos 
emprendimientos.

¿Cuáles son las ventajas de ser una em-
presa B?

Las empresas B son un tipo de em-
presa presente en toda Latinoamérica 
que utiliza el poder del mercado para 

dar soluciones concretas a problemas 
sociales y ambientales. Partimos del 
compromiso de operar con estándares 
sociales, ambientales y de transparen-
cia. Sus accionistas modifican los es-
tatutos de constitución para permitir a 
la empresa tomar decisiones conside-
rando no solo los intereses financieros 
de sus accionistas, sino también los in-
tereses de la sociedad y del medioam-
biente. Este nuevo paradigma redefine 
el sentido del éxito en los negocios al 
invitar a una reflexión profunda: ¿cuál 
es el propósito de una empresa en la so-
ciedad? Esta invitación permite ver los 
rendimientos financieros como una he-
rramienta indispensable para lograr los 
objetivos, pero no como la única razón 
de existencia de la empresa. 

¿Cómo puede convertirse una firma 
común en una empresa B? 

Muchas empresas ya son “B”, pero 

LAS EMPRESAS B
NEGOCIOS DONDE
EL DINERO NO ES TODO 

no lo saben. El proceso de convertirse 
en empresa B certificada comienza con 
la Evaluación de impacto B, que es gra-
tuita. Esta medición permite realizar un 
benchmark de empresas con estánda-
res similares, lo que facilita aprendizajes 
y transferencia de conocimiento de me-
jores prácticas y modelos de negocios 
de impacto, así como definir un mapa 
de ruta para orientar las mejores prác-
ticas de gestión social y ambiental de 
la empresa. Si se obtienen más de 80 
puntos sobre 200, se puede optar por 
la certificación B. Dicha certificación 
protege la misión de la empresa, apo-
yando a los accionistas para ampliar su 
mandato fiduciario de forma legalmen-
te vinculante para incorporar resultados 
no financieros. De esa manera, se dife-
rencia de una declaración de buenas 
intenciones o solo “buen marketing”. 
La evaluación y la certificación como 
empresa B abren oportunidades de me-
jorar la calidad de la conversación con 
quienes buscan invertir en empresas 
con impacto social y ambiental positivo. 
Actualmente existen más de 1.700 em-
presas B certificadas en 51 países y en 
130 industrias diferentes.

¿Cuántas empresas B existen en la región? 
Hasta mediados de 2016, en Améri-

ca Latina había 222 empresas B certifi-
cadas, con una facturación cercana a los 
US$ 3,7 billones, que operan en 21 sec-

tores económicos: servicios profesio-
nales, reciclaje, imprenta, manufactura, 
educación y agricultura son solo algu-
nos de ellos. Adicionalmente, cerca de 
1.200 empresas han tomado la Evalua-
ción de impacto B sin optar por la cer-
tificación. En 2016 se inició el programa 
Mide lo Importante (Measure What Mat-
ters), donde empresas grandes invitan a 
sus proveedores a tomar la Evaluación 
de impacto B. Esperamos que miles de 
empresarios en América Latina se en-
tusiasmen y midan su gestión social y 
ambiental.

¿Cómo funciona Sistema B?
Sistema B es la organización lati-

noamericana que desde 2012 promueve 
una economía donde el éxito se mida 
por el bienestar de las personas, de las 
sociedades y de la naturaleza. Trabaja-
mos en la construcción de un ecosiste-
ma favorable para establecer una nueva 
economía, regenerativa e inclusiva.

¿Puede darnos un ejemplo de una em-
presa B? 

 Un ejemplo es TriCiclos, que fue la 
primera empresa B certificada en Suda-
mérica. Es una empresa dedicada a ge-
nerar un cambio cultural hacia un con-
sumo más responsable y la consiguiente 
eliminación de la basura. Hoy persigue 
este objetivo a través de la gestión de 
los residuos domiciliarios reciclables, 

CASO DE
ESTUDIO

US$ 3,7
BILLONES
ES LA FACTURACIÓN
DE LAS FIRMAS CON
CERTIFICACIÓN AMBIENTAL

81INTAL80



+1.700
EMPRESAS B
CERTIFICADAS
EXISTEN EN
51 PAÍSES
DEL MUNDO 

IN
TA

LE
N

T

de asesorías a empresas en temas de 
sustentabilidad y del ecodiseño. Para la 
gestión de residuos cuenta con puntos 
limpios en Chile, desde Arica a Castro, y 
en Brasil, operados por personas capa-
citadas para educar a los usuarios con 
respecto al impacto de sus hábitos de 
consumo. TriCiclos se preocupa de que 
todo este material recolectado sea rein-
sertado como materia prima en el ciclo 
productivo y de lograr una trazabilidad 
de un 100% de los materiales. El recicla-
je es una de las piezas clave para una 
economía circular, en la cual se fomen-
tan los círculos cerrados de producción 
y consumo haciendo un uso eficiente de 
nuestros recursos y reduciendo al míni-
mo posible la generación de los resi-
duos que no vuelven a entrar al sistema. 
Incluso en economías como la nuestra, 
donde aún no hemos llegado a estos ni-
veles de optimización, el reciclaje repre-
senta una práctica importantísima para 
reducir el consumo de recursos natura-
les y el camino adecuado para avanzar 
a un nuevo modelo económico.

¿Qué se conoce como consumo res-
ponsable?

El consumo responsable busca invi-
tarnos a incorporar en nuestra decisión 
de compra el análisis sobre las externa-
lidades que esta acción puede generar, 
cuestionando de esta manera si real-
mente necesitamos consumir ese de-
terminado bien y en esas determinadas 
condiciones. En el contexto del recicla-
je, un consumidor responsable incor-
pora parámetros de sustentabilidad en 
su decisión de compra, considerando 
con qué fue producido el producto y su 
empaque, y qué se puede hacer con él 
una vez que termine su vida útil. Para 
comenzar, un buen hábito es no elegir 
productos sobrempacados y elegir ade-
más aquellos cuyos envases sean reci-
clables.

¿Cuáles son las iniciativas de reciclaje 
más importantes a nivel regional?

Especialmente relevantes son las 
políticas públicas como la Política na-
cional de residuos sólidos, en Brasil y 
Colombia, y la Ley de Fomento al Reci-
claje, en Chile. Actualmente Chile cuen-
ta con un ecosistema bastante único 
que podría dar pie a un desarrollo muy 
razonable del reciclaje. 

CONSUMO
RESPONSABLE

Fuente: www.iadb.org/intal/alianzalb 

20%
MÁS POR PRODUCTOS SUSTENTABLES ESTÁN DISPUESTOS

A PAGAR LOS CONSUMIDORES LATINOAMERICANOS

49%
SE MOSTRÓ DE ACUERDO O MUY DE ACUERDO CON

QUE LOS ACUERDOS DE INTEGRACIÓN INCLUYAN
COMPROMISOS AMBIENTALES

5
PUNTOS AVANZÓ LA DISPOSICIÓN A PAGAR POR

CONSUMIR BIENES SUSTENTABLES EN 2016 

DISPOSICIÓN A PAGAR POR PRODUCTOS SUSTENTABLES
Pregunta: Imagínese que su país firma un acuerdo de integración con otros

países de la región (América Latina y el Caribe). ¿Usted está de acuerdo o en
desacuerdo con que se incluyan compromisos relativos al cuidado del medioambiente, 

aunque esto implique pagar aproximadamente 20% más por los productos?
*Aquí solo se consideran las respuestas “Muy de acuerdo” más “De acuerdo”.
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ANÁLISIS

Metodo  logías

impactos
ambientales

Un estudio del impacto ambiental
no debería ser posterior a la elaboración

de un proyecto productivo o de cualquier
política, plan o programa a desarrollarse.

Laudato Si’

Mariana Conte Grand
Universidad del CEMA

en

de
valuación



La rama de la economía dedicada al 
estudio del medioambiente se denomi-
na economía ambiental y tiene su ori-
gen en los años 60 (Pearce, 2002)1. En 
efecto, la economía y el medioambiente 
están mutuamente ligados. Por un lado, 
las actividades humanas dependen del 
ambiente natural y, a su vez, la natura-
leza se ve influida por el crecimiento 
económico. Se sabe que la palabra eco-
nomía proviene del latín oeconomus, y 
este del griego oikonomos, que significa 
“administración del hogar” (oikos signi-
fica “hogar” y nemein, “administrar”). 
Esta procedencia etimológica se entre-
mezcla, de hecho, con los conceptos a 
los que se refiere el papa Francisco en 
su Carta encíclica Laudato Si’ sobre el 
cuidado de la casa común. Sin duda, la 
naturaleza, el hombre y la economía es-
tán todos íntimamente relacionados. 

En economía ambiental se parte de 
que la capacidad del ambiente para ab-
sorber la contaminación generada por 
la actividad del hombre es limitada. Y 
de que, en los temas ambientales, ge-
neralmente no funcionan bien los mer-
cados como mecanismos de asignación 
eficiente de los recursos. La causa de 
este funcionamiento imperfecto del 
sistema de mercado tiene que ver con 
problemas de externalidades. Esto es, 

que hay agentes económicos que da-
ñan a otros, pero no los compensan 
por dicho perjuicio. Por ejemplo, un 
país produce gases de efecto inverna-
dero que se acumulan y contribuyen a 
que aumente la temperatura promedio 
del planeta, pero no compensa al resto 
del mundo por dicha acción. Por eso es 
que hay posibilidades de que la política 
pública (en los distintos niveles de go-
bierno) logre mejorar el bienestar. Para 
ello es que existen regulaciones: esto 
es, estándares (límites cuantitativos a la 
polución), impuestos verdes, permisos 
comercializables, sistemas de depósito/
reembolso, esquemas de responsabili-
dad legal, etcétera. 

Sin embargo, la mayor contribución 
de la economía ambiental al campo de la 
economía como un todo es, sin duda, el 
desarrollo y la aplicación de métodos de 
valuación “no de mercado”. La necesidad 
de incorporar este tipo de metodologías 
tiene que ver con lo anterior: que los mer-
cados rara vez funcionan en temas am-
bientales. Esto es, hay pocos mercados 
de calidad ambiental (o contaminación) 
cuyo precio, resultado del equilibrio de 
la demanda y oferta de dicho bien (mal), 
pueda usarse para una valuación. 

Pero, aunque el ambiente suele 
no tener precio, eso no significa que 

Este artículo sintetiza los aspectos principales de las metodolo-
gías de valuación de impactos ambientales de forma accesible a un 
público informado, aunque no experto en la materia. Para ello, 
primero se define qué es valor del ambiente, qué tipos de valores 
hay, diferenciando entre uso y no uso, y para qué se utiliza en la 
práctica la valoración de impactos ambientales. Luego, se intro-
duce al lector a las distintas metodologías disponibles: indirec-
tas, directas o de transferencia de beneficios. 

no tenga valor. El valor de un bien en 
economía tiene que ver con el nivel de 
satisfacción que dicho bien genera a 
cada individuo. Esta visión se denomi-
na antropocéntrica, porque el valor de 
lo ambiental lo otorga el hombre (no es 
ecocéntrica, lo cual querría decir que la 
naturaleza tiene un valor en sí misma). 
Esta perspectiva también coincide con 
la de Laudato Si’, ya que el papa afirma 
que el hombre debe ser el administra-
dor responsable de la naturaleza (Fran-
cisco, 2015, párr. 116). 

Los motivos por los cuales las per-
sonas asignan valor al medioambiente 
tienen que ver con dos cuestiones: el 
uso y el no uso. Como muestra el grá-
fico 1, el valor de uso puede ser extrac-
tivo (por uso directo, por ejemplo, de 
la madera de los bosques para hacer 
muebles o por el disfrute de actividades 
recreativas en ese mismo bosque) o no 
extractivo (por ejemplo, por las funcio-
nes ecosistémicas que ese bosque pue-
da tener –como la fijación de carbono 
o el control de las inundaciones–). A su 
vez, el valor de no uso está dado por el 
valor de opción (que es la disposición a 
pagar de los individuos, aunque hoy no 
use el ambiente la persona, por poder 
hacerlo en el futuro) y de cuasiopción 
(refleja el valor que podría obtenerse 
del ambiente si apareciera más informa-
ción –por ejemplo, si se descubren be-
neficios medicinales de plantas que es-
tán en el bosque– que hiciera atractivo 
su uso). También es de no uso el valor 
que tiene el ambiente para las personas 
cuando, aunque ellas no lo han usado ni 
piensen hacerlo nunca, quieren que se 
mantenga de todas formas, que exista. 

Finalmente, cualquier característica am-
biental puede tener valor de no uso si 
se asegura su disponibilidad, no para la 
persona que la valora, sino para su pro-
pia descendencia o para terceros.2 

Captar ese valor del ambiente es ne-
cesario en al menos tres instancias: para 
diseñar regulaciones ambientales (en 
efecto, la calidad ambiental socialmente 
deseable surge de comparar los bene-
ficios que esta tiene –por ejemplo, por 
menos enfermedades– con los costos 
que conlleva –aumentar la calidad del 
ambiente implica, por ejemplo, incorpo-
rar tecnología más limpia–), para valuar 
impactos al ambiente de proyectos de 
inversión o para determinar montos por 
daños ambientales en casos legales. El 
presupuesto y las capacidades necesa-
rios para llevar a cabo valuaciones de 
impactos ambientales son altos, pero 
hacerlo suele también estar contempla-
do para proyectos financiados por or-
ganismos multilaterales.  Por ejemplo, el 
BID contiene previsiones al respecto en 
su normativa relativa a salvaguardas so-
ciales y ambientales (OP-703 Environ-

84%
PUEDE SER LA REDUCCIÓN 
DEL IMPACTO AMBIENTAL 

SEGÚN LA TASA DE
DESCUENTO ELEGIDA

VALUACIÓN DE
IMPACTO AMBIENTAL
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ment and Safeguards Compliance Poli-
cy, B.5 y B.9), las cuales establecen que 
las evaluaciones de impacto ambiental 
deben incluir estimaciones económicas 
de dichos impactos cuando fuera re-
levante4. De hecho, este tipo de análi-
sis se ha empleado, por ejemplo, para 
proyectos de plantas de saneamiento 
e hidroeléctricas financiadas por dicho 
banco (ver Dixon, 2012, 2013). 

Para la valuación de los impactos 
ambientales, se parte de la idea de 
que la satisfacción de los individuos 
por el ambiente puede ser expresada 
en términos de un numerario (el dine-
ro), ya que el consumo del bien am-
biental requiere sustituir el consumo 
(y, por ende, el gasto) en otros bie-
nes. Esta noción es la base de las me-
todologías que se desarrollaron para 

estimar demandas que no son direc-
tamente observables. 

La literatura diferencia los métodos 
indirectos o de preferencia revelada de 
los métodos directos o de preferencia 
declarada. Los primeros se basan en 
comportamientos observados de los in-
dividuos en precios en un mercado re-
lacionado al del bien ambiental que se 
busca valuar. Por ejemplo, se puede, a 
través del precio de los inmuebles, ob-
tener el precio implícito (el valor) que 
tiene para los individuos un espacio ver-
de (que puede quedar lejos o cerca de 
su hogar). También es posible obtener 
una medida del valor que le asignan los 
individuos a un parque por lo que gas-
tan en ir a visitarlo o, por ejemplo, por 
el ahorro de costos en salud que signi-
fica hacer actividades recreativas en un 
lugar no contaminado. Estas metodo-
logías siempre son indirectas en el sen-
tido que la persona no declara el valor 
que le asigna al bien ambiental, sino que 
revela el mismo a través de su conduc-
ta de gasto en otros bienes. El segundo 

conjunto de metodologías se basa en 
obtener una declaración de los indivi-
duos sobre sus preferencias por deter-
minada calidad ambiental. Las mismas 
se apoyan en encuestas. Hay finalmen-
te una tercera opción (cuya aplicación 
recién surge en los 90) que es el mé-
todo de transferencia de valores. Esto 
es, transferir a otro caso de valuación 
de impacto los resultados de valuacio-
nes obtenidos por cualquiera de las dos 
metodologías anteriores.

Antes de analizar uno por uno los 
métodos de valuación de impactos 

20%
DEL CONSUMO MUNDIAL 

PUEDE SER EL COSTO
DE LA INACCIÓN EN
TEMAS CLIMÁTICOS

ALTERNATIVAS AL ANÁLISIS
COSTO-BENEFICIO

El análisis económico de proyectos o políticas compara los costos de la protec-
ción con los beneficios (o al revés, los costos debidos a daños ambientales con 
los beneficios de las actividades que los causan). 
Una alternativa a la valuación tal como se sintetiza en este artículo es no tratar 
a todos los beneficios y costos como iguales, independientemente de quién los 
reciba, sino ponderar con un criterio distributivo. Por ejemplo, si se consideran 
mejoras en la equidad, deberían ponderarse más los beneficios de las personas 
más pobres para que los recursos se direccionen allí. Este tipo de análisis se 
llama de beneficio-costo con “ponderadores distributivos”.
Otra alternativa al enfoque costos-beneficios estándar es el análisis multicrite-
rio. Cuando este se aplica, en vez de monetizar todos los impactos ambienta-
les, lo que se hace es usar varias métricas. Por ejemplo, generación de empleo, 
impacto sobre la equidad de género o ingreso, además de impacto sobre el 
ambiente. En base a un ranking de las alternativas disponibles en cada aspecto, 
se elige la mejor. Un ejemplo sería el de la tabla 1.

Finalmente, muchas veces, los objetivos de cuidado ambiental son fijados por 
otros criterios y, en muchos casos, por organismos no focalizados en cuestio-
nes económicas. En ese caso, el tipo de análisis para llevar a cabo no es de 
costo-beneficio, sino que puede ser de costo-efectividad. Esto es, cómo llegar 
a cumplir con el objetivo fijado de la manera menos costosa posible.

TABLA 1. ANÁLISIS MULTICRITERIO

PESOS CADA 
CRITERIO

0,6
0,2
0,2

CRITERIO

EQUIDAD 
EMPLEO
AMBIENTE
TOTAL

PUNTAJE 
PROYECTO A

2
1
4

IMPACTO 
PROYECTO A

1,2
0,2
0,8
2,2

PUNTAJE 
PROYECTO B

4
1
2

IMPACTO 
PROYECTO B

2,4
0,2
0,4
3

Fuente: Asian Development Bank (2013, 33).
Nota: Puntaje es impacto 1 (débil), 2 (moderado), 3 (significativo), 4 (muy alto). 

GRÁFICO 1
VALOR DEL AMBIENTE

Fuente: Elaboración propia.
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ambientales dispo-
nibles, así como las 
fortalezas y limita-
ciones de cada uno, 
vale la pena detenerse 
a revisar tres cuestiones 
fundamentales que hacen 
a la valuación de impactos 
ambientales: la importancia de te-
ner precisión sobre el impacto que se 
pretende valuar; la necesidad de distin-
guir entre la disponibilidad para pagar 
por una mejora en la calidad ambiental 
(DAP) y la disponibilidad para recibir 
compensación por aceptar una peor 
calidad ambiental (DARC); y la impor-
tancia de decidir qué tasa de descuento 
usar en los cálculos. 

El primer tema tiene que ver con la 
necesidad de cuantificar el impacto am-
biental a valuar. Cuando se produce un 
impacto sobre el ambiente, debe consi-
derarse qué medio físico es el que se al-
tera (esto es, suelo, agua, aire, etcétera). 
Luego, hay que considerar el trayecto 
temporal que va a durar esa afectación. 
Esto es, cuántos días, meses o años va a 
sentirse una consecuencia, y si la afec-
tación va a ser constante o variable en 
el tiempo. Y también debe estimarse el 
área (los límites espaciales) que va a 
tener dicho impacto. Recién sabiendo 
esto es que se puede pensar en quié-
nes son los afectados y cuáles son los 
“valores” de estos individuos que se ven 
alterados.

El segundo punto tiene que ver con 
el hecho de que el valor del ambiente 
surge de sustitución de otros gastos. 
Por eso, la DARC es mayor que la DAP, 
salvo que el cambio cuyo impacto se 
quiera valuar sea chico o la sustitución 
entre el bien ambiental y los otros bie-
nes sea perfecta (lo cual no es usual, 
ya que los bienes ambientales suelen 
tener características distintivas que no 
los hacen tan fácilmente sustituibles)5.  
En esos casos solamente DARC y DAP 
serían iguales. Esta diferencia entre 

ambos conceptos es 
comprobada en una 
revisión de 45 traba-

jos que la estudian, de 
los cuales se ha con-

cluido que la DARC es 
en promedio alrededor de 

7 veces la DAP (ver Horowitz 
y McConnell, 2002). La sugerencia 

en la práctica de valuación de impactos 
ambientales es optar por una posición 
conservadora y estimar DAP y no DARC 
(Arrow et al., 1993). 

Finalmente, la tercera cuestión es a 
qué tasa descontar esos costos o bene-
ficios del cambio en el ambiente. Este 
tema no es menor, ya que con un des-
cuento exponencial y una tasa del 10%, 
estaríamos dispuestos a pagar hoy me-
nos de 1 centavo para evitar un impacto 
ambiental valuado en 1 peso de aquí a 
100 años (esto es, $1/((1+10%)100)), o lo 
que es lo mismo, el valor hoy de dicho 
daño ambiental sería de menos de 1 cen-
tavo6. Pero si la tasa fuese 1%, el mismo 
rondaría los 35 centavos. Ahora bien, 
¿cómo decidir qué tasa usar? ¿Debe ser 
una tasa que surja de comportamientos 
observados (esto es, una tasa descripti-
va) o debe estar basada en cuestiones 
normativas (ser una tasa prescriptiva, 
que por ejemplo considere la equidad 
intergeneracional)? No hay una sola res-
puesta ni en la literatura académica ni en 
la práctica. Algunos autores, como Nor-
dhaus (2007), se inclinan por la primera 
opción, sugiriendo este una tasa del 5% 
aproximadamente, y otros (como Stern, 
2006), por la segunda, lo cual lo lleva a 
usar 1,4% para costos y beneficios de po-
líticas de cambio climático4.  Stern dedu-
ce el 1,4% de que: en principio, la tasa de 
descuento debe ser 0% porque las ge-
neraciones impactadas por el cambio cli-
mático son igualmente importantes, y la 
única justificación al uso de una tasa de 
descuento intertemporal distinta de cero 
es la posibilidad de un riesgo de desas-
tre tal que pueda implicar la muerte (esa 

probabilidad es estimada en un 0,1%) y 
que las siguientes generaciones van a ser 
más ricas (1,3% es la tasa promedio anual 
de la economía mundial estimada para 
el largo plazo). Como bien muestran Tol 
y Yohe (2009), la consecuencia de ello 
es que, por ejemplo, en el caso del infor-
me Stern, tomar distintos valores para la 
tasa de descuento y otros parámetros 
relevantes del modelo puede llegar a 
disminuir los costos de los impactos es-

timados por el cambio climático en 84%, 
lo cual es sin duda una cifra grande y que 
ilustra bien la importancia de la elección 
de la tasa de descuento en la valuación 
de impactos ambientales.

MÉTODOS INDIRECTOS
O DE PREFERENCIA DECLARADA

La característica principal de los 
métodos indirectos es que se basan 

APLICACIÓN DE METODOLOGÍAS DE VALUACIÓN
DE IMPACTOS AMBIENTALES

Como se afirma en el texto de este artículo, la valuación de impactos ambien-
tales es usada asiduamente en la práctica, y ese es especialmente el caso en 
agencias nacionales o multilaterales que financian proyectos de inversión. Aquí 
se reportan algunos ejemplos. 
En el caso de proyectos de expansión y mejora de la red de agua potable y 
saneamiento financiados por el BID, Dixon (2012) resume las técnicas utiliza-
das en cuatro casos en Georgetown (Guyana), Chaco (Paraguay), Trinidad y 
Tobago, y Montevideo (Uruguay). El método elegido para valorar las mejoras 
esperables de los proyectos fue el de valuación contingente. El número de 
individuos encuestados fue de entre 500 y 1.500, según el caso. En Uruguay, 
debido a la escasez de tiempo, se usó la técnica de transferencia de beneficios 
de resultados de valuación contingente calculados para proyectos financiados 
por el BID en otros países de la región. En Trinidad y Tobago, los beneficios de 
las mejoras fueron estimados en entre US$ 3 y US$ 16 por hogar por mes, de-
pendiendo de su situación preproyecto (esto es, qué acceso a agua y cloacas 
tenía previo a la mejora prevista); la disponibilidad a pagar ascendió a US$ 7 
por hogar en Guyana; a casi US$ 19 en Paraguay y a algo más de US$ 22 en 
Uruguay solamente para el acceso al servicio de saneamiento. 
Por su parte, el Banco Mundial, en Lange et al. (2010), reporta que en 21 de los 
80 préstamos para inversión que ha otorgado, se han realizado valuaciones de 
impactos ambientales. En la mayor parte de los casos se han utilizado métodos 
indirectos (estimaciones de costos de salud y de reducciones de gases de efec-
to invernadero, y transferencias de beneficios), pero no ha sido usual el uso de 
técnicas de preferencia declarada.
A su vez, el Banco de Desarrollo de Asia propicia la valuación de este tipo 
(ver Asian Development Bank, 2013). En particular, resalta las buenas prácticas 
empleadas en un proyecto de expansión del servicio de agua en Sri Lanka en 
el que se ha aplicado el método de análisis conjunto o elección contingente, 
haciendo que los encuestados elijan entre tres alternativas que varían según el 
costo, el tipo de acceso, la cantidad de litros de agua diaria a recibir, las horas 
del día en que el agua es provista y la potabilidad de la misma. Todo tipo de 
métodos han sido empleados para valuar proyectos de transporte y de gene-
ración eléctrica financiados por el mismo banco.

VALUACIÓN DE
IMPACTO AMBIENTAL
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en información de 
mercados existen-
tes. Dentro de estas 
alternativas, sin duda 
una de las metodolo-
gías más utilizadas es la 
valuación hedónica. Esta 
consiste en valuar un bien 
como un conjunto de característi-
cas. El caso más estudiado en las apli-
caciones a impactos ambientales es el 
del mercado inmobiliario. La idea es 
que los consumidores de inmuebles es-
tán dispuestos a pagar por estos según 
cuáles sean sus atributos. Algunos de 
los atributos son valuados por el mer-
cado (por ejemplo, el que un inmueble 
tenga una cochera, ya que los lugares 
de estacionamiento se venden incluso 
por separado), pero otros atributos tie-
nen valor no de mercado. Por ejemplo, 
los compradores de viviendas estarían 
dispuestos a pagar por (le asignarían 
un valor a) vivir más o menos cerca de 
espacios verdes de calidad. Si hubiera 
dos casas iguales, pero una 100 metros 
más cerca de una plaza, la diferencia de 
precio del inmueble estaría indicando 
el precio implícito que los individuos 
asignan a dicha distancia a un espacio 
verde. Pero esa característica, contra-
riamente a tener o no garaje, no tiene 
un mercado propio.

La base conceptual de los precios 
hedónicos se encuentra en el trabajo de 
Rosen (1974), que modela el equilibrio 
en el mercado inmobiliario como coinci-
dencias entre compradores que buscan 
las características del inmueble y tienen 
como objetivo maximizar su utilidad 
considerando su restricción presupues-
taria, y desarrolladores que eligen los 
atributos de los inmuebles que cons-
truyen de forma tal de maximizar sus 
beneficios. Como consecuencia, cada 
conjunto comprador-vendedor inter-
cambiará la casa cuando la valoración 
de cada una de sus características coin-
cida para ellos. Hay distintas opiniones 

sobre el origen de la 
aplicación del méto-
do. Algunos afirman 

que se usó por prime-
ra vez para estimar la 

valuación de característi-
cas de automóviles; otros, 

que surge de estimar el valor 
de atributos de tierras agrícolas; e in-

cluso algunos atribuyen su origen a una 
estimación de disponibilidad para pagar 
por vegetales frescos (Vásquez Lavín, 
Cerda Urrutia y Orrego Suaza, 2007). 

La técnica empírica consiste enton-
ces en usar las variaciones en los pre-
cios de los inmuebles junto con sus 
cualidades propias, las características 
del barrio en la que cada uno está in-
merso y los atributos ambientales a 
valuar, para deducir el precio implícito 
de cada una de estas últimas. Si bien 
tiene sus limitaciones (cuando no se 
cuenta con todas las variables que de-
terminan el precio de los inmuebles, hay 
correlación entre las distintas caracte-
rísticas o no hay una respuesta clara a 
la relación funcional que se elige para 
modelar la relación entre precios de ca-
sas y características de las mismas, por 
ejemplo), su aplicación es cada vez más 
fácil debido a la creciente cantidad de 
datos disponibles y, sobre todo, al uso 
de Sistemas de Información Geográfica, 
que permiten geolocalizar rápidamente 
cada una de las casas o departamentos 
sobre los cuales se basa la valuación de 
impacto8.  Suele encontrarse este tipo 
de trabajos para América Latina (sobre 
el valor del riesgo de inundaciones en 
la ciudad de La Plata ver, por ejemplo, 
Rabassa, Zoloa y Epele, 2013).

Por razones de espacio, no se desa-
rrollan aquí todos los métodos indirec-
tos, pero uno de ellos merece al menos 
mencionarse: el método del costo de 
viaje. El mismo consiste en recolectar 
información sobre gastos en que las 
personas incurren por desplazarse a un 
cierto lugar que tiene atractivos natura-

les. En base a dicho gasto, el número de 
visitas al lugar y una serie de caracte-
rísticas del mismo y de los visitantes, se 
estima una demanda de viaje. Este mé-
todo suele utilizarse en la valoración de 
parques nacionales y de áreas con alto 
valor estético (de hecho, para eso fue 
desarrollado originalmente alrededor 
de los años 50 en los Estados Unidos 
en base a las sugerencias realizadas por 
Hotelling, 1949). También hay trabajos 
para Latinoamérica que usan este mé-
todo: por ejemplo, Jaime Torres y Tude-
la (2011) para el Parque de las Aguas en 
Colombia o Cerda Urrutia, Orrego Sua-
za y Vásquez Lavín (1997) para la valo-
ración de la playa Dichato en Chile.

MÉTODOS DIRECTOS O DE
PREFERENCIA REVELADA

Los métodos directos, a su vez, no 
se basan en el comportamiento de gas-
to que los individuos tienen en otros 
mercados, sino en lo que personas en-
cuestadas declaran valorar. En esta 
categoría están incluidas dos técnicas 
principales: la valoración contingente 
y los experimentos de selección (co-
nocidos como de stated choice en la 
literatura en inglés). Ambas se basan 
en el modelo de utilidad aleatoria y los 
desarrollos empíricos para su estima-
ción (empezando por McFadden, 1973), 
pensados para las elecciones de medios 
de transporte, pero luego extendidos al 
dominio de lo ambiental. 

El primero de estos métodos es el 
más antiguo (su origen se remonta al 
trabajo de Ciriacy-Wantrup, 1947, para 
valorar los beneficios de prevenir la ero-
sión) y su formato referéndum consiste 
en presentar al individuo encuestado 
una mejora ambiental y un egreso de-
terminado asociado de forma tal que el 
individuo acepte o rechace el pago. En 
base a las respuestas obtenidas, usan-
do modelos de regresión no lineal tipo 
Logit o Probit, o también por métodos 

no paramétricos, se puede deducir el 
valor del bien ambiental. Un ejemplo de 
la aplicación de este tipo de métodos 
es el trabajo de Conte Grand y Chidiak 
(2010), que estudia el valor de las pla-
yas sobre el río Uruguay en Argentina. 
Allí se propone al individuo, frente a un 
hipotético deterioro ambiental, un tras-
lado a otra playa similar más lejana (el 
costo de traslado equivale al egreso). El 
BID ha utilizado este método para va-
luar disposición a pagar por obras de 
agua y alcantarillado en distintos países 
y dichas estimaciones están reportadas 
en Ardila, Quiroga y Vaughan (1998).

La segunda técnica de preferencias 
declaradas, los experimentos de selec-
ción, consiste en presentar dos o más 
alternativas al individuo para que elija 
la que prefiere. Estas alternativas están 
definidas por distintos niveles de varios 
atributos. Estos generalmente inclu-
yen el estado del bien ambiental (por 
ejemplo, el nivel de contaminación), 
un vehículo de pago (el cobro de un 
monto determinado) y otras caracterís-
ticas que se quieran valuar (puede ser 
la opción entre distintas políticas para 
llevar a cabo una mejora ambiental). El 
individuo elige entre las alternativas y 
en base a dicha decisión se deduce su 
valoración de cada atributo tomando 
como base el pago. 

La elección contingente es cada vez 
más utilizada, ya que tiene ciertas ven-
tajas sobre la valuación contingente. 
Una de estas es que permite valorar no 
solamente la DAP media, sino que pue-
de asignar valor a los distintos atributos 
(esto es, a las distintas políticas que se 
elijan). Además, puede evitar respues-
tas de protesta, ya que propone una 
elección entre alternativas (las cuales 
incluyen el costo), en vez de preguntar 
directamente sobre una mejora ambien-
tal a cambio de un costo. Así y todo, 
cuando existen demasiadas alternativas 
y atributos en la elección, esto puede 
significar una exigencia excesiva sobre 
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el encuestado y alterar así los resultados 
(ver al respecto Meyerhoff, Oehlmann y 
Weller, 2015). También hay en la región 
valoraciones que usan este método, una 
de las cuales es la referida al valor de no 
uso del musgo en una región de Chile 
(Cerda, Barkmann y Maggraf, 2013).

TRANSFERENCIA
DE BENEFICIOS

La transferencia de valores o de benefi-
cios (benefit transfer) es la práctica de 
transferir los valores obtenidos en un 
estudio para la evaluación de un impac-
to ambiental en otro caso (en la jerga se 
habla de transferencia de un study site 
a un policy site). Su uso surge porque 
lleva menos tiempo y gasto que los de-
más métodos.

De acuerdo con Freeman (2003), 
esta práctica fue utilizada ya a media-
dos de los años 80 para evaluar las 
regulaciones ambientales en Estados 
Unidos. Pero fue la publicación de un 
número especial sobre este tema en la 

revista Water Resources Research lo 
que le otorgó mayor validez. La transfe-
rencia de beneficios es hoy vista como 
una técnica en sí misma dentro de la va-
luación de impactos ambientales9. 

Los pasos a seguir para hacer una 
transferencia de valores han sido am-
pliamente estudiados y pueden con-
sultarse en Johnston et al. (2015). Hay 
básicamente dos alternativas dentro de 
este método. Una es la de transferir un 
valor puntual o value transfer. Esto es, 
tomar un valor calculado en otro estu-
dio y transferirlo al que se está haciendo 
de forma directa, o más frecuentemen-
te, ajustando por la diferencia de ingre-
sos entre un caso y el otro. El segundo 
enfoque consiste en estimar una fun-
ción de transferencia de beneficios que 
ha sido previamente estimada en base a 
varios estudios según las características 
del lugar y de la gente involucrada (este 
tipo de estimaciones surgen general-
mente de metaanálisis). No hay acuerdo 
sobre cuál de los dos enfoques es más 
preciso (Johnston y Rosenberg, 2010).

NOTAS 
1 La economía ambiental se diferencia de la economía 
ecológica en que la primera trata los problemas ambien-
tales teniendo como base los fundamentos microeco-
nómicos de la teoría del bienestar. La segunda tiene un 
método de estudio más cercano a las ciencias naturales 
(ver Ma y Stern, 2006). Tal como dice Kolstad (2011, 6): 
“La economía ambiental tiende a involucrar a los econo-
mistas que han extendido su disciplina y paradigma para 
considerar el medioambiente, mientras que la economía 
ecológica tiende a involucrar a los ecologistas que han 
extendido su disciplina y paradigma para considerar los 
seres humanos y la ecología”.
2 Nótese que esta clasificación puede variar según el libro 
que se consulte. Algunos autores, por ejemplo, clasifican 
el valor de opción como “de uso”. Pero, en todos los ca-
sos, la idea general es la misma.
3 Otros organismos, como el Banco Mundial, también tie-
nen previsto este tipo de valuaciones. De acuerdo con 
un informe reciente (Lange, Belle y Kishore, 2010), el uso 
de técnicas de valuación, luego de haberse expandido 
su uso, había decaído en el Banco durante finales de los 
años 1990 y 2000. Pero el mismo trabajo, tomando los 
análisis ambientales sobre países realizados reciente-
mente, encuentra que de 28 en el período 2003-2009, 22 

contienen valuaciones ambientales. Esto estaría mostran-
do una reactivación en el uso de técnicas de valuación 
por parte del Banco.
4 Es importante tener en cuenta que valuación de im-
pactos ambientales es distinto de evaluación de dichos 
impactos, ya que esta última tiene que ver con una esti-
mación de los impactos en términos en el ambiente, pero 
no cuantificados en dinero.
5 Otra explicación a que la DARC sea mayor que la DAP 
la da la teoría de los prospectos (prospect theory, de 
Kahneman y Tversky, 1979). Según esta teoría, las perso-
nas adoptan el statu quo como su punto de referencia. 
Entonces, piden más por abandonarlo que lo que pagan 
por mejorarlo.
6 Algunos autores recomiendan usar un descuento hi-
perbólico (1/(1+tasa*t)) y no exponencial (1/(1+tasa)t), ya 
que hay evidencia de que las personas descuentan más el 
corto plazo que el largo, por lo cual el descuento debe ser 
variable en el tiempo, no constante. Otra alternativa en la 
línea de descuento no constante es el uso de una función 
Gamma, el cual fue introducido por Weitzman (2001), 
que consideró que esa forma funcional correspondía a 
las respuestas sobre cómo descontar que dieron más de 
2.000 doctores en economía de 48 países distintos. No 
obstante ello, en las valuaciones de proyectos de gobiernos 

DISCUSIÓN

El método de valuación a elegir depende 
del valor que se vea afectado. Hay varias 
técnicas posibles para cada situación. La 
disponibilidad de datos (y de recursos) 
para hacer el trabajo determinan en la 
mayoría de las veces el método elegido10.  
Por ejemplo, en la valuación del impacto 
de un basural en determinado lugar se 
vería afectado tanto el valor de uso como 
el de no uso. Se podría elegir el método 
de precios hedónicos si se dispusiera de 
datos inmobiliarios; el de costos en salud, 
si se contara con información del aumen-
to de riesgo de enfermedades (y circuns-
tancialmente muertes) que el basural 
ocasionaría; o, eventualmente, podría rea-
lizarse una encuesta. Lo que debe tenerse 
en cuenta es que no pueden usarse dos 
mismos métodos para el mismo impacto, 
ya que ello daría lugar a duplicaciones. La 
idea es que si el valor de una casa cer-
ca de un basural es menor, al menos en 
parte se debe a que se descuentan de su 
precio los costos médicos que su cercanía 
implica. Lo que sí es cierto es que el valor 
de no uso solamente logra ser calculado 
con métodos de preferencia declarada, 

ya que el mismo no puede ser captado 
a través de mercados como el de la vi-
vienda, la salud o el turismo. Estos últimos 
solamente permiten cuantificar los bene-
ficios ambientales que derivan de su uso 
(ver el gráfico 2). 

En sus orígenes, estos métodos de 
valuación se aplicaron en países desa-
rrollados, pero en las últimas décadas se 
han ido utilizando en países en desarro-
llo. Para terminar, debe reconocerse que 
también hay limitaciones en la valuación 
económica de impactos ambientales. Las 
críticas de asignar valores monetarios 
al ambiente son variadas (Kelman, 1981; 
Hwang, 2015), pero tienen que ver princi-
palmente con que las personas no siem-
pre saben qué valores asignar a los bienes 
ambientales (hay bienes que derivan sa-
tisfacción que no es medible o, lo que es 
lo mismo, es inconmensurable) y también 
que el dinero es una medida que no con-
sidera cuestiones de justicia (las personas 
con mayores ingresos, al tener un mayor 
presupuesto, tienen más posibilidades 
de valorar el ambiente que los individuos 
pobres, lo cual hace que la valoración a 
través del dinero pueda ser considerada 
inequitativa).

VALUACIÓN DE
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GRÁFICO 2
MÉTODOS SEGÚN EL VALOR IMPACTADO

Fuente: Elaboración propia.
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LA MIRADA DE LAS
MUJERES

La sensibilidad femenina se manifiesta en una clara conciencia ambiental. 
La inquietud por el cuidado del planeta es una constante entre las mujeres 
latinoamericanas, que consideran el cambio climático entre las prioridades del 
desarrollo. Además, casi una de cada cuatro mujeres estaría dispuesta a pagar 
20% más por productos que sean sustentables.

Fuente: www.iadb.org/intal/alianzalb

CUIDADO AMBIENTAL Y DESARROLLO
Pregunta: De la siguiente lista de temas,

¿cuáles son los más importantes para el desarrollo de su país?
Respuestas de las mujeres para medioambiente y cambio climático.

DISPOSICIÓN A PAGAR POR PRODUCTOS SUSTENTABLES
Pregunta: Imagínese que su país firma un acuerdo de integración

con otros países de la región (América Latina y el Caribe).
¿Usted está de acuerdo con que se incluyan

compromisos relativos al cuidado del medioambiente,
aunque esto implique pagar aproximadamente 20% más por los productos?

Respuestas afirmativas de las mujeres.

IMPACTO DE NUEVAS TECNOLOGÍAS
Pregunta: Dentro de 15 años, ¿en cuáles áreas cree Ud. que

las innovaciones científicas y tecnológicas tendrán un impacto positivo?
Respuestas de las mujeres para lucha contra el cambio climático

y protección del medioambiente.

PRIORIDAD MÁXIMA DE LA INNOVACIÓN
Pregunta: ¿Cuál cree Ud. debe ser la primera prioridad de las innovaciones

científicas y tecnológicas en los próximos 15 años?
Respuestas de las mujeres para lucha contra el cambio climático

y protección del medioambiente.
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Una de las injusticias mayores de la con-
taminación es que sus consecuencias 
no impactan exclusivamente en aque-
llos que la producen. La región del Cari-
be es una de las que menos contaminan 
del mundo, pero a la vez es una de las 
más expuestas al calentamiento global 
debido a la importancia del sector tu-
rístico para su economía. Carlos Fuller, 
experto del Centro de Cambio Climáti-
co de la Comunidad del Caribe, explica 
las consecuencias de la dependencia 
del petróleo para la región y analiza el 
potencial de las políticas públicas para 
fomentar las energías renovables.

¿Cómo impacta el cambio climático en 
el Caribe?

En el Caribe, nuestras emisiones de 
gases de efecto invernadero son muy 
bajas, somos emisores menores debido 
al tamaño reducido de nuestras pobla-
ciones y a que no estamos muy indus-
trializados ni tenemos un gran desarro-
llo de la agricultura, de modo que no 
generamos demasiadas emisiones. No 
obstante, para nosotros la mitigación 
es muy importante debido al alto costo 
del combustible y la energía. La mayo-
ría de nuestras islas dependen del pe-
tróleo como fuente de energía. Cuando 
los precios del petróleo superaban los 

US$ 100 por barril, gastábamos más 
del 60% de nuestras divisas en impor-
tar petróleo. Por este motivo, estamos 
muy interesados en una transición ha-
cia fuentes de energía renovables, de 
las cuales tenemos abundantes recur-
sos y un gran potencial para la energía 
solar, eólica, geotérmica y de biomasa.

¿Comenzó a afectar el calentamiento 
global en el turismo? 

Así es. El cambio climático está te-
niendo un impacto muy grave sobre 
nuestras atracciones naturales, es de-
cir, sobre nuestras atracciones turísti-
cas. Por ejemplo, sufrimos una erosión 
muy importante como resultado del 
aumento del nivel del mar. En ocasio-
nes, la acción del oleaje y los efectos 
de las tormentas se potencian y pro-
ducen una erosión tremenda que afec-
ta nuestras playas. Nuestros arrecifes 
de coral, que son una gran atracción, 
están sufriendo una importante deco-
loración que afecta nuestros recursos 
ictícolas. Esto significa que esos re-
cursos se están viendo afectados de 
un modo significativo. Tenemos áreas 
protegidas muy importantes; sin em-
bargo, necesitamos más recursos para 
lograr un cumplimiento más estricto de 
la protección de estas áreas.

UN DESAFÍO
PARA EL CARIBE
NATURALEZA Y TURISMO 

¿Cómo contribuyen las políticas pú-
blicas al desarrollo de energías reno-
vables?

En algunos países estamos traba-
jando muy bien. Por ejemplo, en Belice 
ahora tenemos productores de carbón 
independientes y hemos logrado una 
transición importante a la energía hi-
dráulica, solar y de biomasa, de modo 
que más del 50% del suministro eléc-
trico interno proviene de fuentes de 
energía renovables. No obstante, en 
muchas de las otras islas necesitamos 
generar el entorno propicio para per-
mitir la penetración de las energías 
renovables, para lo cual necesitamos 
ayuda de la comunidad internacional 
a fin de establecer un marco regula-
torio que permita el desarrollo de la 
energía renovable. Debemos atraer a 
los potenciales inversores que puedan 
ser proveedores de fuentes de energía 
renovables en la región. Desde luego 
que, para los habitantes del Caribe, el 
turismo es un sector importante de la 
economía, de ahí la necesidad de pro-
teger las reservas y los parques natu-
rales. Además, estamos procurando 
construir edificios más resilientes al cli-
ma. Ese es el foco principal de nuestro 
trabajo.

¿Cómo funciona el Fondo Verde para 
el Clima? 

La sede central del Fondo Verde 
para el Clima se encuentra en Corea 
del Sur y tiene una junta directiva 
independiente. No obstante, varias 
agencias pueden ser acreditadas para 
acceder directamente al fondo. Noso-
tros hemos presentado un proyecto 
para preservar la barrera de coral y 
para promover el uso de la biomasa en 
el Caribe. Tenemos en este momento 
dos proyectos en el Fondo Verde para 
el Clima que están valuados en alre-
dedor de US$ 20 millones.

¿Considera que las cumbres de Pa-
rís y Marrakech brindarán resultados 
concretos para la región?

Nos sentimos conformes con el re-
sultado logrado en París. Los objetivos 
que perseguía la Comunidad del Caribe 
se alcanzaron, porque se limitó el calen-
tamiento global a 2 °C, se considera la 
adaptación en conjunto con la mitiga-
ción, se incluye financiamiento y trans-
ferencia de tecnología y se ha puesto 
en marcha un sistema relacionado con 
el cumplimiento. Todo lo que queríamos 
lograr en París se logró y, por lo tanto, 
estamos muy satisfechos.
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ANÁLISIS

Transferencias
condicionadas

Muchos pobres viven en lugares particularmente 
afectados por fenómenos relacionados con el 

calentamiento, y sus medios de subsistencia
dependen fuertemente de las reservas naturales

y de los servicios ecosistémicos, como la
agricultura, la pesca y los recursos forestales.

Laudato Si’

y
por

pagos
servicios

ecosistémicos

Francisco Alpízar1

y Róger Madrigal2 

Centro Agronómico Tropical
de Investigación y Enseñanza (CATIE)



La encíclica Laudato Si’ del papa 
Francisco nos llama a ser creativos en 
el diseño de políticas públicas en el ám-
bito social y ambiental. En sus palabras, 
“el marco político e institucional no exis-
te solo para evitar malas prácticas, sino 
también para alentar las mejores prác-
ticas, para estimular la creatividad que 
busca nuevos caminos, para facilitar 
las iniciativas personales y colectivas” 
(Santo Padre Francisco, 2015, 136). Los 
programas de transferencias condicio-
nadas (PTC) para promover objetivos 
de salud y educación y los programas 
de pagos por servicios ecosistémicos 
(PSE) en el caso de objetivos ambien-
tales son dos instrumentos de política 
pública cuya importancia ha crecido 
en las últimas dos décadas. Su auge se 
debe en gran medida a que, en lugar de 
castigar malas prácticas ambientales y 
malas decisiones en el ámbito social, 

estos programas premian las decisiones 
que resultan favorables para la socie-
dad como un todo. 

Los PTC y los PSE parten de un ob-
jetivo de política pública que requiere 
un cambio de comportamiento de una 
población meta. A manera de ejemplo, 
supongamos que la sociedad pretende 
reducir las tasas de deserción escolar 
de una población vulnerable, con miras 
a asegurar mejores condiciones futuras 
de trabajo y bienestar para esa pobla-
ción. Sin embargo, la decisión de dejar 
la escuela de forma prematura se toma 
en el seno de la familia. A partir de ahí 
se define un pago o transferencia, que 
se hace condicional al cambio de com-
portamiento en cuestión. En este caso, 
se les ofrecería a las familias de la po-
blación meta un pago en efectivo o en 
especie siempre que logren comprobar 
que sus hijos se mantienen activos en 

Los programas de transferencias condicionadas (PTC) para pro-
mover objetivos de salud y educación, así como los pagos por ser-
vicios ecosistémicos (PSE) en el caso de los objetivos ambienta-
les, son dos instrumentos importantes de política pública. Ambos 
buscan alinear los intereses de la sociedad como un todo con los 
intereses de los individuos, familias y propietarios de la tierra. Al 
condicionar las transferencias de dinero al cumplimiento de, por 
ejemplo, metas educativas, se logra en principio más educación, un 
mejor futuro para los beneficiarios y una sociedad más próspe-
ra, esto sin imponer cargas excesivas a las familias más pobres. 
Obviamente, el éxito de estos instrumentos depende de su diseño. 
Este artículo describe conceptualmente las herramientas de PTC 
y PSE; analiza algunas de sus principales aplicaciones en América 
Latina y el Caribe enmarcando el análisis en las recomendaciones 
de política pública esbozadas en la encíclica Laudato Si’ del papa 
Francisco. 

la escuela o colegio. Por lo tanto, la di-
ferencia fundamental de estas políticas 
con respecto a programas asistencialis-
tas tradicionales del Estado es que los 
beneficiarios se comprometen formal-
mente a realizar una serie de activida-
des verificables a cambio del dinero. 

A pesar de que los PTC y los PSE 
difieren ampliamente entre sí en cuan-
to a los objetivos y de que existe una 
amplia variedad de programas en su 
escala (desde la nacional hasta la re-
gional), cobertura (amplios segmentos 
de la población hasta grupos meta muy 
específicos), tipos de condicionalidad 
y montos a pagar, todos los esquemas 
comparten tres características: 

1. Todos los PTC y los PSE condicio-
nan los pagos a la verificación de indi-
cadores de cumplimiento. 

2. La participación de los beneficia-
rios es voluntaria, es decir, las familias, 
agricultores o dueños de la tierra deben 
decidirse a participar como resultado 
de una decisión libre. 

3. El ente ejecutor o estructura de 
gobierno a cargo determina ex ante las 
reglas que definen cuál es la población 
meta. Preferiblemente, esta debe defi-
nirse de forma tal que se logren bene-
ficios adicionales a lo que se habría al-
canzado en ausencia del incentivo. Por 
ejemplo, si el objetivo es reducir la de-
forestación, deberían priorizarse aque-
llos dueños de tierra que, en ausencia 
del esquema de PSE, tengan una mayor 
probabilidad de perder sus bosques 
(ver Persson y Alpízar, 2013 y Fizbein y 
Schady, 2009 para más detalles sobre 
el diseño de incentivos condicionales). 

El uso de transferencias condiciona-
das y esquemas de pago por servicios 

ecosistémicos se fundamenta en la ne-
cesidad de incentivar las decisiones de 
los agentes privados (e. g. familias, agri-
cultores), de forma que ellos mismos se 
conviertan en proveedores de bienes 
públicos. En el caso de los PSE, estos se 
utilizan para reducir las tasas de defo-
restación o la degradación de los eco-
sistemas, de forma que dichos espacios 
naturales continúen brindando servicios 
ecosistémicos que son clave para toda la 
sociedad. A manera de ejemplo, el esque-
ma de PSE de Costa Rica es ampliamente 
celebrado por haber sido uno de los fac-
tores coadyuvantes para la recuperación 
de la cobertura forestal del país a partir 
del año 1996 (gráfico 1) (Porras et al., 
2013). Detener la deforestación y la de-
gradación de la cobertura natural es uno 
de los grandes desafíos de América Lati-
na. Según datos de la CEPAL, entre 1990 
y 2005 la región perdió casi 69 millones 
de hectáreas de bosques, aproximada-
mente un 7% de la cubierta forestal de la 
región (ECLAC, 2006). 

De forma similar, los PTC procuran 
orientar las decisiones de las familias 
hacia aquellas que mejoran los indica-
dores de salud y educación, con lo que 
aseguran sociedades más prósperas, 
con más acceso a las oportunidades y 
mejor salud. Por ejemplo, a pesar de 

200
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mejoras sustanciales en la cobertura de 
salud, muchos países aún exhiben tasas 
de inmunización muy por debajo de la 
media. En el caso de la poliomielitis, la 
mayoría de los países tienen una co-
bertura de menores de 1 año superior al 
90%, pero persisten otros con tasas muy 
inferiores: Guatemala, con un 65%, y Pa-
namá, con un 80% (OPS y OMS, 2015). 
Para aumentar la cobertura de una vacu-
na tan sencilla de aplicar, se requiere con-
vencer a las familias de visitar los centros 
de salud, lo cual en potencia se puede 
lograr mediante un programa de transfe-
rencias condicionadas a dicha visita.

En resumidas cuentas, los PSE y los 
esquemas de PTC son instrumentos 
de mercado que cambian los precios 
y costos relativos de las decisiones de 
familias o dueños de ecosistemas clave 
a favor de aquellas que coincidan con 
ciertos objetivos de política pública en 

materia ambiental y social. La innova-
ción importante es que estos instru-
mentos se basan en recompensas con-
dicionadas. En lugar de utilizar castigos 
o multas a quienes deforestan o a fami-
lias que deciden sacar a sus niños de 
la escuela, estos esquemas premian a 
aquellas familias que decidan actuar en 
línea con objetivos sociales y ambienta-
les. Al premiarlos mediante transferen-
cias de dinero o pagos en especie, de 
paso se espera aumentar los ingresos y 
el bienestar de grupos vulnerables.

MARCO CONCEPTUAL 

Laudato Si’ provee insumos impor-
tantes que sirven para definir una po-
lítica pública a favor de metas sociales 
y conservación ambiental. En primera 
instancia, la encíclica llama a “buscar 
soluciones integrales que consideren 

las interacciones de los sistemas natura-
les entre sí y con los sistemas sociales” 
(Santo Padre Francisco, 2015, 108). El 
uso de PTC y PSE no solo parte del de-
seo de cumplir con objetivos sociales y 
ambientales, sino que también pretende 
lograrlos sin afectar negativamente los 
ingresos de las familias. Por el contrario, 
el uso de premios en lugar de castigos 
puede, en principio, mejorar el nivel de 
ingreso de las familias que opten por 
cumplir con la condicionalidad.

Otro principio clave de la encíclica 
papal que justifica el uso de PTC y PSE 
es el principio del bien común: “Toda la 
sociedad –y en ella, de manera especial 
el Estado– tiene la obligación de defen-
der y promover el bien común” (Santo 
Padre Francisco, 2015, 121). Sin embar-
go, la misma encíclica argumenta que 
la búsqueda del bien común no puede 
ser justificación para imponer costos ex-
cesivos sobre personas o empresas. El 
uso de PTC y PSE busca precisamente 
incrementar la provisión de bienes pú-
blicos, por ejemplo mayor educación 
o menores tasas de deforestación, sin 
imponer costos excesivos a los agentes 
económicos responsables de los cam-
bios de comportamiento.

Finalmente, citando al Consejo Pon-
tificio Justicia y Paz, llama a que “las 
decisiones se basen en una compara-
ción entre los riesgos y los beneficios 
hipotéticos que comporta cada deci-
sión alternativa posible” (Santo Padre 
Francisco, 2015, 141), sobre todo en los 
casos donde existe incertidumbre sobre 
el impacto de nuestras decisiones so-
bre el bienestar presente y futuro. Este 
mensaje claro conlleva dos requisitos 
importantes de toda política pública. 
Primero, el llamado del papa Francis-
co es a la acción, aun cuando exista 
incertidumbre respecto a los costos y 
beneficios. La falta de información so-
bre las consecuencias futuras no puede 
ser justificación para posponer la toma 
de medidas para reducir el impacto del 

cambio climático o promover políticas 
de salud pública, por ejemplo. Segundo, 
se debe hacer un análisis riguroso de los 
costos y beneficios de las acciones al-
ternativas, velando por que las solucio-
nes logren sus objetivos al menor costo 
posible. Este llamado a la eficiencia en 
las políticas públicas es importante en 
el diseño de PTC y PSE.

Los siguientes párrafos describen, 
en términos muy generales, los concep-
tos centrales del diseño de esquemas 
de PSE y PTC y algunos de los retos de 
diseño más complejos. Los PSE y los 
PTC son herramientas de política que 
pueden ser analizadas dentro del mar-
co de la oferta y la demanda de un bien 
público (gráfico 2). 

Los oferentes de un PSE están repre-
sentados por todos aquellos propieta-
rios/as de tierras aptas para la provisión 
de servicios ecosistémicos. La identifi-
cación precisa de estas tierras puede 
ser una tarea técnicamente complicada 
y costosa (e. g. determinación de áreas 
de recarga hídrica), por lo cual se deben 
invertir recursos para obtener la mejor 
estimación posible. La oferta en un PTC 
se refiere a las poblaciones meta (e. g. 
adolescentes en condiciones de pobre-
za) cuyos indicadores de bienestar se 
pretenden mejorar. La identificación 
de estas poblaciones suele hacerse por 
medio de encuestas o censos. Sin em-
bargo, esto tiene el problema intrínseco 

GRÁFICO 1
EVOLUCIÓN DE LA COBERTURA FORESTAL EN COSTA RICA

Fuente: Estudios de cobertura forestal de Costa Rica - FONAFIFO.
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de disponer de criterios e indicadores 
fiables para identificar pobreza u otro 
indicador clave de selección de benefi-
ciarios. Tal y como hemos mencionado, 
la inclusión de estos oferentes en la pro-
visión de los bienes públicos respecti-
vos se promueve por medio de pagos 
condicionados a ciertos compromisos 
definidos por contratos de prestación 
de servicios. 

El ente ejecutor o la estructura de 
gobierno –no necesariamente debe ser 
un ente estatal ni operar a escala na-
cional– son los encargados de definir 
las reglas que regulan la participación 
de los oferentes y la supervisión de los 
contratos. Esta estructura de gobierno 
debe tener el respaldo legal suficiente 

y estar inserta dentro de un marco ins-
titucional que garantice la legitimidad y 
credibilidad a los actores directamente 
involucrados, así como a la sociedad 
civil en general. Esto es particularmen-
te importante, porque dicha estructura 
de gobierno o ente ejecutor debe ad-
ministrar fondos provenientes de los 
demandantes. Estos últimos pueden 
ser muy diversos en respuesta al con-
texto y énfasis específico de cada pro-
grama. Como ejemplo, la existencia de 
algunos programas de PSE responde 
a las necesidades de usuarios de agua 
para agricultura, consumo doméstico o 
generación de energía, así como para la 
comunidad internacional deseosa de mi-
tigar los efectos del cambio climático por 

medio de proyectos de reforestación 
o deforestación evitada. Claramente, 
además, en representación de la ciu-
dadanía, el gobierno de un país puede 
ser un demandante clave de estos pro-
gramas con el fin de lograr metas de 
conservación ambiental o de mejora de 
indicadores sociales que promuevan un 
desarrollo económico más equitativo y 
ambientalmente sostenible.

Finalmente, la estructura de finan-
ciamiento de PSE y PTC está asociada 
directamente a la demanda y se expre-
sa por medio de diferentes mecanismos 
voluntarios u obligatorios. Las tarifas de 
agua, donaciones, préstamos e impues-
tos son algunos de los ejemplos más 
utilizados para financiar estos progra-
mas. La sostenibilidad financiera de los 

mismos dependerá precisamente de la 
magnitud de cada una de estas fuentes, 
así como de su diversificación. 

EJEMPLOS EN AMÉRICA LATINA
Y EL CARIBE

En el mundo existen alrededor de 
200 programas de PSE (Pattanayak, 
Wunder y Ferraro, 2010). América La-
tina es una región rica en experiencias 
de implementación de PSE, particular-
mente a escala nacional. No obstante, 
cada iniciativa presenta diferencias im-
portantes respecto a su estructura de 
financiamiento y los montos y modali-
dades de pago, así como a los mecanis-
mos de monitoreo y operación (Wun-
der, Engel y Pagiola, 2008; FONAFIFO, 

PROGRAMA NACIONAL DE PAGOS POR SERVICIOS AMBIENTALES (PSA) 
EN COSTA RICA

El FONAFIFO (Fondo Nacional de Financiamiento Forestal) es el ente del gobierno 
costarricense encargado de administrar el programa de PSE desde 1997. El mismo 
se sustenta en la Ley Forestal emitida en 1996, la cual define además el impuesto 
a los combustibles como fuente de ingreso del programa. Para participar en esta 
iniciativa, los postulantes son seleccionados a partir de una matriz que otorga una 
puntuación de acuerdo a diversos criterios, tales como ubicación del terrero en 
corredores biológicos, sitios de recarga hídrica o en zonas de menor desarrollo so-
cioeconómico en el país. Dado que el programa solo puede pagar cerca de un 40% 
del total de solicitudes de oferentes de servicios ecosistémicos (FONAFIFO, 2016), 
uno de los mayores desafíos del programa es encontrar fuentes de ingreso suficien-
tes y permanentes que le permitan llenar este vacío.
Los pagos que reciben oferentes de servicios ecosistémicos y los plazos de los con-
tratos varían según la modalidad. A manera de ejemplo, los dueños de bosques 
reciben un equivalente en moneda local que oscila entre US$ 300 y US$ 400 por 
hectárea, según ubicación del bosque, y en contratos de cinco años renovables 
(FONAFIFO, 2016). Adicionalmente, estos bosques deben estar en el rango entre 2 
y 300 hectáreas de tamaño. Los dueños de sistemas agroforestales reciben pagos 
en moneda local que van de los US$ 1,71 a US$ 2,54 por árbol, en contratos de cinco 
años, con un límite mínimo y máximo de 350 y 10.000 árboles por año, respectiva-
mente (FONAFIFO, 2016). 
Los pagos se producen una vez verificado que el/la propietario/a ha cumplido con 
las obligaciones estipuladas en los contratos respectivos de prestación de servicios 
ecosistémicos. Esto generalmente implica la permanencia de los usos del suelo re-
portados en la línea base y llevar a cabo actividades de conservación especificadas 
(e. g. limitar acceso de ganado). El monitoreo se lleva a cabo generalmente a través 
de visitas de campo, ya que las áreas de los participantes tienden a ser pequeñas y 
no susceptibles de teledetección. 

Fuente: Elaboración propia.
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CONAFOR y Ministry of Environment, 
2012). Para ilustrar este punto, el cua-
dro 1 muestra algunos de los principales 
programas de PSE en América Latina y 
sus diferencias. 

Dos de las iniciativas pioneras en el 
tema son los programas nacionales de 
PSE en Costa Rica y México. El progra-
ma de PSE costarricense busca promo-
ver la protección de la belleza escénica, 
la biodiversidad, los recursos hídricos y 
el secuestro de carbono (ver recuadro 
1). Históricamente, la principal fuente de 
financiamiento del programa es el 3,5% 
del impuesto a los combustibles fósiles 
usados en el país. Al día de hoy y me-
diante el uso de alrededor de US$ 360 
millones, el programa ha logrado la in-

clusión de 1.100 millones de hectáreas 
bajo alguna categoría de pago y protec-
ción de bosques, así como la inclusión 
de alrededor de 6 millones de árboles 
en sistemas agroforestales (FONAFIFO, 
2016).

El Programa de Pagos por Servicios 
Ambientales en México es administrado 
desde el 2003 por CONAFOR (Comi-
sión Nacional Forestal), bajo el amparo 
de la Ley General de Desarrollo Forestal 
Sustentable (ver recuadro 2). Aunque el 
financiamiento estatal ha sido predomi-
nante, en la actualidad existe una mayor 
diversificación debido a la inclusión de 
la modalidad de fondos concurrentes, la 
cual permite unir esfuerzos de conser-
vación de sitios de interés mutuo entre 

la empresa privada y el sector público. 
Uno de los objetivos centrales del pro-
grama es la conservación de bosques 
en peligro de deforestación. Gracias a 
una inversión de alrededor de los US$ 
500 millones, este programa ha podido 
realizar pagos en alrededor de 3 millo-
nes de hectáreas

Los PTC, por su lado, son una he-
rramienta cada vez más popular, prin-
cipalmente en los países en desarrollo. 
La mayoría de PTC implementados glo-
balmente se ubican en América Latina y 
el Caribe (gráfico 3). Se estima que los 
PTC operan en la actualidad en 18 paí-
ses de la región y benefician a cerca de 
25 millones de familias (entre 113 y 129 
millones de personas), es decir, el 19% 
de la población de América Latina y el 
Caribe, a un costo que ronda el 0,4% 
del PIB regional (Cecchini y Madariaga, 
2011; Paes-Sousa, Regalia y Stampini, 
2013) (gráfico 4). Asimismo, se estima 

que realizan transferencias que van des-
de los US$ 5 a los US$ 33 mensuales por 
niño/a involucrado/a en el programa 
(The Economist, 2010). 

Algunos de los programas más reco-
nocidos en la escala nacional son Bolsa 
Familia en Brasil y PROSPERA en Mé-
xico, los cuales a su vez han inspirado 
iniciativas similares alrededor del mun-
do. El programa Bolsa Familia, creado 
en 2003, busca beneficiar a las familias 
que viven en situación de pobreza y de 
extrema pobreza, es decir, a todas las 
familias con renta per cápita de hasta 
77 reales (US$ 20), así como las familias 
que perciben una renta per cápita de 
entre 77,01 y 154 reales (US$ 40), siem-
pre y cuando incluyan en su núcleo a ni-
ños, niñas y adolescentes de 0 a 17 años 
(PSAN, 2016). Los responsables de las 
familias deben matricular a los menores 
en escuelas y colegios y demostrar ni-
veles de asistencia de por lo menos un 

PROGRAMA PAGOS POR SERVICIOS AMBIENTALES
(PSA) EN MÉXICO 

Para ejecutar este programa, la CONAFOR recibe recursos del Fondo Forestal Mexi-
cano, un instrumento financiero que tiene como objetivo promover la conservación, 
el uso sostenible y la restauración de los recursos forestales. El Fondo Forestal Mexi-
cano canaliza recursos de diferentes fuentes, como fondos gubernamentales del 
Estado y de municipalidades, sector privado, usuarios del agua, entre otros, con una 
estimación de US$ 60 millones colocados anualmente, de los cuales US$ 25 millo-
nes provienen de Fondos Federales (FAO, 2014).
El programa trabaja con propietarios privados, ejidos y comunidades indígenas. 
Además, realiza dos tipos de pagos: por servicios hídricos y por conservación de 
biodiversidad. Los propietarios seleccionados, según criterios técnicos previamente 
establecidos, firman un contrato con la CONAFOR, en el cual se comprometen a 
mantener la cubierta forestal y realizar prácticas de manejo sostenibles a cambio de 
una compensación fija por hectárea durante un período de cinco años. Los pagos 
van desde US$ 28 a US$ 100 por hectárea por año, aproximadamente, según ecosis-
tema considerado y riesgo de deforestación. De esta forma, los bosques nublados 
con alto riesgo de deforestación son los que reciben el pago más elevado (FAO, 
2014). 
En el período 2003-2011, el programa ha asignado US$ 489 millones para lograr la 
conservación de alrededor de 3.200 millones de hectáreas y ha beneficiado a más 
de 5.967 propietarios de tierras en ejidos, comunidades y pequeños propietarios, 
quienes voluntariamente han decidido implementar buenas prácticas de manejo de 
tierras (FAO, 2014).
El monitoreo de compromisos de los propietarios se realiza anualmente por medio 
imágenes de satélite y visitas al campo. En casos de incumplimiento de los com-
promisos, los contratos estipulan sanciones que incluyen la retención de pagos, la 
cancelación del contrato o la devolución de dinero.

CUADRO 1
EJEMPLOS DE PSE EN AMÉRICA LATINA

Fuente: Adaptado de Pattanayak et al. (2010).

TRANSFERENCIAS
CONDICIONADAS

CASO, PAÍS

LOS NEGROS, 
BOLIVIA

PIMAMPIRO, 
ECUADOR

PROFAFOR, 
ECUADOR

PAGO POR 
SERVICIOS 
AMBIENTALES 
(PSA), COSTA 
RICA 

PAGO POR 
SERVICIOS 
AMBIENTALES 
HIDROLÓGICOS 
(PSAH), MÉXICO

AÑO DE 
INICIO

2003

2000

1993

1997

2003

SERVICIOS ECOSISTÉMICOS 
ENFOCADO EN

Protección de 
biodiversidad y 
cuencas 

Protección de 
cuencas

Captura de 
carbono

Agua, 
biodiversidad, 
carbono, belleza 
escénica

Protección 
de cuencas 
y acuíferos

¿QUIÉN COMPRA?

Municipalidad de 
Pampagrande, U. S. 
Fish and Wildlife
Service

Usuarios urbanos 
de agua con 
medidor 
(cuota de 20%) 

FACE (consorcio de 
electricidad)

FONAFIFO 
(agencia estatal 
autónoma)

CONAFOR 
(agencia estatal de 
bosques)

PAGA POR

Conservación de 
páramo y bosque

Conservación/ 
restauración de 
páramo y bosque

Reforestación y 
aforestación

Conservación 
de bosque, 
plantaciones 
de madera 
y agroforestería

Conservación de 
área de bosque 
preexistente

¿QUIÉN MÁS 
SE BENEFICIA?

Usuarios locales 
del agua, en su 
mayoría regantes

Usuarios sin 
medidor de agua, 
regantes

Beneficiarios de mi-
tigación del cambio 
climático

Industria de turismo, 
usuarios de agua

Todos los usuarios 
del agua en las 
cuencas hidrográ-
ficas y los que utili-
zan los acuíferos

¿QUIÉN VENDE 
ESTOS SERVICIOS?

Agricultores 
de Santa Rosa 
(46 propietarios)

América del Norte 
Coop. (81% de los 
miembros)

Propietarios de 
tierras comunales e 
individuales

Propietarios 
privados, 
comunidades 
indígenas

Propietarios de 
tierras comunales 
e individuales
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CASOS EXITOSOS DE PROGRAMAS
DE TRANSFERENCIAS CONDICIONADAS

Programa Bolsa Familia 
Datos del 2015 revelan que Bolsa Familia beneficia cerca de 54 millones de personas 
o 14 millones de familias (el 27% de la población de Brasil), a partir de un presu-
puesto de alrededor de US$ 9.000 millones (CEPAL, 2016; Gazola Hellman, 2015). 
A su vez, este programa contribuye a reducir en más de 50% la mortalidad infantil 
causada por desnutrición y diarrea, así como a aumentar el porcentaje de educación 
media de 75,7% a 79,7% (ver más detalles en Gazola Hellman, 2015). 

Programa de Inclusión Social Prospera
Este programa ha sido evaluado en múltiples ocasiones mediante métodos científi-
cos rigurosos (Cruz, De la Torre y Velázquez, 2006; CONEVAL, 2016). Esta iniciativa, 
de las más longevas del mundo en su tipo, ha logrado reducir la pobreza del país en 
8%, a un costo considerado bajo (The Economist, 2010). Los estudios han demos-
trado distintos impactos positivos en educación, salud y alimentación, entre otros. 
Por ejemplo, este programa incrementa la inscripción educativa, particularmente 
para las mujeres. También reduce la reprobación y la deserción escolar y aumenta el 
logro educativo (e. g. 0,9 grados de escolaridad adicionales para jóvenes de 19 a 20 
años y 0,6 grados para jóvenes de 18 a 19 años) (CONEVAL, 2016). Asimismo, reduce 
las tasas de mortalidad materno-infantil, disminuye la morbilidad e incapacidad, y 
aumenta la utilización de servicios públicos ambulatorios de salud. 

CUADRO 2
EVALUACIONES DE IMPACTO SOBRE PROGRAMAS DE PSE NACIONALES

75% (mensual). Además, se comprome-
ten a inocularlos con las vacunas reco-
mendadas por los equipos de salud y 
otros controles de salud especificados 
(PSAN, 2016). El presupuesto de Bolsa 
Familia se estima en un 0,5% del PIB de 
Brasil (Gazola Hellman, 2015).

El programa PROSPERA (antes co-
nocido como “Oportunidades”), lanza-
do en 1988, es la principal estrategia del 
gobierno mexicano para contrarrestar la 
pobreza del país y atiende actualmente 
a 6.800 millones de familias (Gobierno 
de México, 2016; Dávila Lárraga, 2016). 
La titular beneficiaria –generalmente la 
madre de familia o quien se hace cargo 
del hogar– deberá cumplir junto con la 

familia corresponsabilidades en salud 
(e. g. acudir a citas médicas) y educa-
ción (e. g. asistencia demostrada a cen-
tros educativos) para poder recibir los 
apoyos monetarios (Gobierno de Méxi-
co, 2016). El presupuesto de PROSPERA 
ronda los US$ 3.000 millones (aproxi-
madamente 0,5% del PIB) (PSAN, 2016).

EVALUACIÓN DE IMPACTO

Es necesario recalcar que ni los PSE 
ni los PTC son panaceas para la solución 
de los problemas ambientales y sociales 
de los países. El éxito que algunas de estas 
iniciativas muestran es un asunto relativo y no 
generalizable, muchas veces dependiente 

exclusivamente de las condiciones inhe-
rentes a cada país. Así, por ejemplo, los 
PTC muestran resultados positivos en 
países grandes, como Brasil y México, 
pero no parecen tener el mismo éxito 
en países pobres o de menor desarrollo 
humano de América Latina y el Caribe 
(Cecchini y Madariaga, 2011; Fiszbein y 
Schady, 2009). De hecho, los PTC llegan 
a una fracción pequeña de las familias 
en situación de extrema pobreza y la 
magnitud de las transferencias es insu-
ficiente para sacarlas de esta condición 
(Cecchini y Madariaga, 2011). Un desafío 
central en estos programas constitu-
ye no solo lograr una mayor demanda 
de los servicios de salud y educación 
gracias a las transferencias, sino ade-
más encontrar caminos efectivos para 
lograr la expansión y el fortalecimiento 
de la oferta de estos servicios (Cecchini, 
2009). Asimismo, varios estudios argu-
mentan la necesidad de incrementar la 
base científica que justifica estos pro-
gramas y de identificar las posibilidades 
de alcanzar las metas propuestas en 
una variedad más amplia de contextos 

(Filmer y Schady, 2009). Adicionalmen-
te, la definición de criterios rigurosos 
para hacer una selección de beneficia-
rios que maximice el impacto de las 
transferencias así como la elaboración 
de mecanismos de salida predefinidos 
son aspectos centrales del diseño de los 
PTC (Stampini y Tornarolli, 2012).

Uno de los mecanismos más utili-
zados para evaluar el éxito de los PSE 
y los PTC es la verificación de la adi-
cionalidad. Este concepto se refiere al 
logro de resultados que no hubieran 
ocurrido en ausencia del programa. 
Aunque la determinación de la adicio-
nalidad suele ser un ejercicio técnico 
complicado (Pattanayak et al., 2010), 
sus hallazgos sirven para determinar 
resultados claramente atribuibles a los 
programas y que, por ende, sirven para 
justificarlos desde el punto de vista po-
lítico, social y de eficiencia económica 
en el uso de los fondos públicos. La 
evidencia a la fecha muestra que varios 
PTC demuestran resultados positivos al 
ser evaluados bajo esta óptica (Fiszbein 
y Schady, 2009; Gazola Hellman, 2015; 

GRÁFICO 3
PTC ALREDEDOR DEL MUNDO

TRANSFERENCIAS
CONDICIONADAS

Fuente: Elaboración propia.

ESTUDIO

Pfaff et al. (2008)
Robalino et al. (2008)
Alix-García et al. (2010)
Robalino y Pfaff (2013)
Alix-García et al. (2014)

UBICACIÓN

Costa Rica
Costa Rica
México
Costa Rica
México

IMPACTOS

-1 % deforestación
-0,4 % deforestación
-10 % deforestación
-1 % deforestación
-40-50% deforestación

Fuente: Adaptado de Fiszbein y Schady (2009).
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GRÁFICO 4
IMPORTANCIA DE LOS PTC COMO PORCENTAJE DEL PIB 
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE (19 PAÍSES):
INVERSIÓN EN PTC, ALREDEDOR DE 2005, 2008 Y 2009

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de informa-
ción oficial de los países.
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Stampini y Tornarolli, 2012; Molina-Mi-
llan et al., 2016). Hay evidencia que los 
PTC representan más del 20% de los in-
gresos de los beneficiarios pobres y que 
la incidencia de la pobreza sería, en pro-
medio, 13% mayor si estos programas no 
se hubiesen implementado (Stampini y 
Tornarolli, 2012). Los programas de ma-
yor escala (Brasil, Colombia y México) 
han alcanzado tasas de cobertura de al-
rededor del 50-55% de las poblaciones 
pobres (Stampini y Tornarolli, 2012) (ver 
recuadro 3). Aunque la evidencia em-
pírica es clara con respecto al impacto 
positivo de varios PTC en el corto plazo, 

los resultados científicos son ambiguos 
con respecto a los impactos en el largo 
plazo (Molina-Millan et al., 2016). Alcan-
zar logros significativos en el largo pla-
zo constituye uno de los mayores retos 
para garantizar un alivio permanente a 
los problemas de pobreza estructurales 
en América Latina.

Aunque existen pocas evaluaciones 
similares para programas PSE, la eviden-
cia científica sobre los impactos es mix-
ta, pero con cierta tendencia a mostrar 
resultados de baja adicionalidad (ver 
cuadro 2). El desafío de mejorar la adi-
cionalidad requiere en gran medida de 

modificaciones a los criterios para la se-
lección de oferentes dentro de los pro-
gramas. Sin embargo, esto requiere de 
información lo suficientemente robusta 
(e. g. información sobre zonas con más 
alto riesgo de deforestación), de evalua-
ciones periódicas que sirvan de retroa-
limentación y de la determinación de 
posibles efectos indeseados en el com-
portamiento de los agentes económicos 
(behavioral spillovers) debidos a la im-
plementación de dichos criterios (Pers-
son y Alpízar, 2013; Alpízar et al., 2015).

Finalmente, otro de los grandes re-
tos que enfrentan estas herramientas 
de política pública tiene que ver con su 
sostenibilidad financiera, particularmen-
te en contextos donde los presupuestos 
estatales son reducidos. Este problema 
es más evidente en el caso de los PSE, 
debido a que el combate de la pobreza 
suele ser un tema prioritario en la ma-
yoría de los países de América Latina y, 
por ende, es más probable que los go-
biernos y organismos de cooperación 
internacional destinen fondos para el fi-
nanciamiento de PTC, siempre y cuando 
demuestren su efectividad. Como alter-
nativa para los PSE, se plantea la posi-
bilidad de atraer el sector privado como 
pilar central de la estructura de finan-
ciamiento de estos programas. No obs-
tante, para ello es necesario incremen-
tar la base científica de los mismos en 
procura de métricas verificables sobre 
los beneficios obtenidos. Es decir, para 

incentivar al sector privado (e. g. em-
presa hidroeléctrica) a financiar estos 
programas, es necesario demostrarle la 
forma en la cual los dineros invertidos 
en PSE se traducirán en beneficios am-
bientales cuantificables (e. g. mejoras 
en metros cúbicos de agua) y económi-
cos tangibles (e. g. ahorro en gastos de 
acarreo de agua desde zonas lejanas). 
Claramente, la estructura de gobierno o 
ente ejecutor de las inversiones debería 
demostrar esta solvencia técnica; pero, 
además, debería contar con mecanis-
mos de rendición de cuentas y gestión 
eficiente que generen un ambiente de 
confianza y de bajos costos de transac-
ción al inversionista privado. 

UN DISEÑO CUIDADOSO

Los PTC y los PSE son herramientas 
prometedoras de política pública, con 
el potencial de alcanzar beneficios dua-
les en materia social y ambiental por un 
lado y, por el otro, aumentar los ingre-
sos y con ello el bienestar de las familias 
más vulnerables de la región. Las reco-
mendaciones de la encíclica Laudato 
Si’, tomadas como recomendaciones de 
política pública, son muy compatibles 
con estos programas. El papa Francisco 
hace un llamado a premiar el compor-
tamiento prosocial o proambiental en 
procura del bien común, evitando caer 
en un uso excesivo de mecanismos de 
castigos que a la postre podrían impo-
ner un costo excesivo sobre grupos de 
la población ya de por sí vulnerables. 

Es importante sin embargo evitar 
el uso indiscriminado de estas herra-
mientas, pues no siempre son las más 
adecuadas. El impacto de los PTC y los 
PSE en el bienestar dependerá en altí-
simo grado de su diseño cuidadoso, en 
atención a la evidencia científica, la de-
finición de la población meta y la capa-
cidad de los gobiernos de manejar los 
flujos de dinero y la selección de la po-
blación meta. 

18
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La encíclica hace un llamado vehe-
mente a velar por el uso eficiente de 
recursos limitados, incluyendo los re-
cursos públicos para financiar esque-

mas de PTC y PSE. Es responsabilidad 
de gobernantes y científicos asegurarse 
de que estas herramientas sean las más 
adecuadas para cada caso particular. 

EL NÚCLEO DURO
DE LA DESIGUALDAD

¿Son las sociedades con mayor desigualdad del ingreso las más propensas 
a encarar las reformas para reducir estas desigualdades? La medida clásica de 
desigualdad, el índice de Gini, y la propensión a pagar 20% más por productos 
que respeten los derechos de trabajadores muestran una correlación negativa 
(-0,36). Es decir, que son los países más desiguales los menos dispuestos a 
pagar más para incrementar la igualdad. 

La relación negativa implica entonces que la desigualdad social viene 
acompañada por una mayor ausencia de demanda de derechos laborales, lo 
que dificulta aún más la reducción de estas desigualdades.

Fuente: www.iadb.org/intal/alianzalb

DISPOSICIÓN A PAGAR POR RESPETAR DERECHOS LABORALES
Y COEFICIENTE DE GINI 

Pregunta: Imagínese que su país firma un acuerdo de integración con otros países 
de la región. ¿Está Ud. muy de acuerdo, de acuerdo, en desacuerdo o muy

en desacuerdo con las siguientes afirmaciones?
– Respuestas para muy de acuerdo y de acuerdo.
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El ambiente es uno de esos bienes
que los mecanismos del mercado no son capaces 

de defender o de promover adecuadamente

Laudato Si’

Arancha González
Centro de Comercio Internacional

ANÁLISIS

de valor
sostenibles
Cadenas
globales

Cómo promover buenas prácticas
de comercio



Se estima que, hacia el año 2030, la 
población mundial alcanzará los 8.300 
millones de habitantes (Bruinsma, 
2003, 4). La Agenda 2030 para el De-
sarrollo Sostenible de las Naciones Uni-
das (ONU)1, adoptada en septiembre de 
2015,2 desarrolla un programa de acción 
mundial para garantizar que ninguna 
de estas personas —que residen mayo-
ritariamente en países en desarrollo— 
tenga que vivir sometida al flagelo de 
la pobreza extrema. Mientras el cambio 
climático continúe avanzando sin freno, 

será imposible terminar con la pobreza. 
Por ello, el Acuerdo de París alcanzado 
en diciembre de 2015 establece un mar-
co de acción para que los países reduz-
can las emisiones de gases de efecto 
invernadero.

La promoción del crecimiento in-
clusivo y sostenible como medio para 
erradicar la pobreza es el tema central 
de la Agenda 2030. Comprometer a los 
gobiernos y a los pueblos del mundo 
con la ambiciosa meta de terminar con 
la pobreza de aquí a 2030 constituye 

Este artículo examina las políticas y la Ayuda para el Comercio 
en tanto intervenciones que pueden fomentar el desarrollo de 
cadenas de valor sostenibles. Tras repasar brevemente la rela-
ción entre el comercio y el medioambiente en términos generales, 
explica de qué modo los aranceles y las medidas no arancelarias 
pueden ayudar a incentivar (o desalentar) las buenas prácticas 
medioambientales, desde la adopción de tecnologías verdes, hasta 
la protección de los ecosistemas frágiles. Asimismo, presta espe-
cial atención a la popularidad que los mismos consumidores le han 
otorgado a la gran cantidad de estándares voluntarios de soste-
nibilidad. Estos estándares brindan oportunidades para promover 
formas de producción más sostenibles, pero también entrañan el 
riesgo excluir de este tipo de comercio a las pequeñas y medianas 
empresas (pymes) de los países en desarrollo. El artículo ofrece 
recomendaciones y ejemplos de intervenciones para maximizar es-
tas oportunidades minimizando al mismo tiempo los riesgos.
La última sección del artículo analiza la evolución actual de las 
preocupaciones medioambientales en los foros comerciales multila-
terales y megarregionales, desde la Organización Mundial del Co-
mercio y el Acuerdo Transpacífico, hasta las negociaciones sobre la 
posibilidad de formar una Asociación Transatlántica de Comercio e 
Inversión. Finalmente, delinea una agenda hacia el futuro.

una señal inequívoca de tolerancia cero 
a este flagelo.

El comercio, en tanto motor del cre-
cimiento económico inclusivo y soste-
nible, es clave para alcanzar este obje-
tivo. Es precisamente por esto que se 
lo ha reconocido como un “medio de 
implementación” clave de la Agenda 
2030. Como veremos más adelante, el 
comercio también puede desempeñar 
un papel importante en pos de redu-
cir las emisiones y generar incentivos 
económicos para la conservación del 
medioambiente.

La historia demuestra que todos 
aquellos países que han logrado soste-
ner tasas de crecimiento altas durante 
una o más generaciones —ese tipo de 
crecimiento rápido y sostenido que 
supera los ciclos de los precios de los 
productos básicos y reduce la pobreza 
de un modo significativo— explotaron 
al máximo las oportunidades econó-
micas propiciadas por la globalización, 
y se valieron de esta como fuente de 
demanda, ideas y tecnología (Banco 
Mundial, 2008). El Informe sobre De-
sarrollo Humano 2013 de las Naciones 
Unidas reflejó que prácticamente todos 

los países que habían logrado avances 
importantes en cuanto al valor del índi-
ce de desarrollo humano entre 1990 y 
2012 también habían mostrado desem-
peños comerciales relativamente fuer-
tes, medidos en términos de la relación 
comercio/producción (alta o creciente) 
y de la cantidad de socios comerciales 
(numerosa). De hecho, muchos de los 
países más rezagados en el índice de 
desarrollo humano sufrieron asimismo 
un deterioro de su integración comer-
cial (PNUD, 2013).

Por consiguiente, no podría ser más 
acertado que el objetivo de desarrollo 
sostenible (ODS) 17 (alianza mundial 
para el desarrollo sostenible) mencio-
ne explícitamente al comercio. Por otra 
parte, incrementar la participación en el 
comercio mundial de bienes y servicios 
con valor agregado será una herramien-
ta fundamental para alcanzar otros ODS, 
como igualdad de género (objetivo 5), 
trabajo decente y crecimiento econó-
mico (objetivo 8), producción y consu-
mo responsables (objetivo 12), y acción 
por el clima (objetivo 13), así como para 
aprovechar las sinergias entre estos ob-
jetivos tan diversos. En otras palabras, 
el comercio puede actuar como palanca 
para lograr objetivos sociales y econó-
micos de mayor alcance.

Los acuerdos comerciales se han 
desplazado “detrás de la frontera” des-
de hace décadas, por medio de pará-
metros diseñados para garantizar que 
una amplia gama de medidas tradicio-
nalmente internas, que van desde las 
normas sanitarias y de seguridad hasta 
los requisitos técnicos para los produc-
tos, no se utilicen como pretextos para 
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ejercer un proteccionismo discriminato-
rio.

En la esfera del comercio, ha ido ga-
nando espacio una mayor conciencia 
de la importancia de la sostenibilidad. 
Ya en 1989, en la Declaración de Grand 
Anse, en la cual los líderes de la Comu-
nidad del Caribe se comprometieron a 
conformar un mercado común regional, 
se reconocía la amenaza que la fragi-
lidad del medioambiente planteaba 
para la economía.3 “La preservación del 
medioambiente” figura entre los objeti-
vos primordiales del Tratado de Asun-
ción, mediante el cual se fundó el MER-

COSUR en 1991. Asimismo, el preámbulo 
del Acuerdo de Marrakech de 1994, que 
dio lugar a la Organización Mundial del 
Comercio (OMC), no limita su foco de 
atención meramente a las importacio-
nes y las exportaciones, sino que coloca 
al desarrollo sostenible entre los objeti-
vos centrales de la flamante institución.4

Los ODS reflejan un llamado a pro-
mover un sistema de comercio mul-
tilateral fuerte y una amplia apertura 
comercial. Pero lo que es aún más im-
portante es que generan un espacio 
para una nueva generación de acuerdos 
comerciales tendientes a consolidar 
más eficazmente al comercio como un 
medio para alcanzar un desarrollo sos-
tenible e inclusivo, con crecimiento eco-
nómico y creación de empleo. En otras 
palabras, construir y conectar mejor las 
cadenas internacionales de valor, incre-
mentar la participación de las pequeñas 
y medianas empresas (pymes) en el co-
mercio internacional, difundir en mayor 
medida las tecnologías respetuosas del 
medioambiente, fomentar el empodera-
miento económico de las mujeres, au-
mentar el empleo de los jóvenes y pro-

mover la protección de la biodiversidad.
Este artículo versará sobre las op-

ciones de política que sustentan estos 
acuerdos comerciales, en particular con 
respecto al medioambiente. En segun-
do lugar, analizará cómo se reflejan las 
estrategias sostenibles e inclusivas en 
algunos acuerdos comerciales destaca-
dos. Por último, examinará de qué for-
ma las empresas de América Latina y el 
Caribe (ALC) podrían estar mejor dota-
das para participar en cadenas de valor 
sostenibles a nivel internacional.

EL LADO DE LA OFERTA

La relación entre el comercio y las 
preocupaciones ambientales es multi-
facética. El típico marco de análisis del 
impacto de la apertura comercial sobre 
el medioambiente divide los efectos en 
tres categorías: escala, composición y 
técnica. El efecto en la “escala” se re-
fiere a la noción de que, si todos los 
demás factores permanecen iguales, la 
apertura del comercio impulsará un ma-
yor crecimiento y esto dará lugar a un 
mayor consumo de recursos y uso de la 
energía. Las otras dos categorías toman 
en cuenta el hecho de que los demás 
factores rara vez son iguales. El efecto 
en la “composición” se refiere a la rea-
signación de recursos —inducida por la 
liberalización— dentro de la economía 
de un país hacia los sectores en los que 
tiene una ventaja comparativa. Las con-
secuencias varían: por ejemplo, si los 
sectores en expansión son menos inten-
sivos en energía, las emisiones del país 
podrían caer; aunque si son más inten-
sivos, las emisiones podrían aumentar, a 
menos que se apliquen políticas inter-
nas compensatorias. Por último, el efec-
to en la “técnica” se refiere a cómo la 
apertura de los mercados puede reducir 
el costo de las tecnologías ecológica-
mente eficientes, y allanar así el camino 
para una utilización más eficiente de los 

recursos y para disminuir los niveles de 
contaminación.5 

Como veremos, la política comercial 
se ha centrado fundamentalmente en el 
lado de la demanda de estos efectos en 
la “técnica”, pero las acciones del lado 
de la oferta para promover prácticas 
sostenibles en toda la cadena de valor 
también están cobrando mayor impor-
tancia.

EL COMERCIO DE BIENES Y
SERVICIOS AMBIENTALES

En términos generales, se define a 
los bienes y servicios ambientales como 
aquellos que miden, previenen, limitan, 
reducen o corrigen los daños al agua, 
aire o suelo, así como los problemas 
relacionados con los residuos, el ruido 
y los ecosistemas (OCDE, 2014, 88). Si 
la política comercial reduce el costo de 
los bienes y servicios ambientales, pue-
de ayudar a cumplir los compromisos 
asumidos por los gobiernos y los agen-
tes privados para proteger el medioam-
biente, como las promesas que plasma-
ron los países signatarios del Acuerdo 
de París. Por ejemplo, la reducción de 
los aranceles y otras barreras comer-
ciales que afectan al intercambio de 
paneles solares alentaría la difusión de 
su uso.

Se estima que el mercado mundial 
de bienes y servicios ambientales al-
canzó los US$ 866.000 millones en 2011 
y se espera que llegue a US$ 1,9 billo-
nes en 2020.6 Como puede apreciar-
se en el siguiente Mapa del Comercio, 
del Centro de Comercio Internacional 
(ITC), las exportaciones mundiales de 
bienes ambientales han crecido en los 
últimos años —a pesar de la breve caída 
de 2008-2009, durante la crisis finan-
ciera mundial— (ITC, 2014). El mercado 
de estos bienes y servicios ofrece opor-
tunidades enormes para los países en 
desarrollo como proveedores y, como 

8,9%
DE LAS EXPORTACIONES

REGIONALES
REPRESENTA
EL TURISMO

GRÁFICO 1
LAS EXPORTACIONES MUNDIALES DE BIENES AMBIENTALES 
ESTÁN AUMENTANDO (MILLONES DE U$S)

Fuente: Mapa del Comercio del ITC 2016, sobre la base de la clasificación de los bienes 
ambientales de la OCDE.
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consumidores, les posibilita saltarse las 
tecnologías contaminantes y pasar di-
rectamente a actividades menos noci-
vas para el medioambiente.

Por ejemplo, en Barbados, un pe-
queño Estado insular en desarrollo 
(PEID), la difusión del uso de los ca-
lentadores de agua solares no solo ha 
logrado abordar las preocupaciones 
ambientales de la isla y su fuerte de-
pendencia de los combustibles fósiles, 
sino que también ha hecho prosperar 
una nueva industria. Barbados ha sabi-
do aprovechar sus más de 3.000 horas 
de sol al año, y ya está logrando que 
sus habitantes ahorren anualmente más 
de 100.000 MWh de energía, gracias a 
más de 50.000 instalaciones de calen-
tadores solares de agua (Bugler, 2012). 
Como muestra el caso de Barbados, el 
comercio de bienes y servicios ambien-
tales puede mitigar el impacto del cam-
bio climático y crear, al mismo tiempo, 
oportunidades de crecimiento econó-
mico.

ABORDAR TAMBIÉN LAS
BARRERAS NO ARANCELARIAS

El impacto de las políticas comercia-
les en favor del medioambiente puede 
amplificarse si se modifican las medidas 
no arancelarias (MNA) innecesarias que 
obstaculizan el comercio de bienes y 

servicios ambientales. Estas incluyen la 
duplicación de los requisitos de prue-
bas y certificaciones de los productos y 
los impuestos, cargas y controles cuan-
titativos innecesarios (ITC, 2013b).

La evidencia también demuestra 
que superar las MNA en los mercados 
de exportación puede tener un impacto 
significativo. Por ejemplo, los exporta-
dores peruanos esperan que sus ventas 
anuales de aceite de sacha inchi —una 
planta tradicional rica en proteínas— a 
los Estados Unidos aumenten de US$ 
500.000 a US$ 2,5 millones en 2015, 
ya que el país importador la incluyó en 
la lista GRAS (Generalmente Reconoci-
do Como Seguro), que constituye una 
aprobación de seguridad alimentaria 
clave en ese país porque permite su 
uso como ingrediente en cualquier otro 
producto, desde las barras de granola 
hasta la mayonesa (ITC, 2013b, 51 y ss.). 
El incremento de las exportaciones de 
productos de la biodiversidad, como el 
sacha inchi, que es cultivado y cosecha-
do en la región amazónica de Perú, les 
brinda a las comunidades del lugar tan-
to ganancias en términos de ingresos 
como incentivos para conservar y pro-
teger sus frágiles ecosistemas.

El tratamiento de las MNA suele te-
ner una fuerte dimensión regional. Las 
encuestas empresariales realizadas por 
el ITC a los exportadores de los países 
de ALC revelan que la mayoría de las 
MNA que obstaculizan sus operaciones 
comerciales se originan ya sea en casa, 
es decir, en sus países de origen, o den-
tro de la región (ITC, 2013c). Los datos 
del ITC confirman que las pymes ex-
portadoras de los países de ALC se ven 
particularmente afectadas por las varia-
das exigencias de los compradores en 
materia de calidad. A muchas de estas 
pymes les falta información acerca de 
los estándares exigidos y los requisitos 
relacionados con su cumplimiento, y los 
procesos de certificación les resultan 

inaccesibles (ITC, 2013a). El Programa 
de Comercio y Medio Ambiente del ITC 
les ha proporcionado a las pymes lati-
noamericanas asistencia técnica adap-
tada a sus necesidades para superar las 
medidas gubernamentales no arancela-
rias (como la aprobación GRAS), acce-
der a información sobre el mercado y 
cumplir con estándares privados volun-
tarios, como los de productos orgánicos 
y comercio justo.

LAS PREFERENCIAS
DE LOS CONSUMIDORES 

El mayor nivel de conciencia de los 
consumidores respecto de las cues-
tiones ambientales —y también de los 
derechos de los trabajadores— en las 

cadenas de valor está dando lugar a 
un creciente mercado de productos y 
servicios generados de manera sos-
tenible; este hecho pone de relieve la 
necesidad de que las cadenas de valor 
sean más transparentes. Los mercados 
de productos sostenibles, definidos 
como aquellos productos de los que 
pueda demostrarse que cumplen con 
las normas reconocidas internacional-
mente para las prácticas sostenibles 
(ITC, 2015c), están creciendo mucho 
más rápido que los de las mercancías 
convencionales (ITC, 2015c). Según una 
encuesta de Nielsen (2015, 8) llevada a 
cabo en 2015, el 65% de los consumido-
res de todo el mundo están dispuestos 
a pagar más por productos y servicios 
de compañías que estén comprometi-

17%
DE LAS EMISIONES

DE GASES DE EFECTO
INVERNADERO

PROVIENEN DE LA
AGRICULTURA

GRÁFICO 2
MEJORAS VALORADAS: PYMES FRENTE A GRANDES EMPRESAS

Fuente: ITC (2015b, 51).
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das con un impacto 
social y ambiental 
positivo. Esta cifra 
apenas llegaba al 38% 
en 2011. Según el Banco 
Interamericano de Desa-
rrollo, el turismo representa 
el 41% de las exportaciones del 
Caribe y el 8,9% de las de América La-
tina,7 y las elecciones de servicios turís-
ticos están cada vez más influenciadas 
por consideraciones de sostenibilidad 
(PNUMA y Organización Mundial del 
Turismo, 2012, 28). Saber dar una res-
puesta inteligente a estas preferencias 
entraña importantes beneficios econó-
micos: las encuestas de consumidores 
revelan que el consumo de marcas que 
dan muestras de su compromiso con la 
sostenibilidad crece más rápido que el 
consumo de marcas sin un compromiso 
de este tipo (Nielsen, 2015, 2).

El incremento de la demanda de 
comercio sostenible ha dado lugar a 
una gama creciente de estándares de 
sostenibilidad voluntarios. Estos están-
dares pueden ser muy valiosos para fo-
mentar cadenas de abastecimiento más 
ecológicas. Por ejemplo, las tierras que 
cumplen con los estándares de soste-
nibilidad se han expandido considera-
blemente: entre 2008 y 2014, las áreas 
certificadas por la Mesa Redonda sobre 
el Aceite de Palma Sostenible se incre-
mentaron casi 30 veces y las áreas apro-
badas por la Rainforest Alliance/Red de 
Agricultura Sostenible se multiplicaron 
más de nueve veces; mientras tanto, en-
tre 2010 y 2014, el área con certificado 
UTZ creció 6,5 veces (ITC, 2015c, xvi).

Sin embargo, estos estándares de 
sostenibilidad pueden ser de muy difí-
cil cumplimiento, especialmente para 
las empresas de menor envergadura de 
los países en desarrollo. La transparen-
cia es clave para superar estos desafíos. 
La base de datos Standards Map del ITC 
(www.standardsmap.org) contiene in-
formación sobre más de 200 sistemas 

de normas, códigos 
de conducta y pro-
tocolos de audito-

ría relacionados con 
los requerimientos de 

sostenibilidad en las ca-
denas globales de abas-

tecimiento. La base de datos 
—con sus herramientas de autoeva-

luación— es un recurso para que los pe-
queños agricultores y las pymes puedan 
orientarse frente a las complejidades de 
los estándares privados.

No obstante, entender los requisitos 
de las diferentes normas y certificacio-
nes de sostenibilidad es solo un primer 
paso. El ITC piensa ampliar en el futuro 
su oferta de soluciones en línea bajo un 
nuevo título: la Red de Sostenibilidad, 
que proporcionará información trans-
parente y verificada sobre estándares 
y tendencias de sostenibilidad volun-
taria, al tiempo que facilitará el acceso 
a redes mundiales relacionadas con es-
tos. En suma, la Red de Sostenibilidad 
hará que la información relacionada 
con este tema —que suele ser com-
pleja— sea inteligible para todos. Los 
usuarios podrán compartir los informes 
de diagnóstico de sostenibilidad —que 
evalúan sus compromisos existentes o 
previstos— directamente en línea con 
los organismos de certificación y con 
posibles socios comerciales. Esto no 
solo dotará de presencia digital a las 
empresas pequeñas y —hasta enton-
ces— invisibles y les permitirá tejer re-
des con grandes compradores, sino que 
también le conferirá mayor transparen-
cia a toda la cadena de abastecimiento. 
Gracias a la información generada por 
el sistema, los responsables de políticas 
y los encargados de compras podrán 
tomar decisiones mejor informadas e 
identificar las brechas de sostenibilidad.

Un rasgo importante de la Red de 
Sostenibilidad son los números de iden-
tificación únicos obtenidos a través del 
Estándar Global 1 (GS1). Los usuarios 

del sistema tendrán la opción de obte-
ner un número GS1, que les dará a los 
compradores internacionales reunidos 
en la Red de Sostenibilidad una idea 
de la ubicación geográfica y el desem-
peño de los proveedores existentes o 
potenciales, así como una herramienta 
de trazabilidad. Por lo tanto, la Red de 
Sostenibilidad ocupa un lugar de privi-
legio para contribuir a apoyar cadenas 
de valor más sostenibles, una prioridad 
en la agenda global.

Los bienes públicos mundiales, 
como la Red de Sostenibilidad junto 
con la Ayuda para el Comercio ade-
cuadamente orientada, pueden desem-
peñar un papel útil para ayudar a los 
pequeños agricultores y a las pymes a 
cumplir con los estándares voluntarios 
del sector privado, incluso en mercados 
especializados rentables, como los de 
productos orgánicos. Esto daría lugar 
a círculos virtuosos de cumplimiento, 
un aumento de las exportaciones y de 
los ingresos rurales y cadenas de valor 
más sostenibles en el sector alimenta-
rio. En Perú, por ejemplo, el Programa 
de Comercio y Medio Ambiente del ITC 
trabaja para ayudar a los pequeños pro-
ductores de variedades de cacao fino 
o de aroma de alta calidad a potenciar 
su competitividad y sostenibilidad. Pre-
miadas en los mercados internaciona-
les de chocolate de lujo por su sabor 
único, muchas de estas variedades de 

cacao fino o de aroma —a diferencia 
de las variedades comunes o básicas— 
son autóctonas de la región amazónica. 
Pero para cosechar los beneficios que 
permiten los mayores precios e ingre-
sos, los pequeños productores y las 
pymes de Perú necesitan ser capaces 
de diferenciar y posicionar sus produc-
tos en el mercado internacional, que 
es altamente competitivo. Al permitir-
les hacerlo y cumplir, al mismo tiempo, 
con las normas sanitarias y de calidad 
internacionales, obtener certificaciones 
de sostenibilidad y conectarse con los 
compradores internacionales, el ITC los 
ayuda a aprovechar las oportunidades 
que se abren para obtener mayores in-
gresos vinculados a la preservación y la 
biodiversidad del lugar. 8

LA PROMOCIÓN DE LA
AGRICULTURA SOSTENIBLE

La agricultura es particularmente 
vulnerable al cambio climático y, al mis-
mo tiempo, responsable de gran parte 
de las emisiones de gases de efecto 
invernadero. Aporta el 17% de las emi-
siones mundiales de dichos gases, cifra 
que se eleva hasta un 24%-34% si se tie-
ne en cuenta el despeje de tierras para 
la explotación agrícola (OCDE, 2015). 
Según el Instituto de Recursos Mundia-
les, casi la mitad de las emisiones de 
gases de efecto invernadero de ALC 
son producto del cambio del uso de la 
tierra, la silvicultura o la agricultura.9 Al 
mismo tiempo, el cambio climático está 
afectando negativamente la competi-
tividad de las exportaciones agrícolas. 
Una encuesta realizada por el ITC a 
exportadores de Perú y Uganda mos-
tró que la mayoría de las cooperativas 
productoras de café y cacao ubicaban 
al cambio climático en el mismo nivel 
—o incluso, en un nivel superior— que 
la volatilidad de los precios y la calidad 
como los retos más importantes con los 
que se enfrentan para vincularse a los 

CADENAS GLOBALES
DE VALOR SOSTENIBLES

90%
DE LAS EMPRESAS

DEL SECTOR PRIVADO
EN AMÉRICA LATINA

Y EL CARIBE
SON PYMES

129INTAL128



mercados internacionales (ITC, 2015a).
El comercio puede ayudar a forta-

lecer la resiliencia al cambio climático 
mediante incentivos de mercado que 
fomenten prácticas más sostenibles. 
Por ejemplo, hay un boom de la pro-
ducción de café cultivado bajo sombra 
en Perú, donde las copas de los árboles 
mantienen a los sistemas agroforestales 
de café a las temperaturas adecuadas 
(ITC, 2015a).

La Ayuda para el Comercio, asimis-
mo, puede apoyar esta transición hacia 
prácticas más sostenibles a través de la 
capacitación de las empresas y coope-
rativas agrícolas en prácticas resilientes 
al cambio climático. Por ejemplo, el ITC 
ha apoyado a las fábricas keniatas de 
té para que se abastezcan de más de 
500.000 productores pequeños a fin 
de reducir el consumo de energía en 
hasta un 30%, al tiempo que 
capacitó a los agricultores 
sobre prácticas resilien-
tes al cambio climáti-
co, como el riego por 
goteo, la plantación 
de arboledas y el au-
mento del compos-
taje. Este cambio 
de prácticas ayuda 
a los agricultores a 
construir resiliencia al 
cambio climático. Los 
ayuda a reducir las emi-

siones y, a la vez, les permite obtener 
mayores ingresos derivados del cumpli-
miento de estándares privados que in-
cluyen consideraciones climáticas10. 

LA REDUCCIÓN DE LA HUELLA
DE CARBONO EN EL COMERCIO

A medida que se comercializan más 
productos, aumenta el nivel de las emi-
siones del transporte. Un estudio reali-
zado en 2007 por la Agencia Interna-
cional de Energía sobre las emisiones 
de CO2 procedentes de la combustión 
sugiere que el transporte marítimo in-
ternacional genera aproximadamente el 
8,6% del total de las emisiones relacio-
nadas con el transporte11. 

Las políticas nacionales y supra-
nacionales pueden apoyar un comer-
cio más eficiente y respetuoso del 
medioambiente. La creación de un eco-
sistema de transporte sostenible es una 
de esas iniciativas que muestran cómo 
métodos de transporte más simples 
pueden ayudar a reducir el impacto 
ambiental negativo del comercio. Por 
ejemplo, el criterio para seleccionar a 
los transportistas podría basarse en un 
registro de la huella de carbono que 
evalúe el desempeño ambiental de las 
empresas de transporte según sus nive-
les de cooperación, eficiencia de carbo-
no, transparencia en el intercambio de 
información y compromiso.

La adopción de alternativas 
que reduzcan el uso de papel, 

como las soluciones elec-
trónicas, puede ayudar 

a reducir la huella de 
carbono del comer-
cio y del transporte. 
Según la Conferen-
cia de las Naciones 
Unidas sobre Co-
mercio y Desarrollo 
(UNCTAD), una tran-

sacción internacional 
involucra, en promedio, 

cuarenta documentos.12 Un estudio del 
Foro de Cooperación Económica Asia-
Pacífico (APEC) reveló que, en el caso 
del azúcar, las tecnologías para comer-
ciar sin papel redujeron los costos de 
transacción a razón de US$ 8 por to-
nelada, que equivalen al 4,4% del va-
lor total (Commonwealth de Australia, 
2001, 2). Las medidas de facilitación del 
comercio también reducirían el tiempo 
ocioso de los camiones en las fronteras 
y, de ese modo, contribuirían a reducir 
las emisiones de gases de efecto inver-
nadero originadas por el transporte. 
Este es un beneficio de la aplicación del 
Acuerdo de la OMC sobre Facilitación 
del Comercio que muchas veces se pasa 
por alto.

Las disciplinas globales sobre los 
subsidios a los combustibles fósiles 
también podrían ser un gran paso para 
reducir las emisiones que estos gene-
ran. Hasta ahora, los compromisos de 
reducción han sido en gran medida vo-
luntarios y, por lo tanto, anclarlos en un 
marco multilateral como la OMC aporta-
ría transparencia y previsibilidad.

A nivel de la economía, las medidas 
fiscales —como los impuestos sobre el 
carbono— ofrecen un incentivo eficaz 
para reducir la intensidad de carbono 
en la producción y el consumo13. 

NEW DEAL:
POLÍTICA AMBIENTAL

Y ACUERDOS COMERCIALES

Las negociaciones comerciales re-
cientes, en particular los llamados me-
gacuerdos regionales, han procurado 
incorporar la idea de sostenibilidad en 
el texto de los tratados. Si bien las impli-
caciones del concepto de sostenibilidad 
varían considerablemente entre los dis-
tintos acuerdos, esta tendencia es alen-
tadora, ya que da cuenta de un mayor 
reconocimiento de los vínculos entre la 
gobernanza del comercio y el desarrollo 
sostenible. Algunos acuerdos que se en-

cuentran en discusión perciben la sos-
tenibilidad únicamente en términos de 
protección del medioambiente. Otros, 
como el Acuerdo de Asociación Trans-
pacífico —concluido, pero no ratificado 
aún—, engloban también en el concepto 
a la diversidad biológica y hasta dimen-
siones de inclusión, como la promoción 
del empoderamiento económico de las 
mujeres o el apoyo a las pymes.14 

El Acuerdo sobre Bienes
Ambientales de la OMC

Desde julio de 2014, un grupo de 
miembros de la OMC15 ha estado ne-
gociando el Acuerdo sobre Bienes Am-
bientales (EGA) para eliminar los obs-
táculos al comercio de bienes de este 
tipo, con el objeto de facilitar la difusión 
de las tecnologías de bajo impacto cli-
mático. Las negociaciones estuvieron 
basadas en una lista de 54 productos 
acordada por los miembros del APEC. 
Los productos incluidos en la lista van 
desde los pisos de bambú, hasta los 
dispositivos de control de la contami-
nación industrial y los componentes 
de la maquinaria necesaria para gene-
rar energía a partir de una variedad de 
fuentes de energía renovables.

Como se señaló anteriormente, la 
reducción de los aranceles aduaneros 
sobre los bienes ambientales mejora-
ría su difusión al tiempo que rebajaría 
el costo en energía verde y contribuiría 
así a una utilización más eficiente de 
los recursos. También generaría nue-
vas oportunidades comerciales para 
los productores de bienes ambientales. 
Actualmente, los aranceles aplicados a 
los productos empleados para generar 
energía limpia y renovable, como los 
paneles solares y las turbinas eólicas, 
pueden llegar hasta un 35%.16

El EGA puede reforzar los objetivos 
internacionales de los países —como 
los objetivos climáticos asumidos en el 
Acuerdo de París— y también las po-
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líticas energéticas nacionales —como 
la aspiración de Costa Rica de que su 
economía sea carbono neutral antes de 
2021 (Gobierno de Costa Rica, Ministe-
rio de Ambiente y Energía, 2015, 3)—. 
Incluso, podría impulsar las negociacio-
nes multilaterales sobre bienes y servi-
cios verdes.17 

El Acuerdo de Asociación Transpacífico

El Acuerdo de Asociación Transpa-
cífico (TPP) eliminará los aranceles que 
los 12 países18  participantes de la Cuen-
ca del Pacífico19 se aplican entre sí sobre 
los bienes y tecnologías ambientales, 
como los paneles solares, las turbinas 
eólicas y los mecanismos de control de 

la contaminación del aire.
En el texto del TPP, las partes acor-

daron aunar esfuerzos para desarrollar 
tecnologías de bajas emisiones, cos-
toefectivas y para identificar fuentes de 
energía alternativas, limpias y renova-
bles (TPP, Art. 20.15 [2]).

Pero el acuerdo va más allá de la li-
beralización del comercio de bienes y 
servicios ambientales. Requiere explí-
citamente que las partes cumplan las 
obligaciones asumidas en la Conven-
ción sobre el Comercio Internacional 
de Especies Amenazadas de Fauna y 
Flora Silvestres (CITES) y el Convenio 
Internacional para Prevenir la Contami-
nación por los Buques (MARPOL) (Art. 
20.17 [2] y Art. 20.6 [1], nota 6). El TPP 

incluye además cláusulas sobre la con-
servación de las especies (Art. 20.16 
[4]), la deforestación y degradación de 
los bosques (Art. 20.15 [2]), así como 
un capítulo innovador sobre la gestión 
sostenible de la pesca, una cuestión que 
los miembros de la OMC han estado ne-
gociando multilateralmente en el mar-
co de la Ronda de Doha, pero respecto 
del cual no han llegado a un acuerdo 
(Art. 20.16 [3]). Estas cláusulas de sos-
tenibilidad serán plenamente exigibles 
mediante el mecanismo de solución de 
controversias y podrán imponerse san-
ciones comerciales; esto representa un 
avance con respecto a los acuerdos co-
merciales anteriores, como el Acuerdo 
de Libre Comercio de América del Nor-
te (TLCAN) (Art. 20.17 [5]).

Otras innovaciones del TPP incluyen 
un capítulo sobre comercio electrónico, 
que promueve el comercio sin papel a 
través de la autenticación de la firma 
electrónica para las transacciones co-
merciales (Art. 14.6). El acuerdo tam-
bién persigue promover de un modo 
específico la participación de las pymes 
en las cadenas regionales de valor e in-
centiva a las partes del TPP para que 
creen un sitio web fácil de utilizar para 
las pymes, con información accesible 
sobre cómo estas pueden beneficiarse 
de las oportunidades que otorga el TPP 
(Art. 24.1).20 Por su parte, el capítulo so-
bre desarrollo insta a las partes a brin-
darles oportunidades a las mujeres para 
que participen en la economía global y 
nacional (Art. 23.4).

La Asociación Transatlántica de
Comercio e Inversión (TTIP)

La futura Asociación Transatlántica 
de Comercio e Inversión (TTIP) entre la 
UE y los Estados Unidos podría ser el 
próximo tratado comercial importante 
que aborde el desarrollo medioambien-
talmente sostenible de un modo amplio.

El capítulo sobre el desarrollo sos-

tenible que se propone hace referencia 
a los compromisos ambientales inclui-
dos en los acuerdos multilaterales sobre 
medioambiente (AMUMA), así como a 
normas laborales fundamentales regu-
ladas por la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT). Asimismo, incluye la 
obligación de no recurrir a la flexibiliza-
ción de las reglamentaciones laborales 
o de protección del medioambiente a 
nivel nacional para fomentar el comer-
cio o atraer inversiones.

Al igual que los acuerdos mencio-
nados anteriormente, las negociaciones 
del TTIP sobre promoción del comercio 
y la inversión incluyen a los bienes y tec-
nologías verdes. También se han discu-
tido los compromisos relacionados con 
la biodiversidad y la conservación de los 
ecosistemas, incluidos el uso y la gestión 
sostenibles de los bosques, la pesca, la 
vida silvestre y otros recursos naturales.

Una novedad del TTIP es una posible 
disposición transversal sobre responsa-
bilidad social corporativa (RSC) y nor-
mas de conducta empresarial responsa-
ble, cuyo fin es promover la interacción 
entre las múltiples partes involucradas 
en la sostenibilidad: los gobiernos, las 
empresas y los consumidores.21

AMÉRICA LATINA Y LAS CADENAS 
GLOBALES DE VALOR

Las empresas necesitarán cumplir 
cada vez más con los requisitos de sos-
tenibilidad en sus operaciones y estra-
tegias para seguir siendo rentables y 
atractivas para los consumidores. Los 
gobiernos deberán apoyarlas con inver-
siones, tanto para mejorar el entorno 
empresarial y reforzar la infraestructura 
dura y blanda, como para fortalecer la 
resiliencia al cambio climático.

Ya hemos visto que los estándares 
voluntarios y obligatorios son herra-
mientas de diferenciación en el mer-
cado que pueden abrir puertas hacia 
consumidores y cadenas de valor más 

GRÁFICO 3
MEDIDAS NO ARANCELARIAS SOBRE LAS EXPORTACIONES DE BIENES 
AGRÍCOLAS Y MANUFACTURADOS

Fuente: ITC (2015b, 57).
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rentables —siempre y cuando los pro-
ductores, especialmente las pymes, 
estén equipados para traspasar esas 
puertas—. Las pymes necesitan ser ca-
paces de adoptar nuevos métodos de 
producción y adaptarse a las demandas 
cambiantes del mercado. También tie-
nen que superar procesos de auditoría 
y certificación complejos y demostrar 
constantemente que cumplen con los 
requisitos de sostenibilidad. Las pymes 
son un actor central, porque represen-
tan más del 90% de las empresas del 
sector privado y cerca del 70% del em-
pleo de ALC (ITC, 2015b, 2). La prospe-
ridad de las pymes es crucial para lograr 
el crecimiento con inclusión; por eso, es 
fundamental que las empresas peque-
ñas de la región puedan aprovechar al 
máximo las oportunidades para expor-
tar que brindan las cadenas de valor 
sostenibles. 

El documento “Perspectivas de 
competitividad de las pymes 2015” del 
ITC (2015b, 51 y ss.) señala cómo los 
gobiernos, los socios ventajosos para 
el desarrollo, las instituciones de apoyo 
al comercio y la inversión (IACI) y las 
empresas pueden ayudar a las pymes a 
ser más competitivas e insertarse en las 
cadenas de valor internacionales. Hay 
cuatro tipos de intervenciones que tie-
nen una relevancia fundamental para al-
canzar cadenas de valor sostenibles:

1. Mantener a las pymes 
informadas sobre los 
requisitos de sosteni-
bilidad

Como ya se se-
ñaló, identificar y 
comprender las nor-
mas y los requisitos 
técnicos de los po-
sibles mercados de 
destino suele ser di-
fícil —y costoso— para 
las pymes.22 El gráfico 

2 muestra que obtener la información 
relevante sobre los estándares y requi-
sitos de entrada al mercado constituye 
un gran desafío para las pymes (y, de 
hecho, para las grandes empresas).

La infraestructura nacional de cali-
dad —las instituciones públicas, las cá-
maras de comercio y otras IACI— puede 
ayudar a las pymes proporcionándoles 
información y capacitación técnica para 
que sean capaces de aplicar estándares 
clave de sostenibilidad (ITC, 2015b, 88).

2. Apoyar el cumplimiento de las 
pymes a medida que adaptan sus pro-
ductos y procesos

Por más que cuenten con informa-
ción disponible sobre un estándar con-
creto, muchas veces las pymes carecen 
de los conocimientos técnicos y la ca-
pacidad de absorción necesarios para 
ejecutarlo. Además, el cumplimiento 
habitualmente conlleva elevados costos 
fijos, que afectan a las pymes de mane-
ra desproporcionada en comparación 
con las grandes empresas (ITC, 2015b, 
56 y ss.).

Dentro de las cadenas de valor in-
ternacionales, los compradores (las em-
presas líderes) pueden reducir los cos-
tos y los riesgos de las transacciones 
para las pymes proveedoras, mediante 
la transferencia de conocimientos técni-

cos y garantizándoles un cierto nivel 
de ventas a los proveedores 

que cumplan con los están-
dares de sostenibilidad 

(ITC, 2015b).
El documento del 

ITC “Perspectivas 
de competitividad 
de las pymes” (ITC, 
2015b) hace refe-
rencia a los provee-
dores mexicanos de 

Wal-Mart. El minoris-
ta exige que sus pro-

veedores cumplan con 

ciertos estándares de productos y pro-
cesos y, a cambio de esto, les garantiza 
precios de mercado competitivos. De 
este modo, Wal-Mart reduce significa-
tivamente los costos de transacción de 
sus proveedores.

Vincularse con grandes empresas 
minoristas en cadenas de valor sosteni-
bles puede ayudar a las pymes a “pasar 
de mercados especializados a merca-
dos generales” (ITC, 2015b, 41) y a re-
forzar, al mismo tiempo, su sofisticación 
tecnológica y productividad.23

Contar con herramientas debida-
mente diseñadas y orientadas puede 
ayudar a las pymes proveedoras a cum-
plir con los requisitos de sostenibilidad. 
Por ejemplo, el ITC ha desarrollado una 
herramienta en línea para gestionar 
una cadena de abastecimiento soste-
nible por medio de la Plataforma de la 
Iniciativa para la Agricultura Sostenible 
(SAI). Es una iniciativa para la industria 
alimentaria mundial que busca promo-
ver la agricultura sostenible; a través 
de esta, los miembros de la SAI pueden 
comprender mejor y compartir informa-
ción sobre el perfil de sostenibilidad de 
los agricultores que están en eslabones 
anteriores de la cadena. Esto alivia la 
carga que conlleva la presentación de 
informes de sostenibilidad y mejora la 
comprensión de los beneficios y las fa-
lencias de las cadenas de abastecimien-
to agrícola sostenibles de más 
de 80 alimentos, bebidas y 
empresas minoristas a ni-
vel internacional.

3. Demostrar el 
cumplimiento de las 
pymes a través de 
evaluaciones de la 
conformidad

Las encuestas re-
velan que demostrar 
el cumplimiento de 
los requisitos de soste-

nibilidad a veces es percibido por las 
empresas como más difícil que cumplir 
con los requisitos en sí mismos. El 48% 
de los exportadores agrícolas señalaron 
que la evaluación de la conformidad era 
su principal preocupación relacionada 
con el comercio. Los exportadores de 
manufacturas consideran que la evalua-
ción de la conformidad es el segundo 
mayor problema, que es visto como un 
obstáculo al comercio por el 22% de los 
encuestados (ITC, 2015b, 57).

La certificación implica costos im-
portantes, especialmente cuando se ex-
porta a mercados de destino que tienen 
diferentes normas y requisitos de sos-
tenibilidad. La certificación y la corres-
pondiente auditoría del estándar Fair 
Trade International, por ejemplo, pue-
den costar hasta € 4.000 al año (ITC, 
2015b).

Los estándares de sostenibilidad 
pueden ser costosos y engorrosos para 
las pymes, especialmente si están dise-
ñados para las empresas grandes. Fo-
mentar la participación de las pymes 
en el proceso de establecimiento de 
las normas, en última instancia, facili-
taría la inserción de estas en las cade-
nas internacionales de valor sostenibles 
(ITC, 2015b: 88). Los gobiernos pueden 
mejorar aún más la participación de las 
pymes en las cadenas de valor sosteni-
bles asegurando que los sistemas na-

cionales de certificación y los 
procedimientos de cumpli-

miento relacionados no 
impongan cargas exce-

sivas a las empresas 
(ITC, 2015b, 58).

Es por esto que 
en 2014 el ITC lazó 
el programa de Co-
mercio para el De-
sarrollo Sostenible 

(T4SD), que alienta 
a las empresas e ins-

tituciones a desarrollar 
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borar con expertos y organizaciones donantes interna-
cionales competentes para llevar a cabo sus programas 
y actividades”.
21 “Sobre el TTIP”, Comisión Europea, última modifica-
ción 1 de abril de 2015, http://ec.europa.eu/trade/poli-
cy/in-focus/ttip/about-ttip/index_es.htm.
22 ITC (2015b) en referencia a Comisión Europea (2012).
23 ITC (2015b), en referencia a Iacovone et al. (2011) y 
Maertens, Colen y Swinnen (2011).

normas y prácticas 
transparentes y ar-
monizadas. El primer 
principio de este pro-
grama es la sostenibi-
lidad: las organizaciones 
deben apoyar y promover 
la producción, el comercio, 
la gestión y las prácticas de calidad 
que sean sostenibles desde el punto 
de vista social, ambiental, económico y 
ético. El segundo principio es la trans-
parencia: las organizaciones deben 
mostrarse abiertas al intercambio de 
buenas prácticas en todos los niveles. 
El tercero es la armonización: todos los 
actores de la cadena de valor deben 
construir a partir de las metodologías 
existentes de manera colaborativa para 
evitar reinventar la rueda al duplicar las 
auditorías o crear códigos e iniciativas 
superpuestos que sirvan a un mismo 
objetivo. El último principio se refiere 
a compatibilizar las operaciones y ac-
tividades con los ODS. Hasta la fecha, 
más de 70 organizaciones públicas y 
privadas han hecho suyos los princi-
pios T4SD, incluidas Nestlé, Cargill, Gi-
vaudan, la Alianza ISEAL y McDonalds. 
El trabajo del ITC con la Plataforma 
SAI, mencionada anteriormente, es un 
ejemplo de puesta en acción de los 
principios T4SD.

La iniciativa Moda Ética del ITC de-
sarrolló un enfoque diferente de la eva-
luación comparativa, el seguimiento, 
la medición del impacto y la transpa-
rencia que se llama Respetar, Invertir, 
Preservar y Empoderar (RISE). Sobre la 
base de datos recopilados a través de 
evaluaciones, discusiones de grupos 
focales, encuestas, cartografía y herra-
mientas de trazabilidad, este enfoque 
le permite al ITC examinar sistemáti-
camente la reducción de la pobreza y 
otros impactos sociales, así como los 
pedidos realizados en el marco de la 
iniciativa a microproductores de moda 

de países en desa-
rrollo. A fin de ga-
rantizar una cadena 

de abastecimiento 
imbuida de ética y 

con plena trazabilidad, 
la información obtenida 

a través de esta iniciativa se 
hace pública, para así dar respuesta 

al consumidor que exige transparencia 
en la cadena de abastecimiento.

4. Reconocer los compromisos de 
sostenibilidad de las pymes

Si bien la acreditación es suficien-
te para reconocer los compromisos 
de sostenibilidad de las pymes a nivel 
nacional, en el comercio internacional 
suelen ser necesarios los acuerdos de 
reconocimiento mutuo a fin de que 
los logros en materia de sostenibili-
dad reconocidos en un país sean de-
bidamente reconocidos en otro. La 
colaboración internacional en materia 
de esquemas y procesos de certifica-
ción puede facilitar el comercio si evita 
que las pymes tengan que someterse a 
múltiples procesos de evalucación, re-
gistro y certificación (ITC, 2015b).

HERRAMIENTAS PODEROSAS

La economía mundial abierta, que 
encuentra sostén en la OMC y un cre-
ciente número de acuerdos comercia-
les bilaterales y regionales, ha permi-
tido la organización de la producción 
en cadenas de valor multipaís que in-
volucran flujos de bienes, servicios, in-
versiones e innovación. A los cambios 
en las preferencias de los consumido-
res se suman los imperativos ambien-
tales reflejados en los ODS y el Acuer-
do de París sobre el Cambio Climático, 
que implican que es más importante 
que nunca ver al comercio como un 
“medio de ejecución” del desarrollo 
sostenible.

CADENAS GLOBALES
DE VALOR SOSTENIBLES

Los acuerdos comerciales son he-
rramientas poderosas para promover 
la sostenibilidad del medioambiente, 
ya sea a través la vía tradicional de la 
reducción de las barreras al comercio 
de bienes y servicios medioambienta-
les, o de disposiciones más novedosas 
para incentivar activamente las prác-
ticas de menor impacto ambiental.

Un número creciente de estánda-
res de sostenibilidad ofrece nuevas 
posibilidades para mejorar las prácti-
cas ambientalmente sustentables en 
las cadenas de valor internacionales. 
Sin embargo, dichas normas entra-
ñan a la vez un reto y una oportuni-
dad para las empresas de los países 
en desarrollo, especialmente para las 
pymes. Si las pymes no tienen los me-
dios técnicos y financieros necesa-

rios para cumplir con los estándares 
de sostenibilidad y demostrar que los 
cumplen, estas —y sus empleados, 
que colectivamente constituyen el 
grueso de la fuerza de trabajo— co-
rren el riesgo de quedar excluidas de 
cadenas de valor rentables.

El reto, tanto en América Latina y 
el Caribe, como en África y Asia, es 
que los responsables de políticas, las 
IACI y las empresas logren trabajar 
para que las pymes puedan cumplir 
con los estándares de sostenibilidad 
y acceder a cadenas de valor interna-
cionales sostenibles. Esto contribuiría 
a asegurar que los beneficios de la 
creciente gama de acuerdos comer-
ciales se difundan más ampliamente 
y a alcanzar los ambiciosos objetivos 
de la Agenda 2030.
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ENTREVISTA

Premio Nobel de Economía
Eric Maskin

Necesitamos
diseñar

acuerdos
que conformen

a todos los 
países



¿Cómo podría ayudar el diseño de 
mecanismos a mitigar el cambio cli-
mático?

La reducción de emisiones de dióxi-
do de carbono y otros gases de efecto 
invernadero es la mejor forma de mi-
tigar el cambio climático que conoce-
mos. No obstante, si bien la mayoría de 
los países se beneficiarían de esa miti-
gación, tienen objetivos contrapuestos: 
reducir las emisiones es costoso, por 
lo que preferirían no llevar a cabo las 
reducciones por sí mismos, sino que lo 
hicieran otros países. En otras palabras, 
nos encontramos ante el problema de 
los “aprovechadores” (free riders): cada 
país quiere que otros países reduzcan 
las emisiones, pero no quieren reducir-
las ellos mismos. El diseño de mecanis-
mos puede ayudar a definir los términos 
de un acuerdo climático que conforme 
a todos los países.

¿Podría citar algunos ejemplos de 
buenos diseños y qué resultados tu-
vieron?

El diseño de mecanismos se utilizó 
para diseñar las subastas de la Comisión 
Federal de Comunicaciones (FCC) de 
los Estados Unidos, destinadas a asig-
nar licencias de espectro a las empresas 
de telecomunicaciones. Entre muchas 
otras aplicaciones exitosas, también se 
lo ha empleado para distribuir alumnos 
entre las distintas escuelas públicas.

¿Cree que funciona bien el sistema de 
créditos de carbono o recomendaría 
un sistema alternativo? 

El sistema de créditos de carbono 
está en funcionamiento, pero todavía 
no hay una cantidad suficiente de paí-
ses involucrados. 

¿Cuáles son las consecuencias econó-
micas de un planeta más caliente?

El costo de relocalizar a millones de 
personas que viven en las costas sería 
enorme. El empeoramiento de las se-
quías, inundaciones y tormentas tam-
bién implicaría un costo potencialmen-
te elevado para la economía global. 

¿Cómo pueden las políticas públicas tra-
tar de mitigar el cambio climático?

La introducción de un impuesto so-
bre el carbono o de un sistema de lími-

ESTOY MUY
CONTENTO DE QUE

EL PAPA FRANCISCO 
HAYA FORMULADO
UNA DECLARACIÓN 
TAN FUERTE SOBRE

EL CAMBIO CLIMÁTICO 

SI SE AGUDIZA
 EL CALENTAMIENTO 
GLOBAL, EL COSTO
DE RELOCALIZAR
A MILLONES DE

PERSONAS QUE VIVEN 
EN LAS COSTAS
SERÁ ENORME

Erick Maskin nació en 1950 en la ciudad de Nueva York. Tras 
doctorarse en Matemática Aplicada en Harvard, dictó clases en 
Cambridge, MIT y Princeton para luego regresar a Harvard, donde 
actualmente enseña. En 2007 ganó el Premio Nobel junto a los 

economistas Leonid  Hurwicz y Roger Myerson por su contribución 
a la teoría del diseño de mecanismos. También realizó aportes en la 

teoría de los juegos, la teoría de contratos y elecciones sociales. 
Entre sus publicaciones más recientes se destacan las siguientes: 

• “The Unity of Auction Theory”. Journal of Economic Literature. 42 
(4): 1102-1115. 2004.

• Environment and Development Economics: Essays in Honour of Sir Partha Dasgupta. 
Oxford: Oxford University Press. 2014. 
• The Arrow Impossibility Theorem. Nueva York: Columbia University Press. Con A. 
Sen. 2014. 
• “Debreu’s Social Equilibrium Existence Theorem”. Proceedings of the National 
Academy of Sciences of the United States of America. 112 (52): 15769-15770. Con 
P. Dasgupta. 2015.
• “Friedrich von Hayek and Mechanism Design”. Review of Austrian Economics. 28 
(3): 247-252. 2015. 

El diseño de mecanismos es una manera de encontrar soluciones óptimas a problemas 
de coordinación entre diferentes personas e intereses. Por ejemplo, si dos niños deben 
partir una torta, un mecanismo establece que un niño hará el corte y el otro elegirá 
qué mitad prefiere. Así, quien hace el corte tiene un fuerte incentivo para ser equi-
tativo. Eric Maskin ganó el Premio Nobel en 2007 por establecer los pilares de la 
moderna teoría de diseño de mecanismos en economía, que tiene aplicaciones muy com-
plejas a partir de señales que envían las instituciones y bajo el supuesto de que existe 
información privada no siempre disponible para todos. En esta entrevista exclusiva 
con la revista Integración & Comercio, Maskin sostiene que muchos países no quieren 
reducir sus emisiones esperando que otros lo hagan y que se necesitan mecanismos que 
permitan sortear esta dificultad. También asegura que la energía nuclear es, por aho-
ra, la alternativa más realista para reemplazar los combustibles fósiles.

tes máximos y comercio de emisiones 
(cap-and-trade system) serían las polí-
ticas públicas más eficaces bajo ciertas 
condiciones de transparencia.

¿Cree que hubo avances significativos 
en la coordinación de esfuerzos a nivel 
global?

La COP21 fue sumamente importan-
te, porque Estados Unidos y China, los 
dos mayores emisores de gases de efec-
to invernadero, se involucraron y adop-
taron compromisos relevantes. Para la 
cumbre de Marrakech, COP22, las ex-
pectativas fueron menos ambiciosas. 

¿Cuáles son las perspectivas actuales que 
tiene el mercado de energía limpia?

Ha habido muchos avances tecnoló-
gicos en materia de energía limpia, pero si 
somos realistas, la única manera de reem-
plazar los combustibles fósiles, al menos 
en el futuro inmediato, es por medio de 
un mayor uso de la energía nuclear.

¿Cómo pueden contribuir las nuevas 
tecnologías a la creación de “empleos 
verdes”?

No sé si las tecnologías “verdes” 
crearán un gran número de puestos 
de trabajo. Pero estas tecnologías son 
tan importantes que su desarrollo de-
bería perseguirse independientemen-
te del potencial de empleo que pudie-
ran tener.

¿Qué le pareció el mensaje de Laudato 
Si’ acerca de una ecología integral?

Estoy muy contento de que el papa 
haya formulado una declaración tan 
fuerte sobre el cambio climático. Al 
documento quizás le faltó considerar 
el problema del “aprovechador” o free 
rider que mencioné antes.
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ANÁLISIS

Necesitamos una política que piense
con visión amplia, y que lleve adelante
un replanteo integral, incorporando

en un diálogo interdisciplinario 
los diversos aspectos de la crisis.

Laudato Si’

Mahesh Sugathan
International Centre for Trade
and Sustainable Development

 (ICTSD)

Bienes ambientales
y energía limpia

La política
comercial

tras elAcuerdo
de París



En un discurso clave pronunciado el 
24 de mayo de 2015, el papa Francisco 
destacó que el cambio climático es uno 
de los principales desafíos que hoy en-
frenta la humanidad, y se hizo eco de la 
opinión compartida por numerosos go-
biernos, científicos y expertos de todo 
el mundo. Se refirió al clima como un 
bien común y señaló las consecuencias 
devastadoras que podría tener el calen-
tamiento global, especialmente para los 
países en desarrollo. Asimismo, subrayó 
la necesidad urgente de desarrollar po-
líticas tendientes a reducir drásticamen-
te las emisiones de dióxido de carbono 
y otros gases altamente contaminantes 
en los próximos años, por ejemplo, por 
medio de la sustitución de los combus-
tibles fósiles, el desarrollo de fuentes 
de energía renovable y un uso más efi-
ciente de la energía (Santo Padre Fran-
cisco, 2015). La generación de energías 
limpias a mayor escala será crucial en la 
lucha contra el cambio climático.

¿Qué implicancias tiene esto para el 
diseño de la política comercial? El im-

pacto de sus medidas de política co-
mercial y de qué modo asegurar que 
sean compatibles con otras políticas 
nacionales destinadas a lograr los ob-
jetivos de las Contribuciones Determi-
nadas a Nivel Nacional (CDN), los com-
promisos establecidos por los propios 
países para reducir sus emisiones. Es 
importante que las políticas internas 
subyacentes y que propician las CDN 
sean, a su vez, compatibles con sus obli-
gaciones en el marco de la OMC y, si no 
los son, cómo podrían rediseñarse para 
hacerlas más compatibles.

Desde luego que algunos expertos 
sostienen que es necesario cambiar las 
normas de la OMC para adaptarlas a las 
medidas de política interna en respues-
ta al cambio climático, pero ahondar en 
este debate está más allá del alcance 
del presente artículo. Este trabajo ex-
plorará brevemente algunos aspectos 
relacionados con la definición y clasi-
ficación de los bienes y servicios am-
bientales, las cuestiones de economía 
política involucradas en el diseño de las 

Los esfuerzos por combatir el cambio climático estarán centra-
dos en lograr la descarbonización por medio del pasaje de los 
combustibles fósiles a fuentes de energía limpia como la solar, 
eólica, hidráulica y biomasa. En este marco, liberar el comercio 
de bienes y servicios ambientales, que incluyen a los relacionados 
con la energía limpia, podría reducir sus costos a lo largo de las 
cadenas de valor de energía renovable dispersas alrededor del 
mundo y reducir el costo de los insumos necesarios para gene-
rar electricidad limpia. Este trabajo comenta los beneficios para 
América Latina de desarrollar el comercio transfronterizo de 
electricidad que van desde minimizar los conflictos comerciales 
hasta maximizar las nuevas oportunidades que ofrece el sector 
energético.

políticas –tanto comerciales como de 
energía limpia– y las disyuntivas que en-
frentan los responsables de políticas al 
tratar de equilibrar objetivos múltiples. 
Posteriormente analizará el estado de 
situación de la expansión de la energía 
limpia de ALC y algunos aspectos de la 
oferta y demanda de bienes de energía 
limpia. También examinará las distintas 
consideraciones y prioridades que las 
autoridades tienen que equilibrar cuan-
do procuran alcanzar objetivos relacio-
nados con el comercio, el desarrollo y el 
clima de manera simultánea. Finalmen-
te se propondrá una lista de control de 
opciones para ayudar a los formulado-
res de políticas en esta tarea.

PROBLEMAS DE DEFINICIÓN
Y CLASIFICACIÓN

Bienes ambientales de energía limpia

No existe una definición universal-
mente aceptada de lo que constituye un 
bien ambiental. En términos de clasifica-
ción para fines comerciales, el Sistema 
Armonizado de Designación y Codifi-
cación de Mercancías (SA) le asigna un 
código a cada una de las categorías y 
subcategorías de bienes que permite que 
los países puedan realizar un seguimiento 
de los volúmenes de comercio y de los 
aranceles. Mucho antes del inicio de las 
negociaciones de la Ronda de Doha de 
la OMC, se redactaron listas de bienes 
ambientales con fines tanto ilustrativos 
como de negociación comercial. La ma-
yoría de los miembros de la OMC optaron 
por no entablar un debate sobre la defi-
nición de los bienes ambientales; decidie-
ron, en cambio, presentar listas de subca-

tegorías o canastas de productos a nivel 
de 6 dígitos del SA que contuvieran los 
bienes ambientales, o especificar los pro-
ductos a un nivel más detallado a través 
de subgrupos más reducidos de produc-
tos (ex-outs) que se especifican según 
líneas arancelarias nacionales (LAN) a ni-
vel de 8, 10 o incluso 12 dígitos.

Además de la falta general de ímpe-
tu, el avance de las negociaciones sobre 
los bienes ambientales en la Ronda de 
Doha se estancó a causa de dos facto-
res: los problemas relacionados con la 
definición y clasificación de los bienes 
ambientales dentro del SA y el proble-
ma del “doble uso”. El primer problema 
surgió porque las subpartidas del SA a 
6 dígitos son demasiado amplias y cap-
tan bienes que se utilizan con fines tan-
to ambientales como no ambientales. 
El segundo es que un bien en sí mismo 
puede servir para aplicaciones ambien-
tales y no ambientales. Por ejemplo , los 
rodamientos de bolas (HS 848210) son 
un componente importante en la pro-
ducción de energía eólica, pero también 
pueden utilizarse en otras aplicaciones 
industriales. Asimismo, los tubos y tu-
berías pueden ser utilizados tanto en 
la generación de energía geotérmica, 
como en la refinación de petróleo y gas.

370%
AUMENTÓ LA

CAPACIDAD DE ENERGÍA 

SOLAR EN LA REGIÓN

POLÍTICA
COMERCIAL
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Algunos países pueden preferir libe-
ralizar toda la subpartida, especialmen-
te si los aranceles ya son muy bajos. En 
otros casos, por ejemplo, para garanti-
zar una mayor “credibilidad ambiental”, 
los miembros pueden optar por ser más 
selectivos y liberalizar solo una línea 
arancelaria nacional específica o, inclu-
so, una parte de esta (por ejemplo, in-
dicando “ex” junto a la LAN). También 
es posible que prefieran dividir una LAN 
existente y crear una nueva para incluir 
un bien ambiental determinado con más 
precisión. Estos dos enfoques han sido 
recientemente adoptados por parte de 
las economías del Foro de Cooperación 
Económica Asia-Pacífico (APEC) bajo 
la iniciativa de liberalización voluntaria 
de dicho foro. Por ejemplo, México re-
dujo los aranceles aplicados sobre cier-
tos bienes ambientales definidos más 
estrictamente mediante la creación de 
nueve líneas arancelarias nuevas con 
una tasa del 5% y dejó los aranceles 
aplicados a las LA existentes sin cam-
bios. Dos de las nuevas LA creadas por 
México dentro de los rubros de los gru-
pos electrógenos y convertidores rota-
tivos eléctricos (SA 850239) y de los 
alternadores de potencia superior a 750 
kVA tienen que ver con la utilización fi-
nal de estos equipos “para la generación 

de electricidad a partir de fuentes de 
energía renovables” (Vossenaar, 2016b). 
Sin embargo, la aplicación de dicha 
concesión arancelaria requerirá que, al 
momento de la importación, la aduana 
verifique ese uso final, quizás a través 
de una declaración del importador.

Para las negociaciones comerciales 
sobre bienes ambientales, incluidos los 
que son inocuos para el clima, los miem-
bros deberán tener una comprensión ca-
bal de qué productos exactamente pro-
pone liberalizar su socio comercial, ya 
que los números de las LAN (a diferencia 
de las subpartidas a 6 dígitos del SA) no 
están armonizados. Esto puede lograrse 
mediante una descripción detallada del 
producto de lo que el país se propone 
liberalizar, que hará que las concesiones 
arancelarias sean claras y redundará en 
transparencia y “credibilidad ambiental”.

Servicios inocuos para el clima

Los servicios son un componente 
esencial de la mitigación del cambio 
climático. La generación de energía lim-
pia requiere de bienes y de variedad de 
servicios, como los de construcción, in-
geniería, mantenimiento y consultoría, 
y muchas veces esos bienes y servicios 
pueden ser prestados conjuntamente 

CUADRO 1
CAPACIDAD DE GENERACIÓN DE ENERGÍA RENOVABLE MUNDIAL Y DE ALC, 
2010-2015 (GW) Y TASA DE CRECIMIENTO ANUAL COMPUESTO (TCAC), 2013-2015

Fuente: IRENA, Renewable Capacity Statistics 2016 y Vossenaar (2016a).

CUADRO 2
IMPORTACIONES DE ALC DE GENERADORES DE ENERGÍA EÓLICA POR PAÍS DE 
ORIGEN, 2009-2014

POLÍTICA COMERCIAL

2010

1.348
196,3
38,8
1.027,6
779,2

248,4

1,3
72,7

568,8

169,3
2,1
0,1
154,2
148,4

5,8

11,4

20,9

12,6
1,1
0,3
15
19

2,3

0
15,7

3,7

87,7

12,3

2012

1.570,5
282,7
97,3
1.090,9
818,1

272,8

2,6
85,2

752,4

180,1
5
0,3
159,3
152,5

6,8

..
14

27,6

11,5
1,8
0,3
14,6
18,6

2,5

0
16,4

3,7

84,7

15,3

2014

1.833,5
369
175,4
1.173,5
888,4

285,1

4,4
98,3

945,1

197,8
11,1
1
167,3
159,7

7,6

..
17

38,1

10,8
3
0,6
14,3
18

2,7

0
17,3

4

80,7

19,3

2011

1.456,7
236,6
69
1.058
801,4

256,6

1,7
79,9

655,3

174,2
2,8
0,2
157
150,7

6,3

..
12,7

23,5

12
1,2
0,2
14,8
18,8

2,5

0
15,9

3,6

86,5

13,5

2013

1.697,6
318,3
136,8
1.135,6
856

279,6

3,8
90,9

841,6

185,8
6,6
0,4
161,7
154,4

7,3

..
15,7

31,4

10,9
2,1
0,3
14,2
18

2,6

0
17,3

3,7

83,1

16,9

2015

1.985,1
431,9
222,4
1.208,9
910,2

298,7

4,7
105,4

1.074,9

209,4
15,4
2,2
172
164,1

7,9

..
18,2

45,3

10,5
3,6
1
14,2
18

2,6

0
17,6

4,2

78,4

21,6

TCAC 
2013-
2015

8,1%
16,5%
27,5%
3,2%
3,1%

3,4%

11,2%
7,7%

13,1%

6,2%
52,8%
134,5%
3,1%
3,1%

4%

..
7,7%

20,1%

PERÍODO (FIN DE AÑO)

Fuente: IRENA, Renewable Capacity Statistics 2016 y Vossenaar (2016a).

AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: PARTICIPACIÓN EN LA CAPACIDAD MUNDIAL (%)

AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: PARTICIPACIÓN EN EL TOTAL DE LA CAPACIDAD REGIONAL DE 
GENERACIÓN DE ENERGÍA RENOVABLE (%)

Fuente: COMTRADE en Vossenaar (2016a).

ORIGEN

MUNDO
UE28
ESTADOS UNIDOS
CHINA 
INDIA
ALC
(INTRARREGIONAL)
OTROS

PROMEDIO
2009-2011

703
402
106
36
119
29

11

IMPORTACIONES ANUALES
(EN MILLONES DE US$)

PARTICIPACIÓN EN LAS 
IMPORTACIONES TOTALES (%)
PROMEDIO
2009-2011

100
57,3
15
15,1
7
4,1

1,6

PROMEDIO
2012-2014

100
60,3
21,4
13,3
2
1,1

1,9

2012

794
380
275
99
30
3

7

2013

1346
630
386
321
0
1

8

2014

1455
878
311
193
29
16

28

SECTOR DE ENERGÍA RENOVABLE

MUNDO

TOTAL DE ENERGÍA RENOVABLE
ENERGÍA EÓLICA
ENERGÍA SOLAR FOTOVOLTAICA
ENERGÍA HIDROELÉCTRICA
-- CENTRALES HIDROELÉCTRICAS 
GRANDES (>10 MW)
-- CENTRALES HIDROELÉCTRICAS 
PEQUEÑAS Y MEDIANAS
ENERGÍA SOLAR CONCENTRADA
BIOENERGÍA

--TOTAL, EXCEPTO CENTRALES 
HIDROELÉCTRICAS GRANDES

AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

TOTAL DE ENERGÍA RENOVABLE
ENERGÍA EÓLICA
ENERGÍA SOLAR FOTOVOLTAICA
ENERGÍA HIDROELÉCTRICA
-- CENTRALES HIDROELÉCTRICAS 
GRANDES (>10 MW)
-- CENTRALES HIDROELÉCTRICAS 
PEQUEÑAS Y MEDIANAS
ENERGÍA SOLAR CONCENTRADA
BIOENERGÍA

--TOTAL, EXCEPTO CENTRALES 
HIDROELÉCTRICAS GRANDES

TOTAL DE ENERGÍA RENOVABLE
ENERGÍA EÓLICA
ENERGÍA SOLAR FOTOVOLTAICA
ENERGÍA HIDROELÉCTRICA
-- CENTRALES HIDROELÉCTRICAS 
GRANDES (>10 MW)
-- CENTRALES HIDROELÉCTRICAS 
PEQUEÑAS Y MEDIANAS 
ENERGÍA SOLAR CONCENTRADA
BIOENERGÍA
-- TOTAL, EXCEPTO CENTRALES 
HIDROELÉCTRICAS GRANDES

-- CENTRALES HIDROELÉCTRICAS 
GRANDES (10 MW)

-- TOTAL, EXCEPTO CENTRALES 
HIDROELÉCTRICAS GRANDES
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como parte de un paquete. Al no haber 
una clasificación clara y definida de to-
dos los servicios que se utilizan en la ge-
neración de energía limpia, negociar la 
liberalización del comercio de un modo 
que capture significativamente todos 
los servicios relevantes plantea un desa-
fío. El comercio de servicios de energía 
limpia, como sucede con otros servicios, 
puede darse a través de cuatro modos 
principales de prestación:

1. Suministro transfronterizo, como la 
prestación de servicios de consultoría a 
través de internet.

2. Desplazamiento de consumidores 
al extranjero para usar un servicio, como 
en el caso de estudiantes de Perú que 
reciben formación en una universidad o 
instituto técnico en EE. UU.

3. Presencia comercial, que implica 
una inversión extranjera directa, como 
en el caso de una empresa de energía 
eólica de India que invierte en Brasil.

4. Movimiento temporario de per-
sonal de servicio hacia el exterior para 
prestar un servicio, como cuando se 
envían técnicos chinos para reparar una 
planta solar fotovoltaica (FV) en Chile.

La lista de clasificación sectorial de 
los servicios de la OMC (W/120) se basa 
en la clasificación central de productos 
provisional de la ONU y contiene una 
clasificación de los servicios ambienta-
les que muchos miembros de la OMC 
consideran obsoleta, ya que no refleja 
los cambios acontecidos en la industria 
de los bienes y servicios medioambien-
tales; no obstante, son libres de utilizar 
su propia clasificación, siempre y cuan-
do los sectores que se comprometen 
a liberalizar sean mutuamente exclu-
yentes. La clasificación de los servicios 
energéticos del documento W/120 se 
refiere únicamente a la transmisión y 
distribución de energía, que incluye no 
solo a la energía limpia, sino también a 
la derivada de los combustibles fósiles. 
Sin embargo, dentro de la estructura ac-
tual de clasificación, los miembros de la 

OMC son libres de especificar sus com-
promisos de acceso a los mercados de 
servicios relacionados con el medioam-
biente en diferentes sectores –como 
la construcción, ingeniería y consulto-
ría– en sus calendarios (Bernabe, 2014). 
Cossy (2011) sostiene que la falta de una 
clasificación adecuada no debe impedir 
que los miembros mantengan negocia-
ciones sobre los servicios relacionados 
con el cambio climático y que lo más 
importante es que cada programa sea 
internamente coherente y se evite la su-
perposición con los de otros sectores.

Cadenas de valor y política interna

Al diseñar las políticas de energía lim-
pia y las correspondientes medidas de 
política comercial, hay que lograr el equi-
librio entre una multiplicidad de objetivos 
y de intereses de los actores nacionales. 
Como remarca Cosbey (2013), si bien in-
centivar las industrias verdes conlleva una 
serie de cobeneficios, hay detalles del 
diseño de la política industrial que son 
relevantes y que deberán basarse en un 
análisis racional y en conocimientos es-
pecíficos del sector. Dichas políticas tam-
bién están sometidas a una intensa avidez 
de rentabilidad por parte de las empresas 
que reciben apoyo, lo cual probablemente 
no contribuya a la meta de expansión de 
la energía limpia al ritmo deseado. Podría 
argumentarse que la  expansión global de 
energía limpia a través de la disminución 
de los costos de los insumos como resul-
tado de la liberalización del comercio es-
timulará a las empresas a crear puestos 
de trabajo a lo largo de la cadena de valor, 
ya sea en fábricas de manufacturas que 
buscan aprovechar la demanda de ener-
gía limpia o en trabajos asociados con 
la instalación y construcción, que en su 
mayoría provendrán ineludiblemente del 
mercado local. Sin embargo, en tal caso, 
es inevitable que las ventajas comparati-
vas determinen la distribución geográfica 
de estos puestos de trabajo.

OBSTÁCULOS AL COMERCIO
Y METAS AMBIENTALES

Países de ALC que se encaminaron 
hacia la energía limpia

Los países de ALC han invertido con-
siderablemente en energías renovables 
y están diversificando cada vez más su 
generación, tratando de reemplazar las 
grandes centrales hidroeléctricas –que 
constituyen la mitad de la capacidad de 
generación de electricidad total instala-
da– por otras fuentes de energía reno-
vables. La capacidad de energía eólica 
acumulada en la región alcanzó los 15 
GW a finales de 2015; más de la mitad de 
esta capacidad se agregó en 2014-2015, 
principalmente en Brasil, México, Chile 
y Uruguay. Los incrementos de capaci-
dad anual se dispararon bruscamente 
de 1,6 GW durante 2011-2013 a 4,4 GW 
en 2014-2015. La participación de ALC 
en el aumento total de la capacidad 
global alcanzó el 8,4% en 2014 –frente 
al 1,8% en 2010– antes de caer ligera-
mente a 6,9% en 2015. El crecimiento de 
la capacidad solar FV fue incluso más 
rápido, aunque había partido de un ni-

vel muy bajo. En 2014 se agregaron unos 
625 MW de capacidad de energía solar 
FV, lo que implica un aumento del 370% 
desde 2013. Esta capacidad aumen-
tó a más del doble en 2015, cuando se 
agregaron 1,2 GW. Solamente en Chile, 
la capacidad fotovoltaica instalada au-
mentó desde un nivel casi nulo a finales 
de 2013 hasta 848 MW a finales de 2015. 
Centroamérica instaló 495 MW en 2015, 
de los cuales 395 MW corresponden a 
Honduras (Vossenaar, 2016a).

Este proceso de diversificación ha-
cia las energías solar FV y eólica, en 
particular, se ha visto favorecido por la 
caída de los precios de la tecnología y 
las políticas gubernamentales (como las 
tarifas de alimentación reguladas y las 
subastas de energías renovables), jun-
to con las inversiones del sector priva-
do. En 2015, más de 20 países de ALC 
tenían objetivos de energía renovable. 
Varios presentaron también objetivos 
de largo plazo muy ambiciosos en sus 
CDN, incluso países como Brasil, que 
anteriormente no tenía objetivos en 
este sentido. Otros, como Chile, adop-
taron objetivos más ambiciosos que los 
que ya tenían, y Argentina modificó su 

CUADRO 3
COMERCIO MUNDIAL Y LATINOAMERICANO DE TURBINAS HIDRÁULICAS (SA 8410), 
2012-2014

Fuente: COMTRADE en Vossenaar (2016a).

COMERCIO MUNDIAL (EXCL. 
INTRA-UE)

COMERCIO TOTAL DE ALC

PARTICIPACIÓN DE ALC EN EL 
COMERCIO MUNDIAL (%)

COMERCIO INTRARREGIONAL DE 
ALC

PARTICIPACIÓN EN EL 
COMERCIO INTRARREGIONAL (%)

IMPORTACIONES
(EN MILLONES DE US$)

EXPORTACIONES
(EN MILLONES DE US$)

2012

1.381,4

259,1

18,8%

40,3

15,5%

2012

1.526,1

152,9

10%

114,4

74,8%

2013

1.447,8

212

14,6%

47,8

22,5%

2013

1.353,3

129,9

9,6%

79,6

61,3%

2014

1.440,2

273,3

19%

51,7

18,9%

2014

1.431,2

105,8

7,4%

61,9

58,5%
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legislación sobre energía renovable y 
fijó el objetivo de que el 20% de toda 
la energía consumida en el país en 
el año 2025 provenga de fuentes de 
energía renovables. La región de ALC 
aún representa apenas una pequeña 
fracción de la capacidad FV instalada 
a nivel mundial: solo el 1% a finales de 
2015, que había sido del 0,3% a fina-
les de 2013, lo que pone de manifies-
to el enorme potencial que tiene esta 
región dotada de excelentes condi-
ciones para la energía solar. GTM Re-
search pronostica que las instalacio-
nes solares crecerán un 28% por año 
en 2016-2020, en comparación con el 
9% que se espera en el mercado mun-
dial (Vossenaar, 2016a).

Comercio de bienes de energía limpia

Por cuestiones de clasificación, con 
frecuencia es difícil identificar el co-
mercio de bienes de energía limpia. Por 
ejemplo, la clasificación de las células y 
los módulos fotovoltaicos según el SA 
(854140) también incluye luces LED, 
que no están relacionadas con la gene-
ración de energía limpia. En el caso de 
los componentes, generalmente es difí-
cil identificar el uso final. Por ejemplo, 
si bien los rodamientos de bolas son un 
componente esencial en los proyectos 
de energía eólica, apenas una fracción 
de su comercio total está impulsada por 
el desarrollo de tecnología eólica. A pe-
sar de estos desafíos, Vossenaar (2016a) 

ha podido identificar 
algunas tendencias 
generales del comer-
cio de bienes de ener-
gía limpia en ALC.

Aun con las crecien-
tes ampliaciones de capa-
cidad, la participación de ALC 
en los flujos de comercio mundial es 
todavía escasa, aunque las importacio-
nes parecen ir en aumento. Las impor-
taciones de generadores de energía eó-
lica alcanzaron los US$ 1.400 millones 
en 2013-2014 (pero cayeron en 2015). 
La región importó US$ 500 millones en 
equipos de energía solar FV en 2014, el 
doble del valor de 2013. La mayor parte 
de los bienes de energía limpia es im-
portada, principalmente de China, cu-
yas exportaciones de células y módulos 
FV hacia la región casi se duplicaron: 
US$ 435 millones en 2014 a US$ 800 
millones en 2015. Los flujos comerciales 
intrarregionales de las energías renova-
bles clave (equipos de energía solar y 
eólica) son aún reducidos y la capaci-
dad de fabricación se encuentra limita-
da a Brasil (centrada en equipos eólicos 
principalmente destinados al mercado 
interno) y México (exportó equipos eó-
licos a Costa Rica en 2014-2015, pero 
sus exportaciones están principalmen-
te dirigidas al mercado estadouniden-
se). Los países de ALC representan una 
parte relativamente mayor del total de 
importaciones mundiales de equipos 
para centrales hidroeléctricas, ya que 

en 2014 represen-
taban casi el 20%, 
al tiempo que expli-

caban un 7,4% de las 
exportaciones mundia-

les. Dentro de la región, 
Brasil dio cuenta del 5% 

de las exportaciones mundia-
les durante el período 2012-2014. La 

mayoría de las exportaciones brasile-
ñas fueron destinadas a otros países de 
ALC, en particular a Colombia, Ecuador, 
Venezuela y Perú.

Las piezas y componentes de las 
tecnologías de energía limpia son un 
segmento interesante desde el punto 
de vista de la inserción de los países 
en desarrollo en las cadenas globales 
de valor, aunque el uso final de sus flu-
jos comerciales sea difícil de rastrear. 
El estudio detallado de las estadísticas 
nacionales de EE. UU. revela que Brasil 
explicó casi un tercio de las importacio-
nes estadounidenses de palas y cubos 
de turbinas eólicas durante 2012-2015. 
EE. UU. también importa torres eólicas 
de México, aunque la participación de 
México en las importaciones de EE. UU. 
apenas alcanzó el 7% en 2013-2014.

Los aranceles y, más importante, las 
barreras no arancelarias son los princi-
pales obstáculos al comercio que afec-
tan el movimiento transfronterizo de 
los bienes y componentes de energía 
limpia. Vossenaar (2016a) tomó una 
muestra de 35 subpartidas del SA que 
incluyen una serie de bienes y compo-
nentes de energía limpia y halló que el 
promedio simple de los aranceles de 
importación aplicados conforme a un 
tratamiento de nación más favorecida 
(NMF) alcanzaban su nivel más alto en 
Brasil y el más bajo, en Perú. Los aran-
celes NMF aplicados en Colombia, así 
como en varios países centroamerica-
nos, también son bajos. Si bien el MER-
COSUR en general aplica un arancel 
externo común alto sobre muchos pro-
ductos, para muchos bienes de energía 

ACUERDO DE ASOCIACIÓN TRANSPACÍFICO
Y MEDIOAMBIENTE

El Acuerdo de Asociación Transpacífico (TPP), celebrado entre 12 países 
de Asia y el Pacífico, una vez ratificado, eliminará todos los aranceles sobre los 
productos manufacturados y, por lo tanto, liberará el comercio de todos los 
productos a lo largo de la cadena de valor de energía limpia entre los países 
participantes. Estos países –como EE. UU., Japón, Corea y Malasia– albergan a 
los principales fabricantes y exportadores de dichos productos.

Asimismo, se considera que el TPP es un buen ejemplo de un TLC del siglo 
XXI orientado a la cadena de suministro, ya que incluye disposiciones com-
plementarias necesarias para el desarrollo de las cadenas de suministro que 
no están previstas en los acuerdos de la OMC, como las que atañen a las in-
versiones, la competencia, las empresas estatales, el comercio electrónico, la 
movilidad transfronteriza de los empresarios y la coherencia entre las distintas 
reglamentaciones. También insta a establecer un conjunto de estándares uni-
formes para la protección de la propiedad intelectual al nivel más alto posi-
ble y prevé medidas para acelerar la facilitación del comercio. No obstante, 
según Kawase (2016), presenta también algunas falencias al no eliminar por 
completo los obstáculos regulatorios ni aplicar procedimientos vinculantes de 
solución de controversias en estos ámbitos. Kawase señala que determinados 
TLC bilaterales contienen disposiciones más ambiciosas, como el TLC entre 
Australia y Nueva Zelanda, que elimina la aplicación de medidas antidumping. 

Al incluir disciplinas amplias que abarcan una vasta región que es centro 
neurálgico de actividad manufacturera, es posible que el TPP, una vez ratifica-
do, desplace la elección y ubicación de las cadenas de suministro en diversos 
sectores relacionados con la energía limpia, incluso en algunos de los partici-
pantes que se encuentran en ALC –México, Perú y Chile–.
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limpia las tasas de Paraguay y Uruguay 
generalmente son más bajas (0% o 2%). 
Los acuerdos comerciales intrarregio-
nales, como la Alianza del Pacífico (Chi-
le, Colombia, México y Perú, con Costa 
Rica a punto de adherirse una vez que 
obtenga la ratificación parlamentaria) 
propiciarán una disminución aun mayor 
de los aranceles para los productos de 
energía renovable en la región. Aunque 
Chile aplica un arancel uniforme del 6%, 
tiene una amplia gama de TLC dentro 
y fuera de la región que permiten que 
prácticamente todos los productos de 
energía renovable ingresen a Chile libres 
de aranceles (Vossenaar, 2016a).

Acuerdos comerciales regionales

Las iniciativas comerciales regiona-
les dentro y fuera de la región también 
presionarán los aranceles a la baja en el 

caso de los productos de energía lim-
pia. Algunos países de ALC, como Mé-
xico, Chile y Perú, ya han finalizado o 
están a punto de finalizar la aplicación 
voluntaria de las reducciones arancela-
rias al 5% sobre los bienes ambientales, 
en conformidad con el acuerdo sobre 

bienes ambientales de la APEC. México, 
por ejemplo, redujo los aranceles sobre 
generadores de energía eólica y alterna-
dores desde un nivel inicial de 15% hasta 
5%, en cumplimiento con dicho acuerdo. 
Si bien los calentadores solares de agua 
no están directamente relacionados con 
la generación de energía limpia, se trata 
de otro bien inocuo para el clima que en-
frentaba aranceles altos y se beneficiará 
del acuerdo, ya que México recortará sus 
aranceles sobre estos calentadores de 
10% en 2016 a 5%, y Perú también elimi-
nará completamente estos aranceles. 

Bienes ambientales y nuevos mercados 

Hasta ahora, la única iniciativa de li-
beralización plurilateral del comercio de 
bienes ambientales parece ser el ABA, 
del que participan 17 miembros, de los 
cuales Costa Rica es la única econo-
mía de ALC. Si bien Costa Rica no es 
un exportador importante de bienes 
ambientales tradicionales, registra al-
gunas importaciones de generadores 
eólicos de México. Los aranceles NMF 
de Costa Rica sobre una serie de pro-
ductos de energía limpia son muy bajos 
o nulos. Por ejemplo, en relación con la 
energía eólica, las turbinas y la mayoría 
de las partes están totalmente desgra-
vadas, y los aranceles sobre las torres 
–que son pesadas y tienen costos de 
transporte más altos– apenas alcanzan 
el 5%. El que se aplica a los calentado-
res solares de agua aparece en un ni-
vel mayor, que llega a 9%. Para paneles 
solares y máquinas para cortar obleas 
solares, los aranceles están “consolida-
dos” de un modo permanente en cero. 
Si bien cualquier industria de equipos 
de energía limpia, una vez establecida 
en Costa Rica, se beneficiaría del acceso 
a los mercados de los principales pro-
ductores y comerciantes de productos 
de energía limpia, como la UE y China 
–Costa Rica ya tiene acceso libre de 
aranceles al mercado estadounidense a 

través del CAFTA–, también se benefi-
ciarían los demás miembros de la OMC 
y, así, nivelarían efectivamente el terre-
no en el que compiten. En este sentido, 
suscribir el ABA podría enviar una señal 
positiva importante a los inversores pri-
vados en términos de la previsibilidad 
de aranceles bajos o nulos.

Peso de las medidas no arancelarias

Las medidas no arancelarias que 
afectan a los equipos para la energía 
limpia constituyen barreras al comer-
cio más importantes que los aranceles 
y pueden incluir una amplia gama de 
medidas que se aplican al interior de las 
fronteras, como los estándares, las me-
didas de evaluación de la conformidad, 
los requisitos de contenido nacional 
y los obstáculos relacionados con las 
compras del gobierno. Por ejemplo, aun 
si un producto cumple con las normas 
internacionales, algunos países pue-
den exigir pruebas adicionales. Aunque 
sean incompatibles con las normas de la 
OMC, varios países –tanto desarrollados 
como en desarrollo– imponen conside-
rables requisitos de contenido nacional. 
Muchos restringen aún más sus merca-
dos de contratación pública de bienes 
y servicios de energía limpia. Además, 
otras medidas que son correctivas del 
comercio, como las antidumping y los 
derechos compensatorios, se utilizan 
cada vez más en el sector de la ener-
gía limpia, especialmente contra China 
en el caso de los paneles solares FV. Si 
bien estas medidas pueden utilizarse en 
respuesta a casos comprobados o per-
cibidos de dumping o de subsidios a los 
productos de energía limpia, también 
pueden usarse con fines proteccionis-
tas, al elevar el precio de los equipos de 
energía limpia. En mercados sensibles a 
los precios en las economías en desa-
rrollo, estas medidas podrían restringir 
aún más la expansión de las energías 
limpias.

GRÁFICO 1
PROMEDIO DE ARANCELES DE IMPORTACIÓN EN LOS PAÍSES DE ALC (PROMEDIO 
SIMPLE DE LOS ARANCELES NMF APLICADOS SOBRE 35 SUBPARTIDAS DEL SA 
QUE PROPICIAN EL COMERCIO DE BIENES DE ENERGÍAS RENOVABLES)

Fuente: Vossenaar (2016a). 
Nota: * significa países seleccionados.
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Oportunidades de acceso

Si bien la conclusión del ABA, y de 
muchos otros ACR, abrirá oportunida-
des de acceso a los mercados para los 
países de ALC, estos podrán aprovechar 
dichas oportunidades solo si se crea el 
ambiente propicio, tanto a nivel interno 
como internacional. Esto incluye políti-
cas, regulaciones e incentivos destina-
dos a desplegar un ambiente adecuado 
para la generación de energía limpia a 
nivel nacional y en el extranjero, tanto 
en demanda como en oferta. Las políti-
cas de apoyo a la generación de energía 
limpia incluyen tarifas de alimentación 
reguladas, incentivos fiscales, objetivos 
en materia de energías renovables y 
préstamos blandos. Del lado de la de-
manda, las políticas incluyen impuestos 
al carbono y la energía, la reforma de 
los subsidios a los combustibles fósiles, 
la obligación de comprar energía limpia 
para las entidades públicas y privadas, 
y créditos blandos para fomentar la ad-
quisición de equipos de energía limpia, 
como los paneles solares de techo. Es-
tas políticas también estarán entre las 
que adopten los países para lograr las 
metas de sus CDN. 

El efecto combinado de estas políti-
cas sería crear demanda de productos 
de energía limpia, incluso a través del 
comercio. Un buen ejemplo es el cre-
cimiento de las exportaciones de ener-
gía solar FV de China a Alemania, im-

pulsado por las tarifas de alimentación 
reguladas aplicadas por Alemania para 
ampliar la generación de energía solar 
en ese país (Jha, 2009). Muchos de es-
tos trabajos corresponderán al sector 
de los servicios derivados, como los de 
instalación, operación y mantenimiento, 
en los cuales inevitablemente se reque-
rirán puestos locales. No obstante, los 
gobiernos pueden considerar que la 
fabricación ecológica tiene una impor-
tancia estratégica y, por ende, perseguir 
la creación de empleos en la industria 
manufacturera, incluso en aquellas que 
están orientadas hacia la exportación. 
Cuando hagan esto, deberán tener en 
cuenta las normas vigentes de la OMC.

Compatibilidad con las normas de la 
OMC

Para fomentar la industria nacional 
en el sector de la energía limpia, varios 
países han recurrido a los requisitos de 
contenido nacional (RCN), que exigen 
que los productores de energía lim-
pia utilicen un determinado porcentaje 
de componentes fabricados en el país. 
Muchas veces las tarifas reguladas de 
alimentación y los subsidios, como los 
préstamos blandos a estos productores 
de energía, pueden estar supeditados 
a la utilización de equipos fabricados 
localmente. Por ejemplo, en Brasil, el 
Banco Nacional de Desarrollo ha esta-
blecido que el acceso a financiamiento 
barato para las empresas ganadoras de 
licitaciones de energía limpia esté suje-
to a la utilización de equipos fabricados 
en el país. Esto trajo aparejada una ex-
pansión de las cadenas de suministro en 
el sector eólico brasileño. Las medidas 
para reforzar la capacidad de la indus-
tria manufacturera en general, no espe-
cíficamente destinadas a un solo sector, 
serían compatibles con el Acuerdo so-
bre SMC de la OMC. 

En muchos países, se ha observado 
que la presencia de industrias comple-

mentarias puede 
ayudar al desarro-
llo de las industrias 
eólica y solar. Estas 
incluyen el acero y las 
industrias automotriz y 
aeronáutica para la ener-
gía eólica, la industria de se-
miconductores para los paneles FV 
y la industria del vidrio para la energía 
solar concentrada. Por ejemplo, la em-
presa brasileña Tecsis se volvió muy 
fuerte en el mercado por su fabricación 
de palas y cubos. Este crecimiento de 
la fuerza tecnológica de Brasil deriva de 
su capacidad tecnológica para la fabri-
cación de aeronaves, ya establecida con 
anterioridad (Jha, de próxima publica-
ción; Vilardaga, 2009). Además, los 
países también pueden querer explorar 
posibilidades de establecer centros o 
institutos de capacitación para mejorar 
las capacidades tanto para la fabrica-
ción industrial como para la prestación 
de servicios en áreas específicas de la 
cadena de valor de la energía limpia. 
Por ejemplo, India creó un instituto na-
cional de energía solar y eólica dentro 
de su Ministerio de Energías Nuevas y 
Renovables, para asistir a dicho minis-
terio en la implementación de la Misión 
Solar Nacional del país y coordinar las 
tareas de investigación, tecnología, 
desarrollo de capacidades, formación, 
consultoría, incubación y otras activida-
des relacionadas.1

El futuro del comercio transfronterizo

América Latina cuenta con una am-
plia zona geográfica muy rica en recur-
sos renovables. Además de desarrollar 
competencias en las cadenas de valor 
de bienes y servicios de energía lim-
pia, la exportación transfronteriza de 
electricidad limpia podría abrir nuevas 
oportunidades de inversión que per-
mitirían aprovechar las economías de 
escala creadas por mercados de elec-

tricidad más gran-
des. También les 
permitiría importar 

electricidad limpia a 
los países de la región 

que enfrentan restriccio-
nes en la producción de 

energía limpia para satisfacer 
sus CDN. Así, el comercio puede des-

empeñar un papel directo para permitir 
que los países de la región alcancen los 
objetivos de sus CDN a través de las im-
portaciones de electricidad y al mismo 
tiempo obtengan divisas provenientes 
de las exportaciones de esta, con los 
consiguientes beneficios económicos y 
laborales. Asimismo, esto podría ayudar 
a corregir las perturbaciones de la ofer-
ta y permitir un funcionamiento más 
estable y fiable de suministro eléctrico 
en la región, particularmente dadas las 
dificultades asociadas con el almacena-
miento (aunque se estén desarrollando 
tecnologías para esto, es probable que 
necesiten bastante tiempo para gene-
ralizarse y ser competitivas en térmi-
nos de costos). La región ya registra 
algún nivel de comercio transfronterizo. 
Paraguay vende la mayor parte de la 
electricidad que produce a Brasil. Uru-
guay (donde la participación de la elec-
tricidad generada a partir de energías 
renovables alcanzaba el 94% en 2014) 
exportó electricidad a Argentina du-
rante 2013 y 2014, y la empresa estatal 
UTE, junto con la brasileña Eletrobras, 
actualmente están probando una línea 
de transmisión de 500 MW (Vossenaar, 
2016a). Chile, el primer país latinoame-
ricano en alcanzar 1 GW de capacidad 
solar instalada, recientemente reactivó 
una línea de transmisión desde el norte 
de Chile a Argentina, allanando de este 
modo el camino para las exportaciones 
de electricidad solar (Díaz López, 2016).

También existen varios ejemplos de 
plantas de energía binacionales opera-
das por dos o más países de ALC, como 
la usina hidroeléctrica de Itaipú, operada 
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por Brasil y Para-
guay. Los mercados 
de electricidad de 
América Latina están 
organizados en torno 
a tres grandes bloques y 
hay una creciente coope-
ración entre y dentro de cada 
uno. Dichos bloques son: (I) el Sis-
tema de Interconexión Eléctrica para 
América Central, que incluye a Pana-
má, Costa Rica, Honduras, Nicaragua, El 
Salvador y Guatemala, y es un intento 
genuino de integración del mercado; 
(II) la Comunidad Andina, integrada 
por Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú, 
que está avanzando hacia algún grado 
de integración a través del Sistema de 
Interconexión Eléctrica Andina; y (III) el 
Cono Sur (Brasil, Argentina, Chile, Para-
guay y Uruguay), que se encuentra me-
nos conectado, pero tiene varios acuer-
dos de energía binacional que vinculan 
efectivamente la generación de energía 
a través de las fronteras (OCDE, 2014). 
La Iniciativa para la integración de la 
Infraestructura Regional Suramericana 
del Consejo Suramericano de Infraes-
tructura y Planeamiento, pretende –en-
tre otros proyectos– construir una red 
interconectada de enlaces de energía 
eléctrica a lo largo de América del Sur 
(Vossenaar, 2016a).

Una mayor integración de los mer-
cados de la electricidad en ALC re-
querirá inversiones en infraestructura, 
entre otras, en capacidad de transmi-
sión, capacidades regulatorias y marcos 
para responder a las necesidades de 
un mercado integrado (por ejemplo, en 
relación con los precios) y para garan-
tizar un nivel razonable de competen-
cia (por ejemplo, el acceso de los ge-
neradores del sector privado a la red) 
(OCDE, 2014). En muchas de estas es-
feras, los bancos multilaterales podrían 
desempeñar un papel importante, junto 
con las agencias de crédito privado y el 
Fondo Verde de la CMNUCC.

MAXIMIZAR LAS
OPORTUNIDADES

 
¿Qué elementos 

pueden minimizar los 
riesgos y maximizar las 

oportunidades para los 
países de ALC, al tiempo que 

se elabora una estrategia de mitiga-
ción del cambio climático y fomento del 
comercio y el desarrollo centrada en los 
bienes y servicios de energía limpia?

En primer lugar, los países de ALC 
podrían evaluar los principales sectores 
de energía limpia capaces de desempe-
ñar un papel importante en el logro de 
las metas de sus CDN y trazar un mapa 
de los bienes y servicios de energía lim-
pia específicamente involucrados en la 
cadena de valor.

En segundo lugar, identificar los có-
digos del SA, así como las descripciones 
(en el caso de los bienes) incluidas en 
las LAN detalladas en su clasificación 
aduanera nacional. Esto también permi-
tiría evaluar si es necesario crear nuevas 
líneas arancelarias nacionales a los efec-
tos de comerciar.

En tercer lugar, se podría trazar un 
mapa de las medidas de política interna 
vigentes para lograr la expansión de la 
energía limpia, que incluya las medidas 
destinadas a cumplir con las CDN. Tam-
bién podría realizarse un mapeo similar 
de las medidas comerciales, como los 
aranceles sobre ciertos bienes de ener-
gía limpia o las restricciones internas 
a los servicios de energía limpia, que 
afectan a todos los aspectos de la ca-
dena de valor.

En cuarto lugar, podría llevarse a 
cabo una evaluación de la “coherencia” 
de las CDN a fin de determinar si las 
medidas comerciales del país apoyan 
o restringen la expansión de la energía 
limpia, y si sus CDN son coherentes con 
las correspondientes medidas de polí-
tica nacional vigentes. Por ejemplo, un 
país puede determinar que tener aran-

celes muy altos sobre los inversores so-
lares y los componentes destinados al 
balance del sistema puede no ser útil 
si cuenta con otras políticas nacionales 
destinadas a expandir rápidamente la 
energía solar para cumplir con sus CDN. 
Una comprobación similar de coheren-
cia entre las medidas también puede ser 
necesaria si el país desea promover la 
fabricación nacional de paneles solares 
o turbinas eólicas. En estos casos, te-
ner aranceles aplicados sobre insumos 
como el polisilicio o los rodamientos 
necesarios para las turbinas hidráulicas 
puede elevar los costos para los fabri-
cantes nacionales. Este control de la 
coherencia debe iniciarse de manera 
conjunta por parte de los ministerios re-
levantes, por ejemplo, por el ministerio 
de medioambiente de cada país (a car-
go de supervisar las CDN), el ministerio 
de comercio (responsable de la formu-
lación de las políticas comerciales) o el 
ministerio de industria (encargado de 
las políticas que afectan a la industria 
manufacturera).

En quinto lugar, podría realizarse un 
control de compatibilidad con las nor-
mas de la OMC que revise las medidas 
de política energética del país y otras 
políticas destinadas a cumplir con sus 
CDN, como las medidas sectoriales es-
pecíficas y las estrategias de crecimien-
to verde. Esto permitiría determinar si 
dichas medidas pueden potencialmente 
violar las obligaciones asumidas en el 
marco de la OMC. Puede ocurrir que un 
ministerio introduzca medidas como los 
subsidios u otras de apoyo a las indus-
trias sin tener en cuenta las posibles im-
plicancias comerciales, sin coordinar sus 
acciones con el ministerio de comercio. 
Si no existe un sistema de coordinación 
establecido entre estos ministerios, se-
ría deseable establecerlo.

En sexto lugar, con respecto a los 
acuerdos comerciales bilaterales o plu-
rilaterales, los países pueden querer 
evaluar las barreras al comercio existen-

tes y en qué posición se encuentran los 
socios comerciales que están negocian-
do el acuerdo con respecto a los bienes 
y servicios de energía limpia, así como 
su importancia como fuente de impor-
taciones y exportaciones de bienes y 
servicios clave dentro de este sector. 
También sería de utilidad adoptar una 
perspectiva dinámica con respecto a 
estos socios en las negociaciones.

MUTUA CONFORMIDAD

En séptimo lugar, debe ponerse es-
pecial énfasis en el abordaje de las me-
didas no arancelarias en dichos acuer-
dos comerciales. Esto podría incluir, 
entre otras cosas, suscribir acuerdos de 
reconocimiento mutuo de las medidas 
de evaluación de la conformidad para 
los bienes de energía limpia (Sugathan, 
2016) o, incluso, acordar una moratoria 
sobre el uso de los remedios comercia-
les, como las medidas antidumping y los 
derechos compensatorios y salvaguar-
dias sobre los bienes de energía limpia 
(Horlick, 2014; Kasteng, 2014). En va-
rios acuerdos comerciales regionales ya 
hay antecedentes de dichas moratorias, 
como en el TLC entre Australia y Nueva 
Zelanda y en el TLC entre Canadá y Chi-
le (National Board of Trade, 2013).

En octavo lugar, los países de ALC 
pueden necesitar elegir en qué eslabón 
de la cadena de valor de la energía lim-
pia quieren insertarse, con una serie de 
consideraciones que incluyen los nive-
les existentes de capacidad manufactu-
rera de la industria nacional, los niveles 
de conocimientos y capacitación, el ac-
ceso a los recursos naturales, la partici-
pación en TLC bilaterales o regionales, 
y otras cuestiones similares. General-
mente, los países de menor desarrollo 
industrial pueden preferir empezar por 
los eslabones más bajos de la cadena 
de valor manufacturera, en productos 
como las partes y los componentes, o 
en actividades de montaje, para luego 
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ascender en la cadena de valor a medida 
que desarrollan más capacidades. Crear 
un entorno propicio para la industria ma-
nufacturera en general y para la especia-
lización en la fabricación de componen-
tes básicos, como el acero, el vidrio, los 
semiconductores y otros similares, puede 
ayudar a establecer equipos de energía 
limpia con más facilidad.

En noveno lugar, los servicios impor-
tantes para el desarrollo de la energía lim-
pia no deben descuidarse y deben ser co-
herentes con la estrategia adoptada para 
el comercio de bienes de energía limpia, 
ya que muchas veces ambos forman par-
te de los proyectos de este tipo de ener-

gía. Los conocimientos y la capacitación 
son esenciales, y el establecimiento de 
institutos de formación especializados 
y de programas flexibles destinados al 
sector de la energía limpia favorecería la 
creación de empleo y les permitiría a los 
países beneficiarse de las oportunidades 
comerciales que surgen en los sectores 
tanto de bienes como de servicios.

Por último, una estrategia de financia-
miento y desarrollo de las capacidades –
ya sea para desarrollar instituciones, mar-
cos regulatorios o infraestructura– será 
un factor crítico y puede contribuir a al-
canzar las metas climáticas, comerciales 
y de desarrollo en los países de ALC. 

PROGRESOS DE LA
CUMBRE DE MARRAKECH  

La 22.a reunión de la Conferencia de las Partes de la Convención Marco de 
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático tuvo lugar del 7 al 18 de no-
viembre de 2016 en Marruecos, pocos días después de la entrada en vigor 
del Acuerdo de París. Justamente la Proclamación de Acción de Marrakech 
celebra el impulso que se vive a nivel mundial en la lucha contra el cambio 
climático, y que se considera irreversible.
La reunión de Marrakech logró uno de sus objetivos importantes: hacer un 
mapa de ruta para definir las reglas que permitirán el funcionamiento pleno 
del Acuerdo de París (el llamado Paris Rulebook) antes de 2018. Dicho año 
será clave para que los países “calibren” sus planes bajo el Acuerdo de París, 
ya que en 2020 se deberán presentar nuevas contribuciones determinadas a 
nivel nacional (CDN).
La Cumbre brindó importancia a la necesidad de proveer fondos para la adap-
tación al cambio climático de los países más vulnerables, uno de los pocos 
títulos de la primera decisión de la primera reunión de las Partes del Acuerdo 
de París (CMA1).
Además, se pidió ahondar los esfuerzos de mitigación, que se movilicen los 
fondos comprometidos, en especial los necesarios para que los países más 
vulnerables puedan hacer frente a los impactos del cambio del clima. Asimis-
mo, cuatro países europeos anunciaron nuevas contribuciones al Fondo de 
Adaptación creado en 2001.
El acuerdo busca también mejoras en la transparencia de las mediciones y 
la contabilidad de las reducciones de las emisiones, para lo cual se ha hecho 
operativo el Comité de París sobre el Fomento de la Capacidad. Este comité 
ayudará a crear capacidad para emprender acciones por el clima en países en 
desarrollo.
Once donantes de países desarrollados comprometieron US$ 50 millones 
para tal fin. Algunos países acordaron destinar US$ 23 millones al Centro y 
Red de Tecnología del Clima (CRTC), que apoya a los países en desarrollo en 
temas de transferencia de tecnología para el clima.
También se acordó un plan quinquenal para las pérdidas y daños, que se ocu-
pará de impactos que no son abordados mediante la adaptación. Por ejemplo, 
el desplazamiento, la migración y movilidad humana y la gestión integral de 
riesgos.
En definitiva, hubo progresos en Marrakech, aunque queda mucho trabajo por 
hacer para lograr que las contribuciones nacionales alcancen cero emisiones 
netas a mitad del siglo, y evitar así que la temperatura promedio del planeta 
aumente por encima de los 2°C a fin de siglo con respecto a los niveles prein-
dustriales.
Para el año 2017 está prevista que la Cumbre sobre cambio climático se lleve 
adelante en la ciudad de Bonn, Alemania, y que se evalúen allí los progresos 
que tuvieron lugar desde los encuentros de París y Marrakech.

POLÍTICA COMERCIAL

NOTA 
1 Instituto Nacional para la Energía Solar del Minis-
terio de Energías Nuevas y Renovables de la India. 

http://mnre.gov.in/centers/about-sec-2/.
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A partir de mediados de 1990 y prin-
cipios de 2000, un número creciente 
de tratados de libre comercio (TLC) y 
acuerdos de integración económica 
(AIE) han incluido aspectos medioam-
bientales en el texto del acuerdo o bien 
van acompañados de un acuerdo sepa-
rado sobre el medioambiente, como en 
el caso del TLC de América del Norte 
(TLCAN). El principal objetivo de incluir 
disposiciones ambientales suele ser 
prevenir que el desmantelamiento de 
las barreras comerciales y el consecuen-
te aumento del comercio no tengan un 
efecto negativo en la calidad ambiental 
de los países firmantes. El objetivo de 
este artículo es presentar una visión ge-
neral del contenido ambiental que se in-
cluye en los textos legales de los TLC de 
nueva generación y evaluar los posibles 
efectos sobre una serie de indicadores 
medioambientales. 

Desde principios de la década 
de los noventa, las interacciones en-
tre comercio internacional y calidad 
medioambiental han sido ampliamen-
te reconocidas en las áreas de estudio 
de economía internacional y relaciones 
internacionales y consideradas tanto 
en las negociaciones de tratados de 

comercio, como en las de integración 
económica, en un sentido amplio. En el 
acuerdo de Río+20 en 1992 ya se indicó 
que la protección medioambiental se 
consideraba necesaria para garantizar 
la sostenibilidad del crecimiento eco-
nómico de los países. Asimismo, entre 
los países centroamericanos y EE. UU. 
existen acuerdos regionales de coope-
ración en medioambiente, no necesa-
riamente vinculados al comercio, desde 
mediados de 1990.

Al mismo tiempo, el número de 
acuerdos comerciales que han entra-
do en vigor en las últimas dos décadas 
ha crecido de forma considerable, con 
más de 250 TLC en 2016, de los cua-
les un número creciente tiende a incluir 
disposiciones que se extienden a otras 
áreas, como el medioambiente y el ám-
bito de protección laboral. El gráfico 1 
muestra el número de TLC acumula-
do desde mediados de los noventa, 
como también la cifra correspondiente 
a los TLC que incluyen disposiciones 
medioambientales (DM) o acuerdos 
medioambientales paralelos. Las cifras 
acumuladas correspondientes al año 
2014 indican que aproximadamente un 
25% de los acuerdos incluyen DM. El 

En este trabajo se analizan las disposiciones medioambientales 
(DM) incluidas en los tratados de libre comercio (TLC), y en espe-
cial en aquellos firmados por países en el continente americano 
en las últimas décadas. En primer lugar, se presenta una visión 
general del contenido ambiental que se incluye en los textos le-
gales de los TLC de nueva generación y se detallan ejemplos de 
disposiciones específicas. En segundo lugar, se evalúan los posi-
bles efectos de la inclusión de disposiciones ambientales sobre 
las emisiones de gases de efecto invernadero y de efecto local. 
Los principales resultados indican que los TLC con disposiciones 
ambientales parecen contribuir a reducir la contaminación en los 
países firmantes. 

gráfico también muestra el número de 
acuerdos que incluyen disposiciones 
laborales para comparar la importancia 
relativa de ambos tipos de contenido. 
Alrededor de un 21% de los TLC tratan 
aspectos de protección laboral o social. 
La cifra de acuerdos más inclusivos ha 
ido creciendo a lo largo del tiempo, so-
bre todo a partir del 2005. Desde 2007, 
la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económico (OCDE) ha ve-
nido realizando revisiones periódicas 
de cómo los aspectos medioambienta-
les han sido tratados en los TLC (OECD, 
2007) y compilando un inventario de 
TLC con disposiciones medioambienta-
les. En los estudios en curso, la OCDE 
está promoviendo los análisis econo-
métricos para evaluar si la inclusión de 
las DM en los acuerdos reduce las emi-
siones de gases y mejora la calidad am-
biental en los países firmantes.

Cabe destacar que hasta la fecha 
son muy pocos los estudios cuantitati-
vos que han tratado de evaluar ex post 
la efectividad de dichas DM. En el ám-
bito académico, dos estudios empíricos 
basados en modelos econométricos 
se han realizado sobre el tema (Ghosh 
y Yamarik, 2006; Baghdadi, Martinez-
Zarzoso y Zitouna, 2013), de los cuales 
solo el segundo distingue entre TLC 
con y sin DM, mientras que el primero 
evalúa los efectos sobre el medioam-

biente de los TLC en general y utiliza 
datos de emisiones en 1990. Los prin-
cipales resultados de Ghosh y Yama-
rik (2006) muestran que la adhesión a 
los TLC reduce la contaminación, pero 
el efecto es indirecto y se deriva del 
efecto positivo que el aumento del co-
mercio tiene sobre el ingreso per cápi-
ta, y este a su vez sobre la calidad del 
medioambiente. En cambio, no se en-
cuentra evidencia de la existencia de un 
efecto directo. Baghdadi et al. (2013) 
sí distinguen entre acuerdos con y sin 
DM durante el período 1980-2008 y ob-
tienen evidencia de la existencia de un 
efecto directo de la adhesión a los TLC 
sobre la reducción de emisiones de CO2, 
pero solo para aquellos TLC con DM y 
no para los que no incluyen aspectos 
medioambientales1. El estudio está ba-
sado en una metodología generalmente 
aceptada en economía para identificar 
que el efecto sea causal y que no indi-
que simplemente una correlación posi-
tiva sin identificar la causalidad. Usamos 
variables instrumentales y el estimador 
de efectos fijos (datos de panel). En una 
primera etapa, se estima el comercio a 
partir de una ecuación gravitacional en 
la que el comercio bilateral es explica-
do con determinantes geográficos, y un 
modelo de crecimiento es utilizado para 
estimar la variable “renta per cápita”, si-
guiendo a Baghdadi et al. (2013). En una 
segunda etapa, se estima la ecuación de 
los determinantes de las emisiones de 
gases con datos de panel y efectos fijos, 
y se incorporan las predicciones obteni-
das en la primera etapa para comercio y 
renta per cápita. Este uso combinado de 
técnicas y variables instrumentales faci-
lita la identificación del efecto causal2.  

En este trabajo se actualizan los re-
sultados obtenidos por Baghdadi et al. 
(2013) para CO2, y se extienden para in-
cluir los efectos sobre otros tres indica-
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TRATADOS DE

LIBRE COMERCIO SE HAN 
FIRMADO EN LAS ÚLTIMAS 

DÉCADAS
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dores medioambientales y para un pe-
ríodo que va desde 1970 hasta 2011 para 
CO2, desde 1970 hasta 2008 para SO2 y 
NOx, y el período 1999-2011 para PM2.5.

Otros estudios ex post de la efecti-
vidad de las disposiciones ambientales 
de los acuerdos comerciales incluyen 
una evaluación del TLC CAFTA-DR rea-
lizada por la Organización de Estados 
Americanos (OAS, 2011) y dos evalua-
ciones periódicas del TLC UE-Chile en-
cargadas por la Comisión Europea (Er-
gon Associates, 2011; ITAQA Sarl, 2012). 
Los principales resultados del primer 
estudio destacan la contribución del 
TLC a la mejora de la coordinación ins-
titucional, como también avances signi-
ficativos en la capacidad de ejecución 
de evaluación de impacto ambiental, y 
la formación de vínculos entre los pro-
veedores de productos certificados y 
los consumidores. Los resultados del 
estudio sobre el acuerdo UE-Chile indi-
can que el impacto sobre el uso de los 
recursos naturales y la degradación del 
medioambiente parece ser marginal, 
mientras que mediante la imposición 
de normas ambientales más estrictas, el 
comercio con la Unión Europea (y por 
lo tanto también con Estados Unidos, 
Canadá y Japón) ha contribuido positi-
vamente a la reducción de la intensidad 
de la contaminación de la producción 
de algunos sectores.

A continuación, en la sección 2 se 
revisa el contenido medioambiental de 
acuerdos específicos enfatizando las 
diferencias entre acuerdos dependien-

do del país promotor de los mismos. 
La sección 3 presenta la metodología 
utilizada para evaluar los efectos de 
las disposiciones medioambientales 
sobre las emisiones de gases contami-
nantes y la sección 4 muestra los prin-
cipales resultados de impacto sobre el 
medioambiente. Finalmente, la sección 
5 presenta las principales conclusiones 
e identifica temas de interés para futu-
ras investigaciones.

PROTECCIÓN AMBIENTAL,
COMERCIO E INTEGRACIÓN 

En esta sección se realizará una re-
visión general de los TLC con contenido 
medioambiental, haciendo especial re-
ferencia a los TLC en los que participan 
países del continente americano. 

El contenido medioambiental de 
los TLC tiene por finalidad proteger el 
medioambiente y establecer vías de co-
laboración en cuestiones ambientales. 
Por ejemplo, el artículo 3 en el acuerdo 
de cooperación medioambiental entre 
Canadá y Chile afirma: “Cada parte ga-
rantizará que sus leyes y reglamentos 
prevean altos niveles de protección am-
biental y se esforzará por mejorar di-
chas leyes y reglamentos”, mientras que 
el artículo 6 se refiere a la aplicación de 
las regulaciones ambientales y el artícu-
lo 8 contempla la creación de la Comi-
sión Chile-Canadá para la Cooperación 
Ambiental a cargo de la aplicación del 
acuerdo. Por otro lado, los acuerdos de 
la UE con sus socios tienden a incluir 
un capítulo dedicado al desarrollo sos-
tenible, como por ejemplo el acuerdo 
UE-CARICOM, el cual en el artículo 6 
reconoce que las partes en el acuerdo 
tienen la autonomía para establecer sus 
propios niveles de protección ambien-
tal. Gallagher y Serret (2011) propor-
cionan ejemplos detallados de las dis-
posiciones ambientales incluidas más 
frecuentemente en los TLC. La amplitud 
y carácter vinculante de las disposicio-

nes varía ampliamente según el acuer-
do. La amplitud de las disposiciones se 
refiere al número de diferentes aspec-
tos ambientales que están incluidos en 
el texto legal y el carácter vinculante se 
refiere a los aspectos relacionados con 
los mecanismos de aplicación incluidos 
en las disposiciones, es decir si son vin-
culantes o son solo recomendaciones. 
Como mínimo, los nuevos acuerdos 
comerciales regionales tienden a incor-
porar las cuestiones ambientales en el 
preámbulo o en algunos artículos que 
regulan cuestiones de inversión o ex-
cepciones. Otros TLC incluyen un capí-
tulo dedicado exclusivamente a asuntos 
ambientales. 

Tal y como se muestra a continuación, 
las disposiciones ambientales pueden 
variar ampliamente entre los TLC. Los di-
ferentes tipos de disposiciones ambien-
tales que se suelen incluir en los TLC se 
han dividido en las siguientes siete ca-
tegorías: Preámbulo, Capítulo, Acuerdo 
Colateral, Excepciones y Solución de Di-
ferencias, Nivel de Protección Alto (Dere-
cho Ambiental), Cooperación y Acuerdos 
Medioambientales Multilaterales. 

El gráfico 2 muestra el número de 
TLC por tipo de categorías a lo largo del 
tiempo. Cabe destacar que fue en 1994 
con la entrada en vigor del TLCAN cuan-
do los países desarrollados, liderados 
por Estados Unidos y la Unión Europea, 
comenzaron a considerar las interac-
ciones entre medioambiente y comer-
cio y la necesidad de regular aspectos 
medioambientales a nivel regional. Di-
cha necesidad se materializa especial-
mente en caso de acuerdos firmados 
con países en los que las regulaciones 
nacionales o más en general el ámbito 
institucional nacional no contienen los 
elementos necesarios para regular de 
forma efectiva externalidades negati-
vas relacionadas con la degradación 
medioambiental. Cabe destacar en el 
gráfico que las disposiciones que más 
proliferan son la inclusión de DM en el 

preámbulo y en el capítulo de excepcio-
nes, como también aspectos de coope-
ración ambiental. En cuanto a la evolu-
ción temporal, hay una tendencia en los 
acuerdos más recientes a incluir un capí-
tulo sobre el medioambiente en el texto 
principal del acuerdo, en lugar de firmar 
acuerdos colaterales sobre el tema.

A continuación, se presentan en el 
cuadro 1 los TLC firmados por países en 
el continente americano, distinguiendo 
entre aquellos que tienen DM y los que 
no tratan aspectos medioambientales 
en ningún ámbito.

Tanto Canadá como EE. UU. han 
sido promotores de la inclusión de DM 
en TLC, en algunos casos con acuer-
dos medioambientales paralelos y más 
recientemente con capítulos específi-
cos sobre el medioambiente incluidos 
en el texto general de los acuerdos. 
También la UE ha seguido una línea 
similar, sin embargo los términos em-
pleados se refieren a “desarrollo soste-
nible” y el contenido medioambiental 
se basa sobre todo en aspectos de co-
laboración y asistencia técnica y finan-
ciera, sin enfatizar la penalización del 
incumplimiento con sanciones, como 
es el caso de los acuerdos propuestos 
por EE. UU. Sin embargo, cabe desta-
car que no existen ejemplos en los que 
se hayan hecho efectivas las sanciones 
que se prevén cuando un país firmante 
viola las regulaciones medioambienta-
les del acuerdo. Por otra parte, México 
cuenta con diez TLC en vigor en 2014 
y, dada su participación en TLCAN, 
también ha sido proponente de la in-
clusión de DM en algunos de los TLC 
en los que participa.

Desde mediados de los años 90, 
Chile también comenzó a incorporar 
disposiciones medioambientales en los 
TLC. Aunque en su caso el alcance y 
la profundidad de estas disposiciones 
varían significativamente entre trata-
dos. Los acuerdos con Canadá, EE. UU. 
y el Acuerdo Transpacífico de Asocia-

DE LOS TLC
TRATAN ASPECTOS

DE PROTECCIÓN
LABORAL O SOCIAL 

21%

ACUERDOS COMERCIALES
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ción Económica Estratégica (TPP, por 
su sigla en inglés) incorporan las dis-
posiciones más completas relativas al 
medioambiente e incluyen capítulos o 
acuerdos paralelos sobre cooperación 
ambiental. Las disposiciones ambien-
tales clave de los acuerdos firmados 
recientemente incluyen disposiciones 
ambientales en el preámbulo y coope-
ración ambiental y, por ejemplo, el TLC 
Chile-China establece que las partes es-
tán de acuerdo para mejorar la comuni-
cación y la cooperación en materia de 
trabajo, seguridad social y medioam-
biental a través del Memorando de En-
tendimiento de Cooperación Laboral y 
de Seguridad Social, y el Acuerdo de 
Cooperación Ambiental. Por otra parte, 
el TPP entre Chile, Nueva Zelanda, Sin-
gapur y Brunéi Darusalam hace referen-
cia al medioambiente en el preámbulo, 
y el Acuerdo de Cooperación Ambiental 
paralelo tiene como objetivo fomentar 
las políticas ambientales adecuadas 
y mejorar las capacidades para abor-

dar mejor las cuestiones ambientales 
a través de la cooperación y el diálogo. 
Las partes reafirman su intención de 
garantizar un alto nivel de protección 
del medioambiente y cumplir con sus 
respectivos compromisos ambientales 
multilaterales; además de reconocer 
que no es apropiado utilizar la legisla-
ción ambiental con fines comerciales 
proteccionistas. 

Chile ha firmado recientemen-
te TLC con Panamá, Colombia, Perú, 
Guatemala, Malasia y Nicaragua, Hong 
Kong y Vietnam. Por ejemplo, en el 
acuerdo con Perú se hace referencia al 
medioambiente en el Preámbulo y en 
los capítulos 10 (Obstáculos técnicos 
al comercio), 11 (Inversión) y 17 (Excep-
ciones). El TLC con Panamá incorpora 
las disposiciones ambientales en un 
acuerdo complementario, muy similar 
al TPP; mientras que el TLC Chile-Co-
lombia incorpora un capítulo específi-
co sobre el medioambiente con dispo-
siciones similares.

ACUERDOS COMERCIALES

Como ejemplos de acuerdos entre 
países de Latinoamérica, en el primer 
recuadro se muestran las disposiciones 
relacionadas con el medioambiente que 
incluye el TLC Panamá-El Salvador y el 
segundo recuadro muestra las correspon-
dientes al acuerdo entre Chile y Colombia.

METODOLOGÍA PARA EVALUAR LA 
EFECTIVIDAD DE LOS TLC 

En esta sección se presenta la me-
todología utilizada para analizar los 
efectos sobre una serie de indicado-
res de calidad ambiental comparando 
acuerdos con y sin DM. Los indicadores 
medioambientales incluyen emisiones 
de gases de efecto invernadero y de 
efecto local.

Para poder separar el efecto puro 
del comercio del efecto de las políticas 
comerciales, se estima una ecuación 
de gravedad que incluye componentes 
geográficos y culturales. Los flujos bila-
terales de comercio por unidad de ren-

ta vienen determinados por el nivel de 
población de los países que comercian, 
con los costes de transporte (distancia 
que separa a los países) y una serie de 
factores que facilitan o dificultan el co-
mercio, entre ellos tener una frontera 
común, idioma común o lazos colonia-
les, salida al mar, etcétera. 

Las predicciones obtenidas del mo-
delo se incorporan posteriormente al 
modelo que explica los determinantes 
de las emisiones, que se especifica a 
continuación. El modelo gravitacional 
ha sido estimado utilizando las técnicas 
más recientes de datos de panel. 

El modelo utilizado explica las emi-
siones de gases en función de una serie 
de variables que pretenden reflejar los 
efecto escala, efecto técnica y efecto 
composición que se han utilizado des-
de que Grossman y Krueger (1991) les 
dieron el nombre en su evaluación de 
los impactos medioambientales del TL-
CAN. Siguiendo Baghdadi et al. (2013), 
el modelo viene dado por:

GRÁFICO 1
NÚMERO ACUMULADO DE TLC POR FECHA DE ENTRADA EN VIGOR 

GRÁFICO 2
NÚMERO DE TLC CON DISPOSICIONES AMBIENTALES 
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Fuente: Elaboración propia basada en el contenido de los textos legales de 67 TLC.
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Nota: DL indica disposiciones laborales y DM, disposiciones medioambientales. 
Fuente: Organización Mundial de Comercio (RTA Gateway) y elaboración propia.
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TLC

PANAMÁ-CHILE 
PANAMÁ-COSTA RICA (PANAMÁ-AMÉRICA CENTRAL) 
PANAMÁ-HONDURAS (PANAMÁ-AMÉRICA CENTRAL)
PANAMÁ-GUATEMALA (PANAMÁ-AMÉRICA CENTRAL) 
PANAMÁ-NICARAGUA (PANAMÁ-AMÉRICA CENTRAL)
PANAMÁ-PERÚ
PERÚ-CHILE 
PERÚ-SINGAPUR
PERÚ-CHINA 
PERÚ-COREA
PERÚ-MÉXICO
MERCADO COMÚN DEL SUR (MERCOSUR) 
ACUERDO TRANSPACÍFICO DE ASOCIACIÓN
ECONÓMICA ESTRATÉGICA (TPP)
TURQUÍA-CHILE 
EE. UU.-ISRAEL
EE. UU.-JORDANIA 
EE. UU.-CHILE 
EE. UU.-SINGAPUR 
EE. UU.-AUSTRALIA 
EE. UU.-MARRUECOS
EE. UU.-BARÉIN 
EE. UU.-OMÁN 
EE. UU.-PERÚ 
EE. UU.-COLOMBIA
EE. UU.-PANAMÁ

TIPO

TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE 
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
CU Y AIE
TLC Y AIE

TLC
TLC
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE

ENTRADA 
EN VIGOR
23-NOV-08
09-ENE-09
20-JUN-09
21-NOV-09 
21-NOV-09
01-MAY-12
01-MAR-09
01-AGO-09
01-MAR-10
01-AGO-11
01-FEB-12
29-NOV-91 (G)
28-MAY-06

01-MAR-11
19-AGO-85
17-DIC-01
01-ENE-04
01-ENE-04
01-ENE-05
01-ENE-06
01-AGO-06
01-ENE-09
01-FEB-09
15-MAY-12
31-OCT-12

Nota: TLC con disposiciones ambientales (DM) están en negrita. (G) denota un acuerdo sobre 
bienes en los casos en los que la fecha del acuerdo sobre servicios es posterior.
Fuente: Elaboración propia utilizando la información de la página web de la OMC. 

donde: IM denota el correspondiente 
indicador medioambiental (PM2.5, SO2, 
NOx y CO2)

3, Pob denota población, 
Area4 denota el área del país en km2, PIB 
denota renta del país, AE denota aper-
tura comercial, y TLC_DM y TLC_NDM 
denotan el número de acuerdos comer-
ciales firmados por cada país i con sus 
socios comerciales (j) cada año con y 
sin DM, respectivamente. 

La técnica de estimación utilizada 
es el estimador de datos de panel con 
efectos fijos por país (estimador intra-
grupos), que explica la variación de las 

emisiones de cada país a lo largo del 
tiempo con respecto a su media5. De 
este modo, se eliminan todos los fac-
tores que varían por país y son cons-
tantes en el tiempo (heterogeneidad 
inobservable), y esto evita problemas 
de endogeneidad. De hecho, el test de 
endogeneidad de la variable objetivo 
(TLC_DM) mediante la adición de la va-
riable en el período (t+1) como regresor 
en el modelo indica que el coeficiente 
correspondiente no es estadísticamente 
diferente de cero. 

Los resultados en el cuadro 2 in-
dican que el coeficiente de la variable 
TLC_DM es negativo y significativo (al 
nivel del 1% y 5%) para los cuatro con-
taminantes considerados. Para PM2.5, 
la magnitud del coeficiente indica que 
por cada TLC adicional con contenido 

CUADRO 1
TLC DE LOS PAÍSES DEL CONTINENTE AMERICANO CON Y SIN CONTENIDO 
MEDIOAMBIENTAL

TLC

COMUNIDAD ANDINA (CAN: BOLIVIA, COLOMBIA, ECUADOR, PERÚ)
CHILE-AUSTRALIA
CANADÁ-CHILE
CANADÁ-ISRAEL
CANADÁ-COSTA RICA
CANADÁ-PERÚ
CANADÁ-COLOMBIA
CANADÁ-JORDANIA
CANADÁ-PANAMÁ
CANADÁ-COREA
CANADÁ-HONDURAS
COMUNIDAD CARIBEÑA Y MERCADO COMÚN (CARICOM)
CHILE-MÉXICO 
CHILE-COSTA RICA (CHILE-AMÉRICA CENTRAL) 
CHILE-EL SALVADOR (CHILE-AMÉRICA CENTRAL) 
CHILE-CHINA 
CHILE-JAPÓN 
CHILE-HONDURAS (CHILE-AMÉRICA CENTRAL) 
CHILE-PANAMÁ
CHILE-COLOMBIA 
CHILE-GUATEMALA (CHILE-AMÉRICA CENTRAL) 
CHINA-COSTA RICA
CHILE-MALASIA
CHILE-NICARAGUA (CHILE-AMÉRICA CENTRAL)
HONG KONG, CHINA-CHILE
CHILE-VIETNAM
COSTA RICA-PERÚ
COSTA RICA-SINGAPUR
COLOMBIA-MÉXICO
COLOMBIA-TRIÁNGULO NORTE (EL SALVADOR, GUATEMALA, HONDURAS) 
REPÚBLICA DOMINICANA-AMÉRICA CENTRAL
REPÚBLICA DOMINICANA-AMÉRICA CENTRAL-ESTADOS UNIDOS 
(CAFTA-DR) 
EFTA-MÉXICO 
EFTA-CHILE 
EFTA-CANADÁ 
EFTA-COLOMBIA
EFTA-PERÚ
EU-MÉXICO 
EU-CHILE 
UE-COLOMBIA-PERÚ
UE-CARIFORUM 
UE-AMÉRICA CENTRAL
ISRAEL-MÉXICO 
JAPÓN-MÉXICO 
JAPÓN-PERÚ
COREA-CHILE 
MÉXICO-URUGUAY
MÉXICO-AMÉRICA CENTRAL (COSTA RICA, EL SALVADOR, 
GUATEMALA, HONDURAS Y NICARAGUA)
TRATADO DE LIBRE COMERCIO NORTE AMERICANO (TLCAN) 
PANAMÁ-EL SALVADOR (PANAMÁ-AMÉRICA CENTRAL)
PANAMÁ-SINGAPUR

TIPO

CU
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC
TLC
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
CU Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE

TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC
TLC Y AIE
TLC
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE

TLC Y AIE
TLC Y AIE
TLC Y AIE

ENTRADA 
EN VIGOR
25-MAY-88
06-MAR-09
05-JUL-97
01-ENE-97
01-NOV-02
01-AGO-09
15-AGO-11
01-OCT-12
01-ABR-13
01-ENE-15
01-OCT-14
01-AGO-73 (G) 
01-AGO-99
15-FEB-02
01-JUN-02
01-OCT-06 (G) 
03-SEP-07
19-JUL-08
7-MAR-08
08-MAY-09
23-MAR-10
01-AGO-11
25-FEB-12
19-OCT-12
09-OCT-14
01-ENE-14
01-JUN-13
01-JUL-13
01-ENE-95
12-NOV-09
04-OCT-01
01-MAR-06

01-JUL-01
01-DIC-04
01-JUL-09
01-JUL-11
01-JUL-11
01-JUL-00 (G)
01-FEB-03 (G) 
01-MAR-13
01-NOV-08
01-AGO-13
01-JUL-00
01-ABR-05
01-MAR-12
01-ABR-04
15-JUL-04
01-SEP-12

01-ENE-94
11-ABR-03
24-JUL-06

(1)
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CUADRO 2
RESULTADOS DE LA ESTIMACIÓN DE LOS DETERMINANTES DE LAS EMISIONES

VARIABLE

 
TLC_DM

TLC_NDM

LN_POB

LN_PIB POR HABITANTE

(LN_PIB POR HABITANTE)2

LN_APERTURA COMERCIAL 
(PREDICCIÓN)
R2-INTRAGRUPOS
NÚMERO DE OBSERVACIONES
NÚMERO DE PAÍSES

(1)
PM2.5
 
-0,00306***
[0,00088]
0,0013
[0,0013]
-0,531***
[0,239]
1,935***
[0,529]
-0,120***
[0,0298]
0,00171***
[0,0004]
0,174
570
48

(2)
SO2
 
-0,0217***
[0,00709]
-0,00378
[0,00303]
1,051***
[0,258]
0,709**
[0,342]
-0,009
[0,0236]
0,0264
[0,019]
0,237
5.290
176

(3)
NOx
 
-0,011**
[0,0047]
-0,00326
[0,00293]
0,0247
[0,193]
0,305
[0,278]
0,012
[0,0203]
0,00523
[0,0176]
0,147
5.318
177

(4)
CO2
 
-0,00676***
[0,00103]
-0,000219
[0,000843]
0,112***
[0,0414]
1,693***
[0,0825]
-0,0573***
[0,00562]
0,0192
[0,0117]
0,321
5.729
177

Nota: *** y ** indican significatividad al 1 y 5% respectivamente. El período en (1) va desde 1999 
hasta 2011, en (2) y (3) desde 1970 hasta 2008, y en (4) desde 1970 hasta 2011, dependiendo de 
la disponibilidad de los datos.
Fuente: OCDE para PM2.5, Indicadores de desarrollo Mundial (BM) para SO2, NOx y CO2, apertura 
comercial, renta per cápita, población y área. Los datos de comercio bilateral han sido obtenidos 
de UN_COMTRADE. Las demás variables en el modelo de gravedad provienen de CEPPI.

medioambiental la concentración me-
dia de PM2.5 ponderada por población 
disminuye en torno al 0,3%, mientras 
que para SO2, NOx y CO2 la disminución 
correspondiente de emisiones per cá-
pita es de 2%, 0,1% y 0,6%, respectiva-
mente. El coeficiente negativo y signi-
ficativo de TLC_DM indica que los TLC 
con disposiciones ambientales o acuer-
dos paralelos reducen las emisiones de 
gases contaminantes. Sin embargo, el 
coeficiente de TLC_NDM no es estadís-

ticamente diferente de cero en ninguna 
de las regresiones, lo que indica que, 
en el caso de acuerdos sin contenido 
medioambiental, no se encuentra una 
relación directa entre su ratificación y la 
disminución de emisiones. 

Con respecto a las demás variables 
incluidas en el modelo, un aumento del 
comercio (apertura comercial) aumen-
ta las emisiones de PM2.5, sin embargo 
el efecto es marginal. Un aumento de 
la apertura comercial de un 10% incre-
menta la concentración de emisiones en 
0,01% y no se encuentra relación esta-
dística entre el comercio y los demás in-
dicadores. Por tanto, no se observa que 
el aumento del comercio incremente las 
emisiones de gases.

En cuanto a los coeficientes del PIB 
por habitante y PIB por habitante al cua-
drado, el segundo factor se incluye para 
analizar si existe una relación no lineal 
entre emisiones por habitante y renta, 
es decir, que las emisiones crecen con la 
renta hasta un determinado nivel y lue-

BENEFICIOS
AMBIENTALES

TIENEN LUGAR
MÁS ALLÁ DE LO QUE

OCURRA CON LA
ACTIVIDAD ECONÓMICA

CONTENIDO AMBIENTAL EN EL TLC PANAMÁ-EL SALVADOR

Firmado en marzo de 2002, entró en vigor en 2003 y hace referencias al 
medioambiente únicamente en el preámbulo, en el capítulo de medidas 
sanitarias y fitosanitarias y en el de inversión. 

PREÁMBULO:
El párrafo dedicado al medioambiente indica como objetivo del TLC: “Promo-
ver el desarrollo económico de manera congruente con la protección y conser-
vación del medioambiente, así como con el desarrollo sostenible”. 

CAPÍTULO 8: MEDIDAS SANITARIAS Y FITOSANITARIAS 
Artículo 8.07. Evaluación del Riesgo y Determinación del Nivel Adecuado de 
Protección Sanitaria y Fitosanitaria 
c) al evaluar el riesgo sobre una mercancía, y al establecer su nivel adecuado 
de protección, las Partes tomarán en cuenta, entre otros factores, las condicio-
nes ecológicas y ambientales pertinentes.

CAPÍTULO 10: INVERSIÓN
Artículo 10.15: Medidas Relativas al Medio Ambiente 
1. Ninguna disposición del presente Capítulo se interpretará como impedimen-
to para que una Parte adopte, mantenga o ponga en ejecución cualquier medi-
da, consistente con este Capítulo, que considere apropiada para asegurar que 
las actividades de inversión en su territorio observen la legislación ecológica o 
medioambiental en esa Parte. 
2. Las Partes reconocen que es inadecuado alentar la inversión por medio de 
un relajamiento de las medidas internas aplicables a la salud o la seguridad, 
o relativas a la ecología o el medioambiente. En consecuencia, ninguna Parte 
eliminará o se comprometerá a eximir de la aplicación de esas medidas a la 
inversión de un inversionista como medio para inducir el establecimiento, la 
adquisición, la expansión o conservación de la inversión de un inversionista en 
su territorio. Si una Parte estima que la otra Parte ha alentado una inversión de 
tal manera, podrá solicitar consultas con esa otra Parte. 
A diferencia de los acuerdos promovidos por EE. UU. o Canadá, este es un 
ejemplo de TLC con disposiciones medioambientales básicas que no impli-
can cooperación ni compromisos legales o desarrollo institucional referente al 
medioambiente, similar al TLC Panamá-Perú (2012).
Fuente: Texto legal del acuerdo. Disponible en: http://www.mici.gob.pa/.

go disminuyen debido a que aumenta 
la demanda de calidad medioambien-
tal cuando un país se desarrolla eco-
nómicamente. Los resultados indican 
que solo en el caso de PM2.5 y CO2 se 
encuentra una relación de U-invertida 
entre renta y emisiones, mientras que 
las emisiones de SO2 aumentan con la 

renta per cápita y las de NOx no se ven 
afectadas.

INCENTIVOS PARA REDUCIR
LA CONTAMINACIÓN

Los principales resultados empíricos 
muestran que los TLC con disposiciones 
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CAPÍTULO 18: AMBIENTE
A continuación se resumen los aspec-
tos más relevantes de cada artículo:
Artículo 18.1. Las políticas comercia-
les y ambientales se complementarán 
mutuamente y las partes se compro-
meten a colaborar para promocionar 
la conservación y el uso sostenible de 
los recursos naturales y a proteger el 
ecosistema para garantizar el desarro-
llo sostenible.
Artículo. 18.2. Las Partes tienen dere-
cho soberano sobre sus recursos natu-
rales y se esforzarán para que sus leyes 
y políticas promuevan y establezcan 
altos niveles de protección ambiental y 
de conservación de los recursos natu-
rales. También se comprometen a cum-
plir con sus compromisos ambientales 
adquiridos en acuerdos multilaterales y 
reconocen que es inadecuado promo-
ver el comercio o la inversión reducien-
do los niveles de protección ambiental.
Artículo 18.3. Las Partes acuerdan 
cooperar en materia de comercio y 
medioambiente y listan una serie de 
actividades (14 ítems) de interés mu-
tuo, que hacen referencia al desarrollo 
forestal y recursos naturales, manejo 
de recursos hidrobiológicos, desertifi-
cación, mercados verdes, ecoturismo, 
biodiversidad, fortalecimiento institu-
cional, control y monitoreo, calidad del 
agua, conservación de áreas marinas, 
manejo de cuencas, educación am-
biental, pasivos ambientales, evalua-
ciones ambientales y otras que las Par-

tes acuerden. También se indican los 
modos posibles de cooperación y las 
autoridades competentes para aplicar-
las, así como sus funciones específicas. 
Finalmente se hace referencia al capí-
tulo 19 (Cooperación) en el marco del 
cual las Partes también podrán desa-
rrollar actividades de medioambiente.
Artículo 18.4. Aquí se designan puntos 
nacionales de contacto para atender con-
sultas y solicitudes de la otra Parte, para 
promover el intercambio de información 
y evaluar acciones de cooperación.
Artículo 18.5. Cualquier asunto que 
afecte a la aplicación de las medidas 
de este capítulo podrá ser objeto de 
consulta. Las Partes pueden acudir al 
punto nacional de contacto, que debe-
rá identificar la institución o funciona-
rio responsable en la materia y ayudará 
a resolver el asunto.
Este acuerdo incorpora disposiciones 
más específicas que incluyen elemen-
tos de cooperación, consulta y resolu-
ción de diferencias, pero excluye san-
ciones y deposita la responsabilidad 
de la implementación del acuerdo en 
los ministerios de ambiente de cada 
país. En cuanto a legislación ambiental, 
en Chile cabe destacar la creación del 
Ministerio de Medio Ambiente en 2010, 
cuyo objetivo primordial es la protec-
ción ambiental y el uso eficiente de los 
recursos naturales. Asimismo, en 2012 
se aprobó un Programa de Desarrollo 
y Apoyo a la Energía Renovable No-
convencional.

NIVELES DE PROTECCIÓN AMBIENTAL EN EL TLC
CHILE-COLOMBIA

El TLC Chile-Colombia entró en vigor en 2009 y se refiere al medioam-
biente en el preámbulo y también contiene un capítulo, el 18, dedicado 
exclusivamente al medioambiente. El capítulo contiene cinco artículos, los 
cuales se ocupan de describir, en un texto de cuatro páginas, los objetivos 
(1), principios y compromisos (2), cooperación (3), disposiciones institu-
cionales (4) y consultas (5) que implican el acuerdo.

Fuente: Texto legal del acuerdo. Disponible en: http://www.sice.oas.org.
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ambientales parecen contribuir a redu-
cir la contaminación en los países fir-
mantes. Los resultados están basados 
en una serie de indicadores ambienta-
les, que son representativos de la cali-
dad del aire (contaminantes locales) y 
el calentamiento global (CO2). 

Las principales implicaciones de po-
lítica económica de los resultados empí-
ricos son varias. En primer lugar, los TLC 
con DM parecen tener un efecto positivo 
directo en la reducción de la degrada-
ción del medioambiente. En segundo 
lugar, este efecto opera posiblemente 
proporcionando incentivos a los miem-
bros a aplicar y hacer cumplir las regula-
ciones ambientales más estrictas y redu-
cir el daño ambiental y, en tercer lugar, la 
relación con las regulaciones para redu-

cir la degradación del medioambiente es 
independiente del efecto inducido por el 
comercio e independiente del efecto del 
incremento de la actividad económica 
derivado de los acuerdos. 

Estos hallazgos parecen tener algu-
nas implicaciones importantes para las 
negociaciones en curso de TLC. De he-
cho, el establecimiento de una relación 
causal entre las disposiciones ambien-
tales en los acuerdos comerciales regio-
nales y la disminución de las emisiones 
invita a que en las futuras negociacio-
nes se preste más atención al diseño de 
disposiciones ambientales (incluyendo 
la cooperación) para satisfacer más efi-
cazmente los compromisos adquiridos 
en relación con resultados ambientales 
específicos.
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NOTAS
1 Una versión preliminar de este trabajo fue presen-
tada con el título “Is the road to regional integration 
paved with pollution convergence?” en la X confe-
rencia anual sobre comercio e integración (ELSNIT), 
que contó con el apoyo del BID. http://events.iadb.
org/calendar/eventDetail.aspx?lang=en&id=3735. En 
este trabajo se analizaban exclusivamente los efec-
tos de los TLC con DM sobre la convergencia de 
emisiones de CO2 (y no el efecto sobre los niveles de 
emisiones por país), excluyendo otros gases conta-
minantes y cubriendo el período 1980-2008.
2 El uso metodológico de estas técnicas en detalle 
puede verse en Baghdadi et al. (2013). 
3 PM2.5 son partículas en suspensión de menos de 
2,5 microgramos. SO2 , NOx y CO2 denotan emisio-
nes de dióxido de azufre, óxidos de nitrógeno y dió-
xido de carbono. Las emisiones de SO2, NOx y CO2 

se incluyen en el modelo en términos per cápita y las 
de PM2.5 están ponderadas por la población.
4 Dado que la variable Area no varía con el tiempo, la 
inclusión de efectos fijos país implica que no se pue-
de obtener un coeficiente estimado para la variable 
Area per cápita por estar su efecto ya incluido en los 
efectos fijos y la variable población.
5 En Baghdadi et al. (2013) se utilizaron técnicas de 
matching y dif-in-dif para identificar el efecto de los 
acuerdos, por este motivo la muestra de países se re-
ducía de 182 a 154 países. En este trabajo se utilizan 
técnicas de datos de panel y se incluyen 177 países 
para el caso de CO2. Los resultados para CO2 confir-
man los obtenidos en Baghdadi et al. (2013), sien-
do el coeficiente estimado para la variable TLC_DM 
de 0,0036 y significativo al 5% y en este estudio de 
0,0067 y significativo al 1%.
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¿Cuál fue la importancia del Acuerdo 
de París?

PE: El Acuerdo de París sobre cambio 
climático logró reunir por primera vez 
a toda la comunidad de naciones en 
posición de igualdad, para hacer fren-
te a un problema mundial que requiere 
acciones concretas urgentes de coo-
peración, basadas en planes naciona-
les de acción. Mediante este acuer-
do, los países se han comprometido 
a reducir sus emisiones de gases de 
efecto invernadero y han reconocido 
la urgencia de cumplir este compromi-
so, ya que es requisito primordial para 
que todas las naciones puedan aspirar 
a un futuro verdaderamente sosteni-
ble para sus ciudadanos. En París se 
trazaron dos rutas para responder efi-
cazmente al cambio climático. En pri-
mer lugar, la transformación hacia una 
economía global baja en emisiones de 
carbono, en otras palabras, desvincu-
lando el crecimiento económico del 
crecimiento de emisiones. Al mismo 
tiempo, se fijó un destino claro hacia 
la neutralidad climática en la segun-
da mitad de este siglo, el objetivo de 
alcanzar que las emisiones sean tan 
bajas que puedan ser absorbidas fá-
cilmente y de forma segura por la in-
fraestructura natural de la Tierra, como 
lo son los bosques y los terrenos. Por 
otra parte, el Acuerdo de París tam-

bién promueve el fortalecimiento de 
las capacidades de las economías y las 
sociedades para resistir los crecientes 
impactos climáticos adversos, a fin de 
que no causen daños económicos y 
sufrimiento humano.

CF: Los hitos más importantes del 
Acuerdo de París fueron, en primer 
lugar, haber establecido una línea de 
referencia de cuáles son las contri-
buciones que puede hacer cada país 
hacia el esfuerzo global de mitigación, 
ya que cada uno de los países puso 
una línea de referencia por sí solo de 
acuerdo a su economía nacional. En 
segundo lugar, se reconoció que esa 
línea de referencia es el inicio y no el 
final de la discusión, es el comienzo de 
un proceso continuo que apunta, a lo 
largo de los años, a ir descarbonizan-
do la economía. 

¿En qué medida la cumbre de
Marrakech refuerza los compromisos 
alcanzados  el año previo?

PE: El trabajo continuo de los gobier-
nos en la Convención Marco de las Na-
ciones Unidas sobre el Cambio Climá-
tico (CMNUCC) durante este año, en la 
COP22 y en el futuro, está encaminado 
a asegurar que los objetivos de París 
se apliquen de la forma más rápida 

Dos mujeres latinoamericanas condujeron las negociaciones multilaterales 
para salvar al planeta de los desastres naturales que provoca el 
cambio climático. La costarricense Christiana Figueres lideró la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) que 
arribó en 2015 al histórico Acuerdo de París. En 2016 dejó el mando en 
manos de la mexicana Patricia Espinosa, quien condujo la reciente Cumbre 
de Marrakech. En exclusiva, Integración & Comercio convocó a ambas 
líderes globales para conocer su opinión sobre las dificultades de alcanzar 
consensos, el impacto de las nuevas tecnologías y el aporte de Laudato Sí’ 
en la defensa del medioambiente.

y eficaz. Aún debemos ocuparnos de 
muchos detalles, pero identifico tres 
áreas generales de importancia: la 
transparencia, el apoyo y el sentido 
de relevancia para todos los actores. 
La transparencia de los esfuerzos na-
cionales y de cooperación es esencial 
en todos los ámbitos para que todos 
los actores, estatales y no estatales, 
ayuden a mantener la confianza políti-
ca y económica mutua requerida para 
llevar la acción climática a un nuevo 
nivel. El “reglamento” de este nuevo 
régimen climático en el contexto de la 
CMNUCC proporcionará una base sóli-
da de transparencia.

CF: Al celebrarse la Cumbre de Ma-
rrakech, ya hubo entrado en vigor el 
Acuerdo de París. Esto ocurrió el 4 
de noviembre de 2016, una fecha muy 
importante para todos nosotros. Con 
Marruecos se inició un camino difícil, 
que tiene que ver con la necesidad de 
consensuar los reglamentos que van a 
regir la implementación del acuerdo. 
América Latina tiene particularidades 
que la hacen muy importante frente a 

otras regiones, en especial, su matriz 
energética es más limpia por la pre-
sencia de energía hidráulica, eólica y 
solar también. Tenemos la responsa-
bilidad entre todos de cuidar la na-
turaleza de países como Brasil, que 
concentra una de las áreas de mayor 
biodiversidad del mundo. 

En materia de negociación multilateral, 
¿cuál fue la clave del éxito de las 
cumbres?
 
PE: No me atrevería a ofrecer una res-
puesta universal sobre por qué algu-
nos procesos de negociación son fa-
llidos y otros, exitosos. Mucho se ha 
escrito sobre los múltiples modelos 
de negociación y creo que un tema 
central es el entendimiento, la coope-
ración y la transparencia. Pero, en el 
caso del cambio climático, identifico 
tres razones principales sobre cómo 
las naciones fueron capaces de llegar 
a este histórico acuerdo. En primer 
lugar, el enorme y dedicado esfuerzo 
científico que reveló la existencia, la 
magnitud y los efectos de un cambio 
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climático sin control fundamentó las 
negociaciones en la cruda realidad. 
Es posible retrasar la respuesta, pero 
no se pueden evitar las consecuen-
cias de la demora. En segundo lugar, 
el principio rector de la CMNUCC de 
que cada país puede actuar confor-
me a sus diferentes circunstancias y al 
apoyo que pudiera necesitar fue pri-
mordial para el éxito. Si bien esta fue 
una de las áreas más complejas de la 
negociación debido a la gran cantidad 
de circunstancias nacionales en todo 
el mundo, este principio ha ayudado 
a mantener el nivel necesario de con-
fianza a través de los años y entre las 
naciones, pues reconoce las necesida-
des y busca promover el objetivo cen-
tral de la convención sobre el cambio 
climático, la reducción de las emisio-
nes, mientras garantiza el desarrollo 
sostenible para todos. Por último y no 
menos importante, se reconoció que, 
si bien los gobiernos deben asumir el 
liderazgo de la acción climática me-
diante una mayor ambición nacional e 
internacional sustentada en incentivos 
y políticas apropiados, no cuentan con 
el alcance económico o social para ac-
tuar solos.

CF: Desde el año pasado hemos veni-
do con una serie de acuerdos exitosos 
en cambio climático, porque al Acuer-
do de París hay que sumar el acuerdo 
de la industria de Aviación Civil y el 
acuerdo del Protocolo de Montreal. 
¿Por qué son exitosos? Cada país ha 

experimentado los impactos negati-
vos del cambio climático y hay muchas 
evidencias de que si no le hacemos 
frente a esto, los impactos serán cada 
vez más nocivos y más profundos. Los 
países entienden los riesgos y también 
las oportunidades. El Acuerdo de París 
es una oportunidad para modernizar 
las economías nacionales, captar los 
beneficios en seguridad energética, la 
seguridad alimenticia, mejoramiento 
en los sistemas de salud, de transporte 
público, en definitiva, todos los bene-
ficios que trae enfrentarse al cambio 
climático.

¿Cuál es el rol de las nuevas
tecnologías en la lucha contra el
cambio climático?

PE: Con los objetivos de lograr una 
reducción de emisiones de forma rá-
pida y que las sociedades se adapten 
al cambio climático de manera exitosa, 
es fundamental que el apoyo tecnoló-
gico y financiero sea accesible y ade-
cuado para que los países en desarro-
llo construyan un futuro sostenible y 
con energías limpias. La implementa-
ción de todos los aspectos del Acuer-
do de París debe tener un sentido de 
urgencia y ser relevante para todos los 
actores, desde las instituciones de in-
versión globales que desean movilizar 
miles de millones para la acción climá-
tica, hasta el agricultor más pobre que 
quiere acceder a un microseguro con-
tra las inundaciones y la sequía.

CF: Todas las tecnologías que reducen 
las emisiones son importantes. Hay un 
sinfín de tecnologías útiles en la gene-
ración, en el uso y en la distribución de 
energía, en el transporte, la agricultura, 
las telecomunicaciones; son pocos los 
sectores donde no se pueden reducir 
las emisiones. Se trata de fomentar en 
cada uno de los sectores sin excepción 
las tecnologías que reducen emisiones 
para que puedan operar con mayor efi-
ciencia energética.

¿Cuál piensan que es el aporte de la 
encíclica Laudato Si’?

PE: La encíclica Laudato Si’, presenta-
da por el papa Francisco en junio de 
2015, es una contribución crucial para 
el discurso mundial sobre el cambio 
climático. No toda la acción climática 
es o debe ser motivada por incenti-
vos económicos. Laudato Si’ destaca 
el imperativo moral de actuar contra 
el cambio climático y vincula la acción 
climática a un modelo ecológico de 
crecimiento, que tenga como principal 
objetivo proteger a los más vulnera-
bles, sacar a las personas de la pobre-
za y crear un mundo sostenible y más 
seguro para nuestros hijos y nietos. El 
mensaje de esta encíclica ha generado 
eco en otras comunidades de fe, que en 
su conjunto influencian las acciones y 
actitudes de miles de millones de per-
sonas. Con la aprobación del Acuerdo 
de París, surgió un movimiento que in-
vita a cuidar de nuestro hogar común 

como parte de nuestra vida cotidiana. 
Al buscar la etiqueta #LiveLaudato-
Si en Twitter o Instagram, se pueden 
observar innumerables ejemplos de 
personas que toman medidas para lle-
var estilos de vida responsables con 
el medioambiente. Esta invitación no 
es exclusiva para quienes utilizan las 
redes sociales. Es una invitación para 
que cada quién elija alguna de las di-
ferentes opciones respetuosas con el 
clima. La encíclica ayuda a crear con-
ciencia sobre la necesidad de actuar 
para frenar el cambio climático y es-
timular la acción en el terreno relativa 
a nuestra humanidad compartida. Esta 
es la contribución de Laudato Si’.

CF: Todos los que trabajamos en cam-
bio climático leímos Laudato Si´ y le 
agradecimos al Santo Padre que haya 
realizado este escrito para la iglesia 
católica y para el mundo. La contribu-
ción del papa fue un llamado a la res-
ponsabilidad moral que tenemos to-
dos de proteger a los más vulnerables 
y de abrir oportunidades en un mundo 
donde pareciera que vamos en otra di-
rección, generando brechas más gran-
des entre los que más tienen y los que 
menos tienen, e incluso haciendo a los 
vulnerables más vulnerables debido al 
cambio climático. Esa responsabilidad 
moral de hacerle frente al fenómeno 
fue un llamado muy poderoso del San-
to Padre. 
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ANÁLISIS

Una nueva

del mercado

La estrategia de compraventa de bonos de
carbono puede dar lugar a una nueva forma de 

especulación, y no servir para reducir la emisión 
global de gases contaminantes. Este sistema

parece ser una solución rápida y fácil,
con la apariencia de cierto compromiso con el

medioambiente, pero que de ninguna manera
implica un cambio radical a la altura de las

circunstancias.

Laudato Si’
Axel Michaelowa

Universidad de Zúrich y
Perspectives Climate Research1
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La encíclica Laudato Si’ (2015) del 
papa Francisco es el primer documento 
de alto nivel de la Iglesia católica com-
pletamente centrado en las cuestiones 
medioambientales. Se ha ganado el re-
conocimiento mundial y se la considera 
uno de los elementos clave que condu-
jeron a un resultado exitoso de la Con-
ferencia de las Partes de la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático (CMNUCC), celebra-
da en diciembre de 2015, y que se plas-
mó en el Acuerdo de París (Bodansky, 
2015). Incluso algunos observadores 
pertenecientes a ciertas ONG tradi-
cionalmente críticas de la postura de 
la Iglesia católica sobre las cuestiones 
ambientales y sociales han elogiado la 
Laudato Si’ y han destacado su relevan-
cia como “Carta Magna de la ecología 
integral” (Bals, 2016).

El papa Francisco resalta las bon-
dades que conllevan un clima y un 
medioambiente intactos e insta a una 
acción cooperativa que reconozca el 
valor inherente de cada criatura, sea 

o no humana. Sus recomendaciones 
sobre política medioambiental están 
fundadas esencialmente en principios 
éticos y morales.

Durante los últimos 15 años, ha sur-
gido una serie de mecanismos de mer-
cado en el marco de las políticas na-
cionales e internacionales relacionadas 
con el cambio climático. Su objetivo es 
mitigar las emisiones de gases de efec-
to invernadero al menor costo posible. 
Se da principalmente de dos formas. 
La primera consiste en un sistema de 
límites máximos y comercio (cap-and-
trade), en el cual un regulador deter-
mina un nivel máximo de emisiones 
autorizadas para cada emisor y luego 
permite el comercio de derechos de 
emisión. Las entidades que han reduci-
do sus emisiones por debajo del límite 
máximo que tenían permitido pueden 
vender permisos de emisión, mientras 
que las emisiones por encima del lími-
te pueden compensarse mediante la 
adquisición de una cantidad suficiente 
de dichos permisos. La segunda for-

El documento Laudato Si’ representa un hito en las cuestiones 
ambientales, basado esencialmente en principios éticos y morales 
trascendentales. Complementando esta dimensión, en los últimos 
años surgieron mecanismos relacionados al cambio climático que 
pueden ser perfeccionados. Este artículo reseña los avances en 
estos mecanismos y desarrolla la manera en que deben contribuir 
al desarrollo y a la difusión de tecnologías que reduzcan las 
emisiones. En este sentido, señala la importancia de corregir una 
de las principales deficiencias de los mecanismos de mercado: su 
incapacidad para sostener un precio relevante de los permisos de 
emisión. 

ma es un mecanismo de límite máximo 
relativo o de “línea de base y crédito” 
(baseline-and-credit), por el cual las 
actividades que reducen las emisiones 
por debajo de una línea de base prede-
terminada generan créditos de emisión 
que pueden venderse a entidades que 
necesiten unidades de mitigación. El 
Protocolo de Kioto funciona como un 
sistema de límites máximos y comercio 
para el grupo de países industrializa-
dos que han asumido compromisos en 
materia de emisiones, mientras que los 
proyectos llevados a cabo en aquellos 
países que no han asumido compro-
misos pueden generar créditos en el 
marco del Mecanismo para un Desa-
rrollo Limpio (MDL). A nivel nacional y 
subnacional, se han establecido diver-
sos mecanismos de límites máximos y 
comercio, especialmente en la UE, en 
California y en varias provincias chinas. 

En su artículo 6, el Acuerdo de Pa-
rís presenta un abanico de mecanismos 
de mercado nuevos (ONU, 2016, 27-
28), con las características del de línea 
de base y compensaciones (Art. 6.4), 
y del de límites máximos y comercio 
(Art. 6.2). El mecanismo establecido 
en el artículo 6.4 prevé su adecuación a 
los enfoques de políticas y sectoriales. 
Los mecanismos del Acuerdo París se 
reglamentarán en los próximos años.

La mayoría de los comentarios 
acerca de la Laudato Si’ sostienen que 
la encíclica condena el uso de mecanis-
mos de mercado en la política climá-
tica. El famoso economista ambiental 
William Nordhaus (2015) lo manifiesta 
precisamente en esos términos. Ro-
bert Stavins (2015), de la Universidad 
de Harvard, dice: “La encíclica rechaza 
rotundamente los créditos de carbo-
no”. El eminente experto en derecho 

MECANISMOS 
DEL PROYECTO

(MDL, AC)

MECANISMOS 
DEL PROGRAMA 

(MDL)

MECANISMOS 
DE CERTIFICACIÓN 

DE LA POLÍTICA
(ART. 6.4)

MECANISMOS 
SECTORIALES

(ART. 6.4)

GRÁFICO 1
LA AMPLIACIÓN DE LOS MECANISMOS DE LÍNEA DE BASE Y CRÉDITOS    

Fuente: Perspectives Climate Research.

CERTIFICACIÓN
DE LA POLÍTICA

CREACIÓN DE 
CAPACIDADES

ETIQUETADO
OBJETIVOS 

SECTORIALES

UNA NUEVA
PERSPECTIVA

DEL MERCADO
DE CARBONO

185INTAL184



ambiental Dan Bodansky (2015, 129) se 
refiere al “rechazo del comercio de de-
rechos de emisión por parte de la encí-
clica”. Sileccia et al. (2016) hacen hin-
capié en el aspecto moral de la crítica.

Sin embargo, la declaración del 
papa sobre los mecanismos de mer-
cado está mucho más matizada de lo 
que se cree habitualmente. El párrafo 
171 de la encíclica (Santo Padre Fran-
cisco, 2015, 132) expresa: “La estrategia 
de compraventa de ‘bonos de carbono’ 
puede dar lugar a una nueva forma de 
especulación, y no servir para reducir 
la emisión global de gases contami-
nantes. Este sistema parece ser 
una solución rápida y fácil, 
con la apariencia de cier-
to compromiso con el 
medioambiente, pero 
que de ninguna ma-
nera implica un cam-
bio radical a la altura 
de las circunstan-
cias. Más bien pue-
de convertirse en un 
recurso diversivo que 
permita sostener el so-
breconsumo de algunos 
países y sectores” (el resal-
tado en cursivas es mío). 

Por lo tanto, mi intención es eva-
luar cómo funcionan los mecanismos 
de mercado con respecto a los princi-
pios establecidos en la Laudato Si’.

¿QUÉ PRINCIPIOS DEBERÍAN 
GUIAR LOS MECANISMOS

DE MERCADO?

Si examinamos minuciosamente la 
declaración del papa sobre los meca-
nismos de mercado, podemos enten-
der los principios que propone para 
la aplicación de dichos mecanismos. 
Insta a que estos sean diseñados de un 
modo tal que:

- logren reducir las emisiones de 
gases de efecto invernadero;

- no demoren el cambio radical ne-
cesario para mitigar el cambio climá-
tico;

- no conduzcan a una perpetuación 
del “consumo exacerbado”.

Los dos primeros principios2 han 
sido largamente discutidos por los in-
vestigadores y expertos en política 
climática. En particular, el primer prin-
cipio motivó amplias reformas de los 
mecanismos de mercado a lo largo de 
la última década y el segundo principio 
está ganando terreno en el debate in-
ternacional. Varios instrumentos finan-
cieros medioambientales importantes, 

que fueron establecidos en los 
últimos cinco años —sobre 

todo el Fondo Verde para 
el Clima y el fondo para 

las Acciones Naciona-
les Apropiadas de Mi-
tigación (NAMA)—, 
requieren que los pro-
motores del proyecto 
describan los “impac-
tos transformacio-

nales” o “cambios de 
paradigma”. El tercer 

principio es invocado con 
menos frecuencia, pero sus 

seguidores se hacen oír.

FOMENTAR LOS
PRINCIPIOS DE LAUDATO SI’ 

El primero de los principios del 
papa —lograr reducciones de las emi-
siones de gases de efecto invernade-
ro— es inequívocamente defendible. 
Los mecanismos de mercado cuyas 
formas tienen bajos niveles de integri-
dad no tienen razón de existir. De lo 
contrario, podrían diluir las acciones 
de mitigación logradas por instru-
mentos de política climática nacional 
o internacional. Es similar a la idea de 
que el dinero malo desplaza al bueno 
y genera inflación. El Acuerdo de Pa-
rís reconoce esto abiertamente en su 

artículo 6.2, que insta a los gobiernos 
a “garantizar la integridad ambiental”, 
por lo que cada mecanismo deberá 
cumplir con el principio de adicionali-
dad. Los bonos de carbono producto 
de un sistema de línea de base y crédi-
tos deberían acumularse únicamente a 
partir de actividades que van más allá 
del statu quo (Greiner y Michaelowa, 
2003). Los sistemas de límites máxi-
mos y comercio requieren la fijación de 
topes que estén por debajo del nivel 
habitual de actividades; de lo contra-
rio se genera el llamado aire caliente. 
Cualquiera de estos mecanismos tie-
ne que estar sustentado por un siste-
ma de medición, reporte y verificación 
(MRV) sólido; además, el fraude o in-
cumplimiento deben ser castigados 
severamente.

El segundo principio —no demorar 
el cambio radical necesario para miti-
gar el cambio climático— también es 
crucial para el éxito de una política cli-
mática a largo plazo. Los mecanismos 
deben contribuir al desarrollo y a la di-
fusión de tecnologías que reduzcan las 
emisiones. También deberían inducir a 
los responsables de políticas a fijarse 
metas de reducción de emisiones más 
exigentes que las que normalmente es-
tarían dispuestos a adoptar. Si se recu-
rriera en primer término a las acciones 

de mitigación más eficaces, los meca-
nismos podrían prevenir una reacción 
política en contra de la mitigación del 
cambio climático, que está arraigada 
en la percepción de que alcanzar com-
promisos de reducción de emisiones 
muy estrictos es una tarea imposible. 
También puede promoverse un cambio 
radical difundiendo el mensaje de que 
la mitigación es realmente manejable 
y que, aún bajo circunstancias muy 
disímiles, puede lograrse. Los meca-
nismos no deberían en ningún caso 
“anquilosar” estructuras intensivas en 
emisiones.

El tercer principio probablemente 
sea el más difícil de aceptar y ha sido 
criticado tanto por los economistas, 
como por los juristas y politólogos 
(ver, por ejemplo, Bodansky, 2015, 130). 
El alto consumo no es malo per se. Se 
convierte en un mal si priva a otras 
personas de bienes de primera nece-
sidad y genera males públicos, como 
el cambio climático. También se con-
vierte en un mal si incentiva compor-
tamientos reñidos con la ética, como 
la delincuencia, la corrupción y la ex-
plotación. Pero estos problemas pue-
den prevenirse mediante la aplicación 
de los instrumentos de política ade-
cuados, y los mecanismos de merca-
do bien diseñados son parte de estos 
instrumentos. En última instancia, los 
responsables de la política económi-
ca a nivel global deberían esforzarse 
para que la mayor cantidad posible de 
personas tenga acceso a un consumo 
sostenible. El preámbulo del Acuerdo 
de París reconoce esto al señalar: “La 
adopción de estilos de vida y pautas 
de consumo y producción sostenibles 
[…] es una contribución importante a 
los esfuerzos por hacer frente al cam-
bio climático” (ONU, 2016, 24). Las res-
tricciones voluntarias tienen sentido y 
es posible que estén en alza a medi-
da que las personas se den cuenta de 
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que el consumo desenfrenado reduce 
su calidad de vida en general. Pero el 
racionamiento de bienes y servicios por 
parte del gobierno nunca funcionó de 
manera prolongada en la historia de la 
humanidad y no funcionará en el futuro.

INSTRUMENTOS DE POLÍTICA
ALTERNATIVOS

Ya tenemos más de una década de 
experiencia en materia de mecanis-
mos nacionales e internacionales del 
mercado de carbono. Los mecanismos 
de Kioto, como el MDL y la aplicación 
conjunta (AC), que comprenden los 
proyectos de mitigación que ponen 
en práctica los países industrializa-
dos, han sido ampliamente utilizados. 
El MDL ha movilizado proyectos en 
más de 90 países y ha generado más 
de 1.700 millones de créditos de emi-
siones. También se emitieron más de 
850 millones de créditos por proyectos 
de AC. Los sistemas nacionales de co-

mercio de emisiones han proliferado. 
Sin embargo, el mecanismo de Kioto, 
que en principio parecía muy prome-
tedor —el comercio internacional de 
derechos de emisión entre los gobier-
nos de los países que habían asumido 
compromisos—, languideció debido a 
algunos casos resonantes de corrup-
ción en los países en transición3 y a la 
existencia de excedentes en el presu-
puesto de emisiones nacionales de es-
tas economías en transición: el llamado 
aire caliente. Los gobiernos europeos 
occidentales no estaban dispuestos a 
comprar unidades de emisión que no 
reflejaran una verdadera reducción de 
emisiones y que involucraran estructu-
ras de gobernanza dudosas.

A continuación analizaré cómo se 
comportaron los mecanismos MDL, AC 
y el comercio de derechos de emisión 
con respecto a los tres principios ex-
puestos en la Laudato Si’.

El primer principio se logró parcial-
mente, pero con algunas fallas graves. 

Durante los primeros años, se registra-
ron bajo el MDL muchos proyectos que 
no pueden ser considerados adicio-
nales (Schneider, 2009). Por ejemplo, 
ciertos proyectos altamente rentables 
de recuperación del calor residual en 
plantas siderúrgicas de India genera-
ron controversias relacionadas con la 
aplicación de barreras no especifica-
das a las inversiones. Las razones de 
este fracaso fueron principalmente una 
estructura de reglamentación excesi-
vamente sobrecargada a nivel de la Se-
cretaría de la CMNUCC, que no había 
previsto que se presentarían tantas so-
licitudes de aprobación de proyectos, 
y el fracaso de los auditores del MDL 
a la hora de realizar auditorías riguro-
sas. Esto último demuestra que es in-
dispensable el control estricto de los 
auditores. Más tarde, las normas y las 
prácticas regulatorias mejoraron con-
siderablemente. Por ejemplo, se sus-
pendieron a varios auditores y las audi-
torías llevadas a cabo posteriormente 
fueron mucho más serias. Asimismo, 
los argumentos cualitativos acerca de 
las barreras fueron sustituidos por el 
control de los indicadores económicos 
de los proyectos (Michaelowa, 2009). 
Sin embargo, subsiste una “zona gris” 
en la que sigue siendo difícil juzgar si 
un proyecto es adicional. Por ejemplo, 
una empresa aversa al riesgo que entra 
en un país nuevo requerirá del proyec-
to una mayor rentabilidad que 
la requerida por una em-
presa que conoce muy 
bien el país —la tasa 
de rentabilidad anual 
de la primera puede 
ser del 20%, mien-
tras que la de la 
segunda puede ser 
del 10%—. ¿En cuál 
de estos dos niveles 
debe entonces el re-
gulador fijar el umbral 

de rentabilidad a partir del cual un pro-
yecto MDL ya no es visto como adicio-
nal?

Los sistemas de límites máximos y 
comercio han sufrido ya producto de 
topes de emisiones muy laxos logra-
dos por la presión ejercida por grupos 
de interés del emisor, como muestran 
Branger, Lecuyer y Quirion (2015) para 
la UE, y Jotzo y Löschel (2014) para 
China.4 Si el tope no es riguroso, el sis-
tema no sirve para reducir las emisio-
nes. Este problema se exacerbó desde 
que se desató la crisis económica y 
financiera de 2008, que condujo a un 
marcado declive de la actividad indus-
trial y de las emisiones, que no se re-
flejó en la línea de base utilizada para 
fijar el tope. Actualmente, apenas una 
fracción mínima de los sistemas de lí-

mites máximos y comercio a nivel 
mundial tienen topes signi-

ficativamente inferiores 
a los niveles de emisio-

nes habituales, y esos 
sistemas tienen que 
hacer frente a una 
fuerte presión de la 
industria para flexi-
bilizar dichos topes. 
No es llamativo que 
el sistema de comer-

cio de derechos de 
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GRÁFICO 2
ESTADO DE LOS MECANISMOS DE MERCADO EN 2016
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emisión de Corea 
del Sur, que tenía 
uno de los topes 
más exigentes, haya 
sido recientemente 
sometido a una presión 
tan fuerte por parte de 
la industria que se le quitó 
al Ministerio de Medioambiente 
la responsabilidad regulatoria en este 
tema para dársela a la administración 
presidencial, mucho más cercana a los 
industriales, la cual prontamente flexi-
bilizó el tope. En la UE, si bien a lo largo 
de los años se habían logrado algunas 
mejoras regulatorias en cuanto a la fija-
ción del límite, estas fueron inmediata-
mente neutralizadas por los efectos de 
la crisis económica descripta anterior-
mente. En consecuencia, los precios 
partieron de niveles relativamente altos 
en casi todos los esquemas de comer-
cio de derechos de emisión, pero pos-
teriormente empezaron a caer a medi-
da que los participantes del mercado 
se daban cuenta de que el tope estaba 
por encima de los niveles de emisiones 
habituales. Si los precios no llegaron a 
cero fue porque los permisos pueden 

atesorarse para uso 
futuro. No obstante, 
este atesoramien-
to es una pesada 

carga hacia el futuro 
para los responsables 

de políticas, porque les 
exige el establecimiento de 

metas de mitigación más estric-
tas que las que normalmente hubieran 
fijado, con el fin de forzar que el supe-
rávit acumulado salga del sistema.

Los proyectos de AC se utilizaron 
para blanquear aire caliente en Ucrania 
y en Rusia, en virtud de la falta de su-
pervisión internacional de su procedi-
miento por la vía simplificada o track 
1. Básicamente, los gobiernos de esos 
dos países inventaron proyectos al me-
jor estilo “pueblo de Potemkin” o pre-
sentaron proyectos que eran descara-
damente no adicionales y, así, pudieron 
convertir sus excedentes presupuesta-
rios de emisiones nacionales que nadie 
iba a querer comprar en valiosos cré-
ditos específicos de cada proyecto y 
para los cuales sí había una demanda 
significativa. Fue de este modo que, 
durante las últimas semanas de 2012, 

se crearon más de 400 millones de cré-
ditos (Kollmuss, Schneider y Zhezherin, 
2015). Esto demuestra lo importante 
que es contar con normas internacio-
nales que impidan que los gobiernos 
inescrupulosos procuren explotar el 
sistema. 

Si vemos el lado exitoso, el cumpli-
miento de los sistemas de límites máxi-
mos y comercio ha sido generalmente 
alto, gracias a las cuantiosas multas 
impuestas a aquellos emisores que no 
contaban con permisos de emisión su-
ficientes. Los sistemas de MRV se han 
tornado altamente diferenciados. En el 
marco del MDL, se especificaron más 
de 200 metodologías para establecer 
la línea de base y llevar a cabo el se-
guimiento; estas cubren todas las prin-
cipales tecnologías de mitigación de 
gases de efecto invernadero. Gracias 
al MDL, se ha logrado, por primera vez, 
transparentar los parámetros de des-
empeño de los proyectos de energía 
renovable aplicados en países clave, 
como China e India. Anteriormente, 
esta información era muy poco fiable. 
Dicha transparencia ha generado mu-
cha presión para mejorar el rendimien-
to de la tecnología y podría explicar, en 
parte, el gran éxito de los fabricantes 
de turbinas eólicas de China e India en 
los últimos años.

Con respecto al segundo principio, 
el MDL ha logrado una difusión tec-
nológica sin precedentes. En el curso 
de tres años, la reducción de los gases 
industriales —algo que era totalmen-
te desconocido fuera de un pequeño 
círculo de técnicos especialistas— se 
aplicó en todo el mundo y redundó en 
reducciones de varios cientos de mi-
llones de toneladas de CO2 (Michae-
lowa y Buen, 2012). Las tecnologías 
de energía eólica fueron proliferando 
rápidamente en muchos países a tra-
vés del MDL, como ocurrió en China 
(Lewis, 2010) e India (Benecke, 2009). 
La toma de conciencia de los empresa-
rios de que la mitigación no es una idea 
descabellada sino una oportunidad de 
negocios fue tomando forma de un 
modo asombroso. En India, a media-
dos de la década de 2000, aparecían 
cotidianamente historias sobre el MDL 
en los periódicos especializados en 
negocios. Para el año 2006, cualquier 
empresario indio respetable ya sabía 
que los créditos del MDL constituían 
un nuevo producto básico de expor-
tación muy importante y seguramente 
ya había revisado las oportunidades de 
mitigación relacionadas con las opera-
ciones de su empresa. Además, se fue 
generando todo un ecosistema de con-
sultores y especialistas en mitigación 
alrededor del mundo, muy útil en este 
contexto para el diseño de políticas na-
cionales de mitigación en los países en 
desarrollo. Sin embargo, con respecto 
al desarrollo de nuevas tecnologías, los 
precios alcanzados en los mercados 
de emisiones fueron demasiado bajos 
para movilizarlas realmente (Grubb, 
2014). No está tan claro que los res-
ponsables de políticas estén dispues-
tos a fijar metas de emisiones más exi-
gentes. Sin embargo, las presiones de 
la industria para que la política climáti-
ca sea más débil fue menor en aquellos 
países con acceso a los mecanismos de 
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GRÁFICO 3
DESEMPEÑO DE LAS POLÍTICAS DE MITIGACIÓN HASTA EL PRESENTE

RESTRICCIONES
VOLUNTARIAS

LAS PERSONAS SE
VAN DANDO CUENTA
DE QUE EL CONSUMO

DESENFRENADO
REDUCE SU CALIDAD

DE VIDA

Fuente: Perspectives Climate Research.

RENDIMIENTO EN MITIGACIÓN DE EMISIONES E INNOVACIÓN

IMPUESTO
A LAS

EMISIONES

MECANISMO 
DE LÍNEA DE

BASE Y  
CRÉDITOS

SUBSIDIOS
A LA

TECNOLOGÍA

SISTEMA DE
LÍMITES 

MÁXIMOS 
Y COMERCIO

REGULACIÓN
(PARA EL

CONJUNTO
DE LA 

ECONOMÍA)

REGULACIÓN
(ARTEFACTOS
DE CONSUMO)

191INTAL190



mercado; esto pudo 
comprobarse en Sui-
za, Noruega y la UE. 
Curiosamente, desde 
que la UE limitó las im-
portaciones de créditos 
del MDL, aumentó la pre-
sión de la industria europea 
contra los exigentes objetivos de 
emisiones del bloque.

Con respecto al principio relaciona-
do con el consumo excesivo, es proba-
ble que los mecanismos de mercado 
hayan reducido el consumo al aumen-
tar el precio de los bienes por el trasla-
do a precios del costo de los permisos 
y créditos de emisión con respecto a 
una situación de inacción. Este aumen-
to fue mayor en los lugares en los que 
el nivel de consumo está por encima de 
la media. Si bien se ha puesto un freno 
al consumo excesivo de bienes inten-
sivos en gases de efecto invernadero, 
probablemente se hubiese reducido 
más si las reglamentaciones hubieran 
prohibido ciertos bienes o si se hu-
biesen introducido otros instrumentos 
más costosos que, por lo tanto, hubie-
sen provocado un aumento mayor en 
los precios de los bienes y servicios.

¿Hasta qué punto las alternativas a 
los mecanismos de mercado jugaron 
en favor de los principios del papa? 
Las políticas alternativas se pueden 
clasificar en instrumentos regulatorios 

y fiscales. Los pri-
meros prescriben o 
prohíben determi-

nadas tecnologías, o 
bien le exigen a cierta 

tecnología un mínimo de 
rendimiento. Los segundos 

subsidian (de diversas for-
mas, que van desde las transferen-

cias directas hasta los créditos fiscales) 
las tecnologías que generan bajas emi-
siones o bien cobran un impuesto a las 
emisiones de gases de efecto inverna-
dero.

En general, los instrumentos regu-
latorios dan mejores resultados que 
los mecanismos de mercado para lo-
grar reducciones de emisiones en si-
tuaciones en las cuales las emisiones 
están ampliamente difundidas y los 
emisores carecen de información o 
tienen incentivos contrapuestos. Esto 
se da, por ejemplo, en el caso de los 
artefactos de consumo o los vehículos 
(Grubb, 2014). Sin embargo, debido a 
la economía política de la regulación, 
donde los emisores tienen una ventaja 
informativa y, por lo tanto, pueden evi-
tar regulaciones demasiado estrictas, 
es relativamente improbable que se 
produzca un cambio radical a través de 
la regulación. Por las mismas razones, 
las regulaciones no pueden resolver el 
tema del consumo excesivo. 

El problema de los subsidios a las 
tecnologías de bajas emisiones de car-
bono —por ejemplo, a través de tarifas 
subvencionadas para la energía reno-
vable— es que su nivel debe ser elegido 
cuidadosamente. Un subsidio demasia-
do bajo no generará ningún beneficio 
en términos de mitigación, mientras 
que un subsidio extremadamente alto 
dará lugar a beneficios inesperados y 
ejercerá una presión innecesaria sobre 
los presupuestos públicos. Esto es lo 
que ha ocurrido con las tarifas subven-
cionadas para la electricidad renovable 

en España y Alemania. Los impuestos 
al carbono parecen tener bastante 
éxito para movilizar la mitigación (ver 
Brännlund, Lundgren y Marklund, 2014, 
para el caso de Suecia), así como la in-
novación. Tanto la OCDE (2010) como 
Martin, De Preux y Wagner (2014) ha-
llaron un claro efecto de innovación al 
analizar el gravamen para la preven-
ción del cambio climático impuesto 
en Inglaterra. Los impuestos sobre las 
emisiones de carbono pueden contri-
buir claramente a frenar el consumo 
excesivo siempre y cuando se los fije 
en un nivel suficientemente alto. No 
obstante, los niveles aplicados hasta 
la fecha —a pesar de que todavía son 
considerablemente más altos que los 
precios fijados por los mecanismos de 
mercado— no han bastado para lograr 
este objetivo.

Si comparamos todos los meca-
nismos, un impuesto sobre el carbo-
no probablemente podría funcionar 
mejor que ningún otro con respecto a 
los criterios del papa Francisco para el 

diseño de instrumentos de política. Si 
los mecanismos de línea de base y cré-
ditos están bien diseñados, ocupan el 
segundo lugar del ranking. La evalua-
ción de los subsidios a las tecnologías 
de mitigación depende de su diseño; 
empíricamente, se encuentran en un 
puesto intermedio entre un sistema de 
línea de base y créditos y uno de lími-
tes máximos y comercio. El problema 
de los últimos es la fijación de topes 
demasiado permisivos. Las reglamen-
taciones puras funcionan bien para los 
artefactos de consumo, pero quedan 
últimas en el ranking en cuanto a la efi-
cacia de la mitigación y mayor innova-
ción para otros sectores.

CÓMO DISEÑAR MECANISMOS DE 
MERCADO EN EL FUTURO

El Acuerdo de París entraña la 
oportunidad de elaborar normas para 
una serie de mecanismos de mercado 
nuevos que respeten los dos primeros 
principios de la encíclica Laudato Si’ 
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GRÁFICO 4
ADICIONALIDAD DE LOS INSTRUMENTOS DE POLÍTICA Y PRECIOS MÍNIMOS

Fuente: Perspectives Climate Research.
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relacionados con dichos mecanismos. 
Para que estos mecanismos de mer-
cado tengan éxito en el largo plazo, es 
esencial contar con reglas de adicio-
nalidad estrictas y un precio mínimo 
para las transacciones, así como con 
una fuerte supervisión internacional 
de las principales reglamentaciones y 
de los sistemas de MRV. Para determi-
nar la adicionalidad de los proyectos, 
se deben fijar claramente los umbrales 
de tasa interna de retorno que reflejen 
las decisiones comerciales de las em-
presas que asumen riesgos. Los me-
canismos no pueden estar diseñados 
a la medida de ciertas empresas que 
son aversas al riesgo. Los proyectos 
que impliquen mejoras de eficiencia 
deben ser juzgados de acuerdo con su 
período de amortización; un umbral de 
cuatro años parece adecuado. Es nece-
sario corregir una de las principales de-
ficiencias de los mecanismos de mer-
cado: su incapacidad para sostener un 
precio relevante de los créditos/per-
misos de emisión. El desplome de los 
precios de los créditos del MDL a partir 
de 2011 empaña la reputación de los 
mecanismos de mercado en los países 
en desarrollo. Esto se vio agravado por 
el incumplimiento generalizado de los 
términos de los acuerdos de compra 
suscriptos por parte de los comprado-
res de créditos. Por esta razón, en el fu-
turo, deberían fijarse precios mínimos 
en todos los esquemas de límites máxi-

mos y comercio nacionales y subnacio-
nales (ver Wood y Jotzo, 2011). Para re-
cuperar la confianza, es necesario fijar 
un precio mínimo de al menos 10 €/t de 
CO2 a nivel internacional para todos los 
mecanismos de mercado previstos en el 
Acuerdo de París.

Hay mucho trabajo metodológico 
por hacer. A medida que los meca-
nismos de mercado se amplían y co-
mienzan a abarcar más instrumentos 
de política y sectores enteros, se torna 
necesario especificar cuidadosamente 
las líneas de base de las emisiones. El 
diseño de políticas con relación a un 
escenario sin cambios, tanto a nivel na-
cional como sectorial, debe estar ba-
sado en metodologías transparentes 
y acordadas internacionalmente. Esto 
supone una comprensión cabal de los 
beneficios no relacionados con el clima 
que acarrean estos instrumentos de 
política. En particular, un instrumento 
de política debería considerarse adi-
cional solo si los costos que ocasiona 
exceden a los beneficios no relacio-
nados con el clima. Por ejemplo, en el 
contexto de una tarifa subsidiada para 
la energía renovable, para clasificar a 
una política como adicional, el dife-
rencial de costos entre el suministro 
de energía convencional y renovable 
debería superar a los beneficios para 
la salud de la reducción de los conta-
minantes del aire de ese lugar. Aquí el 
desafío es que muchos responsables 
de políticas no creen realmente en los 
beneficios adicionales de estas polí-
ticas o en su valoración. Por lo tanto, 
una solución rápida podría ser definir 
una política como adicional si genera 
un precio del carbono que supera un 
umbral determinado, por ejemplo, el 
precio mínimo discutido anteriormen-
te. Una regulación podría considerarse 
adicional si induce a la realización de 
actividades cuyo plazo de amortiza-
ción supera el valor al cual las personas 
y las entidades dejarían de invertir.
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estado claramente subvaluado en comparación con el 
precio de mercado vigente. 
4 Esto es también llamado “sobreasignación” de dere-
chos de emisión.

Al mismo tiempo, los gobiernos de-
ben abordar con seriedad sus propias 
medidas de mitigación. El ambicioso 
objetivo de mitigación a largo plazo del 
Acuerdo de París —equilibrar las emi-
siones y los sumideros en la segunda 
mitad de este siglo— podrá alcanzarse 
solo si las contribuciones nacionales de 
mitigación se incrementan significa-
tivamente, incluso mediante la adqui-
sición de créditos procedentes de los 
mecanismos de mercado. En especial, 
los países y grupos de países que se 
autoproclaman como los paladines de 
las políticas de mitigación —como la 
Unión Europea— necesitan avanzar rá-
pidamente en esta dirección. Todos los 
países que se adhirieron a la Coalición 
de Alta Ambición en la Conferencia de 
París tienen que demostrar que son se-

rios y no simplemente aprovechar las 
ocasiones destacadas para hacer de-
claraciones rimbombantes.

De modo que los responsables de 
políticas, economistas, abogados y 
politólogos tienen mucho trabajo por 
delante si se proponen mejorar el fun-
cionamiento de los mecanismos de 
mercado. La encíclica Laudato Si’ cons-
tituye un llamado de atención para los 
responsables de formular estas políti-
cas, que refuerza las numerosas adver-
tencias expresadas por los investigado-
res a lo largo de los últimos años y que 
fueron ignoradas en el plano político. Si 
los políticos no se abocan a trabajar en 
las reformas esbozadas anteriormente, 
el malestar del papa se transformará, 
con toda justicia, en el rechazo y la con-
dena de los mecanismos de mercado.
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América Latina y el Caribe albergan 
más del 30% de agua dulce del plane-
ta, desde los glaciares de las montañas 
de los Andes hasta los bosques de los 
volcanes en Centroamérica. Sin em-
bargo, el cambio climático a través de 
inundaciones y sequías elevó el riesgo 
de falta de agua, tanto en los pueblos 
como en las ciudades, y brindar acceso 
a servicios de agua y saneamiento no 
será sencillo para los próximos años. 

Entre 1990 y 2015, más de 220 mi-
llones de personas de un total de 600 
millones accedieron a servicios de 
agua y saneamiento. Así, el porcentaje 
de personas con acceso a mejores ser-
vicios de agua pasó del 85% al 95% y el 
de saneamiento adecuado, del 67% al 
83%. Esto significa que todavía quedan 
34 millones de personas sin acceso a 
agua y 106 millones que no cuentan 
con acceso a saneamiento adecuado. 
Las estadísticas son más alarmantes 
para los más vulnerables y las zonas 
remotas del continente. 

Los Objetivos de Desarrollo Soste-
nible (ODS) adoptados por la Asam-
blea General de Naciones Unidas 

plantean una agenda de desarrollo 
sostenible ambiciosa para 2030. El 
ODS 6 se centra en asegurar la dis-
ponibilidad y el manejo sostenible del 
agua y saneamiento para todos. Los 
gobiernos no solo deben trabajar para 
garantizar la calidad del servicio, sino 
también reducir la contaminación de 
las aguas residuales, reforzar la gober-
nanza del agua, incrementar la eficien-
cia en el uso de los recursos hídricos y 
proteger el capital natural.

En los últimos años, la región invir-
tió menos de medio punto porcentual 
de su producto interno bruto en nueva 
infraestructura de agua y saneamiento. 
Además, del total del agua producida, 
cerca de la mitad se pierde en las re-
des debido a fugas físicas por falta de 
mantenimiento. 

¿Qué financiamiento se requiere 
para garantizar el acceso al agua en 
los próximos 15 años? Para lograr ac-
ceso universal la región necesitaría 
invertir como mínimo US$ 28.000 mi-
llones y la inversión en saneamiento 
necesitaría ser aún mayor y alcanzar 
US$ 49.000 millones. Esto implicaría 

SANEAMIENTO Y
CALIDAD DE VIDA un ritmo de inversión de unos US$ 

5.100 millones al año.
A estas necesidades se añade la 

exigencia de mejorar la calidad del 
servicio para los que ya están conec-
tados a la red. Se estima que 200 mi-
llones de personas reciben un servicio 
discontinuo de menos de 24 horas por 
día y solo se trata el 18% de las aguas 
negras generadas, en comparación al 
60% promedio en países de altos in-
gresos. Para 2030 se requiere reducir 
el porcentaje de aguas no tratadas a la 
mitad, lo que implica una inversión en 
grandes centros urbanos de otros US$ 
30.000 millones. 

Algunas experiencias exitosas de-
sarrolladas por el Banco Interameri-
cano de Desarrollo (BID) marcan el 
camino para garantizar acceso soste-
nible y de calidad a todos los ciudada-
nos. Un primer ejemplo es la Alianza 
Latinoamericana de Fondos de Agua, 
que nace en el 2011 con el objetivo de 
crear y fortalecer fondos de agua en 
la región. Los fondos de agua funcio-
nan como mecanismos institucionales 
y financieros que promueven, a través 
de la participación público-privada, la 
seguridad hídrica de una zona metro-
politana o región. Una de sus principa-
les virtudes es que ayudan a disminuir 
el desbalance entre la oferta y la de-

manda de agua, ofreciendo oportuni-
dades innovadoras para implementar 
proyectos de infraestructura verde y 
conservación. 

Un segundo ejemplo tiene lugar en 
Lima, donde se ha logrado la creación 
del AquaFondo, en el cual participan 
los principales usuarios de las tres 
cuencas más importantes de la ciudad. 
A través de este fondo se apoyaron 
cambios de política pública, puntual-
mente en el esquema tarifario. 

Otra experiencia valiosa es Aqua-
Rating, un sistema voluntario y univer-
sal que ofrece una calificación integral 
de los servicios de agua o saneamien-
to prestados basada en información 
fiable y garantizada por una entidad 
independiente. Esta herramienta llena 
un vacío de mercado como un están-
dar internacional de excelencia en la 
prestación de servicios de agua o sa-
neamiento basado en criterios de ac-
cesibilidad, calidad, eficiencia, sosteni-
bilidad y transparencia. 

Se trata solo de referencias que nos 
señalan la dirección para lograr resul-
tados concretos. El éxito dependerá en 
gran medida de que los países aporten 
un marco propicio que incluya funda-
mentalmente infraestructura, acceso a 
financiamiento y un ambiente de ne-
gocios efectivo. 

CASO DE
ESTUDIO

SERGIO CAMPOS
BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO

106 MILLONES
DE LATINOAMERICANOS NO TIENEN

SERVICIOS SANITARIOS BÁSICOS
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América Latina y el Caribe (ALC) es 
vulnerable a una gran variedad de shocks 
y procesos relacionados con el clima. Es-
tos incluyen el aumento del nivel del mar 
y de las temperaturas, cambios en los 
regímenes de precipitaciones, el derreti-
miento de los glaciares andinos y otros 
fenómenos climáticos extremos, como 
los ciclones tropicales y El Niño-Osci-
lación del Sur. Según el Banco Mundial 
(2014), “para el año 2100, las temperatu-
ras de verano en la región aumentarán, 
aproximadamente, 1,5 °C en un escenario 
de emisiones bajas y, aproximadamente, 
5,5 °C en un escenario de emisiones ele-
vadas, en comparación con el período de 
referencia (1951-1980)”.

La heterogeneidad social y ecológica 
de la región, particularmente en términos 
de sus ecosistemas naturales (con glacia-
res de montaña, selvas tropicales, saba-
nas, humedales, islas, desiertos y zonas 
costeras) y de su desarrollo económico 
(dado que, a pesar de algunos avances, 
sigue siendo la región con el nivel más 

alto de desigualdad en la distribución 
del ingreso del mundo), implica que los 
impactos del cambio climático seguirán 
teniendo una distribución desigual entre 
países y al interior de estos. Los modelos 
climáticos para la región muestran que 
los impactos serán más severos para las 
poblaciones más pobres —tanto en los 
contextos urbanos como en los rurales— 
y afectarán a algunas áreas de América 
Latina y el Caribe más que a otras (IPCC, 
2014a; Stern, 2007, 2013).

Los efectos del cambio climático tie-
nen distintas implicancias para el desa-
rrollo de la región, que incluyen la segu-
ridad alimentaria y del agua, la salud, las 
migraciones, la biodiversidad, los bos-
ques y la energía. En términos económi-
cos, el cambio climático le ocasionará a 
la región una pérdida del PIB de entre el 
1% y el 5% para el año 2050 (NU-CEPAL, 
2015). Se impone la toma de medidas 
urgentes de manera impostergable si 
se pretende mitigar los efectos aún más 
perjudiciales que podrían producirse a 

El Big Data como fenómeno sociotecnológico tiene el potencial 
de generar una nueva interpretación del funcionamiento y la in-
teracción de los ecosistemas naturales y humanos. En particular, 
el fenómeno de los macrodatos o Big Data puede mejorar nuestra 
comprensión del modo en que las sociedades se enfrentan a los 
shocks relacionados con el cambio climático y generar informa-
ción útil para la adopción de políticas y acciones que promuevan 
mecanismos de adaptación. No obstante, los efectos positivos no 
se producirán automáticamente y será necesario realizar inver-
siones que permitan superar las barreras tecnológicas, humanas 
y éticas del fenómeno Big Data. Este artículo presenta un análisis y 
algunas recomendaciones referidas al potencial, los impedimentos y 
los requisitos para aprovechar los Big Data en favor de la resilien-
cia ante el cambio climático en América Latina y el Caribe.

lo largo de las próximas décadas. Desa-
rrollar resiliencia con el fin de empoderar 
a las comunidades y los países, en tanto 
sistemas complejos, para que soporten 
la incertidumbre y las adversidades —y 
se adapten a estas— es esencial y requie-
re la adopción de enfoques innovadores.

Desde hace ya mucho tiempo, la cli-
matología se basa en grandes cantida-
des de datos espaciales detallados y de 
gran cobertura, así como en el poder 
computacional. No obstante, a lo largo 
de la última década, se ha producido un 
crecimiento significativo de varios tipos 
de datos de alta frecuencia y capacida-
des analíticas asociadas, que son el re-
sultado de la sofisticación y de la difu-
sión de la tecnología digital englobadas 
en el concepto de Big Data. Esto consti-
tuye un mar de cambio para la resiliencia 
al cambio climático: con el surgimiento 
de estos Big Data o macrodatos, se han 
multiplicado enormemente las oportuni-
dades para desarrollar una comprensión 
más cabal de los peligros, las vulnerabili-
dades y los factores de resiliencia.

La región de ALC se beneficia de 
sistemas académicos y estadísticos ofi-
ciales relativamente fuertes, que pueden 
servir como columna vertebral de la lla-
mada “revolución de los datos”, que se 
suma a una amplia penetración de la 
tecnología móvil y de internet y de un 
sólido movimiento de software de códi-
go abierto, así como de sociedades civi-
les bastante vibrantes en un sentido más 
amplio. Sin embargo, el potencial de los 
macrodatos para ayudarnos a entender 
mejor la resiliencia al clima no subsana 
por sí solo de manera mecanicista la 

brecha entre la información y la acción. 
Cómo explotar al máximo el potencial 
de los Big Data para mejorar la resilien-
cia es una cuestión cuya solución sigue 
estando, en gran medida y a pesar de 
su importancia, pendiente. Las barreras 
técnicas incluyen, entre otras, el acceso 
a las llamadas migajas de información, la 
coordinación global para compartir da-
tos climáticos y la confiabilidad y repre-
sentatividad de los datos. Además, los 
macrodatos o Big Data introducen nue-
vos riesgos políticos y éticos que exigen 
que se haga un uso muy cuidadoso de 
estos. Un mensaje clave es que los Big 
Data requieren que se involucren varios 
actores. Los enfoques no deben centrar-
se solamente en captar los datos intere-
santes de las personas, sino, fundamen-
talmente, en proporcionarles datos.

 
ECOSISTEMA

A lo largo del último par de décadas, 
la humanidad experimentó un aumento 
significativo de las cantidades de datos 
producidos y almacenados. Este incre-
mento trajo aparejados muchos cambios 
en el modo en que tratamos dichos da-
tos. En primer lugar, es crucial diferen-
ciar big data de Big Data. A diferencia 
de los simples conjuntos y flujos de ma-
crodatos o big data, definimos Big Data 
como un ecosistema y un fenómeno so-
ciotecnológico compuesto por las “3 C” 
de los Big Data: 1) las “migajas” digitales 
(del inglés, crumbs) —es decir, las trazas 
digitales de las acciones e interacciones 
humanas capturadas por los servicios 
y dispositivos digitales, como los datos 

BIG DATA
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digitales, los datos basados en la web 
y los datos de teledetección; 2) las “ca-
pacidades”, es decir, las herramientas, 
métodos y habilidades empleados para 
almacenar, explorar, analizar e interpre-
tar los datos, que incluyen aquellos de 
índole computacional, metodológica y 
humana; y 3) las “comunidades”, com-
puestas por los individuos, instituciones 
y corporaciones que producen, recolec-
tan o utilizan los datos —potencialmen-
te, todos nosotros—. Si no se realiza una 
conceptualización apropiada del fenó-
meno Big Data, que incluya el elemento 

político subyacente, más allá de poner el 
foco exclusivamente en los big data, se 
estará pasando por alto gran parte de su 
potencial y de sus exigencias. 

Varios actores regionales han apro-
vechado las ventajas de las oportunida-
des que ofrece el Big Data: los gobiernos 
y las agencias internacionales; las ofici-
nas de estadísticas nacionales, como el 
INEGI de México y el DANE de Colom-
bia; el sector privado; y la sociedad civil. 
Big Data tiene el potencial de ofrecer 
enfoques nuevos sobre distintos facto-
res económicos, como el uso de datos 

basados en internet para monitorear la 
inflación en tiempo real o las imágenes 
satelitales para estimar el crecimiento 
del PIB. Hasta ahora la mayor parte de 
las inversiones en Big Data fueron reali-
zadas por el sector privado y respondie-
ron a intereses comerciales, por ejemplo, 
los bancos están realizando inversiones 
cuantiosas para identificar operaciones 
de lavado de dinero y fraude.

DESARROLLO POST-2015

En la comunidad internacional, la 
contribución potencial del fenómeno 
Big Data a la agenda del desarrollo pos-
terior a 2015 suscita especial atención. 
De hecho, la recolección y medición de 
los datos relacionados con el logro de 
las metas aparecen como preocupacio-
nes transversales a todos los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS). El de-
sarrollo y el uso de Big Data puede ser 
considerado un objetivo en sí mismo, 
como lo ejemplifica el objetivo 17.18, que 
llama a “mejorar la prestación de apoyo 
para el fomento de la capacidad a los 
países en desarrollo [...], con miras a au-
mentar de forma significativa la disponi-
bilidad de datos oportunos fiables y de 
alta calidad”. De hecho, Big Data puede 
desempeñar un papel fundamental para 
entender mejor la resiliencia ante el cam-
bio climático y el desarrollo sostenible, 
ya que proporciona nuevas fuentes de 
datos, herramientas, técnicas y comuni-
dades que se pueden aprovechar para 
cumplir con la agenda del desarrollo 
post-2015. Big Data no solamente re-
presenta una oportunidad para que los 
responsables de políticas, los gobiernos 
y la sociedad civil logren una renovada y 
mejor comprensión del comportamiento 
colectivo de las comunidades, sino que 
también se trata de un fenómeno so-
ciotecnológico capaz de aprovechar los 
procesos y herramientas ya establecidos 
a la hora de medir los ODS.

Big Data, en tanto ecosistema, afecta 

las sociedades a través de una o más de 
sus cuatro funciones:

Su función descriptiva, que involu-
cra la narrativa o la detección temprana, 
como el uso de las imágenes satelitales 
para identificar áreas inundadas o para 
identificar áreas con determinadas nece-
sidades a partir de un mapeo de situa-
ciones de crisis.

Su función predictiva, que incluye 
lo que ha dado en llamarse “predicción 
inmediata” o de muy corto plazo —por 
ejemplo, realizar inferencias en tiempo 
real sobre la distribución de la población 
basada en la actividad de los teléfonos 
celulares antes, durante o después de un 
shock—; así como la predicción de situa-
ciones de riesgo de inicio súbito o lento.

Su función prescriptiva (o de diag-
nóstico), que va más allá de las descrip-
ciones e inferencias, ya que establece y 
realiza recomendaciones sobre la base 
de relaciones causales, por ejemplo iden-
tificando los efectos de la diversificación 
agrícola en términos de resiliencia.

Su función discursiva (o de compro-
miso), que tiene que ver con fomentar 
y guiar el diálogo dentro de las comu-
nidades y entre estas, así como con los 
principales actores involucrados, acerca 
de las necesidades y los recursos de las 
poblaciones vulnerables, por ejemplo a 
través de mapas construidos con la par-
ticipación ciudadana (crowdsourcing) 
para guiar los esfuerzos de ayuda en si-
tuaciones de catástrofe.

BIG DATA

3 
TONELADAS POR HECTÁREA 

SE INCREMENTA LA
PRODUCTIVIDAD DEL 

ARROZ CON TECNOLOGÍA 
DE DATOS

CUADRO 1
CINCO FORMAS EN LAS QUE BIG DATA POTENCIA LA RESILIENCIA ANTE EL
CAMBIO CLIMÁTICO

Monitoreo de riesgos. Los sismógrafos, satélites y drones ofrecen prestacio-
nes de teledetección cada vez más sofisticadas. Agregar datos de vibraciones 
captados por los teléfonos inteligentes de los ciudadanos o información de sus 
cuentas de Twitter ofrece un potencial enorme para monitorear riesgos como 
los de terremotos e inundaciones.

Evaluación de la exposición y vulnerabilidad a los riesgos. Las imágenes sate-
litales permiten identificar riesgos geográficos y de infraestructura. Las iniciati-
vas de datos abiertos o colaborativos (crowdsourcing), como OpenStreetMap, 
empoderan a los voluntarios para que agreguen datos útiles a nivel local, sobre 
todo a efectos de la verificación. Los metadatos telefónicos que rastrean los 
números y las duraciones de las llamadas han sido utilizados para estimar la 
distribución poblacional y el estatus socioeconómico en lugares muy diversos.

Guía para la respuesta ante catástrofes. Las redes sociales pueden ser moni-
toreadas para proporcionar alertas tempranas de amenazas, desde brotes de 
enfermedades hasta inseguridad alimentaria. La teledetección ha sido utilizada 
para evaluar precozmente el daño causado por huracanes y terremotos. Los 
datos de los teléfonos celulares brindan información valiosa sobre los movi-
mientos y comportamientos de la población en respuesta a una catástrofe.

Evaluación de la resiliencia de los sistemas naturales. Las imágenes satelitales 
que revelan cambios acerca de la calidad de suelo o la disponibilidad de agua 
han sido utilizadas para informar intervenciones de política agrícola en los paí-
ses en desarrollo. También pueden expandir radicalmente las observaciones 
que realizan los científicos de los sistemas ecológicos.

Compromiso de las comunidades. El potencial del Big Data a más largo plazo 
radica en su capacidad de despertar conciencia en los ciudadanos y empo-
derarlos para actuar. Las decisiones que o bien facilitan, o bien dificultan esta 
capacidad son fundamentalmente de índole política.
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RESILIENCIA

Los ODS también instan a proteger, 
empoderar y potenciar la resiliencia de 
las comunidades vulnerables (por ejem-
plo, el ODS 11: “Lograr que las ciudades 
y los asentamientos humanos sean in-
clusivos, seguros, resilientes y sosteni-
bles”), y también a “adoptar medidas 
urgentes para combatir el cambio cli-
mático y sus efectos” (ODS 13). Un as-
pecto crítico es que debemos dejar bien 
en claro qué entendemos por resiliencia 
en este contexto: es la capacidad de un 
sistema (o de un ecosistema comunita-
rio) para absorber las perturbaciones, 
reorganizarse y conservar sus funcio-
nes, estructuras y retroalimentaciones 
esenciales. La resiliencia implica que los 
individuos, las comunidades y los eco-
sistemas sean capaces de adaptarse a 
los desastres relacionados con el cam-
bio climático, pero también de evolu-
cionar y transformarse adecuadamente 
ante dichos desastres.

Las ciencias del clima normalmente 
utilizan enormes cantidades de datos 
provenientes de diversas fuentes y un 
gran poder computacional. En el con-
texto de la resiliencia ante el cambio 
climático, los datos de sensores, como 
la teledetección satelital (TDS), ayudan 
a monitorear indicadores que son clave 
para anticipar precipitaciones extremas, 
como las temperaturas terrestres y de 
la superficie marina, las temperatu-
ras atmosféricas, el aumento 
del nivel del mar, el derreti-
miento de los hielos y el 
retroceso de los glacia-
res, así como los cam-
bios en los regímenes 
de lluvias. Los datos 
de TDS también son 
fundamentales para 
evaluar numerosas 
variables medioam-
bientales, como la de-
tección de tendencias 

en los parámetros de los períodos de 
crecimiento de los cultivos y su impacto 
sobre estos, la degradación del suelo y 
otras variables clave del ciclo del agua 
(ver Big Data y producción agrícola).

Adicionalmente, las imágenes tam-
bién se utilizan para evaluar los patrones 
de asentamiento en países o regiones 
que enfrentan los desafíos de vulnera-
bilidad más críticos, especialmente en 
presencia de barrios marginales, asen-
tamientos informales, zonas edificadas 
de tamaños y densidades muy variables 
y zonas periurbanas de baja densidad 
esparcidas en el territorio. No todas las 
variables de resiliencia significativas 
pueden ser teledetectadas por medio 
de satélites. Los sensores físicos ubica-
dos en el suelo proporcionan una fuente 
de Big Data que se encuentra en rápi-
do crecimiento y permiten, por ejem-
plo, monitorear mejor las emisiones de 
carbono o los patrones de consumo de 
energía eléctrica, datos que, a su vez, 

pueden utilizarse para hacer que 
los sistemas de suministro 

eléctrico sean más resi-
lientes y eficientes. Por 

ejemplo, como parte 
de la iniciativa para 
convertir a Guadala-
jara (México) en una 
ciudad inteligente, el 
municipio y la em-
presa Cisco Systems 
están analizando da-

tos de teledetección 

BIG DATA

60% 
DE LA POBLACIÓN

TENDRÁ TELEFONÍA MÓVIL 
EN 2020

CUADRO 2
ÁREAS ESPECÍFICAS DE PREOCUPACIÓN EN LA REGIÓN DE ALC

Debido a su dependencia de recur-
sos particularmente susceptibles a 
los efectos del cambio climático, 
es probable que la población po-
bre de las zonas rurales sea la más 
afectada.

Los cambios en las condiciones 
hidrológicas ya se están produ-
ciendo y cada vez más personas se 
encuentran en riesgo de enfrentar 
condiciones de estrés hídrico.

Los asentamientos que se ubican 
en zonas de riesgo, que ya están 
enfrentando problemas de infraes-
tructura, están más expuestos a 
sufrir inundaciones y a verse afec-
tados por condiciones climáticas 
extremas y otras catástrofes. El 
transporte urbano, cada vez más 
privatizado, está asociado a ma-
yores niveles de consumo de com-
bustibles fósiles que genera exter-
nalidades negativas para la salud.

348 millones de personas viven a 
menos de 200 km de la costa, por 
lo que se encuentran particular-
mente expuestas a peligros natu-
rales, aumento del nivel del mar e 
inundaciones costeras. Las comuni-
dades que viven de los recursos na-
turales enfrentan mayores riesgos.

Las consecuencias de los desastres 
naturales incluyen el incremento 
del gasto público y el impacto ad-
verso sobre los ecosistemas y las 
reservas naturales.

Un cuarto de los países de ALC 
tiene el mayor número de especies 
animales en peligro a nivel mundial 
(Brasil, Colombia, Ecuador, México 
y Perú) y 7 de cada 10 países tienen 
la mayor cantidad de especies ve-
getales amenazadas (Brasil, Perú, 
México, Colombia, Jamaica, Pana-
má y Cuba).

Intensificación de los procesos de 
desertificación y degradación del 
suelo, caída de la cantidad y cali-
dad de la producción de alimentos, 
menores ingresos, precios en au-
mento.

Problemas de abastecimiento de 
agua en regiones semiáridas y que 
dependen del deshielo de los gla-
ciares; inundaciones en las áreas 
urbanas producto de precipitacio-
nes extremas.

Problemas de infraestructura (es-
pecialmente para las poblaciones 
pobres de las zonas urbanas); dete-
rioro de la calidad del aire; polución 
en aumento.

Aumento del nivel del mar; pérdida 
de infraestructura, eventos extre-
mos.

Evidencia de una correlación entre 
el cambio climático y los fenóme-
nos meteorológicos extremos, es-
pecialmente aquellos causados por 
el incremento de las temperaturas 
promedio.

Cambios en el uso de la tierra, des-
aparición de bosques, blanqueo de 
los arrecifes de coral y pérdida de 
biodiversidad y de servicios ecosis-
témicos.

Reducciones en los ingresos de los grupos vulnerables —especialmente 
en el sector agrícola— e incremento de la desigualdad del ingreso.

RIESGOS CLAVE

PRINCIPALES 
ÁREAS DE
PREOCUPACIÓN

ACTIVIDADES
AGRÍCOLAS

RECURSOS
HÍDRICOS

INFRAESTRUCTURA 
URBANA Y SALUD

COSTAS

FENÓMENOS 
METEOROLÓGICOS 
EXTREMOS

BIODIVERSIDAD
Y BOSQUES

QUÉ ESTÁ EN JUEGO
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para mejorar la eficiencia energética.
Más allá de los datos sobre el en-

torno físico, los Big Data también nos 

brindan una mejor comprensión de las 
dimensiones social, demográfica, com-
portamental y psicológica de la resi-

liencia ante el cambio climático. Quedó 
demostrado que los macrodatos acerca 
de los lazos y las redes sociales a nivel 
del barrio o de la comunidad son fac-
tores muy fuertes que determinan la 
cuantía de las pérdidas inmediatas y la 
recuperación a largo plazo después de 
una catástrofe. Saber dónde se encuen-
tran las personas es probablemente la 
estadística más simple y más crucial 
para cualquier estadio del análisis cli-
mático, la adaptación y la mitigación 
y, ciertamente, para la evaluación de la 
vulnerabilidad social y la respuesta ante 
esta. Los registros detallados de llama-
das (CDR) y las localizaciones por GPS 
han sido combinados y analizados con 
fines prescriptivos, por ejemplo para 
obtener información en tiempo real de 
los patrones de movimiento de perso-
nas y migraciones. Estos mismos CDR 
permiten asimismo comprender las po-
tenciales vulnerabilidades y comporta-
mientos durante las catástrofes 
y después de estas, incluso 
en cuanto a la cohesión 
social, que es un com-
ponente fundamental 
de la resiliencia.

Estos ejemplos 
muestran que el fe-
nómeno Big Data 
tiene potencial para 
mejorar los esfuer-
zos humanitarios y 
hacer que sean más 
operativos y para de-

sarrollar una comprensión más cabal 
de la resiliencia y de la vulnerabilidad 
social al impacto del cambio climático. 
Las nuevas fuentes de datos, junto con 
nuevas técnicas para capturar las inter-
pretaciones, les permiten a los investi-
gadores y a los que toman decisiones 
ir más allá de los datos censales y otras 
estadísticas oficiales, que son difíciles 
de recopilar e insumen mucho tiempo, 
y avanzar hacia información más diná-
mica, receptiva y efectiva en favor de la 
resiliencia en todas las escalas.

BIG DATA EN AMÉRICA LATINA
Y EL CARIBE 

Si bien el fenómeno Big Data no 
debe ser entendido como la solución 
definitiva para todos los problemas, 
tiene verdaderamente potencial para 
aportar una nueva interpretación de los 
esfuerzos de resiliencia ante el cambio 
climático, combinando migajas de in-
formación y capacidades potenciadas 
en pos de lograr comunidades más 
adaptativas. Los países de ALC tienen 
contextos en los que explorar las tecno-
logías del Big Data puede redundar en 
mucho valor agregado. La región mues-
tra un rápido crecimiento en materia de 
tecnología celular y consumo de redes 
sociales y constituye el cuarto merca-
do de telefonía móvil a nivel mundial. 

Si bien la penetración tecnológica 
todavía está lejos de llegar 

a todos y a todas partes, 
—por ejemplo, hay una 

brecha generacional 
del 5% en cuanto a la 
posesión de un telé-
fono móvil en la re-
gión (Santosham y 
Lindsey, 2015)— hoy 
en día más de la mi-

tad de la población 
posee y utiliza un te-

léfono celular.

BIG DATA

CUADRO 3
VALOR AGREGADO DE BIG DATA EN LAS ZONAS CRÍTICAS DE ALC

• Conciencia situacional: identificar 
a las poblaciones y la infraestructu-
ra crítica en riesgo.
• Alertas tempranas: publicaciones 
en redes sociales sobre amenazas, 
como brotes de enfermedades o 
inseguridad alimentaria.
• Efectos inmediatos: brindar una 
evaluación precoz del daño causa-
do por huracanes y terremotos.
• Conciencia situacional: dotar a 
afectados por situaciones de de-
sastre de información clave en 
tiempo real.
•Respuesta poscatástrofe: definir 
el posicionamiento óptimo de los 
diques y refugios, diseñar vías de 
evacuación adecuadas.

• Imágenes satelitales: proporcio-
nar datos dinámicos y de alta re-
solución sobre calidad del suelo y 
disponibilidad de agua.
• Promover la participación de la 
comunidad: despertar conciencia 
acerca de los riesgos de la escasez 
del agua y proporcionar retroali-
mentación en tiempo real.

• Detección temprana de la proxi-
midad de un punto de inflexión: 
evaluar la sostenibilidad de los re-
cursos pesqueros explotados.

• Imágenes satelitales: proporcio-
nar datos dinámicos y de alta reso-
lución sobre la calidad del suelo y 
la disponibilidad de agua.
• Redes sociales: detección tempra-
na y respuesta a las inundaciones.

• Monitoreo de la desertificación. 

Fenómenos extremos que ame-
nazan los medios de subsistencia 
humana y dañan la infraestructura.

Cambios en la disponibilidad de los 
recursos hídricos que plantean un 
reto para las poblaciones pobres 
urbanas y rurales.

Riesgo de alcanzar un punto de 
inflexión; la degradación de los 
bosques y la pérdida de biodiver-
sidad amenazan a las comunidades 
locales.

Cambios hidrológicos que pueden 
afectar a la región en su totalidad.

Creciente estrés producido por la 
sequía que amenaza el sustento y 
la salud de las poblaciones rurales.

VULNERABILIDADES ASOCIADASZONAS CRÍTICA-
MENTE AFECTADAS 
POR EL CAMBIO 
CLIMÁTICO

CENTROAMÉRICA Y 
EL CARIBE

LOS ANDES

AMAZONIA

CONO SUR

REGIONES
SUBTROPICALES 
SECAS DE MÉXICO 
Y NORESTE DE 
BRASIL

CASOS DE USO DE BIG DATA

5% 
DEL PIB DE LA REGIÓN

PODRÍA PERDERSE
POR EL CAMBIO

CLIMÁTICO
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BIG DATA Y PRODUCCIÓN AGRÍCOLA 

Los países de ALC dan cuenta del 24% de las tierras cultivables del mundo y 
del 11% de la producción mundial de alimentos (en valores): el sector agrícola 
tiene un peso clave en la región y se verá particularmente afectado por el 
cambio climático. Los impactos relacionados se sumarán a los desafíos actua-
les en materia de desarrollo, como los niveles de pobreza de las poblaciones 
rurales (dos tercios aún viven bajo la línea de pobreza), el acceso al agua y la 
seguridad alimentaria. Se producirá una caída de la productividad tanto de 
los cultivos como del ganado, lo cual pondrá a la región en riesgo de padecer 
hambrunas. No obstante, ALC tiene una ventaja competitiva en términos de 
recursos del suelo y cuenta con la mayor proporción de recursos hídricos re-
novables del mundo.
Evaluar con precisión las amenazas potenciales a la agricultura les permitirá 
a los responsables de políticas, gobiernos y comunidades estar mejor pre-
parados para diseñar e implementar estrategias de adaptación y mitigación. 
En este sentido, el valor agregado de los Big Data para enfrentar los riesgos 
relacionados con el cambio climático a los que está expuesta la agricultura 
está dado por las herramientas analíticas basadas en datos (la primera C: las 
migajas o crumbs de información), que pueden evaluar las vulnerabilidades 
existentes o propensas a acentuarse debido al incremento de la temperatura y 
de los riesgos naturales, los cambios en los regímenes de precipitaciones y el 
aumento del nivel del mar, entre otros factores. 
Las prácticas de la llamada agricultura climáticamente inteligente, que se 
ofrecieron para traer alivio al riesgo que enfrenta la región de pérdida de la 
productividad agrícola y seguridad alimentaria, pueden verse aún más poten-
ciadas por el ecosistema que proporciona el fenómeno Big Data, dado por 
nuevas y más abundantes fuentes de datos, herramientas y capacidades, y 
por comunidades que son capaces de involucrarse con los datos y a través 
de estos. Por ejemplo, en Colombia, el Centro Internacional de Agricultura 
Tropical desarrolló modelos de productividad agrícola para los productores 
de menor escala utilizando analítica de macrodatos a fin de reflejar el impacto 
de las variaciones climáticas sobre la producción de arroz. Por medio de la 
identificación de las variedades de arroz y los períodos de siembra más pro-
ductivos según la localización y los períodos climáticos, están contribuyendo 
a incrementar los cultivos entre 1 y 3 toneladas por hectárea. Este modelo se 
está extendiendo a escala regional, por ejemplo en Argentina, Nicaragua, Perú 
y Uruguay (CGIAR, 2015).

Las estimaciones indican que, para 
el año 2020, la penetración de la tele-
fonía móvil habrá alcanzado el 60%, 
es decir que prácticamente igualará el 
promedio mundial. Asimismo, la región 
se está volviendo una de las principales 
productoras y consumidoras de redes 

sociales, particularmente de Facebook 
y Twitter, que pueden producir enormes 
cantidades de datos relevantes para el 
campo del desarrollo, ya que mejoran 
la capacidad de las organizaciones de-
dicadas a la reducción de riesgos ante 
catástrofes y la ayuda humanitaria para 

monitorear las situaciones de peligro y 
responder a estas.

En Brasil, los teléfonos celulares se 
han convertido en el principal medio de 
acceso a internet (IBGE, 2016). Esto se 
da particularmente en la región norte, 
una de las dos regiones más pobres del 
país, donde las tres cuartas partes de 
los hogares acceden a internet a través 
de un teléfono móvil (IBGE, 2016). Los 
contenidos construidos colaborativa-
mente en las redes sociales y a través 
de los teléfonos celulares son solo algu-
nas de las fuentes que pueden utilizarse 
para generar resiliencia en la región. Las 
comunidades locales que viven en la re-
gión del norte, sobre todo en la Amazo-
nia, son especialmente vulnerables a los 
efectos del cambio climático y podrían 
beneficiarse, por ejemplo, de inversio-
nes en alfabetización informática.

VULNERABILIDADES Y
CAMBIO CLIMÁTICO

En 2011, las emisio-
nes de gases de efecto 
invernadero de ALC 
representaban el 9% 
del total mundial, 
muy por debajo 
de las de la región 
Asia-Pacífico (37%), 
Europa y Asia Cen-
tral (18%) y Canadá y 
Estados Unidos (15%) 
(NU-CEPAL, 2015). Los 

patrones regionales de emisiones de 
gases de efecto invernadero difieren 
de los que se registran a nivel mundial, 
donde el sector energético da cuenta 
de casi las tres cuartas partes del total. 
ALC tiene una matriz energética más 
limpia que otras regiones del mundo, 
con un sector energético que explica el 
42% de las emisiones totales de la re-
gión. Ciertas actividades, como la elec-
tricidad y la calefacción, las fábricas, 
la construcción y el transporte, son los 
principales consumidores de energía. 
La participación en las emisiones de la 
agricultura (28%) y de los cambios en 
el uso del suelo y las actividades fores-
tales (21%) es mucho mayor al prome-
dio mundial. Sin embargo, las emisio-
nes provenientes del sector energético 
se están incrementando, mientras que 
aquellas generadas por la agricultura 
y la explotación forestal están cayen-
do. La evidencia sugiere que los pro-
cesos de mitigación tendientes a con-
trolar y reducir las emisiones de gases 
de efecto invernadero todavía no están 
en marcha. Los modelos climáticos in-
dican que la temperatura aumentará 2 
°C si las emisiones actuales mantienen 
su tendencia. Aunque la contribución 
de la región a las emisiones de gases 
de efecto invernadero haya sido histó-
ricamente limitada, actualmente ALC es 
particularmente vulnerable a sus conse-

cuencias.
Los modelos actuales 

de desarrollo para la re-
gión deben virar hacia 

un sendero más sos-
tenible si los países 
desean limitar los 
incrementos de tem-
peratura. Esto signi-
fica que hay que re-
pensar los patrones 

de consumo actuales 
de la región, alimenta-

dos por la expansión de 

BIG DATA

24% 
DE LAS TIERRAS

CULTIVABLES
ESTÁN EN ALC
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una clase media que se vuelca al con-
sumo privado de los servicios de salud, 
educación y transporte. 

Durante la década pasada, la región 
alcanzó un desarrollo histórico en el as-
pecto socioeconómico: la pobreza ex-
trema se redujo a la mitad desde 2003 
y, por primera vez, la clase media supera 
en número a quienes viven en la pobre-
za. No obstante, las desigualdades en la 
distribución del ingreso persisten y son 
un aspecto central de la discusión acer-
ca de cómo generar resiliencia ante el 
cambio climático en la región. Las per-

sonas que viven en las áreas costeras y 
en los barrios más pobres, al igual que 
otros grupos marginados, son particu-
larmente vulnerables a los efectos del 
cambio climático. Los hogares encabe-
zados por mujeres, con menos acceso a 
los recursos en general y menos opor-
tunidades de participar en las decisio-
nes políticas, están más expuestos a los 
shocks y a los riesgos futuros del cam-
bio climático. Los pueblos indígenas 
que viven en la Amazonia, los Andes, 
el Caribe y América Central se ven di-
rectamente afectados por los cambios 

RECOMENDACIONES PARA POTENCIAR LOS BENEFICIOS DE BIG DATA 

INVERSIONES EN TECNOLOGÍAS

• Aprovechar los datos de la telefo-
nía móvil en su máximo potencial y a 
mayor velocidad. Es necesario invertir 
en el desarrollo de capacidades hu-
manas y tecnológicas para recopilar, 
procesar y analizar estos datos.
• Invertir en formas de aplicaciones 
existentes de alto rendimiento, por 
ejemplo, las redes sociales, los regis-
tros de datos de los teléfonos móviles 
y las iniciativas de datos abiertos o 
colaborativos que combinen cómpu-
tos humanos y mecanizados.
• Promover el acceso y uso masivo 
de los sistemas de alerta temprana y 
de los mapas de riesgo por medio del 
desarrollo de diseños centrados en el 
ser humano, aplicables a los modelos 
y técnicas existentes.

INVERSIONES EN COMUNIDADES

• Invertir en el desarrollo de capacida-
des y la alfabetización tecnológica para 
potenciar el deseo y la capacidad de 
las personas de involucrarse en el fenó-
meno Big Data y a través de este.
• Promover e incentivar al sector pri-
vado para que se involucre y compar-
ta datos, a través de la organización 
de concursos de datos abiertos y del 
apoyo financiero y en especie. En ALC 
la falta de acceso público a las fuen-
tes de datos es una de las principales 
barreras que impiden que la revolu-
ción de los Big Data beneficie a todos.
• Facilitar la coordinación entre los actores 
involucrados, por ejemplo, desarrollando li-
neamientos y estándares comunes para la 
socialización de datos y sincronizando las 
fuentes de macrodatos.

del ciclo estacional, relacionados con el 
hecho de que “el desborde de los ríos 
afecta la reproducción de peces y tor-
tugas y genera, por lo tanto, un impacto 
sobre la seguridad alimentaria de di-
chos pueblos indígenas; los cambios en 
los períodos durante los cuales maduran 
importantes frutos locales y la sucesión 
de temporadas secas y lluviosas afectan 
las cosechas de esos frutos salvajes; y 
los cambios en la duración de la tempo-
rada seca afectan la productividad agrí-
cola, particularmente en las huertas de 
la llanura aluvial” (Banco Mundial, 2014).

Hasta ahora, las estrategias de desa-
rrollo sostenible de ALC han sido capaces 
de conservar sus bosques más que las de 
cualquier otra región. Sin embargo, debi-
do a la confluencia de factores de riesgo 
y a la posibilidad de mayores catástrofes, 
la comunidad internacional ha puesto el 
énfasis sobre la necesidad de abordar 
la reducción de los riesgos como una 
preocupación central del desarrollo, y ha 
instado a tratar las cuestiones del cam-
bio climático de un modo más agresivo, 
ya que no solo afectan al medioambiente, 
sino también al desarrollo económico y 
sostenible, especialmente para las comu-
nidades más pobres.

RIESGOS ASOCIADOS
A LA REGIÓN 

Según la Oficina de las Naciones 
Unidas para la Reducción del Riesgo de 

Desastres, las catástrofes relacionadas 
con el clima se han duplicado y actual-
mente dan cuenta del 90% de las catás-
trofes a nivel mundial. En la región de 
ALC, encontramos evidencias claras de 
este comportamiento en las graves se-
quías sufridas por la Amazonia en 2005 
y 2010, el incremento de la frecuencia 
de los huracanes en el Atlántico y la 
pérdida de un 90% de los glaciares tro-
picales de la región. La productividad 
agrícola, los regímenes hidrológicos y la 
biodiversidad se verán afectados por las 
temperaturas extremas y los cambios 
en los patrones de las precipitaciones.

Las principales áreas específicas de 
preocupación en la región de ALC se 
detallan en el cuadro 2.

VALOR AGREGADO 

Al combinar migajas de información 
con la mejora de las capacidades, el fe-
nómeno Big Data tiene potencial para 
aportar una nueva interpretación de los 
esfuerzos de resiliencia ante el cambio 
climático. Como describimos anterior-
mente, hay cuatro tipos principales de 
análisis de macrodatos para la resilien-
cia: los análisis descriptivos, los predic-
tivos, los prescriptivos y los discursivos. 
Basándonos en estas funciones, en el 
cuadro 3 identificamos ejemplos que 
muestran el valor agregado que el fe-
nómeno Big Data puede aportar para 
hacer frente a las vulnerabilidades plan-
teadas por el clima en las distintas zo-
nas críticas de ALC.

REQUISITOS PARA APROVECHAR
EL BIG DATA

La región ha dado muestras de li-
derazgo en la lucha contra el cambio 
climático. Se han realizado inversiones 
importantes en sistemas de transporte 
ecológicos, energías limpias, así como 
pagos por servicios medioambientales 

BIG DATA

90% 
DE LAS CATÁSTROFES

DEL MUNDO ESTÁN
LIGADAS AL CLIMA

ALENTAR EL DIÁLOGO SOBRE LA ÉTICA Y LA PRIVACIDAD. El potencial 
para un uso falto de ética y hasta peligroso de los Big Data crece de manera 
exponencial en los países en desarrollo y hay una necesidad imperiosa de 
desarrollar lineamientos éticos que traten las cuestiones de la privacidad de 
la información así como otros riesgos políticos y legales.
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y programas de con-
servación de los bos-
ques, que combinan 
tecnologías de avanza-
da con los conocimientos 
de las comunidades loca-
les. Las inversiones adecuadas 
en Big Data, tendientes a superar las 
barreras, brechas y riesgos asociados 
con la aplicación y el uso de estos Big 
Data, podrían potenciar aún más la re-
siliencia de ALC ante el cambio climáti-
co. Como se mencionó anteriormente, 
ALC es un contexto de alta agregación 
de valor para el desarrollo de Big Data, 
especialmente en virtud de la gran pe-
netración de la telefonía celular y del 
acceso a internet. No obstante, apro-
vechar estos Big Data suele ser suma-
mente complejo y la volatilidad de los 
entornos hace que sea aún más nece-
sario ser plenamente conscientes de 
los factores tecnológicos, humanos, 
logísticos y éticos cuando se pretende 
generar resiliencia (ver recuadro).

Potencialmente, los Big Data pue-
den convertirse en una herramienta 
central para mejorar nuestra compren-
sión y respuesta al cambio climático. 

A través de las inver-
siones apropiadas en 

tecnologías, en las co-
munidades y en el cam-

po, los Big Data podrán 
hacer que los esfuerzos por 

un desarrollo sostenible y por 
lograr más resiliencia ante el cambio cli-
mático en ALC estén mejor informados. 
No obstante, dado que los riesgos que 
se proyectan en ALC afectan a diver-
sos sectores, regiones y poblaciones, se 
torna imprescindible contar de manera 
urgente con una coordinación multisec-
torial entre los responsables de políticas 
regionales, la sociedad civil y las comu-
nidades vulnerables para que se involu-
cren y exploten los Big Data. 

El desarrollo de toda tecnología re-
lacionada con los Big Data debe estar 
basado en un enfoque centrado en el 
ser humano, que contemple todas las 
cuestiones relevantes, incluya a todas 
las partes interesadas, incluso a quie-
nes viven en áreas costeras o barrios 
marginales y a los grupos marginados, 
y que esté informado por el diálogo 
sobre las cuestiones de la ética y la 
privacidad.
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investigación anterior producida por Data-Pop Alliance.

LOS JÓVENES Y LA
ECO-INTEGRACIÓN

Los jóvenes latinoamericanos muestran una conciencia ambiental mayor al 
promedio de la población de la región. Más de la mitad de los ciudadanos 
entre 16 y 25 años consideran importante el medioambiente para el desarrollo 
y, después del cuidado de la salud, consideran que la máxima prioridad de la 
innovación debería ser la lucha contra el cambio climático. Además, del total 
de jóvenes que han tenido problemas para alimentarse, casi un cuarto tiene 
un smartphone. En esa conectividad que les ofrece la tecnología se sustentan 
también en parte sus ansias de progreso social. 

Fuente: www.iadb.org/intal/alianzalb

Personas entre 16 y 25 años

Personas entre 16 y 25 años

Personas entre 16 y 25 años

Personas entre 16 y 25 años

CUIDADO AMBIENTAL Y DESARROLLO
Pregunta: De la siguiente lista de temas, 

¿cuáles son los más importantes para el desarrollo de su país?
Respuestas para medioambiente y cambio climático

DISPOSICIÓN A PAGAR POR PRODUCTOS SUSTENTABLES
Pregunta: Imagínese que su país firma un acuerdo de integración con otros

países de la región (América Latina y el Caribe).
¿Usted está de acuerdo o en desacuerdo con que se incluyan compromisos

relativos al cuidado del medioambiente, aunque esto implique pagar
aproximadamente 20% más por los productos?

IMPACTO DE NUEVAS TECNOLOGÍAS
Pregunta: ¿Cuál cree Ud. debe ser la primera prioridad de las innovaciones

científicas y tecnológicas en los próximos 15 años?
Respuestas para lucha contra el cambio climático

y protección del medioambiente.

CONECTIVIDAD E INCLUSIÓN SOCIAL
Pregunta: ¿Ud. o algún miembro de su hogar posee alguno de los siguientes bienes? 

Respuestas para celular en jóvenes entre 15 y 16 años que “algunas veces” o “seguido” 
no han tenido suficiente comida para alimentarse.

51%

51%

16%

24%
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La encíclica Laudato Si´ advierte 
que, cuando la tecnología pretende ser 
la única solución a todos los problemas, 
el paradigma tecnocrático amenaza la 
protección de los ecosistemas. Pero, 
al mismo tiempo, invita a alegrarse de 
los avances y entusiasmarse frente a 
las amplias posibilidades que abren es-
tas novedades. “La tecnociencia bien 
orientada” puede producir “cosas real-
mente valiosas para mejorar la calidad 
de vida”.  

En definitiva, lo importante es que 
“el inmenso crecimiento tecnológico” 
esté acompañado de “un desarrollo del 
ser humano en responsabilidad, valores 
y conciencia”. Son estas innovaciones 
las que podrían generar un salto cua-
litativo en la lucha contra el cambio 
climático, al reducir el uso de energías 

contaminantes o mejorar las técnicas 
de reciclaje, si se las utiliza con respon-
sabilidad y con objeto de promover el 
desarrollo sostenible. ¿Cuáles son las 
tecnologías más avanzadas en materia 
de cambio climático?

1. BIG DATA APLICADO A ENERGÍA 

La energía solar y eólica se han con-
vertido en fuentes clave de generación 
de energía limpia, pero también presen-
tan desafíos. Una de las dificultades es 
la intermitencia, debido a que la energía 
que proveen el sol y el viento no está 
siempre disponible. No obstante, la utili-
zación de la inteligencia artificial y el Big 
Data ayudan a mitigar la intermitencia. A 
través de un software es posible prever 
mejor los picos de utilización y los perío-

TECNOLOGÍAS
DISRUPTIVAS
CINCO INVENTOS QUE
PUEDEN MEJORAR
EL MUNDO

dos de disponibilidad para hacer un uso 
más eficiente de los recursos naturales. 

2. PANELES FOTOVOLTAICOS

A través de la localización de pane-
les fotovoltaicos en satélites ubicados 
en órbitas terrestres geoestacionarias, 
se capturaría la energía del sol y trans-
mitiría a la tierra de forma inalámbrica. 
De esta manera, esta tecnología supe-
raría el principal problema de la energía 
solar, que es su intermitencia, debido a 
la formación de nubes en la atmósfera 
o los períodos nocturnos. Los defenso-
res de esta tecnología argumentan que 
la energía solar en el espacio es literal-
mente billones de veces más potente 
que la que usamos hoy desde la tierra, y 
sin duda la más grande fuente de ener-
gía disponible. 

3. BATERÍAS DE ENERGÍAS LIMPIAS 

Una batería de flujo con molécu-
las orgánicas podría ser capaz de al-
macenar energía eléctrica a un costo 
bajo y con períodos de funcionamien-
to superiores al resto de tecnologías. 
De desarrollarse una solución, habría 
un impacto notable como soporte a 
un mayor desarrollo de energías reno-
vables y a la industria del transporte 
eléctrico. Lo mismo si se logra que el 

grafeno pueda ser superconductor 
de electricidad y evitar la pérdida de 
energía en el traslado.

4. CAPTURA Y ALMACENAJE DE CO2
Existen plantas que pueden a base 

de calor capturar el dióxido de carbo-
no (CO2) que luego es reutilizado con 
fines industriales. La ventaja de estas 
plantas es que se pueden diseñar y 
construir a medida de lo que el cliente 
necesita en cualquier lugar del mundo. 
Se trata de investigaciones aún en eta-
pas muy preliminares peque que pue-
den contribuir de manera decisiva al 
control de la contaminación.

5. GEO-INGENIERÍA 
La implementación de un parasol 

espacial gigante es una idea que fue 
estudiada por la NASA. Un parasol pla-
netario que sea capaz de dar sombra a 
ciertas regiones de la tierra y evitar así 
un sobrecalentamiento producto del 
cambio climático. Se trataría de discos 
delgados y muy ligeros que podrían 
desplegarse a 1,5 millones de kilóme-
tros de la tierra. Otra opción son los 
barcos autónomos que podrían reco-
rrer los océanos rociando las nubes y 
cargándolas de agua salada, una técni-
ca que serviría para reflejar la luz solar 
y evitar que se incremente la tempera-
tura del planeta.

CASO DE
ESTUDIO

CO2
SE PUEDE
CAPTURAR Y
REUTILIZAR EL
DIÓXIDO
DE CARBONO

215INTAL214







Ottmar Edenhofer y
Anselm Schultes

Potsdam Institute for Climate Impact Research

ANÁLISIS

Política 

Mientras no haya un amplio desarrollo
de energías renovables, que debería estar ya

en marcha, es legítimo optar por la alternativa 
menos perjudicial o acudir a soluciones

transitorias. 

Laudato Si’

impuestos al carbono y transferencias estra-
tégicas

energética
para un

desarrollo 
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En 2015, el papa Francisco, en su 
encíclica Laudato Si’, realizó una exhor-
tación moral a reconocer al sistema cli-
mático como un bien común, de todos 
y para todos los habitantes del planeta. 
La lucha contra el cambio climático ten-
diente a dejar el ambiente en mejores 
condiciones para las generaciones futu-
ras es, por tanto, un imperativo moral. 
Pocos meses después de la publicación 
de la encíclica, en diciembre de 2015, 
representantes de la mayoría de las na-
ciones del mundo firmaron el acuerdo 
climático más completo que se haya 
logrado hasta la fecha. Este acuerdo se 
alcanzó luego de más de dos décadas 
de negociaciones internacionales que 
se desarrollaron en virtud de la Conven-
ción Marco de las Naciones Unidas so-
bre el Cambio Climático (CMNUCC). En 
el Acuerdo de París, las naciones acor-
daron limitar el incremento de la tempe-
ratura global producido por el cambio 

climático muy por debajo de 2 °C y se 
comprometieron a continuar realizando 
esfuerzos para a limitarlo a no más de 
1,5 °C.

El Acuerdo de París también sienta 
las bases respecto de la forma en que 
debieran lograrse las reducciones de las 
emisiones de gases de efecto inverna-
dero necesarias para cumplir los obje-
tivos fijados a nivel mundial. En el pe-
ríodo previo a las negociaciones, cada 
nación prometió ciertas reducciones de 
emisiones como parte de sus Contribu-
ciones Previstas y Determinadas a Nivel 
Nacional (CPDN), que a partir de la COP 
21 son llamadas simplemente Contribu-
ciones Determinadas a Nivel Nacional 
(CDN). El acuerdo especifica cómo 
comparar periódicamente las contribu-
ciones nacionales de reducción de emi-
siones con las metas mundiales de re-
ducción. Estas acciones formarán parte 
de la confección de un inventario global 

La mayoría de las naciones del mundo suscribieron en París un 
ambicioso acuerdo climático internacional para limitar el aumen-
to de la temperatura global muy por debajo de 2 °C. Sin embar-
go, las contribuciones nacionales a las reducciones de emisiones 
son totalmente insuficientes para alcanzar los objetivos climáti-
cos propuestos. En este artículo, revisamos el Acuerdo de París 
y mostramos que es urgentemente necesario profundizar las ac-
ciones de política climática y energética en todo el mundo. Des-
tacamos varios aspectos desde una visión global, pero enfocados 
en América Latina: las perspectivas de las tecnologías de energía 
limpia en el largo plazo, el potencial de mercado para las ener-
gías renovables y las fallas de mercado asociadas y el papel de 
las políticas climáticas en el comercio de recursos energéticos, 
así como las ventajas de fijar un impuesto al carbono.

de emisiones. El acuerdo prevé que, con 
el correr del tiempo, las políticas cli-
máticas nacionales vayan siendo cada 
vez más ambiciosas. También establece 
una serie de instrumentos multilaterales 
para facilitar la distribución de los cos-
tos de la reducción de emisiones, el más 
importante de los cuales probablemen-
te sea el Fondo Verde Climático.

Creemos que la fijación del precio 
del carbono es crucial para lograr una 
reducción efectiva de las emisiones. 
Un precio del carbono trae aparejados 
muchos beneficios adicionales, por 
ejemplo, aquellos relacionados con las 
finanzas públicas y las sinergias con los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible. En 
este artículo proponemos que una po-
lítica climática internacional basada en 
impuestos al carbono y transferencias 
estratégicas podría ayudar a generar 
acciones eficaces de mitigación a nivel 
mundial, lo cual se torna imprescindible 
e impostergable para que el Acuerdo 
de París logre salvar al clima como bien 
común para las generaciones venideras.

Al momento de escribir este trabajo, 
las reducciones globales de emisiones 
implícitas en las CPDN se encontraban 
drásticamente por debajo de las metas 
climáticas pretendidas (Rogelj et al., 
2016) (ver gráfico 1). Para alcanzar el 
objetivo de 2 °C, el total de emisiones 
de gases de efecto invernadero acumu-
ladas entre 2011 y el fin de este siglo no 
puede exceder un presupuesto de alre-
dedor de 900 gigatoneladas de CO2 –el 
objetivo de un calentamiento no mayor 
que 1,5 °C da lugar a un presupuesto 
de apenas unas 300 gigatoneladas de 
CO2–. Se estima que las emisiones que 
serían liberadas si los países cumpliesen 
con sus CPDN actuales superarían las 
700 gigatoneladas de CO2 ya antes de 
2030, un nivel cercano al presupuesto 
de emisiones que permitiría una meta 

de 2 °C para todo el siglo XXI (gráfico 
1). El presupuesto de emisiones para 
cumplir con un objetivo de 1,5 °C estaría 
largamente superado ya en el año 2030. 
De acuerdo con las CPDN actuales, 
cualquier intento por alcanzar la meta 
de 1,5 °C para 2030 requeriría la utiliza-
ción de tecnologías de emisiones nega-
tivas a escala masiva, pero estas tecno-
logías son riesgosas y su uso despierta 
gran incertidumbre.

Posiblemente, el carbón sea el ma-
yor obstáculo para alcanzar los objeti-
vos climáticos propuestos: por sí solas, 
las emisiones que generarán las plantas 
de energía a base de carbón actualmen-
te existentes en el mundo a lo largo de 
su vida útil consumirán gran parte del 
presupuesto de emisiones previstas 
para llegar al objetivo de 1,5 °C. Ade-
más, las centrales eléctricas a carbón 
que ya están planeadas y en construc-
ción en todo el mundo duplicarán las 
emisiones de la energía producida con 
carbón (ver gráfico 1). De hecho, mu-
chos de los países pobres y de rápido 
crecimiento se basan cada vez más en 
la electricidad generada con carbón 
para satisfacer sus demandas energéti-
cas, debido en parte a los bajos precios 
del carbón registrados en las últimas 
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décadas (Steckel, Edenhofer y Jakob, 
2015). Este renacimiento del carbón es 
incompatible con los objetivos climáti-
cos mundiales del Acuerdo de París. El 
éxito y la eficacia de dicho acuerdo de-
penderá en gran medida de si todas las 
naciones abandonan lo suficientemente 
rápido el desarrollo basado en combus-
tibles fósiles (especialmente, en elec-
tricidad producida a base de carbón) y 
optan por otras vías de desarrollo que 
generen bajas emisiones de carbono.

El resto de este artículo analiza las 
perspectivas globales para la energía 
limpia, el potencial de mercado de las 
energías renovables, las implicancias 
para el comercio de recursos y el estado 
de las políticas climáticas y energéticas, 
poniendo el foco en los países de Amé-
rica Latina.

 LAS PERSPECTIVAS
DE LARGO PLAZO

PARA LA ENERGÍA LIMPIA

Para lograr los objetivos climáti-
cos establecidos en el Acuerdo de Pa-
rís, hace falta reducir drásticamente 
las emisiones en todos los sectores. El 
camino hacia la meta de 2 °C requiere 
reducir las emisiones mundiales netas a 
cero antes de fin de siglo. Alcanzar la 
meta de 1,5 °C requiere emisiones netas 
nulas cerca de la mitad del siglo, segui-
das por emisiones negativas en la se-
gunda mitad (Rogelj et al., 2016).

Las tecnologías de energía limpia 
son clave para lograr la reducción de las 
emisiones. Mejorar la eficiencia energé-
tica, es decir, reducir la demanda ener-
gética implícita en el logro de un deter-

minado nivel de producto económico, 
tiene un gran potencial para contribuir 
a la reducción de las emisiones. Las 
energías limpias del lado de la oferta 
incluyen las fuentes de energía renova-
bles, como la eólica y la solar, la ener-
gía hidroeléctrica y la bioenergía. La 
energía nuclear puede ser considerada, 
hasta cierto punto, una fuente de ener-
gía limpia, pero puede traer aparejados 
otros problemas y riesgos ambienta-
les significativos: la energía nuclear es 
en gran medida carbono neutral, pero 
su utilización se ha estancado a nivel 
mundial en las últimas décadas, en gran 
medida a causa de la inquietud que ge-
neran sus altos costos. El problema de 
la disposición de los residuos nucleares 
y los riesgos ocasionados por la prolife-
ración de la tecnología nuclear limitan 
sus perspectivas como tecnología de 
energía limpia.

Las plantas de electricidad que uti-
lizan combustibles fósiles pueden ser 
complementadas con tecnologías que 
las hagan más limpias, como el uso de 
combustibles fósiles mediante las tec-
nologías de captura y almacenamiento 
de carbono, que separan el CO2 para 
que luego pueda ser almacenado de 
forma permanente en formaciones geo-
lógicas. Estas tecnologías permitirían 
el uso de combustibles fósiles con emi-
siones de gases de efecto invernadero 
mucho menores. Hasta la fecha, no se 

están utilizando a gran escala. Existen 
riesgos significativos relacionados con 
la seguridad y viabilidad del almacena-
miento de CO2 a largo plazo y muchos 
otros efectos secundarios nocivos para 
el medioambiente causados por la ex-
tracción de combustibles fósiles que 
aún no se han resuelto. Las tecnolo-
gías de captura y almacenamiento de 
carbono también pueden ser utilizadas 
en combinación con la bioenergía y así, 
en conjunto, generar emisiones negati-
vas de gases de efecto invernadero. La 
producción de bioenergía a gran escala 
puede entrañar muchos riesgos y efec-
tos secundarios potenciales negativos, 
lo que agravaría los riesgos que ya pre-
sentan las tecnologías de captura y al-
macenamiento de carbono (Creutzig et 
al., 2015).

Debido a que la producción de elec-
tricidad aporta una gran proporción 
de las emisiones actuales, pero al mis-
mo tiempo hay muchas tecnologías de 
energía limpia alternativas disponibles, 
este sector es clave para la mitigación 
de los gases de efecto invernadero. 
Puede decirse que las fuentes de ener-
gía renovables son las más importantes 
en términos de tecnologías de energía 
limpia y es cierto que tienen un gran 
potencial técnico, definido aquí como la 
producción de energía que puede ob-
tenerse mediante la plena aplicación de 
tecnologías probadas (Edenhofer et al., 
2013). El potencial técnico de la energía 
renovable no constituye un factor que 
limite sus perspectivas de crecimiento 
en ninguna región del mundo (Arvizu et 
al., 2011) (ver gráfico 2).

América Latina tiene la suerte de 
contar con un gran potencial técnico 
para la energía renovable, que se estima 
que es alrededor de 20 veces la deman-
da de energía primaria del presente (ver 
gráfico 2). La energía solar constituye 
la mayor parte del potencial técnico 
total a nivel mundial, pero el potencial 
de América Latina es muy diverso: el 

GRÁFICO 1
PRESUPUESTOS DE EMISIONES DEL IPCC PARA LOS OBJETIVOS 
DE 2 °C Y 1,5 °C PARA 2011-2100

Nota: Presupuestos de emisiones para el objetivo de 2 °C (IPCC, 2014) y para el objetivo de 1,5 °C 
(Rogelj et al., 2015) para el período 2011-2100, comparados con las emisiones acumuladas implícitas en 
las CPDN (Naciones Unidas, 2016) y con las emisiones de las centrales eléctricas a base de carbón durante toda 
su vida útil, incluidas las existentes en 2012 (Davis y Socolow, 2014) y las proyectadas y en construcción a partir 
de 2016 (Coal Tracker, 2016). Agradecemos a Ulrike Kornek por su asesoramiento para crear este gráfico.
Fuente: Elaboración propia.
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solar y el geotérmico constituyen las 
tres cuartas partes del potencial total 
de renovables. Comparada con otras re-
giones del mundo, América Latina tam-
bién tiene un potencial técnico relativa-
mente amplio en términos de energía 
hidroeléctrica y bioenergía.

Naturalmente, no resulta económico 
hacer uso de todo el potencial técnico 
de la energía renovable. El potencial 
económico de la energía renovable es 
una fracción del técnico y tiene en cuen-
ta la viabilidad técnica, así como consi-
deraciones de costos y objetivos de po-
lítica pública potencialmente diversos. 
Para determinar el potencial económi-
co de las energías renovables, se rea-
liza una ponderación de los objetivos 
de las políticas públicas (por ejemplo, 
mitigación del cambio climático, creci-
miento verde, seguridad energética y 
reducción de la pobreza). El uso de las 
tecnologías de energía limpia puede 
estar justificado como un medio para 
alcanzar los objetivos respectivos de 
manera eficaz, y el consiguiente nivel 
de utilización de las mismas es llama-
do potencial económico (Edenhofer et 
al., 2013).

Dado que el cambio climático es un 
desafío global, el potencial económico 
de la energía limpia debe determinarse 
a nivel mundial. Esto comúnmente se 
realiza mediante Modelos de Evalua-
ción Integrada del Cambio Climático, 

que describen la economía, la energía, 
el uso de la tierra y el sistema climático 
de un modo coherente para encontrar 
vías de mitigación óptimas. Las vías de 
mitigación resultantes –por ejemplo, las 
que son compatibles con el objetivo de 
2 °C– especificarán las contribuciones 
económicamente óptimas a la reduc-
ción de emisiones en todos los sectores 
y regiones (ver gráfico 3).

Las vías de mitigación estratifican 
el potencial económico de las reduc-
ciones de emisiones para cada sector y 
tecnología de energía limpia. En el grá-
fico 3, el potencial económico global de 
las reducciones de emisiones compati-
ble con el objetivo de 2 °C está estra-
tificado por sector. Todos los sectores 
contribuyen a la reducción de las emi-
siones de CO2. Los edificios y diversos 
sectores de la industria atraviesan una 
descarbonización casi total durante el 
siglo XXI. Las emisiones del sector del 
transporte se reducen más lentamen-
te, ya que la descarbonización es más 
costosa en este sector. El sector de la 
agricultura, la silvicultura y otros usos 
de la tierra (AFOLU) tiene emisiones 
netas de CO2 negativas hacia el final del 
siglo. Las emisiones de gases distintos 
del CO2 procedentes de todos los sec-
tores se reducen apenas ligeramente. 
Se destaca la electricidad, sector en 
el que las reducciones de emisiones 
comienzan muy tempranamente y se 
vuelven marcadamente negativas hacia 
mediados de siglo, gracias al uso de la 
bioenergía combinada con la captura y 
almacenamiento de carbono. Si no se 
llegare a disponer de esta tecnología de 
emisiones negativas, quizás haya otras 
opciones de mitigación en tierra firme 
en el sector AFOLU (por ejemplo, en la 
silvicultura) capaces de ofrecer un po-
tencial similar de emisiones negativas. 
Esto se muestra en el panel derecho del 
gráfico 3.

El potencial económico de las tec-
nologías de energía limpia específicas 

puede apreciarse en el gráfico 4, que 
muestra dicho potencial económico 
estratificado por tecnología. Puede ob-
servarse que, sin una política climática, 
las emisiones aumentan marcadamente 
hasta aproximadamente la mitad del si-
glo, momento en el cual una vía de miti-
gación tendiente a lograr el objetivo de 
2 °C reduce las emisiones de un modo 
significativo y las torna negativas cerca 
del fin de siglo. Las contribuciones de 
las tecnologías de energía limpia cierran 
la brecha entre los dos escenarios de 
emisiones, por eso a veces son llama-
das “cuñas de tecnologías”. Las del lado 
de la demanda comienzan a principios 
de siglo, y la energía nuclear y los com-
bustibles fósiles –en combinación con la 
captura y almacenamiento de carbono– 
logran ciertas reducciones de las emi-
siones hacia mediados de siglo. En el 
largo plazo, la bioenergía y las energías 

renovables combinadas con la captura y 
almacenamiento de carbono tienen, por 
lejos, el mayor potencial económico de 
todas las tecnologías en este escenario.

Para realizar el gran potencial econó-
mico de las tecnologías de energía lim-
pia, habrá que efectuar cambios drás-
ticos en materia de inversiones en las 
próximas décadas. Los cambios nece-
sarios en los flujos anuales de inversio-
nes para lograr un objetivo de 2 °C (ver 
gráfico 5) incluyen un cambio a nivel 
mundial que reemplace, antes de 2030, 
la infraestructura basada en los combus-
tibles fósiles por todos los tipos de tec-
nologías de energía limpia. Las inversio-
nes en eficiencia energética y energías 
renovables componen el grueso de esas 
inversiones en energías limpias.

Para los países latinoamericanos, las 
políticas climáticas que están en línea 
con el objetivo de 2 °C requieren un 5% 

US$ 20.000 
MILLONES DE INVERSIÓN 
ANUAL EN ELECTRICIDAD 

NECESITARÁ AMÉRICA
LATINA PARA LLEGAR
AL OBJETIVO DE 2 °C

GRÁFICO 2
POTENCIAL TÉCNICO TOTAL DE LA ER EN EJ/AÑO PARA 2050 POR FUENTE DE 
ENERGÍA RENOVABLE

X EJ/AÑO

11.941
X EJ/AÑO

464
X EJ/AÑO

1.335
X EJ/AÑO

5.360
X EJ/AÑO

864
X EJ/AÑO

761
X EJ/AÑO

1.911
X EJ/AÑO

193
X EJ/AÑO

193
X EJ/AÑO

571
X EJ/AÑO

306
X EJ/AÑO

Nota: El potencial mundial es superior a 11.000 EJ/año. En cada región del mundo, el potencial es 
mucho mayor que la demanda de energía primaria actual.
Fuente: Reproducido del gráfico RT.10.9 en Arvizu et al. (2011).
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adicional de inversiones acumuladas en 
el sector energético para 2050 (Kober 
et al., 2016). Este porcentaje esconde un 
cambio drástico en la estructura de las 
inversiones: mientras las inversiones en 

la producción y refinación de combusti-
bles fósiles disminuyen a escala masiva, 
las inversiones acumuladas en el sector 
de la electricidad aumentan cerca de 
un 50% hacia 2050. Por consiguiente, 

COMERCIO Y ENERGÍA LIMPIA 

El comercio de recursos energéticos es importante para muchos países 
latinoamericanos, y el continente, en conjunto, es un exportador neto de com-
bustibles fósiles (IEA, 2014). Si se aplicaran políticas climáticas estrictas en 
todo el mundo, podrían poner en riesgo los ingresos provenientes de la expor-
tación de combustibles fósiles: para alcanzar los objetivos climáticos propues-
tos, el uso de combustibles fósiles indefectiblemente tendrá que disminuir. Sin 
embargo, las perspectivas de mercado para los diferentes tipos de combusti-
bles fósiles discrepan enormemente.

El uso del carbón, el más contaminante de todos los combustibles fósi-
les, tendrá que disminuir rápidamente para satisfacer los objetivos climáticos 
globales establecidos en el Acuerdo de París. De ello se desprende que las 
oportunidades de exportación de este combustible caerán a lo largo de las 
próximas décadas.

Se espera que los mercados de exportación de petróleo y gas se contrai-
gan a un ritmo menor. Algunos trabajos estiman que el valor de la escasez del 
petróleo (en particular) y del gas natural no se reducirán tan dramáticamente 
a escala mundial bajo un régimen de políticas climáticas estrictas, lo cual su-
giere que aún existen oportunidades de exportación considerables (Bauer et 
al., 2013).

También se prevé que estas políticas estrictas de lucha contra el cambio 
climático generen oportunidades de exportación para la biomasa. La bioener-
gía, especialmente en combinación con la captura y almacenamiento de car-
bono, es muy valiosa para el logro de objetivos ambiciosos de mitigación del 
cambio climático.

La mayor parte del potencial para el crecimiento de los cultivos para la 
producción de bioenergía está concentrada en determinadas regiones del 
mundo y América Latina es una de ellas (Arvizu et al., 2011). Muchos países 
latinoamericanos ya han incursionado en la producción y utilización de la 
bioenergía, por lo que podrían correr con cierta ventaja cuando se concreten 
las oportunidades comerciales.

La producción de bioenergía a gran escala no está exenta de riesgos; si no 
se la gestiona adecuadamente, puede tener efectos adversos sobre los ecosis-
temas y las sociedades. Por ejemplo, los cultivos específicamente destinados 
a la producción de bioenergía podrían aumentar la deforestación, desplazar a 
los agricultores locales o hacer peligrar la seguridad alimentaria.

Por consiguiente, para que la producción de bioenergía redunde en un 
beneficio neto para la mitigación del cambio climático sin efectos secundarios 
negativos, el diseño de las políticas tiene que tener en cuenta las emisiones 
relacionadas con los cambios en el uso de la tierra, el desplazamiento de otros 
usos del agua y de la tierra, la biodiversidad y los aspectos sociales, como el 
empleo y el acceso a la tierra (Creutzig et al., 2015).

Todos estos factores son esenciales para evitar el impacto negativo del 
cambio climático y deben tenerse en cuenta de manera conjunta. Las políticas 
que solo consideren algunos de los aspectos sin tener en cuenta al resto solo 
tendrán efectos parciales.

GRÁFICO 3
REDUCCIONES DE LAS EMISIONES SECTORIALES ECONÓMICAMENTE ÓPTIMAS A 
NIVEL MUNDIAL PARA UN ESCENARIO COMPATIBLE CON EL OBJETIVO DE 2 °C

450 PPM DE CO2EQ CON CAC 450 PPM DE CO2EQ SIN CAC

Nota: Se muestran las emisiones directas de CO2 para cada sector y se combinan los otros gases 
de efecto invernadero distintos del CO2 en todos los sectores. El panel de la izquierda supone que 
se dispone de captura y almacenamiento de carbono, mientras que el panel derecho supone que 
no. Los recuadros blancos señalan toda la gama de escenarios (el número de escenarios en cada 
categoría se indica en la parte inferior de cada barra), los recuadros coloreados representan los 
percentiles 25 y 75, y las líneas negras continuas representan la mediana. Las líneas punteadas 
muestran los niveles de emisiones en 2010.
Fuente: Reproducido del gráfico RT.17 en Edenhofer et al. (2014). 
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se prevé que América Latina necesita-
rá alrededor de US$ 20.000 millones 
por año de inversiones adicionales en el 
sector de la electricidad para alcanzar 
el objetivo de 2 °C (Kober et al., 2016).

EL POTENCIAL DEL MERCADO PARA 
LAS ENERGÍAS RENOVABLES

Quienes invierten en tecnologías de 
energía son mayoritariamente los acto-
res privados. Si las inversiones en ener-
gía limpia necesarias para alcanzar me-
tas climáticas ambiciosas se realizan de 
manera oportuna y las tecnologías lim-
pias se utilizan aprovechando al máximo 
su potencial económico, se estima que 
el potencial de mercado de una energía 
limpia es igual a su potencial económi-
co. El potencial de mercado está deter-
minado por los incentivos de las empre-
sas y los inversores y está fuertemente 
influenciado por las políticas públicas. 
Con respecto al cambio climático, las 
políticas públicas más importantes son 
aquellas destinadas directamente a re-
ducir las emisiones de gases de efecto 
invernadero, como la fijación del precio 
del carbono. Puede haber otras fallas 
de mercado que, si no son atacadas por 
medio de los instrumentos de política 
apropiados, hagan que el potencial de 
mercado de la energía limpia quede por 
debajo de su potencial económico ple-
no. Dos de las fallas de mercado adicio-
nales supuestamente más relevantes en 
el contexto del cambio climático tienen 
que ver con la innovación y la adopción 
de tecnologías de energía limpia y se 
relacionan con la variabilidad del sumi-
nistro de la energía renovable.

Las fallas de mercado en la innova-
ción y adopción de energía limpia se 
producen cuando los agentes privados 
son incapaces de apropiarse totalmen-
te de los beneficios generados por sus 
actividades de I+D o por sus esfuerzos 
de utilización de estas energías, lo que 
dificulta la ampliación del uso de la 

energía limpia. Existen fallas de merca-
do en ambas áreas: 1) en la innovación, 
como en el caso de las actividades de 
investigación y desarrollo; y 2) en la 
adopción y difusión de las tecnologías 
(Jaffe, Newell y Stavins, 2005). La li-
teratura científica considera que, en 
muchos casos, estos efectos externos 
son causados por derechos de propie-
dad imperfectos o efectos derrame, 
pero su magnitud exacta es difícil de 
determinar empíricamente. La política 
tecnológica hace frente a esas fallas 
de mercado, por ejemplo, mediante la 
financiación pública de las investigacio-
nes o abordando los efectos externos 
de la adopción y difusión por medio de 
subsidios para financiar los costos de 
inversión o tarifas de alimentación regu-
ladas (Fischer et al., 2012). Aunque ge-
neralmente se reconoce que la fijación 
del precio del carbono es, por lejos, el 
instrumento de política por excelencia, 
muchas veces hay discrepancias acerca 
del nivel óptimo de los instrumentos de 
política tecnológica que pueden em-
plearse como parte de la política climá-
tica (Aldy et al., 2010).

Muchas de las fuentes de energía 
renovables, como la energía solar y la 
eólica, no son gestionables en función 
de la demanda, una cuestión que tam-
bién se conoce como la intermitencia 
o variabilidad de la oferta. Esto puede 
representar un desafío para la infraes-
tructura eléctrica existente, porque la 

demanda y la oferta de electricidad 
tienen que estar en equilibrio en cada 
momento a lo largo del tiempo. Técni-
camente, las tecnologías que ayuden a 
equilibrar el suministro y la demanda de 
electricidad en el tiempo y en el espacio 
pueden facilitar la integración de un alto 
porcentaje de fuentes de alimentación 
variables. Por ejemplo, una medida de 
este tipo es aumentar la elasticidad de 
la demanda por medio de medidores in-
teligentes. La generación de capacida-
des de almacenamiento de electricidad 
e interconexiones de red o el aumento 

de la flexibilidad de las plantas de ener-
gía térmica también pueden aumentar 
la elasticidad del lado de la oferta (Hir-
th, 2015).

Una participación elevada de ener-
gías renovables variables también re-
presenta un desafío para el diseño ac-
tual de los mercados de la electricidad. 
Si bien hay muchos argumentos inge-
nuos sobre los problemas causados por 
la variabilidad de la oferta, que no tie-
nen en cuenta la respuesta dinámica del 
mercado, es cierto que potencialmente 
pueden suscitarse algunos problemas. 

US$ 150
POR HABITANTE
REPRESENTARÍA

UN IMPUESTO DE US$ 30
AL CARBONO 

POLÍTICA ENERGÉTICA

GRÁFICO 4
REDUCCIONES DE LAS EMISIONES ENTRE UN ESCENARIO DE LÍNEA DE BASE 
Y UN ESCENARIO DE 2 °C

Notas: Reducciones de las emisiones desde un escenario de línea de base (línea gris continua 
superior) hasta un escenario de 2 °C (línea gris continua inferior), desagregadas en contribu-
ciones de las diversas tecnologías de energía limpia o “cuñas de tecnologías”. Las ganancias de 
eficiencia del lado de la demanda se muestran en verde; la sustitución de combustibles fósiles, en 
amarillo; el uso de combustibles fósiles con captura y almacenamiento de carbono, en naranja; 
la energía nuclear, en turquesa; las energías renovables, en celeste, y la bioenergía con captura y 
almacenamiento de carbono, en azul. 
Fuente: Gráfico cortesía de Gunnar Luderer, sobre la base del método desarrollado en Luderer et 
al. (2012) y datos de Luderer et al. (2013).
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Por ejemplo, las im-
perfecciones actua-
les del mercado de la 
electricidad pueden 
verse exacerbadas por 
un aumento de la varia-
bilidad de la oferta. Dichas 
fallas de mercado existentes 
incluyen la baja adaptación a la de-
manda energética, las fallas de coordi-
nación o la formación de precios sub-
óptima, debida al poder del mercado o 
la intervención reguladora (Cramton y 
Ockenfels, 2012; Edenhofer et al., 2013). 
Cuán importantes son estas fallas en 
los respectivos mercados energéticos 
nacionales o regionales ha suscitado 
fuertes controversias en la literatura 
científica. Aunque algunos apoyan la 
idea de complementar los mercados de 
la electricidad con mercados de capa-
cidad de generación, no hay consenso 
general sobre la necesidad de esta me-
dida (Edenhofer et al., 2013).

LAS POLÍTICAS CLIMÁTICAS
Y ENERGÉTICAS REGIONALES

El panorama actual de las políticas 
climáticas y energéticas en los países 
latinoamericanos es variopinto. Los paí-
ses de la región han estado experimen-
tando con las políticas para la produc-
ción de energía renovable desde 1970 
y, al momento de escribir este trabajo, 
había más de 300 planes de apoyo a 
las energías renovables distintos a nivel 
nacional en todo el continente (IRENA, 
2015). Prácticamente todos los países 
de América Latina se han fijado obje-
tivos relacionados con las energías re-
novables. Los instrumentos de política 
aplicados para alcanzar estos objetivos 
de energía renovable son diversos, pero 
se componen principalmente de las 
subastas y los incentivos fiscales en el 
sector de la electricidad y de las políti-
cas de apoyo a los biocombustibles en 
el sector del transporte (IRENA, 2015). 

En claro contraste 
con la prevalencia de 
las políticas de ener-

gía renovable, solo dos 
países latinoamericanos, 

Chile y México, han esta-
blecido un precio para las 

emisiones de gases de efecto 
invernadero (Kossoy et al., 2015).

Como se mencionó anteriormen-
te, existe un amplio consenso entre los 
economistas respecto de que fijar un 
precio del carbono es inequívocamente 
el instrumento de política climática más 
importante (Aldy et al., 2010). Si nos 
guiamos por esta idea, el estado actual 
de las políticas climáticas y energéticas 
en la mayoría de los países del mundo 
está lejos de ser un paquete eficaz. Si 
bien la plétora de políticas tecnológi-
cas de apoyo a la energía renovable sin 
duda acelerará la transición hacia un 
suministro de energía bajo en emisio-
nes de carbono, una política tecnológi-
ca que no fije un precio del carbono no 
necesariamente reducirá sus emisiones. 
Las políticas tecnológicas tendientes 
a introducir las energías renovables en 
la matriz energética no van a expulsar 
por sí solas a las fuentes de energía in-
tensivas en carbono lo suficientemente 
rápido como para lograr objetivos am-
biciosos de mitigación del cambio cli-
mático (Kalkuhl, Edenhofer y Lessmann, 
2013). Las políticas tecnológicas que no 
prevén la fijación de un precio del car-
bono también pueden llevar a una caí-
da de los precios de la electricidad que 
puede desencadenar un efecto rebote y 
aumentar la demanda de energía, lo que 
tornaría muy costoso o incluso imposi-
ble el logro de reducciones significati-
vas de las emisiones de carbono sin una 
política integral de precios del carbono 
(Bertram et al., 2015).

Alemania constituye un ejemplo no-
table. Mientras que las tarifas de alimen-
tación reguladas incrementaron la par-
ticipación de la energía renovable hasta 

alrededor de un tercio del suministro 
eléctrico, las emisiones totales de gases 
de efecto invernadero no disminuyeron 
drásticamente. De hecho, en el sector 
de la energía eléctrica, desde 2009 las 
emisiones en realidad aumentaron, im-
pulsadas principalmente por las centra-
les eléctricas a carbón (Graichen y Redl, 
2014). Aunque el sector de la energía 
eléctrica alemán esté comprendido en 
el sistema de comercio de emisiones de 
la Unión Europea, la señal dada por el 
precio de las emisiones fue demasiado  
débil para desterrar a la electricidad a 

base de carbón de la matriz energética, 
lo que impidió una reducción significati-
va de las emisiones.

El precio del carbono es indispen-
sable para lograr reducciones efectivas 
de las emisiones y también conlleva 
beneficios adicionales. En primer lugar, 
los ingresos provenientes del precio 
del carbono pueden mejorar las finan-
zas públicas en materia de ingresos y 
gastos. El precio del carbono también 
puede ayudar a financiar algunos de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible. 
Por último, el precio del carbono puede 

POLÍTICA ENERGÉTICA

GRÁFICO 5
CAMBIOS EN LOS FLUJOS ANUALES DE INVERSIONES EN 2010-2029 PARA ESCE-
NARIOS DE 2 °C, ESTRATIFICADOS POR TECNOLOGÍA DE ENERGÍA LIMPIA

Fuente: Reproducido del gráfico RRP.9 de IPCC (2014).

VARIACIÓN DE LOS FLUJOS ANUALES DE INVERSIÓN
RESPECTO DE LA LÍNEA DE BASE
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ser un componente 
esencial del escena-
rio de la política cli-
mática internacional 
definido en el Acuerdo 
de París.

Tanto los investiga-
dores académicos como los 
responsables de políticas suelen 
evaluar la política climática separada-
mente de la política fiscal. Siegmeier et 
al. (2015) argumentan que la integración 
de la política fiscal con la de precios del 
carbono genera varios beneficios: por 
el lado de la recaudación de la política 
fiscal, la fijación de un precio del carbo-
no puede ayudar a los gobiernos nacio-
nales a evitar la competencia tributaria 
internacional por medio del aumento de 
las inversiones privadas, ya que parte 
de las rentas de escasez creadas por la 
política climática pueden ser captadas. 
Los ingresos provenientes de la fijación 
de un precio del carbono constituyen, 
por tanto, una fuente concreta de fon-
dos públicos, que pueden ser invertidos 
en infraestructura pública actualmente 
desfinanciada o utilizados para reducir 
la deuda pública. 

Los ingresos recaudados por la fija-
ción de un precio del carbono pueden 
conformar fondos públicos importan-
tes. En América Latina, se estima que 
los ingresos anuales provenientes de un 
impuesto al carbono de US$ 30 por to-
nelada de CO2 superarían los US$ 150 
per cápita (ver gráfico 6). Estos fondos 
públicos podrían ser de mucha utilidad 
para financiar parte de la infraestructu-
ra pública básica necesaria para el logro 
de los Objetivos de Desarrollo Soste-
nible. En muchos países, la fijación de 
precios del carbono podría aportar fon-
dos importantes para mejorar el acce-
so a agua limpia, saneamiento, electri-
cidad, telecomunicaciones y carreteras 
pavimentadas (Jakob et al., 2016).

La fijación de precios del carbono 
puede tener, asimismo, importantes 

efectos distributivos 
y las desigualdades 
deben ser abordadas 

por medio de políticas 
diseñadas cuidadosa-

mente. Si bien los posi-
bles impactos regresivos 

de los impuestos al carbono 
suelen generar cierta inquietud, las 

investigaciones recientes sostienen que 
la regresividad de un impuesto sobre el 
carbono se puede evitar si los ingresos 
se reciclan de un modo tal que contra-
rresten el efecto regresivo del impuesto 
(Klenert y Mattauch, 2016): las devo-
luciones de sumas fijas a los hogares, 
como las que ya se han introducido en 
algunos países, pueden incluso hacer 
que el impuesto al carbono se torne 
progresivo.

La implementación de una política 
climática compatible con el objetivo de 
2 °C trae aparejados importantes cobe-
neficios para otros objetivos de política. 
Los ejemplos más importantes incluyen 
una reducción de la contaminación del 
aire a nivel local, menos congestión y 
mayor acceso a la energía producto del 
cambio a un suministro energético bajo 
en emisiones de carbono (Edenhofer et 
al., 2015). Los beneficios monetarios es-
timados que derivarían de la reducción 
de la contaminación del aire local –un 
incentivo significativo para aprobar las 
políticas climáticas en muchos países– 
se muestran en el gráfico 6.

Para contar con una política climáti-
ca integral, la fijación de precios del car-
bono debe venir acompañada por po-
líticas de infraestructura e inversiones 
públicas de bajas emisiones de carbo-
no. Esto es más importante aún, habida 
cuenta de la rápida urbanización que 
está teniendo lugar en muchos países 
de América Latina, dado que la defini-
ción de las políticas de inversiones en 
infraestructura de transporte y el par-
que edificado determinarán la forma de 
esas áreas urbanas en las décadas veni-
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deras. La integración de las inversiones 
en infraestructura baja en emisiones de 
carbono (por ejemplo, en el caso del 
transporte público) permite una profun-
da reducción de las emisiones.

LA POLÍTICA CLIMÁTICA
INTERNACIONAL

Lo fundamental es que la fijación del 
precio del carbono podría llegar a ser un 
instrumento clave en el escenario actual 
de la política climática internacional. Si 
bien el Acuerdo de París fue una proeza 
diplomática al establecer metas de tem-

peratura global a largo plazo, las contri-
buciones individuales de las naciones a 
la meta mundial aún no son suficientes 
para alcanzar esos objetivos; el principal 
obstáculo es el renacimiento de la ener-
gía generada con carbón. El logro de los 
objetivos establecidos en el Acuerdo de 
París depende de si las naciones pue-
den reforzar las ambiciones de sus polí-
ticas climáticas en los próximos años y 
décadas. Los detalles acerca de cómo 
funcionaría ese proceso aún no quedan 
claros. Edenhofer, Flachsland y Kornek 
(2016) sugieren que transparentar las 
ambiciones de las políticas climáticas 

GRÁFICO 6
INCENTIVOS PARA LA FIJACIÓN DEL PRECIO DEL CARBONO POR REGIONES 
DEL MUNDO

Notas: Ingresos anuales provenientes de un impuesto al carbono de US$ 30 por tonelada de CO2, 
daños evitados y cobeneficios de la reducción de la contaminación del aire. AML indica América 
Latina. 
Fuente: Gráfico cortesía de Michael Jakob, basado en Edenhofer et al. (2015).
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POLÍTICA ENERGÉTICA

nacionales es un prerrequisito funda-
mental sobre el cual podría basarse un 
mecanismo para elevar dichas ambicio-
nes a lo largo del tiempo. Los autores 
argumentan que los instrumentos multi-
laterales para aumentar la cooperación 
y repartir la carga de responsabilidades 
son esenciales.

Hasta ahora, las ambiciones de las 
CDN con respecto a las reducciones 
globales de emisiones son difíciles de 
comparar, ya que están definidas por 
muchas medidas diferentes, por ejem-
plo, como reducciones de las emisiones 
basadas en la intensidad o reducciones 
absolutas con respecto a una determi-
nada línea de base. Fijar un precio del 
carbono hace más fácil comparar las 
ambiciones de mitigación de las diver-
sas naciones, ya que el precio refleja 
aproximadamente los costos marginales 
de mitigar las emisiones. Transparentar 
las ambiciones de otras naciones es un 
requisito previo para ir incrementando 
gradualmente las ambiciones a través 
de las negociaciones internacionales 
que se desarrollen a lo largo del tiempo. 
El Acuerdo de París no establece meca-
nismos de sanción efectivos para hacer 
cumplir las contribuciones nacionales a 
las reducciones de las emisiones. El es-
tablecimiento de un precio mínimo del 
carbono podría estar condicionado y 
depender de la participación de otras 

naciones. Si lo planteamos de esta ma-
nera, la preocupación de que los pre-
cios del carbono lleven a una pérdida 
de competitividad internacional podría 
contrarrestarse, lo cual también puede 
contribuir a la negociación de políticas 
climáticas cada vez más ambiciosas 
(Edenhofer et al., 2016).

Las economías emergentes y en 
desarrollo pueden no ser capaces de 
cubrir los costos de la reducción de las 
emisiones de gases de efecto inverna-
dero, o estar menos dispuestas a ha-
cerlo, habida cuenta de que los países 
ricos son los principales responsables 
de las emisiones acumuladas históri-
camente. Por consiguiente, los instru-
mentos multilaterales son cruciales 
para incentivar el fortalecimiento de 
las políticas climáticas. Una propuesta 
es utilizar estratégicamente las trans-
ferencias internacionales para incenti-
var el establecimiento de precios del 
carbono en los países en desarrollo y 
en las economías emergentes (Kornek 
y Edenhofer, 2016). Según este enfo-
que, las transferencias procedentes, 
por ejemplo, del Fondo Verde Climáti-
co, se utilizarían para compensar a los 
países por los costos ocasionados por 
la transición a vías de desarrollo con 
bajas emisiones de carbono. Parte de 
estas transferencias podrían utilizarse 
para ayudar al desarrollo de las capaci-
dades necesarias para establecer y ad-
ministrar los instrumentos de fijación 
del precio del carbono en las naciones 
en desarrollo (Edenhofer et al., 2016). 
Llevar a cabo la fijación del precio del 
carbono en todo el mundo es una for-
ma promisoria de avanzar a partir del 
éxito diplomático del Acuerdo de París 
por medio de una acción de mitigación 
efectiva que evite los peores impactos 
del cambio climático para las genera-
ciones venideras.

COMPENSAR
SE OBTENDRÍAN ASÍ

RECURSOS PARA QUE
PAÍSES EMERGENTES

PUEDAN BAJAR
LAS EMISIONES
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Los nuevos
materiales 

son esenciales
en la protección
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¿Cómo puede la gobernanza mundial 
fomentar un tipo de innovación que 
contribuya a mitigar el cambio climá-
tico?

La gobernanza global es necesaria 
para limitar la explotación excesiva de 
los recursos naturales, mientras que la 
ciencia y los conocimientos son nece-
sarios para desarrollar tecnologías que 
permitan un uso mejor y más eficiente 
de dichos recursos. Cuando se habla de 
gobernanza, lo importante es coordinar 
esfuerzos para evitar la explotación del 
medioambiente. 

¿Cuál puede ser la contribución de los 
nuevos materiales para que la produc-
ción sea más sostenible? 

Los materiales nuevos son parte de 
la solución, en particular para el alma-
cenamiento y transporte de la energía 
eléctrica, que es un asunto muy impor-
tante para la protección del medioam-
biente.

¿Podría dar algún ejemplo de innova-
ciones o materiales nuevos que permi-
tan reducir la contaminación?

Por ejemplo, Mikhail Eremets y otros 
colegas de nuestro instituto de inves-
tigaciones y de todo el mundo están 
estudiando el desarrollo de materiales 
superconductores que permitan trans-
portar electricidad sin resistencia a 
temperatura ambiente. Tales materia-
les nos permitirán utilizar la energía de 
un modo mucho más eficiente. Existen 
muchos otros ejemplos.

LA ENCÍCLICA
ES UNA EXHORTACIÓN 

CONTUNDENTE CONTRA 
LA DESTRUCCIÓN

DEL MEDIOAMBIENTE,
LA INJUSTICIA Y

LOS MALES SOCIALES

NECESITAMOS
UNA GOBERNANZA
GLOBAL QUE LIMITE

LA EXPLOTACIÓN
DE LOS RECURSOS

NATURALES

Paul Crutzen nació en Ámsterdam en 1933 y se formó en Ale-
mania, Suecia e Inglaterra. Fue uno de los 22 Premio Nobel en 
firmar el Manifiesto Humanista en 2003, que rescata la condi-
ción social del ser humano y el análisis racional y experimental 

en las ciencias. Algunas de sus principales publicaciones son las 
siguientes: 

•	“The influence of nitrogen oxides on the atmospheric ozone con-
tent”. Quarterly Journal of the Royal Meteorological Society. 96 

(408): 320-325. 1970.
• “Ozone production rates in an oxygen-hydrogen-nitrogen oxide atmosphere”. 

Journal of Geophysical Research. 76: 7311-7327. 1971.
•  “Nitric acid cloud formation in the cold Antarctic stratosphere: A major cause 
for the springtime ‘ozone hole’”. Nature. 324: 651-655. Con F. Arnold. 1986.
• “The ‘Anthropocene’”. Global Change Newsletter. 41: 17-18. Con E. F. Stoermer. 
2000.
• “Geology of mankind”. Nature. 415 (6867): 23. 2002.

El holandés Paul Crutzen cobró fama mundial en 1995 al ganar el Premio Nobel 
de Química por sus investigaciones sobre la capa de ozono. Sus estudios fueron pione-
ros y se remontan a la década de 1970. Gracias a ellos, se logró descubrir qué tipos 
de sustancias resultan contaminantes para la atmósfera y sentar así las bases para 
comprender las causas del cambio climático. En la actualidad, Crutzen es miembro del 
prestigioso Instituto Max Planck y de la Pontificia Academia de las Ciencias. En esta 
entrevista exclusiva para la revista Integración & Comercio, el nobel asegura que los 
nuevos materiales, como los superconductores de electricidad, contribuirán a gene-
rar una producción más sostenible, y que se requiere mayor compromiso mundial para 
estabilizar el clima. 

¿QUÉ ES LA SUPERCONDUCTIVIDAD?

El premio Nobel de Química, Paul Crutzen, apuesta a la superconducti-
vidad como un elemento clave del cuidado ambiental. Durante el paso de la 
corriente eléctrica se producen pérdidas de energía porque los electrones que 
forman esta corriente sufren colisiones. A este fenómeno se lo llama resisten-
cia. Si la ciencia avanza lo suficiente como para evitar esas pérdidas, habría un 
ahorro de uso de energía a escala global tan grande que generaría un impacto 
muy positivo para el medioambiente. 

¿Cuáles son los desafíos globales des-
pués de las cumbres mundiales sobre 
impacto ambiental de París y Ma-
rrakech?

Ahora el principal desafío es imple-
mentar y ampliar los acuerdos y com-
promisos de la COP21. Espero que la 
COP22 signifique también un avance 
en este proceso y que conduzca a un 
mayor compromiso y más acciones de 
todas las partes involucradas a fin de 
estabilizar el clima, proteger nuestro 
medioambiente y asegurar un desarro-
llo sostenible, pacífico y próspero para 
el futuro de la humanidad.

¿Cuál es el significado del término An-
tropoceno que usted acuñó en el año 
2000 y que cobra cada vez más rele-
vancia en los debates sobre cambio 
climático? 

Antropoceno hace referencia al mo-
mento del inicio de una nueva era geo-
lógica iniciada con la revolución indus-
trial, cuando las actividades humanas 
comenzaron a tener un impacto global 
significativo en el clima y los ecosiste-
mas de la Tierra. Tal vez el concepto 
de Antropoceno pueda ayudarnos a 

superar los obstáculos sociales y polí-
ticos del pasado, y ponga de relieve los 
riesgos y oportunidades que entraña el 
modo en que la humanidad actúa sobre 
nuestro planeta.

¿Cuál es su opinión general acerca de 
Laudato Si’, la encíclica del papa Fran-
cisco sobre el medioambiente?

La encíclica es una exhortación ro-
tunda y contundente contra la destruc-
ción del medioambiente, el cambio cli-
mático, la injusticia y los males sociales, 
y en pos de una vida más social y equi-
tativa. Me alegra haber podido contri-
buir a este llamado mediante el trabajo 
que realizamos en la Pontificia Acade-
mia de las Ciencias.
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ANÁLISIS

Las energías
renovables

en América
Latina y el

Caribe

Se ha vuelto urgente e imperioso el desarrollo de 
políticas para que en los próximos años

la emisión de dióxido de carbono y de otros
gases altamente contaminantes sea reducida 

drásticamente, por ejemplo, reemplazando
la utilización de combustibles fósiles y

desarrollando fuentes de energía renovable. 

Laudato Si’

Ariel Yépez-García
Banco Interamericano de Desarrollo



El crecimiento económico y poblacio-
nal ha probado tener efectos negativos 
sobre el ambiente; el más evidente es el 
calentamiento global a través de las emi-
siones de gases de efecto invernadero 
(Zhang y Cheng, 2009).1   El calentamien-
to global, a su vez, provoca una serie de 
alteraciones en la disponibilidad de ali-
mentos2 y agua potable. En un cálculo 
realizado por el IPPC (2015), se estima 
que la temperatura del mundo superará 
el límite de los 2 grados centígrados por 
arriba de niveles preindustriales, si la ac-
tividad humana y las emisiones de gases 
de efecto invernadero continúan en la 
actual tendencia. Asimismo, la Organiza-
ción Mundial de la Salud (2014) aseguró 
que las muertes prematuras vinculadas 
a la contaminación del aire ascendieron 
a siete millones en 2014. Esta situación 
ha evidenciado la necesidad de utilizar 
fuentes energéticas que disminuyan la 
contaminación y faciliten una senda de 
crecimiento económico sostenible. 

El PIB per cápita de un país, la mitiga-
ción de emisiones de CO2, la volatilidad 
del precio del petróleo y combustibles 
fósiles, así como la disponibilidad comer-
cial del recurso energético son algunos 
de los factores que determinan el con-
sumo de energía renovable (Omri y Ngu-
yen, 2014). El crecimiento económico y la 
demanda incremental de energía crean 
una oportunidad para la utilización de 

las renovables; sobre todo en economías 
emergentes donde su uso ayudaría a re-
ducir la dependencia a la importación de 
recursos como petróleo y gas. Además, 
se espera que los países con un mayor 
potencial de energía renovable sean los 
que desarrollen más innovaciones tecno-
lógicas para su aprovechamiento (Agui-
rre e Ibikunle, 2014; Sadorsky, 2009). 

Esta nota discute la participación 
de fuentes renovables en la generación 
eléctrica de América Latina y el Ca-
ribe (ALC) y está compuesta de la si-
guiente manera: en la próxima sección 
exponemos la presencia de las fuentes 
renovables en la matriz de generación 
eléctrica regional, su situación actual y 
su comportamiento durante la últimas 
cuatro décadas. En la tercera sección 
se realiza un comparativo de la com-
posición de la generación eléctrica 
regional con respecto al mundo, para 
mostrar que ALC tiene la matriz menos 
contaminante a nivel global. En la cuar-
ta sección analizamos los instrumen-
tos que han permitido mitigar riesgos 
de inversión y expandir la generación 
basada en energías renovables. En la 
quinta sección exploramos las barreras 
que enfrentan estas fuentes de energía 
para incrementar su participación en la 
generación de electricidad. Por último, 
en la sexta sección se hacen algunas re-
comendaciones de política para lograr 

Cuál es la producción de energía renovable en la región y cuál 
es la inversión necesaria para modificar la matriz energética. A 
partir de una comparación con otras regiones del planeta, el 
artículo traza un diagnóstico preciso y anticipa los cambios en 
el consumo que podrían darse en las próximas décadas. También 
detalla los montos de inversión necesarios para hacer frente al 
calentamiento global. 

una matriz eléctrica más diversificada y 
ambientalmente sustentable.

EVOLUCIÓN DEL SECTOR
ELÉCTRICO Y SITUACIÓN ACTUAL

Las energías renovables tienen una 
sólida presencia en la generación de 
electricidad. En el año 2013, ALC gene-
ró el 54% de su electricidad de fuentes 
de energía renovable, entre las que se 
encuentran las formas convencionales 
como la hidráulica (48%) y las no con-
vencionales (ERNC), con un 6%. Entre las 
ERNC, aquellas con mayor participación 
son biocombustibles (71%), energía geo-
térmica (12%), eólica y solar (17%) (ver 
gráfico 1).

Los requerimientos de electricidad en 
la región se han incrementado de mane-
ra importante en las últimas décadas. El 
consumo eléctrico pasó de 144 teravatio-
hora (TWh) en 1971 a 1.297 TWh en 2013. 

Esto significó un 5,24% de crecimiento 
promedio anual, del cual 2 puntos por-
centuales se deben al crecimiento del 
consumo eléctrico de Brasil, seguido por 
México, Argentina y Venezuela. El con-
sumo eléctrico de Paraguay registró una 
tasa de crecimiento promedio anual de 
9,28%, lo que lo colocó como el país con 
mayor crecimiento en dicho período,3 
aunque su contribución al crecimiento 
del consumo regional es menor. En este 
período, Brasil contribuyó con alrededor 
del 36,4% de la generación total de elec-
tricidad. Estas elevadas tasas de creci-
miento plantean desafíos importantes en 
el largo plazo a fin de mantener un abas-
tecimiento seguro de electricidad que 
sea ambientalmente sostenible.

Históricamente, la energía hidráulica 
ha sido la de mayor relevancia en la región, 
como se muestra en el gráfico 2; su creci-
miento –en las últimas tres décadas– ha 
contribuido sustancialmente a atender 

GRÁFICO 1
MATRIZ DE GENERACIÓN ELÉCTRICA REGIONAL (2013)

Fuente: Elaboración propia a partir del Balance Mundial Energético de IEA (2016).
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las crecientes demandas de electricidad 
en la región. Brasil fue uno de los prime-
ros países en usar sus recursos hídricos 
parar generar electricidad. Este país fue 
el mayor productor de electricidad hi-
dráulica durante más de un siglo, debido 
a la disponibilidad de recursos naturales 
en su territorio (Rubio y Tafunell, 2014). 
Según estimaciones para América Latina, 
en 2009 la capacidad de energía hidráu-
lica aumentó nueve veces en compara-
ción con la de 1928.4  

La región continúa estando por en-
cima del promedio global de 16,3% de 
generación hidráulica. En este contexto, 
las energías renovables no convenciona-
les se presentan como una alternativa de 
generación eléctrica limpia con amplio 
potencial. En la región, la energía eólica 
y geotérmica son tecnologías renova-
bles que han mostrado un gran dinamis-
mo. México es el primer país en ALC en 
explotar este tipo de recursos. En 2013, 
el 52,6% de su electricidad basada en 
ERNC se generó con energía geotérmica. 

Para el caso de la energía eólica, Brasil y 
México representan el 80% de la gene-
ración eléctrica mediante este recurso 
energético.

En años más recientes, la región ha 
mostrado un pronunciado incremento 
en su participación de energías renova-
bles. La tabla 1 muestra la participación 
de las ERNC dentro de la matriz de ge-
neración eléctrica para 12 países de ALC, 
entre 2005 y 2015. Los aumentos en la 
capacidad eólica y geotérmica explican 
el incremento del uso de ERNC y refuer-
zan las tendencias que se observan en la 

composición de la matriz de generación 
eléctrica en ALC. 

El desarrollo de estas tecnologías 
coincide con períodos de elevados pre-
cios del petróleo. Son ejemplos de esto 
el programa de biocombustibles ProÁl-
cool, que se estableció en Brasil duran-
te 1975, y las leyes sobre geotermia de 
Costa Rica en 1976 y Nicaragua en 1977. 
En años recientes –en que han ocurrido 
reducciones en los precios del petróleo– 
se ha continuado la materialización de 
numerosos proyectos de ERNC, especial-
mente proyectos de energía eólica. Estos 
han tenido resultados positivos en térmi-
nos de capacidad instalada. Por ejemplo, 
Brasil ha añadido 2.708 MW; México, 659 
MW; Chile, 147 MW y Argentina, 53 MW 
en 2015. En el caso de Uruguay, hay una 
capacidad instalada total de 865 MW de 
potencia en distintos parques eólicos, de 
los cuales 513,2 MW entraron en opera-

ción en 2015.5 
Es importante enfatizar el rol de las 

ERNC en facilitar el acceso y contribu-
ción al abastecimiento de energía a pre-
cios competitivos. Por ejemplo, la ener-
gía solar fotovoltaica, que por lo general 
se utiliza en zonas rurales no conectadas 
a la red, ha experimentado un cambio de 
escala en muchos países. Un ejemplo de 
esto es el parque fotovoltaico Don Alejo 
en México. Con una capacidad de 21 MW, 
este parque forma parte del proyecto 
para construir la central más grande de 
América Latina, capaz de abastecer el 
consumo de 1,5 millones de hogares con 
una capacidad de 400 MW.6 

En general, las energías renovables 
han mostrado mayor dinamismo gra-
cias a la mejora en competitividad por 
la reducción de sus costos nivelados 
(ver gráfico 4). En el caso de la energía 
solar, ya sea fotovoltaica o concentrada, 

ENERGÍAS RENOVABLES

ITAIPÚ BINACIONAL:
UN EJEMPLO DE INTEGRACIÓN REGIONAL CON ENERGÍA RENOVABLE

El aumento del precio del petróleo a nivel internacional y el continuo incre-
mento de la demanda eléctrica durante la década de los setenta motivó a los 
hacedores de política a cambiar el petróleo como fuente de generación eléc-
trica y promover proyectos hidráulicos en la región. Bajo este panorama, en 
1973, Paraguay y Brasil firmaron el Tratado de Itaipú para el aprovechamiento 
hidroeléctrico del río Paraná entre los dos países, lo que dio pie a la construc-
ción de la central hidroeléctrica de mayor tamaño de su tiempo. 
La central Itaipú cuenta con una capacidad instalada de 14.000 MW y es la 
segunda hidroeléctrica más grande del mundo después de Tres Gargantas de 
China (22.000 MW). Desde los inicios de operación, la generación eléctrica 
de la central ha crecido 20,5% en promedio anual y alcanzó su mayor produc-
ción en el 2013 con 98.630 GWh. La central suministra alrededor del 15% de la 
energía consumida en Brasil y el 75% de la utilizada en Paraguay. Su configu-
ración técnica y operativa la convierte a nivel mundial en el mayor proyecto de 
generación eléctrica con fuentes renovables y que integra energéticamente a 
dos países. 
Asimismo, la central hidroeléctrica ha contribuido a la reducción de emisiones 
de CO2 a la atmósfera. Si toda la electricidad producida en un año por la cen-
tral fuese generada a base de carbón, se estarían emitiendo aproximadamente 
79 millones de toneladas de CO2 a la atmósfera. También, Itaipú es reconocida 
a nivel mundial por sus acciones a favor de la conservación del medioambien-
te, pues protege cerca de 100.000 hectáreas de reserva y colabora con esto a 
la sustentabilidad ambiental. 

GRÁFICO 2
GENERACIÓN ELÉCTRICA POR TIPO DE FUENTE
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se observan reducciones importantes en 
los costos. Se espera que esta tendencia 
continúe y la participación de energía so-
lar dentro del mix de generación eléctri-
ca aumente. 

COMPARATIVO DE LA MATRIZ
ELÉCTRICA DE ALC CON
RESPECTO AL MUNDO

América Latina cuenta con la matriz 
de generación eléctrica más limpia a 
nivel global, gracias a la mayor partici-
pación de energía hidráulica en compa-
ración con el resto de las fuentes energé-
ticas. ALC en 1971 producía el 54,2% de 
su generación eléctrica con energías re-
novables, mientras que en la mayor parte 
del mundo la electricidad se generaba 
mediante combustibles fósiles (ver grá-
fico 5). En 2013, los renovables continúan 
teniendo una importante participación: 

52,4%. Durante este período (1971-2013), 
la participación de gas natural aumentó a 
un 26,1% y la participación de otros com-
bustibles fósiles –como el petróleo– dis-
minuyó. 

No obstante, la dependencia de fuen-
tes fósiles es todavía relevante en varias 
economías de la región. Por ejemplo, en 
Brasil y México, los combustibles fósiles 
explican en torno al 20% y 80% de la 
electricidad generada, respectivamente. 
Dado el tamaño de ambas economías, 
ello representa una sustancial demanda 
por fósiles de parte del sector eléctrico 
de la región. De forma similar, en países 
del Caribe7  aproximadamente 90% de la 
electricidad es generada con combusti-
bles fósiles. 

No obstante, el sector eléctrico en 
ALC contamina menos que en otras par-
tes del mundo. El 35% del total de emisio-
nes de CO2 en América Latina proviene 

de la generación de electricidad y cale-
facción, en contraste con países como 
Estados Unidos, China e India, donde el 
sector eléctrico emite el 47%, 52,9% y 
52,8% de CO2, respectivamente. En los 
casos de China e India, la emisión de CO2 
se debe a la alta participación que tie-
nen los combustibles fósiles –sobre todo 
carbón– en la matriz eléctrica. El 79% de 
la generación eléctrica en India se basa 
en carbón y en China la participación de 
este combustible alcanza el 86%.8

PRONÓSTICOS DE CONSUMO
E INSTRUMENTOS PARA LA
EXPANSIÓN DE ENERGÍA

RENOVABLE 

Según el reporte de la EIA (2010), se 
estima que el consumo de energía reno-
vable para generar electricidad crecerá 
en promedio a una tasa anual de 3% du-
rante el período 2007-2035. Como resul-
tado de este crecimiento, la participación 
de las energías renovables en la matriz 
de generación mundial pasará del 18% en 
2007 al 23% en 2035. 

Los países de la región están estable-
ciendo metas e implementando meca-
nismos de política para el desarrollo de 
energías renovables. En el año 2015, se 
identificaron 325 mecanismos de apoyo, 

como el establecimiento de objetivos na-
cionales de energía renovable y leyes en 
la mayoría de los países (IRENA, 2015). 
No obstante, la inserción de energías re-
novables aún enfrenta retos importantes 
para alcanzar la escala necesaria y redu-
cir la dependencia de fósiles. 

Las subastas y los incentivos fiscales 
se encuentran entre los mecanismos más 
utilizados en la región. Los incentivos fis-
cales incluyen exenciones de impuestos, 
depreciación acelerada y acuerdos de 
estabilidad. Un ejemplo claro es Nicara-
gua, donde se aplican incentivos tribu-
tarios a inversiones en renovables desde 
2005 (con vigencia prevista hasta el año 
2020). En cambio, Argentina y Perú ofre-
cen incentivos de estabilidad fiscal con 
los que se protegen determinadas tec-
nologías de energías renovables contra 
posibles futuros cambios en su régimen 
fiscal y tasas adicionales, entre otros 
(IRENA, 2015).

En relación al mecanismo de subas-
tas, entre los años 2013 y 2015, se han 
efectuado más de 20 subastas para 
generación (MWh) o construcción de 
capacidad (MW) eólica, biomasa, solar 
e hidráulica, en contratos de largo pla-
zo y con duraciones que van de 10 a 30 
años. Estas subastas han mostrado una 
tendencia decreciente en el costo de 

ENERGÍAS RENOVABLES

GRÁFICO 3
GENERACIÓN ELÉCTRICA REGIONAL BASADA EN ERNC 

Nota: la categoría ERNC no incluye biocombustibles. 
Fuente: Elaboración propia a partir del Balance Mundial Energético de IEA (2016) y balances 
energéticos reportados por los países.
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generación con energías renovables. Por 
ejemplo, la primera subasta de energía 
eólica en Perú tuvo un precio medio pon-
derado de 80,38 US$/MWh y en tan solo 
cinco años este disminuyó 53%. Casos 
similares se reportaron en Brasil, donde 

el precio subastado de la energía eólica 
disminuyó 40% en tres años.9  

Otros países de ALC han implemen-
tado diversos esquemas para disminuir 
riesgos de inversión e incentivar el desa-
rrollo de generación eléctrica a partir de 
energía geotérmica (ver tabla 2). A nivel 
global se estima un potencial de 70-80 
GW en energía geotérmica, de los cua-
les se explotan aproximadamente 12 GW 
(ESMAP, 2016). Esta energía se desarro-
lla poco, debido a los costos elevados 
y los riesgos que supone desarrollar el 
campo de vapor y construir la planta de 
generación.

DESAFÍOS Y RETOS A LA EXPANSIÓN 
DE LA ENERGÍA RENOVABLE 

A nivel mundial, los combustibles 
fósiles siguen siendo la fuente energéti-
ca que más uso tiene en la generación 
eléctrica, especialmente el carbón. En 
2013 las plantas a base de carbón en el 
mundo generaron cerca de 9.614,6 TWh, 

ENERGÍAS RENOVABLES

TABLA 1
PARTICIPACIÓN DE LAS ERNC EN LA 
GENERACIÓN ELÉCTRICA EN PAÍSES 
SELECCIONADOS 

PAÍS
BRASIL
CHILE
COSTA RICA
REPÚBLICA
DOMINICANA
EL SALVADOR
GUATEMALA
HONDURAS
MÉXICO
NICARAGUA
PANAMÁ
PERÚ
URUGUAY

2005 %
0,02
1
16,37
0,51

21,79
2,06
0
3,01
8,88
0
0
0

2015 %
13,3
8
24
2

32
31
17
5
34
2
2
22

Fuente: Elaboración propia a partir del Balance Mundial Energético de IEA (2016).
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PANEL B. COMPOSICIÓN DE LA MATRIZ DE GENERACIÓN ELÉCTRICA POR PAÍS (2013)
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lo que equivale al 41,3% de la generación 
total. En América Latina la generación 
eléctrica a base de carbón incrementó 
7,04% por año entre 1971 y 2013, hasta 
alcanzar 98,852 TWh, es decir, el 6,5% 
de la generación total.10 En términos re-
lativos, países como Trinidad y Tobago, 
Cuba y Jamaica generan el 100%, 95% y 
89%, respectivamente, de su electricidad 
a partir del uso de combustibles fósiles; 
en términos absolutos, México, Brasil y 
Argentina en el 2013 produjeron la ma-
yor cantidad de electricidad basada en 
este tipo de recursos: juntos produjeron 
cerca de 461,84 TWh, es decir, aproxi-

madamente el 68% de la electricidad 
generada con combustibles fósiles en 
América Latina fue producida por estas 
tres economías. Si bien los países están 
realizando esfuerzos para incrementar la 
participación de las energías renovables 
en la matriz de generación eléctrica, aún 
existen varios retos que afrontar para su 
expansión.

Uno de ellos es el financiero. De 
acuerdo con estimaciones de la IEA 
(2012), a nivel mundial se necesita una 
inversión de aproximadamente US$ 24 
billones para hacer frente al calentamien-
to global; parte de esta inversión se des-

ENERGÍAS RENOVABLES

CARACTERÍSTICAS

PAÍSES

CAPACIDAD
DESARROLLADA

Fuente: Elaboración propia con información de ESMAP (2016).

TABLA 2
ESQUEMAS DE MITIGACIÓN DE RIESGO PARA LA GENERACIÓN DE ELECTRICIDAD 
BASADA EN ENERGÍA GEOTÉRMICA 

PERFORACIÓN 
CON COSTOS 
COMPARTIDOS

El gobierno participa 
en la perforación para 
reducir el riesgo. se bus-
ca impulsar el capital 
privado mediante los 
siguientes mecanismos:
1. perforación con cos-
tos compartidos
2. perforación explo-
ratoria llevada por el 
gobierno, mientras que 
el posterior desarrollo 
del proyecto queda en 
manos privadas.

Costa Rica, 
El Salvador, 
Guatemala 
y Nicaragua

Costa Rica:
3 MW (1 campo)
El Salvador:
44 MW (1 campo)
Guatemala:
52 MW (2 campos)
Nicaragua:
70 MW (1 campo)

GOBIERNO COMO 
DESARROLLADOR

Los organismos 
gubernamentales o con 
apoyo público exploran 
y desarrollan los 
recursos geotérmicos 
en todas sus etapas.

Costa Rica, 
El Salvador, 
Nicaragua y México

Costa Rica: 
177 MW (2 campos)
El Salvador: 
149 MW (2 campos)
Nicaragua: 
70 MW (1 campo)
México: 
980 MW (4 campos)

INCENTIVOS
FISCALES 
PARA LA ETAPA
INICIAL

Exenciones fiscales 
y aranceles a la 
importación a equipos 
relacionados con la 
etapa exploratoria del 
proyecto. de esta 
forma se reduce el 
monto total de capital 
requerido.

México

Este esquema se ha 
utilizado en varios 
campos geotérmicos y 
no se puede considerar 
como único factor.

tinaría al desarrollo e implementación de 
energía limpia en la generación eléctrica. 

A pesar de los progresos recientes en 
materia de regulación sobre energías re-
novables, todavía falta mucho por hacer. 
Por ejemplo, los marcos legales y regu-
latorios para algunas –sobre todo bio-
combustibles– en la región son recientes 
y se han modificado conforme se gana 
experiencia en su uso (CAF, 2013). Estas 
modificaciones, y las alteraciones que se 
hagan en su implementación, significan 
un reto al momento de atraer fuentes de 
capital que inviertan de forma segura en 
el sector. 

Según Zyadin et al. (2014), la expan-

sión de energías renovables se enfrenta a 
cuatro tipos de barreras: técnicas, econó-
micas, ambientales e institucionales. Es-
tas barreras son distintas para cada tipo 
de energía renovable, como se resume en 
la tabla 3. Por ejemplo, la energía solar 
y eólica presentan problemas de inter-
mitencia por su naturaleza y, en muchas 
ocasiones, la tecnología que utilizan re-
quiere una alta inversión en transmisión. 
Esto es debido a que los lugares donde 
el recurso se encuentra disponible están 
alejados de la red (Stram, 2016). Entre las 
barreras económicas se encuentran prin-
cipalmente el acceso a financiamiento 
y los altos costos de capital e inversión, 

TECNOLOGÍA

Fuente: Elaboración propia con información de Zyadin et al. (2014). 

TABLA 3
BARRERAS A LA EXPANSIÓN DE ENERGÍAS RENOVABLES 

TÉCNICA 

Intermitencia, 
disponibilidad de 
terreno, razago 
en la experiencia, 
acumulación de 
arena desértica, 
capacidad de 
almacenamiento, 
baja eficiencia.

Durabilidad, 
mantenimiento, 
acumulación de 
tierra y vapor

Riesgos en la 
exploración y 
perforación

Intermitencia, 
límite de 25 m/s, 
rezago en la ex-
periencia técnica

Maduración 
tecnológica,
rezago en la 
experiencia del 
uso de materiales

AMBIENTAL

Impacto en la 
biodiversidad, 
efectos en la 
disponibilidad 
de la tierra

Efecto 
desplazamiento

Fuga de fluido de 
inyección, falta de 
recursos

Mortalidad en 
aves, efectos en 
la disponibilidad 
de la tierra

Riesgo 
alimenticio e 
impacto a la
biodiversidad

ECONÓMICAS

Acceso a 
financiamiento, 
comerciabilidad, 
vínculos entre 
oferta y demanda, 
volatilidad del 
precio de gas 
y petróleo

Asequibilidad 
para los estratos 
más bajos de la 
población

Altos costos en 
las etapas
iniciales delpro-
yecto, seguridad 
en la inversión

Altos costos 
de capital e 
inversión, precios 
de mercado a la 
electricidad

Sensible al uso 
de subsidios en 
combustibles 
fósiles

INSTITUCIONAL

Distorsión 
producida por 
el uso de 
subsidios, 
obstáculos debi-
dos a la 
regulación

Incentivos 
y regulaciones

Sanciones y
apoyo público

Políticas de 
apoyo, subsidio a 
los combustibles 
fósiles

Expansión en 
el transporte y 
apoyo público

SOLAR 
FOTOVOLTAICA

SOLAR 
TÉRMICA

GEOTÉRMICA

EÓLICA

BIOENERGÍA
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además del uso de subsidios de com-
bustibles fósiles que no permiten una 
competencia justa entre distintos tipos 
de tecnologías. En términos ambientales, 
la expansión de energía renovable puede 
tener un impacto en la biodiversidad y en 
la disponibilidad de la tierra. Por su par-
te, en el plano institucional hay una falta 
de apoyo del gobierno mediante políti-
cas que incentiven la implementación de 
este tipo de tecnologías y la adaptación 
de marcos normativos y regulatorios que 
promuevan su uso.

RECOMENDACIONES 

La experiencia en ALC y otras regio-
nes indica que la transición hacia fuen-
tes de energía limpia ocurrirá con base 
en las ventajas concretas de estas tec-
nologías, tales como competitividad en 
costos, sostenibilidad ambiental y segu-
ridad en el abastecimiento, pero tam-
bién a partir del compromiso político 
para su desarrollo. 

En economías emergentes, el princi-
pal objetivo de política energética debe 
ser desvincular el crecimiento económi-
co del consumo de combustibles fósiles 
(Stram, 2016). En intentos para nivelar 
el terreno entre recursos fósiles y ener-
gía limpia, se debe procurar internalizar 
los beneficios de los renovables y las 
externalidades de los combustibles fó-
siles (Aguirre e Ibikunle, 2014). Por este 
motivo, el retiro de subsidios a los com-
bustibles fósiles y la incorporación de ex-
ternalidades al precio de la electricidad 
son dos prácticas útiles para nivelar el te-
rreno. Ejemplo de esto es que los países 
donde los subsidios a los fósiles han sido 
menores muestran una mayor participa-
ción de renovables11 (ver gráfico 7). 

Para tener una matriz energética di-
versificada y ambientalmente sostenible, 
se tienen las siguientes recomendaciones 
de política: 1) promover la investigación y 
el desarrollo en energías renovables, so-
bre todo en términos de intermitencia y 
almacenamiento; 2) eliminar subsidios a 

Fuente: Elaboración propia con datos de Di Bella et al. (2015) y IEA.
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los combustibles fósiles que promuevan 
una competencia más justa; 3) promover 
la integración energética, ya que permite 
a los países subsanar sus deficiencias y 
potenciar sus ventajas comparativas con 
respecto a la dotación de sus recursos; 
4) apoyo a la expansión de energía reno-
vable y eficiencia energética mediante la 
adaptación de marcos normativos y re-
gulatorios apropiados que promuevan el 
uso de estas tecnologías; 5) además de 
los puntos anteriores, se necesita mejo-

rar la recolección y posterior análisis de 
la información del sector con el fin de di-
señar políticas que exploten el potencial 
energético regional.12 

Finalmente, las energías renovables 
han presentado un dinamismo marcado. 
Sin embargo, es importante recordar 
que la transición hacia una matriz de 
energía más limpia y asequible depen-
derá de la voluntad política de los go-
biernos y de la participación activa del 
sector privado.
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NOTAS
1 Según proyecciones recientes del PBR (2016), en el año 
2050 la población del mundo alcanzará los 9,9 mil mi-
llones de personas (mmp). El continente que albergará 
el mayor número de habitantes seguirá siendo Asia (5,3 
mmp). Se estima que en el continente americano vivirán 
aproximadamente 1,2 mmp y que Brasil será la séptima 
economía en el mundo con mayor número de habitan-
tes (226 millones). Esto implicaría, entre otras cosas, una 
mayor demanda de servicios y la necesidad de recursos 
sostenibles para atender a dichos requerimientos. 
2 Lobell, Schlenker y Costa-Roberts (2011) estudian los 
efectos a escala global que tiene el aumento de la tem-
peratura del ambiente sobre los cuatro mayores granos 
(maíz, avena, arroz y soja), los cuales componen el 75% 
de las calorías que un humano consume diariamente. 
Sus resultados son una disminución del 3,8% y 5,5% en la 
producción de maíz y avena, respectivamente. Mientras 
que el efecto neto sobre el arroz y la soja no es signi-
ficativo, las ganancias en algunos países balancean las 
pérdidas en otros.
3 Según datos de la Agencia Internacional de Energía. 

Nótese que estas cifras corresponden a consumo eléc-
trico. Durante el mismo período, la generación ha experi-
mentado una tasa similar de crecimiento anual del 5,3%.
4 Según estimaciones realizadas por Rubio y Tafunell 
(2014).
5 Según cifras oficiales del Ministerio de Industria, Ener-
gía y Minería de Uruguay: http://www.energiaeolica.gub.
uy/index.php?page=parques-en-uruguay.
6 García (17 de enero, 2016).
7 Países con información disponible incluyen Trinidad y 
Tobago, Jamaica, República Dominicana, Haití y Cuba.
8 Según datos de la Agencia Internacional de Energía.
9 Vergara, Alatorre y Alves (2013).
10 Según cifras del Balance Mundial Energético de IEA (2016).
11 Según el estudio realizado por Di Bella et al. (2015), el 
subsidio a los energéticos como porcentaje del PIB es 
mucho mayor en países productores de petróleo y me-
nor en aquellos países importadores de petróleo. La ca-
lidad es un factor determinante al definir el tamaño de 
los subsidios.
12 Yépez-García, Johnson y Andrés (2011).
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Laudato Si’ (Santo Padre Francisco, 
2015) es un documento histórico. Si bien 
hay partes de la encíclica papal que no 
son totalmente favorables al uso de ins-
trumentos económicos para manejar el 
problema del medioambiente, el men-
saje fundamental referido a la impor-
tancia de la protección del medioam-
biente es totalmente coherente con los 
estudios económicos que abordan las 
implicancias económicas de los cambios 
medioambientales, en particular, del 
cambio climático.

En términos del análisis empírico de 
los efectos del cambio climático sobre la 
actividad económica, ningún sector ha 
recibido más atención que la agricultura. 
Esto se debe, al menos, a tres razones. 
Una de las más claras es que se cuenta 
con amplia disponibilidad de datos de 
actividad económica en el sector de la 
agricultura –no en todos los países, pero 
sí en muchos de ellos–. Una segunda 
razón es que, naturalmente, las condi-
ciones meteorológicas y el clima tienen 
un efecto obvio y comprensible sobre la 
producción agrícola. Casi todo el mun-
do ha tenido alguna vez en su vida una 
huerta de algún tipo y sabe qué necesita 
para crecer. Es menos evidente el modo 
en que las condiciones del tiempo y el 
clima afectan a otros sectores, como 

la industria manufacturera. Una tercera 
razón, que es algo ambigua, es que la 
agricultura es un sector económico muy 
importante, a pesar de que varía con-
siderablemente de un país a otro. Por 
ejemplo, en Estados Unidos, la agricul-
tura representa solo el 1% del PIB, pero 
esto subestima la importancia que tiene 
esta actividad para la sociedad. En Amé-
rica Latina se observa un patrón similar: 
la agricultura explica solo una pequeña 
proporción de la economía en los países 
relativamente más ricos (el 3% del PIB 
de Chile) y una cuota mayor en países 
menos prósperos (el 13% del PIB de Bo-
livia).1 No obstante, en muchas socieda-
des la agricultura desempeña un papel 
más importante que lo que sugieren 
estas cifras de participación en el PIB. 
Esta actividad afecta a un gran número 
de personas y atraviesa el tejido social 
de muchos países. La preservación de 
la agricultura frecuentemente es vista 
como una forma de preservar la historia 
cultural y un modo de vida tradicional.

En este breve estudio, voy a revisar la 
literatura empírica sobre el efecto de las 
condiciones meteorológicas y del clima 
en la agricultura a nivel mundial. Tam-
bién tendré en cuenta los análisis reali-
zados en el contexto de América Latina. 
Uno de los desafíos clave en la literatura 

Este documento examina los métodos econométricos que se utili-
zan para determinar el efecto del cambio climático en el volumen 
y el valor de la producción agrícola. La intención es aplicar 
el análisis a América Latina; por tanto, también se incluye una 
revisión de la literatura dedicada a casos latinoamericanos. La 
conclusión es que el cambio climático parece tener un efecto ne-
gativo significativo en la región, aunque sería necesario llevar a 
cabo más investigaciones sobre países específicos.

es separar los efectos de las condiciones 
meteorológicas de los efectos del clima. 
El clima es el promedio de las condi-
ciones meteorológicas a largo plazo (o, 
más exactamente, la distribución del 
tiempo), mientras que el tiempo (o las 
condiciones meteorológicas) es lo que 
experimentamos día a día y hora a hora, 
que varía ampliamente. Observamos las 
condiciones del tiempo, no el clima. El 
clima se utiliza principalmente para to-
mar decisiones agrícolas –qué cultivos 
sembrar y cuándo–, mientras que el 
tiempo afecta físicamente el modo en 
que se desarrollan esos cultivos.

En la próxima sección, revisaré la li-
teratura empírica acerca del efecto del 
clima y de las condiciones meteoroló-
gicas sobre la agricultura. En la sec-
ción siguiente, analizaré los desafíos 
que subyacen a una mayor profundi-
zación de este trabajo. En la última 
sección, discutiré las implicancias para 
América Latina.

LA LITERATURA SOBRE
LOS MÉTODOS EMPÍRICOS

En materia de impacto del cambio 
climático, ningún sector de la economía 
ha recibido más atención por parte de 
las investigaciones que el agrícola. Los 
primeros trabajos se centraban en los 
modelos de procesos agrícolas, que po-
drían proyectar cómo responderían de-
terminados cultivos a los cambios me-
teorológicos y climáticos, manteniendo 
constantes todas las decisiones y otras 
variables exógenas (por ejemplo, véan-
se Rosenberg, 1992 y Rosenzweig y Pa-
rry, 1994; para una revisión, ver Smith y 
Tirpak, 1989). La ventaja de este enfo-

que es que los datos necesarios para 
la parametrización de un modelo de 
proceso de un cultivo en particular son 
manejables. Se pueden llevar a cabo ex-
perimentos de laboratorio y de campo 
para determinar cómo responden los 
cultivos a entornos con diferentes con-
diciones meteorológicas. El inconve-
niente de este “modelo de proceso” es 
que las variables de decisión son fijas y 
no endógenas. Se supone que los agri-
cultores no cambian su comportamien-
to ante cambios en el clima y las con-
diciones meteorológicas, de modo que 
se supone que no existe la adaptación. 
Consiguientemente, este ha sido apoda-
do enfoque del “agricultor tonto” para 
estimar los daños a la agricultura produ-
cidos por el cambio climático.

Un paso adelante importante en esta 
parte de la literatura fue utilizar méto-
dos econométricos para inferir cómo 
afectan las condiciones del tiempo y el 
clima a la producción agrícola. Aunque 
esto ya se había hecho anteriormente en 
el contexto de los cambios meteorológi-
cos (Johnson y Haigh, 1970), la primera 
aplicación moderna al cambio climático 
fue la de Mendelsohn, Nordhaus y Shaw 
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(1994). Al recono-
cer que el valor de 
las tierras agrícolas 
reflejaba los atributos 
característicos del sue-
lo, las rentas especulati-
vas (el uso futuro de la tie-
rra para fines no agrícolas) y el 
clima, los autores llamaron a su en-
foque “método ricardiano”, en alusión al 
enfoque de David Ricardo sobre el valor 
de la tierra. El método ricardiano –que 
a veces es llamado “análisis transversal 
de los impactos climáticos”– implica es-
timar econométricamente los efectos 
del clima, las características del suelo y 
la proximidad a las zonas urbanas en el 
precio de las tierras agrícolas.

Esto le permite al analista deducir 
el efecto del clima sobre el valor de la 
tierra. Intuitivamente, si uno está com-
parando dos parcelas de tierra que se 
diferencian solo en cuanto al clima (con-
diciones meteorológicas promedio), en-
tonces se puede deducir que la diferen-
cia en el precio de la tierra (o la renta) 
es el valor económico de la diferencia 
climática.

El método ricardiano tiene muchas 
ventajas sobre el método del modelo 
de proceso. Las dos más obvias son: 
(1) que el valor se deduce de un com-
portamiento real y (2) que las varia-
bles de decisión son endógenas. Incluir 
los cambios de comportamiento (el 
comportamiento de los agricultores 
argentinos difiere del de los agricul-
tores costarricenses) permite obtener 
una representación más precisa de 
los efectos de un cambio del clima. La 
desventaja de este enfoque es princi-
palmente que se supone que la agricul-
tura está en equilibrio en el largo plazo. 
A los agricultores argentinos les llevó 
mucho tiempo adaptarse a su clima, al 
igual que a los agricultores de Costa 
Rica. Otro inconveniente es que la ob-
servación de los valores o de la renta 
de la tierra requiere la existencia de un 

mercado de tierras. 
Estos muchas veces 
no existen o están 

muy distorsionados. 
En ese caso, es posible 

construir una variable 
sustituta (proxy), como la 

diferencia entre los ingresos y 
los gastos no derivados de la tierra 

(como proxy de la renta), aunque esas 
variables son difíciles de observar (por 
ejemplo, los propietarios que trabajan 
su campo puede que no reciban un sa-
lario) y están sujetas a distorsiones del 
mercado (para una aplicación al caso 
de Brasil, ver Sanghi y Mendelsohn, 
2008).

El abordaje típico de estos y otros 
modelos ricardianos consiste en prime-
ro estimar econométricamente el efec-
to del clima sobre la actividad econó-
mica (el valor de la tierra) y luego usar 
esa relación estimada para examinar 
una situación hipotética de un determi-
nado cambio en el clima (por ejemplo, 
un aumento de 2,5 °C en la tempera-
tura media y un incremento del 8% en 
las precipitaciones, que fue la hipótesis 
utilizada por Mendelsohn et al., 1994). 
Gran parte de los trabajos pioneros so-
bre este tema se hacen en Estados Uni-
dos, que tiene la ventaja de tener más 
de 3.000 jurisdicciones (condados) 
con datos económicos y meteorológi-
cos desagregados a ese nivel. Además, 
hay series de datos existentes a nivel 
del condado que abarcan décadas y 
constituyen, por tanto, un terreno fértil 
para el análisis econométrico.

Utilizar una función de beneficios 
en lugar de los valores de la tierra tiene 
muchas ventajas. Una de ellas es que 
los beneficios se pueden inferir, incluso 
si los mercados de tierras están distor-
sionados o ausentes. Otra gran ventaja 
es que se pueden utilizar datos de se-
ries de tiempo, algo que no es posible 
en el enfoque ricardiano puro (ya que 
los valores de la tierra no están sujetos 

IMPACTO CLIMÁTICO
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a cambios debidos a las fluctuaciones 
de las condiciones meteorológicas). 
Una serie de tiempo le permite al in-
vestigador deducir los efectos de las 
condiciones meteorológicas, así como 
del clima, sobre la producción agríco-
la. Una de las primeras aplicaciones 
de la función de beneficios agrícolas a 
los impactos climáticos y meteoroló-
gicos es la de Kelly, Kolstad y Mitchell 
(2005). Otro trabajo importante que 
se centra únicamente en los efectos de 
las condiciones meteorológicas (no del 
clima) es el de Deschênes y Greensto-
ne (2007).

Vale la pena discutir en mayor de-
talle ambas investigaciones, ya que 
trajeron aparejada una expansión sig-
nificativa del conjunto de herramientas 
disponibles para medir el impacto del 
clima sobre la agricultura. Cabe señalar 
que, si bien la aplicación se dio en EE. 
UU., los métodos pueden aplicarse en 
muchas otras partes del mundo, y de 
hecho han sido aplicados.

Kelly et al. (2005) reconocieron que 
el cambio climático afecta a la agricul-
tura de un modo más complicado que 
el que los anteriores trabajos habían 
sugerido. En particular, el tiempo es 
impredecible, pero afecta a los rendi-
mientos de los cultivos del modo típi-
co; no obstante, las decisiones agríco-
las generalmente se toman antes de 
que se concreten las condiciones me-

teorológicas y se basan en las expec-
tativas sobre estas. Si el conocimiento 
fuese perfecto, las expectativas sobre 
las condiciones del tiempo y el clima 
serían lo mismo. Pero no podemos 
observar el clima, por lo tanto, puede 
haber una divergencia entre el clima 
real (a partir del cual se manifiestan los 
fenómenos meteorológicos) y el clima 
esperado.

PRODUCCIÓN Y CONDICIONES
METEOROLÓGICAS

En el nivel más simple, suponemos 
que el valor de la producción agrícola 
(Y) está determinado por las decisio-
nes de producción (X) y por las con-
diciones meteorológicas (se suprimen 
los subíndices de ubicación y tempo-
rales):
Y = f(X,W)       (1)

El agricultor supone que el clima 
responde a una distribución que, por 
practicidad, suponemos que es nor-
mal: W~N(ω,σ), donde puede ser que 
el agricultor conozca la media (ω) y 
la varianza (σ) de un modo imperfec-
to. Denotamos la estimación de estos 
parámetros por parte del agricultor 
como w y s.

Los autores distinguen entre be-
neficios exante (ΠA) –beneficios espe-
rados antes de que se materialicen las 
condiciones meteorológicas– y benefi-
cios expost (ΠP) –los beneficios reales 
determinados por las condiciones me-
teorológicas que efectivamente se die-
ron–. Claramente, los beneficios exante 
no necesariamente serán iguales al va-
lor esperado de los beneficios expost, a 
menos que el agricultor sea un perfec-
to conocedor del clima:

ΠA(w,s) = maxX EW {qyf(X,W)—qX}	(2a)
y ΠP(w,s,W) = qy f[X(w,s),W]—qxX(w,s)	 (2b)

donde X(w,s) es el valor óptimo de X 
que se obtiene al resolver la ecuación 
2a y E es el operador de expectativas. 
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Por ejemplo, una X podría ser el tipo de 
semilla sembrada sobre la base de las 
expectativas acerca del tiempo.

Kelly et al. (2005) estiman econo-
métricamente la ecuación 2b sobre un 
panel de condados de la región centro-
oeste de EE. UU., a lo largo de un pe-
ríodo de treinta años. Luego simulan un 
cambio hipotético en el clima, pero su-
ponen que el agricultor únicamente se 
da cuenta del cambio cuando observa 
condiciones meteorológicas anorma-
les y va actualizando lentamente sus 
supuestos anteriores acerca del clima 
mediante la observación de las condi-
ciones meteorológicas reales a lo largo 
de muchos años.

Deschênes y Greenstone (2007) 
adoptan un enfoque completamente 
diferente y señalan, con acierto, que el 
clima cambia muy poco, incluso en el 
transcurso de 30 años. Por lo tanto, de-
terminar el efecto del clima mediante una 
ecuación como la 2 es extremadamente 
difícil. El enfoque que ellos adoptan es 
centrarse en el efecto de las condiciones 
meteorológicas sobre la actividad eco-
nómica, utilizando vastos efectos fijos 
para identificar mejor el efecto de dichas 
condiciones sobre las rentas agrícolas (la 
misma variable dependiente que utilizan 
Kelly et al., 2005). Los efectos fijos inclu-
yen el clima, ya que es básicamente fijo 
en cada región determinada a lo largo de 
su muestra. Como en Kelly et al. (2005), 
utilizan un panel de datos por condado y 
los beneficios agrícolas netos del costo 
de la tierra como variable dependiente. 
Debido a que el clima cambia poco en 
una determinada ubicación a lo largo de 
la muestra, no pueden identificar simul-
táneamente el efecto del clima y otros 
efectos fijos. La ventaja es que obtienen 
una mejor estimación de los efectos de 
las condiciones meteorológicas, pero son 
incapaces de determinar el efecto del 
clima. Claramente, los dos efectos están 
relacionados, pero los investigadores no 
han podido derivar los efectos del clima a 

partir de una estimación de los efectos de 
las condiciones meteorológicas.

Estos esfuerzos iniciales han sido la 
base de muchos otros trabajos. Wolfram 
Schlenker y otros colegas, en una serie 
de documentos (el primero de los cuales 
es Schlenker, Hanemann y Fisher, 2005), 
perfeccionaron el método ricardiano de 
Mendelsohn et al. (1994). Una gran can-
tidad de trabajos se concentraron en las 
condiciones meteorológicas más que en 
el clima, en el mismo sentido que Deschê-
nes y Greenstone (2007), aunque en mu-
chos otros contextos (para una revisión 
detallada, ver Dell, Jones y Olken, 2014). 
Asimismo, una serie de trabajos han apli-
cado los métodos inicialmente diseñados 
para EE. UU. a otros países del mundo. De 
hecho, Robert Mendelsohn, de Yale, llevó a 
cabo muchas evaluaciones del efecto del 
cambio climático sobre la agricultura en 
diversas regiones del mundo en desarro-
llo. Asimismo, gran parte de los progresos 
logrados recientemente se basó en apli-
car métodos inicialmente utilizados para 
la agricultura a un contexto más amplio, 
como el efecto de las condiciones meteo-
rológicas o del clima sobre la actividad 
económica agregada (PIB), la salud y la 
mortalidad, y la violencia (por ejemplo, 
ver Dell, Jones y Olekn, 2012; Barreca et 
al., 2016; Burke, Hsiang y Miguel, 2015 y 
Hsiang, Burke y Miguel, 2013).

APLICACIONES PARA
AMÉRICA LATINA

Si bien hace alrededor de una déca-
da el Banco Mundial encargó una serie 
de trabajos de análisis de los impactos 
del cambio climático sobre la agricul-
tura en América Latina (Confalonieri et 
al., 2012), la literatura en esta materia 
es relativamente escasa.

Un libro aparentemente muy com-
pleto acerca de los impactos regiona-
les sobre la agricultura es el de William 
Cline (2007). Este inicia su trabajo con 
estimaciones de los impactos del cam-

bio climático sobre 
la agricultura, sobre 
la base de datos para 
EE. UU., y usa tanto 
un análisis ricardiano 
como modelos de proce-
sos agrícolas (Mendelsohn y 
Schlesinger, 1999). En caso de 
que sí se hayan realizado análisis loca-
les, se utilizan estos en vez de los ante-
riores. Cline (2007) evalúa los impactos 
para 2080, sobre la base de pronósticos 
de cambio climático del IPCC (Grupo In-
tergubernamental de Expertos sobre el 
Cambio Climático). El cuadro 1 muestra 
los resultados para América Latina. Es 
importante notar que estas cifras se ge-
neran a partir de una función cuadrática 
muy simple de la temperatura y las preci-
pitaciones a nivel nacional, principalmen-
te basadas en la experiencia de estable-
cimientos agrícolas de EE. UU. Por tanto, 

la incertidumbre es 
significativa.

Obsérvese en el 
cuadro 1 que la pro-

ducción cae perma-
nentemente en la región 

producto del cambio de 
las temperaturas, y la caída es 

mayor en América Latina que en el 
resto del mundo, a pesar de que el cam-
bio climático es similar. Por el contrario, 
Mendelsohn et al. (2000), en un análisis 
similar, sugieren que el efecto de un calen-
tamiento de 2 °C en América Latina varía 
desde una ganancia de US$ 31.000 mi-
llones hasta una pérdida de US$ 59.000 
millones. No hay explicación para la va-
riabilidad de estos resultados; quizás sea 
producto de la extrapolación de la expe-
riencia estadounidense. Hay que ser muy 
cuidadoso para extraer conclusiones de 
política de estas cifras.

CUADRO 1
ESTIMACIONES DE LOS IMPACTOS EN LA PRODUCCIÓN A PARTIR DE LOS 
PRONÓSTICOS DE CAMBIO CLIMÁTICO DEL IPCC PARA 2080

ARGENTINA

BRASIL

AMÉRICA CENTRAL

CHILE

COLOMBIA

ECUADOR

MÉXICO

PERÚ

VENEZUELA

MUNDO

SUPERFICIE 
AGRÍCOLA
(1.000
HECTÁREAS)

172.106

353.611

7.624

26.502

50.706

12.356

183.839

35.382

30.071

30.097.935

CAMBIO EN LA 
PRODUCCIÓN 
PARA 2080 (%)

-14,7

-4,4

-12,3

-13,1

-11,7

-18,1

-25,7

-20,2

-22

-3,2

CAMBIO EN LA 
TEMPERATURA 
(OC) PARA 2080 
SEGÚN EL IPCC

3,24

4,03

3,53

2,9

3,5

3,21

4,05

3,82

3,73

4,95

CAMBIO EN LAS 
PRECIPITACIONES 
PARA 2080
(mm/DÍA) 
SEGÚN EL IPCC

0,03

-0,01

-0,33

-0,09

0,19

0,49

-0,25

0,2

-0,14

0,13

Fuente: Cline (2007), cuadros 4.2, 4.3 y 5.8.
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Hay muchos otros estudios del efec-
to del cambio climático sobre la agricul-
tura en Latinoamérica. S. Niggol Seo pu-
blicó una serie de análisis del efecto del 
cambio climático sobre la agricultura en 
diferentes partes del mundo (por ejem-
plo, Seo, 2012, examina la adaptación en 
América del Sur). El enfoque principal 
que utilizó en una serie de aplicaciones 
para América del Sur es un modelo lo-
git multinomial para la elección de los 
cultivos y los animales en función del 
clima. Usando datos de estudios del 
Banco Mundial, logra determinar de qué 
modo el cambio climático puede influir 
en estas elecciones. Sobre la base de 
una muestra de 2.300 hogares, examina 
varios regímenes de cultivo y ganadería: 
solamente cría de ganado; solamente 
cultivos; solamente explotación fores-
tal (bosques); cultivos y ganado; culti-
vos y bosques; y cultivos, ganadería y 
bosques. El clima es una de las variables 
exógenas que explican la elección de 
los agricultores. Lamentablemente, el 
trabajo no es lo suficientemente general 
como para poder deducir la pérdida de 
beneficios o las ganancias que podrían 
derivarse del cambio climático.

Una de las aplicaciones más comple-
tas para América Latina es la del estudio 
de las haciendas mexicanas realizado 
por Mendelsohn, Arellano-Gonzalez y 
Christensen (2009). Se trata de una apli-
cación sencilla del método ricardiano a 
México que utiliza una base de datos de 
más de 600 explotaciones agrícolas de 
la Encuesta Nacional a Hogares Rurales 
de México, encuesta que proporciona 
datos detallados sobre los activos, la 
producción y los ingresos de 2002. De 
un modo similar al del análisis de Men-
delsohn et al. (1994) para EE. UU., los 
autores estiman el modelo ricardiano y 
luego lo utilizan para examinar los daños 
provocados por el cambio climático.

La ecuación básica estimada para 
México es:

Π = ∑ Pi Qi(X,F,Z) - ∑PxX	 (3)

donde Π es el ingreso neto por hectá-
rea; Pi es el precio de mercado del cul-
tivo i; Qi es el volumen producido del 
cultivo i; X es un vector de insumos 
comprados (excepto la tierra); F es un 
vector de las variables climáticas; Z es 
un vector de otras variables de control, 
como el suelo y el acceso a los merca-
dos; y Px es un vector de los precios de 
los insumos. El valor de las tierras agrí-
colas es proporcional a los ingresos ne-
tos (V= Π/r, donde r es la tasa de inte-
rés). Los autores adoptan una función de 
forma loglineal para el modelo, en la que 
el logaritmo de V depende de una fun-
ción cuadrática en F y lineal en Z. Los au-
tores estiman el modelo con 24 variables 
climáticas y otras 22 variables. Con 621 
variables, llegan a un R2 de 0,60, con al-
rededor de una cuarta parte de los coefi-
cientes significativos a un nivel del 95% o 
superior. En el margen, las temperaturas 
invernales y estivales aumentan el valor 
de las tierras agrícolas, mientras que las 
primaverales, otoñales y anuales dismi-
nuyen el valor. Las precipitaciones duran-
te la primavera y el verano aumentan el 
valor de la tierra, mientras que las preci-
pitaciones que se producen en invierno, 
otoño y anualmente disminuyen el valor. 
Excepto en el caso de la relación anual, 
no está claro si esto es o no intuitivo.

IMPLICANCIAS PRÁCTICAS

La mayor parte de la evidencia rela-
cionada con las consecuencias que pue-
de tener el cambio climático sobre la 
agricultura latinoamericana durante el 
próximo siglo se deriva de la experien-
cia de EE. UU. y de las estimaciones para 
ese país del efecto de la temperatura y 
de las precipitaciones sobre el valor de 
las tierras agrícolas, como una función 
de las variables climáticas. Esto resulta 
razonable como una primera aproxi-

EL CLIMA Y LA AGRICULTURA MEXICANA

Después de estimar el modelo ricardiano, como se describió en el texto, el paso 
siguiente para Mendelsohn et al. (2009) es examinar el efecto de un cambio 
hipotético en el clima futuro. Para realizar este experimento mental, primero 
hay que determinar un clima futuro posible y luego utilizar esta caracterización 
del clima futuro posible para calcular el valor de la tierra para uso agrícola. La 
comparación de este valor con los valores corrientes de la tierra determinados 
por la ecuación del modelo ricardiano brinda una estimación del daño a la agri-
cultura producido por el cambio climático.
El cambio climático proyectado se toma de tres modelos atmosféricos cuyas pre-
visiones difieren ligeramente. Uno predice un aumento de la temperatura de 
2,3 °C y una disminución de las precipitaciones de 1,7 mm/mes para el año 2100; 
los otros dos modelos predicen un aumento de la temperatura de 5,1 °C y uno de 
ellos predice una disminución de las precipitaciones, mientras que el otro pronos-
tica un aumento. Los resultados de los tres modelos se ven en el cuadro 2.

Como puede apreciarse, el análisis que resulta de aplicar estos pronósticos al 
modelo ricardiano predice pérdidas de entre un 40% y un 50% del valor de la 
tierra a lo largo de los tres modelos, lo cual es muy sorprendente si tenemos 
en cuenta que los tres predicen cambios climáticos tan diferentes. Dejando de 
lado los pronósticos de los tres modelos atmosféricos, los autores concluyen 
que el efecto marginal del cambio en la temperatura es una caída del valor de 
la tierra de entre 6.500 y 7.700 pesos mexicanos por hectárea por cada grado 
Celsius de aumento. Esto constituye un impacto significativo del cambio climático.

CUADRO 2 
IMPACTO SOBRE EL BIENESTAR EN EXPLOTACIONES AGRÍCOLAS MEXICANAS 
(POR HECTÁREA) EN 2100 A PARTIR DE ESCENARIOS CLIMÁTICOS
ALTERNATIVOS 

TODOS

27.112

-11.554
(-42,6%)

-14.417
(-53,2%)

-14.680
(-54,1%)

MODELO LOGLINEAL

VALOR ACTUAL 
MEDIO DE LA 
TIERRA POR 
HECTÁREA

PCM

MIMR

HAD

CON RIEGO

41.457

-19.851
(-47,9%)

-23.347
(-56,3%)

-25.839
(-62,3%)

DE SECANO

21.792

-9.606
(-44,1%)

-11.314
(-51,9%)

-11.077
(-50,8%)

GRANDES

15.639

-6.221
(-39,8%)

-9.063
(-57,9%)

-9.381
(-60%)

PEQUEÑAS

38.696

-18.269
(-47,2%)

-20.870
(-53,9%)

-20.512
(-53%)

Nota: Los impactos son cambios en el valor de la tierra en pesos por hectárea promediados 
para el total de las explotaciones agrícolas. Los cambios porcentuales se muestran entre 
paréntesis. Los impactos negativos se han limitado para que no superen el valor de la tierra 
en sí misma. Todos los efectos son estadísticamente significativos.

IMPACTO CLIMÁTICO
EN AGRICULTURA
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mación, pero no tiene en cuenta las im-
portantes diferencias tecnológicas que 
existen entre EE. UU. y América Lati-
na. En primer lugar, probablemente la 
agricultura estadounidense sea mucho 
más intensiva en capital que la de gran 
parte de América Latina. En segundo 
lugar, los cultivos son significativamen-
te distintos. En tercer lugar, estas di-
ferencias en los cultivos implican que 
la adaptación puede ser muy diferente.

No obstante, los pocos estudios que se 
han realizado utilizando datos de América 
Latina tienden a confirmar cualitativamen-

te los resultados de la extrapolación de la 
experiencia estadounidense. Todo indica-
ría que el cambio climático tendrá un gran 
impacto negativo sobre la agricultura en 
América Latina a finales de este siglo.

La lección aquí no solo es que Amé-
rica Latina sentirá las consecuencias 
del cambio climático. Otra lección es 
que, para mejorar la fiabilidad de las 
estimaciones de las consecuencias 
del cambio climático, se necesita una 
cantidad considerablemente mayor de 
investigaciones a nivel micro sobre la 
agricultura en la región.

INNOVACIÓN ENERGÉTICA 
Y CONTAMINACIÓN

Como casi ningún otro sector, las energías renovables están asociadas con 
la innovación tecnológica. Desde autos con baterías eléctricas que funcionan 
sin conductor hasta paneles de energía solar económicos y energía eólica. La 
innovación es una pieza fundamental de cualquier cambio en la matriz ener-
gética.

Al considerar la población que afirmó que la apuesta científica debe cen-
trarse en la energía se observa una correlación de 0,74 con respecto a la emi-
sión de dióxido de carbono por habitante que hace un país. 

Fuente: www.iadb.org/intal/alianzalb

ENERGÍA COMO PRIORIDAD DE LA INNOVACIÓN
Y NIVEL DE CONTAMINACIÓN

Pregunta: ¿Cuál cree Ud. debe ser la primera prioridad de las innovaciones
científicas y tecnológicas en los próximos 15 años?

Respuestas para oferta de energía
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ANÁLISIS

Es importante que las diferentes partes
de una ciudad estén bien integradas

y que los habitantes puedan
tener una visión de conjunto.

Laudato Si’

Horacio Terraza
Banco Interamericano de Desarrollo

El cuidado de la

casa común

Ciudades
sustentables 



En febrero de 2015, la ciudad de San 
Pablo enfrentó un momento de gran 
conflicto político y social; sin duda, una 
de las mayores crisis en su historia. Las 
tensiones que imperaban en aquel vera-
no brasileño despertaron antagonismos 
entre comunidades y amenazaron los 
modos de vida de al menos nueve de 
los más de veinte millones de personas 
que habitan la metrópoli latinoameri-
cana. El móvil de la crisis era la crónica 
escasez de agua, pues la ciudad expe-
rimentaba ya su tercer año con niveles 
mínimos de precipitación y las reservas 
del recurso habían caído por debajo del 
15%. Los racionamientos impuestos por 
las autoridades recibían como respues-

ta protestas en las calles, rencillas en-
tre vecinos e incluso la excavación de 
pozos clandestinos. Las escenas eran 
reminiscentes de una revolución social, 
pero carecía de un tirano común a quien 
adjudicar la desgracia. Se trataba más 
bien de un ejemplo claro de la tragedia 
de los comunes: la acumulación de há-
bitos individuales, decisiones de corto 
alcance y desarticulación ecosistémica 
habían colocado a San Pablo al borde 
de una crisis humanitaria. 

La situación de San Pablo es demos-
trativa del tipo de alarmas ambientales 
a las que alude la Laudato Si’, pues es 
resultado de una complejidad de te-
máticas interdependientes –conserva-

Las ciudades tienen una singular responsabilidad intra e inter-
generacional de enfrentar los retos socioambientales a los 
que alude la encíclica papal Laudato Si’. En las ciudades se 
asienta poco más de la mitad de la población mundial, se genera 
el 80% del PIB global y se consume entre 60% y 80% de la 
energía, lo cual implica que en las zonas urbanas se emite al-
rededor de 70% de los gases de efecto invernadero (GEI) del 
planeta.  Este artículo busca contribuir a caracterizar el de-
safío actual para el desarrollo de ciudades de América Latina 
y el Caribe en temas clave de sostenibilidad mencionados en la 
encíclica papal: agua, contaminación, suelo, movilidad, equidad, 
seguridad y transparencia. Para ello, mostramos indicadores 
cuantitativos y resultados de las encuestas de opinión pú-
blica que el programa de Ciudades  Emergentes y Sostenibles 
(CES) del BID ha sistematizado a lo largo de cinco años de 
colaboración con 37 ciudades intermedias en la región. La ciu-
dad responsable exige un entendimiento integral de “la casa 
común” y de la interdependencia entre el ser humano, los 
ecosistemas urbanos y naturales.

ción de cuencas, saneamiento, acceso 
equitativo al agua– a la cual además se 
suma el cambio climático. En el caso del 
noreste brasileño, la frecuencia e inten-
sidad de sequías continuarán incremen-
tándose durante lo que resta del siglo, 
por lo que las soluciones de infraes-
tructura hidráulica tradicional serán in-
suficientes para lidiar con la escasez de 
agua (Marengo, 2008). En ausencia de 
soluciones integrales de sostenibilidad, 
lo anterior amenazará la salud, alimen-
tación y modos de vida de más de 40 
millones de personas en la subregión. 

Al mismo tiempo, San Pablo da pie 
a una reflexión sobre el potencial es-
tratégico de las ciudades en atender 
al llamado que hace el papa Francisco. 
Esta metrópoli, que constituye tan solo 
una milésima parte del territorio de Bra-
sil, alberga a 10% de la población y 11% 
del PIB nacional. El patrón se repite en 
América Latina, región que no solo es 
la más urbanizada del mundo –con más 
del 80% de la población en ciudades– 
sino que además tiene una de las más 
pronunciadas concentraciones urbanas 
de la riqueza: 60% de su PIB se genera 
en tan solo 198 centros urbanos (Cade-
na et al, 2011). Así, las ciudades son el 
principal mercado de producción y de 
consumo, pero también de ideas; a su 
vez, son el nivel de gobierno y de co-
municación más cercano a la vida diaria 
de las personas. Por todo lo anterior, las 
ciudades son el eslabón preciso para 
comenzar a revertir los patrones de in-
equidad, degradación y desperdicio a 
los cuales alude la encíclica papal. 

A continuación mostraremos que, si 
bien la dimensión de los retos de sos-
tenibilidad urbana es significativa, las 

implicaciones de enfrentarlos son al-
tamente redituables; en las ciudades, 
como en ningún otro lugar, es posible 
llevar a cabo intervenciones transforma-
doras, que son la mejor respuesta para 
migrar hacia un modelo responsable de 
desarrollo, congruente con el llamado a 
cuidar la casa común. 

LA MAGNITUD DEL RETO URBANO, 
IMPACTOS Y OPORTUNIDADES

El Banco Interamericano de Desa-
rrollo ha recolectado de manera siste-
mática datos clave en la región de ALC 
a través de la implementación de la me-
todología del programa de Ciudades 
Emergentes y Sostenibles (CES) en 37 
ciudades intermedias (ver cuadro 1). De 
alguna manera, dichos datos ejemplifi-
can los problemas determinantes que 
afectan a nuestras urbes para su desa-
rrollo. Desde su creación como piloto 
en 2011, dicho programa sistematiza 
indicadores, mide la opinión pública y 
consulta con expertos locales e inter-
nacionales para priorizar proyectos de 
política e infraestructura que contri-
buyan al desarrollo sostenible de las 

80%
DE LAS ENFERMEDADES
SE VINCULAN A MALAS 
CONDICIONES DE AGUA

Y SANEAMIENTO EN PAÍSES 
EN DESARROLLO

CIUDADES
SUSTENTABLES
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ciudades. Si bien en cada caso se han 
recogido alrededor de 120 indicadores 
contemplados por la metodología, a 
continuación analizamos un subcon-
junto de indicadores relacionados con 
siete temas clave cuya vinculación con 
las ciudades es enfatizada en el men-
saje de Laudato Si’: el acceso al agua; 
la contaminación del agua, el aire y el 
suelo; el ordenamiento territorial; la 
movilidad; la seguridad ciudadana; la 
transparencia y la equidad. Primero 
presentamos una categorización del 
estado de dichos indicadores en las 
ciudades analizadas (cuadro 1) y acto 
seguido, profundizamos en valores es-
pecíficos y casos de estudio. 

Acceso al agua

Las implicaciones de un pobre acce-
so al agua son significativas y variadas. 
Se estima que en los países en desarro-
llo hasta 80% de las enfermedades es-
tán vinculadas a malas condiciones de 
agua y saneamiento (UNESCO, 2006). 
La Organización Mundial de la Salud 
calcula que por cada dólar invertido 
en el acceso al agua se obtienen has-
ta ocho dólares de beneficio a la salud, 
productividad económica, educación y 
vida humana, entre otros (OMS, 2008).

En promedio, en las ciudades en las 
que trabaja el programa CES, las redes 
de agua tienen un 90% de cobertura y 
garantizan más de 20 horas al día de 
acceso al servicio, lo cual refleja un ni-
vel de desarrollo relativamente alto, sin 
alcanzar la universalidad que requiere 
garantizar el derecho humano al agua. 
Hay ciudades ejemplares como Pereira, 
la cual alcanza una cobertura de 100% 
y plena continuidad; no obstante, hay 
otras como Tegucigalpa y Cochabam-
ba, que se encuentran muy rezagadas. 
La red de agua potable en esta última 
alcanza tan solo a 60% de los hogares 
y el flujo está garantizado 11 horas al 
día, lo cual se traduce en un sinnúme-

ro de interrupciones que impactan no 
solo a las familias, sino también a los 
comercios e industrias que dependen 
del recurso hídrico para operar. Como 
se verá más adelante, la correlación de 
este tema con el de equidad es fuerte, 
pues son precisamente las áreas más 
marginadas de las ciudades las que ca-
recen de conexión domiciliaria y, por 
tanto, las que más pagan por el recur-
so. En Tegucigalpa, por ejemplo, los 
hogares situados en los sitios altos de 
la ciudad donde no llega el suministro 
de red dependen de camiones cister-
na y pagan hasta 50 veces más que la 
tarifa subsidiada de los hogares que sí 
están conectados a la red. 

Invertir en el acceso al agua hoy es 
urgente de cara al cambio climático, ya 
que en muchas ciudades de la región se 
anticipan reducciones de precipitación 
y, al mismo tiempo, el consumo per cá-
pita aumenta en función de la tempe-
ratura1, lo que agrava el déficit hídrico. 
Una mejor práctica es el caso de Puer-
to España en Trinidad y Tobago, donde 
con apoyo del BID la ciudad está imple-
mentando una solución integral a esta 
problemática.

Contaminación del agua, el aire y el 
suelo

En el cuadro 1 es apreciable el bajo 
desempeño de las ciudades interme-
dias de la región en materia de manejo 
de residuos y contaminantes. Las im-
plicaciones son de enorme relevancia; 
un estudio reciente de la Organización 
Mundial de la Salud indica que prácti-
camente una de cada cuatro muertes 
en el 2012 se debió a la exposición a 
riesgos ambientales tales como la con-
taminación del agua, el aire y el suelo, 
presencia de químicos en el ambiente, 
el cambio climático, radiación UV, entre 
otros (Prüss-Ustün et al., 2015). 

Desde el programa CES vemos que, 
en promedio para las ciudades anali-

zadas, 10% de las muestras de agua no 
cumplen con normas nacionales de ca-
lidad; que la concentración de material 
particulado en el aire suele ser mayor 
de 50 μg/m3; que, en promedio, solo la 
mitad de los residuos sólidos son de-
positados en rellenos con sistemas de 
tratamiento de lixiviados y menos del 
40% de las aguas residuales reciben 
tratamiento; y que aunque en muchas 
ciudades existen normas de ruido, su 
monitoreo es inconstante o su cumpli-
miento, limitado. 

Si bien es importante contar con 
instrumentos para hacer valer las nor-
mativas en estas temáticas, las inte-

rrelaciones entre la contaminación, la 
correcta gestión de cuencas y la dispo-
nibilidad de espacios verdes2 sugieren 
que las ciudades precisan aproximarse 
a estos temas desde un enfoque inte-
gral de ordenamiento del territorio, 
explorando combinaciones de infraes-
tructura gris y verde para atender estas 
problemáticas integralmente, como lo 
hace hoy en día Puerto España (ver re-
cuadro : Caso de éxito).

En Colombia, se ha estimado que 
los contaminantes atmosféricos gene-
ran costos en salud equivalentes a 0,8% 
del PIB (US$ 698 millones). En Europa, 
el ruido genera costos económicos en 
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TABLA 1
ALGUNOS FACTORES, IMPACTOS Y TEMAS CLAVE DE LA CRISIS DE AGUA EN SAN PABLO

Fuente: Elaboración propia.

FACTORES DETONANTES

Cambios en los patrones 
climáticos, El Niño.

Contaminación de los ríos 
Tieté y Pinheiros.

Deforestación y destrucción 
de humedales en lo alto de la 
cuenca.

Centralización de la infrae-
structura de agua: la represa 
de Cantareira guarda 45% del 
agua consumida en toda la ciu-
dad.

Reticencia por parte de la po-
blación al alza en las tarifas de 
agua.

Falta de educación ambiental 
y comunicación social; inequi-
dad en el acceso al agua en 
distintos puntos de la ciudad, 
falta de confianza en la gestión 
local.

IMPACTOS

Precipitaciones más intensas, 
pero más esporádicas. 

El agua proveniente de fuentes 
alternativas es insalubre, no 
apta para suplir déficit.

Alto escurrimiento del agua de 
lluvia sobre suelos erosiona-
dos, lo que previene la recarga 
del acuífero y provoca sequía 
de los pozos subterráneos.

Alta dependencia en el func-
ionamiento de infraestructura 
hidráulica, poca diversificación 
del riesgo. 	

Brechas presupuestarias para 
fortalecer la gestión integrada 
del recurso hídrico. 	

Pasividad o escepticismo ante 
avisos y medidas de conserva-
ción del agua. Poca voluntad 
social para cambiar patrones 
de consumo.

TEMAS CLAVE

Cambio climático.

Patrones no sostenibles de 
producción y de saneamiento.

Visión sectorial o aislada de los 
ecosistemas.

Ausencia de una visión de re-
siliencia en la planificación de 
soluciones hídricas.

Presiones fiscales, cambios en 
comportamientos humanos.
Educación ambiental, gober-
nabilidad sobre los recursos y 
gestión pública.
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salud del orden de 0,5% del PIB (Em-
barq-CTS, 2011).

En varias ocasiones, la Laudato Si’ 
menciona la importancia de cuantifi-
car los costos de la contaminación. En 
su lugar preguntamos: ¿cómo dimen-

sionar el valor de un medioambiente 
limpio y sano?3 Entre las ciudades que 
han logrado medir los beneficios de la ca-
lidad ambiental se encuentra Barcelona. 
Tras reducir de 50 a 20 μg/m3 su expo-
sición de material particulado, la ciudad 
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CUADRO 1
INDICADORES SELECTOS EN 37 CIUDADES DEL PROGRAMA DE CIUDADES 
EMERGENTES Y SOSTENIBLES (CES)

CONEXIÓN 
AL AGUA

CONTINUIDAD 
DEL AGUA

CALIDAD 
DEL AGUA

AGUAS 
RESIDUALES 

MANEJO DE 
RESIDUOS

CONTROL 
DEL RUIDO

GASES DE EFECTO 
INVERNADERO 
PER CÁPITA

CONCENTRACIÓN 
DE MP 10

EXPANSIÓN DE LA 
HUELLA URBANA

ÁREAS VERDES

ASENTAMIENTOS 
INFORMALES

HOGARES EN 
RIESGO

36

37

29

35

35

37

25

22

32

35

33

19

26
6
4

25
7
5

18
4
7

10
7
18

15
2
18

13

19

5

22
1
2

15
6
1

13
11
8

16
7
12

24
6
3

9
4
6

Porcentaje de hogares 
con conexiones domici-
liarias de agua por red. 

Horas al día con servicio 
continuo.

Porcentaje de muestras 
de agua en un año que 
cumplen con las normas 
nacionales de calidad de 
agua potable.

Porcentaje de aguas 
residuales que reciben 
tratamiento de acuerdo 
a normas nacionales 
aplicables.

Residuos depositados en 
un relleno con sistema de 
tratamiento de lixiviados 
y de recolección y quema 
de gas.

Existencia, monitoreo y 
cumplimiento de normas 
para reducir la contami-
nación acústica. 

Medida de la intensidad 
de emisiones de gases de 
efecto invernadero por 
persona basada en censo 
e inventario de GEI.

Cantidad de material 
particulado en suspensión 
menor a 10 μm de diáme-
tro, promedio 24 horas.

Tasa anual promedio de 
crecimiento de la huella 
urbana; al menos los 
últimos cinco años, o 
último período de tiempo 
disponible.

Espacio verde permanente 
en la ciudad.

Porcentaje de viviendas 
ubicadas en asentamientos 
informales.

Porcentaje de hogares en 
riesgo debido a paredes, 
techos o suelos inade-
cuados, sobre viviendas 
totales.

NIVELES DE SOSTENIBILIDAD 
DE ACUERDO A LA 
METODOLOGÍA CES*DESCRIPCIÓN

CIUDADES 
CON EL 
INDICADOR SEMAFORIZACIÓN INDICADOR

90-100 (%)
75-90
<75 

>20 (horas)
20-12
<12

>97 (%)
90-97
<90

>60 (%)
40-60
<40

90-100 (%)
80-90
<80

Normas aprobadas, moni-
toreo frecuente y cumpli-
miento adecuado.
Normas aprobadas, 
monitoreo inconstante, 
cumplimiento limitado.
Normas no aprobadas, sin 
monitoreo o cumplimiento.

<5 (CO2e/hab.)
5-10
>10

<50 (μg/m3)
50-150
>150

< 3 (%)
3-5
>5

>50 (ha/100.000 hab.)
20-50
<20

<20 (%)
20-30
>30

<10 (%)
10-20
>20

USO DE 
TRANSPORTE 
PÚBLICO

COEFICIENTE 
DE GINI

EMPLEO 
INFORMAL 

ROBOS

HOMICIDIOS

RENDICIÓN DE 
CUENTAS

ESPACIO PÚBLICO

TRANSPARENCIA

AUDITORÍA DE 
CUENTAS POR 
TERCEROS

27

34

30

32

35

34

31

17

15

2
3
22

0
15
19

1
11
18

13
11
8

8
13
14

19

10

5

22
3
6

4
6
7

10
1
4

Porcentaje de los trasla-
dos totales en la ciudad 
que se realizan en trans-
porte público.

Medición de la des-
igualdad en la cual 
0 corresponde a la 
igualdad absoluta y 1 a la 
desigualdad absoluta.

Porcentaje de personas 
empleadas en el sector 
informal según la defini-
ción de la Organización 
Internacional del Trabajo.

Cantidad anual de robos 
(robos con violencia o 
amenaza de violencia).

Número de homicidios 
por cada 100.000 habi-
tantes.

Número de sesiones 
anuales en las que el 
municipio rinde cuentas 
públicamente sobre su 
gestión.

Espacio recreativo de 
acceso público a cielo 
abierto en la ciudad.

Dato país del índice de 
Transparencia Interna-
cional.

Porcentaje de agencias 
municipales que se 
someten al proceso de 
auditoría externa inde-
pendiente.

NIVELES DE SOSTENIBILIDAD 
DE ACUERDO A LA 
METODOLOGÍA CES*DESCRIPCIÓN

CIUDADES 
CON EL 
INDICADOR SEMAFORIZACIÓN INDICADOR

>65 (%)
50-65
<50

<0,35 (coeficiente)
0,35-0,45
>0,45

<20 (%)
20-35
>35 

<300 (robos/100.000 hab.)
300-1.000
>1.000

<10 (homicidios/100.000 hab.)
10-25
>25

Más de una rendición anual 
de cuentas.
Una rendición anual de 
cuentas.
No existe rendición anual de 
cuentas.

>10 (ha/100.000 hab.)
7-10
<7

>6 (índice)
3-6
<3

100 (%)
75-100
<75

* Los niveles de sostenibilidad se califican en verde, amarillo o rojo según los valores de referencia 
del anexo de la Metodología CES. El análisis se ha hecho con la primera ronda de indicadores 
recogidos por el programa en cada ciudad. Algunos de ellos han tenido modificaciones subse-
cuentes, siendo que son actualizados como parte del sistema de monitoreo ciudadano apoyado 
por el programa de CES. No obstante, aquí se refleja la situación base en la que se encontraban 
estas ciudades al momento de aplicar la metodología. 
Fuente: Base de datos del programa de Ciudades Emergentes y Sostenibles, disponible en 
urbandashboard.org.
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estima que logró prevenir 3.500 muer-
tes, 1.800 hospitalizaciones por enfer-
medades cardiorrespiratorias, 5.100 ca-
sos de bronquitis crónica en adultos y 
54 ataques asmáticos. Se estima que lo 
anterior equivale a una media moneta-
ria total de € 6.400 millones (Perez et 
al., 2009).

Por su parte, San Francisco es una 
ciudad que demuestra la capacidad 
que tiene la innovación, de la mano 
con la regulación, para lograr veloces 
transformaciones en los patrones de 

desperdicio y contaminación mencio-
nados en la encíclica. Desde 2013 esta 
ciudad ha reducido los residuos envia-
dos a disposición final a tan solo 20% 
del total generado. Ello es producto de: 
1) una normativa que obliga a todos los 
ciudadanos y empresas a compostar y 
reciclar, y 2) la asociación del gobierno 
local con una empresa cuya tecnología 
es capaz de reciclar una amplia varie-
dad de materiales, sin implicar tarifas 
de recolección y manejo mayores a las 
de otras ciudades en Estados Unidos. 

CIUDADES SUSTENTABLES

MAPA 1
NÚMERO DE BICICLETAS PÚBLICAS DISPONIBLES POR CADA 10.000 HABITANTES 
EN AMÉRICA LATINA

SANTIAGO
0,2

MENDOZA
0,4

QUITO
1,7

MEDELLÍN
1

SAN PABLO
2

PUEBLA
0,3

MÉXICO D.F.
2

GUADALAJARA
1,9

RIO 
DE JANEIRO
4

BELO 
HORIZONTE
1,6

MONTEVIDEO
0,4

BUENOS AIRES
1,1

Fuente: Taddia et al. (2015).

CASO DE ÉXITO:
ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO CON INFRAESTRUCTURA VERDE 

Por décadas, las ciudades han respondido a los retos de contaminación urbana 
de forma sectorial: mediante la expansión de la red de alcantarillado sanitario, 
pero sin lidiar con los residuos sólidos que contaminan los cauces de agua; o sin 
reparar en que si no se actúa para frenar la expansión desordenada de la ciudad, 
la factibilidad de alcanzar una plena cobertura de saneamiento se reduce. En 
respuesta a ello, han surgido proyectos que desde su conceptualización buscan 
dar una solución integral y creativa a los problemas de calidad ambiental y ac-
ceso a los recursos naturales.
Tal es el caso de Puerto España, una ciudad costera cuyo abastecimiento de 
agua potable depende en 30% de las aguas subterráneas, sumamente vulnera-
bles a la intrusión salina de las marejadas. Por otra parte, la ciudad enfrenta un 
problema de recarga de los acuíferos, pues a medida que ha crecido la mancha 
urbana se han deforestado las colinas al norte de la ciudad, las cuales no solo 
ayudan a retener e infiltrar el agua de lluvia, sino que a su vez brindan protección 
ante tormentas. Además de todo esto, Puerto España tiene limitaciones en su 
red de drenaje, por lo que se contaminan los ríos y además dificulta lidiar con 
el problema de las inundaciones, que se cobran aproximadamente US$ 11,6 mi-
llones de pérdidas económicas anuales. Finalmente, el espacio verde y público 
en esta ciudad capital es muy reducido, lo cual impacta la calidad urbana del 
espacio construido.
Con el apoyo del programa CES, las autoridades de Puerto España han comen-
zado a dimensionar la importancia de mirar estos diversos retos de una forma 
integral y de hacer de la adaptación al cambio climático parte intrínseca de las 
estrategias para atenderlos. Los estudios de cambio climático CES revelaron 
que el riesgo y la presión sobre los pozos subterráneos se elevarán más de lo 
esperado, al combinarse un aumento en los niveles de evapotranspiración con 
un alza promedio del nivel del mar de 1,25 m hacia finales de siglo, lo cual en 
ausencia de actuación provocará una importante erosión costera (Jeppesen et 
al., 2015). En este contexto, la ciudad comprendió que de poco servían repara-
ciones fragmentadas en la red de drenaje o soluciones diseñadas para cumplir 
con parámetros de eficiencia actual, ya que que estos avances rápidamente se 
perderían ante el alza del nivel del mar y nuevas demandas hídricas.
Con financiamiento del BID, hoy Puerto España ha emprendido un programa 
integral que combinará acciones de conservación forestal con infraestructura 
de drenaje, así como fortalecimiento institucional para que una autoridad inde-
pendiente en el país gestione estos elementos desde una perspectiva de largo 
plazo, basada en la ciencia del cambio climático. Las acciones serán coronadas 
con el establecimiento de un parque lineal de 1,4 kilómetros que será adaptable 
a las inundaciones, contribuirá a la infiltración del agua y a su vez brindará un 
importante espacio de recreación y sensibilización medioambiental para los ha-
bitantes de Puerto España.
Para un video al respecto, ver Flood prevention and creation of a linear park. 
Port of Spain, Trinidad & Tobago en el canal de Vimeo BID Ciudades Sostenibles.
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Gracias a esta gestión de residuos, la 
ciudad emite 12% menos emisiones de 
gases de efecto invernadero que en 
1990. Además, es muestra de que la 
industria del reciclaje dinamiza la eco-
nomía: se ha estimado que si todas las 
ciudades en Estados Unidos reciclaran 
y compostaran al nivel que lo hace San 
Francisco, se lograría crear 2,3 millones 
de empleos (PM, 2013). 

Ordenamiento territorial

En diversas instancias, Laudato Si’ 
hace referencia a la importancia de re-
ducir el caos de las ciudades, hacer que 
estas sean respetuosas de los sistemas 
naturales y configuradas de tal forma 

que el acceso a espacios bellos y verdes 
no esté limitado solo a algunos cuantos. 
En otras palabras, el llamado es hacia un 
mayor ordenamiento del territorio, des-
de un enfoque de equidad social y espa-
cial. Para analizar estos patrones, entre 
los indicadores que revisa la metodolo-
gía CES podemos destacar cuatro: (1) 
qué tan rápido crece la huella urbana, 
(2) cuánto espacio verde permanente 
existe por persona, (3) qué porcenta-
je de las viviendas se ubica en asenta-
mientos informales, y (4) qué porcenta-
je de los hogares está en riesgo.

La expansión de la huella urbana en 
baja densidad de manera no planificada 
trae aparejados problemas esenciales 
para la sustentabilidad de la ciudad, el 

principal de ellos está relacionado con 
el altísimo costo marginal de llevar in-
fraestructura a zonas donde la carga 
poblacional no lo hace viable y en áreas 
de alto riesgo a desastres naturales 
como inundaciones y deslizamientos. 
Asimismo, la falta de planificación aca-
rrea una notable carencia de espacios 
verdes en áreas donde la población más 
la necesita por carecer de medios para 
disfrutar de espacios más lejanos, otra 
clara muestra de inequidad urbana. Por 
otra parte, los modelos dispersos de 
ciudad incrementan la dependencia de 
las personas en movilidad motorizada 
para acceder a las oportunidades y con 
ello se impactan tanto la equidad como 
la calidad de vida. Hay estudios que do-
cumentan cómo la baja densidad urba-
na o la baja conectividad reducen la ac-
tividad física de las personas (Frumkin, 
2002; Ng y Popkin, 2012) y cómo los 
sitios de mayor densidad y diversidad 
de usos de suelo, así como el acceso a 
espacios verdes y abiertos, se relacio-
nan positivamente con mayor actividad 
física (WHO, 2011).

La dispersión urbana es prominente 
en las ciudades de América Latina y el 
Caribe. En el programa CES hemos ob-
servado cómo en los últimos 30 años la 
superficie en la mayoría de las ciudades 
ha crecido más rápido que la población 
y el PIB. Ciudades como Quetzaltenan-
go, Xalapa y Barranquilla han crecido 
alrededor del 9% anual, lo cual implica 

que están duplicando su mancha urba-
na aproximadamente cada ocho años. 
Los impactos son evidentes; en Ciudad 
de Panamá por ejemplo, los cambios de 
uso de suelo entre 1969 y 2007 dieron 
lugar a la pérdida de 55% de los man-
glares de la Bahía de Panamá. 

Lo anterior abre un segundo tema, 
que es la importancia de mantener es-
pacios naturales como ejes integrado-
res de la ciudad. En este caso, tenemos 
que la mediana3 para las ciudades ana-
lizadas es de 35 hectáreas de espacios 
verdes por cada cien mil habitantes. En 
la metodología CES consideramos que 
este valor puede representar un proble-
ma (amarillo), y alcanza niveles graves 
(rojo) en algunas ciudades como Añe-
lo, Santa Ana, Campeche y Barranqui-
lla, cuyo indicador se ubica incluso por 
debajo de diez hectáreas por cada cien 
mil habitantes. Lo importante a sentar 
aquí es que las áreas verdes son mucho 
más que espacios de recreación, pues 
brindan importantes servicios ecosisté-
micos: filtran el aire, disuelven contami-
nantes, mitigan el ruido, reducen el efec-
to isla de calor, filtran el agua de lluvia 
al subsuelo y además pueden brindar 
alimento en las ciudades (Escobedo, 
Kroeger y Wagner, 2011; Groenewegen 
et al., 2006). Además, son importantes 
para mantener la sorprendente biodi-
versidad que existe en las urbes latinoa-
mericanas. La Ciudad de México, por 
ejemplo, brinda sustento a 2% de todas 

CIUDADES SUSTENTABLES

MAPA 2
SEGREGACIÓN SOCIOESPACIAL EN LAS CIUDADES. INGRESOS POR FAMILIA EN 
COCHABAMBA METROPOLITANA, BOLIVIA 

Fuente: Plan de Acción. Área metropolitana de Cochabamba sostenible (2013) y CEPLAG.

SANTIVAÑEZ
TAPACARÍ

ARBIETO

TOLATA

SAN 
BENITO

VINTO

TIQUIPAYA

COLOMI

SACABA

COCHABAMBA

COLCAPIRHUA

QUILLACOLLO

LÍMITES MUNICIPALES

RÍO ROCHA

RÍO TAMBORADA

ÁREAS NATURALES

2323-2587

2587,1 - 3056

3056,1 - 3330

3330,1 - 4470

4470,1 - 6504

HUELLA 
URBANA 2012

INGRESO 
FAMILIAR EN Bs.

CIUDADES DENSASCIUDADES EMERGENTES

Las ciudades emergentes aquí 
analizadas, frente a ciudades 
compactas como Barcelona, Pa-
rís y Medellín, consumen cuatro 
veces más suelo urbano y pre-
sentan cuatro veces menos es-
pacios públicos y áreas verdes. 
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las especies conocidas de plantas y ani-
males en el mundo (SCBD, 2012). 

No obstante, de poco sirve tener 
áreas verdes si las ciudades no logran 
ordenar su territorio ni brindar suelo 
apto para garantizar el derecho a la vi-
vienda. Este tema es crítico, pues sabe-
mos que 29% de la población urbana del 
mundo en desarrollo vive en estos asen-
tamientos informales, 22% en el caso de 
ALC (UN Habitat, 2016). Lo anterior es 
preocupante, porque la relación entre la 
informalidad y la precariedad de la vi-
vienda es cercana, siendo que muchas 
viviendas informales no solo se instalan 
en áreas susceptibles a riesgos ambien-
tales, sino que además no contemplan 
estándares de construcción necesarios 
para resistir ante desastres naturales. En 
el programa CES vemos que, en prome-
dio, 18,9% de los hogares se encuentran 
en situación de riesgo, lo cual es reflejo 
de la falta de ordenamiento y la inequi-
dad en las ciudades. 

Muchas ciudades son conscientes 
ya de los altos costos de infraestruc-
tura asociados a ciudades dispersas, 
fragmentadas y socialmente segrega-
das. Para contrarrestar esta tendencia, 
ha surgido un gran empuje por estra-
tegias de revitalización de los centros 
históricos como medio para fortalecer 
el núcleo gravitacional de las ciudades 
y generar oportunidades de vivienda en 
suelos ya dotados de infraestructura, 
cercanos a equipamientos de educación 

y salud. Tal es el caso del Centro Históri-
co de Quito, un proyecto de renovación 
apoyado por el BID que, entre 1994 y 
2001, implementó un programa integral 
que comenzó no por vivienda, sino por 
acciones para facilitar la movilidad pea-
tonal, como el mejoramiento de aceras, 
señalización y mobiliario urbano. Des-
pués, se rehabilitaron equipamientos, 
edificios culturales y se generaron nue-
vas opciones de vivienda en el núcleo 
de la ciudad, todo de la mano con el 
sector privado. Colaborando intersec-
torialmente, este proyecto se benefició 
de un nuevo plan de tráfico y la puesta 
en funcionamiento de un trolebús que 
conectó el corazón de la ciudad con las 
áreas periféricas carentes de servicios, 
lo que generó un nuevo polo de desa-
rrollo social, económico y turístico que 
mitigó la inequidad socioespacial de la 
ciudad. Con este programa, se crearon 
más de 100 locales comerciales, se re-
habilitaron más de 200 viviendas, se 
crearon casi 300 viviendas nuevas y se 
pusieron en servicio más de 1.400 pla-
zas de estacionamiento (Rojas, 2004). 

Movilidad

La movilidad es otro sector inten-
samente presente en la conciencia ciu-
dadana al momento de pensar en los 
problemas típicos de las ciudades. De 
hecho, algo que vemos en las encuestas 
de calidad de vida urbana recolectadas 
por el programa CES5 es que práctica-
mente en todas las ciudades el trans-
porte es una de las cuatro problemáti-
cas que a ojos de los ciudadanos tienen 
mayor impacto en la calidad de vida. 

Al igual que otros temas, la movili-
dad es fuertemente impactada por las 
decisiones que se toman en materia 
de ordenamiento del territorio y es re-
fuerzo determinante en los patrones de 
inequidad. En las ciudades de ALC, las 
clases socioeconómicas más bajas vi-
ven en áreas remotas y dependen de un 

sistema de transporte público muy des-
aventajado frente a los automóviles; por 
ello, no es de extrañar que las encues-
tas de opinión pública indiquen que en 
las ciudades intermedias las personas 
de escasos recursos dedican 78 minu-
tos de traslados, frente a los 53 minutos 
que toman los traslados de las clases al-
tas (Juan et al., 2016). Además, si bien 
vemos que casi el 43% de la población 
en estas ciudades usa el transporte pú-
blico de manera frecuente, solo una de 
cada tres personas considera que dicho 
medio es cómodo. 

Precisamente por sus implicaciones 
en el tema de equidad, los beneficios 
sociales y económicos de mejorar la 
movilidad son sustanciales. Por ejem-
plo, en la Ciudad de México se podría 
evitar el costo que suponen 3,3 millones 
de horas/hombre que conlleva cada día 
de congestión vehicular (IMCO, 2011), y 
liberar tiempo que las personas podrían 
dedicar a su familia, al cuidado personal 
y a su comunidad. Asimismo, aliviar la 
congestión vehicular reforzaría la com-
petitividad de las ciudades, ya que po-
dría reducir a una tercera parte el tiem-
po dedicado a transportar mercancías 
en las ciudades, tal y como lo revela un 
reciente estudio del BID en las ciudades 
de San Pablo, Barranquilla y Santiago 
de Chile (Guerrero, 2016). 

Existen múltiples intervenciones 
transformadoras asociadas a este tema. 
Una de ellas es el cambio que experi-
mentó Copenhague durante la segun-
da mitad del siglo XX. Aunque es difícil 
creerlo, las primeras iniciativas de pea-
tonalización en 1960, que visualizaban 
cafés al aire libre y calles sin automó-
viles, se enfrentaron a una gran resis-
tencia social, bajo el argumento: “Los 
daneses no son italianos” (Beatley, 
2011). La primera intervención peato-
nal en la capital danesa fue de tan solo 
15.800 metros cuadrados en la avenida 
Strøget. En 2005, la peatonalización ya 
se había extendido a 99.770 m2 y, en la 

actualidad, se cuenta además con un 
sistema vial cuyos 454 kilómetros de ci-
clovías privilegian a la movilidad soste-
nible y se logra que 45% de los viajes al 
trabajo o escuela se hagan en bicicleta 
(SCED, 2016). En América Latina, ciuda-
des como Bogotá y Rosario le siguen 
el paso, pues han logrado que ya más 
de 5% de sus viajes sean en bicicleta 
(Taddia et al., 2015). 

Este y otros casos demuestran que 
el cambio en los paradigmas de mo-
vilidad no solo es posible, sino que 
además es económicamente reditua-
ble. En la ciudad de Nueva York, se ob-
servó que tras instalar ciclovías en las 
avenidas 8.a y 9.a, las ventas de los ne-
gocios locales incrementaron en 49%, 
según la medición hecha por un análi-
sis de los ingresos por impuestos a la 
venta (NYCDOT, 2012). 

Equidad y seguridad

La equidad es el aspecto medular 
del mensaje transmitido en la encíclica 
papal, es transversal a los temas antes 
expuestos y la inequidad es particular-
mente aguda en la región de ALC. La 
desigualdad corroe el tejido social y se 
interrelaciona con la seguridad ciuda-
dana, tema que a su vez es calificado 
como la más alta preocupación para la 
calidad de vida de los habitantes de ciu-
dades intermedias en la región.6  

El cuadro 1 muestra que la desigual-
dad, según lo medido por el coeficiente 
de Gini7, es el único de los indicadores 
que carece de ciudades con un nivel 
considerado sostenible (<0,35). El valor 
promedio para las ciudades intermedias 
CES es de 0,5, lo cual se podría inter-
pretar como que la mitad de los hoga-
res concentran prácticamente todos los 
ingresos de las economías urbanas, con 
lo que queda la otra mitad desposeída. 
Este es el escenario de Cochabamba, 
cuyo coeficiente de 0,51 es el tercero 
más alto entre las ciudades de Bolivia, 

49%
AUMENTARON LAS

VENTAS EN AVENIDAS DE 
NUEVA YORK DONDE SE 

CONSTRUYERON SENDAS 
PARA BICICLETAS 
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país que a su vez se encuentra entre los 
más desiguales de América Latina (ver 
mapa 2).

Por otra parte, es preciso considerar 
que existe una cercana relación entre 
la insolvencia económica que marca la 
inequidad y la precariedad laboral. Al 
analizar los resultados de las encuestas 
de opinión pública vemos que en pro-
medio 29% de las familias consultadas 
tienen ingresos insuficientes para cubrir 
sus necesidades básicas. En materia de 
empleo informal, encontramos que en 
promedio 45% de la población de las 
ciudades analizadas trabaja en el sector 
informal de la economía, lo cual conlle-
va no solo bajos ingresos, sino una ele-
vada incertidumbre, ausencia de segu-
ridad social y, en muchos casos, abusos 
y maltrato.

En realidad, la inequidad permea 
toda la construcción social de las ciu-
dades y refuerza la necesidad de in-
troducir una visión multisectorial a los 
proyectos para el desarrollo. En un tema 
ambiental como la gestión de los resi-
duos sólidos esto es evidente; en ALC, 
este sector en su mayoría es trabaja-
do por empleados informales que no 
cuentan con equipo adecuado, en un 
contexto donde los hogares no sepa-
ran ni pagan lo justo por el manejo de 
la basura. Los miles de pepenadores en 
la región se exponen a grandes riesgos, 

los cuales se potencializan al no contar 
con prestaciones laborales y de salud. 
Un estudio en la Ciudad de México re-
veló que, si bien la esperanza media de 
vida para los habitantes promedio en el 
año 2000 era de 67 años, la edad media 
de los pepenadores en los tiraderos de 
basura era de 39 (Medina, 2000). 

La inequidad además se relaciona 
cercanamente con la violencia. Améri-
ca Latina y el Caribe lleva muchos años 
caracterizándose como la región más 
desigual del mundo y, en la actualidad, 
43 de las 50 ciudades más violentas del 
mundo se encuentran en ALC (CCSPJP, 
2014). Desde el programa CES vemos 
estos temas sumamente ligados al ac-
ceso a la educación y a la existencia de 
espacio público. Diversos estudios se-
ñalan que las mejoras en el transporte 
y en los edificios, así como mayor ilu-
minación, densidad de espacio verde y 
accesibilidad policial son factores para 
reducir la violencia entre jóvenes (Welsh 
y Farrington, 2008; Cassidy et al., 2014; 
Prüss-Ustün et al., 2015). Es por ello que 
colocamos énfasis en la importancia de 
construir ciudades de escala humana, 
evitando infraestructuras viales cuyo di-
seño desincentiva la movilidad peatonal 
y segrega zonas enteras de las ciuda-
des. En su lugar, celebramos los proyec-
tos que buscan la recuperación del es-
pacio público, que es el sitio donde los 
habitantes se vuelven ciudadanos, pues 
es ahí donde juegan, conviven e incluso 
donde se manifiestan políticamente. 

El espacio público por excelencia 
son las calles. No obstante, las encues-
tas en las ciudades intermedias indican 
que solo 28% de los habitantes se sien-
ten seguros caminando por las calles de 
su ciudad durante la noche. En cuanto 
a plazas y otros espacios, el promedio 
de las ciudades CES cuenta con aproxi-
madamente 40 hectáreas de espacio 
público por cada cien mil habitantes; 
existen casos crónicos como Cumaná y 

Tegucigalpa, donde no se alcanza ni dos 
hectáreas por cada cien mil habitantes. 

Existan o no estos espacios públicos, 
es claro que la inseguridad es uno de 
los mayores retos para lograr que estos 
cumplan su función. En vista de todo 
lo anterior, para impactar este tema, la 
experiencia dentro del programa CES 
sugiere que es preciso trabajar con-
juntamente para fortalecer las institu-
ciones, como también en la prevención 
situacional de la violencia. Un ejemplo 
práctico es la labor que el BID ha hecho 
en las colonias de Villa Cristina y Villa 
Franca en Tegucigalpa, donde el mejo-
ramiento del barrio con proyectos de 
alcantarillado, pavimentación y drenaje 
solo se hizo posible mediante jornadas 
de capacitación, con las que al empo-
derar a la comunidad se fortaleció la 
cohesión social, factor que al menos en 
parte explica una reducción de 60% en 
la tasa de homicidios de estas colonias, 
a lo cual se agregó el acceso al agua, a 
la vivienda y a la mitigación de inunda-
ciones y deslaves (BID, 2013).

Transparencia

El tema de transparencia es un as-
pecto ineludible y transversal de go-
bernanza en las ciudades. Como se 
vio al inicio con el caso de San Pablo, 
los gobiernos locales necesitan cre-
dibilidad de forma que la ciudadanía 
esté dispuesta a cambiar hábitos, se-
guir nuevas normas, etcétera. Muchos 
servicios básicos en las ciudades son 
financieramente insostenibles sin ajus-
tes en las tarifas y en la recaudación, 
aspectos que son evadidos por los 
habitantes cuando se percibe que el 
gobierno no maneja el recurso público 
con transparencia. 

El departamento de Desarrollo 
Social del Banco Mundial indica que 
la transparencia es uno de los mayo-
res desincentivos para la malversa-

ción de fondos y con ello se reduce 
la corrupción. Pero, además, la trans-
parencia posibilita a los ciudadanos 
retroalimentar sobre el uso de los re-
cursos, para con esto hacer más efi-
ciente la operación municipal (Patel 
y Agarwal, 2014).

Uno de los indicadores revisa-
dos en el programa CES es el índice 
de transparencia8, el cual muestra un 
desempeño variado en las ciudades 
intermedias. El índice más alto lo tie-
nen Vitória y Montevideo (7,6 y 6,9, 
respectivamente), mientras que el 
más bajo lo tienen Cochabamba (1) y 
Managua (2,5), colocándose la media 
para las 37 ciudades en un nivel ama-
rillo de 4,2. Además, el programa ha 
recogido información nominal sobre la 
celebración de sesiones públicas para 
la rendición de cuentas y si las agen-
cias del gobierno se someten a audito-
rías para compartir información crítica 
sobre programas de gobierno. Lo an-
terior es de suma importancia, pues es 
solo a través de dichas informaciones 
que se puede evaluar y reencauzar el 
rumbo de la administración local. 

CIUDADES RESPONSABLES
DE LA CASA COMÚN

Los datos y experiencias que hemos 
revisado demuestran la factibilidad de 
revertir los patrones insostenibles de 
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NOTAS
1 Según estimaciones de la Comisión Nacional de Agua 
en México (2012), por cada aumento de un grado Celsius 
en la temperatura máxima actual, se puede esperar un 
aumento en el consumo per cápita de 5,4 litros al día. 
2 Algunas estimaciones indican que por cada 33 m2 de 
áreas verdes se reduce el ruido en 7 decibeles (Coder, 
1996).
3 El Banco Mundial utiliza la metodología CoED para me-
dir el costo de la contaminación; esta se basa en estima-
dos de mortalidad causada por el material particulado 
(PM); también hay métodos que contemplan la morbili-
dad, alteraciones cognitivas e incluso impactos no rela-
cionados a la salud –por ejemplo, sobre la infraestructura 
y productividad de los cultivos–.

4 Se usa la mediana como medida de tendencia central 
pues existen ciudades como Florianópolis y Joao Pessoa 
que, con 2.894 y 450 hectáreas de áreas verdes por cada 
cien mil habitantes, respectivamente, impactan fuerte-
mente el promedio.
5 Las encuestas de opinión pública fueron aplicadas en-
tre 2011 y 2014 en el marco de la metodología CES; su 
análisis tiene un 95% de confianza y +/-3,1% de margen 
de error (Juan et al., 2016). Se analizaron los resultados 
de dichas encuestas en las siguientes 25 ciudades de 12 
países: Argentina: Añelo, Las Heras, Mar del Plata, Paraná 
y Salta; Bolivia: Cochabamba; Brasil: Florianópolis, João 
Pessoa y Vitória; Chile: Valdivia; Colombia: Barranqui-
lla, Bucaramanga, Manizales, Montería, Pasto y Pereira; 
Ecuador: Cuenca; Guatemala: Quetzaltenango; Jamai-

desarrollo que tanto daño han causado 
a los ecosistemas que dan soporte a las 
ciudades, pero al mismo tiempo deno-
tan cuánto está relacionado “el acceso 
a los beneficios de la ciudad” con la in-
equidad. 

Un primer paso para lograr esa re-
versión consiste en cuantificar los pro-
blemas y los beneficios que tendría 
solucionarlos. Medir es un acto de en-
tendimiento, pero es insuficiente. Ade-
más, las ciudades deben caracterizar y 
priorizar esos retos, y buscar las inter-
dependencias que existen entre ellos 
para encontrar aquellos puntos críticos 
que pueden desatar círculos virtuosos 
de mejora. Esto es lo que permite la 
conceptualización multisectorial de los 
desafíos en las ciudades. 

Un segundo paso es contar con un 
diseño de intervenciones que sea hu-
mano en todos los sentidos. Humano en 
su escala, para que la ciudad se perci-
ba como un lugar para interactuar unos 
con otros, para disfrutar de los espa-
cios urbanos y no solo para producir; 
y humano también en sus procesos, ya 
que sin participación ciudadana las in-
tervenciones para mejorar las ciudades 
difícilmente se arraigan. En raras oca-
siones vemos acciones transformadoras 
que se hayan logrado con el liderazgo 
unidireccional de los gobiernos. Ade-
más, se dice que uno no ama lo que 
no conoce y, en ese sentido, es funda-

mental fortalecer los mecanismos para 
alimentar la capacidad de asombro de 
las poblaciones urbanas ante el valor de 
los activos ambientales, para educarlas 
sobre las implicaciones de sus prácticas 
habituales y para hacerlas actoras co-
rresponsables de los cambios que nece-
sitan las ciudades para brindar calidad 
de vida a todos.

El concepto que constituye el deno-
minador común de toda acción transfor-
madora es la integralidad. No solo por-
que el cambio no lo logra un solo sector 
social ni un solo sector de infraestruc-
tura; sino también porque el sello dis-
tintivo del desarrollo de las ciudades, al 
menos en ALC durante las últimas cin-
co décadas, ha sido la fragmentación. 
Atender los problemas de contamina-
ción, inequidad y gobernanza implica 
rearticular a las comunidades con los 
servicios y las oportunidades econó-
micas en ciudades compactas; conlleva 
conciliar esa falsa dicotomía que exis-
te entre el asfalto y el espacio natural 
buscando ciudades biofílicas; demanda 
restaurar esas interfaces urbanas que 
permiten a los vecinos compartir las tar-
des libres en ciudades inclusivas. Por su 
densidad de ideas, economía y capital 
social, las ciudades brindan una oportu-
nidad única para atacar la pobreza y la 
degradación ambiental de raíz; hoy más 
que nunca, es tiempo de asumir esa res-
ponsabilidad. 
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Con más de cien años de experiencia 
en enseñanza superior, la Universidad 
de Sophia, ubicada en la ciudad de To-
kio (Japón), se ha convertido en una 
de las más prestigiosas casas de altos 
estudios en Asia. Allí funciona el Ins-
tituto de Estudios sobre el Ambiente 
Global, que sigue de cerca la salud del 
planeta y busca expandir la frontera 
del conocimiento en áreas de conser-
vación y protección ambiental. Su di-
rector, Guangwei Huang, es una de las 
máximas autoridades mundiales en 
materia de acceso al agua y protección 
de océanos. 

¿En qué situación se encuentra el ac-
ceso al agua en el mundo? 

Unos 663 millones de personas, es 
decir una de cada diez, no tienen acce-
so a agua potable y 2.400 millones de 
personas, una de cada tres, no tienen 
acceso a un sanitario. En otras pala-
bras, son más las personas que tienen 
un teléfono celular que las que tienen 
un baño. La polución y la contamina-
ción constituyen otro aspecto impor-
tante del problema del agua. Nume-
rosas actividades humanas tienen un 
impacto sobre la calidad del agua, en-
tre ellas, la agricultura, la industria, la 
minería, la disposición de los residuos 

humanos, el crecimiento poblacional y 
la urbanización. La polución afecta aún 
más el acceso al agua segura. El im-
pacto del cambio climático sobre los 
recursos hídricos representa un desa-
fío adicional.

¿Cuáles son las consecuencias de esta 
carencia?

Las mujeres tienen que recorrer 
largas distancias para obtener agua 
segura. Muchas veces, las poblaciones 
más pobres no pueden abastecerse de 
agua potable y, en consecuencia, se 
ven forzadas a consumir agua sin nin-
gún tratamiento. La cantidad o calidad 
inadecuada de agua y de servicios sa-
nitarios y de higiene causan más de 1,7 
millones de muertes anuales.

¿Cómo pueden ayudar las políti-
cas públicas a mejorar la calidad del 
agua?

Los Objetivos de Desarrollo del Mi-
lenio proponen llevar a la mitad la can-
tidad de personas carentes de agua 
potable segura. No obstante, la mejora 
del acceso al agua segura generó ma-
yor cantidad de aguas residuales y la 
construcción de instalaciones para el 
tratamiento de las aguas residuales 
muchas veces va a la zaga del desa-

DERECHO DE
ACCESO AL
AGUA POTABLE

rrollo de los sistemas de suministro de 
agua. Este rezago es una de las princi-
pales causas de la contaminación del 
agua. Hay numerosas políticas regio-
nales y nacionales relacionadas con 
el manejo de la calidad del agua. Sin 
embargo, la implementación de polí-
ticas y reglamentaciones efectivas en 
los países en desarrollo suele ser muy 
deficiente. Además de las políticas, es 
necesario trabajar sobre la educación 
y la concientización para resolver los 
problemas del agua.

¿Qué función cumple la innovación en 
el control de la polución?

Para controlar la polución, necesi-
tamos innovar tanto en el desarrollo de 
las tecnologías como en las reformas 
sociales. Por ejemplo, la innovación en 

materia de monitoreo medioambien-
tal puede desempeñar un papel fun-
damental para controlar la polución y 
generar conciencia. Utilizar los hume-
dales de un modo inteligente puede 
ayudar a controlar la contaminación 
del agua y, al mismo tiempo, promover 
las economías locales. Un monitoreo 
medioambiental apropiado y el cum-
plimiento de la legislación ambiental 
son las claves para lograr un uso pru-
dente de los recursos naturales en los 
países de América Latina.

Laudato Si’ se refiere a los océanos y 
su importancia para la vida en la Tie-
rra. ¿Cómo pueden protegerse?

Es absolutamente cierto que los 
océanos son indispensables para la 
vida en la Tierra. Les proporcionan 
muchos servicios ecosistémicos a los 
seres humanos, como los alimentos y 
los servicios culturales. Sin océanos, 
el ciclo del agua se detendría y nadie 
podría sobrevivir. Sin embargo, la so-
brexplotación de los recursos ictícolas, 
la contaminación y la fragmentación 
del hábitat están degradando la salud 
de nuestros océanos. En mi opinión, la 
crisis del agua es el riesgo global más 
grave que enfrentamos si tenemos en 
cuenta el impacto sobre nuestras so-
ciedades.

CASO DE
ESTUDIO

33% 
DE LA POBLACIÓN MUNDIAL 

NO TIENE SERVICIO
DE SANITARIO

1,7 MILLONES 
DE MUERTES AL AÑO PRODUCE
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La calidad de vida en las ciudades tiene mucho 

que ver con el transporte, que suele ser causa de 
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No es fácil tomar conciencia del 
enorme crecimiento que han tenido los 
movimientos de bienes y personas en 
las últimas décadas. Son frecuentes los 
comentarios sobre los cambios tecnoló-
gicos que ha experimentado el sistema 
de transporte (como el contenedor, los 
trenes de alta velocidad o los vehículos 
híbridos), pero no lo son los referidos a 
la magnitud de los desplazamientos que 
debe atender en todas las escalas geo-
gráficas, desde la global hasta la local. 
Diversos factores han contribuido a im-
pulsar el aumento de los flujos físicos de 
personas y bienes: el crecimiento de la 
población, la producción y el consumo, 
la globalización de la economía y del co-
mercio, la urbanización, la expansión te-
rritorial de las ciudades, la motorización 
y el mayor movimiento internacional de 
personas, entre otros. En materia de 
cargas, en 1980 el comercio mundial era 

de US$ 1,8 trillones por año (equivalente 
al 18,6% del PIB del planeta) y en 2014 
aumentó a US$ 19 trillones (24,6 % del 
PIB), lo que muestra una participación 
creciente de las economías emergentes 
y de los movimientos sur-sur (McKinsey 
Global Institute, 2016). En el transpor-
te aéreo, los pasajeros-kilómetro pa-
gos prácticamente se han duplicado 
entre 2003 y 2015 (ICAO). En materia 
de flujos urbanos, hace pocos meses en 
el mundo se ha superado el umbral del 
50% de la población que vive en ciuda-
des, con tasas de movilidad por perso-
na que aumentan progresivamente con 
el crecimiento del ingreso y la motoriza-
ción, y con ciudades que se expanden 
territorialmente y generan viajes más 
largos.

Los sistemas de transporte han dado 
respuesta a este formidable crecimien-
to de la movilidad incrementando su ca-

La movilidad de bienes y personas en el mundo ha crecido en las

últimas décadas en niveles sin precedentes, tanto en la escala 
urbana como en la nacional e internacional. Las principales 
causas de ese fenómeno son el crecimiento de la población, de la 
producción y del consumo, la urbanización y la expansión de las 
ciudades, la motorización de la sociedad y la globalización. Los

sistemas de transporte han dado respuesta a estos formidables 
requerimientos, pero a costa de generar importantes impactos 
negativos, directos e indirectos, sobre el ambiente natural y so-
cial. Algunos de ellos son de orden local y regional, y otros 
de alcance mundial, entre los que se destacan el referido a la 
generación de gases de efecto invernadero, causantes del 
calentamiento global. Este trabajo analiza los desafíos a 
mediano plazo.

pacidad, velocidad y calidad de servicio 
en los diversos segmentos de deman-
da. Y también lo han facilitado: es difícil 
imaginar los niveles de intercambio co-
mercial actuales sin la existencia de los 
contenedores y de los grandes buques 
y terminales que los transbordan, o la 
existencia de grandes ciudades sin el 
desarrollo de las infraestructuras y vehí-
culos privados y públicos que transpor-
tan diariamente a sus habitantes. 

 CONSECUENCIAS
PARA EL TRANSPORTE

Así como los beneficios económicos 
y sociales de estos inéditos niveles de 
movilidad son múltiples, también son 
muy significativos los impactos nega-
tivos que generan y los consumos de 
recursos que demandan. Ejemplos de 
impactos negativos son los que se pro-
ducen sobre los componentes naturales 
y sociales del medioambiente debido a 
las emisiones de gases contaminantes, 
los siniestros causados por el transporte 
carretero (más de un millón de muertes 
por año) o la deposición de desechos 
generados por los más de 1.200 millo-
nes de vehículos que hay en el mundo.

El transporte también consume in-
gentes recursos que –en una perspec-
tiva de ciclo de vida– incluyen desde 
los diversos materiales necesarios para 
construir las infraestructuras y los vehí-
culos y los recursos energéticos nece-
sarios para su operación, hasta el espa-
cio físico que los sistemas de transporte 
demandan para la circulación y el esta-
cionamiento (que puede variar entre el 
10% y el 50% del uso del suelo en ám-

bitos urbanos). El consumo energético 
del transporte es particularmente rele-
vante, ya que representa a nivel global 
aproximadamente un cuarto de la ener-
gía entregada (un quinto, considerando 
las pérdidas). El sector mantiene un vín-
culo muy fuerte con los combustibles 
fósiles: más del 60% de los barriles de 
petróleo que se extraen diariamente en 
el mundo se utilizan en el transporte. 
Desde la perspectiva del sector, los com-
bustibles fósiles dan cuenta del 96% de 
la energía consumida (IEA, 2016). A raíz 
de este alto consumo de derivados de 
hidrocarburos, el transporte constituye 
el segundo sector en materia de emi-
siones de gases de efecto invernadero 
(después de la generación de electrici-
dad y calor). Su ritmo de crecimiento es 
preocupante: entre 1990 y 2008 fue del 
29% en los países de la OCDE, y 89% en 
el resto del mundo. Los vehículos livia-
nos son los principales consumidores 
de energía (52%), que utilizan gasolina 
y diésel. Los camiones dan cuenta del 
17% del consumo de energía mundial, 
y la aviación y el transporte marítimo, 
un 10% cada uno (valores a 2010, World 
Economic Forum, 2011).

Una de las peculiaridades de estos 
efectos negativos es que en muchos 
casos no se reflejan en los precios; los 
costos totales del sector superan los 
pagos que realizan los usuarios, el va-
lor del tiempo que aportan y los sub-
sidios que adicionan los gobiernos. Las 
externalidades ambientales (y otras no 
ambientales que genera el sector) son 
considerables y plantean un desafío a 
la política pública: quién y cómo debe 
afrontarlas de manera de estimular su 
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reducción. Cabe destacar que el trans-
porte también genera muy importantes 
externalidades positivas, fundamental-
mente por el impacto que generan las 
mejoras en la accesibilidad al desarrollo 
económico y a la calidad de vida. 

IMPACTOS AMBIENTALES 

Las formas en las que el transporte 
impacta sobre el medioambiente son 
múltiples y diversas. Cabe inicialmen-
te distinguir entre los impactos que se 
generan en la etapa de construcción de 
los que se producen durante la opera-
ción de los servicios. Las tareas propias 
de la construcción de infraestructuras 
pueden generar un amplio abanico de 
impactos; por ejemplo, las de las carre-
teras sobre la red hídrica, sobre la bio-
diversidad o sobre las poblaciones que 
deben relocalizarse, las de los puertos y 
dragados sobre los ecosistemas coste-
ros, y las de los transportes masivos ur-
banos sobre la circulación y los ruidos. 
Los impactos en la etapa de operación 
incluyen la emisión de gases contami-
nantes (como el monóxido de carbono) 
y el material particulado, que afectan la 
salud y pueden alterar la capa de ozo-
no, la generación de ruidos (por ejem-
plo, por los aviones, las autopistas o las 
terminales portuarias), la generación 
de barreras urbanas y las emisiones de 
gases de efecto invernadero (GEI). Un 
listado completo de los impactos que 
podrían generarse por la implantación 
y gestión de los diversos sistemas de 
transporte a lo largo de su ciclo de vida 
sería sumamente extenso. De hecho, las 
técnicas de evaluación utilizan tablas 
prestablecidas con los impactos más 
probables, que varían considerablemen-
te según el modo de transporte.

Considerando su alcance geográfico, 
algunos de los impactos son de orden 
local (por ejemplo, las emisiones con-
taminantes en las ciudades), otras pue-
den extender su efecto a escala regional 

(por ejemplo, generando lluvia ácida o 
contaminando cursos de agua debido a 
derrames de los buques) y en ocasio-
nes pueden ser de alcance global, como 
es el caso de las emisiones de gases de 
efecto invernadero. Los impactos tam-
bién suelen catalogarse como directos, 
que reflejan las consecuencias inmedia-
tas que produce el sector (por ejemplo, 
emisión de gases y partículas), o como 
indirectos, que expresan las derivacio-
nes de los anteriores (en el ejemplo, el 
daño a la salud que producen esos ga-
ses y partículas). Estos últimos son ge-
neralmente más difíciles de medir. Cabe 
destacar la naturaleza acumulativa y 
difícil de predecir de los impactos, de 
acuerdo con la reconocida complejidad 
que tienen los sistemas ambientales 
(Bennett y Chorley, 1978). 

Otra forma de clasificar los efectos 
es entre los denominados de primer 
orden y de segundo orden (Potter y 
Bailey, 2008). Los primeros son los im-
pactos físicos directos que produce el 
sistema de transporte, como las emi-
siones que producen los vehículos, los 
ruidos, el espacio urbano o rural de-
mandado por redes viales, ferroviarias y 
aeropuertos, la deposición de material 
de dragado de puertos y vías navega-
bles, o los desechos generados en la 
disposición de materiales al desguazar 
vehículos y embarcaciones. Los de se-
gundo orden se refieren a las formas 
en que las sociedades y la economía se 
adaptan a la creciente movilidad y a los 
cambios en el sistema de transporte. 
Por ejemplo, el crecimiento territorial 
de las ciudades impulsado por la moto-
rización y la dispersión espacial de las 
actividades. O la deslocalización de las 
actividades productivas, facilitada por 
las mejoras tecnológicas en la gestión 
logística, que lleva a que la producción 
y venta de bienes demande cada vez 
más viajes, colocando a la transporta-
ción reiteradamente en la cadena de 
valor de los bienes.

En las últimas dos décadas ha ha-
bido avances importantes en la identi-
ficación, medición y evaluación de los 
impactos ambientales de los proyectos 
de transporte. Estas prácticas han sido 
paulatinamente incorporadas en los 
marcos normativos de los países, lo que 
requiere una evaluación formal y licen-
cia como condición necesaria para po-
der implementar proyectos de inversión. 
Varias causas han contribuido a este 
proceso. Una de ellas ha sido la impo-
sición de salvaguardas ambientales por 
parte de las entidades multilaterales de 
crédito como un requerimiento ineludi-
ble para financiar proyectos, práctica 
que fue también adoptada por la banca 
privada. Otra es la creciente conciencia 
ambiental en la población e importan-
tes organizaciones no gubernamenta-
les, lo que demanda consideración por 
el medioambiente y participación en los 
procesos de toma de decisión. 

Las evaluaciones ambientales gene-
ralmente se llevan a cabo a nivel de pro-
yecto, por lo que existen guías específi-
cas para cada modo de transporte en sus 
diversas etapas (diseño, construcción, 
operación)2. En los últimos años las eva-
luaciones de proyectos ya definidos, que 
apuntan a mitigar sus impactos, han sido 
complementadas con análisis más estra-
tégicos (las evaluaciones ambientales es-
tratégicas), a nivel de políticas o progra-
mas, con un sentido más proactivo que 
reactivo y más proclives a considerar la 
naturaleza acumulativa de los impactos 
ambientales y sus interacciones.

LOS DESAFÍOS
DEL CAMBIO CLIMÁTICO

Dentro de la multiplicidad de impac-
tos que genera el transporte resumidos 
en los párrafos anteriores, la emisión de 
gases que contribuyen al calentamiento 
global es probablemente lo que genera 
mayor preocupación en la actualidad en 
la comunidad internacional. La urgencia 
de mitigar el cambio climático respon-
de tanto a los impactos evidenciados 
y esperados del fenómeno, como a la 
vulnerabilidad de la región. En los últi-
mos decenios, los cambios en el clima 
han causado impactos en los sistemas 
naturales y humanos en todos los con-
tinentes y océanos; entre estos se des-
tacan la distribución de especies apro-
vechables, el rendimiento de cultivos, la 
disponibilidad de agua y el aumento de 
fenómenos climáticos extremos (IPCC, 
2014). Para América Central y Améri-
ca del Sur el IPCC proyecta, con nivel 
alto de confianza, riesgo alto a muy 
alto de incremento de deslizamientos 
en zonas rurales y urbanas, y difusión 
de enfermedades transmitidas por vec-
tores en altitud y latitud, entre otros 
(IPCC, 2014). El informe “La Economía 
del Cambio Climático” de Sir Nicholas 
Stern afirma que es más rentable tomar 
medidas frente al cambio climático que 
afrontar el costo de no hacerlo. Por tan-
to, urge incorporar medidas para miti-
gar los gases de efecto invernadero y 
para adaptar al sector transporte a los 
efectos del cambio climático de manera 
inmediata.

El análisis de los sectores que apor-
tan una mayor proporción de gases 
de efecto invernadero muestra que el 
transporte representa un sector de la 
mayor relevancia: además de ser res-
ponsable por una parte importante de 
las emisiones globales, la dinámica de 
sus emisiones lo muestra como el sec-
tor de mayor crecimiento. En términos 
de emisiones de GEI a nivel mundial, 
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el transporte es res-
ponsable del 13,1% del 
total y del 22% de los 
provenientes del con-
sumo energético, solo 
superado por la generación 
de energía eléctrica y la cale-
facción (IEA, 2016b). Entre el año 
1990 y el 2010, las emisiones globales 
provenientes del sector aumentaron 
un 88%, fundamentalmente en los paí-
ses emergentes (no pertenecientes a 
la OCDE), que son el sector con mayor 
crecimiento (IDB - Office of Evaluation 
and Oversight, 2014).

El cambio climático genera varios 
desafíos a los sistemas de transporte, 
que incorporan objetivos prioritarios en 
su agenda:

1. Colaborar en la reducción de las 
emisiones, de acuerdo con las metas 
que establezcan los acuerdos globales 
que suscriban los países (la agenda de 
mitigación).

2. Adaptar sus instalaciones a los 
cambios climáticos que ya se están pro-
duciendo (la agenda de adaptación) 
y aprestarse a gestionar los sistemas 
(infraestructuras, servicios) ante catás-
trofes para recuperarse y retornar a la 
normal prestación de los servicios (re-
siliencia).

LAS ESTRATEGIAS DE MITIGACIÓN

Para reducir las emisiones en forma 
efectiva existen numerosas variantes, 
que han sido resumidas en un enfoque 
denominado “Evitar-Cambiar-Mejorar” 
(ASI, por sus siglas en inglés), que es-
tablece principios rectores para lograrlo 
de manera eficaz con sistemas de bajo 
costo y accesibles para su implementa-
ción (Dalkmann y Brannigan, 2007).

Evitar se refiere a los viajes innecesa-
rios, reducir la necesidad de trasladarse, 
o las distancias, o aprovechar mejor la 
capacidad de los vehículos. Implica una 
mayor integración de la planificación 

del transporte con 
el uso del suelo y la 

promoción de la pro-
ducción y el consumo 

local. También incluye el 
reemplazo de viajes moto-

rizados por no motorizados (a 
pie, en bicicleta).

Cambiar apunta a la reasignación 
modal, busca favorecer los modos de 
menor intensidad de emisiones de 
carbono. En el transporte urbano, por 
ejemplo, implica promover el aumento 
de la participación del transporte pú-
blico y el desaliento del transporte in-
dividual, o el estímulo al transporte no 
motorizado. En el transporte de cargas 
implica propiciar la transferencia desde 
el modo carretero hacia el ferrocarril y 
hacia el transporte marítimo y fluvial, lo 
que propicia una mayor combinación 
intermodal.

Mejorar procura una mayor eficien-
cia en cada modo de transporte, lo 
que implica el avance en la eficiencia 
energética de los vehículos median-
te introducción de nuevas tecnologías 
en los vehículos (ver recuadro 1) y sus 
combustibles (motores más eficien-
tes, vehículos híbridos, combustibles 
más limpios, etcétera), y también en la 
adopción de buenas prácticas por parte 
de los operadores (velocidades máxi-
mas, inflado correcto de los neumáti-
cos, mejoras en la aerodinámica de los 
camiones, etcétera). 

El impacto de estas acciones se re-
fleja en la relación entre las emisiones 
generadas y el nivel de actividad (tone-
ladas-km, pasajeros-km). Los objetivos 
de política normalmente apuntan a des-
acoplar el crecimiento de los viajes de 
bienes y personas, propio del desarrollo 
económico, del aumento de las emisio-
nes. Ello no solo se logra con medidas 
del lado de la oferta (mejores tecnolo-
gías, mejores prácticas operativas), sino 
también con medidas que modifiquen 
el perfil de la demanda. Por ejemplo, en 

el ámbito urbano pueden implementar-
se acciones de gestión de la demanda 
basadas en mecanismos de mercado, 
como son las tasas a la congestión o 
al estacionamiento, o bien limitaciones 
absolutas a la circulación de vehículos 
en determinados momentos y tramos 
de la red. Pueden también intentarse 
acciones de largo plazo e impulsar cam-
bios en el uso del suelo de manera de 
generar espacios urbanos que den lugar 
a viajes más cortos a través de medidas 
que promuevan usos mixtos, que favo-
rezcan la viabilidad del transporte públi-
co o que contengan la expansión terri-
torial de las ciudades. Este último tipo 
de medida obliga a una coordinación 
entre áreas de política pública que tradi-
cionalmente se han desenvuelto en for-
ma independiente, como la de desarro-
llo urbano, vivienda (incluida la vivienda 
social), medioambiente, energía y movi-
lidad, lo que constituye un serio desafío 
de organización institucional para las 
ciudades. El primer recuadro muestra, a 
título de ejemplo, una cartera típica de 
acciones orientadas a mitigar las emi-
siones de GEI en el contexto urbano, lo 

que permite apreciar la amplitud de la 
agenda (adaptado de IEA, 2016a).

En los últimos 15 años, en América 
Latina se ha avanzado en esta agenda 
de mitigación; probablemente, los pro-
gresos más destacados se encuentran 
en el transporte urbano de pasajeros. Por 
ejemplo, el desarrollo de sistemas inte-
grados de transporte público de pasaje-
ros con segmentos masivos, tanto sobre 
neumáticos (tipo BRT, en los que América 
Latina ha sido pionera) como mediante 
sistemas guiados (metros, trenes ligeros, 
tranvías) y la promoción del transpor-
te no motorizado mediante el impulso 
a vías peatonales y ciclovías. En el caso 
de las cargas, no se registran mayores 
avances, no obstante su relevancia actual 
y futura (como lo muestra el gráfico 2). 
Aproximadamente el 75% del transporte 
de cargas en la región se realiza por ca-
mión, y dentro de este modo se observan 
debilidades en los modelos de gestión 
(que en una gran medida se organiza por 
vehículo, no por flota, lo que redunda en 
bajos coeficientes de ocupación de las 
bodegas y de utilización de los equipos) 
y en parques vehiculares envejecidos, 

POLÍTICAS PÚBLICAS PARA FRENAR LA CONTAMINACIÓN

Políticas nacionales / supranacionales
- Impuestos a los combustibles.
- Eliminación de los subsidios al combustible.
- Introducción de impuestos al CO2 de los combustibles.
- Estándares de economía de combustible.
- Impuestos sobre los vehículos, incluidos a las tecnologías sucias (feebates) y 
esquemas de premios y castigos.
- Apoyo a la investigación y el desarrollo.

Medidas locales
- Ciudades compactas, i.e.: densificación integrando el uso del suelo y la plani-
ficación del transporte, promoción del desarrollo de zonas industriales aban-
donadas, desarrollo orientado por la movilidad pública (TOD).
- De precios: tasas por congestión, sobrecargos por estacionamiento.
- Regulatorias: restricciones de acceso y estacionamiento, zonas de bajas emi-
siones.
- Apoyo al transporte público: desarrollo de redes, subsidios.
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con altos niveles de 
emisiones. Las mejoras 
realizadas, aunque po-
sitivas y destacables, no 
logran aún compensar las 
mayores emisiones, produc-
to del enorme crecimiento que 
ha venido experimentando el movi-
miento de pasajeros y cargas en la región.

LAS ESTRATEGIAS DE ADAPTACIÓN
Y RESILIENCIA

La adaptación significa ajustarse 
tanto a los efectos ya observados de 
un clima cambiante como a los que se 
espera que produzca la futura trayecto-
ria del cambio climático, que se refleja 
en diversos escenarios que se prevén 
altamente riesgosos. La dimensión que 
expresa la adaptación es la vulnerabili-
dad, que en el caso del transporte sig-
nifica disminuir la medida en que los 
fenómenos naturales extremos afectan 
la infraestructura y los servicios. Existen 
diferentes metodologías para la adapta-
ción que son aplicables al sector trans-
porte, entre las que se destacan: 

- La adaptación basada en ecosiste-
mas, que implica hacer uso sostenible 
de los servicios ecosistémicos naturales 
para reducir las condiciones de vulnera-
bilidad. Por ejemplo, la revegetación de 
taludes para incrementar el servicio de 
regulación hídrica y retención del suelo, 
y así evitar inundaciones y deslizamien-
tos sobre las vías.

- La adaptación basada en obras de 
infraestructura, que consiste en cons-
truir infraestructura que considera la 
variación actual de eventos extremos 
y los efectos de largo plazo del cambio 
climático para reducir la vulnerabilidad 
en zonas donde los impactos sobrepa-
san la capacidad de los ecosistemas. 
Por ejemplo, infraestructura de manejo 
de aguas lluvias en zonas cuyos suelos y 
ecosistemas se encuentran en un avan-
zado grado de degradación. 

- La adaptación ba-
sada en el conocimien-
to de las comunidades, 

de especial importancia 
donde no existen registros 

hidrometeorológicos, por 
ejemplo, para diseñar drenajes 

en las vías de comunicación.
- La adaptación basada en tecnolo-

gías, como por ejemplo la utilización de 
nuevos materiales para facilitar drena-
jes o la recarga de acuíferos.

Las buenas prácticas recomiendan 
que las estrategias de adaptación sean 
robustas, con componentes de todas 
las metodologías, y que se incorporen 
sistémicamente dentro de la planifica-
ción de la infraestructura para que esta 
se encuentre en capacidad de brindar 
servicios a la comunidad bajo las con-
diciones climáticas futuras (Rodríguez 
Tornquist y Cruz, 2016).

Paralelamente a la adaptación, se 
debe fortalecer la resiliencia, pues al 
cambio climático se le asocia un alto 
grado de incertidumbre, lo que puede 
conllevar a lo que se conoce en la ges-
tión del riesgo de desastres como el 
riesgo residual. Por esto, es importante 
fortalecer los organismos de atención 
de emergencias para una pronta res-
puesta, diseñar mecanismos de trans-
ferencia del riesgo en infraestructuras 
estratégicas para proteger las inversio-
nes del Estado, procurar la redundancia 
de infraestructura alrededor de puer-
tos y comunidades para garantizar la 
prestación de servicios en condiciones 
de desastre, y fortalecer a las autorida-
des del transporte para tender hacia un 
pronto restablecimiento de los servicios 
de transporte y recuperación de las in-
fraestructuras afectadas.

CÓMO CUMPLIR LAS METAS
DE LOS ACUERDOS

Naciones Unidas, mediante su Con-
vención Marco sobre el Cambio Climá-

tico, desde hace más de 20 años viene 
propiciando un acuerdo global para ata-
car las causas y efectos de este fenóme-
no. En su 21.a Conferencia de las Partes, 
que tuvo lugar en París a fines de 2015 
(COP21), por primera vez logró alcanzar 
un acuerdo universal y legalmente vin-
culante sobre la acción climática. Este 
acuerdo contiene los compromisos de 
reducción de emisiones de 187 países a 
partir de 2020, con el objetivo principal 
de mantener el aumento de temperatu-
ra asociado con el calentamiento global 
por debajo de 2 °C (o eventualmente 1,5 
°C). Estas metas significan un avance 
sustancial en la denominada de carbo-
nización del sector transporte, lo que 
modifica radicalmente la trayectoria 
que han tenido en las últimas décadas. 
La Figura 1 muestra esquemáticamente 
la tendencia histórica y refleja los millo-
nes de toneladas de carbono emitidas 
por año por el sector y su continuidad 
en caso de mantenerse (BAU: business 
as usual), y la trayectoria que estas emi-
siones deberían alcanzar para ajustarse 
a la meta de limitar el calentamiento 
global a 2°C (Transport 2DS) o a 1,5 °C 
(Transport 1,5 DS). 

Las metas propuestas en la COP21 
implican un cambio sustancial de una 

tendencia fuertemente afianzada, lo que 
representa un desafío sin precedentes 
para el transporte. Una institución pio-
nera en el tema (SLOCAT3) lo ponía en 
estos términos: “Acelerar la decarboni-
zación de la movilidad requiere una es-
trategia integral que abarque todos los 
modos de transporte, incluyendo tanto 
la eficiencia general del sistema como 
las mejoras en cada modo. Y convoca a 
la integración de las políticas de ener-
gía, de uso del suelo y de transporte”. 
En la Convención de Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático, los países 
presentaron sus propias propuestas 
para enfrentar el reto, denominadas 
INDC4, que reflejan la contribución que 
se proponen realizar y sus compromi-
sos de reducir las emisiones y aumentar 
la resiliencia. Varias de ellas contienen 
algunos compromisos explícitos de mi-
tigación en el sector.

Pero la brecha entre las emisiones 
esperadas y las metas propuestas es 
muy grande. El gráfico 2 muestra las 
perspectivas de crecimiento de la mo-
vilidad de bienes y personas de acuer-
do con una estimación hecha por la 
EIA que toma como horizonte el año 
2050, con dos hipótesis de crecimien-
to (IEA, 2009). El grueso del aumento 
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de la actividad (expresado en unidades 
de tráfico) se encuentra en los países 
en desarrollo (No OCDE en la figura), 
fundamentalmente en las cargas5, lo 
que constituye una condición propia del 
crecimiento de sus economías y calidad 
de vida. 

Pasar de escenarios de emisiones a 
realidades genera muchos interrogan-
tes, particularmente en los países en 
desarrollo. Uno de ellos es: ¿pueden 
corregir la brecha las innovaciones tec-
nológicas? Existen importantes avances 
en curso, como motores más eficientes, 
combustibles más limpios, vehículos hí-
bridos y eléctricos, sistemas de trans-
porte automáticos e inteligentes (como 
los vehículos autónomos), o incluso mo-
dos alternativos de transporte. Muchas 
de estas innovaciones pueden tener 
efectos revolucionarios en el sector (ver  
el segundo recuadro), pero difícilmente 
logren por sí solas la reversión de las 
tendencias que sugiere el gráfico 1. Otro 
interrogante es cómo pueden afrontar 
los países en desarrollo una agenda 
integral (mitigación, adaptación y resi-

liencia), que es costosa.6 Varios factores 
pueden contribuir a responderlo, entre 
los que se destacan:

- El realismo de las propuestas que 
hagan los países. Las propuestas de 
los INDC deben balancear los diversos 
componentes del sistema de transpor-
te, lo que actualmente no ocurre, ya que 
existe un fuerte sesgo hacia el ámbito 
urbano en detrimento del potencial de 
reducción de emisiones mediante mejo-
ras en el transporte de cargas.

- Las capacidades que dispongan 
los países para desarrollar e implemen-
tar agendas complejas, transversales, 
que abarcan numerosas áreas de go-
bierno. No solo los gobiernos nacio-
nales deben disponer de la institucio-
nalidad adecuada: también los niveles 
subnacionales, ya que muchas medidas 
corresponden a su esfera de compe-
tencia (por ejemplo, cambios en la mo-
vilidad urbana o en la planificación del 
uso del suelo).

- Los mecanismos de asistencia tec-
nológ ica y financiera disponibles a nivel 
global. En anteriores conferencias COP 

se previeron mecanismos de apoyo fi-
nanciero por parte de los países más de-
sarrollados y entidades multilaterales, y 
también se previó una movilización de 
recursos del orden de US$ 100.000 mi-
llones anuales, que significan la quinta 
parte de las necesidades que la UNEP 
actualmente estima que se precisan, y 
una voluntad de apoyo en la incorpo-
ración de nuevas tecnologías. No obs-
tante, reuniones internacionales recien-
tes sugieren una reticencia en el apoyo 
financiero y tecnológico que contrasta 
con los resultados de las estimaciones 
de la denominada “brecha financiera 
de la adaptación”, que han ido crecien-
do sustancialmente en los últimos años 
(UNEP, 2016). La falta de apoyo finan-
ciero y de transferencia tecnológica di-
ficultaría sensiblemente el avance en las 
agendas. 

- Los mecanismos de medición, re-
porte y verificación, mediante los cuales 
se audite a los países para garantizar 
reducciones certeras, evitar dobles con-
tabilidades y asegurar que se está mi-
diendo con las metodologías probadas 
por la Convención.

El marco internacional en materia de 
asistencia será sin duda un factor cru-
cial para avanzar hacia las metas pro-
puestas en la COP21. Las discusiones 
internacionales girarán alrededor de la 
perspectiva ética del cambio climático: 
a pesar de que es un fenómeno global, 
algunas poblaciones se ven despropor-
cionadamente afectadas, y nuestros paí-
ses, principalmente en el Sur global, se 
enfrentan a desafíos relacionados con el 
cambio climático, incluso a pesar de no 
ser los principales productores de GEI. 

AMÉRICA LATINA FRENTE
A RETOS COMUNES

Regresando a una perspectiva gene-
ral del transporte y el medioambiente, 
puede concluirse que las políticas am-
bientales en el transporte son cada vez 
más complejas, al igual que en otros 
sectores de la infraestructura, como la 
energía o la infraestructura para la ges-
tión del agua, que abarca tanto los im-
pactos locales como los globales, los 
cuales han ganado un rol primario en 
la agenda. En las últimas décadas han 

GRÁFICO 2
PERSPECTIVAS DE CRECIMIENTO DE LA MOVILIDAD
En trillones de toneladas-km y pasajeros-km

EL POTENCIAL DE LOS VEHÍCULOS HÍBRIDOS Y ELÉCTRICOS

En el mundo hay aproximadamente mil millones de vehículos, de los cuales 
80 millones son híbridos y 1,5 millones son eléctricos. Estos últimos vienen 
creciendo rápidamente: un tercio del stock se incorporó en 2015. 
Los vehículos híbridos generan alrededor de un 30% menos de emisiones de 
GEI que los convencionales. Representan en la actualidad una participación de 
aproximadamente el 5% de las ventas en países desarrollados (20% en Japón) 
y son mínimas en los países en desarrollo. Los vehículos eléctricos no gene-
ran emisiones de GEI por sí mismos; su contribución a la reducción de dichas 
emisiones depende de múltiples factores, como la intensidad de carbono de 
la generación eléctrica con que se carga, la hora del día de la carga y el tipo 
de vehículo. 
En cualquier caso, sus emisiones son menores que las de los vehículos conven-
cionales. La hora del día es un factor relevante, ya que el mix de fuentes de ge-
neración (renovables y no renovables) suele cambiar en forma significativa en-
tre las horas pico y valle. Para las redes eléctricas estos vehículos constituyen 
un gran desafío: por la distribución geográfica de la demanda y por la reserva 
operativa de generación para hacer frente a las intermitencias del consumo. 
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ocurrido avances muy 
importantes: desde 
virtualmente ignorar 
los impactos ambien-
tales de los proyectos a 
establecer estándares, fijar 
mecanismos obligatorios de 
evaluaciones de impacto ambien-
tal y licencias, establecer salvaguardas 
y evaluaciones estratégicas y avanzar 
en la cooperación entre múltiples acto-
res. Ello no quita que siga habiendo re-
sistencias y obstáculos, pero ha habido 
avances evidentes, más que nada en la 
gestión de los proyectos a lo largo de 
su ciclo (y no tanto en la formulación 
de las políticas nacionales). 

Las políticas de transporte enfrentan 
un cambio de paradigma; su objetivo ya 
no se remite a dar respuestas a las nece-
sidades de movimiento, sino que procura 
diseñar sistemas de transporte que ase-
guren la movilidad de personas y bienes 
que sean compatibles con el desarrollo 
sostenible. Los aspectos ambientales son 
uno de los pilares (aunque no el único) 
del paradigma del desarrollo sostenible, 

y la reducción de los 
impactos ambientales, 

en la vasta gama que 
se describía más arriba, 

deben incorporarse defi-
nitivamente en las políticas 

nacionales de transporte. 
La agenda ambiental es am-

plia, pero el desafío del cambio climáti-
co constituye uno de los aspectos más 
críticos que van a incidir indudable-
mente en la agenda del sector en los 
próximos años. Y las negociaciones in-
ternacionales –vinculadas con el apoyo 
financiero y tecnológico para afrontar 
la mitigación, adaptación y resiliencia– 
pueden constituir una de las claves 
para que se cumplan las metas acorda-
das. En ese contexto, cabe preguntar-
se si la región no tendría beneficios de 
impulsar políticas en forma conjunta, 
tanto en el intercambio de experiencias 
para las propuestas de los INDC como 
para enfrentar las negociaciones inter-
nacionales –que se perfilan arduas– a 
fin de lograr un mayor apoyo financiero 
y tecnológico. 
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POLUCIÓN Y HUELLA
DE CARBONO

La huella de carbono mide la cantidad de gases de efecto invernadero y su 
impacto en el cambio climático como consecuencia de actividades producti-
vas contaminantes o vinculadas al transporte. Al comparar los países que más 
contaminan desde este punto de vista (los que dejan una mayor huella de car-
bono) y la prioridad otorgada a la innovación en nuevas energías, se encuentra 
una la correlación de 0,78. 

Es decir que son los países que en su producción dejan una mayor huella de 
carbono los que al mismo tiempo demandan respuestas y que la energía sea la 
prioridad para la innovación.

Fuente: www.iadb.org/intal/alianzalb

PRIORIDAD ASIGNADA A INNOVACIONES ENERGÉTICAS
Y HUELLA DE CARBONO

Pregunta: Dentro de 15 años, ¿en cuáles áreas cree Ud.
que las innovaciones científicas y tecnológicas tendrán un impacto positivo?

Respuestas para oferta de energía.
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Atravesamos un contexto de alta ex-
posición frente a fenómenos de la na-
turaleza en donde los eventos hidrocli-
máticos parecen intensificarse debido al 
cambio climático. En Chile y en los paí-
ses de América Latina y el Caribe, el de-
safío consiste en combinar y balancear 
los necesarios esfuerzos por entender y 
caracterizar mejor los fenómenos natu-
rales, con el diseño de nuevas estrate-
gias de mitigación del riesgo y aumento 
de la resiliencia en infraestructura que 
incorporen como objetivo transversal el 
promover el desarrollo sostenible y la 
reducción de inequidades sociales1. 

En el caso de Chile, el país ha sido 
históricamente expuesto a eventos ex-
tremos de la naturaleza, tanto de ori-
gen tectónico (terremotos, tsunamis, 
erupciones volcánicas), como hidro-
climáticos (inundaciones, aluviones, 
sequías, marejadas). Solo en el año 
2015, este país fue impactado por dos 
erupciones volcánicas (Villarrica y Cal-
buco), inusitados aluviones en el de-
sierto más árido del mundo (Wilcox et 
al., 2016), un gran terremoto y tsuna-
mi (Aránguiz et al., 2016), y marejadas 

que dejaron serios daños en la región 
de Valparaíso.

De acuerdo al World Risk Report 
2016 (Garschagen et al., 2016), Chile se 
ubica en el undécimo lugar a nivel mun-
dial en el índice de exposición frente a 
peligros naturales y cuarto a nivel de 
América Latina y el Caribe (después de 
Costa Rica, Guatemala y El Salvador). 
Para el indicador de riesgo propuesto 
en este mismo estudio, el que incluye, 
además de la exposición, elementos 
relacionados con la vulnerabilidad, las 
capacidades instaladas de prepara-
ción y adaptación, Chile aparece en el 
vigésimo segundo lugar a nivel global 
y séptimo entre los países de América 
Latina y el Caribe. Este cambio relativo 
de la posición de Chile entre la exposi-
ción y el riesgo no es casual, sino fruto 
de un importante esfuerzo al propiciar 
en su historia reciente algunas medidas 
de mitigación clave motivadas especial-
mente por el desafío mayor que signifi-
có enfrentar terremotos destructivos de 
manera recurrente. 

El sismo del 27-F, que alcanzó una 
magnitud de momento Mw 8,8 –medida 

Cuáles son las claves para edificar una infraestructura que sea 
resiliente a desastres naturales. El artículo toma el ejemplo del 
caso chileno, en particular la experiencia que dejó el terremoto 
de Maule de 2010, que afectó a la zona centro y sur del país, 
para aventurar recomendaciones más generales para la región. 
Los fenómenos sísmicos pueden intensificarse como consecuencia 
del cambio climático y este artículo detalla las especificidades 
técnicas que debería cumplir la nueva infraestructura para amor-
tiguar los daños producidos por estos terremotos, inundaciones, 
tsunamis o erupciones volcánicas y otras catástrofes.

que se relaciona con la energía libera-
da–, resultó ser el sexto terremoto más 
grande registrado a la fecha en el mundo 
y una de las catástrofes más relevantes 
en la historia de Chile. Agencias inter-
nacionales como el USGS, la Cruz Roja 
internacional y UNIDSDRAM destacaron 
la resiliencia chilena, enfatizando el rol 
de los códigos de construcción antisís-
mica como cruciales para explicar las 
bajas pérdidas de vidas humanas regis-
tradas. En 2012, la revista especializada 
Earthquake Spectra emitió un número 
especial dedicado a las observaciones y 
principales aprendizajes del terremoto 
de Maule de 2010 en Chile (Earthquake 
Spectra, 2012). El 27-F proporcionó evi-
dencia que hasta el día de hoy sigue 
siendo utilizada para avanzar el conoci-
miento y generar valiosas lecciones que 
permitan a Chile y el mundo continuar 
aprendiendo de estos enormes eventos 
naturales. A pesar del buen desempeño, 
el sismo del 27-F produjo daños mate-
riales que alcanzaron cerca de los US$ 
30 billones, esto es un 17% del PIB del 
país en el 2010. Algunos componentes 
de este costo, en billones de dólares, 
son: 5,3 en industria, pesca y turismo; 4 
en vivienda; 3 en infraestructura de edu-
cación; 2,7 en salud; 1,6 en energía y 1,5 
en infraestructura pública y carreteras 
(SVS, 2012). Esta cifra confirma una ten-
dencia que refleja que el costo que han 
representado para Chile los terremotos 
en los últimos 50 años es cercano al 1% 
del PIB anual. Con ello, Chile lidera a los 
países de la OCDE en esta tasa como 
porcentaje del PIB (OECD, 2012). 

Nuestro propósito es recoger esta 
experiencia que puede servir a otros 
entornos sísmicos similares al de Chile. 

Sería sin embargo imposible entender 
lo que ocurrió el 27-F sin partir por la 
historia, la que bastante tiene que ver 
con este éxito, para luego entrar con 
más detalle en el impacto que el 27-F 
tuvo sobre las distintas infraestructu-
ras, cuáles fueron algunas claves de la 
reconstrucción, y cómo pueden Chile y 
otros países preparase mejor frente a 
los impactos de la naturaleza.

UN PAÍS SÍSMICO

Ciertamente, la resiliencia de Chile 
frente a terremotos tiene raíces histó-
ricas y se remonta a cincuenta o cien 
años atrás. En este sentido, han sido tal 
vez las decisiones del Estado las más 
relevantes. Estas definieron un contexto 
general que afectó el desarrollo a tra-
vés de políticas públicas que definieron 
dónde, qué y cómo construir. Las op-
ciones institucionales y de regulaciones 
por las que se optó tuvieron un enorme 
impacto en definir tanto la exposición 
como la actual resiliencia de la infraes-
tructura frente a terremotos. No cabe 
duda de que, en este sentido, la historia 
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sísmica de Chile ha dejado un legado 
positivo, ya que luego de cada terre-
moto el Estado, lejos de colapsar, de-
sarrolló nuevas capacidades institucio-
nales, las que quedaron como recurso y 
experiencia para un siguiente desastre 
(Gil, 2016). Los mayores aprendizajes a 
través del tiempo ocurrieron en térmi-
nos de respuesta a la emergencia y de 
prevención.

El legado más antiguo de la era mo-
derna es la Corporación de Fomento de 
la Producción (CORFO), una organiza-
ción gubernamental que hasta hoy se 
encuentra dedicada al desarrollo eco-
nómico de las distintas áreas producti-
vas del país, pero que fue creada como 
consecuencia del terremoto de 1939 
(Chillán) para encargarse de la reactiva-
ción económica. Ese mismo año se creó 
la Corporación de Reconstrucción y Au-
xilio, una agencia provisoria encargada 
de la reconstrucción de las ciudades y 

pueblos más afectados. Con los años, 
esta corporación se transformó en la 
permanente Corporación de la Vivien-
da, correspondiente al actual Ministerio 
de Vivienda. Y esto no es todo: luego 
de este terremoto, en 1943, se creó tam-
bién el Fondo de Estabilización Social y 
Económica, que permite al presidente 
dictar decretos de emergencia econó-
mica para gastar hasta un 2% del pre-
supuesto anual en asuntos relacionados 
con la emergencia. Esta regulación ha 
sido invocada luego de cada catástrofe 
mayor en el país desde que fue crea-
da y permite al Estado reaccionar con 
rapidez ante eventos altamente des-
tructivos. Luego del gran terremoto de 
Valdivia en 1960, también se originaron 
importantes legados institucionales. En 
1965 se creó la primera oficina nacional 
de emergencia, la OEMI, que obtuvo su 
institucionalidad definitiva en 1970 y 
pasó a llamarse ONEMI. Esta oficina le 

permite al Estado chileno reaccionar de 
inmediato ante una emergencia, proveer 
auxilio y ayuda a los damnificados. Adi-
cionalmente, en 1965 también se dictó 
la llamada “Ley de sismos”, que le otor-
gó al presidente la atribución de definir 
territorialmente una zona de catástrofe 
y, en esta área, gobernar por medio de 
decretos excepcionales en temas rela-
cionados con la emergencia. Además, 
permite al ejecutivo desplegar al ejérci-
to para ayudar en la emergencia.

En términos de prevención, es cla-
ro que la regulación sísmica chilena es 
técnicamente una de las más comple-
tas y se cumple rigurosamente en cada 
construcción. Su historia comienza lue-
go del terremoto de Valparaíso en 1906, 
cuando se crea el Instituto Sismológico 
Nacional, cuya labor fue efectuar los 
primeros estudios sísmicos de todo el 
territorio, así como abogar por las pri-
meras regulaciones sismorresistentes. 
Estas regulaciones vieron la luz luego 
del terremoto de 1928 en Talca, con la 
creación de la Ordenanza General de 
Construcciones. La nueva regulación 
definió nueve tipos de edificación y su 
forma de construcción sismorresistente. 
La ley cambió para siempre la manera 
en que se construía en el país y el adobe 
fue reemplazado por materiales como 
el concreto. Luego de cada terremoto, 
se ha realizado una completa revisión 
de estos códigos, cuyo éxito ha sido co-
rroborado por los mismos eventos. Por 
ejemplo, luego del terremoto de 1939 
solamente un 20% de las construccio-
nes nuevas sufrió daños irreparables, 
comparado con un 67% de las construc-
ciones de adobe (Gil, 2016). Aun así, se 
hizo notar que la regulación no tenía 
disposiciones para un planeamiento ur-
bano que permitiera velar por la seguri-
dad general de la población, por lo que 
una nueva ley posterremoto de 1939 
contempló la creación de “planes regu-
ladores” que ordenaran las ciudades del 
país, especialmente las destruidas por 

el terremoto y que podían ser práctica-
mente rediseñadas desde cero. Y así fue 
como en 1960 el terremoto de mayor 
magnitud registrado en la historia del 
mundo (Mw 9,5) dejó significativamente 
menos daños y muertos que el de 1939. 
Y la historia se repite luego de los terre-
motos ocurridos en 1965, 1972 y 1985, 
tras los cuales la normativa sísmica fue 
nuevamente revisada y mejorada, lo que 
dio origen a la normativa vigente al mo-
mento del 27-F en 2010. 

En los últimos seis años, Chile ha 
experimentado tres grandes even-
tos sísmicos (gráfico 1): el terremoto 
ya mencionado del 27 de febrero de 
2010 (27-F), el de Pisagua el 1 de abril 
de 2014 (Mw 8,2) y el de Illapel el 16 de 
septiembre de 2015 (Mw 8,3). Estos tres 
eventos son consecuencia de la activi-
dad de subducción de la placa de Nazca 
bajo la placa Sudamericana a una tasa 
promedio aproximada de convergencia 
de 7 cm/año en dirección este-noreste. 
A pesar de que estos tres eventos tu-
vieron una gran magnitud, fue el 27-F 
el que realmente puso a prueba no solo 
a las regulaciones e infraestructura del 
país, sino también a todo el Sistema Na-
cional de Protección Civil, sus capacida-
des de organización para la respuesta, 
gestión de la emergencia, capacidades 
de recuperación y reconstrucción del 
país, y resiliencia de individuos y comu-
nidades. De este modo, el 27-F ofrece 
una oportunidad única para investigar, 
comprender y caracterizar la respuesta 
y resiliencia sistémica de un país frente 
a un evento de gran magnitud.

LA IMPORTANCIA DE
ESTAR PREPARADOS

Previo a describir resiliencia frente al 
gran terremoto del 27-F, es imprescin-
dible definir qué entendemos por resi-
liencia. La actual Comisión de Resilien-
cia ante Desastres Naturales (CREDEN), 
formada por el Consejo Nacional de 

INFRAESTRUCTURA
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GRÁFICO 1
COMPARACIÓN DE LOS ÚLTIMOS TRES TERREMOTOS EN CHILE

A B C
Nota: Interferogramas satelitales de los últimos tres grandes terremotos en Chile. Cada una de las 
barras en color representa desplazamientos de la corteza en dirección del satélite una vez fina-
lizado el evento. Los desplazamientos se acumulan desde la zona central del país hacia la costa, 
donde se pierde la imagen por la imposibilidad de ver el fondo marino.
Fuente: Elaboración propia.
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Innovación para el Desarrollo (CNID) a 
solicitud de la actual presidenta, adop-
tó la definición siguiente: “Se entiende 
por resiliencia a las capacidades de un 
sistema, persona, comunidad o país ex-
puestos a una amenaza de origen na-
tural para anticiparse, resistir, absorber, 

adaptarse y recuperarse de sus efectos 
de manera oportuna y eficaz, para lo-
grar la preservación, restauración y me-
joramiento de sus estructuras, funcio-
nes básicas e identidad”. 

Conceptualmente, el gráfico 2a re-
presenta esquemáticamente la resilien-

cia de un sistema como una función de 
desempeño versus tiempo. Dos estrate-
gias principales permiten aumentar la 
resiliencia, esto es, reducir el “triángu-
lo de pérdidas” mediante: (1) acciones 
postevento específicas que aceleren el 
proceso de recuperación, acortando el 
tiempo para recuperar el desempeño 
original del sistema; y (2) acciones pre-
ventivas de preparación y mitigación 
del riesgo que disminuyan la caída en 
el desempeño del sistema frente a una 
perturbación como la de un terremoto. 
Naturalmente, cualquiera de estas me-
didas puede introducir modificaciones 
en el sistema que lo lleven a una condi-
ción de desempeño superior a su esta-
do original, como es típicamente el caso 
en los estándares de diseño sismorresis-
tente, y conseguir así un mejor desem-
peño ante futuros eventos. Como ejem-
plo, el gráfico 2b muestra un caso real 
de resiliencia del sistema de distribu-
ción eléctrica luego del 27-F y eviden-
cia el desempeño inicial del sistema, la 
caída durante el terremoto y el proceso 
de recuperación de funcionalidad en los 
días posteriores.

Para el 27-F, la mayoría de los ser-
vicios suministrados colapsaron a causa 
del terremoto (de la Llera et al., 2012): 
electricidad, agua, combustible, telefo-
nía, telecomunicaciones, etcétera. El te-
rremoto afectó a la zona cubierta por el 
Sistema Interconectado Central de Chi-
le (SIC), que suministra electricidad 
a más del 90% de la población 
del país. El SIC sufrió daños 
en sus componentes de 
generación, transmi-
sión y distribución, 
por lo que resultó en 
un apagón que retiró 
de la red aproxima-
damente 4.522 MW 
de su capacidad de 
generación, un 74% 
de su demanda máxi-
ma y de los cuales un 

15% correspondió a una planta de ener-
gía que tuvo que cerrar para ejecutar re-
paraciones mayores. El terremoto tam-
bién afectó varias partes del sistema de 
transmisión de energía, incluidos daños 
a 12 de las 46 subestaciones de trans-
misión (26%) y a 1,6 km de los 7.280 km 
de líneas de transmisión (0,02%). A pe-
sar del daño, la red fue capaz de operar 
y restablecer el suministro unas pocas 
horas después del sismo. Las principa-
les consecuencias del terremoto fueron 
graves daños en la red de distribución, 
donde las reparaciones tomaron varios 
días y, en algunos casos, semanas en 
completarse. En general, el sistema de 
energía eléctrica respondió como era 
esperado y se restableció el servicio a 
la mayoría de los clientes dentro de 48 
horas.

Una de las primeras consecuencias 
de la pérdida de energía eléctrica post 
27-F fue el colapso de la mayor parte 
de los medios de comunicación (radio 
y televisión). Los sistemas de telecomu-
nicaciones sufrieron una pérdida prácti-
camente total de funcionalidad, pese a 
que solo una cantidad menor de torres 
sufrió daño estructural. La gran canti-
dad de llamadas personales durante la 
emergencia provocó el colapso de la 
red de telefonía móvil y una severa con-
gestión de la red de telefonía fija poco 
después del terremoto, lo que resultó 
en una baja en el grado de servicio y en 

muy pocos éxitos entre los intentos 
de llamada. La falla de ener-

gía eléctrica afectó el fun-
cionamiento de algunas 

partes vitales de la red 
de telefonía móvil, 
incluyendo las esta-
ciones base trans-
ceptoras (BTS, por 
su sigla en inglés). 
De todas las BTS 
que fallaron después 

del terremoto, solo 
el 2% fueron dañadas 

INFRAESTRUCTURA
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GRÁFICO 2
ESQUEMA CONCEPTUAL DE RESILIENCIA EN INFRAESTRUCTURA

Nota: Resiliencia de un sistema: (a) esquema conceptual de su significado, y (b) sistema de
transmisión eléctrica luego del 27-F.
Fuente: Elaboración propia.
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por el terremoto, mientras que el 34% 
falló a menos de 20 minutos de la fa-
lla de energía eléctrica, principalmen-
te porque los sistemas de respaldo de 
energía no funcionaron. El resto (64%) 
duró entre 2 y 8 horas antes de colapsar. 
Antenas desalineadas, baterías sueltas, 
caídas en la distribución eléctrica y con-
gestión fueron problemas comunes en 
los sistemas de telecomunicaciones. La 
mayoría de los sistemas de comunica-
ción celular recobraron funcionalidad 
recién dos días después del terremoto. 
El 27-F también puso en evidencia la 
fragilidad del sistema de comunicacio-
nes de emergencia, que colapsó princi-
palmente por su dependencia de servi-
cios públicos que colapsaron por la falta 
de energía o por la congestión.

La infraestructura pública del país fue 
muy afectada por el 27-F. El catastro final 
del Ministerio de Obras Públicas identifi-
có 1.701 puntos dañados en la red, de los 
cuales 748 eran de la red de agua potable 
rural y 717, de la red vial. El daño a la red 
vial constituyó un caso sensible debido a 
que, además de los daños en la infraes-
tructura, se incurrió en un perjuicio social 
importante al quedar varios pueblos y 
localidades rurales desconectados del 
resto del país, lo que dificultó las labores 
de restitución de servicios y el acceso de 
ayuda humanitaria externa para la etapa 
de emergencia posdesastre. 

El 27-F dejó en evidencia la impor-
tancia de los detalles estructurales en 

puentes y cómo estos pueden determi-
nar la resiliencia de la red vial completa. 
Los daños en puentes, pasos inferiores 
y superiores tuvieron gran impacto en 
carreteras alrededor de Santiago y en 
la Ruta 5 Sur, principal eje vial longi-
tudinal del país, ya que se interrumpió 
el tránsito por fallas en la superestruc-
tura y colapsos de puentes, además 
de la caída de pasarelas peatonales 
sobre la autopista (Toro et al., 2014). 
La concesión de la infraestructura vial 
en Chile a partir de mediados de los 
años 90 modificó el diseño histórico 
de puentes y se reemplazó el diseño 
tradicional, que consistía en una losa 
de hormigón (o concreto) armado 
(HA) montada sobre vigas simplemen-
te apoyadas de hormigón pretensado 
que se unían mediante diafragmas 
transversales. Los puentes contaban 
con topes laterales de concreto para 
restringir el desplazamiento transver-
sal de la superestructura y se coloca-
ban barras sísmicas para controlar el 
movimiento vertical de las vigas. Estos 
elementos fueron eliminados de la ma-
yoría de los nuevos diseños (gráfico 3).

En un entorno de posdesastre, la red 
de salud desempeña un papel clave en 
el manejo de la emergencia al proveer 
asistencia médica y psicológica. El 27-F 
afectó a 130 hospitales públicos, de los 
cuales 4 quedaron inutilizados, 12 tuvie-
ron pérdidas de funcionalidad mayor 
a un 75%, y 62% requirió reparaciones 
o reemplazo, por lo que disminuyeron 
un 18% las camas disponibles en el país 
hasta un mes después del terremoto. Un 
estudio evaluó integralmente el desem-
peño de la infraestructura de salud en 
la provincia del Biobío, incluyendo a los 
7 hospitales públicos de la zona y con-
siderando daños estructurales y no es-
tructurales en la infraestructura, además 
del daño en los sistemas mecánicos, 
eléctricos e instalaciones (Mitrani-Rei-
ser et al., 2012). El daño no estructural 
(caída de cielos falsos, colapso de tabi-

querías, caída de equipos, daño en ele-
vadores) fue generalizado y se observó 
en casi todos los hospitales. Hubo se-
rios problemas con los servicios vitales, 
ya que todos los hospitales perdieron 
el suministro de electricidad por varios 
días, y cinco de los siete perdieron el su-
ministro de agua potable, lo que mostró 
gran fragilidad y baja capacidad de sus 
sistemas de emergencia. Esto fue más 
crítico aún en el caso de los sistemas de 
telecomunicaciones, que no contaban 
con redundancia y sufrieron el colapso 
generalizado de dichas redes en toda la 
zona afectada por el terremoto, y per-
judicaron la coordinación y solicitud 
de ayuda hacia instituciones externas 
(Mitrani-Reiser et al., 2012). Observacio-
nes similares fueron realizadas en la red 
de salud de las regiones de Tarapacá y 

Coquimbo luego de los terremotos de 
2014 y 2015, respectivamente.

La zona de Talcahuano-Concepción, 
95 km al sur del epicentro del 27-F, con-
centra el 10% de los puertos industriales 
de Chile. Esta zona experimentó gran-
des movimientos, que provocaron daño 
estructural y una paralización generali-
zada de los servicios de infraestructura 
portuaria. El costo directo total del daño 
en los puertos de la zona alcanzó US$ 
285 millones y fue atribuido principal-
mente a una amplia variedad de proble-
mas del suelo, tales como licuefacción 
y deslizamientos; daño estructural en 
las conexiones entre pilotes y tableros, 
pérdidas de recubrimiento en los pilotes 
y choque; y daño no estructural, inclu-
yendo el descarrilamiento de grúas y la 
ruptura de los sistemas de atraque y de-
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GRÁFICO 3
MODIFICACIONES ESTRUCTURALES AL DISEÑO DE PUENTES PREVIO AL 27-F

Nota: (A) Detalles estructurales típicamente usados en la zona de apoyo de la superestructura en 
puentes: arriba, tipología anterior al año 2000; abajo, tipología posterior al año 2000 sin diafrag-
ma ni tope lateral. (B) Paso superior Independencia norte, donde se observa que, a pesar de la 
falla del tope lateral, la superestructura del puente no colapsó. (C) Paso superior Independencia 
sur al borde del colapso ante la ausencia de topes laterales en el apoyo de las vigas del puente.
Fuente: Elaboración propia y archivo de fotos del CIGIDEN.
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fensas (Brunet et al., 
2012). Mucha infor-
mación detallada de 
los puertos no quedó 
disponible públicamen-
te por razones atribuidas 
a la confidencialidad en los 
procesos de negociación de 
seguros y otros aspectos comerciales. 
Las observaciones de terreno fueron 
complementadas con modelos analíti-
cos del desempeño esperado de la in-
fraestructura. La experiencia del 2010 
y el consecuente aprendizaje de este 
estudio permitieron proporcionar reco-
mendaciones empíricas para el diseño 
de futuros puertos en Chile (Brunet et 
al., 2012).

El terremoto y tsunami causaron 
también un gran impacto en el sector 
vivienda. Las estadísticas oficiales del 
gobierno estimaron las viviendas daña-
das en 370.051, de las cuales 22% colap-
saron, 29% presentaron daños mayores 
y 49% tuvieron daños menores. De este 
total, 37% correspondió a casas cons-
truidas en adobe que no contaban con 
requerimientos sísmicos en su diseño, 
mientras que el 9% estaba ubicado en el 
borde costero y fue fuertemente afec-
tado por el tsunami. El daño observado 
en algunos de los edificios residenciales 
de HA fue particularmente sorpresivo, 
especialmente si se compara con la im-
pecable respuesta de este tipo de edi-
ficios durante el terremoto de Chile el 
3 de marzo de 1985. El patrón de daño 
fue repetitivo y afectó a un porcentaje 
del orden del 2% de los edificios de HA 
de cinco niveles o más. La causa fue un 
comportamiento frágil en flexocompre-
sión de los muros, especialmente en los 
niveles inferiores. Esto causó el colapso 
de al menos un edificio, la falla severa 
de medio centenar más y motivó un 
número importante de estudios interna-
cionales para lograr entender a fondo su 
comportamiento sísmico. Dicho com-
portamiento ya fue incorporado en las 

nuevas normativas 
sismorresistentes y 
de diseño de estruc-

turas de hormigón, 
con lo que se logró un 

avance importante en la 
resiliencia futura de estas 

estructuras.
Al momento del terremoto de 

Maule, existían en el país en la zona 
afectada 14 estructuras que incorpo-
raban sistemas de protección sísmica 
(SPS), esto es aislamiento sísmico y di-
sipación de energía, todas ellas diseña-
das con tecnología nacional (de la Llera 
et al., 2015). El desempeño observado 
fue tan positivo que el crecimiento de 
estas estructuras y sistemas ha sido ex-
plosivo no solo en Chile sino también 
en la región. Un caso emblemático es lo 
que ocurre actualmente en Perú con los 
SPS. Tres casos emblemáticos del uso y 
buen desempeño de estas tecnologías 
corresponden al nuevo Hospital Militar 
(aislamiento sísmico), la Torre Titanium 
de 54 pisos (disipación metálica) y 
Muelle Coronel (aislamiento sísmico), el 
único puerto de la zona de Talcahuano 
que quedó operativo.

A partir del buen desempeño obser-
vado en los proyectos que incorpora-
ban SPS durante el terremoto de 2010, 
el Ministerio de Salud incorporó como 
obligación el uso de aislamiento sísmico 
en la construcción de 12 nuevos hospi-
tales, y lo mismo ha ocurrido en Perú 
con la totalidad de los hospitales en la 
zona de máxima sismicidad. Ya en 2014 
se identifican más de 80 proyectos en 
Chile que incorporan SPS (de la Llera et 
al., 2015). El aislamiento sísmico es por 
mucho el más utilizado en Chile en cer-
ca del 75% de todas las estructuras. Los 
amortiguadores de masas sintonizados 
son el segundo sistema más utilizado 
con un 18%, y el restante 7% se reparte 
en distintos sistemas de disipación de 
energía, tales como metálicos, visco-
sos, viscoelásticos y friccionales, entre 

otros. Solo un caso de disipador mag-
neto-reológico fue incorporado, como 
prueba de concepto, en un edificio.

RECUPERACIÓN Y
RECONSTRUCCIÓN 

Al igual que con los otros grandes 
terremotos del siglo XX, el 27-F dejó 
importantes aprendizajes y sus respec-
tivos legados institucionales. Uno de los 
informes más importantes que identi-
ficaron aspectos para mejorar fue una 
evaluación de la respuesta al evento 
de parte de la institucionalidad chilena 
realizada por las Naciones Unidas, don-
de se estableció que existían una serie 
de falencias que debían ser mejoradas. 
Como consecuencia de este diagnóstico 
se entregó un documento con 75 reco-
mendaciones, de las cuales la primera 
de ellas era formular una Política Nacio-
nal para la Gestión del Riesgo de Desas-
tres. Así, en el año 2012 se constituyó la 
Plataforma Nacional para la Reducción 
del Riesgo de Desastres, una instancia 
multisectorial e interdisciplinaria coor-
dinada por ONEMI que a la fecha reúne 
a más de 75 organismos y cuya función 
es lograr una plena incorporación de la 
Gestión de Riesgo de Desastres a las 
políticas, la planificación y los progra-
mas de desarrollo. La primera misión 
de la plataforma fue la elaboración de 
la Política Nacional para la Gestión de 
Riesgo de Desastres, cuyo objetivo es 

“otorgar al Estado de Chile un instru-
mento o marco guía que permita desa-
rrollar una gestión integral del riesgo de 
desastres donde se articulen la política 
general con las políticas transversales y 
las políticas sectoriales, y en donde se 
lleven a cabo las acciones de preven-
ción, respuesta y recuperación ante de-
sastres, dentro del marco del desarrollo 
sustentable”. De la Política se deriva el 
Plan Estratégico Nacional para la Ges-
tión del Riesgo de Desastres y los planes 
equivalentes a nivel regional, provincial 
y comunal, así como los planes secto-
riales de cada uno de los organismos de 
gobierno. Una de las principales accio-
nes dentro del Plan Nacional es crear el 
nuevo Sistema Nacional de Gestión de 
Riesgo de Desastres, que se encuentra 
actualmente en discusión en el congre-
so y que contempla el fortalecimiento 
y modernización de la actual ONEMI, 
la creación de un consejo experto con-
sultor y la continuidad de la Plataforma 
creada anteriormente, entre otras cosas. 

El 27-F permitió revisar y mejorar 
los estándares que regulan el diseño 
y la construcción de la infraestructura. 
La evaluación del desempeño estruc-
tural de los edificios durante el 27-F 
dejó clara la necesidad de modificar las 
normativas. Durante 2011 se publicaron 
dos decretos que complementaban los 
estándares de diseño sísmico y diseño 
de estructuras de HA en el país, y au-
mentaban las restricciones y mejora-
ban la clasificación de suelos de funda-
ción para el diseño. Por otro lado, a raíz 
del buen comportamiento observado 
en el terremoto, en 2013 se publicó una 
nueva versión de la norma de diseño 
de estructuras con aislamiento sísmico 
que hace un reconocimiento a su buen 
desempeño y relaja ciertas condiciones 
de ductilidad en el diseño. La expe-
riencia en el 2010 sirvió especialmente 
para mostrar la necesidad de establecer 
estándares para aspectos que no estaban 
correctamente regulados, lo que culminó 

INFRAESTRUCTURA
RESILIENTE
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en la publicación de un conjunto de nue-
vas normas asociadas al diseño de ele-
mentos no estructurales, de diseño de 
proyectos de reforzamiento de estruc-
turas de adobe, y de recomendaciones 
para diseño de infraestructura en zona 
de inundación por tsunami, entre otras 
(de la Llera et al., 2016). Aprendizajes 
similares también fueron adquiridos en 
el diseño de puentes, donde a fines de 
2010 se publicó una actualización de 
los criterios sísmicos para su diseño, y 
recientemente se conformó el Comité 
Técnico Nacional de Puentes, que reúne 
a miembros de la academia, sector pú-
blico y privado.

Al igual que las autoridades a cargo 
de la emergencia, las comunidades tam-
bién adoptaron valiosas lecciones luego 
de 2010. Una de las más importantes 
tiene que ver con el manejo de los pro-
cesos de evacuación en zonas inunda-
bles por tsunami. Si bien los esfuerzos 
de ONEMI por aumentar el número de 
simulacros regionales y mejorar la in-
fraestructura y la calidad y disponibili-
dad de información para prevención y 
acción en caso de emergencia, la pobla-
ción reforzó fuertemente la importancia 
del autocuidado en la evacuación tras 
terremotos de gran magnitud. Eviden-
cia de este importante aprendizaje fue-
ron los exitosos procesos de evacuación 
masiva que tuvieron lugar después de 
los terremotos de 2014 y 2015 en el 

norte de Chile, en que la evacuación 
del borde costero se realizó de mane-
ra ordenada y segura, y que disminuyó 
sustancialmente el número de muertes 
por inundación. Es importante mencio-
nar que estas poblaciones no fueron ex-
puestas al terremoto del 27-F.

VISIÓN DE FUTURO

De la experiencia ganada a partir 
de la historia sísmica reciente de Chi-
le, es posible rescatar algunos factores 
que aparecen como críticos para lograr 
una sociedad más resiliente frente a fe-
nómenos extremos de la naturaleza. El 
primero de ellos es el de asegurar la dis-
ponibilidad a los distintos constituyen-
tes de datos fidedignos que les permi-
tan una adecuada toma de decisiones, 
no solo durante la emergencia, sino en 
el desarrollo de investigaciones de me-
diano y largo plazo que estén basadas 
en evidencia y que permitan incorporar 
nueva información relevante para las 
distintas políticas públicas de gestión 
y reducción de riesgos, entre ellas, las 
normativas de edificación. Es por tan-
to imperativo capturar la información 
provista durante estos grandes eventos 
disruptivos y tomarlos como un expe-
rimento a escala natural, de forma de 
invocar luego las mejores capacidades 
de investigación, desarrollo e innova-
ción para elevar el estado de la socie-
dad frente a escenarios futuros. Resi-
liencia es esencialmente este estado, el 
que evoluciona en el tiempo y que solo 
puede ser probado realmente en situa-
ciones de crisis.

Un segundo punto muestra que es 
tan importante aprender del daño y de 
lo que falla, como lo es también apren-
der de lo que sí funciona correctamen-
te. Un ejemplo emblemático de esto en 
el 27-F fue el comportamiento de las 
estructuras con sistemas de protec-
ción sísmica, que no solo impidieron el 
daño sino que aseguraron continuidad 

operativa. Varios ejemplos más sustentan 
esta apertura para concebir la resiliencia 
desde ambas perspectivas, las fallas y 
los éxitos. Estos últimos deben incor-
porarse también con fuerza en todas 
nuestras prácticas formales e informa-
les. Estas conclusiones sobre la rele-
vancia de una infraestructura resiliente 
son válidas también para las grandes 
obras de infraestructura regional, como 
el Túnel de Agua Negra, que unirá Chile 
y Argentina. El financiamiento de una 
infraestructura resiliente es también un 
desafío para la región.   

Finalmente, los terremotos recien-
tes del 2014 y 2015 prueban que Chile 
aprendió mucho de las lecciones del 
27-F en los distintos niveles, y eso es 
probablemente la mayor de las leccio-
nes. Más importante aún, y debido tam-
bién a la ocurrencia reciente de otros 
grandes eventos naturales, este país ha 
puesto por primera vez en su historia al 
tema de la resiliencia frente a grandes 
amenazas naturales como una prioridad 
estratégica nacional. Es así como, tanto 
desde el ámbito político-institucional, 
a través de la ONEMI y el trabajo de la 
Plataforma Nacional para la Reducción 
del Riesgo de Desastres, como también 
desde la Academia a través de la Comi-

sión Presidencial que delineará la estra-
tegia nacional futura del país en torno a 
la investigación, el desarrollo y la inno-
vación para la resiliencia, Chile está dan-
do pasos decisivos para enfrentar mejor 
el desafío de compatibilizar desarrollo 
sostenible y reducción de inequidades 
en un contexto de grandes transforma-
ciones sociales e intensificación de los 
efectos derivados del cambio climático. 
Si bien Chile ha hecho las cosas bien a 
nivel sísmico, no hay que olvidar que 
la génesis y desarrollo de este y otros 
fenómenos naturales son aún profun-
damente desconocidos por la ciencia. 
Del mismo modo, poder entender la 
manera que estos eventos afectan el 
funcionamiento de nuestras sociedades 
requerirá potenciar la investigación in-
terdisciplinaria y favorecer espacios de 
encuentro entre las ciencias sociales, la 
arquitectura y urbanismo, las distintas 
disciplinas de la ingeniería y las geo-
ciencias. Solo así se podrá asegurar el 
diseño de estrategias sustentables de 
reducción del riesgo y aumento de la 
resiliencia que puedan ir incorporando 
la nueva información y experiencias ga-
nadas cada vez que la naturaleza nos 
recuerda que el pretender controlarla 
no es más que una gran ilusión.

75
INSTITUCIONES Y

ORGANISMOS PÚBLICOS
SE COORDINAN PARA

REDUCIR EL IMPACTO DE 
LOS DESASTRES
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Laudato Si’ comienza realizando un 
minucioso diagnóstico, basado en el 
consenso científico, sobre la magnitud 
de la crisis ecológica actual, en donde el 
cambio climático es identificado como la 
principal amenaza para el bienestar de 
la humanidad y el de todas las especies 
que habitan el planeta. El papa Francis-
co también llama la atención sobre otra 
gran variedad de temas medioambienta-
les, como ser el acceso al agua potable, 
la extinción de las especies, la excesiva 
generación de residuos, la contaminación 
del aire en las ciudades, la deforestación 
indiscriminada, los riesgos de la explota-
ción minera, entre tantos otros. Las pa-
labras de Francisco sobre la necesidad 
de cuidar nuestro planeta han sido tan 
acertadas que rápidamente la encíclica 
trascendió a la audiencia habitual de las 
encíclicas papales para transformarse en 
un documento de carácter universal.

La encíclica no es menos precisa en 
identificar las causas de la degradación 
ambiental que estamos atravesando. 
Para el Sumo Pontífice, esta crisis eco-
lógica tiene su correlato en una crisis de 
valores, signada por el excesivo consu-
mismo, el individualismo y el rol central 
que el hombre le ha otorgado a la tecno-
logía y a los mercados en la sociedad ac-
tual. En este sentido, la encíclica no solo 
apela a la toma de conciencia, sino que 
es también una invitación a una acción 
urgente para recuperar valores y normas 

sociales que permitan revertir, aunque 
sea parcialmente, el deterioro ecológico 
antes de que sea demasiado tarde.

Sin lugar a duda, una de las preocu-
paciones centrales, tanto en la encíclica 
como en las discusiones en los foros in-
ternacionales pertinentes, es el impacto 
que esta crisis ecológica genera, y gene-
rará, sobre los que menos tienen. En este 
sentido, el papa Francisco nos recuerda, 
citando la Conferencia Episcopal Boli-
viana: “Los más graves efectos de todas 
las agresiones ambientales los sufre la 
gente más pobre” (Santo Padre Francis-
co, 2015, 37).

No hay que ser un ávido observador 
para darse cuenta de que aquellas per-
sonas que dependen de la agricultura 
como principal medio de subsistencia 
son las más vulnerables a los potencia-
les impactos del cambio climático y que, 
además, estas personas suelen estar en-
tre las más pobres del mundo. Asimismo, 
el clima actual en los países más pobres 
ya es lo suficientemente cálido como 
para tolerar incrementos adicionales en 
la temperatura sin que esto afecte signi-
ficativamente a la productividad agríco-
la. Quizás debido a estas observaciones 
es que se suele argumentar que el cam-
bio climático va a exacerbar la pobreza 
mundial (ver por ejemplo Stern, 2007). 

Sin embargo, la relación entre el cam-
bio climático y la pobreza es más sutil 
de lo que aparenta. Los posibles impac-

Laudato Si’ argumenta que la crisis ambiental daña especialmen-
te a los más vulnerables. Este artículo profundiza la relación 
entre cambio climático y pobreza, analizando el impacto del ca-
lentamiento global sobre la agricultura de subsistencia, los mer-
cados laborales, los movimientos migratorios, el flujo de comer-
cio internacional, los vectores de enfermedades y las políticas 
públicas de adaptación y mitigación de riesgos. 

tos socioeconómicos del cambio climá-
tico van a depender en gran medida de 
la sensibilidad climática de los distintos 
activos que posean los hogares y de las 
redes de contención a las que estos ten-
gan acceso. También van a depender de 
cómo estos shocks climáticos se transmi-
tan a lo largo de la economía, por ejem-
plo a través de los mercados laborales y 
los movimientos migratorios, de cómo 
respondan los flujos de comercio interna-
cional, de los cambios en los vectores de 
enfermedades y, por sobre todo, de las 
políticas de adaptación y mitigación de 
riesgos que lleven a cabo los gobiernos. 

Sin entrar a debatir las causas que 
identifica Laudato Si’ como responsa-
bles de esta crisis medioambiental sin 
precedentes, este artículo se focaliza en 
resumir los principales resultados de las 
distintas metodologías para medir los 
potenciales impactos que el cambio cli-
mático podría tener sobre la pobreza y el 
bienestar mundial.

EVOLUCIÓN RECIENTE DE LA
POBREZA Y LA EQUIDAD 

Desde una perspectiva de largo 
plazo, los indicadores de pobreza han 
mejorado enormemente durante el últi-
mo siglo en casi todos los rincones del 
mundo. Si bien todavía persisten regio-
nes donde la incidencia de la pobreza 
e indigencia continúan siendo altas, los 
datos disponibles dan cuenta de que la 
proporción de pobres e indigentes se ha 
reducido sustancialmente: mientras hace 
200 años cuatro de cada cinco personas 
eran consideradas pobres, hoy en día 
solo una de cada cinco personas cae en 
esta clasificación (Ravallion, 2013).

Resulta alentador que las estadís-
ticas recientes también muestren que 
esta caída en la tasa de pobreza extrema 
absoluta (basada en una línea de pobre-
za de US$ 1,25 per cápita por día) se ha 

acelerado en las tres últimas décadas, ya 
que los países en desarrollo, y en parti-
cular China, han reducido la pobreza a 
un ritmo de 1 punto porcentual por año, 
muy por encima del ritmo anual observa-
do en las décadas anteriores (para más 
detalles, ver Chen y Ravallion, 2013). Aun 
considerando estas mejoras en los indi-
cadores, aproximadamente mil millones 
de personas continúan siendo pobres y 
otras tantas son vulnerables a caer nue-
vamente en la pobreza extrema.

Los indicadores de desigualdad tam-
bién han mejorado concomitantemente a 
los de pobreza en los países en desarrollo 
durante las últimas décadas, aunque los 
datos muestran que en los últimos años 
esta tendencia se ha revertido, especial-
mente luego de la crisis financiera mun-
dial de 2008, y la distribución del ingreso 
se ha tornado más inequitativa (ver Ra-
vallion, 2013). En este sentido, América 
Latina ha acompañado esta tendencia 
mundial, aunque las mejoras en los indi-
cadores de desigualdad solo se han des-
acelerado sin revertir aún su tendencia 
(ver Gasparini, Cruces y Tornarolli, 2016).

Las mejoras observadas en los índi-
ces de pobreza y desigualdad son multi-
causales. Sin lugar a duda, el crecimiento 
económico ha jugado un rol preponde-
rante, como también el diseño de políti-
cas públicas más efectivas. A su vez, este 
mejor desempeño en el campo económi-
co ha sido acompañado por mejoras en 
otros aspectos del bienestar, como ser el 

1.000 MILLONES 
DE PERSONAS
EN EL MUNDO

VIVEN CON MENOS DE
US$ 1,25 POR DÍA 

CAMBIO CLIMÁTICO
Y POBREZA

323INTAL322



aumento en la esperanza de vida, la re-
ducción de la tasa de mortalidad infan-
til –especialmente durante el primer año 
de vida– y la reducción de la morbilidad, 
entre tantos otros. Además, las innova-
ciones tecnológicas en el sector agrícola 
han contribuido a lograr aumentos sos-
tenidos en la productividad, abaratando 
el costo de los alimentos y, en los últimos 
años, aislando a los cultivos de los efec-
tos perjudiciales de los eventos climáti-
cos extremos. Esto último ha sido central 
para reducir la pobreza rural.

No debería sorprender entonces que, 
en opinión de no pocos especialistas, 
nos encontremos ante la posibilidad de 
erradicar la pobreza extrema en un plazo 
no mayor a los 20 años. En este sentido, 
la pobreza ya no parecería ser un reflejo 
de la escasez, sino que ha pasado a ser 
esencialmente un problema de identifi-
cación y de redistribución de recursos. 

Obviamente que, para poder alcanzar 
dicha meta, se debería mantener el ritmo 
observado de reducción de la pobreza 
de las dos últimas décadas. Sin embargo, 
no deberíamos dar por sentado que los 
países en desarrollo van a poder lograrlo. 
No solo va a requerir de un crecimiento 
económico sostenido y fuertes políticas 
redistributivas –sobre las cuales el papa 
Francisco parece pensar no son factibles 
de implementarse bajo el sistema econó-
mico imperante–, sino también va a de-
pender en gran medida de lo que suceda 
con la degradación ambiental y, particu-
larmente, con el cambio climático.

LA AMENAZA DEL
CAMBIO CLIMÁTICO

Todos los avances enumerados ante-
riormente en materia de bienestar social 
y reducción de la pobreza podrían ver-

se significativamente afectados por la 
irresponsable emisión de gases de efec-
to invernadero de origen antrópico. Las 
mediciones de dióxido de carbono en 
la atmósfera dan cuenta de que la con-
centración actual es por primera vez su-
perior a las 400 ppm (partes por millón) 
durante todo el año, mientras que en la 
era preindustrial dicha concentración era 
cercana a 280 ppm. 

De acuerdo a los numerosos infor-
mes del Panel Intergubernamental sobre 
Cambio Climático (IPCC), esta acumula-
ción de gases de efecto invernadero es 
responsable del cambio climático global. 
De hecho, en los últimos meses se han 
registrado desviaciones mensuales de 
temperatura globales cercanas a los 1,5 
°C respecto de los valores medios prein-
dustriales –precisamente, el límite de ca-
lentamiento que se supone es la meta a 
conseguir en las próximas negociaciones 
internacionales–.

Ahora bien, el cambio climático se 
manifiesta principalmente en dos frentes, 
los cuales podrían tener distintas impli-
cancias con respecto a los potenciales 
efectos sobre el bienestar de las perso-
nas, y en especial sobre los más pobres. 
En primer lugar, el cambio climático se 
asocia con un cambio paulatino, aunque 
potencialmente no lineal, de los niveles 
medios de algunas variables, especial-
mente de la temperatura. En segundo lu-
gar, dicho cambio también afectará a la 
variabilidad del sistema, y aumentará la 
frecuencia e intensidad de los fenómenos 
climáticos extremos.

Las consecuencias de la acumulación 

de gases de efecto invernadero sobre el 
sistema climático y el medioambiente es-
tán siendo intensamente estudiadas en la 
actualidad, por lo que nuestro entendi-
miento sobre los potenciales impactos es 
aún incompleto. Por lo pronto, se puede 
determinar con cierto nivel de precisión 
cómo afectará a la temperatura media 
en diferentes regiones del mundo y cuál 
será el incremento en el nivel del mar en 
las zonas costeras hacia finales de este 
siglo. Con menor grado de certidumbre 
podemos proyectar los cambios en los 
patrones de precipitación media. La prin-
cipal incertidumbre radica aún en cómo la 
acumulación de gases de efecto inverna-
dero afectará a la variabilidad del sistema 
climático, especialmente a la frecuencia y 
magnitud de extremos relacionados con 
precipitaciones, sequías, olas de calor y 
tormentas tropicales. 

Si bien los cambios hacia fin de siglo 
en los valores medios del clima y el nivel 
del mar pueden resultar de magnitud 
significativa, lo cierto es que dichos cam-
bios, si se producen en forma paulatina, 
podrían permitir cierto grado de adapta-
ción que morigere los impactos sobre el 
bienestar. Por ejemplo, los tipos de culti-
vos que se producen en cada región po-
drían variar en respuesta a la sensibilidad 
climática de la producción agrícola. A su 
vez, las innovaciones tecnológicas po-
drían hacer más resistentes a los cultivos 
a la nueva realidad climática. 

Por lo tanto, es muy probable que 
los mayores costos sociales del cambio 
climático sean a consecuencia de la ocu-
rrencia de fenómenos climáticos extre-
mos. De hecho, los desastres naturales 
son uno de los factores clave para en-
tender la vulnerabilidad de los hogares a 
caer en la pobreza o para mantenerse en 
ella (ver Sen, 2003; Skoufias, 2003). 

IMPACTOS SOBRE EL BIENESTAR

En sus inicios, la economía como cien-
cia estuvo interesada en estudiar los im-

GRÁFICO 1
EVOLUCIÓN DE LA POBREZA EN PAÍSES EN DESARROLLO (1981-2010)

Nota: Ambas medidas basadas en una línea de pobreza de US$ 1,25 por día (PPP, 2005). 
Fuente: Chen y Ravallion (2013).
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pactos del clima sobre la actividad eco-
nómica, especialmente la agricultura y 
el comercio. Por ejemplo, las fuentes de 
ventajas comparativas que, de acuerdo 
a David Ricardo, determinaban los flu-
jos comerciales entre países dependían 
en gran medida de la disponibilidad de 
recursos naturales y de mano de obra, 
pero también del tipo de clima de cada 
región o país. Sin embargo, con el tiem-
po la ciencia económica fue olvidando el 
factor climático en sus análisis y relegó su 
estudio a la geografía económica. 

A partir de la década de 1980, y de 
la mano de los estudios sobre desarrollo 
económico, renació el interés por enten-
der cómo el clima impacta sobre el bien-
estar. Parte de este interés se le puede 
atribuir a la disponibilidad de encuestas 
de hogares rurales en regiones pobres 
del planeta. En este sentido, existe una 
gran literatura que analiza los efectos 
sobre el bienestar de los shocks climáti-
cos –sobre todo la incidencia de sequías 
e inundaciones– en poblaciones rurales 
cuya subsistencia depende críticamente 
de las cosechas. Esta literatura intenta 
establecer la relación causal entre estos 
shocks y el desempeño de los hogares 
en varios frentes socioeconómicos, como 
ser el consumo per cápita, la decisión de 
escolarización de los menores, la parti-
cipación laboral de las mujeres, las de-
cisiones sobre diversificación del riesgo, 
la incidencia de enfermedades, por men-
cionar solo algunos. En general, estos 
estudios concluyen que los shocks climá-
ticos suelen tener un gran impacto en el 

bienestar inmediato de los hogares y en 
las decisiones de asignación de recursos 
intrafamiliares. Algunos estudios, como el 
célebre trabajo de Maccini y Yang (2009), 
establecen incluso una relación de largo 
plazo entre el clima (precipitaciones) 
durante el primer año de vida y distintas 
medidas de bienestar y desempeño eco-
nómico de las personas en su adultez. 

Otra rama más reciente de la literatura 
se concentra en estudiar el impacto del 
clima presente sobre el desarrollo de las 
naciones. En estos casos se abandona la 
perspectiva de los hogares para analizar 
los agregados macroeconómicos, como 
ser el producto bruto. Por ejemplo, Ba-
rrios, Bertinelli y Strobl (2010) atribuyen 
una porción significativa de la brecha de 
crecimiento del África Subsahariana, en la 
segunda mitad del siglo pasado, respecto 
del resto del mundo en desarrollo, a la es-
casez de lluvias en el subcontinente. Dell, 
Jones y Olken (2009) examinan cómo la 
temperatura afecta al PIB utilizando da-
tos de corte transversal para 134 países. 
Entre otros resultados, reportan que cada 
grado Celsius (promedio anual) adicional 
se asocia con una caída del PIB per cápita 
en el orden de los 9 puntos porcentuales, 
e incluso que las mayores temperaturas 
podrían reducir la tasa de crecimiento 
(ver Burke, Hsiang y Miguel, 2015). 

Si bien son importantes para entender 
la relación entre clima y desempeño eco-
nómico, estos trabajos no analizan los po-
sibles impactos del cambio climático so-
bre la pobreza o el bienestar. Una primera 
forma de encarar este problema es anali-
zando el impacto que el crecimiento eco-
nómico tiene sobre la pobreza mediante 
la estimación de elasticidades –cambios 
porcentuales en la tasa de pobreza como 
consecuencia de cambios porcentuales 
en el PIB–. A esta información habría que 
complementarla luego con proyeccio-
nes sobre cómo el cambio climático va 
a afectar el crecimiento futuro. Estas dos 
fuentes de información permitirían inferir 
cuánto mayor (o menor) sería la pobreza 

GRÁFICO 2
CAMBIO PORCENTUAL EN LA PRODUCTIVIDAD AGRÍCOLA PARA LOS DISTINTOS ESTADOS DE 
BRASIL (2030-2049)

Fuente: Assunção y Chein (2016).
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Entender cómo afectará el cambio climático al crecimiento futuro de las economías 
es esencial para entender las repercusiones sobre el bienestar de la población. Uno 
de los sectores más afectados será sin duda el sector agrícola, por lo que analizar la 
sensibilidad climática de los cultivos se ha tornado prioritario. Existen pocos estu-
dios para América Latina con el suficiente detalle y cobertura geográfica como para 
inferir con cierta precisión qué pasará con la productividad agrícola. Una interesante 
excepción es el reciente trabajo de Assunção y Chein (2016), el cual presenta simu-
laciones para Brasil durante el período 2030-2050. Este estudio es particularmente 
importante por la relevancia de la agricultura en la economía brasileña y además por 
el peso que tiene Brasil en el mercado internacional de granos.
El estudio reporta que, producto de un aumento futuro de la temperatura promedio 
de 1,43 °C y una caída promedio de 1,44% en la precipitación, la productividad agrí-
cola en Brasil caerá en un 18%, aunque la variabilidad geográfica será importante, 
como lo muestra el gráfico 2.

Algunas zonas del sur de Brasil incluso podrían beneficiarse del cambio climático, 
mientras que el impacto en el norte y el noreste será decididamente negativo. Según 
los autores, ante la ausencia de un cambio tecnológico o de fuertes políticas redistri-
butivas, podrían aumentar las disparidades socioeconómicas geográficas.
Hay que tener en cuenta un par de cuestiones al interpretar estos resultados. En 
primer lugar, las simulaciones suponen adaptación (uso de suelos, cultivos, insumos, 
fechas de siembra, etcétera), aunque no contemplan el cambio tecnológico, por lo 
que seguramente sobrestimen el verdadero impacto del cambio climático sobre la 
productividad. En segundo lugar, entender cómo estos cambios de productividad se 
traducen en cambios en el bienestar de los hogares en Brasil es mucho más complejo. 
Ello dependerá, entre otras cosas, de la evolución de los precios internacionales, de 
qué tanto caiga la productividad en Brasil con respecto al resto del mundo, de cómo 
esté distribuida la tierra productiva entre los hogares, de la proporción de ingresos 
que los hogares deriven de la actividad agrícola, etcétera.
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en un futuro con respecto a una situación 
de ausencia de cambio climático. Estimar 
la elasticidad pobreza-crecimiento no es 
complejo (ver Adams, 2004). Lo difícil es 
conocer qué tanto puede diferir el creci-
miento futuro respecto de un escenario 
sin cambio climático, sobre todo en lo 
referido a los impactos sobre la produc-
tividad agrícola (ver recuadro “Cambio 
climático y productividad agrícola en 
Brasil”). Para ello se suele recurrir a los In-
tegrated Assessment Models (IAM). Estos 
modelos de equilibrio general sirven para 
predecir cómo los distintos escenarios de 

emisiones de gases de efecto invernade-
ro del IPCC afectarán al desempeño de la 
economía en un futuro (ver por ejemplo 
Nordhaus, 2011). 

Una de las primeras estimaciones de 
los impactos sobre la pobreza en base a 
los IAM (Anderson, 2006) da cuenta de 
que un incremento de la temperatura de 
3,9 °C hacia el año 2100 reducirá el pro-
ducto bruto en el sudeste asiático y en 
África y el Medio Oriente en 2,5% y 1,9%, 
respectivamente. Luego se convierten es-
tas proyecciones de crecimiento en cam-
bios en la pobreza mediante elasticidades 

GRÁFICO 3
CURVA DE INCIDENCIA DEL CAMBIO CLIMÁTICO

Nota: Este gráfico muestra las curvas de incidencia (CI) del cambio climático para 2030 en los hoga-
res rurales de India ordenados por percentiles de consumo per cápita presente. “Baja productividad” 
refiere a un cambio climático con impactos severos sobre la producción mundial de commodities 
agrícolas y altos precios, mientras que “moderada productividad” se refiere a un escenario de escaso 
impacto del cambio climático sobre la producción mundial y precios agrícolas estables. 
Fuente: Jacoby, Rabassa y Skoufias (2015).
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El principal objetivo del modelo presentado en Jacoby et al. (2015) es obtener 
una fórmula que relacione los cambios en la productividad inducidos por el 
clima con el precio de los principales activos que tienen los hogares rurales: 
trabajo y tierra. El modelo contempla una economía con tres sectores: agricul-
tura, manufacturas y servicios. Cada sector produce un bien final combinando 
capital (tierra en el caso de agricultura), trabajo manual no calificado y bienes 
intermedios. 
En este contexto, el cambio climático es esencialmente un shock que afecta 
a la productividad agrícola, el cual repercute sobre los precios de los factores 
productivos que tienen los hogares y afecta en última instancia a sus posibili-
dades de consumo. Es decir, además del impacto sobre los precios de los cul-
tivos, el cambio climático afectará al valor del trabajo y de la tierra productiva 
de los hogares. 
Entonces, el cambio porcentual del consumo de los hogares       (medida usual 
de bienestar) viene dado por la siguiente fórmula:

donde        es el cambio porcentual en el valor del trabajo,      es el cambio por-
centual en el retorno del activo tierra, λ es la proporción del ingreso total que el 
hogar h deriva de la tenencia de cada activo, y       es el cambio porcentual del 
precio de cada cultivo j. El término        indica si el hogar es un consumidor neto 
u oferente neto de ese cultivo (es decir, producción menos consumo).
En la aplicación empírica, Jacoby et al. (2015) utilizan cientos de miles de datos 
sobre hogares rurales en la India. Con ellos estiman cómo el clima afectaría a 
la productividad agrícola mediante una adaptación del modelo ricardiano de 
Mendelsohn, Nordhaus y Shaw (1994). Los principales resultados se represen-
tan mediante curvas de incidencia (CI), las cuales muestran cuál será el cambio 
porcentual en el consumo de los hogares ordenados por percentiles.
El gráfico 3 representa dos CI asumiendo dos escenarios sobre la productivi-
dad a nivel mundial (baja o moderada) basados en el modelo GTAP, exceptuan-
do el impacto sobre India, el cual calculan los autores. Cuando la productividad 
mundial es baja, los precios de los cultivos aumentan, incluso en India. Pero los 
hogares que son oferentes netos de cultivos se ven favorecidos. Estas ganan-
cias extra compensan la caída en los retornos a la tierra y el trabajo. En este 
escenario, la CI muestra que todos los hogares en India rural se verán benefi-
ciados del cambio climático y los hogares más ricos llegarán a incrementar su 
consumo per cápita entre un 2,5% y un 3%.
Sin embargo, cuando la productividad mundial es moderada (porque los im-
pactos del cambio climático no son tan dañinos), las conclusiones se revierten. 
Los precios agrícolas no aumentan lo suficiente y los hogares que son oferen-
tes netos no pueden compensar las caídas en los retornos de sus activos. En 
este caso, los hogares más ricos sufrirán las mayores caídas en el bienestar.
En ambos casos, la escasa variabilidad de impactos entre los diferentes per-
centiles se debe al rol de los mercados de trabajo, los cuales permiten repartir 
los costos o beneficios del cambio climático en forma más igualitaria.
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de pobreza-crecimiento. Los resultados 
muestran que para fin de siglo el cambio 
climático generará 12 millones de pobres 
adicionales en el sudeste asiático y 24 mi-
llones en el África Subsahariana, en base 
a una línea de pobreza de US$ 2 por día. 
Si bien estos números son elevados en 
valores absolutos, no lo son tanto relati-
vos a la población hacia finales de siglo. 
Además, Anderson (2006) no modela la 
adaptación al cambio climático, la cual 
seguramente reducirá fuertemente los 
impactos sobre el bienestar.

 
MIRANDO MÁS ALLÁ
DE LOS AGREGADOS

Si bien conocer los impactos agrega-
dos es de suma utilidad para identificar la 
magnitud de un problema, lo cierto es que 
los impactos van a ser heterogéneos, aun 
entre hogares vulnerables. Esto se debe 
a que los hogares poseen distintas com-
binaciones de activos, cuya sensibilidad 
al clima puede no ser la misma. Además, 
algunos hogares producen excedentes de 
alimentos y otros simplemente son con-
sumidores. En estos casos, los cambios 
de precios agrícolas pueden tener reper-
cusiones muy distintas sobre el bienestar 
de cada tipo de hogar. 

Uno de los primeros estudios que 
tuvo en cuenta esta heterogeneidad fue 
el de Hertel, Burke y Lobell (2010). Este 
trabajo analiza los impactos del cambio 
climático en 15 países en desarrollo me-
diante un modelo de equilibrio general de 
comercio global (el Global Trade Analysis 
Project o GTAP de Purdue University). La 
heterogeneidad es introducida mediante 
la consideración de diferentes tipos de 
hogares, los cuales se verán afectados de 
forma diferencial por los cambios de los 
precios agrícolas. 

Los autores utilizan tres escenarios de 
cómo el cambio climático podría afectar 
a la productividad agrícola para el año 
2030, para analizar los cambios en los 
precios de los alimentos, el bienestar eco-

nómico y los niveles de pobreza. En parti-
cular, los efectos sobre la pobreza se pro-
ducen a través de dos canales: cambios 
en los ingresos de los hogares y cambios 
en el costo de vida real en la línea de la 
pobreza. El impacto del aumento de los 
precios de los alimentos sobre los ingre-
sos de los hogares depende de la fuente 
de dichos ingresos. Si estos se incremen-
tan más rápidamente que el costo de vida 
para un hogar en la línea de pobreza, por 
ejemplo debido a que un hogar es pro-
ductor de alimentos, entonces la pobreza 
caerá, y viceversa.

Hertel et al. (2010) presentan varios 
resultados. En particular, se puede desta-
car que grandes cambios en el costo de 
vida, producto de una baja productividad 
agrícola global, no se traducirán en fuer-
tes aumentos de la pobreza. Esto se debe 
a que los hogares sustituirán consumos y 
a que en un futuro los alimentos tendrán 
un peso menor en el gasto total.

El trabajo de Hertel et al. (2010), ade-
más de ser uno de los pioneros en el aná-
lisis de los impactos sobre la pobreza, es 
relevante ya que centra su atención en el 
rol de los mercados internacionales de 
precios agrícolas y en cómo dichos pre-
cios impactarán sobre el bienestar de los 
más pobres.

Jacoby, Rabassa y Skoufias (2015) in-
troducen otro importante canal de trans-
misión para entender cómo el cambio 
climático –incremento en la temperatu-
ra media hacia el año 2030– afectará el 
bienestar de los hogares rurales. Su mo-
delo (ver recuadro “Incidencia distribu-
tiva del cambio climático”) no solo con-
templa el rol de los precios agrícolas (en 
base al modelo del GTAP), la producción 
de alimentos y la composición del consu-
mo de los hogares, sino también el papel 
que tendrá el mercado laboral para trans-
mitir estos shocks. En su línea argumen-
tal, el cambio climático va a afectar a la 
productividad agrícola y, por lo tanto, a 
los retornos de los activos que poseen 
los hogares rurales, esencialmente tierra y 

trabajo. A su vez, la caída en la producti-
vidad afectará a los precios de los bienes 
agrícolas y, por ende, al valor de la canas-
ta de consumo de los hogares. Pero los 
efectos locales en productividad, si bien 
pueden llegar a ser negativos, podrían ser 
atenuados si esta pérdida en productivi-
dad fuese menor a la que ocurra en otras 
partes del mundo. Esto claramente suce-
dería si los países se mantienen abiertos 
al comercio de productos agrícolas, lo 
cual puede no ocurrir, tal como se obser-
vó durante la crisis global de alimentos de 
2010-2011.

Con datos de decenas de miles de 
hogares rurales de la India, el análisis de 
Jacoby et al. (2015) muestra que los mer-
cados laborales neutralizaran cualquier 
efecto distributivo del cambio climático. 
Es decir, el incremento de la temperatura 
futura afectará la productividad agrícola, 
pero no serían necesariamente los más 
pobres dentro de las regiones pobres del 
mundo los más afectados, sino que los 
cambios en el consumo per cápita serán 
proporcionales para los distintos percen-
tiles de la distribución de ingresos.

EVENTOS CLIMÁTICOS EXTREMOS 

Los trabajos presentados anterior-
mente modelan impactos del cambio en 
los valores medios de las variables climá-
ticas. Sin embargo, como se argumentó 
antes, los mayores costos sociales segu-
ramente provendrán de los cambios en la 
variabilidad del sistema climático. En este 
sentido, el de Ahmed, Diffenbaugh y Her-
tel (2009) es uno de los pocos estudios 
en utilizar modelos de equilibrio gene-
ral (en este caso también el GTAP) para 
estimar los impactos de los fenómenos 
climáticos extremos sobre la pobreza ha-
cia fin de siglo. Para ello considera datos 
sobre olas de calor, sequías e inundacio-
nes, en 16 países en desarrollo, para dos 
períodos: 1971-2000 y 2071-2100. En sus 
simulaciones, los 16 países exhiben incre-
mentos sustanciales en la ocurrencia de 

olas de calor y sequías.
La magnitud y heterogeneidad es-

pacial de los cambios en la variabilidad 
climática dan cuenta de efectos sobre 
la pobreza de considerable magnitud. 
De los 16 países analizados, aquellos con 
mayor porcentaje de población que cae 
en la pobreza, como consecuencia de los 
cambios en la variabilidad climática, in-
cluyen a Bangladés, Malaui, México, Mo-
zambique, Tanzania y Zambia. Por ejem-
plo, en Malaui y Tanzania, la caída en la 
productividad agrícola por el incremento 
en la variabilidad climática generará un 
incremento de 7 puntos porcentuales de 
la pobreza. 

Estos impactos negativos sobre el 
bienestar sugieren que los mecanismos 
actuales a disposición de los hogares 
para mitigar los riesgos tienen una capa-
cidad limitada para proteger el bienestar 
cuando los patrones climáticos son errá-
ticos. Sin lugar a dudas, se precisan más 
estudios para entender cómo los cambios 
en los fenómenos extremos afectaran al 
bienestar.

LA NECESIDAD DE UNA ACCIÓN
EFICAZ Y EQUITATIVA

A poco de su difusión, Laudato Si’ se 
ha constituido en uno de los documen-
tos más importantes sobre la actual cri-
sis ecológica. Con su lenguaje sencillo 
intenta alcanzar al hombre común para 
que este reaccione ante la insoslayable 
destrucción del planeta, demande solu-
ciones, pero por sobre todo repiense su 
propio comportamiento. 

El enorme desafío que tenemos por 
delante no solo radica en mitigar rápida-
mente emisiones de dióxido de carbono 
sin desacelerar el crecimiento económi-
co, sino también en adaptarnos a la nue-
va realidad climática. Esto último no será 
sencillo, ya que la necesidad de adaptarse 
será mayor en aquellas regiones pobres 
del planeta, donde precisamente las ca-
pacidades y recursos para una adapta-
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ción eficiente son menos abundantes. 
El papa Francisco reconoce esto, ya 

que su encíclica es también un llamado 
a asumir la deuda que tenemos con los 
menos favorecidos, quienes sufren sobre-
manera los daños ambientales presentes 
y sufrirán desproporcionadamente las 
consecuencias del cambio climático. “Mu-
chos pobres viven en lugares particular-
mente afectados por fenómenos relacio-
nados con el calentamiento y sus medios 
de subsistencia dependen fuertemente 
de las reservas naturales y de los servi-
cios ecosistémicos, como la agricultura, 
la pesca y los recursos forestales. No tie-
nen otras actividades financieras y otros 
recursos que les permitan adaptarse a 
los impactos climáticos o hacer frente a 
situaciones catastróficas, y poseen poco 
acceso a servicios sociales y a protec-
ción” (Santo Padre Francisco, 2015, 23). 

Si bien el párrafo anterior es muy 
cierto, en términos de implementación 
de políticas de adaptación, los estudios 
mencionados dan cuenta de la impor-
tancia de considerar la heterogeneidad 
de los impactos sobre el bienestar de 
los hogares vulnerables. En este senti-

do, identificar a los más vulnerables será 
imprescindible para minimizar los daños 
del cambio climático. 

También emerge de estos estudios la 
importancia que tendrán los mercados 
laborales y el comercio internacional de 
granos para atenuar o magnificar estos 
shocks. Sin embargo, Laudato Si’ nos 
advierte sobre los peligros de aplicar la 
lógica de mercado imperante a la hora 
de encarar la problemática del cambio 
climático. En palabras del Santo Padre 
Francisco (2015, 134): “La misma lógica 
que dificulta tomar decisiones drásti-
cas para invertir la tendencia al calen-
tamiento global es la que no permite 
cumplir con el objetivo de erradicar la 
pobreza”. En síntesis, el papa Francisco 
cree que es muy poco probable que el 
sistema económico actual, el cual gene-
ró a su entender semejante crisis ecoló-
gica, pueda revertir de alguna manera la 
crisis planetaria y aliviar la pobreza. Se 
precisa entonces de una solución que 
contemple un tratamiento intra- e inter-
generacional más justo, basado en las 
responsabilidades diferenciadas de los 
países más ricos.

Publicación conjunta del INTAL,
sector de Integración y Comercio,
y la Gerencia Social del BID
que reúne expertos mundiales.

Pasado y presente de la búsqueda
de equidad social en América Latina
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¿Cómo ha sido el proceso de prepa-
ración de la encíclica? ¿Cómo fue el 
intercambio con científicos, con la 
academia y especialistas, atendiendo 
sobre todo a que el mensaje apunta a 
todas las personas de buena voluntad 
y no solo a los católicos? 

Sabemos por Francisco que un pri-
mer borrador, propuesto por el Pontifi-
cio Consejo “Justicia y Paz”, fue luego 
ampliamente superado por ricos apor-
tes y reclamos de más de 200 especia-
listas e instituciones de todo el mundo, 
contando los aportes más sustanciales. 
Esas contribuciones no fueron solo de 
ecologistas, sino de profesionales de 
las más diversas disciplinas. Se trata de 
un entramado de varios capítulos que 
aportan luces diferentes desde pers-
pectivas muy variadas. En la misma en-
cíclica el papa se detiene a reconocer 
que el movimiento ecológico mundial 
ya ha recorrido un largo y rico cami-
no, y ha generado numerosas agrupa-
ciones ciudadanas que ayudaron a la 
concientización. También valora todo 
lo que el Magisterio papal ha recogi-
do de innumerables científicos, filóso-
fos, teólogos y organizaciones sociales 

que enriquecieron el pensamiento de 
la Iglesia sobre estas cuestiones. No 
hay que olvidar, por otra parte, que la 
Santa Sede cuenta desde hace siglos 
con una Pontificia Academia de las 
Ciencias, que actualmente tiene como 
miembros a varios premios Nobel. No 
creo que otro documento papal haya 
acogido una participación tan amplia.

En la discusión social de 1891, León 
XIII hablaba de las cosas nuevas, 
“Rerum Novarum”. ¿Cuáles serían es-
tas “nuevas cosas nuevas” en Laudato 
Si’? 

Lo que propone Laudato Si’, como 
novedad con respecto al magisterio 
social anterior, es un humanismo in-
tegrado. Antes de la encíclica, los do-
cumentos magisteriales destacaban 
justamente la centralidad y superiori-
dad del ser humano. Esta encíclica, en 
cambio, desnuda los riesgos del poder 
humano sobre la naturaleza y sobre 
todo lo que sea más frágil. Si bien sigue 
sosteniendo la dignidad superior del 
ser humano, propone pensarlo como 
inserto e integrado en el conjunto de 
la Creación, con una responsabilidad 
grave en el cuidado del mundo. Este 
humanismo integrado tiene varias ca-
racterísticas: a) Los planteos sobre el 
ambiente están estrechamente conec-
tados con las reivindicaciones sociales 
de los pobres y de los países menos 
desarrollados, de manera que la cues-
tión ambiental se sitúa en el marco del 
“reconocimiento del otro”. Interesan 

LA ENCÍCLICA
DESNUDA LOS

RIESGOS DEL PODER
HUMANO SOBRE
LA NATURALEZA

LA REFLEXIÓN
ES TAMBIÉN UNA

APUESTA A
LIBERARNOS

DE LA CULTURA
DEL DESCARTE

El arzobispo Víctor Manuel Fernández está al frente del 
rectorado de la Pontificia Universidad Católica Argentina 
desde 2009. Estudió teología en Córdoba y en la Pontificia 
Universidad Gregoriana de Roma, y fue profesor de Ética y 

Hermenéutica. Es autor de más de 300 publicaciones entre 
artículos científicos y libros editados en Argentina y en varios 

países de América Latina y Europa. Su obra ha sido traducida al 
inglés, portugués, francés, italiano y polaco.

En su proceso de elaboración, la encíclica Laudato Si’ contó con la contribución 
de cientos de expertos de todo el mundo. Desde su silla de rector de la Pontificia 
Universidad Católica Argentina, el arzobispo Víctor Manuel Fernández explica que 
esta participación abierta fue clave en la amplia recepción que tuvo el documento. 
También destaca la originalidad y la interdisciplinariedad en el enfoque, donde los 
temas ambientales se vinculan a la protección de los más vulnerables, a una propuesta 
educativa y a repensar la relación con el otro y con la naturaleza. 

no solo las relaciones con el ambien-
te, sino al mismo tiempo las relaciones 
entre nosotros. b) En un enorme es-
fuerzo interdisciplinario, propone una 
ecología integral que incorpora de ma-
nera integrada los múltiples aspectos 
de la problemática: económicos, cultu-
rales, sociales, etcétera. c) La reflexión 
es profundamente humanista, porque 
hace una apuesta educativa orientada 
a liberarnos de la actual “cultura del 
descarte”. De este modo, pretende lle-
gar a las raíces más hondas de la pro-
blemática ambiental.

¿Cuál considera que es el mensaje 
principal de Laudato Si’ para los hace-
dores de políticas públicas y líderes 
globales? 

Destacaría algunas frases del docu-
mento directamente dirigidas a ellos: 
“Hay demasiados intereses particula-
res y muy fácilmente el interés econó-
mico llega a prevalecer sobre el bien 
común”, “Quienes sufrirán las conse-
cuencias que nosotros intentamos di-
simular recordarán esta falta de con-
ciencia y de responsabilidad”, “Muchos 
de aquellos que tienen más recursos y 
poder económico o político parecen 
concentrarse sobre todo en enmasca-
rar los problemas o en ocultar los sín-
tomas”, “Los diseños políticos no sue-
len tener amplitud de miras. ¿Para qué 
se quiere preservar hoy un poder que 
será recordado por su incapacidad de 
intervenir cuando era urgente y nece-
sario hacerlo?”.

¿Cómo evitar que la falta de transpa-
rencia en mecanismos públicos o las 
fallas de mercado en el ámbito priva-
do condicionen los esfuerzos por cui-
dar el medioambiente?

Lo dice explícitamente el texto de 
la encíclica cuando reconoce que la 
racionalidad instrumental y tecnocráti-
ca “está presente tanto cuando quien 
asigna los recursos es el mercado como 
cuando lo hace un Estado planifica-
dor”. Está claro que no ignora que los 
desastres ambientales y la explotación 
desenfrenada e irracional de los recur-
sos se ha dado también en países con 
gobiernos estatistas de izquierda y 
no solo en países de economía liberal. 
Aunque pocos lo hayan advertido, el 
planteo de la encíclica es muy equili-
brado en este punto. Son famosas sus 
críticas a los excesos que provoca una 
confianza ciega en las fuerzas del mer-
cado, y es verdad que son muy incisi-
vas, pero también afirma que “la miopía 
de la construcción de poder detiene la 
integración de la agenda ambiental con 
mirada amplia en la agenda pública de 
los gobiernos”. Igualmente, debido a 
la corrupción, dice: “Si los ciudadanos 
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no controlan al poder político –nacio-
nal, regional y municipal–, tampoco es 
posible un control de los daños ambien-
tales”. Por eso propone este desafío: 
“Pensando en el bien común, necesita-
mos imperiosamente que la política y 
la economía, en diálogo, se coloquen 
decididamente al servicio de la vida, 
especialmente de la vida humana”. Esto 
muestra que la clave para comprender 
textos como Laudato Si’ está en leerlos 
enteros, y no en interpretarlos a través 
de lo que dicen los comentaristas.

¿Cuál es el “diálogo” para construir en-
tre la preservación del medioambien-
te, la política social y la política econó-
mica? ¿Cómo “globalizar” este diálogo 
atendiendo a que no pocas veces las 
demandas ambientales resultan excu-
sas de los países desarrollados para 
cerrar el acceso a mercados de los paí-
ses menos desarrollados?

El papa se detiene a hablar sobre 
este diálogo en el capítulo más práctico 
del documento, el capítulo quinto. Cabe 
destacar que una clave es que todos los 
sectores interesados y afectados tengan 
la posibilidad de presentar su punto de 
vista en orden a alcanzar un consenso 
equilibrado. Sin embargo, el papa es muy 
realista al decir que el diálogo en torno al 
impacto ambiental de un proyecto no es 
fácil, porque cada uno defiende su pro-
pio punto de vista con una parte de la 
información, pero ocultando otros datos. 
Así, cada uno se polariza en un punto de 
vista sin mirar el conjunto de la informa-
ción. A nivel global ocurre lo mismo, has-
ta el punto que una supuesta inquietud 
“verde” en algunos países no es más que 
una excusa para proteger los propios in-
tereses. De todos modos, no se puede 
negar que los temas ambientales están 
mucho más presentes que otras décadas 
en la agenda política internacional. Lo 
mismo que ocurre con la pobreza, nin-
gún país gobierno quiere aparecer como 
indiferente frente a estos temas.

Inspirado en Romano Guardini, el papa 
Francisco hace una apelación a los pe-
ligros del poder tecnocrático sin valo-
res ni dirección y, a la vez, convoca a 
crear innovaciones tecnológicas que 
sean capaces, por ejemplo, de impul-
sar energías renovables. ¿Cómo gene-
rar un equilibrio sobre la tecnología?

La encíclica no critica la tecnología, sino 
el paradigma tecnocrático y el poder sin lí-
mites que este desata. De hecho, afirma: 
“No podemos dejar de valorar y de agra-
decer el progreso técnico, especialmente 
en la medicina, la ingeniería y las comuni-
caciones”. También reconoce el valor de la 
actividad empresarial como “una noble vo-
cación orientada a producir riqueza”, pero 
lamenta “el hecho de que haya una inver-
sión tecnológica excesiva para el consumo 
y poca para resolver problemas pendientes 
de la humanidad”. En esta misma línea, la-
menta la lentitud y la poca creatividad para 
“generar formas inteligentes y rentables de 
reutilización, refuncionalización y recicla-
do” o para desarrollar fuentes alternativas 
de energía, por ejemplo. No es que pida 
menos tecnología y menos producción, 
sino una nueva orientación del crecimiento 
económico y tecnológico.

¿Cuál considera que fue hasta ahora el 
impacto más relevante de la encíclica?

Se ha instalado la cuestión de la res-
ponsabilidad con los débiles, el ambiente 
y las personas más vulnerables, y también 
la cuestión relativa a pensar otro modo de 
producir, de hacer política y de vivir bien. 
En esta línea, he escuchado un importante 
reconocimiento a la encíclica de parte de 
muchos líderes mundiales, de pensadores, 
de grandes profesionales. Hace poco, un 
sondeo realizado en Francia entre grandes 
personalidades de la política, de la econo-
mía y de las ciencias colocó a Laudato Si’ 
entre los diez libros más recomendados. 
Eso muestra que se ha logrado el objetivo 
del papa de entrar en diálogo no tanto con 
los creyentes, sino “con todas las personas 
de buena voluntad”.

LAS NUEVAS FORMAS 
DE ESCLAVITUD

Fuente: www.iadb.org/intal/alianzalb * Nota: sin datos para México 2015.

51%
DE LOS LATINOAMERICANOS ASEGURA QUE LA CUESTIÓN

SOCIAL ES LA PRIORIDAD DEL DESARROLLO

46%
ESTARÍA DISPUESTO A PAGAR 20% MÁS POR PRODUCTOS QUE SE

FABRIQUEN RESPETANDO LOS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES

5
PUNTOS CRECIÓ LA DISPOSICIÓN A PAGAR MÁS POR BIENES

FABRICADOS SIGUIENDO LOS ESTÁNDARES LABORALES EN 2016

DISPOSICIÓN A PAGAR PARA QUE SE RESPETE
EL DERECHO DE LOS TRABAJADORES

Pregunta: Imagínese que su país firma un acuerdo de integración con otros países 
de la región (América Latina y el Caribe). ¿Usted está de acuerdo o en desacuerdo 

con que se incluyan compromisos sobre los derechos de los trabajadores
nacionales y extranjeros, aunque esto implique pagar 20% más por los productos? 

*Aquí solo “Muy de acuerdo” más “de acuerdo”.
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El respeto a los derechos laborales es un tema central en todas
las negociaciones comerciales. El cumplimiento de estándares laborales 

puede encarecer los productos de consumo, pero es fundamental
para erradicar el empleo ilegal.
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Un verdadero planteo ecológico se convierte 
siempre en un planteo social, que debe integrar
la justicia en las discusiones sobre el ambiente, 

para escuchar tanto el clamor de la tierra
como el clamor de los pobres.

Laudato Si’

Stefano Zamagni
Universidad de Bologna 

ecología
integral

y
Civilización



La historia no avanza linealmente. 
Atravesamos un momento histórico 
realmente especial: el 23% de la pro-
ducción mundial desde el nacimiento 
de Cristo hasta nuestros días se produjo 
después del año 2000 y, si entendemos 
la “historia” como el total de años vivi-
dos por todos los habitantes del plane-
ta, el 28% de la historia humana trans-
currida desde el nacimiento de Cristo 
se vivió durante el siglo pasado. En casi 
todos los países de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económi-
cos (OCDE), entre 1970 y 2011 la espe-
ranza de vida aumentó de un modo for-
midable, en alrededor de diez años. La 
humanidad parece encontrarse en una 
plataforma de lanzamiento y corre un 
alto riesgo de que todo se convierta en 
una torre de Babel destinada al fracaso, 
a menos que logremos acoplar exitosa-
mente la irreversibilidad del progreso 
tecnológico con la mejora de nuestra 
capacidad para gestionar estos avan-

ces en un contexto de sostenibilidad 
socioambiental y de desarrollo humano 
integral1. 

Los fenómenos de la globalización y 
la cuarta Revolución Industrial (la deno-
minada “industria 4.0”) tornan urgen-
te y necesario contemporizar nuestros 
principios y valores a la luz de la res 
novae de un mundo en rápida trans-
formación. Esta sucesión de innova-
ciones y transformaciones nos impulsa 
a reflexionar sobre cómo profundizar 
nuestra comprensión de las ideas y los 
principios fundacionales que el papa 
Francisco condensó en la exhortación 
Evangelii Gaudium y la encíclica Lauda-
to Si’. El pontífice trató de sacudir las 
conciencias ante la escandalosa situa-
ción generada por una humanidad que, 
aun contando con un enorme potencial 
disponible, todavía no ha logrado ven-
cer algunos males estructurales que 
humillan la dignidad de la persona. En 
particular, centró el foco de atención 

La globalización y la industria 4.0 transforman las relacio-
nes de los países para hacerlos cada vez más interdependientes y 
trazan el mismo destino para los países ricos, para los que ape-
nas superan la pobreza y para los países pobres. El concepto de 
ecología integral invita a repensar la economía global con una 
mirada renovada, donde la búsqueda de maximizar los beneficios 
individuales se supere en la relación con el otro, y donde el de-
sarrollo incorpore una dimensión de progreso ético y espiritual. 
Este texto aborda la tarea que la comunidad empresarial debe 
llevar a cabo en este contexto. Laudato Si’ aparece aquí como 
guía, es un documento de trascendental impacto destinado a con-
vertirse en un punto de referencia esencial para las cuestiones 
ecológicas y sociales. 

en un llamado a no contentarse con la 
convicción errónea de que las “magnífi-
cas fortunas progresivas”2  del mercado 
pueden transportarnos hacia un futuro 
mejor de manera casi determinista. La 
economía no tiene piloto automático y 
la tesis de Adam Smith de una mano in-
visible que puede conciliar la suma de 
los intereses individuales con el bien 
común solo es válida bajo condiciones 
tan inverosímiles que no se han dado 
prácticamente nunca. La competencia 
misma, que tanto beneficia a los consu-
midores, no es en modo alguno el re-
sultado natural de la interacción de las 
fuerzas del mercado, sino que solo es 
posible gracias a que las autoridades 
apropiadas contrarrestan las tendencias 
hacia la concentración oligopólica.

El funcionamiento del sistema eco-
nómico se caracteriza por enormes po-
tencialidades y mecanismos equilibra-
dores, pero estos no son automáticos: 
funcionan únicamente si están activa-
dos por intenciones correctas y niveles 
adecuados de capital espiritual, físico, 
humano y social. La gran inconsistencia 
histórica mundial ha sido el vertiginoso 
aumento del bienestar en algunas zonas 
del mundo pero no en otras, que queda-
ron aisladas y marginadas. La globaliza-
ción ha hecho explotar esta incoheren-
cia y transformó la miseria de los últimos 
en una amenaza para el bienestar de los 
primeros. Con la transformación de los 
mercados –que pasaron de ser locales a 
convertirse en globales– y con la posi-
bilidad de transferir bienes “ingrávidos” 
–sonido, datos, imágenes, dinero– casi 
instantáneamente de un lugar a otro 
del planeta, las mil millones de personas 
que viven por debajo de la línea de po-

breza extrema compiten –ofreciendo su 
mano de obra barata– con los trabajado-
res de países acostumbrados a vivir con 
salarios mucho mejores y más garantías. 
Esto va erosionando progresivamente 
dichos salarios y garantías. Los países 
de ingresos altos ya no pueden salvarse; 
deben comenzar por atender esto últi-
mo si quieren defender el bienestar y el 
trabajo de los jóvenes, que están ame-
nazados por la erosión de los sistemas 
nacionales de producción. Esta es la ra-
zón por la cual trabajar por los pobres y 
comprometerse a promover su dignidad 
ya no es meramente la elección heroica 
de los misioneros; es algo que se torna 
necesario y urgente para defender los 
derechos y garantías de todos. 

AMBIENTE HUMANO Y
AMBIENTE NATURAL

El tema central de la encíclica está 
bien resumido en su subtítulo: “Sobre el 
cuidado de la casa común”. La ecología 
integral es el principio clave del texto. 
Precisamente porque el mundo es un 
ecosistema, uno no puede actuar sobre 
una parte sin que otras se vean afecta-
das. Este es el sentido de la frase que 
reza: “No hay dos crisis separadas, una 

70 MILLONES 
DE HABITANTES

CONTAMINAN LO MISMO
QUE LOS 3 MIL MILLONES 

MÁS POBRES

CIVILIZACIÓN Y 
ECOLOGÍA INTEGRAL
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ambiental y otra so-
cial, sino una sola y 
compleja crisis so-
cioambiental” (San-
to Padre Francisco, 
2015). Ecología y eco-
nomía tienen la misma raíz 
–oikos–, que designa a la casa 
común habitada por el hombre y 
por la naturaleza. Pero dado que el an-
tropoceno –término acuñado por Paul 
Crutzen, quien obtuvo el Premio Nobel 
de Química en 1995– comenzó con la 
primera Revolución Industrial durante 
la segunda mitad del siglo XVIII, la so-
ciedad humana ha “echado de casa a 
la naturaleza” con una intensidad gra-
dualmente creciente. Sus recursos han 
sido arrasados de un modo salvaje, sin 
ninguna consideración por su repro-
ducibilidad ni por las externalidades 
negativas que las actividades produc-
tivas estaban creando. La ciencia eco-
nómica “oficial” es una gran respon-
sable de este proceso de explotación, 
ya que hasta hace muy poco tiempo 
nunca había tenido en cuenta las limi-
taciones ecológicas en sus modelos de 
crecimiento.

Y no solo eso, la economía dominan-
te ha convencido a multitudes de aca-
démicos incautos y ejecutivos ingenuos 
de que el objetivo de maximizar las ga-
nancias a corto plazo era una condición 
necesaria para alcanzar la meta de ga-
rantizar el progreso continuo. Esto le-
gitimó –aunque desde luego que no lo 
justifica– el vicio del cortoplacismo, que 
fue uno de los factores que desencade-
naron la crisis financiera de 2007-2008.

La enérgica denuncia del papa Fran-
cisco sobre el modelo de crecimiento 
dominante fue un intento por endere-
zar la “madera torcida” de la moderni-
dad. La Laudato Si’ articuló y defendió 
tres tesis fundamentales. La primera es 
que la lucha contra la pobreza y el de-
sarrollo sostenible son dos caras de una 
misma moneda. “El ambiente humano y 

el ambiente natural 
se degradan juntos” 
(Santo Padre Francis-

co, 2015, párrafo 48). 
Esto implica que todas 

las intervenciones basa-
das en la premisa de sepa-

rar la lucha contra la pobreza 
de la conservación del medioambien-

te están condenadas al fracaso. De he-
cho, mientras los países pobres temen 
que acuerdos colusorios entre ambien-
talistas y neoproteccionistas limiten su 
acceso a los mercados de los países 
avanzados –el temor al ecoimperialis-
mo–, del otro lado, los ecologistas del 
norte global temen que la Organización 
Mundial del Comercio (OMC) eche por 
tierra las medidas de protección am-
biental y se aliente así una carrera hacia 
el abismo en el establecimiento de nor-
mas ambientales.

Esto surge de la falta de una visión 
integral que nos impide ver que la de-
gradación ambiental y la social son dos 
caras de la misma moneda. Cabe desta-
car que, hace varios años, Sandra Postel 
(1992) escribió que el sistema económi-
co mundial parece incapaz de enfrentar 
al mismo tiempo el problema de la po-
breza y la protección del medioambien-
te, y que abordar los problemas ecoló-
gicos de la Tierra independientemente 
de los problemas vinculados a situacio-
nes de endeudamiento, desequilibrios 
comerciales, desigualdades en los nive-
les de ingreso y patrones de consumo 
es como tratar de curar a un enfermo 
cardíaco sin combatir la obesidad del 
paciente y su dieta rica en colesterol.

A nivel práctico, el tema que se de-
bate tiene consecuencias de gran al-
cance. Examinemos la cuestión de la 
desigualdad climática: 70 millones de 
habitantes del planeta emiten 100 to-
neladas de gases de efecto invernadero 
per cápita al año, la misma cantidad que 
los más de 3 mil millones de personas 
más pobres, que son las más afectadas 

por las perturbaciones climáticas. La 
cuestión no pasa simplemente por defi-
nir si la desigualdad climática es injusta 
o no –ciertamente lo es–, sino por saber 
si las leyes de la biósfera nos permitirán 
mantener esta situación, dado el hecho 
de que estas leyes no son negociables.

Por ejemplo, el tetrafluoruro de car-
bono o tetrafluorometano (CF4) es casi 
indestructible y tiene un efecto inver-
nadero miles de veces mayor que el 
del CO2. Es por eso que Eric Neumayer, 
un economista de la London School of 
Economics, propuso calcular las emi-
siones históricas acumuladas a lo largo 
de aproximadamente dos siglos como 
base para determinar los distintos nive-
les de responsabilidad en las perturba-
ciones climáticas y asignar obligaciones 
de remediar la situación. No hace falta 
decir que los países pobres defienden 
esta propuesta, a la que los países ricos, 
sin embargo, se oponen. Esta es la razón 
por la cual Marco Morosini, del Climate 
Policy Group, sugirió llamar a nuestra 
era plutoceno (era de la riqueza) en lu-
gar de antropoceno (ver Avvenire, 12 de 
diciembre de 2015). 

En la misma línea, Chancel y Piketty 
(2015) proponen investigar la crisis am-
biental y el incremento de la desigual-
dad económica. Lo que plantean es 
considerar las emisiones consumidas, 
así como las producidas. En otras pala-
bras, plantean que tiene poco sentido 
evaluar a una nación sobre la base del 
CO2 producido por sus empresas si no 

se considera también el impacto sobre 
el medioambiente del consumo y el es-
tilo de vida de sus habitantes. Por ejem-
plo, hoy los chinos emiten el equivalente 
a 6 toneladas de CO2 por año por per-
sona (que está en línea con el prome-
dio mundial), mientras que los europeos 
emiten 13 toneladas y los norteamerica-
nos, más de 22 toneladas. Por lo tanto, 
el problema es que los occidentales si-
guen atribuyéndose el derecho indivi-
dual de contaminar el doble que el pro-
medio mundial.

EL ECOSISTEMA COMO
BIEN COMÚN MUNDIAL

La segunda tesis es que el ecosiste-
ma es un bien común mundial (Santo Pa-
dre Francisco, 2015, párrafos 23 y 174). 
Por lo tanto, no es ni un bien privado ni 
un bien público. De esto se desprende 
que ni los instrumentos tradicionales de 
mercado –desde la privatización hasta 
la adopción de los créditos de carbono 
(Santo Padre Francisco, 2015, párrafo 
171), asociada con el nombre de Ronald 
Coase– ni las intervenciones nacionali-
zadoras de los gobiernos responden a 
esta necesidad. Como es bien sabido, 
el acervo común está sujeto a conse-
cuencias devastadoras que son típicas 
de las situaciones que se conocen como 
el “dilema del prisionero”: cada uno es-
pera ver qué jugada hacen los demás 
para sacar provecho de esta, con el re-
sultado de que nadie juega primero. El 
hecho es que si bien aún no existe una 
gobernanza global de la economía, nos 
encontramos con un único sistema cli-
mático, con una sola capa de ozono y 
así sucesivamente. Esta es, de hecho, 
la esencia de los bienes comunes glo-
bales: el uso de estos por parte de un 
país no disminuye la cantidad disponi-
ble para otros países y, como contra-
partida, ningún país puede ser excluido 
de su uso (claramente, las emisiones de 
sustancias contaminantes representan 
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en realidad “males” globales).
Ahora bien, como se sabe ya en teo-

ría económica desde hace algún tiem-
po, los bienes comunes dan lugar a una 
consecuencia fastidiosa, típica de todas 
las situaciones, conocida como la “tra-
gedia de los comunes” (Hardin, 1968). 
Y si el bien común es global, las con-
secuencias negativas serán globales. 
En 1990, el Grupo Intergubernamental 
de Expertos sobre el Cambio Climáti-
co demostró que las emisiones de ga-
ses de efecto invernadero dieron lugar 
a un aumento de la temperatura media, 
con las consabidas consecuencias. Sin 
embargo, muy pocos países actuaron 
unilateralmente para reducir sus emisio-
nes. Análogamente, la Unión Europea 

propuso la introducción de un impuesto 
sobre las emisiones de carbono en Eu-
ropa, pero después de comprobar que 
otros países (especialmente Estados 
Unidos) no habían seguido el ejemplo, 
decidió cambiar de plan. Estas son pre-
cisamente las características del bien 
común que hacen que el unilateralismo 
sea una estrategia falaz como alternati-
va de política ambiental.

No solo eso, sino que incluso si fuera 
posible negociar algún tipo de acuerdo 
o tratado internacional, su cumplimien-
to efectivo sería un problema para re-
solver. Consideremos el caso del Proto-
colo de Montreal para regular el uso de 
los CFC que destruyen la capa de ozono 
y el caso del Protocolo de Kioto sobre 

el cambio climático. ¿Por qué el primero 
produjo los efectos deseados mientras 
que el segundo esencialmente fracasó? 
La respuesta surge inmediatamente. El 
Protocolo de Montreal incluye un me-
canismo de incentivos que favorece la 
participación y la adhesión de todos los 
países firmantes, es decir, un mecanis-
mo que hace que cada país se beneficie 
al acatar las normas establecidas. Este 
no es el caso en el Protocolo de Kioto, 
cuyos autores no fueron capaces de en-
contrar un mecanismo capaz de asegu-
rar su propio cumplimiento.

Habiendo alcanzado el ápice de ma-
yor distancia con respecto a la comu-
nidad, el individuo moderno finalmente 
se ha convertido en la primera víctima 
de la modernidad. Ensimismado obsesi-
vamente en su propia subjetividad –re-
presentada analíticamente por un mapa 
de preferencias– el individuo estudiado 
por la teoría dominante se proyecta 
hacia una autonomía totalmente in-
hóspita y de aislamiento, que 
olvida cualquier relación 
con los demás que no 
sea funcional a la con-
secución de su propia 
función objetiva. La 
aguda conciencia de 
este aislamiento in-
dividualista ha con-
tribuido a avivar un 
intenso anhelo por 
la reciprocidad, algo 
que confirma un cre-

ciente cuerpo de investigación empíri-
ca y experimental (ver Sacco, Vanin y 
Zamagni, 2006). Cuando la idea de la 
sociedad como sistema de necesidades 
que deben satisfacerse se transfiere a la 
narrativa del individuo autorreferencial, 
cuyo problema fundamental es maximi-
zar alguna función objetiva bajo cier-
tas restricciones, produce resultados 
destructivos. Consideremos la cuestión 
ecológica o las distintas trampas de la 
pobreza que se deben al consabido fe-
nómeno de la competencia posicional.

La ciencia económica puede estar 
abierta a la relacionalidad solamente si 
retrocede un paso desde el individualis-
mo posesivo –sin rechazar, no obstante, 
sus beneficios, el primero de los cuales 
es el de sustraer al individuo de la do-
minación de comunitarismo– y aumenta 
así su valor, tanto explicativo como nor-
mativo. Para ser absolutamente claros, 
obsérvese cuidadosamente que la rela-
cionalidad a la que apelo aquí no es la 
de intercambio, sino la de reciprocidad. 
La primera es de naturaleza instrumen-
tal: cada vez que empiezo una relación 
de intercambio es obvio que entablo re-
lación con alguien, pero esa persona es 
solo un medio para mi propio fin. La se-
gunda es la que busca el poder de lo que 
puede suceder en las relaciones entre los 
agentes, que en economía es capturado 
por la noción de los bienes comunes. De 
los pensadores contemporáneos, nadie 

ha visto esta distinción mejor que 
Hannah Arendt. En su famo-

so ensayo La condición 
humana, escribió que lo 

público es lo que está 
a la luz, o aquello que 
puede ser visto y 
discutido: “Todo lo 
que aparece en pú-
blico puede ser vis-
to y oído por todo 
el mundo” (Arendt, 

2009, 59). Lo priva-
do, por el contrario, es 

ECOLOGÍA SUPERFICIAL VERSUS
ECOLOGÍA SOCIAL

En la década de 1980, Murray Bookchin, el fundador de la ecología social, ya 
sostenía que la idea de poder dominar la naturaleza surgió de la dominación 
del hombre por el hombre. Fue duramente atacado tanto por los ambientalis-
tas de la época, a quienes los problemas sociales les importaban muy poco, 
como por los movimientos sociales, que consideraban que el medioambiente 
era una “contradicción secundaria”. Con la encíclica Laudato Si’, la ecología 
social pasa de los márgenes al centro del discurso ecológico: “Un verdadero 
planteo ecológico se convierte siempre en un planteo social, que debe integrar 
la justicia en las discusiones sobre el ambiente, para escuchar tanto el clamor 
de la tierra como el clamor de los pobres” (Santo Padre Francisco, 2015, pá-
rrafo 49). 
Esto entraña, sin dudas, un fuerte rechazo a una ecología superficial que expre-
sa una falsa confianza en las soluciones parciales y la tecnología ambiental, así 
como una actitud misántropa, típica de la ecología profunda, que sostiene: “El 
ser humano, con cualquiera de sus intervenciones, solo puede ser una amenaza 
y perjudicar al ecosistema mundial” (Santo Padre Francisco, 2015, párrafo 60). 
El papa rechaza tanto el catastrofismo –el escenario de desastre de un aumen-
to de la temperatura de más de dos grados– como la reducción de la cuestión 
ambiental a un pragmatismo utilitarista de costo-beneficio. En términos más 
generales, la perspectiva que surge con fuerza de la encíclica es la de mantener 
en armonía la biósfera y la noósfera. El término “noósfera” fue acuñado en 1920 
por Teilhard de Chardin para designar el conjunto de todos los seres humanos 
que tienen la capacidad de planificar sus acciones y tener un proyecto común 
y consciente. Como sugiere Ludovico Galleni en Verso la Noosfera [Hacia la 
noósfera], la noósfera, como entidad común con finalidad propia, debe interac-
tuar simbióticamente con la biósfera.
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lo que se aparta de la vista: “El término 
público significa el mundo mismo, en la 
medida en que es común a todos noso-
tros y diferente de nuestro propio lugar 
privado en él” (Arendt, 2009, 61). Lo que 
es común, por otro lado, es “el propio 
mundo como común a todos y distinto 
del espacio que todos ocupamos en pri-
vado” (Arendt, 2009, 61).

Entonces, ¿qué es lo que realmente 
subyace tras la mencionada “tragedia 
de los comunes”? Como puede obser-
varse, el argumento de Hardin (1968) 
es que si la humanidad no limita la li-
bertad individual, estamos ante el ries-
go de correr el mismo destino que los 
habitantes de la Isla de Pascua, porque 
terminaremos destruyendo los bienes 
comunes de los que depende la vida 
humana. Ciertamente, si los individuos 
persiguen su propio interés de un modo 
miope y exclusivo terminarán –por más 
que no quieran hacerlo explícitamen-
te– cortando la rama sobre la que están 
sentados. Esta idea está bien ilustrada 
por el ejemplo que da Hardin (1968) de 
un área de pastoreo libre y común, a la 
que los pastores llevan sus rebaños. La 
elección racional, lo que lleva cada uno 
a maximizar su interés individual, sugie-
re que cada pastor aumente su rebaño 
en un animal, porque así gana, digamos, 
x, mientras que la disponibilidad de pas-
to disminuye en apenas una fracción de 
x, ya que el consiguiente daño se divide 
entre los demás pastores n-1. 

Básicamente es como si, al momen-
to de actuar, aquellos que utilizan el 
área de pastoreo no tuvieran en cuen-
ta la reducción del bien común (el pas-
to) ocasionada por su elección. No se 
tienen en cuenta los aspectos críticos 
del bien común, porque cada persona 
ve únicamente su interés individual; en 
otras palabras, cada uno es un idiótes, 
literalmente “alguien que solo se ve a sí 
mismo” (recordemos la famosa frase del 
gran estadista griego Pericles en el siglo 
V a. C., quien, según Tucídides, manifes-
tó que la democracia no puede funcio-
nar bien si la mayoría de quienes confor-
man la polis se comportan como idiótai). 
Con individuos de esta clase, es eviden-
te que, tarde o temprano, traspasaremos 
un umbral crítico que desencadenará la 
percepción individual de la inminencia 
de la tragedia, pero cuando esto ocu-
rra, ya será demasiado tarde. Paradóji-
camente, a medida que esto sucede, la 
carrera por acaparar recursos aumenta, 
porque cada vez son más escasos.

BIODIVERSIDAD ECONÓMICA

La tercera tesis se refiere a la enér-
gica defensa de la biodiversidad eco-
nómica por parte del papa Francisco. 
Una economía de mercado que aspira 
a tender hacia una ecología integral no 
puede ignorar la pluralidad de formas 
empresariales; por lo menos, hay que 
generar espacios para aquellas empre-
sas que producen valor –y, por lo tanto, 
riqueza– y que al mismo tiempo basan 
sus propias acciones en principios como 
la reciprocidad y la solidaridad interge-
neracional. Negar u obstaculizar su ac-
cionar significaría renunciar de un modo 
irresponsable al desarrollo humano inte-
gral. Nunca debemos olvidar que el de-
sarrollo involucra tres dimensiones: una 
material (por tanto, de crecimiento), una 
sociorrelacional y otra espiritual; la rela-
ción entre estas dimensiones es multi-
plicativa más que aditiva, lo que implica 

que las tres dimensiones deben mante-
nerse en equilibrio a lo largo del tiempo. 

Como sugiere Amartya Sen, existe 
una grave confusión conceptual entre 
las omisiones del mercado (lo que el 
mercado no hace, pero podría hacer) y 
las fallas del mercado (lo que el merca-
do hace, pero mal). En lugar de preferir 
intervenciones que sean incluyentes en 
el mercado (es decir, que procuren in-
cluir esencialmente a todos en el proce-
so productivo), esta confusión ha dado 
lugar a una práctica política que imple-
menta intervenciones excluyentes del 
mercado, que no permiten la inclusión 
de aquellas personas excedentes o ex-
cluidas por ser irrelevantes y a quienes 
se les presta atención únicamente en la 
forma de ayuda social. Tras realizar un 
análisis sumamente cuidadoso de la si-
tuación actual, el papa Francisco sugie-
re adoptar una visión ecológica que sea 
capaz de entrar en relación con todas 
las dimensiones del valor y que, por lo 

tanto, sea capaz de percibir el riesgo 
de terminar aplastados por el circuito 
mortal que acopla los aumentos de efi-
ciencia (poder) producidos por la tec-
nociencia con la expansión ilimitada de 
la subjetividad (la voluntad de poder). 
Esta es la razón por la cual debemos re-
cuperar la idea de un límite y por la que 
la racionalidad técnica ya no es una guía 
confiable como modelo de desarrollo 
humano integral. De hecho, debemos 
tener en cuenta que la unión del poder y 
de la voluntad de poder genera la hýbris 
–la desmesura– que conduce al colapso.

Entonces, ¿qué debemos hacer? 
Existen diversas formas de abordar los 
desafíos actuales. A una de estas formas 
podríamos llamarla “fundamentalismo 
laissez-faire”, que propugna un plan de 
transformación tecnológica guiado por 
sistemas autorregulados, con una po-
lítica no intervencionista por parte del 
sistema político y la pérdida de la posi-
bilidad de acción colectiva. No es difícil 

EMPRESAS CIVILMENTE RESPONSABLES

Daron Acemoglu y James Robinson (2013) distinguen adecuadamente entre 
instituciones de mercado extractivas e inclusivas. Las primeras fijan reglas de 
juego que favorecen la transformación del valor agregado creado por la ac-
tividad productiva en rentas parasitarias y que permiten diversas formas de 
evasión impositiva y prácticas corruptas. Las segundas, por el contrario, son las 
instituciones que tienden a facilitar la inclusión de todos los recursos en el pro-
ceso productivo, especialmente la mano de obra, lo que garantiza el respeto 
por los derechos humanos básicos y la reducción de la desigualdad social. De 
este modo, la empresa civilmente responsable es la que hace todo lo que está 
a su alcance, con los recursos disponibles que tiene, para acelerar la transición 
de una estructura institucional extractiva a una inclusiva. Esto significa que ya 
no es suficiente, como en el caso de la noción de responsabilidad social, que 
la empresa esté dispuesta a limitar el logro de sus propias metas, mediante el 
cumplimiento de ciertas condiciones, como tener en cuenta las necesidades y 
la identidad de todos los actores involucrados. La noción de responsabilidad 
civil implica además que la empresa, que ya se ha convertido en un actor polí-
tico en esta fase de globalización en la que la gobernanza nacional está erosio-
nada, participa en el diseño de una nueva lex mercatoria (no olvidemos que la 
antigua lex mercatoria del siglo XV fue elaborada con una fuerte participación 
de los mismos mercaderes, es decir, de los empresarios de la época).
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ver los riesgos de autoritarismo inhe-
rentes a tal enfoque, producto de una 
falta de democracia.

Una segunda vía es el enfoque 
neoestatista, que plantea una fuerte 
demanda de regulación del gobierno 
nacional. La idea es revivir, aunque re-
novándolas y repensándolas parcial-
mente, las áreas de intervención pública 
en las esferas económica y social. Pero 
está claro que esto no solo produciría 
efectos no deseados, sino que también 
podría conducir a consecuencias de-
sastrosas en el caso de los países en 
transición. De hecho, en las condiciones 
actuales, la implementación de nuevas 
políticas de libre mercado podría dañar 
los niveles de prosperidad –que ya son 
bajos– de los países en desarrollo.

La estrategia preferida por la doctri-
na social de la Iglesia se basa en cinco 
pilares.

a. Los cálculos económicos son 
compatibles con una gran variedad de 
comportamientos y tipos de institucio-
nes. Por lo tanto, para lograr aprendi-
zajes que sirvan a futuro, es necesario 
defender los tipos de emprendimiento 
empresarial más débiles. Esto significa 
que tiene que haber un filtro de selec-
ción, pero no debe ser demasiado es-
tricto, a fin de que cualquier solución 
que logre superar un determinado um-
bral de eficiencia pueda sobrevivir. El 
mercado global debe convertirse así en 
un lugar en el que las variedades locales 
puedan mejorarse; esto significa recha-
zar la visión determinista que sostiene 
que hay una sola manera de operar en 
el mercado mundial.

Tampoco debemos olvidar que la 
globalización empuja inevitablemente 
a todas las variedades institucionales 
de cada país hacia el nivel más bajo. 
Nada de esto sorprende, porque las re-
glas del libre comercio entran en con-
flicto con la diversidad cultural y ven 
a las diferencias institucionales (por 
ejemplo, los diferentes modelos asis-

tenciales, sistemas educativos, pers-
pectivas sobre la familia, la importan-
cia que se le da a la justicia distributiva, 
etcétera) como un serio obstáculo para 
su expansión. Por eso es esencial estar 
alerta para evitar que el mercado mun-
dial constituya una grave amenaza para 
la democracia económica.

b. Aplicación del principio de sub-
sidiariedad a nivel transnacional. Esto 
requiere que las organizaciones de la 
sociedad civil sean reconocidas por los 
Estados y no autorizadas por ellos. Es-
tas organizaciones deberían tener una 
función que fuera más allá de la mera 
defensa o denuncia, tendrían que ser 
actores centrales en la supervisión de 
las actividades de las corporaciones 
multinacionales y las instituciones inter-
nacionales.

¿Qué significa esto en la práctica? 
Las organizaciones de la sociedad civil 
deben desempeñar papeles públicos y 
tener funciones públicas. En particular, 
las organizaciones deben ejercer pre-
sión sobre los gobiernos de los prin-
cipales países para que suscriban un 
acuerdo capaz de limitar drásticamen-
te las ventajas derivadas de la retira-
da súbita de capitales de los países en 
desarrollo.

c. Los Estados nacionales, y en par-
ticular los del G8, deberían llegar a un 
acuerdo para modificar las constitu-
ciones y los estatutos de las organiza-
ciones financieras internacionales, de 
modo de superar el Consenso de Wash-
ington, creado en la década de 1980, 
después de las experiencias en América 
Latina. En última instancia, esto requiere 
redactar normas que traduzcan la idea 
de que la eficiencia no se genera única-
mente por la propiedad privada y el li-
bre comercio, sino también por políticas 
como las de competencia, transparen-
cia, transferencia de tecnología y otras 
similares. La aplicación de esta visión 
parcial, distorsionada y unilateral por 
parte del FMI y del Banco Mundial tiene 

consecuencias lamentables que se ma-
terializan en el endeudamiento excesivo 
y la represión financiera nacional.

Debemos recordar que, en una eco-
nomía reprimida financieramente, la 
presión inflacionaria actúa como una 
cuña entre los depósitos nacionales y 
las tasas de interés sobre los préstamos, 
con el resultado de que las empresas lo-
cales se ven artificialmente obligadas a 
pedir préstamos del exterior y los aho-
rristas nacionales son inducidos a depo-
sitar sus fondos en el extranjero.

d. Las organizaciones de la sociedad 
civil deberían fomentar que los pará-
metros de desarrollo de las institucio-
nes de Bretton Woods, el Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) y otros organismos internacio-
nales incluyan indicadores de distribu-
ción de la riqueza, así como indicado-
res que cuantifiquen el respeto por las 
características nacionales. Habría que 
tomar debidamente en cuenta estos 
indicadores a la hora de elaborar clasi-
ficaciones internacionales y planes de 
intervención y asistencia. Se debe ejer-
cer presión para lograr que se acepte la 
idea de que el desarrollo debe ser equi-
tativo, democrático y sostenible. 

Si algo dificulta resolver los nume-
rosos problemas de nuestro tiempo, es-
pecialmente el problema ambiental, es 
la falta de instituciones mundiales (¡no 
de burocracias mundiales!). Si bien los 
mercados están cada vez más globa-
lizados, el marco institucional 
transnacional sigue siendo 
el del mundo de la pos-
guerra. 

e. Por último, ha-
bría que crear un 
rico tapiz de expe-
riencias no utilitaris-
tas a modo de base 
sobre la cual esta-
blecer un modelo de 
consumo y, en tér-
minos más generales, 

de estilos de vida capaces de permitir 
que se arraigue una cultura de la reci-
procidad. Para ser creíbles, los valores 
hay que vivirlos, no basta con declarar-
los. Por lo tanto, es de vital importancia 
que quienes emprendan el camino ha-
cia una sociedad civil transnacional se 
comprometan a crear organizaciones 
cuyo modus operandi gire en torno al 
principio de reciprocidad.

DEL FACTUM A FACIENDUM

El capítulo cinco de Laudato Si’ pro-
pone líneas de orientación y acción. 
Este nuevo enfoque tiene una impor-
tancia no menor. El hecho es que el 
papa Francisco no limitó su discurso 
al factum, a lo que hace la humanidad, 
sino que optó por ir más allá, hasta el 
faciendum, lo que la humanidad es ca-
paz de hacer. En el Génesis leemos que 
el hombre está llamado a cultivar la tie-
rra y a cuidarla (Gén. 2:15). La labranza 
implica que la humanidad debe tomar 
la iniciativa y no puede permanecer 
pasiva con respecto a los ritmos natu-
rales. Por otro lado, cuidar de la tierra 
significa preocuparse por ella, aceptarla 
y recibirla, no explotarla. La estrategia 
adoptada por el papa es la de transfor-
mar las estructuras de poder existen-
tes. Ni el camino de la “revolución” ni el 
mero reformismo le parecen suficientes 
para enfrentar los desafíos actuales. El 

espacio disponible me permitirá hacer 
solo tres sugerencias en línea 

con lo que propugna clara-
mente el papa Francisco.

La primera se refiere 
a la imperiosa necesi-
dad de crear una Or-
ganización Mundial 
del Medioambiente 
(OMM), de un modo 
similar a lo que ocu-
rrió hace algunos 

años con la creación 
de la OMC. La falta de 
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instituciones mun-
diales es en realidad 
lo que torna irresolu-
bles los problemas de 
nuestro tiempo –de los 
cuales el primordial es el 
del medioambiente–. Los 
mercados se globalizan y, sin 
embargo, la estructura institucional 
transnacional sigue siendo la de la pos-
guerra, pero en 1944 los negociadores 
de Bretton Woods no podían ni remo-
tamente imaginar en qué se convertiría 
la cuestión ecológica. Uno podría obje-
tar, ¿no son suficientes los tratados in-
ternacionales vigentes para regular las 
relaciones entre los agentes, como lo 
son los contratos dentro de un país? La 
analogía es peligrosamente engañosa, 
porque en el caso de un país, el Estado 
puede hacer cumplir los contratos es-
tipulados dentro de sus fronteras, pero 
no hay ninguna autoridad transnacional 
capaz de garantizar que se pongan en 
práctica los tratados entre Estados. En 
otras palabras, los acuerdos internacio-
nales sobre el medioambiente no son 
vinculantes.

Esta es la razón por la cual hace fal-
ta una OMM. En el largo plazo, no po-
demos continuar en una situación en la 
que el mercado –en sus diversas articu-
laciones– se ha vuelto global, mientras 
que la estructura de gobierno se ha 
mantenido básicamente nacional y, a lo 
sumo, internacional. Actualmente hay 
alrededor de 200 acuerdos ambienta-
les multilaterales en el mundo. Algunos 
ejemplos destacados son el menciona-
do Protocolo de Montreal, el Convenio 
sobre Diversidad Biológica, la Conven-
ción sobre el Comercio Internacional de 
Especies Amenazadas de Fauna y Flora 
Silvestres, el Convenio de Basilea sobre 
el control de los Movimientos Trans-
fronterizos de los Desechos Peligrosos 
y su Eliminación y el Protocolo de Kio-
to, entre otros. Como puede apreciarse 
claramente, en ausencia de una OMM, 

estos acuerdos nun-
ca se pondrán en 
práctica; lo único 

que necesita un país 
para anular su función 

reguladora es no ratifi-
car el acuerdo firmado. Lo 

que resulta aún más grave es 
que, en las condiciones actuales, los 

estados individuales tienen interés en 
la creación de “paraísos de contami-
nación” que les permitan obtener una 
ventaja competitiva en el comercio in-
ternacional.

Dicha organización tiene tres tareas 
prioritarias que cumplir. En primer lugar, 
en su interacción con la OMC, este or-
ganismo debería, por un lado, procurar 
que las reglas del libre comercio sean 
compatibles entre sí y con las propues-
tas para la protección del medioam-
biente y, por otro, hacerlas cumplir por 
todas las partes. En segundo lugar, una 
OMM debería intervenir cumpliendo 
una función complementaria en aque-
llos casos –cada vez más frecuentes– en 
los que las señales de precios no pre-
vén pérdidas ambientales irreversibles. 
Como sabemos, hay ciertos umbrales 
de degradación del medioambiente 
que son tales que, hasta cierto punto, 
la actividad económica no impide la 
funcionalidad regenerativa del entorno, 
pero pasados esos umbrales pueden 
producirse cambios irreversibles, debi-
do a que la actividad económica supera 
la capacidad del ecosistema para asimi-
larla. En dichas situaciones, los meca-
nismos del mercado se paralizan, de ahí 
la necesidad de subrogación por parte 
de un organismo diseñado para tal fin.

Por último, una OMM debería afron-
tar de lleno la cuestión de los refugiados 
ecológicos, es decir, del calentamien-
to global como un factor generador de 
nuevas corrientes de refugiados. Según 
la ACNUR, en 2050 el mundo podría 
encontrarse tratando de manejar la mi-
gración forzosa de entre 200 y 250 mi-

llones de personas que abandonarán sus 
tierras, ya sea porque estarán calcinadas, 
completamente sumergidas bajo el agua 
o devastadas por la deforestación y el 
sobrecalentamiento. Solamente en África 
subsahariana, se estima que entre 1997 y 
2020 habrá alrededor de 60 millones de 
inmigrantes forzados, quienes aunque 
deseen permanecer en sus lugares de 
origen, no podrán hacerlo. Esta es una 
consecuencia trágica del “acaparamien-
to de tierras”. Sin embargo, ni la Conven-
ción Marco de las Naciones Unidas sobre 
el Cambio Climático ni en el Protocolo 
de Kioto prevén medidas de asistencia 
o protección para aquellos que –en can-
tidades crecientes– se verán afectados 
por los efectos del cambio climático. 
Incluso en la actualidad, los refugiados 
ambientales no figuran en ninguna de las 
categorías contempladas por el sistema 
jurídico internacional. En Estados Unidos, 
el presupuesto de la patrulla fronteriza 
pasó de US$ 200 millones por año en 
1993 a US$ 1.800 millones en la actuali-
dad y, sin embargo, el número de inmi-
grantes ilegales se ha duplicado (al pasar 
de entre 5 y 6 millones a 12 millones de 
personas). Si no queremos seguir man-
teniendo la actual política miope basada 
en la militarización de las fronteras, es in-
dispensable crear una OMM con poder y 
recursos suficientes.

La segunda sugerencia a la que me 
referí anteriormente es abordar la trans-
formación financiera. El financiamiento 
es una herramienta que tiene un po-
tencial enorme para contribuir al buen 
funcionamiento de los sistemas econó-
micos. Un buen sistema financiero per-
mite acumular ahorros para utilizarlos 
eficientemente y orientarlos hacia los 
usos más rentables. Transfiere el valor 
de las actividades en el tiempo y en el 
espacio e implementa mecanismos de 
seguro que reducen el riesgo de exposi-
ción. Reúne a quienes tienen los medios 
financieros disponibles, pero carecen 
de ideas productivas, con quienes tie-

nen ideas productivas, pero no poseen 
medios financieros. Si no se produjera 
el encuentro, la creación de valor eco-
nómico por parte de una comunidad 
seguiría siendo meramente potencial. 
Como sugirió el economista francés 
Gaël Giraud (2014), hoy sería posible 
poner las finanzas al servicio de una 
transición ecológica. ¡El problema es 
que para hacer eso debemos desearlo! 

LA RESPONSABILIDAD CIVIL 

La tercera sugerencia importante 
para la acción abre la discusión acerca 
de las nociones de responsabilidad del 
consumidor y del empresario. En la ac-
tualidad estamos viviendo una transi-
ción de una sociedad de productores 
(es decir, una sociedad de consumo) a 
una sociedad de consumidores. La pri-
mera es una sociedad en la que el con-
sumo es un medio para alcanzar un fin, 
como la acumulación de capital, bene-
ficios o poder, entre otros; la segunda, 
en cambio, es una sociedad en la que el 
consumo se convierte en el fin y la pro-
ducción, en el medio. La sociedad indus-
trial que dejamos atrás hace unas pocas 
décadas era una sociedad de produc-
tores, liderada por los productores. A 
mediados del siglo XIX, el gran econo-
mista y filósofo John Stuart Mill acuñó 
el término “soberanía del consumidor” 
para indicar que algún día no muy leja-
no la economía de mercado podría lle-
gar a un punto en el cual las decisiones 
libres e informadas de los consumidores 
sugerirían –y, de hecho, impondrían a 
los productores– no solo los modos de 
producción, sino sus tipos de bienes pre-
feridos. Sin embargo, el verdadero punto 
de inflexión no se produciría hasta agos-
to de 1962. Al hablar ante el Congreso de 
Estados Unidos, el entonces presidente 
estadounidense John F. Kennedy lanzó 
oficialmente el movimiento consumista. 
Los consumidores no deben ser conside-
rados simples clientes, sino ciudadanos, 
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personas que utilizan 
su poder de compra 
para enviar señales 
tanto al sistema políti-
co como a las empresas 
–mensajes que conden-
san los juicios de valor y las 
matrices culturales específicas 
de una comunidad–.

Hoy nos encontramos con que te-
nemos que elegir entre dos versiones 
del modelo de sociedad de consumido-
res, que por ahora ha reemplazado a la 
sociedad de consumo. El primero es el 
que tan claramente describe el aforismo 
“consuma más, pague menos”, típico de 
una sociedad centrada en lograr bajos 
costos. El filósofo francés Gilles Lipo-
vetsky acuñó el término “consumidor 
turbo” para describir esta versión; la so-
ciedad de bajo costo opera para reducir 
los costos de producción a fin de redu-
cir los precios de venta y, por lo tanto, 
aumentar la intensidad de la produc-
ción, entendida como la razón que mide 
el consumo por unidad de tiempo. No 
es difícil captar el rumbo esquizofrénico 
de un modelo de consumo como este, 
ya que la reducción de los costos afecta 
los niveles salariales y las prestaciones 
sociales. De aquí se desprende una con-
tradicción práctica, que hoy constituye 
una fuente de situaciones de anomalía 
social preocupantes y que radica en el 
hecho de que cada uno de nosotros es 
a la vez un trabajador y un consumidor. 
Como trabajadores, tenemos interés en 
aumentar nuestros ingresos; como con-
sumidores, queremos pagar lo menos 
posible por los bienes que demanda-
mos. Es imposible que coexistan las dos 
posturas.

La otra versión de la sociedad de 
consumidores se rige por el lema “con-
suma mejor y sea feliz”. De hecho, sa-
bemos que el consumo connota dos di-
mensiones: una de adquisición y otra de 
expresión. La primera –que los huma-
nos compartimos con los animales– es 

la que nos impulsa 
a satisfacer nuestras 
necesidades básicas. 

Con la dimensión ex-
presiva del consumo, 

en cambio, tendemos a 
actualizar y expresar nues-

tra propia identidad, ya sea de 
género, cultura o religión. La necesi-

dad de reconocimiento nos impulsa en 
ese sentido; se trata de una necesidad 
que, en ciertas circunstancias, puede 
ser más fuerte que las necesidades bio-
lógicas. Primo Levi, en su famoso relato 
Si esto es un hombre, escribió páginas 
memorables sobre este punto. Uno po-
dría preguntarse, ¿por qué necesitamos 
ser reconocidos? Para ser felices. Aris-
tóteles fue el primero en dar respuesta 
a esto con sagacidad. La felicidad, en-
tendida como el florecimiento del ser 
humano, requiere que se nos reconozca 
y que, a su vez reconozcamos, a otros. 
El consumo es una de las formas más 
importantes a través de la cuales se 
practica el reconocimiento. Es por esto 
que votar con nuestras inversiones, par-
ticipar en los movimientos de protesta 
civil, boicotear productos, etcétera, son 
iniciativas dignas de apoyar y alentar; 
son premisas necesarias para moder-
nizar una nueva sociedad de consumi-
dores, muy diferente de una sociedad 
neoconsumista.

No olvidemos que incluso el actual-
mente llamado marketing estratégico, 
tal como es enseñado y practicado, está 
orientado primordialmente hacia la di-
mensión del consumo más relacionada 
con la adquisición. Es fácil adivinar por 
qué. Una razón que quisiera señalar de 
un modo particular es la falta de cultu-
ra. La mayoría de nuestros conciudada-
nos no están familiarizados con estos 
temas. El problema no radica tanto en 
la información, sino en la educación. Ex-
cepto raras excepciones, no contamos 
con proyectos educativos destinados 
a fomentar el consumo responsable 

de los ciudadanos. Y, sin embargo, hay 
algo que se está moviendo. Si hoy, en 
vez de la ya obsoleta expresión mar-
keting, estamos empezando a usar la 
palabra societing y, particularmente, si 
se extiende la noción de la personaliza-
ción, que denota un enfoque en el que 
los consumidores son coproductores de 
los bienes y servicios que utilizan, todo 
esto ocurre porque las diversas formas 
de participación activa de la ciudadanía 
han ido cobrando fuerza.

LEGITIMIDAD SOCIAL

No hace falta decir que un cambio 
en la forma en que vivimos, a la cual se 
refiere numerosas veces el papa Fran-
cisco en su encíclica, solo podrá reali-
zarse a condición de que el mundo de 
los negocios también entienda que ha 
llegado el momento de ir más allá de la 
responsabilidad social empresaria. Todo 
un cuerpo de investigaciones teóricas 
y empíricas nos informa que, para que 
una empresa alcance legitimidad social 
en nuestra sociedad actual, ya no alcan-
za –aunque siga considerándose nece-
sario– que se limite a obtener beneficios 
de cualquier modo. Con raras excepcio-
nes, nadie parece dispuesto a seguir 
creyendo en la famosa idea de Milton 
Friedman (1962) de que “existe una y 
solo una responsabilidad social empre-
saria: utilizar los recursos de la empre-
sa y desarrollar actividades diseñadas 
para aumentar sus beneficios, siempre 
que se mantenga dentro de las reglas 
del juego”. De hecho, sabemos que la 
cadena de valor económico y la cade-
na de valor social no siempre van de la 
mano y, cuando esto sucede, la primera 
siempre prevalece sobre la segunda.

La expresión Responsabilidad So-
cial Empresaria (RSE) surgió en Estados 
Unidos, dentro del mundo de los nego-
cios, con el fin de garantizar la sosteni-
bilidad de la empresa como estructura 
principal de la economía de mercado. 

En su trabajo titulado Social Responsi-
bilities of the Businessman, Howard B. 
Bowen (1953) escribió: “La responsabi-
lidad social de estos se refiere a las obli-
gaciones de los empresarios para im-
pulsar políticas corporativas para tomar 
decisiones o para seguir líneas de ac-
ción que son deseables en términos de 
los objetivos y valores de la sociedad”. 
Esta concepción de Bowen (y de otros) 
de la RSE no se sustenta sobre una base 
ética. Tuvo que pasar un cuarto de siglo 
para que se introdujera la dimensión éti-
ca en el discurso de la RSE, en la forma 
de ética empresarial.

¿Qué circunstancias favorecieron 
el abandono gradual del argumento 
-que muchos consideran una especie 
de dogma de fe– de que “la ética es 
buen negocio”, como si quisieran decir 
que lo que es bueno para el negocio 
es bueno para la ética? Simplemente 
el reconocimiento de que en muchas 
situaciones -sobradamente cubiertas 
por las noticias de la última década– la 
mano invisible de Smith termina aca-
lambrada e imposibilitada de cumplir 
su tarea cabalmente. Como escribió 
Kaushik Basu en Más allá de la mano 
invisible: fundamentos para una nue-
va economía (2013), este principio tan 
celebrado tiene dos caras, como una 
moneda. Uno, teorizado por Smith, es 
el lado luminoso; el otro, magistral-
mente evocado por Franz Kafka en El 
proceso, es el lado oscuro, que pro-
duce efectos perversos. La alegoría 
de Kafka es una descripción lúcida de 
cómo el individualismo posesivo, en 
ausencia de una estructura institucio-
nal adecuada, es decir, de reglas espe-
cíficamente establecidas para el juego 
económico, puede provocar resulta-
dos adversos. En dichas situaciones, 
la mano invisible de Kafka le gana la 
pulseada a la de Smith. No olvidemos 
que, al contrario de lo que uno tien-
de a pensar, fue el mismo Smith quien 
dejó en claro este punto.
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Cuando esto su-
cede –y la crisis de 
2007-2008 es solo el 
más grave de los nume-
rosos episodios de falla 
del mercado–, ¿alcanza 
con insistir en la ética a nivel 
personal, según la cual si todos los 
empleados de la empresa, empezando 
por su administrador y directores, se 
comportan correctamente, entonces los 
resultados van a ser buenos? La respues-
ta es claramente negativa, porque la pro-
pia empresa como institución económi-
ca, y no solo sus actores, es un agente 
moral que tiene su propia responsabili-
dad. Las empresas socialmente respon-
sables ciertamente han alcanzado logros 
importantes en materia de progreso y 
crecimiento, pero ya no son suficientes. 
Ya en nuestros días, y cada vez más en el 
futuro cercano, se exigirá de las empre-
sas no solo que produzcan riqueza de 
una manera socialmente aceptable, sino 
también que compitan con el Estado y 
los agentes de la sociedad civil organiza-
da a fin de rediseñar la estructura econó-
mica e institucional heredada del pasado 
reciente. Se trata de que las empresas ya 
no se conformen con respetar las reglas 
de juego establecidas por otros. Con-
sideremos, por ejemplo, las reglas del 
mercado de trabajo, del sistema banca-
rio, la estructura del sistema tributario o 
las características del modelo de bienes-
tar. Lo que se le pide adicionalmente a 
la empresa, como actor y miembro influ-
yente de este club que es el mercado, es 
que se comprometa a ayudar a reescribir 
todas las reglas que han quedado obso-
letas o que no son capaces de sostener 
el desarrollo humano integral. Este es el 
núcleo de la noción de una empresa ci-
vilmente responsable.

Nos encontramos en vísperas de una 
nueva era empresarial, que se caracte-
riza por su rechazo del modelo basado 
en la explotación –ya sea de la humani-
dad o de la naturaleza–, en favor de un 

modelo centrado en 
la lógica de la reci-

procidad y que se 
esfuerza por dotar de 

significado las activida-
des empresariales, que no 

pueden reducirse a la idea 
de una mera “máquina de hacer 

dinero”. En 2008, Dennis Hevesi –¡no 
el papa Francisco!– escribió en el New 
York Times3,  citando a Michael Hammer: 
“La idea de que las empresas existen 
para enriquecer a sus dueños me entris-
tece y me ofende. Es la menor de todas 
sus funciones; son mucho más dignas, 
más honorables y más importantes que 
eso”. En efecto, cada vez se asienta más 
entre los empresarios progresistas la 
idea generalizada de que las ganancias 
no pueden ser el único objetivo de una 
empresa y, sobre todo, que no puede 
haber un trueque entre las ganancias y 
el compromiso con la sociedad4. Cómo 
se genera el beneficio es tan importante 
como cuánto se produce. Queda claro 
a los ojos de cualquiera que la idea de 
“valores compartidos”, que a esta altu-
ra es aceptada por todos, al menos en 
el discurso, requiere necesariamente 
empresas civilmente responsables que 
puedan ver más allá de la noción instru-
mental de la RSE.

Debemos, por tanto, repensar el pa-
pel del empresario en términos genera-
tivos, en el nuevo contexto económico 
surgido a la luz de los fenómenos de la 
globalización y la cuarta revolución in-
dustrial. Actualmente se acepta la idea 
de que la acción económica ya no pue-
de ser entendida en términos reduc-
cionistas como equivalente a todo lo 
que sirve para aumentar la producción, 
con la esperanza de que sea suficiente 
para garantizar la armonía social; por el 
contrario, debe propender a servir a la 
vida en comunidad. Como bien com-
prendió Aristóteles, la vida en comuni-
dad es muy diferente de la mera vida 
en común, que se podría aplicar a un 

grupo de animales. Entre los animales, 
de hecho, cada animal come su propia 
comida e intenta, si es posible, tomar 
la comida de los otros. En la sociedad 
humana, sin embargo, el bien de cada 
uno solo puede lograrse con el traba-
jo de todos. Y, en particular, el bien de 
cada uno no puede disfrutarse si no es 
disfrutado por los otros. Este es el gran 
desafío de la civilización. Un manejo hu-
manista de esta situación tiene que sa-
ber cosechar sus frutos, con una dosis 
enorme de valentía e inteligencia.

LA REVOLUCIÓN DE
SAN FRANCISCO

Hace cincuenta años, la historiadora 
Lynn White (1967) observó que, cons-
ciente o inconscientemente, nuestras 
actitudes respecto de la naturaleza han 
estado condicionadas por las ideas re-
ligiosas imperantes en el mundo: “Lo 
que las personas hacen con su ecología 
depende de lo que piensan acerca de 
ellas mismas en relación con el mundo 
que las rodea. La ecología humana está 
profundamente condicionada por las 
creencias acerca de nuestra naturaleza 
y destino, es decir, por la religión”.

White concluyó su ensayo con estas 
palabras: “Posiblemente deberíamos 
considerar al mayor revolucionario es-
piritual de la historia del cristianismo 
desde Cristo: San Francisco de Asís. (...) 
La clave para entender a San Francisco 
es su creencia en la virtud de la 
humildad, no solamente la 
del individuo, sino la del 
hombre como especie. 
San Francisco trató de 
derrocar a la monar-
quía del hombre que 
subyuga a la crea-
ción y de establecer 
una democracia de 
todas las criaturas 
de Dios. (...) El sen-
tido profundamente 

religioso, pero herético, de los primeros 
franciscanos en pos de la autonomía 
espiritual de las partes de la naturaleza 
puede que apunte en cierta dirección” 
(White, 1967). Siglos más tarde, otro 
Francisco ha retomado este mismo tes-
timonio. Haciéndose eco de Teilhard de 
Chardin, Laudato Si’ declara que el ob-
jetivo final del recorrido del universo es 
la plenitud de Dios: todas las criaturas 
avanzan, con nosotros y a través de no-
sotros, hacia ese fin común.

Las tradiciones religiosas siempre 
han adoptado una amplia gama de po-
siciones interpretativas. Los rabinos, 
los teólogos cristianos y los imames en 
Occidente y Medio Oriente; los monjes 
budistas y los eruditos confucianos en 
Oriente; todos buscan la interpretación 
de sus respectivas tradiciones a lo largo 
del tiempo. El proyecto de una alianza 
entre la religión y la ecología apunta 
directamente al proceso actual de dis-
cernimiento y exégesis, y hacia una fase 
constructiva en la que los estudiosos de 
diversas religiones puedan especificar 
cuáles son las fuentes, reales o poten-
ciales, de la conciencia y la acción eco-
lógica en el contexto de sus diferentes 
tradiciones. Los valores comunes que la 
mayoría de las religiones sostienen en 
relación con el mundo natural pueden 
resumirse como veneración, respeto, 
moderación, redistribución, responsa-
bilidad y renovabilidad. Aunque existan 
diferencias de interpretación con res-

pecto a estos principios, tan-
to dentro de cada religión 

como entre las distintas 
religiones, podemos 

decir que todas están 
avanzando hacia una 
comprensión más 
amplia de sus pro-
pias cosmovisiones 
y sus propios com-
promisos éticos, ha-
cia una ecología que 

incorpore la totalidad 
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de los aspectos que hacen a esta cues-
tión. Por más que en el pasado se los 
haya entendido primordialmente en 
relación con otros seres humanos, hoy 
tendemos a extenderlos al mundo na-
tural, de modo de garantizar el respeto 
de la multitud de especies del planeta, 
como una ética ampliada a toda forma 
de vida, que limite el uso de los recursos 
naturales y a la vez apoye tecnologías 
alternativas eficaces y una distribución 
equitativa de la riqueza. Las religiones 
pueden llevar a reconocer de un modo 
más amplio la responsabilidad humana 
en la continuidad de la vida en nuestro 
planeta y contribuir a la renovación de 
la fuerza de la esperanza para que lo-
gremos efectivamente completar esta 
tarea transformadora.

El mensaje esperanzador que ema-
na de la encíclica Laudato Si’ es que las 
certezas que nos brinda el progreso 
técnico y científico no son suficientes. 
Este progreso en realidad se ha poten-
ciado y seguirá aumentando nuestra 
capacidad de encontrar los medios 
para lograr metas de todo tipo. Pero si 
hoy el problema de los medios es mu-
cho más auspicioso que antes, esto no 
significa que suceda lo mismo con el 

problema de los fines. Este es un pro-
blema que podríamos formular como 
“¿qué cosas buenas debo desear?”, en 
lugar de “¿qué debo hacer para ob-
tener lo que deseo?”. Hoy la humani-
dad está abrumada por la necesidad 
de elegir cuáles son sus fines, no solo 
sus medios. De ahí la necesidad de una 
nueva esperanza: frente a una cadena 
de medios cada vez más poderosa, la 
humanidad contemporánea no parece 
capaz de encontrar maneras de res-
ponder a esta más allá de, o bien re-
belarse, o dejarse esclavizar. Cuando 
dicha cadena de medios era menos 
poderosa, la situación era diferente. Es 
comprensible que quienes no poseen 
algo tengan la esperanza de obtener-
lo: es la esperanza en su sentido más 
primitivo. Seguir creyendo esto hoy 
en día sería un error. Si bien es cierto 
que dejar de buscar los medios sería 
una tontería, es aún más cierto que la 
nueva esperanza debe apuntar a los fi-
nes. Hoy tener esperanza significa pre-
cisamente esto: no sentir que somos el 
mero resultado de procesos que esca-
pan a nuestro control ni una entidad 
autosuficiente que no necesita enta-
blar relaciones con los demás.
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Es reconocido que la agricultura fa-
miliar en América Latina concentra una 
proporción considerable de hogares 
pobres en áreas rurales. Y, en muchos 
países, la incidencia de la pobreza ru-
ral es mayor en hogares de agricultu-
ra familiar en lugares remotos, de baja 
densidad de población y baja produc-
tividad agrícola (como el nordeste de 
Brasil). Además, estas familias de bajos 
ingresos sufren las consecuencias de 
menor acceso a bienes básicos como 
educación, salud, vivienda y conecti-
vidad, si bien las generaciones jóvenes 
han logrado un mayor nivel de escolari-
dad relativo que sus padres.

La heterogeneidad dentro de la 
agricultura familiar campesina (AFC) 
implica que no es realista concentrase 
en una estrategia común para apoyar-

la. Es heterogénea con respecto a sus 
niveles de ingreso y de activos (escala, 
capital físico), la composición de la pro-
ducción y productividad, su integración 
con mercados comerciales, sus posibi-
lidades de incorporarse a la agricultura 
comercial dinámica y en general la na-
turaleza de las restricciones que enfren-
ta para su desarrollo. Una estrategia de 
apoyo a la AFC debería contemplar esta 
diversidad. 

Una restricción importante para el 
diagnóstico para captar esta heteroge-
neidad es la debilidad de estadísticas 
adecuadas, lo que en Brasil se deno-
mina la “miseria estadística”. El círculo 
vicioso de información básica inade-
cuada y la gran heterogeneidad den-
tro de la AFC aumentan la complejidad 
de identificar estrategias efectivas que 

AGRICULTURA
FAMILIAR
SU APORTE PARA LA
INCLUSIÓN SOCIAL 

contribuyan a generar mayor ingreso y 
bienestar familiar, disminuyendo la po-
breza, y a constituir una clase media 
rural que participe activamente en el 
desarrollo del país.

A nivel internacional, no hay con-
senso acerca de la definición de pe-
queños agricultores, aunque –por ne-
cesidad operacional para la ejecución 
de sus programas– algunos países 
han establecido límites máximos de 
extensión de tierra y capital propio, 
o un límite máximo de trabajadores 
contratados. Se suele distinguir entre 
fincas de subsistencia (la mayoría), 
fincas en transición y consolidadas 
cuando ya están incorporadas al sec-
tor comercial, que agrega como cri-
terio de clasificación la existencia de 
empleo contratado versus mano de 
obra exclusivamente familiar predo-
minante en la categoría de subsisten-

cia. Esta información no siempre está 
disponible. 

En varios países, muchos jóvenes 
están abandonando la agricultura y las 
zonas rurales. Es resultante de diferencia-
les en expectativas de ingreso, pero tam-
bién en menor acceso a servicios básicos 
(educación, salud, vivienda, conectivi-
dad) y a actividades sociales, deportivas, 
entrenamiento técnico, acceso al arte. En 
general, una falta de bienes públicos y de 
infraestructura física y social. 

Diversos estudios recientes mues-
tran que la AFC tiene un rol importante 
en la producción agregada agropecua-
ria y en el empleo. Por ejemplo, para 
Argentina, Juárez et al. (2014) señalan 
que la participación de pequeños pro-
ductores en la producción agropecua-
ria en Argentina no es mayoritaria, pero 
sí representa una fracción significativa 
en varios rubros. Con respecto a la pro-
ducción agropecuaria agregada, la AFC 
contribuyó con un 25%, con predomi-
nancia en rubros como té, yerba mate, 
algodón, tabaco y caña de azúcar, y re-
presentaría un 40% de la producción to-
tal de cereales y oleaginosas y 20% de la 
producción ganadera. Los autores desta-
can que la agricultura familiar representa 
aproximadamente un 53% del empleo en 
agricultura, con un 60% de estos en una 
relación de trabajo informal. Estadísticas 
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similares para Chile (Martínez, Namdar-
Iran y Sotomayor, 2014) indican que en 
2009 la agricultura familiar (subsisten-
cia y familiar empresarial) representaba 
el 22% del valor bruto de la producción 
agropecuaria (61% del empleo), en con-
traste con el 38% en agricultura media-
na y 40% en agricultura grande (39% 
del empleo en conjunto en medianas y 
grandes).

En Brasil, se ha observado que las 
fincas pequeñas representan una alta 
proporción del total de emprendimien-
tos, pero tienen una contribución al va-
lor de la producción bastante baja. Por 
ejemplo, de acuerdo al censo de 1995, 
las fincas de hasta 10 hectáreas repre-
sentaban el 50% del total de unidades y 
contribuían con 12% del valor de la pro-
ducción agregada. La categoría siguien-
te, entre 10 y 100 hectáreas, represen-
taba el 40% del total de fincas, con una 
contribución de un 35% del total. El 53% 
restante de la producción provenía de 
fincas con tamaño superior a 100 hectá-
reas (World Bank, 2003). 

En Brasil como en Estados Unidos, 
las tendencias en crecimiento producti-
vo agregado plantean que en su conjun-
to la expansión productiva está siendo 
liderada por fincas comerciales de esca-
la media y grande. De acuerdo a Gard-
ner (2003), a principios de los 90, en el 
agregado el 90% de las ventas prove-
nía de un 25% de las fincas de mayor 

tamaño (en comparación a 50% en los 
años 40). Eso no excluye la contribución 
dominante de los pequeños agricultores 
en ciertos productos generalmente in-
tensivos en mano de obra. En Brasil, la 
FAO estimó que la AFC aportaba cerca 
del 38% del valor bruto de la producción 
y representaba cerca del 84% de las 
explotaciones agrícolas del país (FAO, 
2006). En Colombia, la contribución 
relativa de la AFC es mayor, en donde 
esta aportaba no menos del 50% de la 
producción bruta agropecuaria (Jara-
millo, 2002). En países de ingreso me-
dio y alto, la tendencia en el tiempo es 
concluyente: la contribución relativa de 
la AFC al valor bruto de la producción 
agregada es declinante en el tiempo. 

Sin embargo, es común observar 
que, para ciertas regiones de un país, la 
actividad productiva agropecuaria de-
pende en alto grado de la contribución 
de la AFC. Y aunque la contribución 
productiva de este segmento no lidera 
el crecimiento agregado del sector, in-
cide en la dimensión social y especial-
mente respecto de la disminución de la 
pobreza. 

En síntesis, las AFC tienen un rol re-
levante en la contribución a la canasta 
alimenticia doméstica, sobre todo en no 
transables, en la incidencia sobre la po-
breza al crear empleo rural, y proporcio-
na subsistencia a una fuerza de trabajo 
rural subutilizada. También contribuye 
a mayor estabilidad política y paz en 

áreas rurales, y a un manejo más ami-
gable con el medioambiente, bosques, 
tierra, flora y fauna.

¿Cómo incentivar entonces la AFC? 
Es reconocido que América Latina y el 
Caribe sufre las consecuencias de fallas 
de mercado, algunas corregibles. Pero 
también es relevante considerar que la 
evidencia internacional sugiere la exis-
tencia de condiciones estructurales que 
podrían limitar las oportunidades eco-
nómicas del sector de pequeños pro-
ductores en el futuro.

En países ricos y de ingreso medio, 
se observa una tendencia a unidades 
agrícolas más grandes y sofisticadas. En 
contraste, en países de bajos ingresos, y 
a menudo con alta densidad demográ-
fica, se observa tendencia a fincas más 
pequeñas (Foster y Valdés, 2014). 

En la agricultura más sofisticada, 
predomina tecnología avanzada y los 
mercados no son neutros con respecto 
a escala de producción. Son mercados 

más integrados y consumidores más 
exigentes con respecto a trazabilidad, 
calidad homogénea, etcétera. No es 
neutra a escala. Además, la capacidad 
para enfrentar el factor riesgo climáti-
co y la variabilidad de los precios es un 
factor influyente y complejo de manejar 
para la AFC.

La agricultura de contratos es una 
gran oportunidad para la AFC en nichos 
tales como los productos perecederos 
(tomate industrial, pollos). Pero surge un 
interrogante: ¿son los pequeños produc-
tores demasiado pequeños para lograr 
elevar su ingreso y escapar de la pobre-
za? Es la observación que surge hoy en 
parte de África Subsahariana e India. 

Una estrategia de fomento a la AFC 
debería considerar el diseño de una es-
trategia de desarrollo rural territorial 
centrada en pluriactividad  y servicios, 
en contraste a los programas tradicio-
nales de desarrollo rural centrados en 
desarrollo agrícola. Se necesita cerrar 
la brecha de tecnología y capacitación 
(productividad de la tierra, mano de 
obra, eficiencia técnica, capacidad de 
almacenamiento, etcétera). La estrate-
gia debería involucrar objetivos múlti-
ples, una cooperación intersectorial e 
interagencial de los ministerios, en don-
de se enfatice un enfoque local (place-
based approach) que estimule la coo-
peración pública-privada orientada a 
movilizar nuevos recursos a nivel local, 
en un nuevo paradigma de desarrollo 
rural territorial (OECD, 2006).
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ANÁLISIS

Economía
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Para que siga siendo posible dar empleo,
es imperioso promover una economía
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y la creatividad empresarial.
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Las relaciones genuinas
como factor    

                        de bienestar



En el panorama mundial, incluido 
el latinoamericano, las noticias de los 
medios de comunicación versan habi-
tualmente y, en gran parte, sobre temas 
de economía y finanzas. La crisis de las 
hipotecas subprime de fines del 2008 
se reveló, sin duda, como la punta del 
iceberg de una crisis sistémica e inte-
gral que aún no encuentra su rumbo de 
salida. Tal vez porque, precisamente, no 
se aborda desde el terreno de la com-
plejidad que implicaría no solo cambios 
instrumentales o metodológicos, sino 
profundamente culturales, en el sentido 
de normas de comportamiento, de esti-
los de vida. 

Por muchos años, los economistas 
han afirmado que los individuos buscan 
maximizar la riqueza para maximizar su 
utilidad (satisfacción), porque “si so-
mos más ricos, somos más felices”. Es 
necesario reconocer que la vida buena, 
la felicidad, es la combinación de bie-
nes materiales y de bienes relacionales. 
“Relaciones” es una gran preocupación, 
porque hoy el “bien escaso” son las re-
laciones genuinas, la confianza, la fra-
ternidad. El “otro” como persona es, en 
sí mismo, un valor absoluto no sujeto 
a transacciones. La sociedad utilitaris-

ta cambia los bienes relacionales por 
bienes de consumo que desprecian la 
relación con la naturaleza, con la comu-
nidad, con los derechos humanos, con 
los más vulnerables. El don y la recipro-
cidad en economía van ocupando un 
espacio.

LA EXIGENCIA DE UN NUEVO
DESARROLLO DEL PENSAMIENTO

El camino a recorrer va a depender 
de nuestras elecciones y, por eso, la ne-
cesidad de pensar no admite demoras. 
Una de las tareas esenciales dentro del 
amplio debate sobre una economía in-
clusiva que propicie vida digna para to-
dos es la profundización de la categoría 
de la relación. 

Es importante emprender el análi-
sis de la economía, no mirándola como 
compartimentos más bien rígidos, 
como habitualmente se la ve –de lo 
privado clásico al “tercer sector”–, sino 
desde la lectura de lo social: colocar a 
los diferentes sujetos en una relación 
constructiva –empresas tradiciona-
les y sociales, instituciones, diferentes 
formas de asociatividad–. Dichos suje-
tos, actualmente, tanto en la visión de 

La crisis mundial se fue revelando como una profunda crisis 
ética, cultural y antropológica. Tener como único objetivo el 
crecimiento del PIB es engañoso. Por muchos años los economistas 
han afirmado que los individuos buscan maximizar la riqueza para 
maximizar su utilidad porque “si somos más ricos, somos más feli-
ces”. Es necesario reconocer que la vida buena, la felicidad, es 
la combinación de bienes materiales y de bienes relacionales. El 
“otro” como persona es, en sí mismo, un valor absoluto no sujeto 
a transacciones. Una economía inclusiva propicia la profundización 
de la categoría de la relación. 

economistas y politólogos, como en la 
práctica cotidiana de los operadores, 
o están en confrontación (abierta o la-
tente) entre ellos, o bien se distribuyen, 
en cuanto les es posible, tareas comple-
mentarias (producir, regular, distribuir 
solidariamente) basándose más en la 
impermeabilidad recíproca que en la 
colaboración.

El bien relacional es un bien donde 
la relación es el bien mismo, una rela-
ción que no es un encuentro de intere-
ses, sino un encuentro de gratuidad. Es 
el bien relacional el que exige motiva-
ciones intrínsecas con respecto a esa 
particular relación. 

La teoría económica comenzó a ocu-
parse de los bienes relacionales cuando 
los estudiosos se dieron cuenta de que 
las lentes mediante las cuales la econo-
mía miraba al mundo no veían el valor 
de la relación y, así, existía el peligro de 
que la destruyeran. 

HACIA UN NUEVO PARADIGMA
ECONÓMICO

El concepto del don en Polanyi y 
Mauss1

El concepto del don estructura las 
relaciones sociales, establece vínculos y 
obligaciones dentro de la circulación de 
bienes (no solo materiales, sino también 
simbólicos y de conocimiento) a través 
de la triple obligación de dar, recibir y 
devolver, que describe otro tipo de re-
laciones económicas que no necesaria-
mente corresponden a las de oferta y 
demanda, utilidad económica, equilibrio 
o mercado (Carranza Barona, 2013, 15). 

De acuerdo a Polanyi, la unidad y 
estabilidad de las instituciones econó-

micas son fruto de la combinación de 
pocas pautas (formas de integración), 
donde las principales, de acuerdo a la 
evidencia histórica y antropológica, son 
la reciprocidad, la redistribución y el 
intercambio (Polanyi, 1976, 162). Cada 
forma de integración se relaciona en 
combinación con ciertos principios ins-
titucionales. Así, la reciprocidad está re-
lacionada con la simetría; la redistribu-
ción, con la centralidad y el intercambio, 
con el mercado. Si bien la reciprocidad 
puede aparecer como una forma de 
redistribución, se distingue de esta, ya 
que no está mediada por una autoridad 
central. También Polanyi distingue entre 
el intercambio motivado por la costum-
bre y el intercambio propio de mercado 
regido por el sistema de precios y los 
mecanismos de la oferta y la deman-
da. Estos elementos pueden aparecer 
simultáneamente en las distintas socie-
dades humanas, en las que el peso de 
cada una depende del contexto histó-
rico y social específico. Para Polanyi, 
lo económico y lo social se hallan indi-
solublemente unidos; esta perspectiva 
es concordante con la noción de “he-
cho social total” propuesta por Marcel 
Mauss en su Ensayo sobre el don (2009 
[1925]).

LA SOCIEDAD
UTILITARISTA CAMBIA

LOS BIENES
 RELACIONALES

POR BIENES
DE CONSUMO

ECONOMÍA
SOCIAL
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Mauss desarrolla su argumento del 
don, que se sintetiza en la triple obli-
gación de dar-recibir-devolver, utilizan-
do referencias etnográficas de institu-
ciones como el Potlatch de los indios 
Kwakiutl (Columbia Británica) y el Kula 
de las islas Trobriand (noreste de Nue-
va Guinea); asimismo, utiliza referen-
cias históricas de sociedades, épocas y 
contextos diferentes. El don no se limi-
ta a describir una mera circulación de 
bienes, sino más bien corresponde a un 
concepto que estructura las relaciones 
sociales en su conjunto, no solo las eco-
nómicas, bajo la forma de regalos su-
puestamente voluntarios, pero que en 
el fondo son obligatorios.

De esta manera, Mauss contribuye 
a ampliar el entendimiento del vínculo 
entre la economía y la sociedad, des-
cribiendo otro tipo de racionalidades y 
motivaciones en los procesos económi-
cos y sociales. La entrega, recepción y 
devolución de los dones son elementos 
obligatorios y complementarios de un 
sistema total, en el cual no solo están en 
juego aspectos económicos, sino tam-
bién aspectos simbólicos relacionados 
con el honor y el prestigio individual, y 
donde la reproducción social está com-
prometida. 

Los planteos de Polanyi y Mauss, 
junto con el análisis crítico respecto 
de la pertinencia de los supuestos que 
fundamentan el utilitarismo y el homo 
economicus desde la psicología, la an-
tropología económica, la economía ex-
perimental y del comportamiento, nos 
conducen a considerar que los plantea-
mientos de la economía neoclásica son 

insuficientes para entender otras for-
mas de economía y lo económico desde 
una amplia integración con lo social y 
lo político.

El principio del don-gratuidad en la
Laudato Si’

El papa Francisco, en todo su pen-
samiento, utiliza las expresiones “don” 
y “gratuidad” como sinónimos, y se 
muestra, en este sentido, un continua-
dor del innovador Benedicto XVI con 
respecto de la ciencia económica con-
temporánea y también de las ciencias 
sociales en general, que asocian el don 
al comportamiento altruista o filantró-
pico. El don que encontramos en la 
encíclica, en cambio, es sobre todo un 
“darse”, un donarse de la persona, que 
por lo tanto se basa primero en el ser 
y después en el actuar, una acción que 
puede asumir varias formas. Es, por lo 
tanto, un modo de actuar, un “cómo” se 
actúa. Este es el significado más verda-
dero y profundo de la gratuidad-don y, 
en este sentido, podemos y debemos 
encontrar a la gratuidad en el desarro-
llo de todo tipo de acción, incluso en 
el ejercicio del deber, del contrato, del 
mercado, de la empresa.

El don-gratuidad no es, por lo tanto, 
el descuento, el regalo, los puntos de los 
programas de fidelización, que son el 
don que normalmente conoce el merca-
do tradicional y que, en general, no tie-
nen nada de gratuidad en su naturaleza 
más profunda y exigente. 

¿Cuál es la función propia del don? 
La de ayudar a comprender que, junto 
a los bienes de justicia, también existen 
los bienes de gratuidad. Una sociedad 
que avance hacia un auténtico desarro-
llo humano tiene que colocar junto a los 
bienes de justicia, los bienes de gratui-
dad. ¿Cuál es la diferencia? Los bienes 
de justicia son los que nacen de un de-
ber, los bienes de gratuidad son los que 
nacen del reconocimiento de que yo 
estoy ligado a un otro y que, en un cier-

to sentido, es parte 
constitutiva de mí. 
La lógica de la justi-
cia es la equivalencia 
y la lógica de la gratui-
dad es la sobreabundan-
cia. Eficiencia y justicia no 
bastan para asegurar la felici-
dad de las personas.

Estas ideas que lanza la encíclica 
abren un panorama también de gran 
futuro para la reflexión en América La-
tina. A modo de ejemplo, tomemos so-
lamente la cosmovisión andina entre los 
pueblos originarios, que tiene que ser 
revalorizada sobre la base de los princi-
pios filosóficos propios de vincularidad, 
complementariedad, convivencialidad 
simbólica y reciprocidad que conducen 
al Bien Vivir, en el marco de una con-
cepción andina del tiempo según la cual 
existen tres pachas o mundos que cons-
tituyen la totalidad: Hanan Pacha, Kay 
Pacha y Uku Pacha. 

El principio de gratuidad y de recipro-
cidad en la “Sumak Kawsay”

“Sumak Kawsay” es una expresión 
en quechua que nos llega desde Ecua-
dor; “Suma Qamaña”, en aymara, desde 
Bolivia; en tanto que desde Paraguay, 
en guaraní, la expresión sería “Teko 
Porá”. La traducción al castellano es 
“Buen Vivir” o “Vida Buena”. Se trata de 
un concepto globalizante y dinámico, 
que expresa de algún modo el espíritu, 
la manera de ser de los indígenas.

No se trata de “vivir mejor”, concep-
to individualista, pues si alguien vive 
mejor ello implica que hay otro que vive 
peor. “Buen Vivir” hace referencia a vivir 
en armonía, en equilibrio, es decir, res-
petando y asumiendo las diferencias, la 
diversidad, junto con las complementa-
riedades.

El “Sumak Kawsay” andino está aso-
ciado a la vida en comunidad, no con-
ciben al individuo solo; ser persona es 
ser con otros, en familia y en comunidad 

más amplia. No es 
que no valoren a cada 
persona, sino que para 

la sabiduría indígena el 
mismo concepto de per-

sona incluye la relación, la 
comunidad. De esta concep-

ción se desprende la ética y la 
economía de la solidaridad, donde no 

se comprende el acumular, el guardar, el 
retener para sí, ni es admisible la caren-
cia. Se trata de una economía-ética de 
la reciprocidad y el equilibrio donde se 
comparten los bienes generosa y auste-
ramente a la vez.

Si observamos la naturaleza, es claro 
que el árbol no vive para sí mismo, ni el 
insecto, ni la abeja, ni la hormiga, ni las 
montañas... sino que todo vive en rela-
ción y donación a otro, en complemen-
tariedad, en reciprocidad permanente; 
a eso llaman “ayni”.

Gratuidad y reciprocidad, diversidad 
y complementariedad son aspectos cla-
ve de la Vida Buena. Hay un reconoci-
miento de las diferencias y por lo tanto 
de la riqueza, la belleza, el crecimiento 
que supone ser con otros. Varón y mu-
jer son distintos y complementarios, ni-
ños y ancianos, trabajo y celebración. 
Pero además hay una alta valoración 
de la entrega recíproca, del compartir. 
La propuesta de la Vida Buena supone 
otro “contrato social” que va más allá de 
la justicia social: busca una vida equili-
brada. Y obviamente es inalcanzable en 
términos individuales. Ni solo ni contra 
otros, solo es posible una Buena Vida 
con otros y cuidando la vida, toda vida. 
También apuesta más al consenso que a 
la democracia, en donde las decisiones 
“se votan”. Vivir Bien es alcanzar acuer-
dos después de lograr la participación 
de toda la comunidad. La intervención 
con derecho de todos, el exponer y el 
escuchar razones, el diálogo y, finalmen-
te, el consenso garantizan que la deci-
sión se toma en función del bien común 
(Ramos, 2012).

UN BIEN RELACIONAL
ES UN BIEN

 DONDE LA RELACIÓN
ES EL BIEN MISMO

ECONOMÍA
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El principio de reciprocidad que
puede cambiar la economía

¿De qué se trata? ¿Puede la recipro-
cidad convertirse en una nueva palabra 
fundamental en las ciencias sociales 
contemporáneas? La cultura de la mo-
dernidad ha intentado relegar la gratui-
dad a la esfera privada y la ha expulsa-
do decididamente de la esfera pública. 
En particular, ha sido desplazada de la 
economía: a esta le bastan los contra-
tos, los incentivos, las buenas reglas y 
los intereses.

Las cosas más hermosas de la vida 
son cuestiones de reciprocidad: la fami-
lia, la amistad, el amor, la fiesta, la co-
munidad. Pero: ¿cuántos tipos de reci-
procidad existen?

Son tres las principales formas de 
reciprocidad, todas importantes, pero 
la última indispensable para repensar la 
economía.

1) Reciprocidad-contrato: una pri-
mera forma de reciprocidad es la que 
la economía tradicional conoce, tanto 
como teoría que como práctica: es la 
prevista por el contrato, el instrumento 
principal de la economía de mercado. El 
contrato, en su estructura base, está ca-
racterizado por la bidireccionalidad: se 
da y se recibe, entre A y B hay un inter-
cambio de valores equivalentes.

La prestación de A hacia B exige 
necesariamente una contraprestación 
de igual valor de B con respec-
to de A: si B no reciproca, A 
no cumple con su presta-
ción; y si ya la ejecutó, 
puede recurrir a la au-
toridad judicial frente 
a un incumplimiento 
de la contraparte. 
Esta es la razón por 
la cual el contrato 
funciona solamente 
dentro de una socie-
dad civil (con jueces 
no corruptos y leyes 

eficaces). Las características de esta 
reciprocidad típica del contrato son 
las siguientes. a) Bidireccionalidad (mi 
prestación exige la tuya en relación a 
mí y viceversa). b) Condicionalidad (mi 
prestación es condicional a la tuya). c) 
Equivalencia (las prestaciones deben 
ser estimadas en un valor equivalente, 
una equivalencia objetiva, normalmente 
medida según el parámetro monetario).

Esta es una reciprocidad que no pre-
cisa necesariamente de la benevolencia 
y de la gratuidad: bastan los incentivos, 
las instituciones justas, las buenas leyes 
y la justicia transparente.

2) Reciprocidad genuina: nadie pue-
de negar que, incluso en los asuntos 
económicos, se experimente una se-
gunda forma de reciprocidad diferente 
a la del contrato. Es la que encontra-
mos, a menudo, en las diversas formas 
de economía social, en el voluntariado 
y en otras dinámicas organizacionales.

Tres son las diferencias signifi-
cativas entre la reciprocidad-

contrato y la reciprocidad 
genuina. a) Como en el 

contrato, también en 
la reciprocidad ge-
nuina tenemos una 
bidireccionalidad, 
pero las dos transfe-
rencias (de A hacia 
B y de B hacia A) 
son independientes 

y libres. Sin embargo, 
la bidireccionalidad es 

un elemento impor-
tante de toda for-
ma de reciprocidad 
genuina; de hecho, si 
no se da la respuesta 
de quien recibe un acto 
de gratuidad, la relación 
de aparente gratuidad podría 
cubrir una relación de poder o de 
dominio sobre el otro, como en el caso 
del asistencialismo. En la reciprocidad 
genuina, en cambio, la relación que se 
crea entre las partes es el fin último de 
la misma reciprocidad: el bien relacio-
nal, el cual se genera en la relación de 
reciprocidad y es el principal motivo 
de la reciprocidad genuina. b) La lógica 
de la reciprocidad no es ni condicional 
(como en el contrato) ni puramente in-
condicional (como en el tercer tipo que 
desarrollaremos después), ya que si es 
verdad que la prestación del otro no es 
precondición para la mía (en este sen-
tido mi acción es expresión de gratui-
dad), al mismo tiempo, sin su respuesta, 
no experimento la reciprocidad: el otro, 
antes o después, debe responder para 
que la relación siga adelante. Para dar 
un ejemplo, podríamos decir que es la 
lógica que mueve a muchos voluntarios: 
son personas que donan su tiempo sin 
poner condiciones al inicio, pero si en 
algún momento no reciben estima o 
atención, el voluntario entra en crisis y 
hasta puede interrumpir su actividad. c) 
Una tercera característica de la recipro-
cidad genuina es que el intercambio no 
es de “valores equivalentes” en “canti-
dad” u objetivamente: en muchos casos 

(como el descripto 
para el voluntariado) 
también un simple 

“gracias” puede con-
siderarse una acción de 

reciprocidad. Lo impor-
tante es que ambas par-

tes se sientan en un plano de 
igualdad, porque sin igualdad sus-

tancial no hay reciprocidad.
3) Reciprocidad incondicional: en 

una economía del don y de la reciproci-
dad debería existir también esta tercera 
forma. Es un particular tipo de recipro-
cidad que no es, obviamente, la típica 
del contrato ni solamente la reciproci-
dad genuina, aunque sí comparte mu-
chos de sus elementos. ¿En dónde se 
encuentra lo específico de esta última 
forma de reciprocidad? a) Apertura: 
la transitividad o apertura quiere decir 
que, en esta forma, la actitud de reci-
procidad puede no estar dirigida hacia 
quien inició la relación, sino hacia un 
tercero. En otras palabras: A activa un 
acto de gratuidad en relación a B y hace 
una experiencia de reciprocidad no solo 
si B le responde a él, sino también si B 
reciproca en relación con C. La recipro-
cidad vivida entre A y B genera otras 
formas de reciprocidad (entre C y D). Es 
la apertura la que hace que la comunión 
sea algo muy distinto a un “encuentro 
de intereses” y que la define como un 
“encuentro de gratuidad”. Por ejemplo, 
en una empresa donde se invierten di-
nero y recursos para formar a los em-
pleados, puede considerarse también 
una experiencia de reciprocidad aun el 
hecho de que el empleado deje la em-
presa y se vaya a trabajar a una ONG, 
es decir que la reciprocidad no vuelva 
en forma directa a su empleador. Otro 
ejemplo son las empresas que ponen en 
común las utilidades para que las per-
sonas en situación de pobreza puedan 
gestionarlas y generar una cultura coo-
perativa también entre ellos. b) Incondi-
cionalidad: la comunión tiene necesidad 

LA ECONOMÍA
NEOCLÁSICA RESULTA

INSUFICIENTE PARA
ENTENDER LA INTEGRACIÓN 

ENTRE LO SOCIAL
Y LO POLÍTICO

LA RECIPROCIDAD
INCONDICIONAL NO
ENCUENTRA LUGAR
EN LA TRADICIONAL

FORMA DE CONTRATOS
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de la gratuidad. Esto implica ver la re-
compensa en el comportamiento antes 
que en los resultados materiales, signi-
fica encontrar sentido en mi “donarme” 
hacia los demás antes que en la res-
puesta del otro hacia mí. Para que esta 
se pueda dar, es necesario llegar a una 
cultura, que nos hace seguir adelante 
aun cuando estemos solos o cuando la 
respuesta del otro tarde en llegar (Bruni 
y Calvo, 2009, 237).

La idea de fondo es que, en una 
economía del don y de la reciproci-
dad, todas las formas de reciprocidad 
son importantes, pero es fundamental 
la tercera. Una empresa capitalista tal 
vez pueda vivir solamente con la prime-
ra forma de reciprocidad, las empresas 

sociales tienen necesidad también de la 
segunda, la economía del don y de la re-
ciprocidad tiene necesidad de las tres. Y 
hay algo más: activando las tres formas 
de reciprocidad se realiza una “contami-
nación” de las lógicas de reciprocidad. 
¿En qué sentido? En una realidad hu-
mana donde esté presente tanto la re-
ciprocidad genuina como la incondicio-
nal, también el contrato y el mercado se 
humanizan y del interés privado pasan a 
la ayuda recíproca. Actuando así, en la 
economía de hoy, se siembran semillas 
de cambio, de humanización de las rela-
ciones cotidianas.

La historia, particularmente la historia 
más reciente, demuestra que las personas 
se liberan verdaderamente de las trampas 
de la indigencia y de la exclusión mucho 
más con la reciprocidad que con los rega-
los (Bruni y Calvo, 2009, 241).

La globalización ha extendido de 
modo formidable el área de aplicación 
del contrato y, como efecto, desplaza-
do el área de redistribución y gratuidad, 
por lo cual tenemos como consecuencia 
sociedades más inequitativas. Hoy una 
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1Para profundizar este punto, remitirse al trabajo de César 
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sociedad global, regional y local que no 
se construya sobre los tres principios no 
puede sobrevivir.

UN CUENTO ÁRABE COMO
CONCLUSIÓN

Una antigua tradición beduina cuen-
ta este relato: 

Un padre (algunos sostienen que se 
trataba de un jeque muy rico), sintiendo 
cerca su fin, hizo los preparativos para su 
sucesión. Su rebaño de camellos debía ser 
repartido entre sus tres hijos (Ahmed, Alí 
y Benjamín, aunque los nombres varían 
de una versión a la otra) según el orden 
siguiente: el primero, en virtud del dere-
cho de progenitura, recibiría la mitad; el 
segundo, heredaría un cuarto; en cuanto 
al menor, se contentaría con la sexta par-
te. Poco tiempo después, cuando murió, 
sus hijos quedaron confundidos: el repar-
to resultaba imposible porque el rebaño 
contaba exactamente con once camellos. 
Como ya habían llegado al conflicto, re-
solvieron someter el caso al Cadí. Este, 
tras haber escuchado a las partes, re-
flexionó, trazó algunos signos en la arena 
y, finalmente, declaró: “Tomen mi camello, 
hagan su reparto y, si Alá quiere, me lo 
devolverán”. Asombrados, pero sin ánimo 
de contradecir a un hombre tan sabio, los 
hijos se fueron con el camello del juez. Sin 
embargo, no tardaron en percatarse del 
ingenio del Cadí: con doce camellos el re-
parto resultaba muy fácil: el primogénito 
se quedó con seis camellos (la mitad de 
doce); el segundo, con tres camellos (la 

cuarta parte de doce) y el tercero, con 
dos camellos (la sexta parte de doce). El 
total ahora resultaba exactamente once 
camellos. Cada quien recibió su parte y el 
duodécimo camello no tardó en ser resti-
tuido enseguida (Ost, 2004, 843).

Esta antigua historia nos ayuda a 
comprender mejor que confiarnos úni-
camente en la eficiencia no nos sirve 
para alcanzar la justicia social. Buscar 
la justicia significa saber dar lugar al 
don y a su fertilidad en generar valor y 
riqueza. El sabio beduino que donó su 
único camello finalmente terminó más 
rico (de gratitud) y posibilitó que se 
produjera un punto de encuentro capaz 
de predestinar un contrato (mercado). 
Por eso es necesario sostener que los 
sujetos de una economía del don, de la 
reciprocidad, producen junto a bienes 
y servicios también relaciones aún más 
ricas en cuanto a su capacidad de pro-
mover al mismo tiempo valor económi-
co y justicia social.

La historia de los camellos nos ayu-
da a pensar esta crisis de otro modo. 
Pero… ¿quién traerá el duodécimo ca-
mello? Seguir pensando que la sociedad 
y la economía se activan solamente por 
un instinto primordial, generado por la 
eficiencia de un sistema que incluso pe-
naliza o desincentiva a los sujetos que 
por su naturaleza y por sus motivacio-
nes portan el principio del don y de la 
gratuidad, no ayudará a reencontrar el 
rumbo del desarrollo humano. No solo 
la justicia necesita del don para poder 
afirmarse, también el mercado.

CONFIANDO SOLO
EN LA EFICIENCIA

NO SE ALCANZA LA
JUSTICIA SOCIAL

CUADRO 1
LAS FORMAS DE LA RECIPROCIDAD

RECIPROCIDAD-CONTRATO

TRADICIONAL

PRINCIPAL INSTRUMENTO DE 
LA ECONOMÍA DE MERCADO

BIDIRECCIONALIDAD:
A         B

INTERCAMBIO DE
EQUIVALENTES

1. BIDIRECCIONALIDAD

2. CONDICIONALIDAD

3. EQUIVALENCIA EN 
PRECIO/CANTIDAD

RECIPROCIDAD GENUINA

FORMAS DE ECONOMÍA
SOCIAL, SOLIDARIA Y
VOLUNTARIADO

BIDIRECCIONALIDAD:
A         B

INDEPENDIENTES Y LIBRES

EL BIEN RELACIONAL ES EL 
FIN PRINCIPAL

1. RELACIONALIDAD

2. NI CONDICIONAL NI
INCONDICIONAL

3. EQUIVALENCIA NO EN 
CANTIDAD: UN “GRACIAS”

RECIPROCIDAD INCONDICIONAL

ECONOMÍA DEL DON
Y DE LA RECIPROCIDAD

APERTURA O TRANSITIVIDAD:
A        B       C         D

FORMAS DE RECIPROCIDAD

ENCUENTRO DE GRATUIDAD, 
NO DE INTERESES

1. APERTURA

2. NO CONDICIONALIDAD

3. LA RECIPROCIDAD COMO 
“CULTURA” 
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Las organizaciones no gubernamenta-
les (ONG) tienen un papel fundamen-
tal en el cuidado del medioambiente. 
Entre otras importantes tareas, forman 
conciencia entre la ciudadanía al mis-
mo tiempo que monitorean el cumpli-
miento de las normas ambientales por 
parte del sector público. El director 
ejecutivo de la Fundación Ambiente y 
Recursos Naturales (FARN Argentina), 
Andrés Nápoli, explica la relevancia 
del acceso a la información, de pro-
teger las comunidades indígenas y de 
reducir la conflictividad ambiental. 

¿Qué actividades desarrollan las ONG 
ambientales en la región?

Las ONG son entidades sin fines 
de lucro y apartidarias. En el caso de 
FARN, nuestro objetivo principal es 

promocionar el desarrollo sustenta-
ble a través de la participación ciuda-
dana. Contamos con diversas líneas 
de trabajo que se dividen en aspec-
tos que hacen a la investigación, la 
defensa del derecho al ambiente y 
la calidad de vida de la población, a 
permitir a la ciudadanía acceder a la 
información pública disponible sobre 
el ambiente, a facilitar y promover la 
participación de la ciudadanía en los 
procesos de toma de decisiones, pero 
principalmente a incidir en la formu-
lación de políticas públicas. La actua-
ción de FARN tiene una escala local y 
otra regional. En este sentido, hemos 
trabajado en los temas que hacen al 
cambio climático, la cuestión energé-
tica y minera, y el control, monitoreo 
y seguimiento de los procesos de las 

PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA 
EL ROL DE LAS
ORGANIZACIONES SOCIALES

corrientes de inversión externa y la 
garantía de la aplicación de las salva-
guardas ambientales en los proyectos 
que impactan al ambiente. 

¿Cuál es el estado del acceso a la in-
formación en temas ambientales en 
América Latina?

La mayor parte de los países de la 
región han comenzado a reclamar con 
mayor fuerza sobre la necesidad de 
impulsar un auténtico desarrollo que 
asegure progreso social y económi-
co, así como sostenibilidad ambiental, 
lo que impone mayores exigencias a 
la gestión pública. Esta demanda ha 
promovido también un cambio cul-
tural en la forma en que se toman las 
decisiones de política, que apunta a 
garantizar el derecho de la ciudadanía 
a ser parte central en la formulación 
de las políticas. La mayor parte de 
los países de la región han sanciona-
do regímenes legales que garantizan 
el acceso a la información y brindan 
oportunidades para que los ciudada-
nos participen en procesos de toma 
de decisiones. No obstante, el nivel de 
cumplimiento de tales derechos en la 
mayoría de los países continúa siendo 
bajo, lo que ha generado un elevado 
nivel de conflictividad ambiental, as-
pecto que los estados no han sabido 
canalizar de manera adecuada. 

¿Podría citar ejemplos de este tipo 
de conflictividad?
Un ejemplo lo constituyen los conflic-
tos por las explotaciones mineras, las 
demandas de las comunidades indíge-
nas en defensa de sus territorios, las lu-
chas por el acceso a la tierra y al agua 
potable, entre otros. En este contexto, 
veintidós países de América Latina y el 
Caribe junto con la participación de re-
presentantes de la sociedad civil han ini-
ciado un proceso de negociación de un 
acuerdo regional que aspira a establecer 
obligaciones para que los Estados parte 
mejoren sus leyes, políticas, institucio-
nes y prácticas para garantizar que los 
derechos a la información, la participa-
ción y la justicia en asuntos ambientales 
–consagrados en el Principio 10 de la De-
claración de Río sobre el Medio Ambiente 
y el Desarrollo– sean respetados. 

¿Qué tipo de acciones pueden adop-
tarse para resguardar el hábitat de las 
comunidades indígenas?

Una de las principales acciones im-
plica llevar a la práctica y mejorar la 
implementación de varios derechos re-
conocidos en el marco legal vigente; en 
particular, el derecho a definir las prio-
ridades de su desarrollo y participar en 
las decisiones vinculadas a la utiliza-
ción, administración y conservación de 
los recursos en su territorio.
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